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" ... EN TODO CASO, LO QUE SI HA PAEECIDO A LA --
PCNENCIA ES QUE LA CALIFICACIGN DE LOS MODOS, DE —  
LOS CRITERIOS DE ORGAN IZACl Œ  TERRITORIALES, DE —  
PODER Y ORGANIZACICN DEL ESTADO QUE LA CCNSTITUCION 
CCNTIENE, SERA TAREA DE TRATADISTAS, SERA TAREA DE 
LOS PROFESORES QUE APELLIDARAN ESTA ORGANIZACICN,- 
PERO, EN NINGUN CASO, DEBERIAMOS DE RECOGER UN A - 
DEFIN ICICN DE CUALQUIER MAN ERA POLEMIC A ".
( Sr. Cisneros Laborda.- De la Ponen- 
cia. Comisiôn de Asuntos Constitu—  
cionales y Libertades Pûblicas. —  
Diario de Sesiones ).
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I N T R O D U C C I C N
I.- Delimitaciôn del objeto y justificaciôn del estudio»-
A) Justificaciôn del estudio.-
La regulaciôn de la forma territorial del Estado, fué, sin 
duda, el problema mâs conflictivo que se planteô a los constitu 
yentes espanoles de 1.978. Conflulan en la cuestiôn elementos :
a) politicos, el resurgir de los nacionalismos vasco y 
catalân, claramente reflejado en los resultados elec 
toraies del 15 de Junio de 1.977, y el "efecto de —  
arrastre" provocado en el resto de las nacionalida—  
des y regiones espafiolas (i) ;
b) econômicos, el problema del desequilibrio regional - 
acrecentado durante los ûltimos ciRos del franquismo- 
por una planificaciôn econômica descompensada, y;
c) obviamente jurldicos.
En efecto, una lectura detallada del Tltulo VIII de nuestra 
Constituciôn ("De la organizaciôn territorial del Estado") révé­
la la existencia de algunos preceptos de poca afortunada redac—  
ciôn y escaso rigor têcnico(2). Pero lo que résulta mâs grave r- 
todavla, demuestra la ausencia de una verdadera y serena,sujeta 
a limites précisés, reflexiôn teôrica sobre la esencia del modè­
le que se adopta. Modelo que, como veremos, no llega a ser défi, 
nido, sine simplemente esbozado mediante algunos principios gene 
rales caracterizadores.
Esta indefiniciôn constitucional, que otorga en este punto a 
nuestra norma suprema carâcter de "Constituciôn abierta", fué —
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probablemente fruto de la difieuItad del compromiso entre fuerzas 
politicas que sustentaban en las constituyentes criterios sobre - 
la forma territorial del Estado basados en ideologies muy diver—  
sas. Ouizâs esa misma imposibilidad de lograr un compromiso poli­
tico mâs explicite y concrete, fâcilmente reconducible en su for­
ma a categorlas tradicionales del Derecho Pûblico, llevô a les —  
constituyentes a optar por un instrumente jurldico flexible que - 
permitiera diversas y distintas interpretaciones a lo largo del - 
proceso de transforméeiôn del antiguo Estado unitario centraliza­
do de las Leyes Fundamentaies en el nuevo Estado con descentrali­
zaciôn polltica y de acuerdo con la cerrelaciôn de fuerzas exis—  
tentes en posteriores momentos.
El empirismo de la forma territorial del Estado adoptada —  
(empirismo-transaccional por otra parte comûn al debate sobre la - 
forma de Estado en la mayorla de las Asambleas constituyentes, —  
pero bien es cierto que en dosis menores) supone evidentemente un 
riesgo de inseguridad jurldica y un claro peligro de "desconstitu 
cionalizaciôn" de una cuestiôn tan decisiva. Conviene,por tanto, - 
interpretar con precisiôn la voluntad del texto constitucional y -
extraer sus principios bâsicos organizadores para prévenir cual--
quier quebrantamiento y a la peu? poder construir el nuevo Estado - 
de acuerdo con un cierto prograuna y una visiôn previa de la obra - 
que se pretende.
Esta funciôn interpretadora, me lleva a plantearme la cali—  
ficaciôn del llamado "Estado de las Autonomlas" en relaciôn con - 
otras categorlas jurldicas,mâs précisas y nltidamente acuRadas por 
la modem a Teorla del Estado, Pero previamente a esa labor intenta 
ré en la Parte I de la Tesis (Las formas territoriales de Estado - 
contemporâneas) matizar los instrumentos terminolôgicos y estudiar 
la distinciôn entre el Estado Unitario, el llamado Estado regional
— 3 —
y el Estado federal. La Parte II se dedicarâ, en cambio, al estu­
dio directo de los elementos configuradores de nuestra forma de - 
Estado mixta y a sus caracterlsticas, concluyendo con su califiea 
ciôn.
No oculto que, al margen de la técnica de un aprendiz de —  
constitucionalista, reside la voluntad como ciudadano de poner de 
manifiesto que la construcciôn de una autonomla,como parte, pasa 
ineludible ment e por la necesidad de contribuir a la construcciôn 
del todo, del Estado, De un Estado que responda a la nueva idea - 
de Naciôn espanola, "Naciôn integrada por nacionalidades y regio­
nes" y sea capaz de integrar armônicamente las distintas Comunida 
des Autônomas en el Estado, aprovechando la riqueza social que el 
reconocimiento constitucional del pluralisme (autonômico,lingüis- 
tico, cultutal, politico, sindical,,,) como valor représenta y —  
mediante el respeto, constitucionalmente garantizado, a su hecho 
diferencial politico y cultural, Conviene, por tanto, no olvidar 
que el fenômeno de la descentralizaciôn polltica se encuentra In- 
timamente relacionado con el que puede ser uno de los valores dé­
cisives de nuestro final de siglo e inicio del prôximo: el plura­
lisme, en sus distintas manifestaciones, como valor esencialmente 
democrât ico,
B) Delimitaciôn del objeto de la Tesis.-
Partiendo de una aproximaciôn inicial al objeto: la califi­
caciôn de la forma territorial del Estado que la Constituciôn —  
Espanola de 1.978 adopta, es decir, su naturaleza jurldica, intenta 
ré delimiter negativamente el objeto del estudio.
Indudablemente, el tema de la forma territorial del Estado 
puede, a simple vista, parecer muy amplio pero no es asl si lo —  
reconducimos a sus justos términds, la calificaciôn de una forma 
de Estado; es decir, no se trata de hacer un estudio pormenoriza
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do de cada uno de los numerosos problemas que el Estado autonômi­
co présenta, sino de estudiar uno de los temas clâsicos del Dere­
cho Constitucional y de la Teorla del Estado: la naturaleza jurl­
dica de las formas territoriales de Estado.
Por otra parte, entiendo que corresponde al Derecho Consti­
tucional (a diferencia de al Derecho Administrâtivo) precisamente 
el estudio de los temas générales y, por ello, fundantes del Orde 
namiento.
Es cierto tambien que la organizaciôn de las nacionalidades 
y regiones posee aspectos que corresponden a distintas Ciencias.- 
Por esô, acabada la necesaria frase de recolecciôh de datos, de - 
propia informaciôn genérica, reduje el estudio al campo propio de 
la Teorla del Estado y del Derecho Constitucional. Prescindiendo 
de aspectos que corresponden al historiador o al cientlfico de la 
Polltica. Otra segunda reduceiôn, el intencionado olvido de la —  
autonomla local (Capltulo III, Tltulo VIII de la Constituciôn Es- 
paRola de 1.978), sôlo tratada en algunas consideraciones inciden 
tales referentes a la esencia de la forma territorial del Estado, 
venla impuesta por necesidades de dimensiôn del estudio (3).
Consecuentemente, este estudio tiene afân de contribuciôn - 
al estudio de la calificaciôn de una forma territorial de Estado, 
aûn inacabada, y conforme al diseAo constitucional. Su futura —  
apariciôn antes de la definitiva finalizaciôn del modelo tiene 
como finalidad contribuir, en la medida de lo posible, a su juri- 
difieaciôn,
II,- CCMSIDERACICNES METODOLOGICAS; necesidad de la "reconstruc—  
ciôn" del Derecho Constitucional espanol y de su "normaliza- 
ciôn" como parte general del Derecho Pûblico,
Cabria objetar a la realizaciôn de esta Tesis la excesiva -
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amplitud y abstracciôn de alguna de sus partes (el largo excurso 
de la Parte I sobre las formas territoriales de Estado contempo-
râneo) 6 el carâcter, acaso descriptive de otras (la aproxima--
ciôn histôrica a la forma territorial del Estado de la Constitu­
ciôn Espanola de 1.978). Soy consciente de ello. Pero creo existe 
una concreta justificaciôn histôrica: la ausencia de una verdade­
ra norma constituendi en un largo periodo de nuestra Historia (La 
Dictadura del General Franco), produjo una verdadera ruptura en­
tre la dogmâtica constitucional de la preguerra (A. Posada, N .Pé­
rez -Serrano, E. Llorens, Rûiz del Castillo ...) y la de la post—  
guerra, habitualmente abocada a "refugiarse" en otros lugares de 
esa amplia y enciclopédica asignatura-que llamamos "Derecho Poli- 
rico". Razôn ésta por la cual los estudios de Derecho pûblico en 
nuestro pals se vieron en gran parte, o bien circunscritos a la - 
exégesis de las normas de ordenaciôn administrative o bien dilui- 
dos en el sociologismo, Con el resultado de que al producirse la 
necesidad de tener que interpreter los preceptos de la nueva nor­
ma constitucional, la actuel dogmâtica espanola del Derecho Poli­
tico se encuentra a menudo sin un suficiente arsenal comûn conce£ 
tuai y diluida en muy diverses tendencies, métodos y objetos de - 
estudio ( 4).
Es évidente, la necesidad de una reconstrucciôn de lo que - 
llamamos "Derecho Politico", que debe probablemente cumplir dos - 
funciones : ser una Teorla del Estado (no una Ciencia Polltica —  
inabarcable por su amplitud y sensibles diferencias metodolôgicas 
en las Facultades de Derecho) que introduzca al estudio de algunos 
fenômenos macropollticos y a la conciencia de la interrelaciôn —  
entre el Estado como Ordenamiento jurldico de un lado y como es—  
tructura moderna de la convivencia polltica de otro. Y ser ademâs 
y fundamentalmente un Derecho Constitucional que explique la nor-
— 6 —
ma suprema vigente y las principales categorlas e instituciones - 
del Derecho pûblico : asi verbi gratia , la idea de Ordenamiento, 
las fuentes del Derecho y su jerarqula, las nociones de descentra 
lizaciôn y autonomla, etc. En este sentido, entiendo mâs correcto 
hablar (como hago en el eplgrafe) de "reconstrucciôn del Derecho - 
Constitucional espafîol".
Esta es la gran tarea que probablemente la doctrina iuspubli 
cista espanola debe acometer. Evidentemente esta reconstrucciôn - 
deberâ partir en gran parte de las construcciones elaboradas por 
los profesores de Derecho Administrâtivo. La Ciencia, y menos la 
jurldica, no puede ser iconoclaste y hay que admitir la indudable 
altura de muchas de las categorlas elaboradas por los administra- 
tivistas. Pero ello no es ôbice para poner fin a una "dislocaciôn" 
existante en las relaciones entre Derecho Constitucional y Admi—  
nistrativo, Intimamente unidos, pero en una relaciôn, en algunos 
sectores, anâloga a la existante entre Parte General y Parte Espe 
cial de otras ramas del Derecho Pûblico, y en otros con objetos - 
distintos y sustancialmente diversos. Conviene, pues, devolver al 
Derecho Constitucional su lugar normal como "tête de chapitre" —  
del Ordenamiento Jurldico del que participen todos los juristas y 
muy especialmente los iuspublicistas como pretendla Hauriou.(5).
La amplitud de su método y de la estructura de las normas consti­
tucionales (en gran parte normas axiolôgicas y de cultura u orden 
pûblico) asl lo aconseja (6).
Pues bien, como mero participe de esta visiôn general, he - 
intentado hacer un esfuerzo de anâlisis conceptual, para poder —  
entrar en la interpretaciôn de las normas positivas con una cier- 
ta perspectiva, la que ofrece la previa reflexiôn teôrica. Pensan 
do que debe haber un camino intermedio para la dogmâtica : la pre 
via elaboraciôn de principios jurldicos y categorlas extraldos —
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de las normas y la subsiguiente aplicaciôn de aquellos principios 
y categorlas a la interpretaciôn de estas normas. El viejo inten­
te de equilibrio entre el criterio teôrico filosôfico y el crite- 
rio pr&ctico exegético que propugnaba Orlando (7).
Respecte al enfoque, admitida la actual inexistencia de una 
verdadera dogmâtica espanola del Derecho Politico, como ha senala 
do Lucas Verdû (8), he procurado hacer un trabajo de Derecho Cons­
titucional tratando de no diluir el Derecho en la Ciencia Pollti­
ca. No obstante, muchas de las euestiones que en esta Tesis se —  
plantean entran de lleno en una Teorla jurldica del Estado.
Por otra parte, soy consciente del carâcter formai y super- 
estructural del Derecho y de la especial incidencia de la pollti­
ca en este caimpo del Derecho Pûblico que abocà (tal y como he —  
aprendido de mi maestro el profesor Lucar Verdû) a una colabora—  
ciôn interdiseiplinar entre Derecho Constitucional, Teorla del 
tado y Ciencia Polltica. El jurista no puede desconocer la reali­
dad social que el Derecho trata de regular, pues aquélla en cuan- 
to supuesto de hecho, forma parte de la propia norma y por decir- 
lo con palabras de C. Mortati del "derecho vivido", de la realidad 
constitucional. Esta incidencia de là polltica en el Derecho es - 
mueho mâs profunda si cabe en materia autonômica. Pero cosas bien 
distintas son la colaboraciôn interdiseiplinar entre especialis—  
tas de distintas materias y el pernicioso sincretismo metôdico.
Georg Je 1linek, expresô brillantemente la necesidad de este 
equilibrio : "las investigaciones de Derecho Politico adquieren,- 
pues, contenido y finalidad mediante su referencia a posibilida—  
des politicas. Polltica y Derecho no pueden confundirse en modo - 
alguno, sino que es preciso que conserven sus limites respectives 
pero no es posible hacer investigaciones efieaces de Derecho Pû—  
blico, sin un conocimiento de lo que es posible politicamente; de
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no tener en cuenta estas consideraciones fundamentaies el Dere—  
cho Politico se desviaria por caminos peligrosos y se convirtii—  
rla en una disciplina puramente escolâstica, ajena a la vida y - 
al conocimiento de lo real" (9). Y sigue : y si se trata -
de la determinaciôn prôxima de la forma de Estado, de las rela—  
ciones mutuas entre los ôrganos supremos del mismo o del influjo 
de las fuerzas histôricas en la modifieaciôn de la constituciôn- 
de aquél, tenemos problemas que solo pueden resolverse llegando- 
al conocimiento de las fuerzas concretas que han formado précisa 
mente taies instituciones" (lO). De aqul cabe derivar un princi­
pio importantisimo que el propio Jellinek enuncia, y que se po—  
drla resumir asl : "lo que no es posible pollticamente, no puede
ser seriamente objeto de investigaciôn jurldica". Y una conse--
cuencia bâsica: la importancia en el tema de la forma de Estado 
del sistema de partidos.
Por lo demâs, esta Tesis ha sido realizada en el Departa—  
mento de Derecho Politico de la Facultad de Derecho de la Univer 
sidad Complutense, durante los cursos 1.979-80 a i,981-82, y en 
la Facultad de Derecho de la Universidad de Roma (curso 82-83), 
siempre bajo el amable magisterio del Prof. Pablo Lucas Verdû,—  
quien guiô mis pasos hacia el Derecho Politico en la ya lejana - 
Universidad de Deusto. Sin las becas para realizaciôn de Te— — 
sis doctorales y ampliaciôn de estudios en el Institute Jurldico 
EspaRol de Roma, ambas de la Universidad Internacional Menendez 
Pelayo,sus resultados hubieran sido sin duda mucho mâs pobres. 
Agradezco tambien la cordial acogida que me dispensô en la Univer 
s id ad de Roma, el Prof. Carlo Lavagna y las facilidades que se - 
me concedieron para el acceso a la biblioteca de la Corte Consti^ 
tucional italiana, asl como el estlmulo prestado por mis compa—  
héros de câtedra y departamento.
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N O T A S
(1).- Algunas de estas otras nacionalidades podrân ser cali 
fie ad as como ’’nacionalidades emergentes o s in his tori a”. Véase —  
M, GARCIA PELAYG : ”E1 tema de Ihs nacionalidades (la teoria de - 
la naciôn de Otto Bauer). Ed. Fundaciôn Pablo Iglesias,Madrid, —
1.979.
(2).- Asi, por ejemplo, las listas contenidas en les artleu 
los 148 y 149 ( y en sus correlatives preceptos de les respecti—  
vos Estatutos de Autonomla), no son listas orgânicas o sectoria—  
les, es decir, verdaderas enumeraciones de materlas (agricultura,
ganaderia), sino generalmente de secciones de materias (pesca en - 
aguas interlores, obras pûblicas que no sean de interés general, - 
transportes intracomunitaries ..,) o incluse de potestades sobre - 
esas materias o secciones de materias (organizaciôn de los estable 
cimientes de tutela de meneres conforme a la regulaciôn civil ge­
neral ... ). La categorla de competencia hay que entender engloba- 
todas estas nociones. Pero le que es mâs grave : a menudo resul—  
tan contradictories preceptos ya no de la Constituciôn respecte - 
de los Estatutos, sino del propio texte constitucional, con le —  
que la lôgica interna de la norma suprema viene sensiblemente da- 
Rada. Véase sobre esta cuestiôn . F. Javier GARCIA ROCA y P. SAN - 
TOLAYA MACHETTI : ”La asignacién de competencias en el Estatuto - 
de Autonomie del Pals Vasco". Ponencia presentada a las I Jorna—  
das de Estudio del Estatuto de Autonomie del Pals Vasco célébra—  
des en la Facultad de Derecho de San Sebastiân y organizadas por 
el Institute de Estudios Vascos de Administraciôn Pûblica,pendien 
te de una prôxima publicaciôn. De igual forma, y como se argumen­
ta en el trabajo, la calificaciôn a nivel constitucional o estatu 
tario de las competencias como ’’exclusives” o "compartidas", a —
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menudo no se corresponde con la re alidad que evidencia la lôgica ju 
ridica tras una interpretaciôn armônica del llamado "bloque de cons 
titucionalidad".
(3 ).- Sobre este importante aspecto, en la experiencia ita- 
liana, he traducido el articule de Sabine CASSESE, "La reforma del 
poder local en el Estado Regional", en Documentacién Administrative, 
ns 192 , octubre-diciembre, 1.981, pâg. 405-427.
(4).- Alfredo GALLEGO ANABITARTE (en SU prélogo a la Teoria 
de la Constituciôn , de Karl Loewenstein, Ariel, Barcelona, 1.975), 
hâbla de "hambre de constitucionalismo" y afirma; "por elle, el De­
recho Administrative continuarâ empequeRecido en su horizonte con—  
tencioso-judicial ....".
(5).--Maurice HAURIOU exprèsaba brillantemente esta idea —  
expuesta en el cuerpo de la Tesis : "El Derecho Constitucional es - 
"téte de chapitre", tante en Derecho Privado como en Derecho Pû—  
blico, porque es el Derecho de la fundaciôn del Estado, de su orga­
nizaciôn y de su personificaciôn y en este sentido ordena por una - 
parte el Derecho Internacional y, por otra, el Derecho Administrât! 
vo, que regulan, cada uno por su lado, las obras de la persona jurl^  
diea estatal. Pero también en Derecho Privado es "téte de chapitre" 
ya que funda los derechos individuales, no sôlo los que se utilizan 
en él comercio juridico, sino también aquellos que sirven a las or- 
ganizaciones sociales espontAneas. Sê debe tanto a este valor juri­
dico eminente, como a su importancia para la libertad politica, que 
el Derecho Constitucional deba estar situado en el primer curso de 
la carrera jurldica : es una iniciaciôn tanto al sistema juridico , 
como al politico y sus doctrinas orientan al estudiante para todo - 
tipo de estudios ". M. HAURIOU: Précis élémentaire de Droit Consti­
tutional , Librairie du Recueil Sirey. Paris, 1 .933, 3- edc. pâg. 6; 
existe traducciôn de Ruiz del Castillo.
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(6),- Veânse las consideraciones de Pablo LUCAS VERDU sobre 
la naturaleza de las normas constitucionales expuestas en : "El —  
Derecho Constitucional como Derecho Administrativo", en Revista de 
Derecho Politico, ns 13 , pâg. 7-52, especiaimente pâg. i5 a i8.
Un ejemplo de esta amplitud del enfoque constitucional pue- 
de encontrarse en la polémica surgida sobre la. personalidâd juridi- 
ca del Estado, que el profesor Lépez Guerra ha sostenido con el pro 
fesor Garcia Enterria, sobre la personalidad juridica del Estado, - 
después de la entrada en vigor de la Constituciôn. Ver Luis LOPEZ - 
GUERRA : "Sobre la personalidad juridica del Estado", en Revista —  
del Departamento de Derecho Politico de la UNED, 1.980, nS 6 , pâg. 
17-37 ; y Garcia de ent er r ia, y T.R. FERNANDEZ : Curso de Derecho - 
Admini s tr at ivo, Civitas, Madrid, 1.980 , Vol. I. Polémica que luego 
se ha extendido a otros autores.
(7).- V.E. ORLANDO :"Principios de Derecho Administrativo",
°- ^ i on a 1 de Administraciôn Pûblica, Madrid, 1.978 , orig^
nal de 1.892 ; I criteri tecnici per la ricostruzione giuridica del 
Diritto Pubblico , 1.889 ; Principi di Diritto Cor stituzionale,i890
(8).- Pablo LUCAS VERDU, "Curso de Derecho Politico", vol.I 
Tecnos, Madrid, 1.976 , pâg. 152-190 ("La ciencia del Derecho Poli­
tico en EspaRa"
(9).- Georg JELLINEK ;Teoria General del Estado. Ed. Alba—  
tros. Buenos Aires, 1.978, pâg. 12.
(10).- Georg JELLINEK : Ob. cit., pâg. 13.
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PARTE I : LAS FORMAS DE ESTADO
CAPITULO I.- INTRODUCCIGN
Secciôn i^.- Orlgenes, signifieado e importancia del tema.-
Los orlgenes del estudio de las formas de Gobierno se en—  
cuentran en los clâsicos del pensamiento politico ( Platôn, Aristô 
teles, Polibio, Maquiavelo, Bodino, Hobbes, Montesquieu ...) y pos 
teriormente y con un enfoque diverse en la Teoria del Estado alema 
na del siglo XIX (Gerber, Laband, Gierke, Je 1linek ,,,).
Desde los inicios, los autores busean una clasificaciôn de 
las formas politicas ( en un principio sôlo formas de Gobierno) —  
entrelazando consideraciones politicas, con argumentaciones histô- 
ricas o incluso observaciones climatolôgicas. Mâs tarde, el estu—  
dio de las formas politicas se va a juridificar, pero de lo polémi 
co de sus comienzos conserva todavia la imposibilidad de alcanzar- 
una clasificaciôn y una terminelogla comûn. En 1.874 un estudioso- 
francés de las formas de Gobierno afirmaba la imposibilidad de esa 
justa clasificaciôn y la justifieaba en que "acaso la diversidad - 
de las formas de Gobierno no esi en el fondo, sino un fruto de lo­
que los Estados mismos tienen de distinto entre si" (i).
Como consecuencia de esta polémica doctrinal reflejada en- 
la diversidad de términos (y, por tanto, en la equivocidad y multi 
plicidad de los mismos) y de clasificaciones, la cuestiôn ha sufri 
do una cierta desvalorizaciôn y tiende a orillarse. No obstante —  
conviene subrayar el signifieado e importancia del tema.- Lucas - 
Verdû senala distintos aspectos que corroboran esta afirmaciôn : -
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la calificaciôn de los entes territoriales es un tema recuentemen­
te debatido por la doctrina; en el debate participan corrientes —  
politicas e intereses histôricos y en el fondo se agitan motivos - 
econômicos; la cuestiôn es importante para futuras integraciones - 
supranacionales estatiformes (2 ),
Caben ademâs otros elementos que atraigan nuestro interés- 
hacia el tema y soliciten su sistematizaciôn:
- La creciente importancia de los movimientos nacionalis—  
tas en el seno de los Estados europeos desde el final de 
la II Guerra Mundial (Inglaterra,Bélgica,Francia,Italia, 
etc. )
- La incomprensiôn hacia este tipo de fenômenos periféri—  
C 0 9 desde las Administraciones de los Estados, fuertemen 
te centralizadas al modo napoleônico, con las tensiones- 
que estas incomprensiones acarrean.
- La necesidad de los Estados, como estructuras de la con- 
vivencia politica, de ofrecer una respuesta organizativa 
mente eficaz y respetuosamente democratica a estos fenô­
menos nacionalistas internos,
Por otro lado, subrayar la importancia del tema en nuestro 
pais es tarea innecesaria. La Historia de nuestro proceso de unifi^ 
caciôn y configuraciôn estatal y la realidad politica actual ( a - 
veces tristemente sangrienta) soslayan la necesidad de la justifi- 
caciôn.
Secciôn 2^.- Evoluciôn doctrinal de las formas politicas: forma—  
politica (forma de Estado-forma de Gobierno), forma - 
histôrica, organizaciôn, estructura, "configuraciôn - 
estatal".
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He dicho que los orlgenes del estudio de las formas poli­
ticas se encuentran en los clâsicos del pensamiento politico y en - 
la dogmâtica alemana del Derecjio Pûblico del siglo XIX. La cuestiôn 
ha sufrido una larga evoluciôn doctrinal que han descrito entre —  
otros autores en nuestro pais, F. Javier Conde, Carlos Ollero y E.- 
Galân y Gutierrez (3 ).
El concepto de forma politica arrànca de la nociôn de —  
forma de la filosofia griega, nociôn de la que participerân mâs —  
tarde Tomâs de Aquino y la Escolâstica cristiana para elaborer la - 
nociôn cristiana de orden, sin embargo sustancialmente distinta de 
aquella.
"Forma" es en la filosofia griega "la unidad de sentido-
de un ser manifestada como expresiôn". Es forma "lo que se vé ", -
bien merced a la visiôn ocular o a la visiôn intelectual. La no—  
ciôn cristiana de forma parte, en cambio, del'concepto de orden. - 
Para Tomâs de Aquino dos notas son déterminantes del ser social : 
Unidad (la unidad que es propia del orden) y totalidad (unidad —  
secundum quid). Es el orden, reduciendo a unidad lo plural, lo que 
confiere forma a la materia humana : "forma es aquéllo por virtud 
de lo cual las diversas partes son configuredas como miembros de - 
un ser de especie peculiar". Mientras la primera es una nociôn —
analitica y recepticia (no se trata de modifiear lo que se vé , —
sino de comprenderlo), la segunda tiende a modifiear la realidad - 
reduciendo la pluralidad a unidad (lo que acaso pueda ser antidemo 
crâtico). No obstante, lo que résulta évidente en ambas concepcio- 
nes, la cristiana y la griega, es la necesidad de un elemento con- 
figurador de la dinâmica politica que permita, bien su visiôn ô —  
plasticidad, o bien su reduceiôn a orden.
Por otro lado, lo que caracterizaria a las formas politi­
cas séria precisamente el tratarse de formas dinâmicas o abiertas.
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La forma politica no es un concepto atemporal, sino concreto e his- 
tôrico. Un concepto que se aproxima mâs -dirâ Conde- " a una parti 
tura musical que a un edificio” (4). En definitiva, a un sistema - 
de re lac ione s, lo que mâs tarde se llamarâ "estructura .
Partiendo de estas dos nociones (forma dinâmica y abierta) 
podemos analizar algunas de las distintas manifestaciones histôri- 
cas de las formas politicas, para tratar de ver, sucintamente, —  
cual es en cada una de esas comunidades politicas su elemento con- 
figurador.
Para Aristôteles, la polis es un vivir bajo el buen gobier 
no, bajo el nomos. Los griegos descubren la sabiduria en un acer—  
carse a las cosas, a la propia naturaleza, sin tratar de dominarla 
sino de ver lo que es propio de cada cosa. Mediante esta sabiduria 
el griego alcanza la libertad y asciende a la polis, sometiéndose- 
voluntariamente al gobierno racional y ordenado. Es precisamente - 
esa comunidad de hombres bajo un buen gobierno racional y ordenado 
la que constituye la polis. El âmbito espacial, "per se", carece - 
de importancia. Y es, por tanto, el nomos el principal elemento —  
configurador de la polis. Conviene recorder que en este primer in­
tente de ser gobernado por leyes y no por hombres estâ el primer - 
embriôn del moderno Estado de Derecho.
El Imperio Romano (la respublica) viene configurado por —  
el ius. El ius es un concepto distinto, respective y progre s ivamen 
te, de las ideas de justicia, religiôn y ética. El ius justifica - 
el senorio de la voluntad de dominio del sujeto sobre las cosas y 
hace todo lo que toca ûtil e inviolable, poseyendo una indudable - 
fuerza expansiva.
Para la filosofia cristiana de la época, la Civitas Chris­
tiana es la forma naturalis y universal de la convivencia politica
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Las tesis de San Pablo sobre el cuerpo mistico del Hijo de Dios —  
erigen a Cristo en ligazôn de la comunidad politica y a la caridad 
en su virtud. La consideraciôn de la realidad politica como un me- 
ro reflejo de la realidad trascendente y divina (San Agustin) con­
verting a la civitas en una societas o asociaciôn de los que parti 
cipan de esa comunidad divina. Con Santo Tomâs de Aquino, la reali 
dad politica adquirirâ una cierta sustantividad, aunque el poder - 
temporal seguirâ sometido al poder espiritual. Este vinculo entre- 
la comunidad temporal y espiritual de los cristianos se dilata y - 
rompe con las elaboraciones de Guillermo de Ockam, quien acentûa - 
la autonomia de lo temporal.
La Repûblica renacentista descrita brillantemente por —  
Maquiavelo distinguéndola de otras realidades formaies diverses, - 
es el embriôn del Estado modemo. Tanto en "Lo Stato di Firenze",- 
como en las primeras lineas de "El Principe", Maquiavelo emplea un 
término neutro y nuevo lo stato : forma neutre italiana de la lati­
ne status reipublicae. La neutralidad y pretendida asepsie del ter 
mino (se ha dicho que su mérito reside en no querer decir nada) —  
son la causa de su divulgaciôn para designer , tanto a principados 
como a repûblicas, y su neutralidad ya indice lo que va a ser el - 
elemento configurador de la forma "Estado" : El Derecho.
El Estado como estructura de la dominaciôn-convivencia - 
politica supone en cuanto comunidad el intento de someter la dinâ­
mica politica a la razôn y al Derecho como instrumento pacifico de 
resoluciôn de conflictos y a la vez de dominaciôn. La utopie inan 
calzable, y no por ello menos vâlida como tendencia, del Estado de 
Derecho. El Estado en sus dis tint as formas (modemo , contemporâneo 
liberal, totalitario,socialiste,...) indice la conversiôn de la —  
comunidad politica en forma juridica.
Es precisamente aqui cuando dentro de las formas politi-
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cas puede surgir la distinciôn entre forma de Estado y forma de —  
Gobierno. Los Gobiernos pas an, los Estados permanecen. Se relacio- 
narân asi, respectivamente, las formas de Estado con las esferas - 
de aplicaciôn de la voluntad estatal (el territorio como âmbito e^ 
pacial de la norma) y las formas de Gobierno con los ôrganos que - 
coyunturalmente exprèsan en su vértice la voluntad del Estado.
Posteriormente, asistimos a lo que Ollero llama un proce 
so de "desfiguraciôn del Estado (5). En la obra de Hans Kelsen se- 
identifican las formas de Estado con los distintos métodos de pro­
duce iôn del Ordenamiento juridico (6). Para el maestro de la Escue 
la de Viena, la doctrina de las formas de Estado, mâs que ninguna- 
otra, va referida a su esencia juridica. Si con la forma de Estado 
se piensa determinar la organizaciôn de la autoridad que ejerce el 
seRorio estatal (porque se concibe al Estado como voluntad o impe­
rium) , o el proceso de formaciôn de la voluntad estatal (porque se 
concibe al Estado como persona juridica) se estâ atendiendo a cue^ 
tiones metajuridicas. En definitiva, a "formas de sociedad". Si lo 
que se pretende, en cambio,es captar la esencia del Estado como - 
Ordenamiento juridico, hay que concebir las formas de Estado como- 
métodos de producciôn del Ordenamiento juridico, al cual se llama- 
en sentido figurado voluntad del Estado. Por tanto, el Estado no - 
es sino la personificaciôn del Ordenamiento ,es decir, de un orden 
normative exprèsado en un sistema de normas o juicios hipotéticos- 
y, por tanto, de un orden coactivo, en el sentido de normas régula 
doras de la coacciôn; pero "en si", como tal personificaciôn, no - 
es una realidad, sino una ficciôn, un mero proceso psiquico o ideo 
lôgico que existe mientras se créa en él. Con Hans Kelsen las 11a- 
madas formas politicas quedan reducidas a formas juridicas.
Esto supuesto, la clasificaciôn del Derecho en Pûblico - 
y Privado es el ûnico criterio de clasificaciôn de las formas de -
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Estado para este autor. Como es sabido, en Kelsen no existe distin 
ciôn entre Derecho Pûblico y Privado, sino diversidad de medios de 
producciôn del Derecho ; un medio unilateral, heterônomo y autocrâ 
tico (Derecho Pûblico), y otro bilateral, democrâtico y autônomo - 
(el Derecho Privado), Por tanto, la relevancia del Derecho subjetd^ 
vo como método de producciôn del Derecho y de distinciôn del Dere­
cho Pûblico y Privado, es el criterio de clasificaciôn de las for­
mas de Estado. Y asi, podemos caracterizar la democrâcia como aque 
lia forma que otorga mayores derechos subjetivos al ciudadano.Deim 
cracia y autocracia ser an las dos-jnâs relevantes formas de Estado. 
( 7) .
Lo que aqui llamaré forma territorial del Estado (Esta­
do unitario, regional, federal) es en cambio objeto de estudio en 
Kelsen, al estudiar los elementos del Estado y el territorio como 
âmbito espacial del Ordenamiento juridico al acuflar los interesan- 
tes conceptos de centralizaciôn y descentralizaciôn a los que mâs 
adelante me referiré.
Recapitulando,se puede decir que con la obra de Hans —  
Kelsen, el Estado se ve reducido a Ordenamiento juridico y la Teo­
ria General del Estado (como apuntaba Recasens Siches) a Teoria —  
General del Derecho (8). Y, consecuentemente, la teoria de las for 
mas de Estado, a teoria de las fuentes del Derecho. Acaba asi un - 
periodo de evoluciôn de un mismo planteamiento, con resonancias —  
aristotélicas de la "forma" en politica.
Para sustituir el concepto de forma politica van a em—  
plearse una categorias nuevas ; "forma histôrica", "organizaciôn" 
y "estructura".
Dilthey y su concepciôn del mundo como Historia,eviden- 
cian el aspecto histôrico y dinâmico del Estado que luego estudia- 
rân Heller y Smend (9).Herman Heller,en su Teoria del Estado,distin 
gue el concepto de Estado, cuanto a forma histôrica, de otras cornu-
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nidades politicas previas (poniendo de manifiesto su historicidad) 
y mediante bases sociolôgicas élabora el concepto de organizaciôn. 
Mediante esta nociôn y un método historicista y sociolôgico pondrâ 
de manifiesto la realidad estatal como forma histôrica moderna y - 
estructura de acciôn y decisiôn (lO). Para Heller, el Estado no es 
una abstracciôn de origen hegeliano o una mera ficciôn util para - 
explicar la despersonalizaciôn de la dominaciôn politica de "volun 
tad general", frente al concepto de voluntad de todos.El Estado no 
es una mera voluntad psicolôgica es una "estructura de efectividad 
organizada". Empleando este concepto de organizaciôn se evitan las 
tesis parciales y unilatérales, tanto individualistas como univer- 
salistas.
Para Heller, toda organizaciôn consta de très elementos 
integradores :
a) Una comunidad de hombres.
b) Una ordenaciôn normativa.
c) Unos ôrganos especiales que posibiliten la ac—  
ciôn ô decisiôn.
La uniôn de estos très elementos produce un efecto uni­
tario: el aumento del efecto opérante. No es que el Estado se des- 
componga en pueblo, territorio y soberania, o en gobernantes y go­
bernado s, sino que por el hecho de la cooperaciôn en la organiza—  
ciôn , estos très elementos se transforman en un centro unitario - 
de efectividad. Asi,por ejemplo, la unidad de una acciôn de salva- 
mento no dériva de la actuaciôn de unos hombres al mismo tiempo, - 
sino del hecho de que existe un ôrgano que suscita la acciôn comûn 
de unos hombres,procura medios, planifica, logra colaboraciones, - 
etc. En una palabra, "organiza". Por éso dirâ Heller que e] género 
especifico del Estado es la organizaciôn: "la estructura de efecti^
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vidad organizada en forma planeada para la unidad de la decisiôn y 
la acciôn (ll). La diferencia especlfica, con respecto a las demâs 
organizaciones, ea su cualidad de dominaciôn territorial soberana. 
Concluye, pues, que no debe identificarse al Estado con ninguno de 
sus elementos, sino con la unidad real de organizaciôn que los une 
dândoles plena interrelaciôn.
Lamentablemente, la parte de la Teoria del Estado de —  
Heller en que deblan analizarse las formas de Estado, partiendo de 
este sugerente concepto de organizaciôn, quedô inacabada, esbozada 
•en notas, a causa de su prematura muerte.
Con Heller el Estado pasa a entenderse como forma hist6 
riea de la organizaciôn politica y el problema de las formas poli­
ticas abandona sus vertientes estéticas, para centrarse en el pro­
blema de la organizaciôn de la convivencia politica. Comienza, por 
tanto,a perder sentido pretender hacer una Teoria General del Esta 
do, teoria que a fuerza de general no es la teoria de ningûn Esta­
do y comienzan a desarrollarse las teorias de los Estados concre—  
tos. Consecuentemente empieza a verse la necesidad de elaborar no 
ya "tipos idéales", sino tipos empiricos de Estados de los que ya 
habia hablado Georg Je1linek (l2). Paralelamente a un proceso en - 
que debido al desajuste entre los tipos idéales (extraidos de la - 
abstracciôn filosôfica y no de la constataciôn empirica del Dere^—
cho positive) y la realidad, el tema de las formas de Estado co--
mienza a desvalorizarse.
El empleo de otra nueva categoria va también a general^ 
zarse: estructura social. Se ha dicho que la importancia del térmi 
no "estructura" en las Ciencias Sociales es tal que ceiracteriza el 
modo de pensar de una generaciôn (l3). En efecto, la Ciencia va —  
sustituyendo la nociôn primaria de "forma" por la de "relaciôn", y 
progresando en este sentido pasa de las relaciones aisladas a las 
relaciones complejas o relaciones entre relaciones, es decir , a -
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la "interde pendenc i a", nociôn esencialmente ligada al concepto de - 
"estructura"(14). Vemos pues, que la interconexiôn estructuralista- 
funcional va desplazando la lôgica aristotélica de causa -efecto en 
el campo de las Ciencias Sociales. El concepto de estructura résul­
ta especialmente ûtil en el estudio de los fenômenos politicos, por 
que otorga amplias posibilidades organizadoras y de relative perma- 
nencia de los procesos politicos sometidos a la dinâmica de fuertes 
cambios (l5). Se ha aplieado, incluso, como es sabido, a la Teoria - 
General del Derecho (l6), y en muchas otras ramas de la Ciencia ha - 
demostrado sus potencialidades organizadoras.
No quiero finalizar esta secciôn dedicada a la evoluciôn 
doctrinal del estudio de las formas politicas sin destacar dos im—  
portantes aportaciones metôdicas realizadas por la obra de Otto —  
Hintze (l7). En primer lugar, el concepto de Staatsbildung o "conf 
guraciôn estatal" , tomando "estatal" en su sentido de comunidad —  
politica. Las formas politicas que adoptan los Estados vienen condi 
cionados por el hecho de su pecualiar proceso de configuraciôn esta 
tal y de su delimitaciôn exterior, es decir, por ejemplo : consecu- 
ciôn de la independencia despues de la guerra y colonizaciôn; magni 
tud espacial y fronteras; composiciôn linguistica , religiosa, y —  
étnica, etc. Todos estos hechos no son indiferentes para la forma - 
de Estado. Asi, por ejemplo, sôlo donde los Estados estân en pie —  
de igualdad, bajo reconocimiento reciproco, cabe la existencia de - 
Constituciones libres. Mientras, en cambio, todos los Imperios clâ­
sicos han tenido Constituciones despôticas. Pero ademâs, la configu 
raciôn de los Estados e5 la expresiôn mâs grâfica de la existencia 
en politica exterior del propio Estado. Encontramos de esta manera - 
la segunda aportaciôn realizada por Hintze y que no es sino un momen 
to autônomo, pero intégrante del primer concepto: la estrecha vincu 
laciôn existente entre politica exterior y formas de Estado, de for 
ma que éstas ûltimas vienen estrechamente condicionadas por aquellas
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Conforme a lo expuesto en esta secciôn,podemos intentar 
ya una opciôn terminolôgica respecto a las nociones descritas. En - 
efecto, entiendo que résulta aconsejable la utilizaciôn del término 
forma territorial del Estado para referirse a la distribuciôn terr^ 
torial del poder. El término "forma de Estado" posee una mayor tra- 
diciôn entre los especialistas y, lo que es mâs importante, otorga 
una especial consideraciôn a los elementos técnico-jurldicos tal y 
como es propio de la ôptica normativo-constitucional. Su califica—  
ciôn como "territorial" résulta aconsejable para evitar su confusiôn 
con otros criterios jurldicos de forma Estado (la legitimaciôn, las 
vias de acceso al poder, las finalidades o sistema de valores 
que en mi posterior clasificaciôn reconduciré a otros términos (1 8) 
Prefiero no hablar de "organizaciôn territorial del Estado", pues - 
como hemos visto, "organizaciôn" es un concepto que implica un anâ- 
lisis sociolôgico. Tampoco résulta aconsejable "estructura" pues la 
referencia a "estructura territorial del poder" supone la delimita- 
ciôn como objeto de estudio de una serie de elementos econômicos —  
(regiones, regiones-pobres,planificaciôn ....), ideolôgicos (nacio- 
nalismo, centralismo ...), sociolôgicos (organizaciôn estatal, so—  
ciologia de la Administraciôn,...), que desbordan ampliamente las - 
posibilidades de un enfoque normative institucional. No obstante, - 
debe quedar claro con la evoluciôn descrita, que la validez del tér 
mino "forma territorial del Estado" quede salvada sôlo por su refe­
rencia como estructura organizativa. Lo que ocurre es que los demâs 
elementos de esa estructura deben ser objeto de estudio en otras —  
reunas de las Ciencias Sociales distintas de la Teoria del Estado y, 
a fortiori, del Derecho Constitucional.
Secciôn 3-.- Una propuesta de clasificaciôn de las formas del Esta­
do. -
Un intento de clasificaciôn en morfologla politica no -
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debe tener prevalentemente finalidades sistemâticas, sino descripti 
vas y hermenéuticas (l9). Es decir, lo que se pretende no es encasi^ 
liar las dinâmicas formas politicas en compartimentes cerrados como 
si de animales se tratase, sino desmenuzar una realidad politica —  
ûnica (un ûnico objeto de estudio) en sus distintos elementos, para 
lograr una comprensiôn del fenômeno mâs analitica. Pero ademâs, si- 
as i no fuera, la labor séria imposible porque toda morfologia es —  
teoria de las mutaciones. La descripciôn de la evoluciôn seguida —  
por la forma de Estado federal nos servirâ para corroboreir esta —  
afirmaciôn.
Por ello, todo intento clasificatorio deberâ tratar de - 
eludir dos riesgos extremos : la rigidez formalista de un lado y la 
inseguridad juridica de otro. La rigidez formalista porque, como —  
acabo de indiôar, no se trata de encasillar , sino de comprender - 
las distintas formas politicas y juridicas. La inseguridad juridica 
porque (pese a la importancia del criterio de flexibilidad en la —  
configuraciôn de nuestro Estado autonômico) conviene ofrecer conce£ 
tos precisos que permitan la interpretaciôn posterior de cuestiones 
mâs concretas.
No voy a tratar de resolver la vieja polémica entre for­
mas politicas y formas juridicas, porque a mi entender el debate es 
estéril si se reduce a sus justos términos. En efecto, hemos visto - 
la identidad existente entre forma politica y estructura u organiza 
ciôn estatal (con sus diferencias de matiz). He explicado la equipa 
raciôn que en Kelsen se produce entre formas de Estado y métodos de 
producciôn del Ordenamiento juridico, pues bien, en realidad las —  
formas juridicas no son sino una parte de las formas politicas.Pues 
mientras estas ûltimas atienden a la organizaciôn de todos los ele­
mentos de la estructura estatal (nûmero y elecciôn de los gobeman- 
tes, relaciones de éstos con los gobernados, legitimaciôn, indiri—
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zzo politico, etc...), las formas juridicas centran su atenciôn en - 
la ordenaciôn del Estado como Ordenamiento juridico y en el sistema 
de fuentes del Derecho. Obvio es, por tanto, recordar, como hace —  
Ferruccio Pergolesi, que las formas juridicas son la résultante de- 
datos prejuridicos y de determinadas fuerzas politicas que en un de 
terminado momento prevalecen en un Ordenamiento (20). En definitiva 
lo que Mortati llamaria la Constituciôn material que alienta e inte 
gra la Constituciôn formai y el sistema de fuentes (21).
Esto supuesto, podemos seguir adelante partiendo de las 
dos nociones que utiliza la generalidad de la doctrina, forma de —  
Estado y forma de Gobierno, bien es cierto que con sentidos radiea^ 
mente diverses y, a veces, contradictories. Como hipôtesis de traba 
jo podemos emplear, por ejemplo, los conceptos de ambos términos —  
que utiliza Costantino Mortati. Por forma de Estado entiende el —  
autor "los modes en que el Estado se estructura en su totalidad y,-
en particular, cômo se articulan las relaciones entre los elemen--
tos constitutives del mismo"(22). Y por forma de Gobierno , "los - 
diverses modes en que se ordena y manifiesta la suprema voluntad e£ 
tatal que encuentra su mâs relevante expresiôn en la determinaciôn- 
de la orientaciôn politica general" (23). En una primera aproxima—  
ciôn, la lôgica de ambos conceptos parece évidente. Las formas de - 
Estado, como su propio nombre indica, deben aludir a los elementos 
constitutivos de la estructura estatal (pueblo, territorio, y poder 
soberano, segün la doctrina tradicional) ; y, en cambio, las formas 
de Gobierno deben referirse tan solo, obviamente, al Gobierno, es - 
decir, a las formas de manifestaciôn de la suprema voluntad del Es­
tado.
Pero ademâs, una ÿ otra categoria deben estudiarse no - 
como tipos idéales extraidos de la abstracciôn filosôfica, sino co­
mo tipos empiricos inducidos del Derecho Constitucional Comparado.
(24).
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Y en nuestro caso (realizando una reduceiôn,lôgica por la situa--
ciôn de nuestro Ordenamiento) inducidos mâs concretamente de lo —  
que podemos llamar el Derecho Constitucional de las democracias - 
pluralistas occidentales. Del empleo de este método inductivo y de 
la admisiôn de esta reduceiôn lôgica extraeré mâs adelante algunas 
consecuencias.
He afirmado la unidad del objeto de estudio en morfolo 
gla politica y ello parece razenable, pues de lo que se trata es - 
de entender la articulaciôn y las relaciones entre Estado y socie­
dad. Pues bien, consecuencia de esa unidad es que no puede acome—  
terse la interpretaciôn de una de estas dos categorias sin ponerla 
en relaciôn con la otra. Asi, una determinada forma de Gobierno —  
(Monarquia, parlamentarismo ...) solo es comparable con su homôni- 
ma dentro de una misma forma de Estado, en sentido amplio (Estado 
democrâtico ...). Y en general, todos los términos de una clasifi­
caciôn sôlo pueden entenderse en su mutua conexiôn estructural y - 
nunca aisladamente.
Si volvemos ahora a la nociôn de forma de Estado que - 
he adelantado siguiendo a Mortati, podemos apreciar que de los ele 
mentos que constituyen el Estado en la teoria tradicional (pueblo, 
territorio y poder soberano), dos de ellos (pueblo y poder sobera­
no) vienen configurados con cierta similitud dentro de lo que pcde 
mos llamar forma de Estado democrâtico-pluralista.
En efecto, la generalidad de los paises de régimen de­
mocrâtico-pluralista vienen configurados como Estado-Naciôn o como 
Estado plurinacional y es un lugar comûn a todos ellos la conside- 
raciôn de la nacionalidad como un derecho del ciudadano y el pue—  
blo como âmbito personal de aplicaciôn del Ordenamiento. Y también 
la generalidad de ellos otorgan la soberania politica bien a la - 
Naciôn, bien al pueblo, o bien adoptan fôrmulas eclécticas(a la ma
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nera de la V Repûblica francesa). Pero la distinciôn entre sobera—  
nia nacional (Montesquieu) y soberania popular (Rousseau), una vez- 
abandonado el sufragio censitario y entendidas ambas conforme al —  
principio democrâtico, pienso queda bestante telativizada y no po—  
see nucha relevancia juridica.
Parece ser, por tanto, que tomando en consideraciôn —  
los très elementos constitutivos de la realidad estatal de las demo 
crâcias pluralistas es en el campo de la estructura territorial don 
de se plantean las mayores diferencias: Estados fuertemente centra­
liz ados al modo napoleônico siguiendo la tradiciôn francesa ( que - 
ahora empieza a reformarse con el nuevo regionalismo emprendido por 
Miterrand), o a lo sumo con algûn grado de descentralizaciôn adminis 
trativa en municipios, provincias o departamentos, porque (como ar­
gument ô Kelseii) no existe la centraliz aciôn como criterio absoluto; 
Estaddos descentralizados politicamente por regiones, Comunidades - 
Autônomas, Lânder, cantones, etc.., y en algunos casos. Uniones de 
Estados de Derecho Internacional con una duraciôn ciertamente tran- 
sitoria.
Pero ademâs, estas sensibles diferencias politicas se 
reflejan en una decisiva consecuencia juridica : la asignaciôn a —  
los entes territoriales menores, en los Estados con descentraliza—  
ciôn politica, de potestades legislativas. Asignaciôn que supone un 
cambio esencial en el sistema de fuentes del Ordenamiento estatal - 
(la introducciôn del principio de competencia), con lo cual podemos 
concluir afirmando que el criterio juridico mâs relevante de distin 
ciôn de la forma de Estado dentro de los Estados democrâtico-plura- 
listas es la distribuciôn territorial del poder de producciôn del - 
Derecho; criterio que configura, por tanto, una forma juridica : la 
forma territorial del Estado.
La categoria de "forma de Gobierno" se refiere en cam­
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bio, a la ordenaciôn de la suprema voluntad estatal y a la determi- 
naciôn de la orientaciôn politica general, lo que la doctrina ita—  
liana denomina funciôn de indirizzo politico o de Gobierno (25). La 
nociôn incluye, por tanto, lato sensu , tanto la determinaciôn del- 
nûmero y mecanismo de elecciôn de los ôrganos constitucionales que- 
se encuentran en el vértice del Estado (Monarquia, Presidencia, Re­
pûblica), como la relaciôn entre los dos ôrganos que prevalentemen­
te elaboran la funciôn de gobierno mediante sus actos pûblicos: el 
Gobierno y el Pariamento.
No obstante, por seguir avanzando con el método anali- 
tico que he propuesto, podriamos denominar a estas dos nociones di£ 
tintas que engloba el concepto de "forma de Gobierno", en sentido - 
amplio, mediante dos términos diversos. Reservaré asi (por razones- 
de tradiciôn en la doctrina del pensamiento politico) la denomina- 
ciôn "forma de Gobierno", en sentido estricto, para design air el ôr­
gano que se encuentra en la Jefatura del Estado : Monarquia (absolu 
ta, limitada, constitucional,parlamentaria ...), Presidencia de la 
Repûblica, Directorio. Y aludiré a las relaciones entre el Gobierno 
y el Parlamento (responsabilidad politica, procedimiento législati­
ve, contrôles ..,) con la categoria de "sistema de gobierno".
Pero debido a la interrelaciôn que hemos visto preside 
la morfologia politica, no cabe olvidar la correlaciôn de fuerzas - 
politicas que se encuentran en la base de un Estado (Constituciôn - 
material) y sostienen e integran la Constituciôn del mismo, ni la - 
orientaciôn politica general que el Estado asume. Entramos asi en - 
el concepto de régimen politico que Chiarelli en Italia, Burdeau y 
Duverger en Francia, y Jimenez de Parga y Lucas Verdû, entre otros 
muchos, utilizan (26).
Partiendo de esta descripciôn, los términos forma de - 
Estado (lato sensu : Estado absoluto, patrimonial, policia,democrâ-
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tico y régimen politico, son genéricos y pueden englober a -
todos los demâs, Pero continuando con este enfoque analitico po­
demos distinguir , siguiendo a Lucas Verdû (27), y conforme con - 
lo dicho hasta aqui, entre :
- Tipos de Estado.
- Formas Territoriales de Estado,
- Formas de Gobierno
Formas politicas
(6 formas de Estado) “ Sistemas de Gobierno:
* - Regimenes politicos.
a) Formas politicas o formas de Estado, en sentido - 
amplio, que se refieren a toda la estructura estatal y engloban —  
todas las demâs nociones,
b) Tipos de Estado : si estudiamos los distintos Es­
tados en funciôn de su apariciôn y consolidaciôn, podemos deducir 
distintos "tipos" provinientes de la comparaciôn entre comunida—  
des politicas de una misma época. Es este el método sugerido por 
Je1linek (28), Asi, por ejemplo; Estado absoluto, Estado del Des­
potisme Ilustrado, Estado demoliberal La categoria supone la
introducciôn del anâlisis histôrico en la clasificaciôn. Existe - 
también un importante concepto marxista de tipo de Estado que mâs 
adelante desarrollaré,
c) Formas territoriales de Estado que atienden a la 
distribuciôn territorial del poder y a la posible composiciôn de 
un Ordenamiento juridico estatal por distintos subordinamientos; 
los de los entes territoriales menores. Asi: Estado centralizado
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Estado descentralizado administrâtivamente y Estado descentraliza 
do politicamente (Estado regional, Estado autonômico y Estado fe­
deral). Al margen de las formas territoriales de Estado reguladas 
por el Derecho Pûblico interno quedarian las Uniones de Estado (y 
conviene subrayar el plural) de Derecho Internacional y las vie—  
jas C on feder ac i one s de Estados (29).
d) Formas de Gobierno que designan el nûmero de los- 
gobernantes situados en el vértice de los ôrganos constituciona—  
les del Estado (Monarquia,Directorio) y su mecanismo de elecciôn: 
monarquico y, por tanto, hereditario o presidencial y electivo.- 
Con la conversiôn de las Monarquias modernas en Monarquias parla­
ment arias (fase histôrica a la que corresponden las Monarquias —  
nôrdicas, la britânica y la actual espaRola, entre otras), es —  
decir, Monarquias donde los poderes del monarca son fundamental—  
mente simbôlicos y carece de verdaderas potestades juridicas, la- 
distinciôn entre formas de Gobierno presidenciales y monârquicas- 
pierde mueha de su importancia,extendiéndose las llamadas teorias 
accidentalistas.
e) Sistemas de Gobierno : Esta nociôn alude a las re 
laciones interorgânicas entre Gobierno y Parlamento como p’r’incipa 
les elaboradores de la funciôn de gobierno: sistema de controles- 
(preguntas, interpelaciones, comisiones de encuesta ...), respon- 
sabilidad politica del Gobierno (mociôn de censura, mociôn de —  
confianza, derecho de disoluciôn de las Câmaras por el Gobierno..) 
etc. Sin poder detenerme,podemos distinguir entre: sistemas presi 
dencialistas (como el norteamericano, Weimdr, V Repûblica france­
sa . .), parlamentarios (de parlamentarismo clâsico, tasado o —  
racionalizado, hibrido, controlado, frenado ,..), asamblearios, - 
etc. El enfoque analitico empleado permite subdividir la clasifi­
caciôn en infinidad de subgrupos. Segûn la postura que sostengo -
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puede distinguirse también entre sistema y régimen, pues mientras 
el primer concepto insiste en factores institucionales y organiza 
tivos, el segundo pone el énfasis en elementos socioeconômicos y 
de orientaciôn politica general del Estado.
f) Finalmente, enlazando con lo arriba expuesto, —  
régimen politico. Concepto que debe referirse a la ideologia que 
preside el Estado ; autoritaria, totalitaria, demoliberal, demo—  
crâtica, etc. Un sector de la doctrina (en Italia, Mortati y Bis- 
caretti, entre otros) denominan a estos aspectos también forma de 
Estado, pero para evitar confusiones, creo mâs clarificador em--- 
plear "régimen politico", término que, como hemos visto, goza ya 
de una fuerte elaboraciôn doctrinal.
La clasificaciôn que convencionalmente sugiero y de- 
sarrollo, partiendo de las elaboraciones de Lucas Verdû, le pare­
ce a Gailego Anabitarte "demasiado complicada", afirmaciôn que no 
justifica (3 0). No obstante, entiendo que la virtud de la tesis - 
que aqui se sigue radica en que :
19._ sin pretensiones de subsumir toda la dinâmica - 
politica en ella, intenta distinguir de un mismo objeto distintos 
elementos :
Histôricos.
- de organizaciôn territorial del poder y pro--
ducciôn del Derecho.
- estéticos y de nûmero.
- de técnica juridica :ôrganos,contrôles,relacio­
nes,
- de orientaciôn politica y estructura socioeco- 
nômica.
— 31 —
2 9,- Adoptando las cinco denominaciones citadas, en - 
vez de unieamente forma de Estado y de Gobierno, se obtiene una —  
mayor claridad y precisiôn terminolôgica y se elude la confusiôn - 
doctrinal actualmente existente .
A primera vista, y pese a estas matizaciones, la dis­
cus iôn terminolôgica pudiera permanecer baladi, pero no es asi, 
porque como afirmaba Jellinek, la historia de la terminologia de - 
cada Ciencia estâ estrechamente unida a la de la Ciencia misma, —  
porque existe siempre una correlaciôn entre la palabra y el senti­
do que la misma encierra (31).
Para finalizar esta secciôn dedicada a la clasifica—  
ciôn de las formas politicas hay que recordar que la Teoria del - 
Estado marxista distingue también distintos"tipos de Estado": de£ 
pôtico, feudal, capitalista, correspondientes a su vez a otros tan 
tos "modos de producciôn" determinados, Marx, Engels y Lenin deter 
minaron en el interior de esos tipos especificos de Estado "formas 
de Estado" y "formas de Gobierno". Segûn Poulantzas el concepto de 
"tipo de Estado" se identifica con el de "modo de producciôn" y el 
problema de las formas de Estado se reduce a instancias regiona—  
les dentro de un mismo modo de produceiôm que es capaz de asimilar 
las "transformaciones" de ese Estado (32). Por "tr an s formac ione s"- 
debe entenderse las "variaciones de la eirticulaciôn de lo econômi- 
co y de lo politico en los limites marcados por el predominio del 
modo de producciôn capitalista en la periodizaciôn de estadios de 
una formaciôn capitalista" (33). Es totalmente extraRo a la proble 
mâtica de la tipologia marxista, una tipologia basada en esquemas 
o tipos idéales. Dentro de un tipo de Estado o modo de producciôn 
capitalista pueden concurrir distintas transformaciones que produ£ 
can distintos periodos o estadios de la misma formaciôn social: la 
producciôn mercantil simple o la producciôn capitalista privada o
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el capitalisme de Estado monopolizador. Son a estos estadios a los 
que llamamos formas de Estado. Si estas transformaciones no depen- 
den de la autonomia de las estructuras econômicas, sino del nivel 
politico, de la coyuntura politica concreta, estâmes ante formas - 
de régimen o meras periodizaciones de lo politico (34).
De forma esquemâtica :
Modos de producciôn Tipos de Estado
Transformaciones sociales 
(Fase - Estadio)
Formas de Estado
Transformaciones politicas 
Formas de regimenes
Formas de legitimaciôn
El articule 1,3 de la Constituciôn espafiola de 1.978 - 
viene a complicar innecesariamente el esquema doctrinal expuesto en 
pâginas anteriores, al calificar a la Monarquia parlamentaria como 
forma politica del Estado, pero estudiaré esta cuestiôn al referir- 
me a la indefinieiôn constitucional de la forma territorial del Es­
tado espaRol, en la Parte II de la Tesis.
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del Estado", (pàg. 408 y ss,), y cap. VI "Teorla de la centraiiza- 
ciôn y la descentralizaciôn y de las Uniones de Estados" (pâg. 214 
y ss.). Para una interpretaciôn de la misma, véase la tesis docto­
ral de Luis LEGAZ LACAMBRA: Kelsen. Estudio crltico de la Teorla - 
pura del Derecho y del Estado de la Escuela de Viena.Ed. Bosch , - 
Barcelona, 1.933, especialmente "la forma de Estado como forma ju- 
rldica" (pâg. 41-65).
(7).- Cfr. Hans KELSEN : Esencia y valor de la demo—  
cracia. Editera Nacional, Méjico, 1,974, Trad, de L. Legaz Lac am—  
bra, ver especialmente: "Forma de Estado y filesofia". Agradezco - 
la lectura de un sugestivo ejemplar mecanografiado no publieado, - 
fruto de una conferencia en la Universidad de Deusto de mi maestro 
Fable LUCAS VERDU : Kelsen y la merfologla polltica. Articule en - 
el que basândose en algunos escritos meneres de Hans Kelsen, poco- 
conocidos, se pone de manifiesto que al margen de su conocida teo­
rla de las formas jurldicas, existe también una morfologla pollti­
ca. Hay en la obra de Kelsen referencias a la funciôn del partido- 
polltico en el proceso de formaciôn de la voluntad estatal y al —  
mandate imperative a que se someten les delegados tergiversando la
representacién. Fero es fundamentalmente en "Forma de Estado y ---
Filosofla" donde Kelsen realiza algunas consideraciones de morfolo 
gla polltica : asl la ceiracterizaciôn de la democracia por la idea 
de libertad o autodeterminacién polltica y por la creaciôn del Or- 
denamiento jurldico por les propios ciudadanos. 0 sobre el tipo —  
humane democrâtico (aquél en que la vivencia del "yo" no es —
- 35 -
tan distinta de la del "no yo"), visiblemente influido por la - 
psicologia freudiana, y el tipo humano autoritario. Adelantândose 
un poco a la caracterizaciôn de la personalidad polltica dominan­
te o fascista (aquél en que la conciencia del propio"yo" es tan—  
exacerbada que no cabe el "tu", y tiende a identificarse con su -
"super yo" idealizado, al dictador; esta pseudo contradicciôn --
psicolôgica posibilita la identificaciôn entre obediencia sin li­
mites a la autoridad y propia satisfacciôn del yo). No faltan, en 
la obra tampoco reflexiones sobre la esencia relativista y agnôs- 
tica de la democracia : especialmente bella se me antoja la defi- 
niciôn de la democracia como "expresiôn de un relativisme politi­
co y de una actitud cientlfica de milagros y dogmas, asentada en- 
el entendimiento humano y en la duda crltica".
(8).- Esta matizaciôn de la Teorla General del Esta­
do como Teorla General del Derecho se encuentra bien formulada
en RECASENS SICHES: Prélogo a L. LEGAZ LACAMBRA ; Kelsen Estudio- 
Crltico de la Teorla pura del Derecho .... Ob, cit.
(9).- Véase Carlos OLLERO, ob. cit.
(10).- Vid. Herman HELLER : Teorla del Estado, Ed. -
Fondo de Cultura Econômica, Méjico, 1.974 , primera ediciôn en —
alemân en 1.934.
(11).- Herman HELLER : Ob. cit., pâg. 255.
(12).- Véase Georg JELLINEK ; Teorla General del Es­
tado ,Ed. Albatros, Buenos Aires, 1.970 , primera ediciôn en ale­
mân en 1.900 , traducciôn de Fernando de los Rios, especialmente: 
"Formas de Estado y Uniones de Estado" (pâg. 501-591, capltulos - 
XX y XXI) y"La investigaciôn segûn tipos en las Ciencias Sociales" 
(pâg. 22 y ss.).
(13).- Cfr. Vitorio FROSINI: "Il concetto di struttu
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ra e la cultura giuridica conteJnporanea" en Rev. Intemazionale di 
Filosofia del Diritto , mayo-junio , 1.959, Giuffrè , Milano, pâg. 
167.
( 1 4 ) V i d .  José Luis SAMPEDRO : Realidad econômica - 
y anâlisis estructural , Aguilar , Madrid, pâg. i7.
(15)Partiendo de estas potencialidades organizado- 
ras del concepto, LUCAS VERDU describe la estructura polltica como 
"conjunto de elementos interdependientes que configuran,organizan- 
y encauzan, con relative permanencia los diferentes procesos poli­
ticos". Y aplica el anâlisis estructuralista a la definieiôn del - 
Estado. (Principios de Ciencia Polltica, vol. II, "estructura y —  
dinâmica pollticas" , Ed. Tecnos, Madrid, 1.973, pâg. 24)
(16 ).- Sobre la aplic aciôn del método estructuralis­
ta a la Teorla General del Derecho como preocupaciôn por la norma- 
y la lôgica por el conocimiento dogmâtico, ver Norberto BOBBIO : - 
Contribuciôn a la Teorla del Derecho , Fernando Torres editor,S.A. 
Valencia, 1.980, ,pâg. 241 y ss. "Metodologla estructural y metodo 
logla funcional".
(17).- Cfr. Otto HINTZE : Historia de las formas poll- 
ticas, Ed. Revista de Occidente, Madrid, 1.968, traducciôn de José 
Diaz Garcia de "Staat und Verfassung" , 1.962 y "Soziologie und —  
Geschichte" (1.964).
(18 ).- Sobre los distintos criterios jurldicos para - 
calificar la forma de Estado, véase el trabajo de Juan José SOLOZA 
BAL ECHEVARRIA ; "La forma de Estado desde la perspectiva de la —  
distribuciôn territorial del poder", en Revista de la Facultad de 
Derecho de la Universidad Complutense , otoho, 1 .9 8 0, n^ 60, pâgs. 
65-77, trabajo en el que se siguen las tesis de Rubio Llorente. La 
denominaciôn "forma territorial del Estado" es empleada tambien —
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por Gumersindo TRUJILLO, entre otros, ver por todos sus demâs tra- 
bajos : LOAPA y Constituciôn, Publicaciones del Gobierno Vasco, —  
informe ns 2, marzo 1.982, Capitulo I, "La forma territorial del - 
Estado" (pâg. 21-37). Como tendré ocasiôn de exponer en numérosas 
ocasiones, la realizaciôn de esta tesis es sinceramente deudora de 
los trabajos de este Catedrâtico de la Universidad de la Laguna.
(19).- Véase Pablo LUCAS VERDU : "Estudio de la morfo 
logla polltica" en Principios de Ciencia Polltica, tomo II, Tecnos 
Madrid, 1.973, pâg. 37. Ver también "Configuraciôn jurldica de las 
formas pollticas" en Curso de Derecho Politico, Tecnos, Madrid , - 
1.977, pâg. 211. Juan FERRANDO BADlA : "Las formas de gobierno, —  
las formas jurldicas de Estado y las llamadas formas pollticas de 
Estado", en el Estado Unitario,el Federal y el Estado Regional, —  
pâg. 13-39, Tecnos, Madrid, 1.978.
(20).- Ferruccio PERGOLESI : "Forme di stati e forme- 
di governo", en Diritto Constituzionale , vol. I , pâg. i67, Pado­
va, CEDAM, 1.962.
(21).- Cfr. Constantino MORTATI : La Constituzione in 
senso materiale , Giuffré, Milano, 1.940
(22).- Constantino MORTATI : Lezioni sulie forme di - 
Governo, Padova, CEDAM, 1.973, pâg. 3 (Cap. I : Nozioni sulie for­
me di Stato) ; Hans KELSEN : Teorla General del Estado, ob. cit. ; 
Del mismo autor Formas de Estado y filosofla , ob. cit.; LEGAZ LA- 
CAMBRA : "La forma del Estado como forma jurldica" , ob. cit.; —  
Georg JELLINEK : "Formas de Estado y Uniones de Estado" en Teorla- 
General del Estado, ob. cit.
(23).- C. MORTATI : Istituzioni di Diritto Pubblico,
Padova, CEDAM, 1.975, pâg. 383. Quiero matizar que C. Mortati em—  
plea ambas ncciones en un sentido parcialmente diverse del que --
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aqui hago,- La bibliografia sobre esta cuestiôn es abundantlsima,- 
ver por todos : CROSA ; "Sulla clasificazione delie forme di Gover 
no” en Scritti in onore di Santi Romano, I ; FERRARI, G. : "Stato 
e suoi elementi constitutivi. Forme di Stato e forme de Governo" - 
en Corso Istituzionale di Diritto Pubblico , Sezione II, pâg. 8i 
y ss. , Milano, Giuffrè, 1.976 ; PERGOLESI, F. ob. cit.; ORDONEZ,- 
José Maria : Las formas de Gobierno en Montesquieu, tesis docto—
ral no publicada, Universidad Complutense, 1.977 ; P. BISCARETTI - 
DI RUFFIA ; Introduceiôn al Derecho Constitucional Comparado("Las 
formas de Estado y las formas de Gobierno"). Fondo de Cultura Eco- 
némica, Madrid, 1.979, trad, de Fix Zamudio; E, MARTIN LOPEZ ; No­
minalisme en las formas politico Sociales , Tesis doctoral no pu—  
blicada, Universidad Complutense, l.96l.
(24).- Vid. Georg JELLINEK : "La investigaciôn segûn 
tipos en las ciencias Sociales" y "Los tipos como objeto de la —  
doctrina del E§tado", cap, II, de Teorla General del Estado, ed. - 
Albatros, Buenos Aires, 1.970. Traducciôn de Fernando de los Rlos 
Karl LARENZ , "Tipos y series de tipos" en Metodologla de la Cien­
cia del Derecho, Barcelona, Ar i e l, 1.980, pâg. 451-465; P. LUCAS - 
VERDU: "Curso de Derecho Politico", vol. II, ob. cit. pâg. 73 y ss. 
Résulta interesante también para esta nociôn de "tipos emplricos"- 
la tesis doctoral de Miguel HERRERO DE MiRCM,"Nacionalismo y cons- 
titucionalismo" Tecnos, Madrid, 1.971, obra que trata de ser un —  
estudio del "tipo" de Constituciôn de los nuevos Estados nacidos -
tras la II Guerra Mundial como fruto del proceso de descoloniza---
ciôn.
(25).- Ver FERRARI,G. : "La funzione di indirizzo po­
litico", en Corso . 1stituzionale di Diritto Pubblico, ob. cit. pâg. 
129-169. La obra clâsica para este punto es V. CRISAFULLI : "Per u- 
na teorla giurica del indirizzo politico" en Studi Urbinati , 1.939- 
40.
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(26).- Para G. CHIARELLI, régimen politico es "un con 
junto de instituciones jurldicas coordinadas con el fin de desarro 
llar una determinada concepciôn polltica del Estado y de la socie- 
dad" ("Il concetto di regime nel diritto pubblico", en Archive Giu- 
ridico, fasc. II, Modena, octubre 1.932, pâg. 212) JIMENEZ DE PARGA 
describe el régimen politico como "la soluciôn que se da de hecho - 
a los problemas politicos de un pueblo" (Reglmenes politicos contem- 
porâneos, Tecnos, Madrid 1.974, pâg. 63). LUCAS VERDU en su Intro­
duce iôn al Derecho Politico, pâg. 1l5, enumera varies elementos —  
que configuran el régimen politico, (fôrmula polltica ; a) Techo - 
ideolôgico (liberal, sociopolltico, comunista) ;b) Un modo concre­
te de organizaciôn polltica (Estado unitario, Estado regional, Es­
tado federal); c) estructura social (industrial,agrlcola,etc.) --
BURDEAU en sù Tratado de Ciencia Polltica (IV, 1.952, pâg. 22), 
afirma : " un régimen politico es el estado de equilibrio en que - 
se fija, en un memento dado una sociedad estatal y que caracteri—  
zan las soluciones que se adoptan, euando se tienen las fuentes, - 
el objeto y un modo de establecer derecho positive". DUVERGER, en 
su Derecho Constitucional e instituciones pollticas (Ariel, 1.970
pâg.24235)ofrece un concepto de régimen politico anâlogo al de --
Burdeau y Jiménez de Parga. Sobre la distinciôn entre sistema y - 
régimen, ver también J. FERRANDO BADIA : "En torno a los conceptos 
de sistema y régimen", en Atlântida , ns 39 , Madrid, 1.969, del - 
mismo autor, Estudios de Ciencia Polltica. Tecnos, Madrid, 1.976, 
capts. I y XI. Insiste recientemente en esta diferencia entre los 
conceptos de sistema y régimen, Pablo LUCAS VERDU : Prôlogo à E. - 
ALVAREZ CCNDE ; El régimen politico Espaflol, Tecnos, Madrid, 1 .983: 
"el uso de régimen entraha un reconocimiento de los datos concomi­
tantes y/o complementarios de Indole sociopolltica" (pâg. 15). C l a ­
ra estâ que, como recuerda el prof. Lucas Verdû, cabe usar también
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sistema no como concepto jurldico, sino en relaciôn con los anâli 
sis sistémicos de la Ciencia Polltica y el concepto de sistema —  
politico.
(27).- Pablo LUCAS VERDU ; Curso II, ob. cit. pâg.219
(28).- Vid. Georg JELLINEK : Teorla ...., ob. cit., -
capitulo II.
(29).- Entre los numérosos autores que asl utilizan - 
el término M.. B. GARCIA ALVAREZ : "La forma de Estado del Reine - 
Unido", en Rev. EspaAola de la Opiniôn Pûblica, Separata, ns 50 ,- 
octubre-diciembre, 1.977. Juan José SOLOZABAL ; "La forma de Esta­
do desde la perspectiva de la distribuciôn territorial del poder", 
en Rev. de la Facultad de Derecho, Universidad Complutense, otofto 
80, ns 60 pâg, 65.
(30).- GALLEGO ANABITARTE : Prôlogo a la Teorla de la 
Constituciôn de Karl Loewenstein, traducciôn del mismo autor ob. - 
cit.
(3 1).- Cfr. G. JELLINEK: Teorla ..., ob. cit.
(3 2).- Nicos POULANTZAS : "Tipos de Estado, formas de 
Estado y periodizaciôn de una forma social", en Poder politico y - 
clases sociales en el Estado capitalista, siglo XXI, Madrid, 1.973 
pâg. 176.
(33).- V. N. POULANTZAS : ob, cit., pâg. 177.
(3 4).- Pcura un estudio de las formas de Estado, desde 
las perspectivas de los teôricos de los partidos comunistas de las 
democracias populares, puede verse Manuel B. GARCIA ALVAREZ : "Las 
formas del Estado socialistas : la constituciôn rumana", en Rev. —  
de Estudios Politicos, nS 5, 1.978, pâg. 77-79, y desde un punto - 
de vista de la teorla marxista. Antonio NEGRI : "La forma de Stato
— 41 —
(per la critica della Econo mi a politica della Co.stituzione), Fel- 
trinelli , Milano, 1.980; Nicos POULANTZAS, ob. cit. pâg. i84-192
y 403 y ss.; desde una concepciôn interesante, pero desfasada --
véase Andréi VYSHINSKY : "Forms of bourgeois State organization", 
en The Law of the Soviet State, Macmillan Company, New York, 1.951 
traducido por W, Babb y J.N. Hazard del original en ruso de 1.938. 
Garcia Alvarez sostiene que "los teôricos de los partidos comunis­
tas en el poder suelen distinguir tres aspectos bajo los cuales se 
manifiesta la organizaciôn del poder estatal, es decir, la forma - 
de Estado, a saber : la forma de gobierno, la forma de la estructu 
ra estatal y la forma del régimen politico" (pâg. 77). Por forma - 
de gobierno se entenderâ el modo de organizar el poder supremo del 
Estado, la competencia de los ôrganos superiores del poder estatal: 
Se trata de lo relative a quién estâ al frente del Estado, si es o 
no elegible, si sus poderes estan o no limitados. La forma de la - 
estructura estatal se refiere a la organizaciôn territorial del —  
poder estatal, al carâcter de las relaciones -como dicen Ceterchi 
y Luburici- reciprocos entre las partes componentes del Estado y - 
de cada una de ellas con el todo" (pâg. 78). Ambos conceptos, por 
tanto, no son sustancialmente diverses de los que aqui sostengo.
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CAPITULO II ; NOTAS SOBRE LAS FORMAS TERRITORIALES 
DE ESTADO CONTEMPORANEAS.-
Secciôn i#.- Antecedentes histôricos ; Confederaciones y Uniones
de Estados como Estados compuestos o Estados de Es­
tados. -
Una clasificaciôn empirica y actual debe circunscri- 
birse al estudio de estas très formas territoriales de Estado, —  
con sus distintas especies : Estado unitario, Estado regional y - 
Estado federal. No obstante, histôricamente se han estudiado otras 
varias formaciones : los llamados Estados compuestos. La faita de 
interés por su estudio en nuestros dias, viene dada por varias —  
razones:
a) Por la cuasi total ausencia de su constataciôn —  .
prâdtica en la polltica internacional actual. No en balde, A. --
Hauriou por ejemplo, habla de ellas como "formas arc aie as de Esta_ 
dos compuestos" (i).
b) Porque, caso de .producirse su apariciôn su estudio 
competerla mâs bien a los especialistas de Derecho Internacional - 
que a los de Derecho Constitucional,
c) Porque, en ûltimo lugar, la flexibilidad de estas
formaciones dificulta su sistematizaciôn. Un estudio realista --
sobre estas Uniones de Estados debe ajustarse a las clâusulas es­
tab lec id as en cada pacto o tratado concreto creador de la nueva - 
formaciôn y no en la construcciôn de tipos idéales.
Por estos motivos, dedicaré tan solo unas pâginas a- 
estos Estados compuestos. Garcia Pelayo, actual Présidente de nues^
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tro Tribunal Constitucional, distingue (siguiendo a la casi tota- 
lidad de la doctrina) entre Uniones Personales. Uniones Reales y 
Confederaciones de Estados,(2):
A) La Uniôn Personal, se produce cuando de manera --
casual (generalmente por matrimonio) coinciden en la persona de un 
Monarca la titularidad de dos Coronas independientes. Se caracteri^ 
za porque :
- esa uniôn debe ser un acto no intencional, ina mera 
comunio incidens.
- cada uno de los Estados conserva su soberanla y no 
se créa un nuevo Estado con personalidad jurldica. 
Es, pues, una relaciôn de Derecho Internacional.
el monarca unificador es soberano de ambos Estados, 
pero en cada uno de ellos en virtud de un tltulo —  
distinto.
Las Uniones Personales suelen ser un primer paso para 
vinculaciones mâs estrechas. Asl : Castilla y Aragôn, Inglaterra y 
Escocia, Austria y Bohemia.
b ) La Uniôn Real, en cambio, se caracteriza por :
- la existencia de dos Coronas distintas.
- la Uniôn se realiza por un pacto o tratado interna­
cional. Asl la Conveneiôn de Moss de I.8i4 entre —  
Suecia y Noruega, o la Pragmâtica Sanciôn de 1 . 7 2 3  
entre Austria y Hungrla, o la Ausgleich Austro-Hun- 
gara (1.86 7-1.9 6 8).
- la existencia de un cierto ânimo de permanencia. —  
Asl, por ejemplo en el caso de la eflmera uniôn en­
tre Albania e Italia, la primitiva Uniôn Personal -
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se transforma en el Real cuando la Asamblea Constituyen 
yente albanesa afrima en i939, la Itoiôn dura de(i939 a
1943) su voluntad "di unirse per sempre ail*Italia" y -
el monarca italiano acepta la proposiciôn,En este ânimo 
reside el criterio de distinciôn.
- suelen producirse transformaciones de los ôrganos cons- 
titucionales de cada Corona, al objeto de crear por lo 
menos,ôrganos unitarios de polltica exterior.
C) La Confederaciôn de Estados es una fôrmula de limites 
mâs imprecisos. Se forma también por un pacto de Derecho Intemacio 
nal entre varios Estados,con intenciôn de perpetuidad y, fundêunen- 
talmente, para su actividad comûn exterior. Se caracteriza porque 
la Confederaciôn carece de poderes directes sobre los ciudadanos -
de los Estados' y tan solo tiene competencias sobre los Estados —
miembros: competencias , por tanto, no de Derecho Constitucional - 
sino de Derecho INtemacional.
Segûn Max Von Seydel. caben dos especies de Confédéré—  
ciones: a) las que solo tienen como finalidad el cumplimiento de - 
actividades intemacionales; b) las que se refieren al cumplimien­
to de actividades internas o intraestatales; lo que ocurre es que 
la realizaciôn siraultânea de varios actos de soberanla no créa un 
nuevo ente soberano. No obstante, las tesis de Seydel, en gran —  
parte apoyadas en Calhoun, son minoritarias en la doctrina (2 bis)
En sentido contrario y siguiendo la linea mayoritaria - 
Jellinek define asl la Confederaciôn "Uniôn permanente de Estados 
independiente s que descansa en un pacto por el que se unen los Es­
tados con el fin de protéger el territorio de la Confederaciôn—  
exteriormente y asegurar entre ellos la paz interior" , y continûa;
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"pueden ademâs afiadirse la prosecuciôn de otros fines. Esta Uniôn 
necesita una organizaciôn permanente para que puedan ser realiza- 
dos los objetivos de la Confederaciôn. Mediante la nota de perma­
nencia, la Uniôn no estâ meramente limitada a determinados casus- 
foederis , y por ésto, asl como por la existencia de ôrganos per­
manentes, se eleva la Confederaciôn sobre todas las formas de —  
alianza defensiva" (3). La Confederaciôn no disminuye la sobera­
nla jurldica de los Estados confederados, sino que éstos, de mu—  
tuo acuerdo, deciden poner ciertas funciones en comûn. Admitir la 
existencia de Confederaciones de Derecho interno séria incluir a 
la Confederaciôn dentro de la categorla de Estado federal. Por lo 
que la tesis de Von Seydel parece que debe descartarse.
Sobre esta cuestiôn de la naturaleza jurldica de la - 
Confederaciôn se produjo una viva polémica que no tiene mâs inte—  
res reproducir aqui y en la que participaron numerosos representan 
tes de la dogmâtica alemana (Schmitt, Meyer, Laband, Jellinek, 
Rehm,... )
En nuestros dlas, el interés de la Confederaciôn vie­
ne dado, no por su relevancia actual, sino porque algunos de los - 
actuales Estados federates proceden de la évolueiôn histôrica de - 
distintas Confederaciones (4). Asl, los Estados Unidos de America 
en el période anterior a la Constituciôn de 1.787 y desde su inde- 
pendencia, constituyeron una Confederaciôn gobernada por los lla­
mados "articules de la Confederaciôn". Precisamente para salir de 
esa Confederaciôn y lograr -como indica el preâmbulo de la Const^ 
tueiôn de 1.787- una "Uniôn mâs perfecta, mediante unas institu—  
ciones mâs sôlidas, se promuIgô la nueva Constituciôn. Pero pese 
a adoptarse por los constituyentes lo que mâs tarde se llamarâ una 
forma territorial de Estado federal, los términos "federalismo" y 
"Estado federal" no se mencionan en el texto. Tampoco resultan cia
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ros en "El Federalista" de Hamilton, Madison y Jay, verdaderos —  
padres constituyentes (5 ).
También Suiza antes de la Constituciôn de 1,8 4 8, en- 
la que se adopta la forma federal, constituye una Confederaciôn, 
prâcticamente (con intermitencias) desde el siglo XIII. En 1.291- 
surge la "Confederaciôn antigua" compuesta por tres comarcas fo—  
restales (Uri, Schwyz y ünterwalden), que adoptan acuerdos de mu- 
tuo auxilio frente a los Habsburgo. Progresivamente, la Confedera 
ciôn se va ampliando hasta llegar a contar hacia 1 .3 5 3 con trece- 
comarcas. Esta Confederaciôn antigua va a durar hasta la Révolu—
ciôn francesa. Con la ocupaciôn de la Confederaciôn Helvética --
por las tropas de Napoleôn, se va a imponer al pals la Constitu—  
ciôn de 1.798 de cariz unitario. Pero el propio Napoleôn no tarda 
râ en comprender que la Naturaleza habla hecho a Suiza un Estado 
federal, y otorgarâ en 1.803 el Acta de Mediaeiôn que retoma el—  
modelo confederal. Tras la derrota de Napoleôn, el Congreso de —  
Viena va a derogar la citada Acta y a otorgar un pacto en 1.8i5 - 
que gobernarâ la Confederaciôn hasta 1.8 3 0. Después de los movi—  
mientos revolucionarios europeos de 1.848, la Confederaciôn Helvé 
tica va a darse una nueva Constituciôn que adopta, ya definitiva- 
mente, la forma territorial de Estado federal. Permanecerâ no obs^  
tante, la denominaciôn "Confederaciôn Helvética" por razones de - 
tradiciôn histôrica. Esta Constituciôn de 1.8 4 8, con una revisiôn 
total en 1.874, perdura hasta nuestros dlas (6 ).
En Alemania, la fuerza del Estado prusiano va a impe 
dir adoptar formas confederates. No obstante, con el dominio napo 
leônico se implanta la Confederaciôn del Rhin que marca el fin del 
Sacro Imperio y establece un modelo confederal que durarA hasta - 
1.813. Aunque su naturaleza jurldica es discutible y diô lugar a 
una amplia polémica sobre su calificaciôn, el texto constitucio—
—  47 —
nal de 1.848, redactado en Frankfurt, va a establecer un régimen- 
demoliberal y "federal". Con la constituciôn guiH e r mina de 1.871 
vueIve otro nuevo intento de unidad federal bajo la denominaciôn, 
también meramente histôrica, de "Confederaciôn del Norte". Pero - 
pese al nombre, el ejemplo de la Constituciôn del Imperio ce 1.871 
es ya claramente federal.El periôdô weimeriano, con la Constitu—  
ciôn de 1.919, es un ejemplo de lo que Wheare ha llamado "cuasi—  
federalismo" o Kunz "Estado federal falso", en el que los Estados 
que ahora pasan a llamarse LSnder (paises) carecen realmente de - 
soberanla y cuya organizaciôn no responde totalmente al principio 
clâsico federal (7). Finalmente, la Ley Fundamental de Bonn estruc 
tura un Estado federal con tendencias unitarias, fruto de las dos 
concepciones contrapuestas que reflejaron los constituyentes (uni­
tarios- federalist as) y de la imposiciôn aliada y cuya evoluciôn - 
histôrica mâs adelante describiré.
- Dentro delestudio de estas formas antiguas de Estados 
compuestos, cabe también el anâlisis de dos formas de contomos —  
no demasiado precisos : la Commonwealth britânica y la llamada —  
Uniôn francesa o Comunidad de la IV y la V Republica, respectiva—  
mente. Pero ambas son dificilmente catalogables dentro de concep—  
tos genéricos y no voy a entrar en su exâmen aqul.
En definitive, las Confederaciones (como tipo mâs de£ 
tacable de los Estados compuestos) se caracteriza por ser Uniones 
permanentes de verdaderos Estados soberanos e independiente s, cons^  
tituidas mediante un pacto de Derecho Internacional y con algunos 
ôrganos comunes, fundamentalmente para defender el territorio de - 
la Confederaciôn frente a agresiones externas o internas. La rela­
ciôn de sometimiento entre los ôrganos de la Confederaciôn y los - 
ciudadanos es indirecta y pasa por los Estados confederados como - 
entes interpuestos. Estas caracteristicas apuntadas configuran a—
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la Confederaciôn como una importante forma de alianza defensiva,—  
pero como una forma inestable y transitoria de integraciôn estatal, 
Por éso, la generalidad de las Confederaciones histôricas de fina­
les del siglo XVIII y del XIX (Estados Unidos, Alemania, Suiza .,) 
evolucioneuron hacia formas territoriales de Estado fédéra le s.
1.1.- Posibles "residues contractualistas" en los Or- 
denamientos federales provinientes de antiguas 
Confederac i one s : relevancia de sus procesos - 
formativos en la naturaleza jurldica de los - 
Estados federales.-
Un Estado federal puede derivar, bien de una asocia—  
ciôn o Uniôn de Estados, a menudo configurada como Confederaciôn,- 
6 bien de la transformaciôn de un Estado unitario por descentrali­
zaciôn. Los federalismos norteamericano, suizo y alemân, todos —  
ellos de origen asociativo, son los arquetipos de las formaciones 
federales. La doctrina iuspublicista, por tanto, ha construido el 
concepto de Estado federal aislândolo de sus dos polos histôricos. 
Confederaciôn y Estado unitario, y solo en un segundo momento, ba£ 
tante posterior, se ha ido ampliando el concepto de Estado federal 
mediante datos de la experiencia histôrica, hasta incluir en êl el 
federalismo centrlfugo o descentralizador. No obstante, debido a - 
esta génesis del concepto, la polémica sobre los procesos formati- 
vos de los Estados federales se ha reconducido a la polémica sobre 
la propia naturaleza del Estado federal.
El hecho jurldico que constituye el Estado federal —
proviniente de una antigua Confederaciôn, fué calificado por --
Calhoun como de tratado o asociaciôn contractual de Estados sobe­
ranos; Jellinek, en cambio, sostiene que entre el tratado de su—  
bordinaciôn de los Estados confederados y la génesis de la nueva-
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Constituciôn federal hay un vacio, un nuevo hecho : la creaciôn - 
del nuevo Estado no puede imputarse ni al Ordenamiento estatal, ni 
al Derecho Internacional, porque el Estado no estaba todavia cons- 
tituldo y porque el Derecho Internacional presupone la existencia 
de un propio Estado. El modo en que se ha producido su existencia 
no afecta a la forma que se ha asumido. El Estado (dirâ el maestro 
de Heildelberg) vendrla a la vida por su propia fuerza y, por tan 
to, su génesis, es irrelevante para el Derecho. En una misma linea 
de argumentaciôn a la de Jellinek, estâ la tesis de Le Fur, quien 
sostiene que el Estado federal o nace por un tratado o su origen 
carece de base jurldica, aunque se formalice en una ley constitu—  
cional. (8 ).
Aunque se ha argumentado en contra de la tesis de --
Jellinek (diciendo que el proceso constitutivo del Estado federal 
puede caer bajo el imperio del Derecho Internacional incluyendo - 
la formaciôn del Estado federal como clâusula prévista en el pac­
to de los Estados confederados, o bien que el hecho generador del 
Ordenamiento estatal coincidirla con la apariciôn del propio Orde­
namiento, cayendo asl dentro de la regulaciôn de este mismo) las - 
tesis del maestro alemân han sido mayoritarias en la doctrina y la 
prâctica generalidad de los autores (Le Fur, Moushkeli, Petta, —  
Hintze ...), con algunas excepciones relevantes como la de Santi - 
Romano, sostienen que el origen del Estado puede tener una impor—  
tancia polltica capital, pero no influye en la naturaleza jurldi­
ca del Estado federal (9). Y ello parece lôgico porque la relevan­
cia de los factores histôricos no puede en un moderno Estado funda 
mentar la esencia de una estructura estatal. Sin embargo, esta —  
afirmaciôn no es totalmente cierta y debe ser matizada.
En efecto, como ha argumentado en una interesante obra 
Antonio la Pergola, la communis opinio en torno a la tesis de —
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Jellinek ha sido puesta en tela de juicio en virtud de las élabora 
ciones de la teorla del federalising process de Friedrich y Loven^ 
tein (lO). Esta teorla ha tenido la virtud de poner de manifiesto 
que las formas federales estân sujetas a continuas transformacio—  
nés, verdaderas mutaciones constitucionales y son, por asl decirlo 
procesos de evoluciôn (grâficamente se ha 1legado a decir que la - 
mécanica Newtoniana del origen del Estado federal como equilibrio 
delieado entre fuerzas centrlfugas fue pronto sustituida, en parte 
por el evolucionismo Darviniano), Y otra no menos importante y rea 
lista aportaciôn : la esterilidad del enfoque de la soberanla en -
el anâlisis del Estado federal. Bien es cierto que la llamada ---
empirical theory of politics de Friedrich, como sehala La Pergola 
ha finalizado por utilizer los mismos instrumentes conceptuales —  
.que habla cri'ticado a la dogmâtica iuspublicista : "comunidad poll 
tica" y "constituciôn rlgida" no son conceptos menos formales y —  
convencionales que el de Estado (iO bis). Pero estas aportaciones 
de la Ciencia Polltica americana tuvieron la virtud de devolver la 
atenciôn a los juristas hacia el origen histôrico de la formaciôn- 
federal.
Ahora bien, la relevancia del factor histôrico (de —  
estos residues histôricos, como dirla Michels) no debe entenderse 
en el sentido de que un Estado pueda ser calificado como federal - 
sôlo cuando se dériva de un proceso asociativo entre Estados sobe­
ranos, pues ésto vendrla desmentido por la constataciôn empirica - 
de la existencia de numerosos Estados califieados como federales y
provinientes de antiguos Estados unitarios, sino que lo que se --
pretende afirmar es que la génesis de un Estado deja rasgos rele—  
vantes en su forma jurldica, bien es cierto que acaso no esencia—  
les, pero sin duda relevantes. Esta me parece una conclusiôn suma- 
mente importante y tendré oportunidad de comprobarla al estudiar el
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caso espanol.
(j Puede consider arse la llamada soberanla de los Esta 
dos miembros como un residuo histôrico ? ,  ^cabe predicar lo mis­
mo de la autonomla constitucional ? ,  ^es un residuo también la - 
representaciôn igual de los Estados en los Senados (verbi gratia, 
en el caso norteamericano), desvirtualizando la representaciôn pro 
porcional? ,  ^ gué importancia poseen estos residuos en los siste- 
mas de distribuciôn de competencias y en su interpretaciôn histôri^ 
ca variable ?, Intentaré responder a alguna de estas preguntas al 
afrontar una aproximaciôn a la teorla jurldica del Estado federal 
mâs adelante.
Servata distantia , la relevancia de estos residuos - 
histôricos es des tac able en algunos de los rasgos de la peculieu? - 
forma territorial del Estado espahol, que en âlgun momento de su - 
configuraciôn estatal fué también una Uniôn Real. Y precisamente - 
por ello, intentaré en la Parte II, una aproximaciôn histôrica a - 
la cuestiôn, en la llnea que por ejemplo, Petta realiza respecte - 
del federalismo austrlaco (il).
Secciôn 2^.- Apuntes para una teorla jurldica actual del Estado —
federal. -
2.1.- La formaciôn de la Teorla tradicional del Esta­
do federal.
He indcado ya cômo la construcciôn del Estado federal —  
como categorla cientlfica de la moderna Teorla del Estado y del —  
Derecho Pûblico ha sido realizada histôricamente basândose funda—  
mentalmente en los ejemplos estadounidense y alemâs (i2 ), Sin mi—  
nusvalorar la experiencia suiza y austrlaca., lo cual relativiza - 
en alguna medida el valor general de la teorla y ccntribuye a deir-
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le un carâcter mâs de tipo ideal que de tipo emplrico.
Las diferencias entre el federalismo estadounidense y 
los federalismos germânicos (y entre estos entre si : Austria ver­
sus Repûblica Federal Alemana ; Ley Fundamental de Bonn versus Con^ 
tituciôn de Weimar, etc.) son évidentes, pero no menos évidentes - 
son las existantes entre estos dos y los federalismos latinoameri- 
canos (Méjico, Argentina, Venezuela ...) 6 los de las antiguas co­
lonies inglesas (India, Australia, Canadâ ..) por citar algunos —  
ejemplos. Si admitimos como cierto el dato ofrecido por Mac Mahon 
de que hacia la mitad del siglo XX algo mâs de un tercio de la po- 
blaciôn del mundo vivia en paises que se proclamaban como fédéra—  
les, hay que convenir que résulta sumamente dificil establecer —  
( en base al Derecho positivo) un ûnico concepto de "Estado fede—  
ral" comûn para tipos de federalismo tan diversos (13). .
Partiendo de esta grave limitaciôn ( la peligrosa ---
identificaciôn del Estado federal con un tipo de federalismo sôlo 
existante en alguno de los Estados autoproclamados como federales) 
conviene recorder que el primer Estado calificable como federal - 
fueron los Estados Unidos de América, tras la aprobaciôn por la —  
Conveneiôn el 17 de Septiembre de 1.787 de su Constituciôn y su —  
posterior ratificaciôn por las conveneiones de los Estados en cum­
plimiento de lo prévisto en el articule VII. Significativamente, - 
su conocido prâmbulo afirma : "nosotros, el Pueblo de los Estados 
Unidos, a fin de tomar una Uniôn mâs per fee ta ...." Se pone fin —  
asi al periodo que se inicia con la Declaraciôn de Independenc i a - 
efectuada el 4 de Julio de 1.776, presidido por una forma confede­
ral (i4). No obstante, conviene recordar que el compromise adopta- 
do no posee unos limites precisos ni en el texto constitucional,ni 
en la mente de los constituyentes. En 1.787 se pretende tan sôlo - 
hacer una "Uniôn mâs perfecta", no constituir lo que en sentido -
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estricto llamariamos hoy un Estado federal. Por eso, no deben re- 
sultar extrahas las palabras pronunciadas por el Présidente Lin—  
coin en su mensaje de 4 de julio de 1 .861 (siete ahos antes de la 
Guerra Civil) refiriéndose al "ingenioso sofisma de la tesis sece 
sionista" : " the sophism itself is that any State of the Union - 
may, consistly with the national Constitution, and therefore law­
fully and peacefully, withdraw from the Union without the consent 
of the Union or anyother State'/ y sigue mâs adelante : "by per fee
tly logical steps through all the incidens to the complete des--
truction of the Union"(15). Pero va a ser precise la victoria en 
una guerra de Secesiôn entre Estados del Norte y Estados del Sur, 
para que quede politicamente claro que el Estado federal no inclu 
ye el derecho de secesiôn de los Estados miembros.
A mi entender, de lo expuesto podemos extraer una —  
conclusiôn ; la necesidad de "relativizar" o flexibilizar, como - 
afirman entre otros Mac Mahon y Wheare (1 6), el propio concepto - 
tradicional de Estado federal. Primeramente, porque es un concep­
to indueido sôlo de algunos Estados federales histôricamente pro­
vinientes de antiguas Confederaciones de Estados e incluso después 
del trauma que supone una guerra civil (lo que puede tener fuertes 
reperçusiones psicolôgicas en la defensa de la estatalidad de los 
Estados miembros), y que solo en un segundo momento, muy posterior
se va a emplear para calificar modernos Estados federales provi--
nientes de la descentralizaciôn de antiguos Estados unitarios. Pe­
ro ademâs, porque muehos textos constitucionales (sin duda al me—  
nos en el americano, no asi en la Ley Fundamental de Bonn) la for­
ma federal ni es definida, ni tan siquiera (lo que es mâs signifi­
cative) denominada como tal.
En efecto, segiin Garcia Pelayo, la denominaciôn "Esta 
do federal " es usada por primera vez en los tiempos de la Confede
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r aciôn. Renana y se encuentra en los textos de Ber g, Zacharia y —  
Klüber, es decir, hacia i.8i7 (l7). Sin embargo, el término no es 
empleado ni en la Constituciôn americana de 1.787, donde las com­
petencias se asignan al Congreso (art. 8) ô a intuitus ôrganos; ni 
en la Constituciôn suiza de 1.8 4 8, ni tampoco siquiera su reforma 
total de 1.874. Los ale mânes empiezan a emplear el término "Estado 
federal" (Bundesstaat)para oponerlo a "Confederaciôn de Estados " 
(Staatenbund), pues mientras en el primer vocablo se resalta el —  
hecho de la apariciôn de un nuevo Estado (la federaciôn con perso­
nalidad jurldica distinta de sus componentes, en es segundo se de^ 
taca la pluralidad de Estados que lo integran).
Los propios padres de la Constituciôn americana. Ha—  
milton, Madison y Jay, utilizan en "El Federalista" los términos - 
"federal" y "Confederaciôn" de manera confusa y distinta a la ac—  
tuai. Se suele confundir "naciônal" con "unitario" y "federaciôn" 
con "confederaciôn".
Probablemente, esta primera imprecisiôn del concepto- 
de Estado federal proviene de que el trânsito de las antiguas Con­
federaciones a los Estados federales no se hizo en un solo momento 
mediante una clara voluntad polltica de la nueva forma jurldica —  
que se pretendla ( es decir, con un esquema previo), sino simple—  
mente se quiso "realizar una Uniôn mâs perfeeta" que las antiguas 
Confederaciones, principalmente para lograr estabilidad en la poli 
tica econômica y unidad en la polltica internacional), y para ello 
se fueron aumentando los elementos unitarios del modelo ,mediante 
la técnica del compromise (compromise entre federalistas y antifé­
déralistes, entre Estados grandes y pequehos, entre Estados del --
Norte y del Sur, entre democracia y libéralisme censitario ...), al 
cabo del tiempo se descubriô que lo que ya existla era un Estado - 
federal y que incluso podla llamarse asl.
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Planteadas estas matizaciones, basadas en la génesis 
histôrica del concepto, que deben llevar a relativizar la nociôn- 
de Estado federal (relativizaciôn que luego extenderé a la misma 
posibilidad de distinciôn entre las formas territoriales de Esta­
do) trataré de describir la categorla del Estado federal prescin- 
diendo de algunos elementos de la teorla tradicional que entiendo 
como residuos histôricos.
2.2.- Esquema del Estado federal.
A) Finalidades de la instituciôn : las finalidades -
para las que va a servir el nuevo Estado federal son muy diver----
sas :
- Se usa para organizar grandes espacios alll donde- 
todavla las comunicaciones no son eficaces. Esta parece ser una - 
de las razones primordiales en el caso de los federalismos nortea 
mericanos, (i9).
- Se emplea también, como técnica e idiologla capaz 
de armonizar e integrar en equilibrio distintas naciones cultura- 
les (Kulturnation) dentro de una sola naciôn polltica ô Estado —
(Staatsnation) como ocurre, por ejemplo, en el caso de Suiza (20).
- Y se utiliza ademâs como distribuciôn territorial
y separaciôn vertical del poder. En efecto, al margen de la sepa- 
raciôn de poderes clâsica, horizontal, cabe otra separaciôn verti 
cal del poder entre entidades territoriales(Comunidad internacio­
nal, Estado,Comunidades Autônomas,Entes locales), no sôlo en el —  
campo del Estado aparato sino también del Estado comunidad, tal - 
como ha sido expuesto por las teorlas del federalising process - 
de Friedrich y Loewenstein (2i). No obstante esta nueva idea de - 
la distribuciôn territorial del poder estaba ya en alguna manera
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presente en los viejos federalismos de Proudhon y Pi i Margali, - 
partiendo de la tesis de la soberanla individual. La idea se plas 
m6 en parte en el artleulo 40 del Proyecto de Constituciôn Fede—  
ral espahola de 1.873 : "En la organizaciôn polltica de la Naciôn 
espaflola, todo lo individual es de la pura competencia del indivi 
duo; todo lo municipal es del Munieipio; todo lo regional es del 
Estado y todo lo nacional es de la Federaciôn (22).
- Al margen de estas tres finalidades principales del 
federalismo : organizaciôn de territories amplios, integraciôn —  
de nacionalidades en Estadosy divisiôn del poder (23), es posible 
encontrar otras mûltiples finalidades secundarias; Mac Mahon al - 
estudiar the case for federalism anade a las ya mèneionadas : ser 
un iredio de acomodar el Gobierno a los gobernados alll donde exi^ 
ten paises en que la diversidad es pronunciada, ser un sistema —  
que permite realizar experimentos administratives en los entes —  
territoriales menores, facilitar la participaciôn, etc. (24).
B) Caracteristicas del Estado federal ; elementos or- 
ganizativos :
Todo Estado federal posee un doble carâcter, de un la- 
do es un Estado uniteirio en ciertos aspectos, y de otro, posee el 
carâcter de una agrupaciôn federativa de entes territoriales meno­
res. Lo que se ha llamado con arreglo a terminologies y enfoques -
muy diversos : un equilibrio entre fuerzas centrlfugas y centrl---
petas, una slntesis dialéctica de relaciones de inordinaciôn, coor 
dinaciôn y subordinaciôn, etc.
B.1.- Veamos, por tanto, en primer lugar, cuales son 
los aspectos unitarios existentes en el seno de los Estados fede­
rales (25).
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B.1.1.- La supremacia jurldica de la fédéra—  
ciôn : Supremacia que se manifiesta en el juego de los principios 
de jerarqula y prevalencia dentro del Ordenamiento y en las llama 
das ejecuciôn e interveneiôn federales; es decir, la federaciôn - 
se réserva poderes de intervenciôn en los Estados miembros para - 
asegurar la integridad e independencia interna e internacional - 
del Estado (art. 1, secciôn 8, nS i5 de la Constituciôn de los —  
Estados Unidos : "sofocar las insurrecc ione s y rechazar las inva- 
siones; art. 14, art. 15 a y b de la Ley Fundamental de Boon) y 
poderes de ejecuciôn federal o competencias para adoptar medidas 
de supervisiôn y en su caso coerciôn, incluso mediante la fuerza
armada, para obligar a cumplir los deberes impuestos por la --
Constituciôn federal (art. 37 de la Ley Fundamental de Boon : "si 
un Estado no cumpliese las obligaciones que la Ley Fundamental u 
otra Ley federal les impongan respecto de la Federaciôn ...) Hans 
Kelsen entiende la ejecuciôn federal como un criterio decisivo pa 
ra caracterizar la forma de Estado.
Para un sector importante de la doctrina, de estas - 
importantes manifestaciones de la supremacia de la federaciôn se 
deducirla que solo el Estado federal séria Estado.
La superioridad del Estado federal se manifiesta --
tcimbien en los fuertes limites existentes a la autonomie consti—  
tucional de los Estados miembrosrexigencia de forma de gobierno - 
republicana; exigencia de la existencia de poderes legislative, - 
ejecutivo y judicial o prohibiciôn del poder judicial como ocurre 
en la Constituciôn austrlaca, etc. Asi como en los mécanismes de 
control que toda Constituciôn federal prevee.
B.I.2.- La existencia de una unidad del Estado 
y de una ûnica nacionalidad para el Derecho Internacional, sin —
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per juicio de que que pan. nacionalidades internas de los ciudadanos 
y dentro del Ordenamiento de la federaciôn se realicen los reen—  
vios que se dessen a los distintos subordenamientos. Pero entien­
do que no cabe sostener, con base en el Derecho positivo, que las 
relaciones entre los distintos subordenamientos de un Estado fede 
ral estén reguladas por el Derecho internacional.
La unidad del territorio federal:supo- 
ne la posibilidad de actuaciôn (en mayor o menor medida y respe—  
tando el principio de competencia definido en la Constituciôn fe­
deral) de los poderes püblicos centrales en todo el territorio —  
del Estado federal y la eficacia espacial de las leyes del Parla- 
lænto federal a lo largo de todo el Ordenamiento (art. 23 de la - 
Ley Fundamental de Bonn). Y ello sin perjuicio de que este ûnico 
territorio federal se encuentre dividido entre distintos "Estados" 
no obstante, tambien existan excepcionalmente territories que se 
encuentran directamente sometidos a la federaciôn, asi, por ejem­
plo Aisacia-Lorena en 1.871, y las colonias o los Distritos Fede­
rales que abarcan las capitales. De esta unidad del territorio —  
como âmbito espacial de vigencia de las normas no es dificil dedu 
cir la unidad del Ordenamiento jurldico federal, pese a que esté 
compuesto de otros Ordenamientos internos. Ampliaré esta eues:iôn 
al estudiar la estatalidad de los Estados miembros y la llamada 
teorla de los fragmentos de Estados de Georg Jellinek, es decir, 
Estados compuestos de pueblo y territorio pero carentes de sobe— 
rania. Teorla que, siguiendo a Santi Romano, no comparto.
B.I.4.- Existencia de una organizaciôn unitaria 
de la federaciôn : Un poder législative bicameral que conjuga —  
la represent aciôn proporcional en una Câmara Baja, con una segunda 
Càmara o Câmara Alta de representaciôn territorial de los Estados
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miembros. La existencia de esta segunda Câmara entiende la genera- 
lidad de la doctrina que es esencial en el Estado federal porque - 
auna a la consideraciôn del pueblo como una totalidad, la de los - 
Estados particulares. Cada uno de estos elementos debe tener su —  
representaciôn.
Un poder ejecutivo que puede ser tanto monârquico co­
mo republicano, dualista o monista (abandonada la vieja polémica - 
histôrica de la doctrina alemana sobre la compatibilidad entre fé­
déralisme y monarquia). Respecte al aparato estatal son posibles - 
très sistemas de Administraciôn y funcionarios :
a) una Administraciôn indirecte de la federaciôn a —
través de los Estados (es el case de Alemania con
las Constituciones de 1.871 y 1.919 :
b) una Administraciôn directe mediante dos categories
de funcionarios (Estados miembros/federaciôn) inde 
pendientes, (es el supuesto de Estados Unidos), e^ 
te sistema no parece haber dado buenos resultados 
y los autores americanos le juzgan negativamente ;
c) un sistema mixte como el austriaco con ambos cuer- 
pos de funcionarios actuando conjuntamente, pero - 
en el que la Administraciôn autônoma actûa como Ad 
ministraciôn comisionada al ejecutar la legislaciôn 
federal (26).
Finalmente, la mayor parte de los Estados miembros —  
poseen un poder judicial distinto del de la federaciôn, aunque no 
todos (asi, por ejemplo, Austria), per le que no creo que pueda —
considerarse la existencia o no de un poder judicial independiente
de los Estados miembros como el criterio decisive para calificar —
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la forma territorial de Estado federal, aunque la existencia de - 
competencies judiciales, de mayor o menor grado, es una de las —  
carâcteristicas de los miembros de un Estado federal,
B.2.- Pero si en la caracterizaciôn de los elementos 
unitarios existentes en todo Estado federal parece existir una —  
cierta unanimidad doctrinal, el debate adquiere tonos polémicos - 
a la hora de explicar los elementos derivados de su carâcter de - 
agrupaciôn federative de entes territoriales menores o (para aigu 
nos) de Estado compuesto. La polémica resuelta especialmente com- 
pleja, pues suele reconducirse a la euestiôn de la naturaleza ju- 
rldica del Estado federal y al problème de la soberanla. Para cia 
rificar el asunto, expondré ahora estrictamente lo que entiendo - 
como elementos federativos de la forma federal y reservaré el pro 
blema de la soberanla para su estudio en epigrafe diverse :
B.2.1.- Una Constituciôn federal rescrita y r^ 
gida, que establece un sistema de distribuciôn de competencies —  
entre la federaciôn y los Estados miembros , de tel forma que ese 
reparte de competencies realizado por el poder constituyente no -
puede ser modifieado por la legislaciôn ordinaria de la fédéra--
ciôn (art, 1 , 8 y 2 de la Constituciôn de los EE.UU. y art. 70 a - 
75 de la Ley Fundaunental de Bonn) . La inc lu s iôn de un sistema de 
distribuciôn de competencia como técnica preferente en la ordena- 
ciôn del Ordenamiento jurldico, puesto que sôlo donde no juega 
te principio (subsidiariamente por tanto) actûan los principios - 
de supletoriedad, jerarquia y/o preValencia.
Pero ademâs, para la existencia de un verdadero Esta 
do federal es menester que los poderes que se otorguen a los Esta 
dos miembros no sean triviales, es decir, que sus competencies —  
posean un importante "grado de intensidad".
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Para la divisiôn de competencias sue le utilizcurse —  
un sistema de listas orgânicas de materias o simplemente de com­
petencias sobre determinados sectores de materias. Salvândo las - 
mûltiples variantes de los distintos sistemas, se puede decir que 
entre las técnicas posibles, pueden existir:
- Unas competencias exclusives de la federaciôn que - 
se enumeran en lista (art. 73 de la Ley Fundamental 
de Boon).
- Unas competencias exclusives de los Estados miembros 
que a veces se listen o simplemente se entienden re- 
siduales, es decir, las no consideradas competencias 
de la federaciôn.
Unas competencias compartidas entre la federaciôn —  
y los Estados miembros, en que la federaciôn se re—  
serve el derecho de dicter normes bâsicas en deter—  
minadas materias, que deben ser objeto de desarrollo 
legislative y ejecuciôn por los Estados miembros —  
(art. 175 de la Ley Fundamental de Bonn).
- Unas competencias concurrentes en las que los Esta—  
dos miembros tienen la facultad de legislar,en tanto 
la federaciôn no baga uso de su facultad legislativa 
para mantener la unidad juridica o econômica, los in 
tereses générales o las necesidades de la armoniza—  
ciôn (art. 72 de la Ley Fundamental de Bonn). Pero - 
en el momento en que la federaciôn décida hacer uso 
de su potestad de legislar se produce el fenômeno —  
tlpico de la occupation of the field en favor de la
federaciôn. Generalmente estas competencias concu--
rrentes suelen listarse (art. 74 de la Ley Fundamen­
tal de Bonn). Un mecanismo inherente al de las compe
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tencias concurrentes es el juego del principio de —  
prévalencia "Bundesrecht brichts Landesrecht": "el - 
Derecho federal prima (literalmente rompe) el Dere—  
cho de los Lender" (art. 31 de la Ley Fundamental de 
Bonn).
- Finalmente, una clâusula residual cierra el sistema 
de forma que las competencias no atribuidas exprèsa 
mente a la federaciôn en la norma constitueional se 
entienden atribuidas a los Estados miembros (art. - 
10 de la Constituciôn de los Estados ünidos). Exce£ 
cionalmente,como en el caso de Canadâ, cabe una so- 
luciôn inversa: atribuir las competencias residua—  
les a la federaciôn pero ésto es una opciôn mâs ti- 
pica de los Estados régionales (27). Lo caracteris- 
co de esta clâusla en las formas federales es su —  
efeeto pro futuro , respecto de las competencias —  
inicialmente no previstas,es decir : lo inicialmen­
te no previsto es competencias de los "Estados".
Con lo expuesto en este esquema simple no prêtendo —  
sostener que cada una de las formas federales utilicen todas estas 
técnicas. La realidad es bien diversa. Existen Estados federales - 
que poseen una sola lista de competencias de la federaciôn y se - 
entiende que todo lo demâs es competencia de los Estados miembros- 
(EE.UU.) ; otros que ofrecen dos listas (una de competencias exclu 
sivas y otra de compartidas) ; o incluso très (compartidas, exclu­
sives y concurrentes, como es el caso de la Ley Fundamental de —  
Bonn). La variedad de técnicas empleadas es una prueba mâs de lo - 
que de diverse tienen los distintos Estados federales entre si y 
contribuye taimbién a esta relativizaciôn o flexibilizaciôn de la - 
categoria que propongo.
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B.2.2.- Un sistema de jurisdicciôn constitucio- 
nal concentrada (Alemania, Austria ...) 6 de jurisdicciôn ccnstitu 
cional difusa ante los Tribunales ordinarios (EE.UU., Méjico,...)- 
que permita garantizar la mâs fuerte obligaciôn de la norma supre-
ma (higher obligation , Stârkere Bindung ) , es decir, su jerar--
quia y oferzca una interpretaciôn unitaria del sistema de distribu 
ciôn de competencias mediante el empleo de distintas técnicas de - 
resoluciôn de controversias : el recurso de inconstitucicnalidad - 
en via directa o indirecta, el conflicto de competencias o atribu- 
ciones, etc.
La generalidad de los autores entienden que la exis—  
tencia de un Estado con descentralizaciôn politica y distribuciôn 
de competencias, es la razôn principal para la introduceiôn en un 
Ordenamiento de un Tribunal Constitucional (28). De hecho, sôlo —  
después de la II Guerra Mundial, los Tribunales Constitucionales - 
comienzan a ser entendidos como "jurisdicciones de la libertad" —  
encargadas de la protecciôn de los derechos fondamentales de la - 
persona mediante distintas técnicas (recurso de amparo. Beschwer—  
dung ), pero surgen histôricamente como garantes del reparte de - 
competencias,(29). La historia del sistema americano de judicial - 
review desde la célébré sentencia del Juez Mcirshall (Marbury ver—  
sus Madison) révéla el importantisimo papel que el Tribunal Supre­
mo Federal ha cumplido como intérprete de las clâusulas de distri­
buciôn de competencias (con argumentaciones como la broad construc­
tion ô inherent powers.
Esta técnica de la justicia constitucional tipicamen- 
te federal, de creaciôn jurisprudencional en los Estados Unidos y 
doctrinal en Europa tras las tesis de H ans fCelsen, recogidas en —  
las Constituciones austrla y checoslovaca, va a ser trasplantada - 
al Estado Integral de la II Repüblica espanola y tras la II Guerra
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Mundial a la Ley Fundamental de Bonn y al Estado regional italiano 
convirtiéndose en uno de los puntos de similitud entre Estados ré­
gionales y federales (3 0).
B.2.3.- Un sistema de participaciôn de los Esta 
dos miembros en la formaciôn de la voluntad estatal (31). Como ve- 
remos al estudiar los criterios de distinciôn entre Estado regio—  
nal y federal, a mi entender (siguiendo a Le Fur y Moushkeli), es 
éste un rasgo esencial del Estado federal. En efeeto , un Estado —
federal supone un conjunto de técnicas al servicio de una ideolo--
gia (el equilibrio entre fuerzas centrlpetas o unitaristas y centri 
fugas o federativas). Pues bien, el resorte principal que la ideo- 
logla federalista ofrece para lograr ese equilibrio armônico son —
precisamente los mecanismos de participaciôn de las partes (los --
Estados miembros) en la formaciôn de la voluntad del todo (Estado - 
federal ); pues la participaciôn es la fôrmula mâs democrâtica y a 
la vez mâs eficaz para lograr la integraciôn politica en general, - 
y de las comunidades territoriales (regiones, nacionalidades, nacio 
nés) ô étnicas, a fortiori.
Esto supuesto, ôcuâles son los mécanismes de participa 
ciôn que la Teoria del Estado federal ofrece ? (32) :
B.2.3.I.- Mécanismes de participaciôn --
directa : los Estados miembros poseen autonomla constitucional para
dotarse de sus propias "Constituciones", pero una reforma de la --
Constituciôn federal puede dejar vaclas de contenido las Constitu—  
ciones de los Estados miembros. Por elle y como garantla,la genera- 
lidad de las Constituciones federales preveen la participaciôn de - 
los Estados o colectividades miembros en la revisiôn de la Constitu 
ciôn federal. Esta participaciôn se realiza indirectamente a través 
del Estado y directamente a través de la iniciativa de reforma, en
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su caso, y de la ratificaciôn del Proyecto de reforma por los Es­
tados (art. 5 de la Constituciôn de los EE.UU. , art. 79 de la - 
Ley Fun damental de Bonn). No obstante, matizaré estas afirmacio- 
nes al cornent ar la releveincia de la reforma const itucional como - 
criterio de distinciôn entre Estado federal y regional.
B.2.3.2.- Mecanismos de participaciôn - 
indirect a : son muehos y muy diversos los mecanismos que se pre—  
veen, pero uno de ellos destaca sobre todos los demâs por su esp£ 
cial importancia : el Senado federal . Este Senado es una segunda 
Câmara en las que se encuentran representadas las colectividades 
de miembros. Es, por tanto, una Câmara de representaciôn territo­
rial frente a la Câmara Baja que ostenta la representaciôn propor 
cional de los ciudadanos. En algunos aspectos no se trata ni tan 
siquiera de un verdadero Senado ( una Câmara de elecciôn directa- 
por los ciudadanos como ocurre en los EE.UU.), sino un "Consejo"- 
(Bundesrat), compuesto por los représentantes de los Lânder elegi^  
dos mediante un sistema de sufragio indirecte de segundo grado —  
por las Asambleas o los ejecutivos de las colectividades miembros. 
En este supuesto, los représentantes de las colectividades son —  
unos mer os mandataries que suelen voteir en bloque de acuerdo con 
las instrucciones recibidas de las respectivas asambleas ô ejecu­
tivos que los designan. Los Senados o Consejos federales son las- 
Câmaras donde los Estados participan en la elaboraciôn de las le- 
yes como taies y, por ello, su importancia es decisive para la —  
configuraciôn de un Estado federal, hasta el punto de que no creo 
que sea posible hablar de un verdadero Estado federal sin la exi£ 
tencia de una Câmara alta con un sistema (aunque sea parcial) de 
representaciôn territorial.
En la mayorla de los Estados federales se respeta la 
igualdad en la representaciôn de los Estados (asi, en EE.UU. très
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senadores por Estado).Sin embargo(y pese a la importancia que los 
autores clâsicos dan a esta igualdad) debido a la crisis de la —  
conciencia nacionalista de las colectividades miembros y al hecho 
de la muy distinta poblacién y dimensiones de los Estados, es és- 
ta una técnica muy critic ada por la doctrina modem a (33). Pero -
la igualdad en la representaciôn no se mantenia en el Imperio --
Alemân de 1.8 7 1, ni tampoco en la North America Act de Canadâ —  
(art. 22 modifieado en 1.915). Existen ademâs Estados federales - 
(Alemania, Austria), donde se ha fijado la composiciôn del Conse- 
jo federal mediante una mezcla de las técnicas de la représenta—  
ciôn proporcional y la representaciôn territorial : en la RFA el 
Con sejo Federal se compone de miembros de los Gobiernos de los - 
Lânder que los designan y retiran segûn su voluntad, cada Lânder 
posee très vqtos como minimo, mâs otro si tienen mâs de dos millo 
nés de habitantes (cuatro en total) o mâs dos si sobrepasan los - 
seis millones ( un total de cinco votos). Entiendo que esta linea 
mixta de representaciôn territorial respetuosa con la proporciôn- 
de habitantes, es la tendencia mâs apropiada. Servata distantia,-
no deja de ser un modelo bastante similar al que introduce par--
cialmente en el Senado espahol la Constituciôn EspaRola de 1.978 
en su art. 69,5, aunque la representaciôn provincial desvirtûa y 
disfuncionaliza el modelo,
Otros mecanismos de participaciôn indirecta que los - 
Estados federales preveen, y sin ânimo de exhaustividad, son :
- La participaciôn en la designaciôn de determinados 
ôrganos : asi el Présidente de la Repüblica en la 
Repüblica Federal Alemana es elegido por una Asam- 
blea Federal compuesta de miembros elegidos por —  
las representaciones populares de los Estados (art 
54,3 de la Ley Fundamental de Bonn) y en los Tri—
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bunales Constitucionales es free uente que algunos 
de los jueces sean designados por los Estados o —  
por el Consejo Federal (art. 94,1 de la Ley Funda­
mental de Bonn).
- La delegaciôn de competencias de la federaciôn en- 
los Estados miembros no deja de ser otra forma de- 
participaciôn.
- Toda una gama de mecanismos desarrollados en via - 
de conveneiôn o costumbre, respecte a la formaciôn 
de los Gobiernos. Asi, en los EE.UU., el Présiden­
te debe incluir en el Gobierno personas de diver—  
SOS Estados; lo mismo ocurre en Canadâ y Australia 
En Canadâ, ademâs, suelen incluirse représentantes 
de diversos grupos étnicos y minorias religiosas.- 
Segûn la Constituciôn suiza no puede elegirse mâs 
de un miembro de un mismo cantôn (art. 96), a la - 
par que conveneionalmente debe respetarse el equi­
librio lingüistico y religioso.
- También existen estos usos y costumbres constitu—  
cionales en el nombramiento de determinados cargos 
por la Presidencia: en EE.UU. existe una senatorial 
courtesy por la que el Présidente al nombrar los - 
mâs importantes cargos federales elige personas —  
agradables a los senadores del Estado donde el car 
go debe ser ejercido.
B.2.4.- Autonomla ccnstitucional de los 
Estados miembros; A las colectividades miembros de los Estados —  
federales se les reconoce el poder de dotarse de una Constituciôn
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como norma suprema organizadora. En la doctrina tradicional, la - 
autonomla constitucional de los Estados miembros se diferencia de 
la mera autonomla estatutc&ria de las regiones, en que las Consti­
tuciones de los llamados Estados se aprueban mediante un acto de 
su propio poder constituyente y con sus propias leyes, mientras - 
los Estatutos de las regiones son aprobadas por las leyes del Es­
tado. Mâs adelante tendré oportunidad de polemizar sobre esta --
postura. Pero en cualquier caso, la pretendida autonomla de los - 
Estados miembros se ve fuertemente limitada heterônomamente por - 
algunas disposiciones de la Constituciôn federal: asi la Ley Fun­
damental de Bonn exige a los Estados (art. 28) que su Ordenamien­
to responda a los principios del Estado de Derecho republicano, - 
democrâtico y social y a las caracterlsticas del sufragio univer­
sal, directe,libre, igual y secrete; la Constituciôn austrlaca —  
prohibe a los Estados poseer un poder judicial propio, etc.
Pero la llamada autonomla constitucional (distinta - 
de la autonomla estatutaria) sôlo puede entenderse conociendo la 
larga y estéril polémica existente en el seno de la teoria jurid_i 
ca del Estado federal sobre a quien debe atribuirse la soberanla.
2.3.- El debate sobre su naturaleza juridica : £l —  
problema de la soberanla en los Estados federales como un impasse 
Anâlisis de las distintas teorlas.-
Como ya he indieado, el anâlisis de los aspectos fe— 
derativos en el Estado federal (y, por tanto, de su naturaleza) — 
se ha visto en su mayor medida reconducido al estudio de la atri— 
buciôn de la soberanla. ôOuien es el titular de la soberanla en — 
un Estado federal ?, la federaciôn, los Estados miembros o ambos 
a la vez o acaso ninguno de ellos. Ni tan siquiera una dogmâtica - 
tan refinada como la alemana ha sido capaz de resolver este Haupt
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problem de la moderna teoria del Estado. Y ello es asi porque el - 
concepto de soberanla no posee per file s jurldicos précisés y es un 
concepto de una utilidad actual mâs dudosa, tal y como trataré de 
demostrar al analizar su contenido jurldico.
La descripciôn de las multiples teorias existentes - 
sobre la atribuciôn de la soberanla en los Estados federales (me 
atreverla a decir que descripciôn "agotadora") nos va a servir pa 
ra demostrar su aspecto contingente e histôrico y el carâcter es­
téril del debate. Por otra parte detrâs de cada una de estas teo­
rias subyace una situaciôn histôrica concreta y en ocasiones un - 
preciso interés politico. No podria ser de otra forma dada la —  
ausencia de un contenido esencialmente jurldico del concepto de - 
soberanla.
Por tanto, a mi juicio, el estudio del Estado federal 
desde el perfil de la soberanla conduce a un impasse que conviene 
resolver variando el enfoque. En esta misma linea Michel Moushkeli 
sostiene : "nosotros preferimos borrar completamente la soberanla 
de la teoria juridica del Estado federal (34). Y no cabe probable- 
mente otra soluciôn dada la inutilidad del concepto para resolver 
los modernos problèmes de descentralizaciôn interna e internacio- 
nal y de competencia que en los Estados contenporâneos se plantean. 
Para corroborar esa afirmaciôn (la esterilidad del enfoque de la 
soberanla) me voy a permitir reproducir el largo y dificil debate 
sobre la soberanla en el Estado federal, de forma sintética.
Partiendo bâsicamente de las exposicione s de este de­
bate que realizan Garcia Pelayo y Moushkeli asi como Lucas Verdii , 
Fernando Badla y Solozabal de modo convencional y con afân simple 
mente expositive, se puede ofrecer este cuadro-esquema de las di_s 
tintas posturas que participan en la polémica (3 5).
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A) Teorias de la cosoberanla o de la soberanla divi­
sible: el Federalista, Tocqueville, Weitz...
B) Teorias que afirman que solo los Estados miembros 
y no la federaciôn son soberanos : Calhoun, Seydel ...
berana
C) Teorias que afirman que solo la federaciôn es so-
C.I.- Y niegan la realidad estatal de los miern 
bros ; Zorn,Treitsche, Heller ...
C.2.- Y reconocen la existencia de Estados no- 
soberanos (los Estados miembros); Laband 
Jellinek,Verdross y Kunz.
D) Teorias que afirman que soberana es la slntesis - 
de federaciôn y Estade miembros (teoria del tercer término): Hae- 
nel, Gierke, Nawiasky.
E) Teoria kelseniana que concibe al Estado federal - 
como forma avanzada de descentralizaciôn y otorga la soberanla a 
la constituciôn federal: Mazziotti, Preuss, Lavagna...
En realidad todos los demâs subgrupos ser1an recon 
ducibles (en alguna medida) a los très primeros, que distingue en 
su obra clâsica sobre "las Uniones de Estado" Kunz, pero por su - 
importancia actual prefiero explicarlas por separado como hace - 
Garcia Pelayo :
A) Teorias de cosoberanla o de la soberanla divisi—  
ble. Es la fôrmula adoptada por "El Federalista" y divulgada en - 
Europa por Tocqueville. En Alemania la sostuvieron Weitz y sus 
disclpulos y tardlamente Hausmann. Es la teoria dominante a fina­
les del siglo XIX y comienzos del siglo XX. De acuerdo con ella,
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se produce un reparto de la soberanla entre la federaciôn y les - 
Estados miembros. Cada uno es soberano en el âmbito de sus compe­
tencias, donde cada uno opera con absolute exclusividad (piénsese 
que estâmes todavla en el reino del llamado "fédéralisme dual"). - 
La razôn de ser de esta soberanla compartida era histôrica: al —  
crearse el Estado federal, los Estados miembros, generalmente pro 
cedentes de una antigua Confederaciôn, cederian a la federaciôn - 
parte de su soberanla y retendrlan otra.
La teoria quiebra porque en la configuraciôn clâsica 
de la soberanla, desde Bodino, êsta constituye un nûcleo unitario 
de poder que émana del Estado y se caracteriza por ser indivisi—  
ble, absolute, perpétua y originaria. Este carâcter unitario y - 
absolute de la soberanla es diflcilmente compatible con el repar­
to de competencias que un moderno Estado federal supone, donde la 
exclusividad no siempre es la régla general y en cambio la divi—  
siôn de potestades es un hecho.
Pero ademâs, los supuestos histôricos de la tesis —  
quiebran en los federalismos creados a partir de los Estados uni­
tarios (justamente el proceso inverso al de la hipôtesis de que 
parte esta teoria). No obstante, la mejor crlticca que puede ha—  
cérse a la teoria de la cosoberanla, es que su sustrato lôgico, 
la exclusividad competencial absoluta, es imposible, siempre hay 
dominios intermedios, la realidad constitucional es justo la con­
traria.
B) Teorias que afirman que sôlo los Estados miembros 
y no la federaciôn son soberanos.- Teoria que mantuviercn John 
Calhoun, en Norteamérica y Max Von Seydel en Alemania, defendien- 
do la soberanla de Virginia y Baviera respectivamente. Estos auto 
res parten del reccnocimiento de la indisolubilidad de la sobera­
nla y de su esencialidad como nota caracterlstica del Estado. Por
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lo tanto, sôlo caben dos alternativas: o se créa un nuevo Estado 
mediante un pacto internacional y estamos entonces ante una Confe 
deraciôn o se'créa un nuevo Estado mediante una Constituciôn y —  
estamos ante un Estado unitario. La federaciôn se ve asi recondu- 
cida a Confederaciôn o a Estado unitario y pierde su independen—
cia como tertium gerus y el Estado federal se convierte en un  
concepto imposible (36). Al igual que la anterior tesis epocal. - 
Es ésta la doctrina que hicieron suya los Estados del Sur durante 
la Guerra Civil, pero es dificilmente sostenible en nuestros dias 
de acuerdo con el Derecho positivo.
C) Teorias que afirman que sôlo la federaciôn es so-
berana :
C.1 .- Y niegan la realidad estatal de sus miem­
bros :
Tesis defendida por P. Zom, quien a f irma tam- 
bien la indivisibilidad de la soberanla y su esencialidad para de 
finir al Estado. Como los Estados miembros no son realmente sobe- 
ranos, no son tan siquiera Estados. El Estado federal séria una - 
variante cualificada de Estado unitario en el que la federaciôn - 
limita, de forma legal, el ejercicio de su soberanla en favor de 
los Estados miembros. Pese a esta tesis, Zorn sostiene que puede 
mantenerse el término "Estado" para los miembros de la federaciôn 
pero sôlo serlan Estados de Derecho interno, es decir, dentro del 
Reich.
Treitschke plantea un criterio muy realista para la 
resoluciôn del problema de la soberanla. La esencia del Estado es 
poder ejecutar su voluntad mediante la coacciôn fisica e incluso 
la fuerza armada. Luego un Estado que no tiene Ejército, no es so
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berano. Por éso, los Estados americanos del Sur fueron considera- 
dos como rebeIdes y hay que admitir que un "Estado rebelde" no es 
sino una contradicciôn en los términos. Soberano es, pues, ûnica- 
mente, el ôrgano central del Estado federal.
Heller en su "Die Souveranitat" continua esta linea 
de reacciôn antiformalista,recurriendo a las posturas decisicnis- 
tas que luego sostendrâ en su teoria del Estado : "El Estado es - 
una unidad organizada de decisiôn" (37). Soberano es el que deci­
de y los Estados miembros tienen en cambio la mayorla de sus deci 
siones sometidas a control : su autonomla constitucional depende 
de la Constituciôn federal, su Derecho estâ sometido al Derecho - 
de la federaciôn, su actividad administrativa puede ser sometida 
a control o inspecciôn. En esta linea de realismo sociolôgico de- 
cisionista, Heller concluye negando el nombre de Estado a los —  
Lânder.
C.2.- Teorias que admiten que sôlo la fédéra—  
ciôn es soberana,pero reconocen la exis­
tencia de Estados no soberanos,(los esta­
dos miembros) :
Son iniciadas por Laband. En el Estado federal 
la soberanla pertenece a la federaciôn, pero los Estados miembros 
son soberanos respecto a sus ciudadanos. Para Laband, el Estado - 
federal es una especie de un gênero que denomina "Estado compues­
to" o Estado de Estados. El carâcter esencial del Estado compues­
to radica en que cierto nûmero de Estados se hallan sometidos a - 
un poder de un Estado superior. Lo caracterlstico del Estado fede 
ral séria que los Estados miembros participan en la formaciôn de 
la voluntad estatal. Admite, sin embargo, la existencia de Esta—  
dos 1.0 sober anos, pero dot ado s de facultad propia de dominaciôn.
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Jellinek desarrolla esta tesis en su Teoria General del Estado,- 
Para él, el Estado federal es un Estado soberano formado por una
variedad de Estados y lo recomienda como sistema de integraciôn-
de los Estados modernos (asi, por ejemplo, para el Imperio Britâ 
nico o el Imperio Germânico), Segûn el maestro&HeiIdeIberg, la - 
soberanla no es una nota esencial del Estado : caben Estados sobe- 
ranos y Estados no soberanos. Asi, el Estado federal se diferen—  
cia del Estado unitario porque los Estados miembros conservan su 
cetrâcter de taies en todo lo que no compete a la federaciôn, es­
pecialmente en su organizaciôn,y de la Confederaciôn de Estados-
en que los ôrganos supremos de estos Estados miembros son, ellos 
mismos, ôrganos de los poderes federales. Estas dos notas carac- 
terizan al Estado federal y lo distinguer del mero Estado unita—  
rio y de los Estados de Estados. Ademâs, la organizaciôn del Es­
tado federal descansa en sus orlgenes en una Constituciôn y no - 
en un contrato; es una imposibilidad lôgica el orlgen contractual 
del Estado federal, pues el orlgen del Estado es un hecho que no 
puede expliceurse ûnicamente en términos jurldicos.
Las cciracterlsticas de este sometimiento de los Esta 
dos miembros al Estado federal, para el maestro de HeildeIberg,—  
son las siguientes:
- respecto a su sometimiento al Estado federal,estân 
desprovistos de soberanla (los Estados miembros —  
pierden su condiciôn de taies alll donde juega —  
la Herrschaft del Estado federal).
- Gozan, no obstante, de una esfera de soberanla en la 
la que muestran su carâcter de Estado: las relacio—  
nés con su conciudadanos y su autoorganizaciôn.
- sin embargo ,por su condiciôn de Estados tienen de 
recho a exigir determinadas prestaciones al Estado
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federal,
- tambien en cuanto Estados pueden exigir ôrganos de 
poder en el Estado federal, Asi, antes de su refor 
ma, los Estados americanos nombraban sus senadores 
en el Senado o, actualmente, los Lander en el Bun- 
desrat.
Segiin Moushkeli el error de Jellinek es convertir- 
este rasgo (la dominaciôn absoluta del Estado miembro en las esfe 
ras de su competencia) en lo "esencial" del Estado federal, sien-
do sôlo "natural", porque un Estado no compuesto puede dotar --
igual de autonomla y dominaciôn a una provincia (3 8). No es, pues 
en la autonomla donde hay que buscar el rasgo diferenciador del - 
Estado federal, porque la autonomla no sirve para distinguir, co­
mo veremos, el Estado miembro de otras colectividades territoria­
les inferiores o menore s, sino en la participaciôn, tesis ésta —  
iniciada por Le Fur y que tendré ocasiôn mâs adelante de exponer.
En otra fase de su pensamiento, Jellinek utilizarâ - 
en vez de la nociôn de "Estados no soberanos" el concepto de frag­
mentes de Estado. Caben asi (segûn el autor) fragmentes de Esta—
do con territorio y sûbditos propios e incluso con ôrganos pro--
pies, pero carentes de soberanla. Herrero de Mihôn ha tratado en 
el prôlogo de la traducciôn de esta obra al castellano de aplicar 
(con escaso éxito) este término a nuestra Comunidades Autônomas(39)
La Teoria de los Staats-fragmente fué elaborada por 
Jellinek en Uber die Staatsfragmente en 1.89 6, con la finalidad 
de calificar algunas regiones especialmente dotadas de autonomla 
como Alsacia y Lorena, y fue acogida entre otros, por Hatschek. - 
Fue retomada para construir jurldicamente la naturaleza de les —  
Lânder alemanes después de la reforma nazista de 1.934. La teoria 
ha sido especialmente criticada en Italia por Santi Romano ("3ui
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cosidetti Staatsfragmente" en Archivio Giuridico, 1.898, pâg, 323 
y ss.) quien sostiene que los très elementos de la comunidad esta 
tal (pueblo,territorio y poder soberano) estan dotados de una in­
tima conexiôn, de manera que résulta imposible atribuir a los lia 
mados "fragmentos de Estado" el pueblo y el territorio sin atri—  
buirles la soberanla, porque si ésta ûltima pertenece al Estado 
y se ejercita sobre las personas (potestad de imperio personal) y 
sobre el territorio (potestad de imperio espacial), hay que con—  
cluir admitiendo que también el pueblo y el territorio son elemen 
tos del Estado y no de las colectividades territoriales menores.- 
La lôgica de las afirmaciones del maestro italiano me hace deses- 
timar el intente de aplicaciôn de la teoria de los fragmentos de 
Estado a los Lender y a las Comunidades Autônomas.
Finalmentel, el propio Kunz sostiene una tesis inclui 
ble dentro de este tercer grupo de teorias. También para él hay 
dos tipos de Estados: a) Estados en el sentido del Derecho Inter­
nacional, caracterizados por ser sujetos inmediatos de Derecho —  
Internacional (la soberanla es la expresiôn de una competencia - 
conferida por este Derecho); b) Estados en el sentido del Derecho 
Constitucional, dotados de mera autonomla constitucional.
D) Teorias que afirman que la soberanla es la slrite—  
sis de federaciôn y miembros (teoria del tercer término).Piensa —  
Haenel que dentro de un Estado federal existen très entidades esta 
taies: la federaciôn, los miembros y la slntesis de totalidad con£ 
tituida por ambos. En la misma llnea estâ el corporativismo de —  
Gierke.
Nawiasky, que ya habla sostenido el triple objeto de 
la Teoria General del Estado (Teoria juridica,social e ideolôgica) 
va a mantener también la teoria de las très entidades estatales. -
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Nawiasky parte de estas afirmaciones:
a) primacia del Derecho interno sobre el Derecho Intemacio- 
nal, de modo que éste ûltimo es fruto del recorte de los 
Estados;
b) consideraciôn de la soberanla como nota esencial del Es­
tado;
c) el anâlisis del Estado federal como una relaciôn juridica 
internacional.
Como consecuencia de esta triple afirmaciôn, las rela 
ciones entre los Estados miembros (soberanos) y la federaciôn (so­
ber ana también) son relaciones de Derecho Internacional y estân —  
sometidas a una Constituciôn comûn, de la que son partes intégran­
tes ambos y que se realiza mediante el reenvlo (clara técnica del 
Derecho Internacional) de un Ordenamiento jurldico a otro. El Esta 
do federal no es si no el resultado de esta serie de recortes que 
el reenvlo produce. Pero en las afirmaciones de Nawiasky subyace - 
una defensa politica del nacionalismo bâvaro, Afirmar en nuestros 
dlas, (donde es manifiesta la crisis del concepto de soberanla),—
la existencia de una triple soberanla (producto del recorte de --
otras dos dentro de un Estado federal ccncebido como un Estado) es 
amén de excesivamente complejo (pues producirla excesivos conflic- 
tos de Derecho Internacional Privado) por lo menos pcco realista - 
(40). Las relaciones entre Lander y Bixnd en la Alemania de 1.980 - 
no se rigen por el Derecho Internacional (41). Las subvenciones —  
federales y la unidad de la politica econômica estatal garantizan 
la identifieaciôn del Estado con la unidad nacional de mereado. Y 
alll donde no hay una unidad de mere ado -los L’énder- es muy difi—  
cil hablar de Naciôn, que es su expresiôn juridica y, consecuente- 
mente, de soberanla.
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e ) Teoria que concibe al Estado como forma avanzada 
de descentralizaciôn y otorga la soberanla a la constituciôn fe­
deral: Kelsen.- La teoria kelseniana es una variante de la teo­
ria del tercer término. El maestro de Viena afirma que las rela­
ciones entre la federaciôn y los miembros son relaciones de coor 
dinaciôn y no de subordinaciôn. Pero difiere de Nawiasky en que 
no considéra soberana a ninguna de las partes (Estado y fédéra—  
ciôn), sino que soberano es ûnicamente un tercero que estâ por - 
encima de ellos : La Constituciôn federal,que se superpone a los 
ôrganos de poder de la federaciôn y a las constituciones de los- 
Estados miembros. Kelsen piensa que esta distinciôn no ha sido - 
apreciada anteriormente, porque se ha dado una especie de Uniôn- 
personal entre ôrganos de la federaciôn y los del orden jurldico 
total.
Solventando el problema de la soberanla, el Estado 
federal no es si no una forma de la descentralizaciôn.La diferen 
cia entre el Estado unitario con descentralizaciôn administrati- 
va o por autonomla y el Estado federal séria cuantitativa, de —  
grado de descentralizaciôn, y no cualitativa.
En este mismo sentido argumenta también Hugo Preüss 
quien cree que el Estado miembro en un Estado federal y el ente 
autônomo auto-administrado' en un Estado unitario descentralizado
son formas histôricas pollticas de la organizaciôn estatal, --
gradaciones de centralizaciôn y descentralizaciôn que en la rea­
lidad histôrica muestran diferencias de grado, pero entre las —  
cuales no puede hallarse una diferencia conceptual en su natura­
leza, porque no existe. Estas tesis (como luego veremos van a in 
fluir en lo que Jiménez de Asüa considéra la "superaciôn" del —  
Estado federal por el Estado integral.
Subyacen en la teoria de Kelsen diversas razones —
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histôricas : el nacimiento de Estados cuasifederales y el proceso 
de unitarizaciôn de los antiguos Estados federales. De cualquier 
modo y para no inducir a error y confudir el concepto kelseniano 
de descentralizaciôn, que estimo acertado ( y de una lôgica inter 
na juridica diflcilmente criticable) y progresivo, por las pers—  
pectivas que abre para la ordenaciôn de los distintos subordena—  
mientos jurldicos y para la integraciôn internacional, conviene - 
profundizar en ese concepto y diferenciarlo del concepto de "des­
centralizaciôn" que a menudo es utilizado con un sentido distin­
to en Derecho Administrâtivo, (42).
Segûn Kelsen, el problema de la forma territorial del 
Estado se reconduce al tema de la vigencia espacial de las norma s. 
Asi, el Estado unitario séria aquel en que todas las normas rigen 
en todo el territorio. Lo que ocurre es que nunca ha existido un- 
Estado plenamente centralizado, ni plenamente descentralizado por 
completo. Siempre ha habido una parte de centralizaciôn y otra de 
descentralizaciôn. Una comunidad juridica centralizada serà aque­
lle cuyo Ordenamiento vale para todo el territorio, mientras que 
otra descentralizada es aquélla en que sus normas valen solo para 
parte del mismo. Descentralizaciôn y centralizaciôn no son nunca 
mâs que parciales. Pueden distinguirse dos tipos de descentraliza 
ciôn parcial : a) euando se descentraliza la ejecuciôn (actos ad­
ministratives, sentencias), pero no la legislaciôn -o viceversa-
b) euando se distingue entre normas que rigen para todo el Ordena­
miento y normas que sôlo lo hacen para una parte del mismo, segûn 
su objeto (principio de competencia).
Asi como la distinciôn entre descentralizaciôn total 
y parcial es cuantitativa, la existencia entre descentralizaciôn 
perfeeta e imperfecta es en cambio,esencialmente cualitativa.Para 
que la descentralizaciôn sea per fee ta se requiere que se establez_
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can normas para una parte del territorio definitive e independien 
temente. "Definitive", porque no debe existir la posibilidad de - 
que la norma local sea suspendida y sustituida por otra central.- 
"Independientemente", en cuanto el contenido mismo de la norma —  
local no venga determinado por la central. Y esta distinciôn pue­
de aplicarse tanto al terreno de la legislaciôn como al de la —  
ejecuciôn,
El caso del Estado federal serla, por tanto, en la - 
terminologia de Kelsen, un supuesto de descentralizaciôn parcial 
e imperfecta. Es obvio, por ejemplo, que en el campo de las compe 
tencias concurrentes el juego del Bundesrecht brichts Landesrecht 
o principio de prevalencia del Derecho federal, agota la nota de 
dependencia. Pero serla un supuesto de descentralizaciôn parcial 
e imperfecta cuantitativamente superior a cualquier otro de des—  
centralizaciôn politica dentro del Estado unitario. Esta tesis ha 
sido definida también entre otros, por Kunz, Eisemann, Durand y 
Moushkeli (43).
Consecuentemente, lo esencial del Estado federal sé­
ria constituir el grado superior de la descentralizaciôn politica 
caracterizado por la autonomla constitucional de las colectivida­
des miembros y fundament almente por la participaciôn en la forma­
ciôn de la voluntad estatal mediante muy diversos medios,pero es­
pecialmente a través de la existencia de un Senado o Consejo fede 
ral de representaciôn territorial (tal y como, avanzando en la —  
tesis de Kelsen, matiza Moushkeli).
Inherente a la relativizaciôn de la distinciôn entre 
formas de Estados que realiza Kelsen, considerândolas como meros 
grados de descentralizaciôn politica, estâ su concepciôn tripar—  
tita del Estado. En efecto, para Kelsen federaciôn y LSnder vie—  
nen a colocarse en posiciôn de paridad, constituyendo partes de 
un Ordenamiento juridico total o Estado total (Gesamtstaat) dis—
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tinto, en si, de la federaciôn. La "competencia de competencias"
(Kompetenzhoheit) o potestad para cambiar el reparto de competen 
cias, corresponde ûnicamente al Estado o Comunidad local. El pro 
blema se encuentra en que habitualmente por un mere efecto ôpti- 
co suelen confundirse los ôrganos del Estado federal (total) con 
los de la federaciôn. La soberania puede predicarse ûnicamente - 
de ese Estado total o de la Constituciôn federal (como formaliza 
ciôn de voluntad del acto del poder constituyente), puesto que - 
federaciôn y Lânder vienen a estar en posiciôn de igualdad.
Esta sugerente distinciôn kelseniana entre Estado - 
total y federaciôn ha sido muy criticada por un sector de la doc 
trina. Petta afirma que es una nociôn con una fuerte lôgica in—  
terna, pero jamâs recogida en el Derecho positivo, puesto que ni 
tan siguiera en la Constituciôn austrlaca, que es la que mâs se 
acerca al modelo kelseniano, esa distinciôn entre ôrganos de la- 
federaciôn y del Estado total puede realizarse en la prâctica (44) 
A mi juicio la posiciôn de la federaciôn sobre los Lânder no es 
paritariâ,. sino sobreordenada, pero ademâs hay que admitir que, 
en efecto, no existe un criterio jurldico para saber cuales son 
(conforme al Derecho positivo) ôrganos de la federaciôn y cuales 
ôrganos del Estado total; sôlo el Tribunal Constitucional Fede—  
ral podria (conforme a la lôgica juridica, pero mâs diflcilmente 
conforme al Derecho positivo) considerarse un ôrgano del Estado 
total, dada su independencia respecto de las partes litigantes - 
(federaciôn y Estado). Pero qué podrlamos decir de los demâs ôr­
ganos que ejercitan contrôles sobre las Comunidades Autônomas —  
(los Tribunales Ordinarios, el Tribunal de Cuentas....). Résulta 
muy dificil en la prâctica el desiinde entre unos y otros ôrga—  
nos y hay que aceptar que la crltica de Petta a las tesis de —  
Kelsen no estâ exenta de razôn.
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Ademâs, tampoco el Tribunal Constitucional Federal 
alemân (B.V.G, ; 13,54 ss ; 74 y ss) parece aceptar la tesis del 
Estado federal de très miembros, sino que se inclina por la del- 
Estado federal de dos miembros (4), porque entiende que resueIve 
mejor las dos preguntas que se plantean en la vida constitucional 
ipueden los ôrganos de la federaciôn actuar sobre los Lânder ? ,- 
ô tiene primacia la federaciôn sobre los Lânder? . Como los Len­
der deben ejecutar la legislaciôn de la federaciôn (art.83) y el 
Derecho federal prevalece sobre el Derecho de los Lânder (art.3i 
de la Ley Fundamental de Bonn) ésto implica que los ôrganos fede 
raies pueden actuar sobre los Lânder, pero ademâs, en cuestiones 
de su competencia, el Gobierno puede dictar actos singulares que 
regulen la vida de los Lânder, como se deduce de los artlculos - 
84,5 y 85,3 de la Ley Fundamental de Bonn ( respectivamente : la 
posibilidad del Gobierno federal de dictar instrucciones especi- 
ficas a las autoridades supremas del Lânder para la ejecuciôn de 
las leyes federales y la obligaciôn de sujecciôn a esas instruc­
ciones de las citadas autoridades; se prevee, ademâs un procedi- 
miento mâs directe -ante autoridades de los Lânder inferiores- - 
para los casos de urgencia). Entiende el BVG que estas actuacio- 
nes son incompatibles con la teoria de los très términos, pues - 
suponen una subordinaciôn de la federaciôn a los Lânder.
Respecto a la prevalencia del Derecho de la federa­
ciôn sobre los Lânder, hay que entender que tal primacia existe- 
en el âmbito de las competencias compartidas y concurrentes, pero 
que, sin embargo, los Lânder priman sobre la federaciôn en el te 
rreno de sus competencias exclusivas, sin mâs matizaciones, que 
las que derivan de la interprêtaciôn del principio de lealtad —  
federal que el B.V.G. puede hacer, por ejemplo, para el cumpli—  
miento de las obligaciones internacionales suscritas por el Esta
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do. Es decir, la "primacia" de pende:. de la materia,en definitive
del juego prioritario del principio de competencia. Asi, por --
ejemplo, la jurisprudencia y los actos administrâtivos de los - 
Lënder en el ejercicio de sus competencias vinculan a la federa­
ciôn y el personal federal no puede vulnerar las normas de trâf^ 
co o los reglamentos de construcciôn dietados por los Lënder o - 
cabe impugnar ante los Tribunales administratives los actos de - 
las autoridades federales.
En definitive, hay que entender que en cualquier —  
Estado federal juega en primer lugar el principio de competencia^ 
que dentro del campo de las competencias exclusives de cada una- 
de las partes no existe esta primacia y que, consecuentemente, el 
terreno de aplicaciôn del principio de primacia o prevalencia —  
es el campo de las competencias compartidas o concurrentes. Yen- 
do mâs allâ y como explicaré al analizar el Ordenamiento espahol 
en el terreno de las competencias compartidas, la federaciôn es­
tâ en posiciôn de superioridad sobre los Lânder (principio de je 
rarquia) y alll donde existen competencias concurrentes (que con 
viene no confundir con compartidas) prevalece el Derecho de la - 
federaciôn sobre los Lânder. En realidad, por tanto, el verdade­
ro âmbito de la primacia o prevalencia es tan solo el de las corn 
petencias concurrentes y no el de las compartidas donde tan solo 
juega la jerarquia.
2.2.1.- La crltica al enfoque de la soberanla 
en las teorias del fédéralisme como proceso de la Ciencia Poll- 
tica norteamericana.-
Frente a la esterilidad del debate de la Teo­
ria del Estado alemana, sobre la soberanla en el Estado federal, 
se produce una reacciôn de la Ciencia Polltia norteamericana —
(Friedrich y Loewenstein), aunque paradôjicamente, sus dos prin-
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pales impulser es sean de origen alemân (46). La reacciôn es prevd^  
sible porque como ya denunciô Hugo Preuss "el Derecho Pûblico aie 
mân se habia atrapado a si mismo en la red del concepto de sobera 
nia como una mosca en la tela de una arana”.
Los estudios de la Ciencia Politica norteamericana - 
han denunciado la esterilidad de la aproximaciôn formalista de —  
los juristes al estudio del fédéralisme. Su grave error, dicen, - 
es reducir la federaciôn al Ordenamiento del ente soberano per —  
excelencia : el Estado. La teorla del fédéralisme como proceso - 
sustituye la visiôn estatista del problème conforme un doble cri- 
terio: no es necesario que las unidades constitutives de la fede­
raciôn sean Estados soberanos, basta con que exista un doble or—  
den de comunidades o grupos organizados sobre la base de unes in- 
tereses comunes. Este supuesto, el problème esencial del fédéra—  
lismo estâ en asegurar la coexistencia y el equilibrio de la coim 
nidad central con las periféricas. La nociôn de federalising pro­
cess viene a sustituir por ellos, a la de Estado federal. De lo - 
que se trata dirân, es de ver cômo se distribuye el poder en una 
fôrmula territorial, porque afrontando con realismo el estudio de 
la soberania "ni siquiera la increible sabidurla de un erudito —  
germano résulta capaz de encontrar algo que no existe"(47).
Desde esta perspectiva, el federalismo ha de ser con 
templado como un proceso dinâmico y no como un proyecto estâtico; 
las estructuras federaies una vez creadas estân sujetas a conti—  
nuas transformaciones y evoluciones. Ademâs, dicen, desde un pun- 
to de vista pragmâtico todas las formas territoriales de Estado —  
pueden presenterse como simples diferenciaciones de grade. Buscar 
el punto en que se pasa de una fôrmula a otro, ha concentrado un
interés excesivo. Con lo que, paradôjicamente, la empirical --
theory of politica (Friedrich) y el positivisme normativista kel-
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seniano (ambos polos metodolôgicos opuestos) llegan a un mismo re 
suItado que, sin embargo, me parece sumamente vâlido: la necesi—  
dad de relativizar la distinciôn entre formas territoriales de - 
Est ado.
Hay que admitir que el impacto de las tesis de Frie­
drich y Loewenstein (unido a su coincidencia en el resuItado al—  
canzado con las construcciones juridicas de Kelsen) ha sido muy - 
grande, no s6lo en América y en Aiemania, sino también en Italia 
y, como veremos en Espaha, debido a lo justo de algunas de sus —  
opiniones y preferentemente al auge epocal en Europa(y muy espe—  
cialmente en Espana) de la Ciencia Politica norteamericana.
Sin embargo, estimo que el enfoque del Estado fede—  
ral realizado por las teorias empiricas de la politica debe dese^ 
timarse, poruqe pese a haber puesto de manifiesto la escolâstica 
de ciertos juristas, han acabado por utilizar los mismo instrumen 
tos conceptuales que aquéllos;"comunidad politica", "comunidades 
territoriales limitadas", "Constituciôn rigida", etc.
De otra parte, idénticos resultados pragmâticos y —  
realistas pueden alcanzarse desde un enfoque normative o normati- 
vo-institucional. Sin embargo, estas teorias citadas poseen el —  
valor de haber renovado, acertadamente, el interés de la doctrina 
juridica en el origen histôrico de las formaciones estatales, en 
general, y de las formaciones federaies, en especial.
2.3.2.- Soberania y Estado federal.
A) La soberania como concepto histôrico.
Como magistralmente sehalô Cari Schmitt, el problema 
de la soberania reside en la uniôn de lo fâctico y de lo jurldico, 
del ser y del deber ser, Pero Canto como hecho contingente y por
- 86 -
tanto histôrico (sometido a una correlaciôn de fuerzas politicas) 
como en cuanto nociôn juridica, no es sino una categoria histôri 
ca (48). Hintze en su ensayo sobre la transformaciôn y la esencia 
del Estado moderno, afirma que es un concepto que sôlo puede corn 
prenderse plenamente partiendo de la historia del Estado y del —  
Derecho francés (49). Anâlogas afirmaciones realize Norberto Bo—  
bbio o, entre nosotros. Pedro Bravo, en su introducciôn a la tra­
duce iôn de la obra de Bodino al castellano(50).
Y parece, sin duda cierto, que este concepto de sobe 
rania teorizado por Bodino posee un sustrato histôrico muy preci- 
so, "Los seis libros de la Repûblica" aparecen en una circunstan- 
cia histôrica concreta y con un "sentido terapéutico" : poner re- 
medio al naufragio de la Repûblica francesa. El ûltimo tercio del 
siglo XVI es una época de crisis de autoridad;desaparecido >: el - 
Imperio,el feudalismo significô el descubrimiento del poder en un 
momento en que la unidad nacional no estaba aûn terminada y Fran­
cia se encontraba dividida por las Guerras religiosas. Bodino tra 
ta de consolider la unidad nacional en torno al monarea, mediante 
un proceso de concentraciôn del poder. El momento histôrico (na—  
cimiento de la conciencia nacional, auge del comercio exterior y 
necesidad de su regulaciôn por el Estado,recepciôn del Derecho —  
Romano en Francia, establecimiento de las Iglesias nacionales ..) 
requiere de un ûnico foco unitario del poder que, a la manera que 
Maquiavelo pretendia que hiciera el Principe, realice la unidad 
nacional. Este concepto unitario de poder del que se derivan to—  
das las demâs potestades, sin necesidad de un enunciado o listado 
va a ser el de "poder soberano". No obstante, conviene destacar - 
que, per se , como senala Hintze, el concepto de soberania (carac 
terizada ademâs por Bodino como perpétua y absoluta e indisoluble) 
es un concepto autoritario: no puede olvidarse que las elaboracio 
nés de Bodino van a sentar las bases del "Estado absolute". La gue
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rra (o la autodefensa de los Estados singulares) es la ultima ra­
tio de la nueva razôn de Estado, de un Estado que trata de libe—  
rarse tanto de la tutela de la Iglesia como de la monarqula cléri^ 
cal-secular de la Edad Media. Como senalarâ mueho mâs tarde Schmitt 
en su Teorla de la Constituciôn, debajo del Estado-ilacional subya 
ce el fantasma del Estado absoluto (51 ). Las necesidades, en cam- 
bio del moderno Estado de Derecho respetuoso de la paz y del Dere 
cho Internacional parecen ser bien diverses.
Conviene matizar que el término soberania se deriva- 
del latin superamus , palabra équivalente al castellano "superior" 
que indica una nociôn comparative. Posteriormente, se le va a aîîa- 
dir a la soberania su significado absolute de supremitas, pero —  
Bodino prima el concepto relative y comparative: El Estado es su­
perior al Imperio y a la Iglesia como en el medioevo las "civita- 
tes superiorem non recognoscentes", verdaderos embriones de Esta­
dos. Este es importante poque la nociôn de soberania requiere —  
siempre de -un elemento de comparaciôn, se es soberano, siempre,- 
respecte de alguien.
Pues bien, conviene preguntarse qué utilidad posee - 
un concepto de génesis nacionalista y autoritaria en una circuns-
tancia histôrica (la de finales del siglo XX) diametralmente --
opuesta: profundizaciôn del principle democratico y resurgir de - 
los nacionalismos internes en Europa tras la II Guerra Mundial, - 
asi como, a la par, necesidad de la integraciôn interestatal.
El moderno Derecho pûblico y la Teoria del Estado ne- 
cesitan de una categoria que permita no acrecentar la autoridad —  
del monarca y la burocrâcia de la Administraciôn central, sino de^ 
centralizar esa Administraciôn en un doble sentido : en favor de - 
la sociedad y las comunidades internacionales y en favor de les —  
entes territoriales menores: las nacionalidades internas de los -
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Estados, las regiones, los Entes locales.Avanzando en un doble,y 
paradôjicamente contrario, sentido, acercando de un lado la Adrrd 
nistraciôn al ciudadano mediante la descentralizaciôn interna —  
(como ya pretendia Tocqueville en su Democrâcia en América), de 
un lado, y realizando un necesario incremento de la cooperaciôn- 
y la organizaciôn internacional, de otro. El moderno Estado de - 
Derecho, superado el Estado absoluto y su mécanisme inherente de 
politica internacional que es la guerra, se ve obligado a salva- 
guardar la paz y el desarrollo mâs ârmonico de la sociedad Inter 
nacional, mediante el ûhico mécanisme posible : la integraciôn - 
internacional. Por otra parte, el nacionalismo decimonônico (pe­
ri férico o estatal) debe abandonar la concepciôn de la politica- 
bajo el enfoque nacional/internacional y la conciencia nacionalis 
ta, para superar su nota imperialista y adoptar una nota federa- 
tiva como parece exigir el future y las necesidades mâs apremian 
tes de la convivencia internacional y, muy especialmente, de la 
europea : la paz. Norberto Bobbio ha reflexionado brillantemente 
como ésto no se trata de una utopia irrealizable, sino de una —  
utopia-tendencia y de un peligro inminente de las formas estata­
les (52).
Desde el punto de vista de la estricta técnica juri 
dica, hay que sehalar que los problèmes de la descentralizaciôn- 
se centran en la ordenaciôn del principio de competencia y en la 
reduceiôn del principio de jerarquia a limites précisés y contre 
labiés. El concepto de soberania para poco o nada sirve ante el 
hecho de la distribuciôn de competencies. A mi juicio, la moderna 
dogmâtica del Derecho Pûblico debe plantearse la elaboraciôn de- 
un nuevo concepto que responda a las necesidades juridicas de la 
descentralizaciôn. Pero sea cualquiera que sea ese nuevo conce£ 
to, estarâ muy ligado a la nociôn de competencia.
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B) La soberania como pretendida categoria juridica.
La doctrina tradicional entiende la soberania como ele 
mento constitutivo de la estructura estatal. No obstante, no exi£ 
te unanimidad sobre a quien debe atribuirse la soberania, ni mu—  
cho menos, sobre qué es la soberania como categoria juridica (53). 
Veâmoslo con detenimiento :
a) Sujetos de la soberania.-
Tradicionalmente, desde el Derecho Romano, la soberania 
es un derecho subjetivo del sujeto al que se refiere (poder pûbli 
co, imperium). Pero la naturaleza de ese derecho subjetivo varia 
segûn sea el sujeto. Aunque es esta una euestiôn polémica : pue—
den singularizarse cuatro orientaciones respecte a la atribuciôn
de la soberania :
1.- atribuciôn al principe , teoria que dominô el —  
Estado absoluto y vueIve a Aiemania con la llama 
da Herr sc her teorie que ve en el Estado una rela- 
ciôn entre dominantes y dominados y atribuye a - 
aquéllos la soberania (Seydel). En Inglaterra —
puede entenderse histôricamente la atribuciôn de
la soberania al Parlamento como al complejo de -
gobernantes y fruto de un lento proceso histôri­
co de oposiciôn al mon£irca,no en balde, ademâs,- 
y en sentido estricto "El Parlamento" no es sino 
"la Reina, sus lores y sus comunes"
2.- soberania popular : se inicia en Roma hasta el - 
Imperio tardio;con el iusnaturalismo racionalis- 
ta se retoma la nociôn y se otorga al pueblo que 
delega su ejercicio en cuerpos o individuos. Es-
- s o ­
la concepciôn oficial de la Revolueiôn francesa 
y esencial a cualquier fôrmula democrâtica.
3.- soberania nacional : entendida la Naciôn^como - 
simple suma numérica de individuos,de forma que 
cada uno de ellos tenga un poco proindiviso —  
(Rousseau), sino como un ente orgânico con vor—  
luntad propia : la voluntad general,Modernamente 
abandonado ’ el sufragio censitario que era su - 
consecuencia juridica mâs importante, la sobera 
nia nacional carece de sentido, pues se recondu 
ce a soberania estatal (y los contenidos politi 
COS se disuelven en los juridicos), o bien supo 
atribuir a alguna instituciôn la exégesis de —  
esa voluntad general de la Naciôn, lo cual pue­
de resultar peligrosisimo, pues la voluntad ge­
neral a fuerza de pretender ser la voluntad de 
todos, puede convertirse en la voluntad de na—  
die. Un intente de rehabilitaciôn de la sobera­
nia nacional se produjo con la teoria del Esta­
do fascista y las tesis de Rocco y Panunzio(54)
4.- finalmente, soberania estatal : es esta la --
orientaciôn prevalente en todas las construccio 
nés juridicas de la soberania, tanto en Italia 
como en Aiemania. Las demâs expresiones de la - 
soberania no tendrian valor juridico, sino pol^ 
tico.
b) Origen o fundamento.
Histôricamente, el poder soberano se ha fundamentado de
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muy diversas maneras : mediante las tesis del origen divino del 
poder de la escuela teolôgica (omnis potestas a Deo), o median­
te las teorias legitimistas que reelaman la justificaciôn de la 
soberania por la tradiciôn, etc. De sobras conocida es la distin 
ciôn realizada por Max Webes entre legitimaciôn tradicional,his­
tôrica y democrâtica.
En cambio, la doctrina juridica del Estado excluye 
la justificaciôn de la soberania: cualquier organizaciôn estatal 
por el mero hecho de su existencia posee un principio fâctico de 
legitimaciôn. Cualquier indagaciôn ulterior es metajuridica y su 
pera los limites metodolôgicos, se sostendrâ por el psositivismo 
mâs exacerbado. Conclusiôn que debe ser sometida a matizaciones.
c) Naturaleza juridica.-
Es aqui donde la doctrina juridica del Estado quie- 
bra, pues existen una multiplicidad de significados que no pue—  
den si no 1levarme a calificar el concepto como de equivoco y a 
admitir que su naturaleza juridica résulta muy dificil de expli- 
car. En efeeto, para algunos la soberania es un poder de hecho y 
no un poder de derecho. Asi, para las teorias decisionistas, tan 
to de Schmitt, como de Heller, sober ano es el que decide : estamos 
por tanto antè un élemento fâctico anterior a la norma. Para otros 
la soberania es un derecho subjetivo o, lo que es lo mismo, la - 
afirmaciôn de la personalidad juridica del Estado. Incluso Orlan 
do llega a relacionar la personalidad de Derecho privado con la 
•personalidad del Estado, identificândila con "capacidad juridica" 
Otros entienden que la soberania es una cualidad de un Ordenamien 
to juridico supremo, el estatal, originario en cuanto no se der£ 
va de ningûn otro. En la construcciôn de la Escuela de Viena, sin 
embargo, todos los Ordenamientos estatales estarian derivados —  
del ûnico Ordenamiento internacional (teoria monista). A esta —
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visiôn kelseniana unitaria se opone la teorla de la pluralidad - 
de Ordenamientos juridicos de Santi Romano quien afirma que,aun­
que originario sôlo sea el Ordenamiento juridico estatal, exis—  
ten tantos Ordenamientos como instituciones.
En definitive, no parece ser una euestiôn resuelta- 
si la soberania es un poder de hecho (la fuerza armada, la deci- 
siôn sobre el estado de excepciôn), un derecho subjetivo del Es­
tado (ipero cual es entonces el contenido de ese derecho?), ,una 
capacidad juridica de la personalidad estatal, o un atributo de 
un Ordenamiento. Y si sostenemos esta ûltima postura, la origina 
lidad del Ordenamiento estatal puede ser negada por los defenso- 
res de la primacla del Derecho Internacional. Al margen de este- 
diseRo, no faltan otras teorias de especialistas en Derecho pû—  
blico que niegan la posibilidad del concepto (Preüss, Ahrens, —  
Duguit, SSrel, Escuela de Viena, etc.).
c) Soberania y Estado federal. Conclusiones.
Si ponemos en relaciôn esta confusa nociôn jurldica- 
de soberania con la no menos confusa nociôn de Estado federal,nos 
encontramos con que se plantean dos problemas principales : la es­
tât alidad de los Estados miembros y la potestad sobre las compe- 
tencias o competencia de competencies (Kompetenz-Kompetenz),se—  
gûn expresiôn de Laband.
, Como vimos al estudiar las teorias sobre la atribu­
ciôn de la soberania en el Estado federal, para manténer la esta 
bilidad. de los Estados miembros se afirma la escisiôn de la sobe 
rania en un primer momento y en otro segundo, se divide ese con­
cepto unitario entre federaciôn y Estados miembros, reservândose 
aquella uno s derecho s de supremacia como contenido esencial de r- 
ese derecho subjetivo (cosoberania). Pero este desdoblamiento de
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la soberania (exigido por la prâctica de los Estados federaies)se 
vé contradicho por la posiciôn de supremacia que la federaciôn - 
ostenta respecte de los Estados miembros en determinados âmbitos
y por el carâcter derivado de los Ordenamientos juridicos de --
estas colectividades menores, asi como por las fuertes limitacio 
nés impuestas a la autonomie constitucional. El margen de actua- 
ciôn que las Constituciones federales dejan a las Constituciones 
de los Estados miembros hay que admitir que es muy limitado (im- 
posiciôn de los derechos fundamentales, de la forma republicana 
de gobierno, de la separaciôn de poderes tripartita, de la ausen 
cia de poder judicial, etc.). Por otro lado, la revisiôn de la - 
Constituciôn federal es siempre un medio posible para vaciar las 
Constituciones de las colectividades y la participaciôn de éstas 
en la reforma constitucional (muy reducida la importancia de la 
ratificaciôn estatal en el Derecho positivo) ,no parece ser una 
garantia decisive.
Ante este cûmulo de limitaciones a la soberania re­
lative de los Estados miembros comienza a defenderse la existen­
cia de dos tipos de Estados o soberanias : Estados y soberanias 
internos ( en términos de Jellinek "fragmentes de Estado") y Es­
tados y soberanias de Derecho Internacional.
Para poseer la "estatalidad" bastaria la soberania- 
interna, reconociendo otra soberania externa. Pero la distinciôn 
es falaz, primero porque en el estadio actual, un Estado no es - 
si no la estructura global de la convivencia politica y un suje­
to de relaciones internaciones y, segundo porque esa nueva esci­
siôn de la soberania résulta, en la prâctica, de un deslinde —  
imposible : asi algunas Repûblicas Federales de la URSS., tras - 
la II Guerra Mundial, ostentaron el ius legationis o los Lander 
en Aiemania han suscrito algunos tratados internacionales. Ade—
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mâs, otorgando competencias de Derecho interno a las colectivida 
des miembros es muy dificil pretender que no poseen ninguna fa—  
cuitad en tratados o acuerdos internacionales sobre esas mismas 
competencias. Pero, ademâs, por lo que es mueho mâs évidente : - 
esa soberania interna de los Estados (si por soberania entende—  
mos un poder absoluto,exclusive e independiente) se vé contradi- 
cha por las freçuentes intervenciones de la federaciôn : contrô­
les, ejecuciôn e interveneiôn federales, poder de vigilancia y - 
supervisiôn, etc.
Desde otro punto de vista,si por soberania de los - 
Estados miembros entendemos la originalidad de sus Ordenamientos 
el Estado federal deviene entonces un concepto imposible y se vé 
reconducido a la Confédéréeiôn de Estados independientes. En —  
efecto, la autonomie constitucional de los Estados miembros vie­
ne reconocida en la Constituciôn federal, por lo que el sistema- 
de fuentes del Derecho que ese Estado miembro cree, estarâ crea- 
do en virtud del reconocimiento de la federaciôn y deberâ respe- 
tar lo estipulado en la Constituciôn federal.
Por tanto, la lôgica juridica lleva a afirmar que - 
los Ordenamientos juridicos de los Estados miembros no son orde- 
nemientos originarios, sino derivados y situados en un escalôn - 
inferior, en la pirâmide normative, a la Constituciôn federal.De 
no ser asi, el control de constitucionalidad de las leyes de los 
Estados miembros por el Tribunal Constitucional federal séria un 
concepto imposible.
Consecuente ment e, la estatalidad y la soberania de- 
los Estados miembros no es en nuestros dias si no un residuo his­
tôrico de los viejos Estados federales surgidos de antiguas Con­
fédérée ione s y casi circunscrito al caso norteamericano donde va 
rias sentencias del Tribunal Supremo Federal defienden esa esta-
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talidad.
Asi, en Coyle V. Smith (221 V.S. 559) de 1.911 enun 
cia el Tribunal Supremo Federal la doctrina de la igualdad poli­
tica de los Estados : '* una indestructible uniôn compuesta de —  
indestructibles Estados" (segûn frase grâfica de Lincoln, que ha 
sido matizada diciendo "cada vez mâs indestructible y menos Esta 
dos"). Y sigue : " each State is competent to exert that residium 
of soverd-gnty not delegated to the United States by the Constitu­
tion" .
También en très célébrés sentencias (United States- 
versus California -322 U.S. i9 de 1.947; versus Louisiana,i.950; 
U.S. versus Texas, 1.950) de la llamada Tideland's oil question, 
se reconoce la soberania de los Estados y se insiste en la "equal 
footing clausse". Pero aparté de que estas consideraciones juri£ 
prudenciales no forman parte del contenido vinculante de las sen 
tencias, tampoco son argumentadas, por lo que no desvirtùan la - 
fuerza de estas consideraciones y hace que (tânto estas senten—  
cias como algûn otro ejempl-o ocasional mâs reciente) sean fuer- 
temente criticadCB por la propia doctrina norteamericana (55).
Respecte al caso aJLemân la propia denominaciôn de - 
Lânder y su artificialidad o ausencia de entidad histôrica (el - 
BV3 habla de labiler Bundestaat) y Mackenzie por ejemplo duda de 
su carâcter federal (56) no parecen defender la estatalidad.
Negada la estatalidad de los Estados o colectivida­
des miembros (el nombre puede continuer empleândose ad popam vel 
ostentationem), entiendo que el ûnico criterio juridico para dé­
finir la competencia del Estado federal es la competencia sobre 
las competencias. En un Estado federal es juridicamente soberano 
quien puede decidir sobre el sistema de distribuciôn de competen 
cias. Y résulta évidente que ni la federaciôn, ni los Estados —
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miembros poseen competencia para ello. Tan sôlo el poder constitu 
yente de todo el Estado federal puede modifiear las clâusulas de 
reparte de competencias prévistas en la Constituciôn federal. Por
tanto, entiendo que juridicamente en un Estado federal (y por --
extensiôn, en cualquier Estado con descentralizaciôn politica), 
soberano es sôlo el poder constituyente y su expresiôn formai que 
es la Constituciôn federal. Con este enfoque, la polémica sobre 
sobre la atribuciôn de la soberania en el Estado federal entre —  
federaciôn y colectividades miembros puede quedar zanjada.
2.4.- Evolueiôn histôrica del federalismo : del fédé­
ralisme dual al fédéralisme coopérative.Su ten- 
dencia a la aproximaciôn a los Estados unitar-—  
ries con descentralizaciôn politica. Los cases 
de Estados Unidos de América y de la Repûblica 
Federal Alemana.-
Intentaré explicar en este epigrafe como la évolueiôn 
de los Estados federales contemporâneos tiende a aproximarlos a —
los Estados unitarios estructurados conforme a la descentraliza--
ciôn politica, entre ellos los Estados régionales. Me serviré para 
esta descripciôn de los ejemplos de los Estados Unidos y la Repû—  
blica Federal Alemana, entre otros muehos anâlogos.
2.4.1.- Los Estados Unidos de América.-
Analizaré primero la évolueiôn del federalismo - 
americano que en sus dos siglos de vida nos ofrece la realidad de 
un progresivo reforzamiento del Estado federal frente a los Esta—  
dos miembros (57), reforzamiento de los poderes federales que es 
debido :
- a una serie de causas socic-econômicas.
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- a unas transformaciones politicas.
- a unos instrumentes juridicos.
Veâmoslo con mâs detalle:
A) Causas socio-econômicas.-
La necesidad de creeir un ûnico indirizzo politico de 
gobierno que permitiera el mantenimiento de una politica exterior 
unitaria y la creaciôn de una planificaciôn econômica comûn para 
superar la crisis de la agricultura, combatir el desempleo y redu 
cir la inflacciôn, despues de la crisis de 1.929 era manifiesta. 
Las necesidades de una sociedad industrial del siglo XX, no son - 
las mismas que eran la de pequenas comunidades urbanas, mal comu- 
nicadas, de 1.787 y con amplias zonas despobladas. La unidad eco­
nomic a de la Naciôn americana como mere ado y centro de acumula--
ciôn de capital es una realidad, acaso incluso geogrâficamente - 
insuficiente, como demuestran las modernas teorias del comercio - 
internacional y del imperialismo. Afrontar los nuevos problemas - 
requeria una planifieaciôn que abarcase territories mâs amplios - 
que los de los Estados miembros. Por otra parte, la generalizaciôn 
de los grant in aid o subveneiones estatales ha sido un importan­
te elemento de cohesiôn. Asi, por ejemplo, O'Connor, en su célébré 
obra sobre la crisis fiscal del Estado ha explicado como el tradi^  
cional sistema federal e incluso la autonomia local, se ve erosio 
nada por la actuaciôn de los grupos monopolistas y del ejecutivo 
federal que tratan de acrecentar el poder politico y fiscal del - 
Gobierno federal en una gran variedad de campos, que van desde —  
las normas para evitar la polueiôn de la atmôsfera o del agua, a 
los miles de directivas federales contenidas en las normas dicta- 
das para la coordinaciôn nacional de la actividad de policia (58) 
Armonizar el sistema federal con la planifieaciôn econômica conse 
cuencia ineludible del Estado social de Derecho,es uno de los —
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grandes retos que se plantean al moderno federalismo, hasta el - 
punto que los problemas de planificaciôn y financiaciôn parecen- 
ser los mas tratados por los estudiosos contempôraneos del fede­
ralismo.
B) Transformaciones politicas.-
Transformaciones éstas que favorecen la realizaciôn 
de una politica cada vez mâs unitaria :
- Decadencia del sentimiento de identidad en los
Estados miembros :
Los ciudadanos de los actuales cincuenta Esta­
dos de la Uniôn no poseen un a vinculaciôn sentimental tan fuerte 
a sus Estados como la poseian los habitantes de las primitivas —  
trece colonias. Este sentimiento de identidad, de vinculaciôn al 
Estado, es menor cuanto mâs reciente es la incorpor ac iôn a la —  
Uniôn de los nuevos Estados. La generalizaciôn del llamado ameri- 
can way of life ha actuado en detrimento de estos sentimientos —  
de identidad estatales.
- Evoluciôn del sistema de partidos ;
Los dos grandes partidos, demôcrata y republi- 
cano, actûan en toda la Naciôn y aunque su estructura electoral y 
funcionamiento con tinûan siendo bâsicamente locales actûan como 
elementos de cohesiôn nacional.
- La presidencia de los Estados Unidos :
La presidencia es el simbolo de la unidad nacio 
nal. Su elecciôn ha sufrido distintas modi fieaciones. El primitive 
sentido de las elecciones primarias como garantia de los Estados
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ha desaparecido y en esta elecciôn presidencial, a nivel nacional 
las fronteras de los Estados no desempehan ya un papel tan impor­
tante. Ademâs, el sistema norteamericano se ha hecho cada vez mâs
presidencialista, merced a la legitimidad democrâtica que la --
elecciôn directa otorga a la presidencia.
- Los problemas de la politica exterior :
Las iniciàtivas internacionales, las experien- 
cias de la Guerra Civil y de las dos Guerras Mundiales y de los - 
conflictos locales en que los Estados Unidos han intervenido, han 
evidenciado la necesidad de mantener un poder federal fuerte, ga­
rantia de la defensa de la Naciôn y de los intereses econômicos - 
del capital norteamericano. La dimensiôn de la politica exterior 
actual del Gobierno federal era dificilmente predecible en el es- 
quema de gobierno prévisto en la Conveneiôn de Filadelphia.
- La evoluciôn sufrida por el Senado :
El Senado nace como una Câmara de représenta—  
ciôn territorial de los Estados (en el Compromise de Connecticut) 
y con funciones no sôlo legislatives, sino predominantemente, de 
control de la actividad federal por los Estados. Control :
a) sobre el nombramiento de los funcionirios 
federales mâs importantes (jueces,embajado 
res, altos miembros de la Administraciôn);
b) sobre la firma de tratados internacionales 
(que deben aprobarse por mayorla 2/3 del - 
Senado) solvo el caso de los executive —  
agreements, donde basta una mayorla simple 
de ambas Câmaras.
Vemos, por tanto, como inicialmente el Senado era —
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una Câmara de representaciôn de los Estados, pero la enmienda XVII 
hizo obligatoria la elecciôn de los senadores por los electores —  
de cada Estado, sus tr ayéndole s a la elecciôn de sus legislatures - 
y concediéndoles un mandate de seis aRos. La elecciôn popular y la 
duraciôn del plazo desvinculan al senador del mandate imperative 
de los Estados,Todavia hoy suele usarse el Senado para la defensa- 
de los derechos de los Estados, pero como apunta Mathiot, la disci 
plina estatal de los senadores no existe y "todo el mundo sabe que 
en realidad, se trata para ciertos senadores de defender los inte­
reses econômicos, politicos e ideolôgicos que dominan en su Estado"
(59). La presiôn de los lobbies tiene, hoy por hoy, mucha mâs fuer 
za que la del nacionalismo en decadencia de los Estados. El proble 
ma se produce porque el Senado que nominalmente, sigue siendo una 
Câmara de representaciôn territorial, de facto cada vez lo es me­
nos, pero tampoco es una Câmara de representaciôn popular porque 
el reparto igualitario de escaRos entre los Estados,contradice el 
principio de representaciôn proporcional : cada uno de los dos —  
senadores de Alaska représenta a i8 8.500 ciudadanos, mientras ca­
da uno de los dos de California,représenta a 1 0.4 5 0.000 individuos
(60). Con lo que el 20% de la poblaciôn residente en pequeflos Es­
tados posee la mayorla absoluta en el Senado.
c) Instrumentes .juridicos.-
Todas estas concausas sociales y econômicas y estas - 
transformaciones del sistema politico se han manifestado en una —  
serie de instrumentes juridicos que han formalizado estas realida­
des socioeconômicas:
- La interpretaciôn judicial de las clâusulas de 
la constituciôn;
Realizada por el Tribunal Supremo Federal. Se
-  I 0 l  -
ha dieho que la Constituciôn norteamericana es lo que los jueces 
dicen que es. Un verdadero estudio del federalismo norteamerica­
no, acaso no sôlo de él sino de todo su constitucionalismo como- 
indica Schwartz, no debe hacerse sobre las evoluciones doctrina­
les, a la manera del continente europeo, sino analizando la ju—  
risprudencia constitucional (6 1).
- Las enmiendas constitucionales :
Si bien no tienen tanta importancia en este- 
tema, no son tampoco desdenables. Asi, la enmienda XIV, aprobada 
después de la Guerra Civil de 1.8 6 8, que solventa el problema de 
la uniea ciudadanla restringiendo los derechos de los Estados, - 
serâ utilizada posteriormente numérosas veces y para fines diver 
SOS por su referencia al due process of law para privaciones de 
la propiedad,de la libertad personal o la vida; la enmienda XVI- 
aprobada en 1.913 que otorga al Congreso la facultad de estable- 
cer y recaudar tributes (enmienda de creciente importancia, pues 
permite la actividad financiera y econômica de la federaciôn) ; la 
enmienda XV que aumenta el poder electoral de la federaciôn al - 
prohibir a los Estados menoscabar el derecho de sufragio por mo­
tives de raza, color o anterior esclavitud. Pero como indica —  
Mathiôt, estas trasnformaciones constitucionales escritas no afee 
tan a la naturaleza del vinculo de la Uniôn (62).
- La legislaciôn federal.
Cada vez mayor en nûmero, en los ûltimos aflos 
que ha invadido Areas hasta entonces reservadas a la competencia 
normativa de los Estados miembros. Para ello ha sido decisiva la
evoluciôn de la jurisprudencia del Tribunal Supremo (verdadera -
piedra de toque de estos cambios constitucionales) que ha permi- 
tido estas leyes, despues de una larga evoluciôn.
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- Numerosos usos y costumbres constitucionales.
Como tal no escritos, que han acentuado en la 
prâctica el predominio del poder federal, por ejemplo, las numéro 
sas reglas no escritas que regulan el procedimiento de elecciôn - 
del Présidente de los Estados Unidos,
- Los llamados interstate compacts ,
o acuerdos entre Estados, como manifestaciôn - 
espontânea de cooperaciôn o "federalismo sin Washigton" de los que 
■existen nuirerosos ejemplos.
- El Council of State Qovernmenys :
ôrgano permanente de cooperaciôn compuesto por 
los miembros de los legislativos de los diferentes Estados y con - 
la finalidad de favorecer la conclusiôn de interstate compacts. —  
Existen ademâs infinidad de comisiones de cooperaciôn anâlogas es- 
pecializadas en sectores muy diverses.
Puede observerse, después de esta exposiciôn, cômo es 
apreciable en el federalismo americano una tendencia hacia la "uni- 
tarizaciôn" o reforzamiento de los poderes federales. No obstante 
queda todavia un amplio margen de autonomie de los Estados (6 3).
En este sentido, el primitive competitive federalism 
o dual federalism basado en un contraste permanente entre autori- 
dades federales y autoridades estatales, ha sido sustituido por 
un cooperative federalism basado en una mutua colaboraciôn entre 
Gobierno federal y Gobierno local (64). La distribuciôn de compe­
tencias ya no es una rigida separaciôn de la legislaciôn, ejecu—  
cciôn y jurisdicciôn en distintas materias que se otorgan bien a 
la federaciôn o bien a los Estados, sino una cooperaciôn fructife 
ra entre federaciôn y Estados. El viejo federalismo dual se basa-
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ba en una distinciôn entre Gobierno de los Estados y una distribu 
ciôn de los poderes muy précisa. Segûn el principio dualista, la 
federaciôn carecia de facultades que no le hubieran sido delega—  
das. Juridicamente la mâxima expresiôn del federalismo dual es la 
X enmienda de la Constituciôn : "los poderes no delegados a los 
Estados Unidos y no expresamente negados a los Estados son reser-
vados a los Estados directamente o al pueblo" . Por éso dice --
Tocqueville : "el Gobierno Federal no es mâs que una excepciôn —  
la régla es el gobierno de los Estados". Durante mueho tiempo.és- 
ta ha sido la doctrina del Tribunal Supremo ,pero ya no es asi, - 
en nuestros dias. El originario federalismo competitivo ha sido 
sustituido por un federalismo mâs articulado y armônico que, man- 
teniendo la autonomia de los Estados, no duda en admitir la actua 
ciôn federal en nuevos compos y permite la cooperaciôn entre Esta 
dos y entre éstos y la federaciôn.
2.4.2.- La Repûblica Federal Alemana.-
Una misma tendencia hacia la cooperaciôn se ha 
producido en la Repûblica Federal Alemana. No obstante, esta evo­
luciôn se ha desarrollado en un contexte distinto ya que, por ra- 
zones geogrâficasv las disparidades entre los Estados miembros —  
son menores que en EE.UU. y significativamente ni tan siquiera re 
ciben el nombre de Estados, sino "Raises" (Lânder). En efecto, los 
LSnder,con la excepciôn de Baviera, y las ciudades Estado de Haim—  
burgo y Bremen, no son entidades histôricas, sino creaciones bas—  
tante fortuites de los poderes aliados en sus zonas de ocupaciôn - 
y, en muchos casos, superpuestas, de antiguas partes de Prusia. —  
Este carâcter artificial de los Lander ha sido subrayado por la —  
generalidad de la doctrina y va en detrimento del verdadero carâc­
ter federal.(65)
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De otra parte, un verdadero federalismo dual, una—  
total separaciôn de competencias jamâs se ha dado en la Repûbli­
ca Federal Alemana, a diferencia de lo ocurrido en EE.UU.
No obstante, el concepto de Estado Federal Cooperati- 
vo (Kunze, Kisker, Kissgen, Schneider, Fallen o de Estado -
Federal thiitario (Hesse) no ha sido desarrollado hasta una serie - 
de trabajos que aparecen en la década de los sesenta y que tratan 
de analizcir el proceso de "unitarizaciôn" sufrido por el Estado 
federal alemân respecte del primitive diseRo de la Ley Fundamental 
de Bonn (66).
Hans Joachim Fallen, vocal del Tribunal Federal de - 
Garanties Constitucionales, afirma que el Estado Federal Coopera­
tive significa que "la relaciôn entre el Estado central (Bund) —  
y los Estados miembros (L'ânder) asi como la de éstos entre si, no 
se caracterizan por una vecindad aislada, sino que exige la coo-?- 
peraciôn , asi como las atenciones reciprocas"(67). Es decir, que 
las relaciones en la federaciôn deben estar presididas por el -;—  
juego del principio de leaitad federal, principio constitucional 
no escrito, inmanente a la Ley Fundamental de Bonn,por el que —  
existe un mutuo deber de "comportamiento favorable" de los Lander 
respecte al Bund, del Bund respecte a los L’énder, y de éstos en—  
tre si.
Este principio résulta decisive, porque evidencia que 
el federalismo cooperative supone no sôlo un sistema mâs flexible 
y realista de reparto de com petencias, sino algo mucho mâs impor 
tante : la conciencia de las partes de la necesidad de su coopera­
ciôn e integraciôn en el todo. K. Hesse lo explica asi : "El Es—  
tado federal previsto en la Ley Fundamental de Bonn no se limita 
estrechamente a servir para la protecciôn de la multiplicidad re­
gional ... el punto clave en el Ordenamiento federal reside hoy, 
no tanto en la configuraciôn propia e ilimitada de cada Land, —
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sino en los efeetos de la configuraciôn federative sobre la forma 
y vida de toda la comunidad" (6^).
Explicada la esencia del llamado principio de leal- 
tad federal, podemos intenter describir siguiendo a Schneider y 
a Grewe-Leymarie, las distintas fases histôricas de esta tendencia 
hacia el fédéralisme coopérative (69):
a) Una primera fase en los aRos cincuenta caracteri- 
zada por la autocoordinaciôn de los Estados con el propôsito de - 
lograr una homogenizaciôn de las prâcticas administrativas y que 
se ha llamado de cooperaciôn espontânea. Se realizan, entonces, - 
motu propio , numérosas reuniones de ministres de departamentos- 
y conferencias de Jefes de Gobierno que tienen por finalidad la - 
toma de acuerdos interestatales sobre competencias que no son —  
propias de la federaciôn. Schneider destaca que el âmbito de es­
tos acuerdos no es sôlo el de materias de interferencia . y necesa 
ria correcciôn, .sino. , también numerosos acuerdos sobre funcio­
namiento interno de los Lânder (70).
b) En un segundo momento, a raiz de la reforma cons­
titucional de 1.969 (articules 91 a y 91 b) se produce la parti—  
cipaciôn de la federaciôn en determinados asuntos de la competen­
cia de los Lânder : creaciôn de universidades, estructura econô­
mica regional, estructura agrlcola, etc. ,pero para los que care 
clan de suficientes medios financières para su desempeno.Con es­
te fin se créa el Institute de Asuntos Comunitarios y varias co­
misiones rrdbctas, verbi gratia : para la planificaciôn educativa, 
como ocurre en siete Lânder y es comûn por ejemplo que la finan 
ciaciôn de una Universidad se realice al 50% entre federaciôn -
y Lânder.
c) Una tercera fase estâ constituida por la modifi-
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c aciôn, del sistema financiero , fase muy unida a la anterior. Am­
bas pueden denominarse conjuntamente como institucionalizaciôn - 
de la cooperaciôn (71). En el primitive diseRo del capitule X de 
la Ley Fundamental de Bonn (art. 105 a ii5), denominado "Consti­
tuciôn financiera" , pese a que se mantenla la unidad del régimen 
tributario, se establecla una rigida separaciôn para la recauda- 
ciôn de impuestos, con la ûnica posibilidad de un reajuste fiscal 
entre la federaciôn y los Lander fiscalmente débiles. Posterior­
mente, la compensaciôn financiera (Finanzausgleich) fue objeto - 
de una regulaciôn provisional completada por la reforma financie 
ra de la Ley de 23 de diciembre de 1.955 y por la Ley de 24 de - 
diciembre de 1.956, que modificaba y completaba el artlculo 106- 
de la Ley Fondamental de Bonn. Este sistema financiero de rigida 
separaciôn fue sustituido mediante las leyes de 8 de junio de —  
1.967 y 12 de marzo de 1.969, olrdo el informe emitido por la —  
Comisiôn "Troeger"(comisiôn de expertes presidida por quien da - 
nombre al informe), por un nuevo sistema financiero tendente a - 
homogenizar el desarrollo. Con el sistema anterior, los ingresos 
de los LMnder dependla excesivamente de la situaciôn coyuntural- 
lo que hacia que variasen los ingresos por impuestos mayore s —  
(renta, utilidad, impuesto sobre el volumen de négociés ...). La 
necesidad de un desarrollo econômico armônico hizo variair el si_s 
tema.* Hoy, mâs de dos tercios de los ingresos recaudados por la
federaciôn y los Lânder van a un Fonde Comunitario que es dis--
tribuido, un ano mâs tarde,porcentualmente.
Amén de la modificaciôn del sistema, se han asigna- 
do a la federaciôn nuevas competencias para la financiaciôn de - 
actividades de los Lânder y para el préstamo de "ayudas financie 
ras", para inversiones de los Estados y municipios (art. i04 a,- 
apartado 4 de la Ley Fundamental) tendentes al crecimiento econô
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mico equilibrado y compensado entre todos los LSlnder.
d) La ûltima fase de este proceso, que Hesse llama 
unitarizaciôn, es la propuesta de la Comisiôn de encuesta para - 
la reforma constitucional, de crear un Institute Comûn de apor—  
taciones a la Inversiôn, que éliminé las diferencias actuales en 
las formas de financiaciôn y salvaguardando la autonemla de los- 
Lânder dote a la federaciôn de una mayor libertad de movimientos, 
agrupando en este ôrgano todos los actuales disperses métodos de 
financiaciôn. Otra de las tareas de este institute séria la de - 
elaborar un "plan marco" de actividades e inversiones a realizar 
conjuntamente entre Federaciôn y los Lânder. Estamos, pues ante- 
una fase de replanteamiento y revisiôn de la cooperaciôn, apoya- 
da incluso por numerosas propuestas de reforma constitucional.
Como vemos, estas tendencias del federalismo coope­
rative responden mâs certeramente a las exigencias de mutua --
cooperaciôn y compromise que constituyen la esencia de la ideolo 
gla federalista. De hecho y grâficamente Grewe-Ley Marie ha cla- 
sificado estas mismas fases en : coordinaciôn espontânea ,coordi­
naciôn institucionalizada y coordinaciôn repensada o revisada —  
respectivamente (72).
Dentro de esta misma tendencia a la unitarizaciôn,- 
debe inscribirse el juego del subsistema del partido alemân,en 
sus relaciones con el subsistema federal. Dieter Nohlen ha ana—  
lizado este tema poniendo de manifiesto cômo el sistema federal 
estâ condicionado por el sistema de partidos politicos,y ccmo a 
su vez, el segundo se ve condicionado por el primero,ambos en - 
una mutua interrelaciôn (Politikverflechtung)(73)♦ Del anâlisis
de los dos subsistemas podemos extraer una serie de consecuen--
cias del funcionamiento del sistema politico de la Repûblica Fe­
deral Alemana :
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- un aumento de las burocracias estatales en ambos 
niveles (Bund y Lânder).
- una pérdida en nûmero de las competencias ejerci- 
das por los LSnder y, en concrete, una cierta pérdida de las corn 
petencias legislatives de las Câmaras de los Lânder reducidos a 
un mero federalismo de ejecuciôn.
- un correlative aumento del poder legislative del- 
Consejo federal en determinadas materias que asume una posiciôn 
paritaria con la Dieta federal.
- una instrumentalizaciôn del Consejo federal,fren­
te a la mayor!a de la Dieta federal, por parte de la oposiciôn - 
parlamentaria. Como es sabido la coaliciôn social demôcrâta-libe 
ral en Bonn ba estado moderada durante mucho tiempo por los go—  
biernos demôcrata-cristianos de numerosos Lânder y por su repre­
sent aciôn mayoritaria en el Bundesrat.
- una tendencia a la resoluciôn de conflictos en el 
subsistema federal mediante la técnica del compromise o acomoda- 
ciôn de intereses entre Bund, Lânder y Municipios, superando el 
federalismo dual de los constituyentes.
- una tendencia del subsistema de partidos a bipol£ 
rizarse en torno a demôcrata-cristianos y social-demôcratas (y - 
un tercero en coaliciôn, los libérales) resolviendo sus conflic­
tos mediante la técnica del principio mayoritario.
- Como consecuencia, parece existir una cierta con- 
tradicciôn entre el môdulo de compromise federal y el modelo ma­
yoritario de los partidos. Contradicciôn que se resueIve mediante 
la Politikverflechtung o politica de interconexiôn, es decir, —  
una, especie de anudamiento de los dos subsistemas y niveles de 
decisiôn. Politica de interconexiôn que no se realiza por mate—
- 109 -
rias, sino por competencias funcionales dentro de una misma mate 
ria, ejemplo de nuevo de compromise y cooperaciôn. De suerte que 
ni el Estado federal, ni el Lender pueden actuar de manera inde- 
pendiehte y particularista, desentendiéndose de los otros. Es e^ 
ta una lecciôn de la experiencia germana que conviene tambien —  
extraer.
Es importante destacar ademâs, desde esta misma 6p- 
tica, como el fédéralisme también puede actuar corne freno de la 
competencia en el sistema de partidos y promoter del compromise.
2.4.3.- Conclusiones del eplgrafe.-
E1 anâlisis de la evoluciôn de los fédéralis­
mes americano y alemân,révéla profundas transformaciones en la - 
forma territorial de Estado federal. Mientras el vieje federali^ 
me dual suponia el reine de las competencias exclusivas, con dos 
esferas de competencias rigidamente separadas y una interpréta—  
ciôn restrictiva de las clâusulas de distribuciôn de competen-—  
cias, que impedla que existiese facultad alguna de la federaciôn 
que no hubiese side previa y expresamente delegada, el nuevo fé­
déralisme cooperative supone el predominio de las competencias - 
compartidas o concurrentes (con arreglo a técnicas de produceiôn 
legislativa diverses) y el juego de los poderes implicites o de 
construcciones jur i s prudenc i ale s anâlogas, fuertemente arraiga—  
das en la tradiciôn germânica, como la Bundestrue.
Por otro lado, el impacto producido por la II Sue—  
rra Mundial y el correlative aumento de los poderes centrales —  
para la direcciôn de la guerra, la pérdida de la importancia de 
la conciencia nacionalista en EE.BU., la artificialidad de la —  
construcciôn de determinados L’ânder en la Republic a Federal Ale- 
mana, hace que la importancia de los elementos histôricos en --
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estos Estados fédérales parezca haber disminuido. Asl apenas se 
plantea la vieja polémica Sobre la soberanla o la estatâlidad de 
los Estados. Mientras, sin embargo, cobran mayor importancia ca- 
da dia los elementos técnibs-jurldicos y muy especialmente la —  
financiaciôn, Los complejos problemas de la economla (de la polj^  
tica monetaria o fiscal) son diflcilmente resolubles desde el re 
ducido âmbito de colectividades territoriales menores, no obstan 
te, se defienda la participaciôn de éstas en la planificaciôn —  
general.
Pero el peligro que en la actualidad surge es encon 
trarnos con unos Lender reducidos a un mero federalismo ejecutivo 
y administrativo o unos Est ados convertidos en unos meros "pen—  
sionistas" de la federaciôn, merced a los grants in aid. Mâs en 
cualquier caso, résulta poco discutible que, como ha demostrado 
Hesse, asistimos a un "nuevo federalismo", con rasgos diversos,- 
acaso definible como Estado federal unitario, en euanto cada vez 
mènes distinto de los Estados unitarios descentralizados politi- 
camente como son el Estado regional italiano y el Estado autonô- 
mico espanol.
La teoria juridica de este Estado federal contempo- 
râneo estâ en gran parte por hacer. Hesse encuentra la razôn de 
ser del moderno Estado federal en la descentralizaciôn de inicia 
tivas pollticas y en la institucionalizaciôn de una forma adicio 
anal de separaciôn de poderes (74). Las deliberaciones de la Con 
ferencia de Constitucionalistas Alemânes en Münster de 1.962, —  
ofrecieron un espectro de esta nueva teoria. Pero, sin embargo,- 
resta, por convertir esta doctrina en un sistema que sustituya - 
a la desfasada teoria juridica tradicional de Estado Federal. No
obstante, para lo que aqui se pretende, basta constater la ---
communis opinio de la aproximaciôn del Estado federal al Estado
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unitario en sus distintas variantes; la realidad constitucional 
parece pues demostrar la existencia de importantes mutuaciones - 
en la propia esesncia del vinculo federal,
Secciôn 3-,- La polémica sobre la naturaleza juridica del lia—  
mado Estado regional,-
3.1.- Exposiciôn de las distintas doctrinas :
El problema del regionalismo en Italia se remonta a la 
unificaciôn (75). Desde el primer moment o se âbandônô! la idea - 
federal que, no obstante, tuvo defensores como Carlo Cattaneo y 
Giûsseppe Ferrari (entre sus mâximos exponentes). Pero que tuvo- 
entre sus detractores personajes tan importantes como Mazzini o 
Cavour. Tampdco los tiempos pareclan ser suficientemente favora­
bles para introducir la idea regionalista, que se singularizaba- 
en hombres como Farini, Jacini, Minghetti, Colajanni, Sturzo,etc 
Y asl, aunque se prépareron distintos proyectos de ley, ninguno 
de ellos llegô a ser aprobado (76). Pero la importancia del "he- 
cho regional" italiano era évidente : un factor geogrâfico, un -
factor histôrico dado lo tardlo de la unificaciôn, un factor --
étnico y lingüistico en algunas zonas del Norte (Aosta,Bolzano,- 
Trieste, Trento ...), un hecho singular preocupante en Sicilia y 
Cerdefia (en Sicilia tras la II Guerra Mundial surge un fuerte —  
movimiento nacionalista e incluso bandas armadas de insurgentes) 
y un sustancial problema de desequilibrio econômico entre el Nor 
te y el Sur (la llamada "cuestiôn meridional").
En 1.946, a la salida de la guerra, el estudio del 
problema regional venla impuesto a los constituyentes (la Asam^ 
blea constituyente es elegida el dos de Junio de 1 .946) y no—  
podia ser soslayado porque, entre otras razones, Sicilia habla
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sido una especie de portaviones norteamericano para el desembarco 
aliado y para eliminar el peligro del séparatisme gozaba de un - 
Estatute de autonomla, anterior a la Constituciôn y aprobado por 
Deereto Ley de 15 de mayo de 1.946, n5 445 (este Estatute se con 
vertiria en ley constitucional el 26 de febrero de 1.9 4 8). Ademâs 
en el acuerdo concluido entre de Gasperi y Grilber en Paris, el - 
cinco de Septiembre de 1.947 (incluido también en el tratado de 
paz de 1.947) se habla convenido atribuir un poder legislative y 
administrativo autônomo a las minorias lingüisticas alemanas de 
Bolzano y de Trento (77). En una medida importante, estos dos —  
hechos (el siciliano y el italo-austriaco) eran una imposiciôn - 
que los constituyentes se vieron obligados a respetar y que sin 
duda impulsé a la adopcién de una fôrmula descentralizadora para 
todo el Estado.
Pero pese a que la mayorla de los partidos eran fa­
vorables a la creaciôn de nuevos entes territoriales, las discu- 
siones fueron numérosas. Dentro de la "Comisién de los 75" que - 
debla elaborar el proyecto de Constituciôn se créé una subcomi—  
siôn y una ponencia compuesta de diez diputados y presidida por 
un iuspublicista, Gaspare Ambrosini. Como veremos, la designaciôn 
de la presidencia fue importante porque iba a permitir a este au- 
tor lograr que prevalecieran pollticamente sus criterios jurldi- 
COS defendidos en un interesante y pequeAo articule aparecido en
1 .9 3 3  y que tenla su orlgen en la naturaleza juridica del 1lama- 
do Estado integral de la II Repûblica Espanola (78). La ponencia 
présenté a la subcomisiôn un proyecto el 13 de septiembre acompa 
nado de una exposiciôn que concebla la regiôn como ente interme- 
dio entre el Estado y los municipios y le asignaba la tarea de - 
revitalizar los intereses locales. La "Comisién de los 75" hizo- 
suyo el proyecto y cuando el texto se présenté en el PLeno de la 
Asamblea afirmé que : "Es ésta la innovacién mâs profunda intro-
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ducida por la Constituciôn en el Ordenamiento estructural del 
tado, en base a la autonomla ; .... el municipio, unidad prima—  
ria, la regiôn, zona intermedia e indispensable entre la Naciôn 
y el municipio" (79).
Parece ser, pues, que entre los partidarios de una 
simple descentralizaciôn administrativa y los defensores de un - 
Ordenamiento federal, se impuso la soluciôn intermedia del regio 
nalismo unitario en el Tltulo V de la Constituciôn italiana. Y - 
parece ser también que en la adopciôn de esta forma territorial 
del Estado (que luego calificaremos) jugô un papel prépondérante 
como teôrico del Derecho y como politico, en cuanto présidante - 
de la Subcomisiôn regional y de la ponencia redactora, el profe- 
sor Gaspare Ambrosini. Nos confirma esta afirmaciôn Meucio Ruini, 
ponente General de Proyecto de Constituciôn y Présidente de la - 
"Comisiôn de los 75" quien (en cita que el propio Ambrosini reca 
ba en defensa de sus tesis) dijo entonces : "la Regione non sorge 
federalisticamente. Anche cuando adotta con legge lo Statuto di 
una Regione, lo Statuto fa atto di propia autorità. LÉautonomia- 
accordata eccede quelia meramente amministrativa; ma si arresta 
prima délia soglia fédérale e si attiene al tipo di Stato régio­
nale formulate dël nostro Ambrosini" (80).
Por tanto, la obra de Ambrosini adquiere carâcter, 
si no de interpretaciôn aunténtica (diriamos que "cuasi-auténti- 
ca" en cuanto él mismo fue legislador), si de interpretaciôn au- 
torizada en el estudio del diseno constitucional adoptado. Sus - 
tesis han sido expuestas en numerosas obras, pero de todas ellas 
la mâs conocida y la que mayor importancia politica posee, es un 
pequeho articule de echo pâginas, sin apenas notas, publicado en
1.933 en la Eevista de Derecho Pûblico italiano (8i), que ha 
tenido una fuerte repercusiôn pûblica. Expondré lo que alli se 
dice para procéder a su posterior anâlisis.
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A.- Las tesis de Gaspare Ambrosini : El Estado regio­
nal, un tipo de Estado intermedio entre el Unita­
rio y el regional.-
En el estudio de la distinciôn entre Estados unita­
rios y federales frecuentemente encontramos organizaciones estata 
les cuya calificaciôn présenta dudas. Se trata de Estados -dirâ - 
el autor- que peirticipan de las caracterlsticas de uno y otro ti­
po, en cuanto que los entes territoriales que los constituyen --
tienen poderes distintos de los que poseen los entes territoria—  
les de los Estados unitarios, pero sin llegar a alcanzar "la posi- 
ci6n y dignidad de los Estados miembros de un Estado federal" - 
-el subrayado es mio-(82). Este séria el caso de la antigua monar 
quia austriaca de i867 a I9l8 y de la Repûblica espanola de i931 
(otros ejemplos serian el de la Constituciôn de Lituanie aplicada
en el territorio de Memel el de la Constituciôn checoslovaca --
-art.3-; mâs tarde en otros trabajos citados,extenderâ la califi­
caciôn a la URSS y a Weimâr incluse). De todos los ejemplos, el - 
paradLgma podria ser el articule 1,3 de la Constituciôn Espanola 
de 1.931, que denomina al nuevo Estado "integral" (tendré oportu- 
nidad de analizar esta catégorie en la Parte II de la Tesis). —  
Ambrosini entiende que la nueva denominaciôn puede no ser apropia 
da, pero que tiene valor de sintesis y résulta expresiva y que —  
la fôrmula adoptada "no fue determineda por exigencies o veleida- 
des teôricas, sino por necesidades de indole esencialmente politi­
ca" y siempre suele ser asi alli donde las nuevasinstituciones po­
llticas no encuentran un sitio en las categories formuladas ante—  
riormente por la doctrina. Y hay que admitir que esto es cierto,—
incluse en la propia génesis del Estado federal en 1.787. Pues --
bien, a través de un proceso fimilar de "contraste y transacciôn" 
naciô el nuevo tipo de Estado. 3e trata de un tipo de Estado inter
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medio entre el Estado unitario y el Estado federal cuya caracte- 
ristica principal es la instituciôn de las autonomies provincia­
les y régionales y que por éso podria 11amerse "Estado caracteri- 
zado por la autonomie regional."
Las colectividades territoriales mayores de este Es^  
tado, llamadas "regiones" se encuentran en una posiciôn en la —  
que pese a ester dotadas de "derechos propios"," no llegan a asu 
mir la cualidad y dignidad de los Estados miembros de un Estado 
federal", pero poseyendo esos derechos propios se diferencian —  
netamente de las provincias de los Estados unitarios.
Para calificar a estas regiones no puede utilizarse 
el concepto de "descentralizaciôn", pues resultaria inadecuado - 
piensa Ambrosini (8 3).. Este concepto no debe emplarse,pues supo 
ne la idea de transferencia o delegaciôn de poderes y, por tanto, 
de su revocabilidad; mientras, en cambio, debe utilizarse "auto­
nomla" porque se trata de reconocer unos derechos propios de las 
regiones que no pueden ser revocados por el Estado unilateralmen 
te, en cuanto vienen garantizados por la propia Constituciôn. —  
Este concepto de autonomia no solo responde a las necesidades —  
histôricas del moment o, sino que récupéra el significado histôri^ 
co del institute (durante la vigencia del Imperio Cristiano las 
colectividades territoriales menores poseian autonomla y derechos 
frente a la plenitude potestatis del Imperio).
Los Ordenamientos constitucionales austriaco y es—  
panel de 1.931, supondrian ese estadio de derechos propios de - 
las regiones, garantizados por la Constituciôn, pero en régimen 
de subordinaciôn al Estado, llamado autonomla.
Por otra parte, para el autor, las diferencias en—  
tre las regiones y provincias son tan amplias y profundas que no
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consienten que ambos sistemas sean calificados como dos subespe­
cies de un mismo tipo de Estado, el unitario. La provincia es —  
una rmra entidad administrativa, que el Estado ere a y modi fie a a 
su antojo o incluso sacrifiea. En cambio (dirâ Ambrosini) la re­
giôn es una entidad administrativa, pero tambien politica con una 
voluntad propia y personalidad juridica, que si bien se encuentra 
subordinada al Estado, éste no puede suprimir sin modificar la - 
Constituciôn. En base a estas afirmaciones de Ambrosini, Biscare 
tti hablarâ de "Estado de regiones constitucionalmente garantiza- 
das". Hay que conclûir,por tanto, que la regiôn posee un "derecho 
a su propia existencia y al respeto de sus competencias",derecho 
que no poseen las provincias de los Estados unitarios. Entiende - 
el autor que este derecho no puede justificarse como hemos visto, 
conforme al principio de la descentralizaciôn, sino al de la auto 
no ml a.
Pero tampoco debe confundirse la regiôn con el Esta 
do miembro, Indudablemente existe una "notable afinidad" -dirâ- 
porque eimbos derivan sus poderes de un mismo principio (la auto­
nomla) , pero no estân en un mismo piano, porque existe una dife­
rencia no menos notable : estamos ante un Estado federal cuando 
las colectividades autônomas conservan, en el seno de las colect^ 
vidades mâs amplias, de que forman parte, "la cualidad de Estado" 
y se llaman por éso "Estado miembros". En cambio, las regiones no 
llegan a tener "todos los requisitos para entrar en la categoria 
de los Estados miembros.
Hasta aqui la exposiciôn del concepto de Ambrosini - 
de Estado regional. No formularé ahora ninguna critica a esta teo 
ria, pues expondré mi postura de forma sistemâtica en el epigrafe
3.2, después de haber resumido todo el debate sobre la naturaleza 
juridica del llamado Estado regional.
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B.- Guido Lucatello : el Estado federal y el Estado 
regional como uniea categoria llamada Estado re­
gional. -
Las tesis de Lucatello vienen expuestas en dos obras 
principales : "Lo Stato Federale", una teoria juridica del Estado 
federal aparecida por primera vez en 1.939 y reeditada en 1.967 - 
(8 4) ; y un interesante articule de 1.955 titulado "Lo Stato Re—  
gionale. Quale nuova forma di Stato", y es el fruto de una ponen­
cia que tuvo un amplio eco, presentada al I Convenio de Estudios 
Régionales (85).
El concepto de Estado regional'de Lucatello viene —
condicionado por su postura ante el Estado federal expuesto mu--
chos aflos antes. Como es habituai, la obra de Lucatello se inicia 
ante la duda de cômo calificar determinadas formaciones estatales, 
principalmente la Constituciôn de Weimar y la Constituciôn austria 
ca de 1.920, modifieada en 1,929. Esto le induce a pensar que pro 
bablemente no existen criterios infalibles para calificar las for 
mas territorales de Estado por el propio carâcter evolucionista - 
de las mismas, pero como todo no puede ser permanente dinamismo,- 
evoluciôn, conviene plantearse cuales son los presupuestos de la
nociôn de Estado federal. Parece obvio que el primero de esos --
presupuestos sea el concepto de "Estado";formulado poniendo al - 
Estado como base de paragôn con otras comuhidades y, por tanto, - 
la "soberanla" como momento distintivo. Asi, el "Estado federal" 
séria una formaciôn compleja, constituida por entes anâlogos entre 
si, que se encuentra en el limite entre la figura de la comunidad 
estatal y la de la comunidad internacional. La primera pregunta - 
que surge entonces es, (,estamos ante una forma de Estado o ante - 
una uniôn de Estados ?. Lucatello cree que no puede sostenerse —  
mâs su carâcter de Estado compuesto o Uniôn de Estados, y ésto
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a fortiori en los Estados Federales formados no ya por un trata­
do internacional, sino por una ley Constitucional con voluntad - 
descentralizadora. Por éso hay que profundizar en el concepto de 
"Estado" y en la soberania como el momento esencial de la estata 
lidad. Para el autor una comunidad que puede determiner sus pro­
pios poderes es siempre soberana y originaria. La originalidad - 
distingue al Estado de muchas otras comunidades, pero no basta - 
la originalidad; el Estado ademâs debe poseer "un poder politica 
mente mâs fuerte que cualquier otro,de forma que sus actos no —  
sean s61o "normalmente" eficaces, sino ademâs incluso, en oposi- 
ci6n a cualquier persona u organizaci6n"(86). Adopta, por tanto, 
un concepto de Derecho no solo normativo (circunscrito al deber 
ser), sino también sensible al modo del ser de los ôrdenes con—  
cretos.
Partiendo de ese concepto de soberania y de este —  
concepto de Derecho, entiende que la naturaleza del Estado cen—  
tral es claramente estatal y poseedora de la soberania, pero no 
asi la de los Estados miembros que si bien son comunidades terri, 
toriales de individuos, no poseen Ordenamientos totales (no pue­
den regular numerosas materias) ni absolutos (pues sus normas —  
pueden venir privadas de eficacia por el juego dë la prevalencia 
del Derecho estatal). Se trata mâs bien de subordenamientos jur^ 
dicos pareiales que de verdaderos ordenamientos originarios y —  
soberanos; coneluye,por tanto,que no estamos en realidad ante - 
verdaderos Estados.
Ahora si estamos en condiciones de responder a la - 
primera pregunta qua me planteaba siguiendo el hilo del diseurso 
de este autor: si el Estado central es un Estado y los Estados - 
miembros entes territoriales subordinados al primero, hay que - 
concluir afirmando que el Estado federal es una forma de Estado
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y no un Estado compuesto : "Es un Estado cuya organizaciôn tiene 
necesariamente siempre por debajo organizaciones a las que reco- 
nocemos la facultad de ejercitar, dentro de ciertos limites, po­
deres de imperio sottre una parte del propio pueblo y poderes de 
dominio sobre una parte del propio territorio. El Estado federal 
es un Estado de seentr aliz ado" (87).
Y ôcûales son las caracteristicas de este Estado fe 
deral? Pues, en en primer lugar es un Estado donde se atribuye - 
a los Estados miembros personalidad juridica y derechos y deberes 
que puede contraponer incluso al Estado central y verdaderas po­
te stade s de gobierno, y en segundo lugar, es un Estado "institu- 
cionalmente descentralizado" en entes dotados de autonomia exter 
na e interna que participan de modo exclusivo en la formaciôn de 
la voluntad estatal.
Lucatello distingue dos clases de descentralizaciôn: 
una descentralizaciôn orgânica, basada en potestades administrât! 
vas y resumible en ëL concepto de " au targui a" (mâs correct amente - 
"auto administraciôn", seIfgoverrænt, Selbstverwaltung ) y una - 
descentralizaciôn institucional, que supone la existencia de en­
tes territoriales con potestades legislativas reducible al conce£ 
to de "autonomie" (88). La autarquia, rectius, autoadministraciôn 
séria propia de las provincias de los Estados unitarios, mientras 
la autonomie lo séria en cambio, de los Estados miembros y de —  
las regiones.
La consideraciôn de los Estados miembros como Esta­
dos no soberanos y la caracterizaciôn del Estado federal como un 
Estado institucionalmente descentralizado, hace entender a Luca­
tello que Estados unitarios y Estados federales tienen una comûn 
naturaleza juridica fundamental : ambos son Estado o formas de 
Estado y no Estados compuestos.
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Esto supuesto,Lucatello se plantea cual es la cali­
ficaciôn que corresponde a los Estados ereados por las Constitu- 
ciones espaRola de 1.931 e Italiana de 1.947 (89). iSon un nuevo 
tipo de Estado intermedio entre el federal y el unitario (genérd^ 
camente iguales, en cuanto Estado ûnico y no compuesto,pero espe 
clficamente diversos, merced a la autonomla institucional) so —  
son meras formas del Estado unitario?. Pues bien, lo caracteris- 
tico del llamado Estado regional cree el autor es estar compues­
to de entes territoriales dotados de potestades legislativas,las 
regiones. Estas regiones gozan, por tanto,también de aûtonomla - 
institucional al igual que los Estados miembros. No son Estados 
Unitarios, ni tampoco prototipos de una forma de Estado interme—  
dia entre la federal y la unitaria, pues no existe un criterio —  
juridico de deslinde entre la autonomla federal y la regional, —  
sino una nueva forma de Estado autônoma llamada regional. qué 
formaciones deben entenderse comprendidas en esta nueva forma de 
Estado regional?. Pues Lucatello afirma que todas las no encua—  
drables entre los Estados unitarios,es decir, tanto los Estados 
federales*como estos nuevos tipos de Estados régionales (Italia - 
y EspaHa i. 931 ).
Los motivos por los que los juristes no ban propue£ 
to todavia una categoria compuesta de los Estados federales y re 
gionales conjuntamente se derivan de la distinta génesis histôri- 
ca de ambos, o bien de las diverses formas de Gobierno. Y éste —  
es precisamente el quid de la cuestiôn. Para este profesor italia 
no, la distinciôn entre Estado federal y Estado regional es sim—  
plemente uan distinciôn en la forma de gobierno , puesto que en 
los Estados federales se encuentran mueho mâs desarrollados los 
mecanismos de participaciôn de los Estados miembros en la forma­
ciôn de la voluntad estatal. Afirmaciôn que estimo importante —
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Como conclusiôn y resumiendo su pensamiento para -
Lucatello :
a) En el Estado federal sôlo el Estado central es - 
Estado, mientras los Estados miembros no son soberanos, pues no - 
poseen Ordenamientos jurldicos originarios, totales y absolutos. 
Los Estados federales no son,pues,Estados compuestos.
b) Estado federal y Estado regional son una misma 
forma de Estado que engloba todos los Estados con autonomla ins­
titucional, (es decir,con poderes legislatives de los entes meno­
res) .
c) La distinciôn entre Estado federal y regional es 
una distinciôn de mera forma de Gobierno basada en la distinta —  
importancia concedida a los mecanismos de participaciôn.
d) La distinciôn entre Estado federal,regional y un^ 
teirio es relative, pues todos ellos poseen una comùn naturaleza - 
juridica fundamental : son Estado y no Estados compuestos.
Este sistema hasta aqui poseedor de una cierta lôg^ 
ca interna (lôgica ampliada por la fuerza de las argumentaciones 
que utilize Lucatello para rebâtir todas y cada una de los crite­
ria de distinciôn entre Estado regional y Estado federal, y que 
mâs adelante expondré al -tratar este punto) se vé complicado con 
una afirmaciôn del autor que résulta paradôjica y que prefiero - 
reproducir textualmente : "entre los Estados llamados federales, 
sôlo los Estados Unidos de América, Suiza y Alemania durante un 
largo periodo de su existencia estuviercn pollticamente descentra­
lizados, pero despues de una larga evoluciôn de los dos primeros, 
y Alemania despues de la entrada en vigor de la Constituciôn de- 
Weimar, perdieron éste carâcter; los otros Estados federales, o 
no lo estuvieron nunca o si lo estuvieron fué sôlo durante un —
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breve periodo inical : por tanto, ninguno de estos Estados estâ - 
hoy pollticamente descentralizado como tampoco lo estuvo nunca la 
EspaAa de 1.931-36, ni la Italia republicana, prototipo del Esta­
do regional” (el subrayado es mlo) (90). Esta conclusiôn no me -
parece acertada, pero por seguir con el método de trabajo propue£ 
to, expondré mi critica en el epigrafe 3.2.-
C.- Ferrucio PERGOLESI ; La relevancia de los ele­
mentos unitarios en el llamado Estado regional.
En el segundo Congreso de Estudios Régionales que 
tuvo lugar en Palermo un aflo despueA (1.9 5 6) de la apariciôn del 
polémico cirtlculo de Lucatello, Ferrucio Pergolesi en una breve,- 
pero enjunciosa comunicaciôn, va a realizar una importante, y en 
tiendo que decisiva, critica a la tesis de Lucatello (91).
Pergolesi comienza su trabajo haciendo un resumen- 
de las tesis de Lucatello, ya expuestas, para afirmar que la con 
traposiciôn entre Estado unitario y Estado regional carece de —
base conforme al Derecho positivo, lo que piensa harâ que la --
uniôn conceptual Estado regional-Estado federal (côntrapuesta al 
Estado Unitario) (92) : ”sea acogida con dificultad por la doctr^ 
na y todavla mâs por la praxis"(92). Porque, aunque admite que la 
realidad politica y la lôgica juridica de la teoria del Ordena—  
miento puede haber hecho que los Estados miembros no sean sobera 
nos, no le parece que baste la atribuciôn de autonomla a las re­
giones para contraponer Estado unitario a Estado regional, pues 
la potestad legislativa regional debe ejercerse siempre en el - 
âmbito de y con subordinaciôn al Ordenamiento constitucional que 
concede la autonomla y puede revocarla. Ademâs, si por Estado —  
unitario debiera entenderse el que no concede ninguna autonomla 
a sujetos distintos de los ôrganos estatales, quizâs nunca hubie
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ra existido ningun Estado unitario. Por otra parte, concebir el 
Estado federal como una variante del Estadio regional seria com- 
plicar demasiado las cosas. Wo excluye la validez del término —  
Estado regional, acuRado por Ambrosini,pero no cree que pueda —  
utilizarse para contraponerlo al Estado unitario como Estados - 
sustancialmente distintos, pues hay numerosos preceptos en la —  
Constituciôn italiana que califican el Estado, de ella salido, - 
como unitario.
Y asi cita entre estos preceptos de carâcter marca 
damente unitario: el articulo 5 que califica a la Repûblica como 
"una e indivisible". Repûblica que, en el âmbito de su unidad ,- 
"reconoce" (juridicamente) y "promueve" (pollticamente) las auto 
nomlas locales adecuando a sus "exigencias" la legislaciôn; el - 
articulo 114 que afirma que la Repûblica se divide en Regiones,- 
provincias y municipios; el articulo ii5 que establece que las - 
regiones se constituirân como corporaciones autônomas, con pode­
res y funciones propias, pero dentro de "los principios estable- 
cidos en la Constituciôn" ; el articulo Ii6 que obliga a que los 
Estatutos de las regiones especiales sean aprobados mediante le- 
yes (constitucionales) del Estado ; podrlam.os anadir incluso el 
mismo mecanismo de las legge-cornice (ex. art. il 7) que, al menos 
en el primitive disefio constitucional, no asl en la realidad, es 
la pieza central de la organizaciôn de las regiones pensada por 
el constituyente.
" Negar por tanto la calificaciôn de unitario a —  
nuestro Estado contradice muy gravemente los textes normatives - 
fundamentales", afirma Pergolesi (93).
El Estado regional no es para Pergolesi sino una - 
subespecie del Estado unitario mâs o menos descentralizado.
Las mismas posturas defenderâ en su texto de Dere-
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cho Constitucional, al que se remite en su propio articulo (94), 
pero matizando que la relevancia de los elementos unitarios no - 
impide la caracterizaciôn autônoma del Estado regional como pre- 
tendla Ambrosini, pero siempre y cuando no se contraponga al Es­
tado unitario o lo que es lo mismo, afecte a la unidad estatal.
Mâs adelante expondré como parece ser que la mayor la de la doctri^ 
na italiana participa de esta opiniôn, irréprochable conforme al 
Derecho positivo. Ahora bien, sin que ésto se oponga a la consi­
der aciôn de la regiôn como un ente politico intermedio entre Es­
tado y entes locales y con derechos propios a su existencia y a 
sus competencias, tal y como defendiô como jurista y como polity 
co Ambrosini.
D.- Manlio MAZZIOTTI ; La recuperaciôn de la teoria 
kelseniana de la descentralizaciôn y la conside- 
raciôn de las formas territoriales de Estado - 
como graduaciones. -
Al igual que ocurrla con las opiniones de Lucatello 
sobre los criteria de distinciôn entre Estado regional y Estado 
federal, tendré oportunidad de exponer las opiniones de Mazziotti 
sobre este punto, al estudiar estos criteria en la secciôn cuar- 
ta. Mâs si esta remisiôn metodolôgica no tenla excesiva importan 
cia dentro del sistema de Lucatello, si tiene una relevancia de£ 
tacable dentro de la teoria de Mazziotti, pues la postura de este 
autor, de impronta Kelseniana, se base en afirmar la imposibilidad 
de distinguir, con criterios jurldicos, los distintos tipos de - 
autonomla territorial (regional,federal) o grados de la descentra 
lizaciôn politica (95). Por lo que, los argumentos que siguen,—  
se ve necesariamente complementado con lo que en la Secciôn euar 
ta se exponga.
Segûn este profesor de la Universidad de Roma, demos-
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trada la imposibilidad de distinguir entre Estado federal y Esta 
do regional, primero, y entre Estado regional y Estado unitario, 
después, hay que concluir que la evoluciôn del Estado unitario - 
al regional y de éste a fôrmulas mâs acentuadas de autonomla, no 
impliea el paso de unas estructuras a otras esencialmente diver­
ses. Se trata de un desarrollo cuyas graduaciones pueden ser nu­
merosas y en el que las diverses formas que la doctrina busea de 
individualizar y de fijar se difuminan y confunden unas con otras. 
Por éso, los criterios tienen alguna utilidad como instrumentos- 
de clasificaciôn y comparaciôn, pero su adopciôn no debe esconder 
la realidad, es decir, no son si no manifestaciones de un mismo—  
fenômeno : la descentralizaciôn de las funciones estatales.Con—  
secuentemente, los principios relativos a la descentralizaciôn - 
de la funciôn. legislativa de los Ordenamientos federales deben - 
valer para cualquier otro tipo de Estado descentralizado legisla 
tivamente. (96)
3.2.- Postura que se adopta ; el Estado re­
gional como un Estado unitario fuerte- 
mente descentralizado.-
Expondré mi postura de forma sintética, pero si£ 
temâtica, para luego procéder a su argumentaciôn :
a) A mi juicio, como ya he explicado en los moder­
no s Estados federales los Estados miembros no poseen la cualidad 
de Estados, ni la soberania, pues sus Ordenamientos jurldicos no 
son originarios, sino derivados ; no son totales, sino parciales 
y no son absolutos, sino relativos. .
b) El llamado Estado regional, se caracteriza por 
la existencia de unos entes territoriales menores al Estado, lia 
mados regiones, dotados de potestades legislativas y un grado de
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autonomla politica, constitucionalmente garantizada.
c) la atribuciôn a las regiones de potestades le—  
gislativas es una caracteristica que no llega a alterar la esen- 
cia o la estructura del Estado unitario, el principio de unidad.
El Estado regional no es sino una variante cualificada del Esta­
do unitario: un solo Estado y no un Estado compuesto de Estados.
d) No existe un criterio juridico absoluto de dis­
tinciôn entre las distintas especies de la autonomla legislativa 
territorial. Las posibles criteria de deslinde entre Estado regio 
nal y Estado federal son mâs bien tendencias para descubrir gra­
duaciones de un mismo fenômeno, la descentralizaciôn legislativa 
territorial.
. e) Consecuentemente, tanto el Estado regional como 
el Estado federal son distintas especies de una misma categoria: 
los Estados unitarios con descentralizaciôn legislativa.
f) Por tanto, Estado unitario, Estado regional y - 
Estado federal no son sino formas territoriales de Estado (en —  
singular) y no Uniones de Estados o Estados compuestos (en plural)
Veâmoslo con detenimiento :
a) Negaciôn de la soberania y de la estatalidad de 
los Estados miembros de los Estados federales:
Entiendo que no nos encontramos ante verdaderos Es^  
tados y que la denominaciôn es un "residue histôrico contractua­
list a" que sôlo puede ser sostenido por razones de tradiciôn o - 
ad pompan vel ostentationem . Juridicamente los Ordenamientos de 
los Estados miembros se derivan de su propia Constituciôn, que a 
su vez ve reconocida su autonomla constitucional en la Constitu­
ciôn federal, que impone limites (respecte a la forma de gobier-
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no, al sistema parlamentario, al sistema electoral...) e incluso 
régula el mecanismo de producciôn del Derecho que las colectivi­
dades miembros pueden establecer (técnica de las leyes de bases, 
legislaciôn concurrente, existencia o no de un poder judicial y 
de una jurisprudencia autônoma, etc.) Wo estamos, por tanto, an­
te Ordenamientos originarios, sino subordinados y derivados, ni 
ante un verdadero poder constituyente, ni una verdadera Constitu 
ciôn que ex definitionis (como reflejo de la soberania popular - 
que expresa el poder constituyente) no puede tener limites hete- 
rônomos. Ademâs, la posibilidad de dejar vacio de contenido las 
Constituciones de las colectividades miembros mediante una siem­
pre posible reforma de la Constituciôn federal,parece abonar tam 
bien esta tesis; la existencia de un Senado federal es una garan 
tia cierta en. contra,pero en ningun caso absoluta dado el juego 
de las mayorlas cualificadas y la primacia politica de las Câma- 
ras bajas.
Tampoco cabe sostener que el Ordenamiento de un Es^  
tado miembro sea absoluto porque en numerosas ocasiones (compe­
tencias compartidas y mâs claramente, con las competencias concu 
rrentes -el Derecho del Estado rompe el Derecho de los Lânder-)- 
la validez o la eficacia de las normas de los "Estados miembros" 
se ve condicionada por normas estatales superiores,sometida a —  
limites (extraidos de los principios générales del Ordenamiento 
federal,principio de unidad o de creaciôn jurisprudencial, Sun—  
destrue) o privada de eficacia mediante diversas técnicas entre 
las que deStaca el principio de prevalencia del Derecho del Esta 
do en los casos de concurrencia. La misma posibilidad de control 
de constitucionalidad de las normas ante la Constituciôn federal, 
en el diseno kelseniano, no es explicable sin sostener la superio 
ridad jerârquica de la Constituciôn federal sobre las Constitucio 
nés de los miembros.Estamos pues ante Ordenamientos relativos.
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No es tampoco un Ordenamiento total, sino parcial, 
porque en numerosascaestioneæ los Ordenamientos de las colectivi^ 
dades miembros no pueden entrar y quedan reservadas a otro Orde­
namiento juridico. Y no puede ser de otra forma dado el juego —  
del principio de competencia en la distribuciôn de facultades —  
que toda Constituciôn establece. Asi, muchas de las materias que 
dan fuera de los Ordenamientos de los miembros (defensa,relacio- 
nes internacionales, unidad de mereado ...) y en otras sôlo po—  
seen sectores de materias o facultades. Ademâs, los Ordenamien—  
tos de los miembros no se autointegran como los Ordenamientos so 
beranos, sino que en lo no previsto y supletoriamonte rige el - 
Derecho federal.
Consecuentemente, si se quiere, puede continuer - 
manteniéndose'la estatalidad y la soberania de los Estados miërh- 
bros (como persiste sin argumentarlo una sentencia del Tribunal 
Supremo Federal norteamericano en el bicenteneirio de la indepen- 
dencia sumamente criticada por la doctrina), pero serâ una esta­
talidad juridicamente plasmada en un Ordenamiento derivado,rela- 
tivo, parcial y en frecuentes ocasiones jerârquicâmente supedita 
do. Por ello me parece mâs conforme con la lôgica juridica hablar 
de subordenamientos de los Estados miembros y negar la soberania. 
(97)
b) El Estado regional como Estado descentralizado:
Entiendo que Ambrosini acierta al caracterizar al
Estado regional como un Estado compuesto de regiones o entes te­
rritoriales distintos y menores que el Estado, pero mayores y —  
cualitativamente distintos de los entes locales (provinciales y 
municipales). Estas regiones poseen unos derechos propios a su 
existencia y a sus competencias que solo pueden ser modificados^
en su caso, mediante la reforma constitucional. La categoria ju-
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ridica. propia de estas regiones es la autonomla,entendida ésta 
como la posibilidad de emanar normas con rango de ley que refie 
jfen la orientaciôn politica propia de cada regiôn, en algunos —  
extremes, incluso divergente de la del Estado.
Sostener que en un Estado regional las regiones ûni 
camente gozan de autonomla administrativa como pretende un sector 
minoritario de la doctrina, entre los que se encuentran Lucatello 
y Amato supone confundir la autonomla con la autarquia o autoad­
ministraciôn, concepto mueho mâs restringido y cualitativamente - 
distinto (98). Pero supone ademâs un error mueho mâs évidente : 
admitir la existencia de potestades legislativas y negar que la 
Ley sea la expresiôn de una opciôn siempre politica, es cerrar - 
los ojos a la realidad social y eludir la lectura de los Diarios 
de Sesiones. -
c) El Estado regional como Estado unitario caracte- 
rizado por las regiones autônomas :
Si en lo afirmado hasta ahora coincido con Ambrosi­
ni conviene, sin embargo, efectuar ahora unas matizaciones en la 
linea de las realizadas por Pergolesi y admitidas por la general^ 
dad de la doctrina.
En efecto, la mayor parte de los autores italianos 
sostienen que el reconocimiento de las regiones como entes autô- 
nomos no llega a alterar el carâcter unitario del Estado, pues - 
son muchos los preceptos constitucionales que afirman el princi­
pio de unidad (art. 5; 114; 115; 1 1 6; 117: etc.) For tanto, pese 
a que Ambrosini sostiene que la diferencia entre regiones y pro­
vincias es tan amplia que no permite que ambos sistemas sean ca 
lificados como sube species de un misto tipo de E stadopel uni-tariO) 
la ins-titûciôn de. las î'egiône& nO'ParéGe-haber modificado là es-
- 130 -
tructura unitaria del Estado. Asi lo creen al menos, y entre otros: 
F. Pegolesi, Giovenco, ^anelleiti, Salend, Mortati, Miele,Amorth , 
Virga, Balladore-Pallieri, Sica, Bodda, Crisafulli, Gaspari, T. —  
Martines, C. Lavagna, Spagna Musso, etc. (99).
En definitiva, si bien la distinciôn entre Estado - 
centralizado y Estado regional es cierta, conviene relativizar la 
distinciôn de manera que ambas formas de Estado no sean sino sube£ 
pecies de una misma fundamental naturaleza juridica, el Estado ûni 
CO o unitario con descentralizaciôn legislativa territorial, opue£ 
to a los llamados "Estados compuestos" o "Estados de Estados" y a 
los Estados centralizados.
d) Estado regional y Estado federal como grados de - 
las autonomlas politicas territoriales.
Como trataré de demostrar en la secciôn cuarta ningu 
no de los pretendidos criterios jurldicos de distinciôn entre las 
diversas variantes de la autonomla legislativa posee un valor abso 
luto, capaz por si solo de construir categories radicalmente diver 
sas. No niego que pueda distinguirse entre Estado regional y Esta­
do federal, basândose principalmente en ciertos mecanismos de par­
ticipaciôn de las colectividades miembros en la formaciôn de la - 
voluntad federal (el Senado federal, la participaciôn en la refor­
ma constitucional ...), pero la distinciôn es difusa, con mâs ca—  
SOS fronterizos que nltidamente separados a la hora de calificar - 
los Estados creados por Constituciones concretas y no podria ser 
de otra manera porque juridicamente Estado regional y Estado fede­
ral son manifestaciones de un mismo fenômeno : una fôrmula de des­
centralizaciôn legislativa parcial e incompleta (por seguir la ter 
minoldgia de Kelsen) que podemos calificar como autonomla legisla­
tiva.
- 131 -
En. este mismo sentido, dentro de la Doctrina Italia 
na : Carlo Lavagna, Mazziotti, Temistocle Martines, Pizzorusso, - 
etc. (lOO).
e) Estado regional y Estado federal como graduacio­
nes de los Estados Unitarios con descentraliza—  
ciôn politica.
Consecuentemente con lo dicho hasta aqui, entiendo 
que Estado regional y Estado federal son grados o subespecies de 
una misma categoria : el Estado Unitario opuesto al Estado compue£ 
to o Estado de Estados (Confederaciones, Uniones Personales, Unio- 
nes Reales, tipos histôricos de Estados federales con cosoberania) 
y caracterizado por descentralizar la toma de decisiones politicas 
y los mecanismos de producciôn del Derecho en otros entes territo­
riales menores llamados con arreglo a nombres muy diversos (regio­
nes, Comunidades, Lender, cantones,Estados miembros). Esta subes- 
pecie debe distinguirse del Estado Unitario centralizado.
A esta misma conclusiôn de la aproximaciôn del Esta­
do regional al Estado federal, en profunda interre 1aciôn ademâs —  
con la idea de la integraciôn comunitaria y el federalismo europeo 
parece llegar el Sr, Riz, Présidente de la Comisiôn Senatorial pa­
ra el estadio de la reforma institucional italiana, en su Informe 
de octubre de 1 .982 : "Pasar del Estado nacional, simplem.ente arti- 
culado en regiones, a un Estado regional en el sentido propio y —  
moderno, orientando cada vez mâs hacia un Estado federal,significa 
consentir de hecho la posibilidad de la unificaciôn europea,que de 
seguir con las actuales tendencias centralistas, aparece siempre 
mâs lejana " (iOi).
En el mismo sentido y de forma mâs précisa, Giorgio 
Lombardi afirma que : " a raiz de la ley n9 383 de 1.976 y del D.P. 
R. ns 6i6 del mismo ano, las regiones han pasado a ocupar espacios
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que ciertamente el constituyente no habla previsto,tendiendo a
crear, a través de una especie de modifieaciôn tâcita de ka ---
Constituciôn (categoria sagazmente estudiada por Pierandrei des­
de 1.9 5 0) un particular sistema federal sin formaciôn,desconoci- 
do a la doctrina y a los teôricos en la materia." (102).
Esto no implica que tendencialmente,pero no de ma­
nera absoluta y como nociones independlentes y separadas, no pue 
da distinguirse entre Estado regional y Estado federal. La dis—  
tinciôn puede realizarse basândose en la importancia concedida a 
los mecanismos de integraciôn y participaciôn. Asi, un ôrgano —  
constitucional puede servir como piedra de toque : el Senado fe­
deral, puesto que, en gran medida, muchas de las demâs técnicas- 
de participaciôn de las colectividades miembros (iniciativa le­
gislativa, ini'ciativa de revorma, etc.) se ven condicionadas por- 
la existencia o no de un Senado o Consejo federal. Pero ello no 
implica que la autonomla legislativa de los Estados miembros sea 
cualitativamente distinta (leyes jerârquicâmente superiores en - 
rango dentro de la pirâmide del Ordenamiento estatal) a la auto­
nomla legislativa de las regiones. Si es, sin embargo, cuantita- 
tivamente distinta, pues hay que admitir que los posibles campos 
de interveneiôn (competencias) de las leyes de los Estados miem­
bros alemanes son superiores, por ejemplo, a los de las regiones 
italianas de segundo grado. No obstante, se trata de un criterio 
cuantitativo de grado y no de un deslinde cualitativo entre dos 
clases de leyes diversas (regional y federal) y entendemos que 
conforme a la teoria juridica, sôlo pueden distinguirse dos ôr—  
ganos del Estado cuando emanan actos jurldicos con forma y rango 
diversos, no ocurre asl entre regiones y Estados miembros.
f) Estado unitario, Estado regional y Estado fede­
ral como formas de Estado y no como Estados —  
compuestos.
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Por tanto, podemos distinguir tres formas territo­
riales del Estado moderno : Estado Unitario (se entiende que, en 
sentido estricto, Unitario centralizado,aunque tampoco la centra 
lizaciôn es nunca absoluta, como dénota la existencia de munici­
pios autoadministrados). Estado unitario caracterizado por la - 
autonomia legislativa de las regiones (simplemente Estado regio­
nal) y Estado Federal Unitario. No obstante, Estado regional y - 
Estado federal serian variantes graduates de los Estados con de£ 
centralizaciôn en entes con autonomla legislativa.
Las demâs formaciones paraestatales no son formas 
territoriales de Estados, sino Estados compuestos, es decir, Unio 
nes u organizaciones supraestatales.
3.3.- Algunas reflexiones sobre la evoluciôn 
del Estado regional italiano.
Si intentamos comparer el diseno constitucional pre 
visto en el tltulo V de la norma supreme con la realidad const!—  
tucional de estos treinta y cinco cinos, las conclusiones no re­
sultan muy aientadores.
Una de las lagunas del texto constitucional fue no 
haber previsto, la relaciôn necesaria entre planificaciôn econô- 
mica y autonomla. Acaso porque las regiones nacieron en un momen 
to de especial crisis de la planificaciôn. Las regiones podlan - 
haber sido una ocasiôn para renovar la planificaciôn estatal, —  
haciéndola mâs réaliste y flexible,mâs prôxima a la realidad so­
cial. Pero la oportunidad parece haberse perdido (1O3), quizâs - 
porque la inexistencia de un Gobierno central fuerte, debido a - 
los frecuentes cambios, ha impedido fijar los principios généra­
les de esta planificaciôn que permitieran un posterior desarrollo
— 1 3 4  —
regional.En efecto, toda la carga innovadora que la introducei6n 
de las regiones poseia para la reforma de la Administraciôn del- 
Estado no ha sido utilizada sino en forma muy pequeria. Asi, la - 
estructura del nuevo sistema de financiaciôn, en el que las re—  
giones juegan un papel de intermediario financière entre el Go—  
bierno central y las unidàdes que directamente operan sobre el - 
territorio, ha producido un resultado que no es completamente po 
sitivo, segün parece recogerse de las conclusiones del III Conve 
nio de Contabilidad Regional celebrado en Florencia en 1.9 8 1(1 0 4)
Por otra parte, pese a que en el diseho constitu—  
cional las regiones debian ser un ente intermedio de planifica—  
ciôn y coordinaciôn entre el Estado y los entes locales, la rea- 
lidad no parece haber sido ésta y la regiôn ha acabado convirtién 
dose en una "gran instituciôn burocrâtica” , proyectando sus ener 
glas hacia la administraciôn en vez de hacia la legislaciôn y la 
planificaciôn (l05). Bassanini afirma que se ha producido un —  
"pluralismo perverso o coorporativo", basado en el clientismo y 
con la persistencia de los apairatos burocrâticos centrales y ba­
sado en la prepotencia de las estructuras verticales en vez de - 
las horizontales tal y como prevela la Constituciôn (106). Este 
pluralisme perverso, basado.en la distribuciôn clientelista de - 
prebendas ha finalizado por destruir el papel de las fuerzas poil, 
ticas y su credibilidad. Para agravar las cosas,después de la —  
considerable transferencia de competencias atribuidas a las re—  
giones por el Décreto Ley presidencialn^ 616 de 1.977 y por la - 
ley de delegaciôn ns 382 de 1.975 se ha producido la paradoja - 
de que pese a que algunos Ministerios han agotado prâcticamente 
sus competencias, no han desaparecido sus oficinas, ni se h an —  
transferido sus funcionarios, ni tan siquiera se han unido a otros 
Ministerios, produciéndose una duplicaciôn administrativa innéee- 
saria y sumamente costosa. El peligro de que esta duplicaciôn se
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produzca también en nuestro pais ha sido sehalado en el "Informe 
Enterria". Personalmente ya he sehalado la necesidad de que la - 
construcciôn del Estado autonômico se aproveche para efectuar —  
una reforma democrâtica de la Administraciôn del Estado (107).
Tampoco el poder local parece haber recogido toda 
la potencialidad que la introducciôn de las regiones supone,ence 
rrado en unas leyes municipales y provinciales provenientes del 
régimen fascista, sôlo incidentalmente modifieadas (1O8).
Para agravar la cuestiôn, la falta de promuIgaciôn 
por el Estado (que luego analizaremos) de leyes marco en las ma- 
terias de competencia legislativa regional concurrente o compar- 
tida ha reducido mueho el campo de actuaciôn regional y ha desvir 
tuado el diseno prévisto en el articule 117 de la Constituciôn. - 
Incluse en algunos ceunpos, como apunta Bassanini, parece haber se 
producido una "dislocaciôn de poderes". En efecto, las contiendas 
entre Estado y regiones sobre competencias ha acabado vaciando - 
de contenido las propias competencias o bien haciéndolas absorber 
por determinados entes funcionales, especialemente en el campo - 
econômico social (lOg).
Las conclusiones, por tante, no pueden ser muy hala 
güenas, no obstante hay que reconocer que le poco que se ha rea- 
lizado en el terrene de la experimentaciôn institucional ha pro- 
venido de las regiones y que la estabilidad de los gobiernos ré­
gionales contrasta con los râpidos cambios de Gobiernos y mayo—  
riasa nivel estatal, donde la situaciôn politica parece haber —  
llegado a un impasse : los gobiernos régionales parecen ser una 
via de salida de las tensiones e incertidumbres que lleva la po­
litica italiana a nivel estatal (11O).
Pero, probablemente, la principal causa de la cier 
ta desorganizaciôn que acaso preside la ordenaciôn del Estado —
— 136 —
regional italiano se encuentra en lo disperse,espaciado y contra- 
dictorio de la legislaciôn de desarrollo del Titulo V de la —  
Constituciôn, Veâmoslo con detenimiento.
Entre las cinco regiones de Estatute especial, Sici­
lia obtiene su Estatute mediante Real Decreto Ley de i5 de Mayo - 
de 1.946, n9 455; por tanto antes de la existencia de la Constitu 
ciôn, aprobada ésta no se realiza una verdadera coordinaciôn o - 
armonizaciôn entre este Estatute y la Constituciôn, sino que el 
misto texto se convierte en ley constitucional el 28 de febrero - 
de 1.948, n5 2, remitiéndose a la Asamblea Regional para que aco- 
modara, mediante ley ordinaria, el Estatuto a la Constituciôn, —  
Este procedimiento (revisiôn de una ley constitucional,por una - 
ley ordinaria) posee vises de inconstitucionalidad, pero ademâs 
obvie es decir que esta revisiôn del Estatuto no llegô a producir 
se nunca.
Esta situaciôn de una norma "extravagante", al mar- 
gen de la Constituciôn, sin entrar en su constitucionalidad o no 
(pues esa es otra cuestiôn) produjo entre otros problemas un cu- 
rioso problema de Derecho transitorio, planteado por la existen­
cia del Alto Tribunal de la Regiôn siciliana con sede en Roma y 
composiciôn peiritaria de miembros elegidos por las asambleas le- 
gislativas del Estado y de la regiôn siciliana (art. 24 del Esta 
tuto) y con competencias para juzgar sobre la constitucionalidad 
de las leyes régionales y de los reglamentos estatales respecto 
del Estatuto, asi como los delitos cometidos por el Présidente y 
Consejeros de la regiôn. La concurrencia de estas competencias - 
con las de la Corte Constitucional era évidente. No obstante, el 
proceso de absorciôn de las competencias de esta Aita Corte por 
el Tribunal Constitucional fue lento y jalonado en distintas Sen 
tencias : 9 de Marzo de 1.957 , n9 38;n? 31 de 1.957; nS 21 de -
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1 .959; ïi2 31 y 32 de l.96i) Sentencias en las que se afirma por 
la Corte Constitucional que las competencias de la Alta Corte —  
son ahora del Tribunal. El 3 de abril de 1.957, los miembros de 
la Alta Corte, en representaciôn del Estado, son nombrados miem­
bros del Tribunal y el Présidente Grcnchi invita a los Présiden­
tes de las Câmaras a que aprueben una ley constitucional que --
disponga la absorciôn de la Alta Corte por el Tribunal. La ley - 
no se aprueba, pero el Parlaimento aplaza sine die la sesiôn con- 
junta para elegir los miembros del Estado en la Alta Corte. Que- 
daban sin asumir por el Tribunal Constitucional las competencias 
de la Alta Corte de los articulos 26 y 27 del Estatuto sobre jui 
cios contra el Présidente y los Consejeros de la regiôn,pero la 
sentencia n9 6 de 1 .9 7 0 déclara inconstitucionales los citados - 
articulos. Conviene destacar que este curioso proceso iniciado en 
1 .9 4 6 no finaliza hasta 1 .9 7 0 (aunque se encuentre paralizado —  
desde 1.957).
Cerdena obtiene su Estatuto el 24 de febrero de —  
1.948 por ley constitucional n@ i. El valle de Aosta el 26 de fe 
brero de 1.948 por ley constitucional n9 4. El trentino-Alto Adi­
ge también el 26 de febrero del mismo anc, por ley constitucional 
ns 5 (cumpliendo lo prévisto en los acuerdos italo-austriacos de 
5 de septiembre de 1.946). Y Friuli-Venecia-Giulia , el 31 de ene 
ro de 1.963, por ley constitucional nS i.
Gin embargo, los Estatutes de las quince regiones 
ordinarias enumeradas en el articule 131 de la Gonstituciôn(con 
una modificaciôn por ley en 1 . 9 6 3 que sépara Molise y Abruzos en 
dos regiones cumpliendo el procedimiento prévisto para las modi- 
ficaciones territoriales en el articule 132 (iii).no van a pro—  
mulgarse hasta 1 .9 7 1, casi veinticinco ahos mâs tarde. En efecto, 
el 22 de mayo de 1 . 9 7 1 se aprueban en un mismo "paquete", pero -
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en leyes distintas los Estatutos de Basilicata, Campania,Emilia- 
Romagna, Lazzio, Liguria,Lombardia,Marcas,Molise,Piemonte,Puglia, 
Toscana,Umbria y Veneto. El 22 de julio de 1.971, el de Abruzzo y 
el 28 de julio de 1.971, el de Calabria. Esta veintena de aKos - 
de "silencio de las regiones" y de ausencia de desarrollo de la 
Constituciôn, no puede explicarse si no por el temor de las ma—  
yorias parlamentarias en ceder espacios de poder a las minorlas. 
Razôn que puede explicar el fenômeno, pero que no justifica la 
inactividad (claramente fraudulenta) del legislador y en nada —  
prestigia el modelo.
El 10 de febrero de 1.953, se promulga la ley n9 - 
62, llamada "ley Scelba" sobre "Constituciôn y funcionamiento de 
los ôrganos régionales" (se entiende de las Regiones de Estatuto 
ordinario). E"sta ley disponla en su articule 9 que las regiones- 
no podian emanar disposiciones normativas sobre las materias enu 
meradas en el art. ii7 de la Constituciôn hasta que no se produ- 
jeran las leyes-marco o de bases que establecieran los principios 
fundamentales. Permanecia, no obstante, la posibilidad de que las 
regiones de Estatuto especial continuaran derivando otros princi 
pios fundamentales de las leyes vigentes.La ley se fundamentaba 
para este mandate en la IX Disposiciôn Transitoria de la Consti­
tuciôn, que obligaba a la Repûblica a adecuar las leyes obre auto 
nomla local a las nuevas competencias de las regiones, en el pla 
zo de très ahos.
Pero ni que decir tiene que esta Disposiciôn Tran­
sitoria IX de la Constituciôn se incumpliô y la voluntad politi­
ca de emanar estas "leggi cornice" ha sido interesante y en su 
caso tardia (de hecho,las ûnicas leyes marco emanadas son : por
ejemplo, la ley de 21 de diciembre de 1.978 nS 845 sobre ense--
hanza profesional; la ley i9 de mayo de 1.9 7 6, n9 335 sobre con-
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tabilidad regional y la ley 27 de diciembre de 1.977, nS 968 so—  
bre caza y tutela de la fauna y ha sido asi tanto por la —
resistencia de las burocracias centrales como por la ausencia de 
interés de las mayorlas parlamentarias coyunturales en ofrecer - 
paircelas de poder a la oposiciôn,
Asi se llega, a la constituciôn de las regiones de 
Estatuto ordinario habiendo incumplido u dislocado el diseno bâsi 
co previsto en el artleulo 117 de la Constituciôn, Pero como man- 
tener el obstâculo del articule 9 de la Ley Gcelba al mismo tiem- 
po que se creaban las nuevas regiones hubiera sido una contradi- 
ciôn diflcilmente salvable, se opta por derogar este articule y 
sustituirlo por el articule 17 pârrafo 4- de la ley de 16 de Ma­
yo de 1.9 7 0, n9 281 sobre "medidas financieras para el desarrollo 
de las regiones de Estatuto ordinario", en el que se afirma : "la 
emanaciôn de normas legislativas por parte de las regiones, en las 
materias establecidas en el articule 117 de la Constituciôn, se - 
desarrollarâ dentro de los limites de los principios fundamenta—  
les que resulten de las leyes que expresamente se establezcan pa­
ra Cada materia o bien se deduzcan de las leyes vigentes". La so- 
luciôn, como se ve, es mixta, ambigua y de compromiso : se esta—  
blece la posibilidad (jamâs realizada plenamente) de leyes marco 
sectoriales y de realizar lo que ya las regiones de Estatuto espe 
cial venlan haciendo : deducir las bases de la normativa vigente.
Por otra parte, en la misma ley se atribuyen a las- 
regiones determinados tributes (art. 1). 3e créa un fondo nacio—  
nal de financiaciôn de los planes régionales dentro de los presu- 
puestos del Estado (art.9). 3e admite la posibilidad del recurso 
al crédite y a la emisiôn de obligaciones por las regiones (art.
10) y se delega al Gobierno de la Repûblica para emanar en el —  
plazo de dos ahos, décrétés legislatives que regulen simultânea-
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mente para todas las regiones, el traspaso de las funciones que 
segûn el articule 117 de la Constituciôn les corresponden (art. 
17). Se entiende, segûn el esquema : competencia sobre un servi- 
cio-funcionario encargado del mismo-gasto pûblico.
Estes Décrétés legislatives (promulgados en 1.972) 
han contradicho si no la letra, si el espiritu de la delegaciôn- 
respecto a la atribuciôn de las facultades de coordinaciôn a las 
regiones, pero (lo que es mâs grave) han incumplido la obligaciôn 
de ser leyes sectoriales, es decir, por sectores orgânicos de ma 
terias. Realizândose en ambos cases una efectiva limitaciôn de la 
competencia regional.
Ante esta situaciôn, el Parlamento aprobô la ley - 
22 de julio de 1.975, n9 382 (normas sobre el ordenamiento regio 
nal y sobre la organizaciôn de la Administraciôn Pûblica), ley de 
bases que contenia una nueva delegaciôn legislativa al Gobierno 
en su articule i para transferir funciones administratives a las 
regiones y "complementar" lo que ya se habia hecho. Reiterândose 
de nuevo la necesidad de que la singularizaciôn de las materias 
a transferir se hiciera por sectores orgânicos y con criterios 
objetivos. Coordinando funcionalmente los ôrganos del Estado y - 
de las regiones y eliminando los que perdieran su razôn de ser - 
una vez desaparecida la competencia.
En cumplimiento de esta delegaciôn y desarrollo de 
la Ley nS 382 se promulgô el D.P.R. de 24 de julio de 1.977,n9 - 
616 ( y con él otros dos décrétés legislatives complementarios : 
el n9 617 y el 6 1 8) que constituye sin duda una de las leyes fun 
damentaies de la Repûblica italiana (112) . La elaboraciôn de —  
estos Décrétés législatives estuvo precedida de la creaciôn de - 
una Comisiôn de estudio compuesta por jurist as y funcionarios —  
llamada "Comisiôn Giannini", por haber estado presidida por Massi
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mo Saverio Giannini, que tenia asignada la tarea de analizar con 
arreglo a criterios organizativos como se debia complementar el 
Ordenamiento regional. En el Informe que la Comisiôn publicô el 
20 de diciembre de 1.976 y en las Actas del Convenio de 28-29 de 
enero de 1 .977 que las regiones convocairon en Milân, se revelan 
todas las dificultades y obstâculos que la Comisiôn enccntrô pa­
ra sus trabajos.
Si hasta aqui la evoluciôn legislativa del desarro 
llo constitucional del Titulo V ofrece una impresiôn penosa y una 
vertiginosa sensaciôn de desorden y de carencia de sentido de Es­
tado, a raiz de la apariciôn del Informe Giannini, esta impresiôn 
y esta sensaciôn se acrecienta. En un conocido articule (Del la- 
vare la testa al asino , dirâ Giannini grâficamente) el conocido 
profesor de Derecho Pûblico expone, en un tono amarjo, pero 11e- 
no de claridad y lucidez, una serie de preocupantes hechos y re- 
flexiones (il3).
La comisiôn se plantea su estudio de acuerdo con la 
metodologia del anâlisis de las funciones, es decir, tratando de 
reordenar los poderes pûblicos de acuerdo con las funciones que 
se deban ejercer y no con los ôrganos de hecho existantes, dobra 
decir que el Informe pretendia tener un efecto provccador de la 
opiniôn pûblica y actuar como un revulsivo, porque amén del me?— 
r o carâcter consultivo de la comisiôn (no podia ni debia se otro) 
era imposible reformar en un momento : once ministerios del Esta 
do, mâs de i60 entes estatales autônomos, mâs de ocho mil entes 
municipales de asistencia, etc.
Cômo contestaron los inter locu tor es vâlidos (re­
giones y Gobierno) a este Informe unânimemente considerando como 
técnicamente valioso?. El Gobierno publicô su "Gchema" el 18 de 
febrero de 1.977. Las regiones organizaron un Convenio en Milân
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el 28 y 29 de enero de 1.977 y después del "Schema" del Gobierno 
otro en Bolonia el i8-i9 de marzo de 1.977. Mâs tarde ofrecieron 
también su parecer antes del D.P.R. nS 6i6 de acuerdo con el pro 
cedimiento de elaboraciôn previsto en la ley de bases n9 3 8 2. Pe 
ro los très supuestos revelan que las regiones no tuvieron en —  
mente el anâlisis de las funciones, sino las relaciones entre 
centres de poder; Estado versus regiones. Ni tan siquiera se veri^  
ficô por el Gobierno la veracidad de los resultados del anâlisis 
funcionaly tampoco el "Schema" del Gobierno hizo caso del anâlisis, 
sosteniendo ademâs que a las regiones se les concedia demasiado.
La conclusiôn que Giannini extrae de estos hechos es clara: la - 
clase politica tanto estatal como regional, no estaba dispuesta 
a admitir lôgicas juridicas que modifieasen sus posiciones de —  
poder.
Mo obstante, entre Gobiernos y regiones podia haber 
medido la Comisiôn Parlamentaria para las cuestiones régionales, 
pero tampoco fue asi. Dentro de la citada Comisiôn, se creô un - 
comité de trabajo formado por très politicos representativos de 
la Democracia Cristiana, el Partido Socialista Italiano y el Par 
tido Comunista Italiano, y très juristas que habian formado par­
te de la Comisiôn Giannini ( D ’Onofrio, Bassanini y Barbera). —  
Parece ser que en el seno del comité las propuestas técnicas fue 
ron desvirtuadas en exténuantes sesiones politicas. Paralelamen­
te se produjo una rebeliôn en el Parlamento de los diputados de- 
mocristianos, la llamada "rebeliôn de los si 1lones",probablemente 
provocada por el temor a la supresiôn de tantos entes innecesa—  
rios como el Informe proponia. El Gobierno cediô**'estas presiones 
de los grupos de intereses y en el Consejo de Ministres se recor 
tô todavia mâs lo ya recortado en este Comité. Giannini sostiene 
que el 90% de los recortes sobre el Informe se debian a intereses 
corporatives,aunque evidentemente résulta dificil la prueba.
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Qué cabe decir, finalmente, del D.P.R. 616 tal y - 
como fue promulgado, pues reproduciremos por su especial impor—  
tancia unas palabras del conocido administrativista italiano —  
"los politicos de ccnvicciones regionalistas han considerado al- 
tamente positives los decretos législatives, porque con elles se 
han fundado el Estado regional, un tipo de Estado muy moderne y 
técnicamente avanzado. Este es cierto, pero desgraciadamente so­
lo en parte por numerosas razones. Porque el Estado regional su­
pone la existencia de un organizado y fuerte aparato central que, 
en cambio, no existe. Porque supone municipios en grade de utili 
zar su autonomia y a nuestros municipios en cambio "se les sigue 
dando largas". Porque incluse suponiendo optimistamente que una 
y otras estructuras se adecuaran, siempre se habrâ empezado mal- 
cuando se tuvo la oportunidad de hacerlo bien. Porque el DPR nS 
616 no acaba, ni siquiera para las regiones, con el desorden de 
los poderes pûblicos, sino tan solo lo reduce en parte. Porque
los errores institucionales que contiene este DPR son tantos --
que serân necesarias intervenciones legislativas ulteriores : es 
una "mamarrachada" transferir a las regiones los bosques y dejar 
al Estado el cuerpo forestal ...."
Pero pese a lo duro de estas argument aci one s del - 
discurso de Giannini (que preceden a un importante comentario - 
colectivo al DPR n^ 6 1 6) no cabe considerar sus afirmaciones co 
mo aristocrâticas y elitistas. Giannini es consciente de las —  
servidumbres del oficio de jurist a : de la opiniôn entre el de- 
ber ser de la lôgica juridica y el ser de la praxis politica. —  
Acaso, admite, sea cierto que él y todo el grupo de juristas que 
emitieron el Informe, "lavaran la cabeza del asno y perdieran el 
tiempo y el jabôn",pero la funciôn del jurista es precisamente - 
actuar en el deber ser y, ademâs, a menudo el asno résulta no ser 
tal asno, y ello puede servir como cura de humildad.
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No obstante, como conclusiôn definitva de esta —  
evoluciôn legislativa hay que admitir que el desarrollo consti­
tucional italiano ( lento, contradictorio, con frecuentes incum- 
plimientos, con serios problemas de clientelismo y corrupciôn...)
en materia regional no résulta un ejemplo muy aientador para --
nuestro pals, ni un modelo recomendable como tal modelo, aunque 
si lo sea en numerosas cuestiones parciaies.como experiencia a 
tener en cuenta.
A anâlogas conclusiones, por otra peirte, puede lie 
garse con la lectura del Informe presentado al Présidente del Se 
nado italiano el 29 de octubre de 1.982 por el Comité para el es­
tudio de las cuestiones institucionales y su posible reforma,que 
en materias de regiones afirma : que el desarrollo regional ha - 
renovado profündamente la realidad social, pero que las institu- 
ciones no han sabido adecuarse a esta nueva realidad,adoptândose 
a la vez una tendencia progresiva a la admini str at iviz aciôn de - 
las regiones, borrando la especialidad de las cinco regiones de 
Estatuto especial y debilitando (paradôjicamente) la fuerza de 
Gobierno y Parlamento ante la ausencia de desarrollo del diseho- 
constitucional. El Informe se plantea " intervenciones urgentes" 
ante este "preocupante diagnôstico". (ii5).
Jecciôn 4-.- Validez de los criterios de distinciôn entre Estado 
regional y Estado fédéral.-
Los conceptos que he adoptado en pâginas anteriores 
de Estado federal y Estado regional como graduaciones de los mo­
dernes Estados con descentralizaciôn legislativa sôlo son vâlidos 
como ya expuse, si aûn admitiendo la posibilidad de la distinciôn 
entre ambos conceptos, se demuestra que mâs que ante verdaderas 
categories distintas estamos ante dos especies de un mismo genus
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la autonomia legislativa, Conviene por tanto, que demuestre la - 
imposibilidad de la distinciôn absoluta y la invalidez de los cri^  
terios de distinciôn a no ser com.o tendencies cuantitativas o —  
deBlindes relatives. De no ser asi, la conclusiôn prâctica séria 
importante : la posibilidad teôrica de aplicar tanto técnicas fe 
derales como régionales a los distintos supuestos de descentrali^ 
zaciôn legislativa,
Anâlisis de los posibles criterios de distinciôn(ii6)
a) Autonomia constitucional versus autonomia esta—  
tutaria :
Para algunos autores mientras los Est ados miembros
gozarén de verdaderos poderes constituyentes p a r a dotarse de --
auténticas Constituciones, las regiones poseerian sôlo autonomia 
estatutaria, es decir, participarian de alguna manera en la ela­
boraciôn de sus propios Estatutos, pero estos vendrian aprobados 
por leyes del Estado. En realidad, la distinciôn es una falacia - 
porque los "poderes constituyentes" de los "Estados miembros" se 
encuentran condicionados por los limites heterônomos impuestos - 
por la Constituciôn federal que pueden ser de muy diverses tipos: 
exigencia de una forma de Gobierno republicana o de un sistema - 
par lament ctrio unicameral o bicameral, exigencia o prohibiciôn de 
un poder judicial, etc. Por otra pairte, carece de sentido pen s air 
en una verdadera Constituciôn (vértice supremo de un Ordenamien­
to) que pueda ser vaciada de contenido por la reforma de otra —  
Constituciôn, la federal, y la participaciôn de los Est ados en - 
el Senado no parece una geirantia absoluta. Pero ademâs, la natur£ 
leza juridica de los Estatutos es una cuestiôn compleja ; asi —  
en Italia, mientras los Estatutos especiales se aprueban por leyes 
constitucionales del Estado, los Estatutos ordinaries se aprueban
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por leyes régionales, sin perjuicio, de que sean luego sometidas 
a un acto de control del Parlamento mediante ley estatal. Pero, 
no obstante, el Estatuto es perfeeto desde la aprobaciôn de la - 
ley regional y la ley estatal no es un elemento constitutive del 
acto, sino un control que condiciona su efieacia. Por lo tanto,- 
podrlamos afirmar paradôjicamente (reduciendo el absurdo) que —  
las regiones ordinarias tienen potestades constituyentes, pues - 
aprueban sus Estatutos con sus propias leyes y las regiones espe 
ciales no. En Espaha se ha afirmado la naturaleza de acto comple- 
jo (paccionado, federative) de los Estatutos aprobados por la —  
via del art. i5l.En definitiva, no es un criterio seguro la apro 
baciôn por ley del Estado y de la colectividad miembro, ni tam—  
poco parece realista hablar de un verdadero po’der constituyente- 
absoluto de los Estados miembros, sino de una autonomia sometida 
a la Constituciôn y esencialmente igual a las de las regiones,si 
bien acaso cuantitativamente superior.
b) La estatalidad de los Estados miembros de un —  
Estado federal o lo que es lo mismo soberania versus autonomia:- 
es este uno de los criterios mâs divulgados politicamente por su 
plasticidad y fâcil comprensiôn. Wo obstante, tampoco se corres­
ponde con la realidad. Creo haber demostrado en pâginas anterio­
res que la estatalidad y la soberania de la mayoria de los Esta­
dos miembros es un residue histôrico carente de contenido juridi  ^
co. Si los Estados miembros fuesen verdaderos Estados soberanos 
poseerian un Ordenamiento juridico prcpio e independiente no so­
me tido a ningûn otro, sus normas no podrian ser contrcladas en 
comparaciôn a otra norma superior (la Constituciôn federal) y - 
no habr^a ningûn campo que estuviese cerrado a su intervenciôn. 
Pero ésto no sôlo no es cierto, sino que ademâs la federaciôn po 
see armas tan poderosas como la intervenciôn y ejecuciôn fede­
rates. Afirmar un sistema de distribuciôn de competencias supone
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negar la soberanla, si no es entendida como competencia para modi^  
ficar las competencias y esta soberanla solo corresponde al poder 
constituyente que puede reformar la Constituciôn federal. Enten—
dida la autonomia como posibilidad de emanar leyes en las mate--
rias de la competencia de un ente territorial, no puede tampoco 
afirmarse que las leyes de un Estado miembro sean jerârquicamente 
supériores a las de las regiones en la jerarquia de fuentes. Son 
entes iguales (corporaciones territoriales con autogobierno) que 
producen actos idénticos: leyes. La diferencia es tan sôlo cuant^ 
tativa, generalmente, los Estados miembros tienen mayores compe—  
tencias que las regiones o campos mâs numerosos de intervenciôn 
legislativa. Desde otro punto de vista, admitir la soberanla de los 
Estados miembros debe llevar a concluir como consecuencia lôgica 
el derecho a la autodeterminaciôn y a la secesiôn de los Estados 
miembros. Y este derecho de secesiôn no es reccnocido en la mayo 
ria de las Constituciones federales y donde lo es fla URSS,por —  
ejemplo) la Constituciôn material hace impensable su eficacia —  
real.
Pero ni tan siquiera el requisite de que la modifi­
caciôn de la Constituciôn federal deba ser realizado con el con—  
senso de los Estados miembros parece cumplirse, la Constituciôn - 
de los EE.UU.,requiere el consenso de cada uno de ellos para una 
modificaciôn del derecho a la igual representaciôn en el Senado,- 
para las demâs modifieaciones bast a la propuesta por mayorla euali 
ficada del Congre so y el consenso de los Pcir lamentes de 3/4 de los 
Estados, con lo que la voluntad soberana de un Estado y su sobera­
nla absoluta pueden ser modificadas o reducidas contra su propia 
voluntad soberana. La ratificaciôn de la reforma por los Estados - 
es, por otra parte, un elemento inexistante en muchas Constitucio­
nes calificadas como federales.
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c) Las regiones no son centres politicos de decisiôn 
como lo son los Estados miembros :
Tratar de apoyar una clasificaciôn juridica en ele- 
mentos tan inciertos cual es el grado politico de un ente territo 
rial no es un criterio ni juridico, ni seguro (absoluto), pero —  
ademâs, si luego se sostiene como hace Lucatello (uno de los de—  
fensores de esta postura) que todos los Estados federales se han 
transformado en régionales, implicaria que la naturaleza juridica 
de un Estado puede variar sin reformar su estructura, consecuencia 
juridica dificilmente admisible. Pero ademâs admitir la existencia 
de potestades legislativas de las regiones (como hace el Derecho - 
positivo sin lugar a dudas) y negar que la ley es siempre una op—  
ciôn politica entre distintas posibilidades, supone desconocer la 
moderna teoriâ de la funciôn de gobierno e indirizzo.
d) Histôricamente, se afirmô (Durand entre otros) - 
que sôlo los Estados miembros estân dotados de potestades legisla­
tivas exclusives. El argumente es anterior a 1 . 9 3 1 y hoy dias se 
ve contradicho por numerosos preceptos de Derecho positivo : Esta­
tuto de Cataluna de 1 . 9 3 2 ; Estatuto de Sicilia, art.14 etc.
e) Otro argumente histôrico hoy desechado consiste - 
en afirmar que mientras el Estado federal tiene su origen en un 
acuerdo de Derecho Internacional,la formaciôn del Estado regional 
se produce por un acto de voluntad unilateral del Estado . Obvio 
es decir que todos los supuestos de federalismo descentralizador -
(fédéralismes latinoaraerieanos, Austria, etc.) son ejemplos en ---
contra. En su momento ya estudié la relevancia de los prccesos en 
la forma estatal federal.
f) El sistema de distribuciôn de competencias y el - 
juego de la clâusula residual :
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Asi se dice, mientras en los Estados federales lo 
inicialmente no previsto y expresamente otorgado a la federaciôn 
es competencia de los Estados miembros, en los Estados régionales 
lo no otorgado a las regiones es competencia del Estado, En un -
trabajo en colaboraciôn con el profesor Santolaya, ya expuse --
las excepciones existantes en el Derecho positivo y los multiples 
sistemas posibles de reparto de competencias mediante.una,dos o 
tres listas (li7). Pero baste decir que, por ejemplo, Canadâ sigue 
la regia inversa a la de los otros Estados federales y que Espaha 
présenta un sistema mixto, que luego analizaré, pero mâs prôximo 
a la prêtendida regia federal que a la regional.
g) La existencia en los Estados miembros de un ver­
dadero poder judicial autônomo a diferencia de - 
en las regiones :
A mi entender, es éste un criterio relevante, si - 
bien existen excepciones: asi en Austria,se prohibe el poder ju­
dicial a los Lânder y en Espaha se reconoce complejamente un Tri^  
bunal Superior de Justicia de las Comunidades Autônomas a la par 
que se afirma la unidad del poder judicial estatal (118). Es és­
te un criterio relevante, en cuanto la existencia de un poder ju 
dicial autônomo supone la existencia de una jurisprudencia autô- 
noma y ello incide en los mecanismos de producciôn del Derecho.
Ho obstante, este criterio pese a ser importante, posee numéro—  
sas excepciones y también un carâcter relative,pues aunque en —  
Espaha se afirme la unidad del poder judicial estatal,las senten 
cias dictadas por los Tribunales Superiores de Justicia de las - 
Comunidades Autônomas en materia de Derecho Administrative de la 
Comunidad o de Derecho Forai, integreirân también sôlo el Ordena­
miento de esa Comunidad.
h) Falta en las regiones una fuerza pûblica para el 
mantenimiento del orden pûblico:
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Es sabido que* un sector de la doctrina, decisioni^ 
ta (Heller entre otros) ha fijado la esencia de la soberanla en 
la posibilidad de la defensa. Hay que decir, en primer lugar, que 
no es este un criterio juridico, sino sociolôgico. Pero la afir- 
maciôn se vé contradicha poi* el derecho positivo. Asi, en Sicilia, 
Cerdeha,y Valle de Aosta, el Présidente regional tiene poderes en 
materia de orden pûblico y lo mismo ocurre en Cataluna y el Pais 
Vasco. Por otra parte, los Estados miembros tampoco tienen compe­
tencias en materia de defensa.
i) La existencia de una tutela de las leyes régio­
nales versus un verdadero control jurisdiccional 
de las leyes de los Estados miembros :
.En efecto, la existencia de un Tribunal Constitucio 
nal como garante e intérprete de la Constituciôn federal (del si_s 
tema de reparto de competencias) y ârbitro de los conflictos es 
una técnica tipicamente federal, pero que sin embargo ha sido in- 
troducida en ordenamientos régionales como el espahol de 1.931 —  
y el italiano actual. Lo cual vâene a corroborar la afirmaciôn —  
realizada al inicio de esta secciôn: la posibilidad de trasladar 
técnicas juridicas de una a otra especie de la autonomia territo­
rial legislativa. El caso espanol de 1.978 es un ejemplo de la —  
creciente tendencia hacia la objetivizaciôn de los contrôles y su 
jurisdiccionalizaciôn, desapareciendo contrôles politicos como el 
"di merito" italiano, por otra parte, apenas utilizado en la rea­
lidad constitucional.
j) Finalmente, puede argumentarse que la diferencia 
entre Estado regional y un Estado federal reside en los mecanismos 
de participaciôn de los Estados miembros en la formaciôn de la —
voluntad federal. He dicho antes que un Estado federal supone --
fund amen t a 1 men t e un equilibrio entre fuerzas centrifugas y centrJL
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petas y que lo caracterisitco del sistema federal es estar funda 
do en unos mecanismos participatives de integracicn. Puesto que 
hemos visto que no es .posible distinguir entre la autonomia legi^ 
lativa de un Estado miembro y de una regiôn, el punto especifico 
de diferencia entre el modelo regional y el modelo federal debe - 
colocarse en las técnicas de participaciôn. En efecto, estas téc­
nicas se encuentran mucho mâs desarrolladas en los Estados fédéra 
les que en los régionales, como parece admitir la unanimidad de 
la doctrina. Pero tampoco se trata éste de un criterio absoluto, 
pues tanto el Estado regional italiano como en el integral de la 
II Repûblica espahola, existian también mécanismes de participa—  
ciôn , si bien de menor importancia.
No obstante, de entre todos los mûltiples elementos 
de participaciôn (iniciativa legislativa, iniciativa de reforma , 
ratificaciôn, participaciôn en la designaciôn del Présidente o de 
los magistrados del Tribunal Constitucional ,etc.), uno de ellos 
sobresale por su importancia sobre todos los demâs : la existencia 
de un Senado federal, pues condiciona en cierta medida el ejerci- 
cio de los otros.
Ahora bien, la diversidad de modelos de Senado exi^ 
tentes tampoco permite erigir en criterio absoluto de deslinde, 
la existencia o no de un Senado federal. Pues para ello habria que 
contestar primero a otras preguntas , /que entendemos per Senado 
federal?. Debe ser un Senado elegido todo él en base a la represen 
taciôn territorial o basta una tendencia tlmida comc la iniciada 
por el art. 69,5 de la Constituciôn espahola. Sigue siendo todavia 
vâlida la exigencia de representaciôn igual de los Estados o debe 
moderarse con las exigencias (no menos importantes) de la represen 
taciôn proporcional, al nûmero de habitantes. Los senadcres deben 
elegirse por sufragio directo de les ciudadanos o por sufragio in­
directe de los Parlamentes régionales. Suponiendo que esta segunda
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opciôn fuera preferible es llcito que los senadores queden vincu 
lados por un mandate imperative al Parlamento regional que los - 
eligiô y deban votar "en bloque",de acuerdo con sus cuadernos de 
instrucciones recibidas, etc. Aparté de las condiciones de elec- 
ciôn de los senadores debe poseer el Senado una competencia le—  
gislativa especifica en materias de especial incidencia autonônd 
ca y distinta de las del Congre so 6 Câmara baja o es en cambio - 
preferible sostener el carâcter colegislador de ambas câmaras que 
en la realidad constitucional tiende a convertirse en el carâc—  
ter legisladoi' del Congre so e innecesariedad del Senado.
No es este el lugar donde deba contestarse a estas 
preguntas, pero valga como conclusiôn que si bien la existencia 
o no de un Senado o Consejo de representaciôn territorial es el 
criterio mâs importante (y seguro) de distinciôn entre la forma 
de Estado regional y la federal, tampoco se trata de un criterio 
absoluto, pues no es (conforme al Derecho positivo) ûnico, el mo 
delo de Senado existente en los diversos Estados federales.
Secciôn 5-.- Recapitulaciôn sobre las formas territoriales de -
Estado modernas.-
A lo largo de este tapitulo II Parte I creo haber
puesto de manifiesto como la teoria juridica tradicional del --
Estado federal ha sufrido el impacto de la evoluciôn hacia el —  
unitarismo de la mayorla de los Estados federales, y como las - 
caracteristicas de estos Estados provinientes de la descentrali- 
zaciôn de antiguos Estados unitarios, encuentran dificil acomodo 
en las formulae!ones clâsicas. Asistimos a un nuevo Estado fede­
ral unitario, basado en la cooperaciôn, donde la estatalidad y la 
soberanla de las Colectividades miembros no son sino residuos —  
historicistas derivados de las antiguas Confederaciones de Esta-
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dos que generalmente los formaron. Paraielamente, el concepto de 
soberanla, tal y como fue elaborado por Bodino, no parece tener 
unos perfiles jurldicos précises y posee un papel escasamente re 
levante en la moderna Tecrla juridica del Estado; me atreverla a 
decir que incluse sea acaso un concepto anacrônico, al variar —  
sustancialmente la situaciôn de hecho histôrica que le diô ori—  
gen, pero con seguridad, es una nociôn cuya utilidad quiebra an­
te el fenômeno de la descentralizaciôn, viéndose superado por el 
principio de competencia,tanto respecto del Ordenamiento interna 
cional como de los subordenamientos internos.
En el otro extremo de la comparaciôn,el llamado - 
Estado regional no se présenta tampoco como una forma de Estado 
de limites précisés y utilizando técnicas contrapuestas a las
de los Estados unitario y federal respectivamente. El término pa 
rece designar mâs bien una aproximaciôn al ubi consistans de una 
variante del Estado unitario, que una verdadera categorla inde—  
pendiente. Y no puede ser de otra manera, pues si bien las regio 
nés, son entes territoriales intermedios entre el Estado y los - 
entes locales rænores, la introducciôn de entes territoriales con 
potestades legislativas no parece haber alterado la esencia unita 
ria del Estado, tal y como demuestra el Derecho positivo.
Ademâs, la generalidad de la doctrina (con mayor - 
precisiôn, la inmensa mayorla) admite que distinguir dentro de un 
mismo fenômeno, la autonomia legislativa territorial, como cate- 
gorlas independientes la autonomia federal de la regional résul­
ta imposible,pues nos encontramos ante un mismo ôrgano (un Parla 
mento regional), ante una anâloga persona juridica (entes terri­
toriales jerârquicamente subordinados al Estado) y ante un mismo 
acto (leyes fcrmales) sujeto a unos contrôles y limites anâlogos, 
si bien distintos en cada Ordenamiento.
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Tampoco ninguno de los otros criteria de distinciôn en­
tre Estado federal y regional parece poseer un valor absoluto, 
de participaciôn y el Senado federal pueden servir para diferen 
ciar relativamente, como distinciôn cuantitativa y no cualitati 
va, estas dos formas estatales,
Como conclusiôn, si nos encontramos ante un Estado fede­
ral unitario, donde sôlo existe realmente un Estado, Si admiti—  
mos la crisis del concepto de soberanla . Si el Estado regional 
no es sino una especie del Estado unitario. Si ademâs es frecuen 
te el empleo de técnicas federales en los Estados régionales. —  
(Jurisdicciôn Constitucional, objetivaciôn de los contrôles so­
bre las leyes régionales ....) hay que concluir afirmando que - 
estamos ante un mismo fenômeno juridico: los Estados con descen­
traliz aciôn politica o autonomias territoriales legislativas y - 
que Estado regional y Estado federal no son sino especies de esa 
categorla genérica superior. Nada impide que sigamos considerân- 
dolos como formas de Estado relativamente autônomas, pero siem—  
pre serân sube specie s de esa otra forma estatal englobante. Por-:- 
lo tanto, nada impide teunpoco el empleo de técnicas procédantes
de una u otra forma estatal en un mismo modelo, con el ûnico---
limite de lo establecldo en cada Ordenamiento juridico concreto, 
pero jamâs como un limite genérico. Partiendo de estas conclusio 
nés analizaré el modelo espahol.
Participan de esta relativizaciôn de la distinciôn entre 
Estado regional, unitario y Estado federal (dentro de la doctri­
na espahola) como especies de un mismo fenômeno juridico, la ---
descentralizaciôn en entes territoriales autônomos, entre otros: 
Lojendio, Gonzalez Casanovas, Solozabâl, Varela, Cruz Villalon,— 
Larumbe (i19).
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N O T A S  
PARTE I.- CAPITULO II
(1).- André HAURIOU; Derecho Constitucional e institucio—  
nés politicas, Ariel, Barcelona, 1971, pâg. 174. Traducciôn de - 
Gonzâlez Casanova ("Las diferentes especies de Estados: las for­
mas circaicas de Estados compuestos").
(2).- Manuel GARCIA PELAYO: Derecho Constitucional Compara- 
do, manuales de la Revista de Occidente, Madrid, 5? ediciôn,i959, 
pâg. 260 y ss. En el mismo sentido HAURIOU, ob. cit. pâg. 173 y - 
ss. quien observa algunas discrepancias con las tesis explicadas.
(2 bis).- La obra de Calhoun, propietario de Virginia, tie­
ne Claras motivaciones nacionalistas (al igual que ocurre con Von 
Seydel, respecto de Baviera) y logra un fuerte impacto, en su mo­
mento histôrico, en la doctrina. Lleva por titulo "Discoursee on 
the Constitution and goverment of the United States". Después de 
la Guerra de Secesiôn norteamericana la polêmica va calmândose. - 
Veâse M. GARCIA PELAYO: ob. cit. pâg. 222. Sobre la personalidad 
y la obra de Calhoun y la interpretaciôn del pacto federal veâse 
también M. JIMENEZ DE PARGA: Los regimenes politicos contemporâ- 
neos. Tecnos, Madrid, 1974, "El Estado federal y los Estados - - 
miembros" (pag. 422-433), la referencia a Calhoun se encuentra - 
en pag. 28.
(3).- George JELLINEK: Teoria..., ob. cit., pâg. 572.
(4).- Un estudio mâs detallado de esta evoluciôn histôrica 
de las Confederaciones puede verse en Pablo LUCAS VERDU: Curso..., 
ob. cit.. Vol. III, pâg. 266 y ss. "La problemâtica juridico po­
litica del Estado federal".
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(5).- HAMILTON, MADISON y JAY: El Federalista, Prôlogo y - 
versiôn directa de Gustavo R. Velasco, Fondo de Cultura Econômi- 
ca, México, 25 edic. espahola, 1957* Es interesante la introduc­
ciôn de Benjamin Fletcher Wright a la ediciôn en inglês de la - 
editorial Harvard University Press, Cambridge, Massachussets,- - 
1974.
(6).- Résulta de mâxirao interés el Rapport de la Canisiôn 
d*experts pour la preparation d'une revisiôn totale de la Consti­
tution fédérale de la Confederation suisse de 1.977 que no llegô 
a aprobarse y dedica su segunda parte a las relaciones entre la 
Confederaciôn y los cantones.
(7).- Cfr. WHEARE, K.C. Federal Goverment, London,O.U.P. - 
4th. edc. 1963, first edition, a 1946 ("What federal Goverment - 
is", pâg. 1-35).- La cita de la clâsica obra de KUNZ sobre las - 
Uniones de Estados, Die Staatenverbindungen, Sttugart, 1929, se 
encuentra en todos los trabajos que tratan el tema.
(8).- Puede verse una interesante. slntesis de todas las - 
posturas respecto a este punto en Michel MOUSHKELI: Teoria juri­
dica del Estado federal, Ed. Aguilar, Madrid, i931 (Cap. IV: or^ 
gen y formaciôn del Estado federal, pâg. 130-149). También Anto­
nio LA PERGOLA: Residui contrattuaiistici e struttura federale - 
nell'Ordinamento degli Stati Uniti. Giuffrê, Milano, 1969 (Cap.I: 
Processo formativo délia federazione e dottrina dominante, pâg. 
1-36). A mi entender, la obra de Moushkeli es una de las inter—  
pretaciones mâs elaboradas y sugerentes respecto a la naturaleza 
juridica del Estado federal: no sôlo por la fuerza de sus argu—  
mentaciones, sino por lo justo de muchas de sus opiniones.
(9).- Para una crltica de las posturas de Jellinek ver. - 
MOUSHKELI: Teoria juridica del Estado federal, ob. cit.,pâg. 130 
y ss.; LA PERGOLA, Residui contrattualistici, ob. cit.,pâg. i y
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ss.; HINTZE: Historia de las formas politicas, ob. cit.; Cfr. - 
Paolo PETTA: II sistema federale austriaco Giuffrê, Milano,1980; 
Santi ROMANO: "L'instaurazione di fatto di un Ordinamento costi- 
tuzionale e sua legittimazione" en Scritti Minori, 1950, pâg. 125. 
Romano reconoce a Jellinek el mérito de haber depurado el estu—  
dio de la fundaciôn del Estado de las peligrosas doctrinas con—  
tractualistas (también la Pergola insiste en la crltica de estas 
doctrinas), pero afirma que parece imposible que no existe un ne 
xo (causal o al menos lôgico) entre el Estado creador y el Esta® 
do creado por voluntad de aquél, entre el Ordenamiento creado y 
el ordenamiento estatal preexistente ; nexo que cuanto menos debe 
refiejarse en el reconocimiento por parte del nuevo Ordenamiento
de la eficacia de alguna de las reglas del anterior; reconoci--
miento que, no obstante, hay que admitir que séria unilateral y 
revocable, porque cualquier Estado, una vez creado, puede modifi 
Car las reglas de su formaciôn mediante el empleo del poder cons 
tituyente que todo Ordenamiento soberano posee.
(10).- Cfr. Antonio LA PERGOLA: Residui contrattualistici, 
ob. cit.
(10 bis).- Cfr. A. LA PERGOLA: Residui contrattualistici..., 
ob. cit.
(11).- Cfr. Paolo PETTA: Il federalismo austriaco. ob. cit.
(12).- Wheare sostiene que los Estados Unidos son el ejem­
plo mâs ciaro de Gobierno federal hasta tal punto que "any defi­
nition of federal goverment which failed to include the United - 
States would be there_by condemned as unreal" (Federal Government, 
ob. cit. pâg. 1). No obstante, amén de los casos americano y ale- 
mân, son también de suma importancia los ejemplos de Suiza y Aus­
tria a los que razones de espacio me impiden referirme. Wheare - 
afirma que pese a que la mayorla de la doctrina entiende por "go—
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bierno federal" '*una as oc i aciôn de Estados que ha sido f armada - 
peua ciertos propôsitos comunes, pero en la cual los Estados miem 
bros retienen una gran parte de su independencia originaria" - - 
(pâg. l), difiere a la hora de calificar los tipos de Estados - 
concretos como federales, por éso "el acadêmico debe tener cuida 
do en no adoptar una definiciôn demasiado rlgida".
(13).- Arthur MACMAHON; Administering Federalism in a Demo- 
cracy, Oxford University Press, Londoa-Toronto, 1972, pâg. 5*
(14).- El 7 de junio de 1.776, R.M. Lee, en la misma propo 
siciôn en que sugerla la ruptura con la metrôpoli proponia el es^  
tableciraiento de una Confederac iôn permanente para afrontar las 
necesidades de la guerra. De hecho, el 5 de noviembre de 1.777 - 
el Congreso aprueba los Articles of Confederation (ratificados - 
por la totalidad de los Estados en 1 7 8 1). La Confederaciôn sir—  
vi6 para ganar la guerra, pero produjo fuertes disfuncionalida—  
des en cuestiones de politica econômica e internacional. Por éso, 
en estas condiciones, era natural que se produjeran varias pro—  
puestas de reforma. Asi la de Hamilton en 1.780, la de Washington 
en 1 .7 8 3, la del gobernador de Massachusets en 1.785 y la del Es 
tado de Virginia en 1.786 que invita a los demâs Estados a una - 
Convenciôn. Esta Convenciôn, a la que acuden solo cinco de los — 
trece Estados, aprueba una resoluciôn por la que se insta a cele 
brar una nueva convenciôn en Filadelfia, que por fin se realiza 
en mayo de 1.787 y reorganize de modo total la vida politica nor 
teamericana (vid. Garcia Pelayo, ob. cit., pâg. 325-340).
(1 5 ).- La cita dêl mensaje de Lincoln de 4 de julio de — 
1.861 la tcmo de A. LA PERGOLA, ob. cit. pâg. 14, quien a su vez 
la recoge de SMITH and MURPHY: Liberty and Justice, New York, — 
1.965, pâg. 211-223.
(1 6).- Cfr. MACMAHON, ob. cit. y WHEARE, ob. cit.
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(17).- M. GARCIA PELAYO: ob. cit. pâg. 216. La obra de K1Ü 
ber es "Offentliches Recht des Deuschen Bund under Bundesstaaten'*, 
1 8 1 7. Como es sabido KlUber es une de les padres de la Teorla Ge 
neral del Estado alemana.
(18).- Cfr. HAMILTON, A.; MADISON, J; y JAY: ob. cit.
(1 9 ).- Ver Pedro Pablo CAMARGO y otros: Los sistemas fédé­
rales del continente americano. Fondo de Cultura Econômica, Méx^ 
co, 1 9 7 2. No obstante la cuestiôn no es tan sencilla como la - - 
existencia o no del ferrocarril tal y como pretenden algunos - - 
autores. En su anâlisis, del sistema federal mejicano, Jorge CAR 
PIZO, como parte de la obra citada, alude a que son como minimo 
très las posibles interpretaciones que caben sobre la introduc—  
ciôn del federalismo en Mêjico: a) Un mero mimetismo respecte de 
los Estados Unidos (interpretaciôn tradicional) que puede résul­
ter poco lôgica, después de très siglos de dominaciôn espanola - 
centraliste, b) La forma federal fue un sistema para unir lo que
se estaba desuniendo, aprovechando un germen de descentraliza--
ciôn iniciado en los dltimos ados de la colonie; cuando laî Cor­
tes de Cadiz existlan seis Diputaciones en la Nue va Esparia, con 
la aboliciôn del Virreinato en l823, Guadalajara, Oaxaca, Ouerê- 
taro y Zacatecas pretend!an independizarse y el sistema federal 
fue la soluciôn para integrarias (têsis que defiende Carpizo y -
otros autores). c) Finalmente, puede argumentarse que los pue--
blos prehistôricos del Anahuac formaban ya une Confederaciôn de 
Estados, tésis esta ültima que parece tener poco fundamento y no 
se mencionô entre los creadores del sistema.
(2 0).- Sobre el ôxito obtenido por el federalismo suizo en 
lograr una conciencia nacional, ver Juan José SOLOZABAL: "Nacio- 
nalismo y federalismo en sociedades con divisiones étnicas: los 
casos de Canadâ y Suiza” en Revista de Estudios Politicos, ns 10,
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Madrid, 1979, separata. En un estilo mâs descriptive, Alberto M#
BARREMA: el Federalismo en Suiza, Instituciones Pollticas, Ma---
drid, 1970.
(21).- Ver Karl LOEWENSTEIN: Teorla de la Constituciôn,ob. 
cit. Cari J.FRIEDRICH; "El federalismo y la divisiôn territorial 
del poder", en Gobierno constitucional y democracia, Instituto - 
de Estudios Politicos, Madrid, 1.975, pâg. 377-450.
(22).- Conviene recordar que segün el articule 1 del cita- 
do proyecto, las régiones s 6 n configuradas como "Estados" que - 
ccmponen la "Naciôn” espaRola. PeU'a un mejor estudio del tema - 
puede verse: PROUDHON; "El principle federative"; F.PI y MARGALL; 
"Las nacionalidades". EDICUSA, Madrid, 1.967; A. JUTGLAR; Pi y - 
Margall y el federalismo espatlol. Taurus, Madrid, i .975; Isidre 
MOLAS; "El ideario de Pi y Margall", Peninsula, Madrid, 1966. Al 
federalismo espaHol me referirê en la Parte II.
(23).- Este diserlo de las très finalidades nucleares que - 
debe cumplir el federalismo, hemos intentado trasplantarlo al Es 
tado autonfmico espahol en nuestro articule F. Javier GARCIA RO- 
CA y Pablo SANTOLAYA MACHETTI; "Consideraciones sobre las finali 
dades del Estado autonômico como instituciôn", en Revista de la 
Facultad de Derecho, universidad Canplutense, ns 66, 1982, pag. 
145-168.
(24).- Arthur MACMAHON; Administering Federalism in a Demo­
cracy, ob. cit., pâg. 5.
(25).- Para una profundizaciôn en estas caracteristicas, - 
ver por todos Michel MOUSHKELI;•Teoria juridica del Estado Fede­
ral, ob. cit. pâg. 149-330.
(26).- Vease E.GARCIA DE ENTERRIA; La ejecuciôn autonômica 
de la legislaciôn del Estado, Civitas, Madrid, 1983 especialmen-
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te las consideraciones sobre el federalismo de ejecuciôn en Ale- 
mania, Suiza y Austria. En Alemania la Administracidn federal es 
rigurosamente excepcional y el peso de la Administraciôn corres­
ponde a los Lânder a los que corresponden la gran mayorla de los 
funcionarios. En Austria la ejecuciôn de la legislaciôn federal 
por los Lânder es considerada como "Administraciôn federal indi- 
recta". (veâse pag. 21-35).
(27).- Sobre el juego de la clâusula residual véase P. SAN 
TOLAYA MACHETTI y J. GARCIA ROCA: "Significado y alcance de la - 
clâusula residual del artlculo 149.3 de la Constituciôn espahola", 
en Revista de Polltica Comparada ns 7 , invierno 1981-82, pâg. - 
167-181 .
(28).- Simplemente en la doctrina italiana véase para co—  
rroborar esta afirmaciôn Paolo BISCARETTI DI RUFPIA: Derecho - - 
Constitucional, Ed. Tecnos, Madrid, 1965, pâg. 546, traduceiôn - 
Pablo Lucas Verdû, hay ediciôn posterior, C. MORTATI, Instituzio- 
ni di Diritto Pubblico, ob. cit., pâg. 1239 y ss.
(2 9 ).- Veâse Mauro CAPELLETTI; La Jurisdicciôn Constitucio­
nal de la libertad, México, Imprenta Universitaria, 1961, traduc 
ciôn de H.Fix Zamudio. Y las Actas del Convenio celebrado en Flo 
rencia en septiembre de 1.98l sobre "Tribunal Constitucional y - 
desarrollo de la forma de Gobierno en Italia", asl ccmo el nâme- 
ro 3 de Quaderni Costituzionaile, monogrâfico sobre la Justicia - 
Constitucional en Derecho comparado. También M. Capelletti: "El 
Tribunal Constitucional en el sistema politico italiano: sus re- 
laciones con el Ordenamiento comunitario europeo" en Revista es- 
paflola de Derecho Constitucional, nS 4 , pâg. 9-35 y Hans Peter - 
SCHNEIDER: "Jurisdicciôn Constitucional y separaciôn de poderes" 
en Revista espahola de Derecho Constitucional, ns 5, pag. 35-63.
(3 0).- Veâse para un anâlisis teôrico de la justicia cons-
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titucional como sistema, la obra clâsica de Hans KELSEN; "La ga­
rantie juridictionnelle de la ,Constitution (La Justice constitu 
tionnelle)" en Revue du Droit Publique, pag. 197-257.
(31).- Lo que en esta tesis se diga sobre mecanismos de par 
ticipaciôn y coordinaciôn es sinceramente deudor de los trabajos 
de Pablo SANTOLAYA MACHETTI, comparero de Câtedra y de investiga 
ciôn, cuya tesis doctoral versarâ sobre estas cuestiones y con - 
el que he discutido numérosos aspectos de nuestras respectivas - 
tesis.
(32).- Veâse a este respecte, Giusseppe de VERGOTTINI: "Lo 
State a Struttura Federale" en Corso di Diritto Costituzionale - 
Comparato, Arnaldo Forni editore, 1978, Bologna, pâg. 245-253 (y
en concrete el aplgrafe "La participaciôn de los Estados miem--
bros en las funciones federales"). Estâ pendiente de una prôxima 
publicaciôn en castellano su traducciôn por P. Lucas Verdû.
(33).- No obstante, Moushkeli, por ejemplo, defiende la - 
clâusula de igual representaciôn de los Estados en el Senado (teo­
rla juridica del Estado Federal, ob. cit. pâg. 233 y ss.)
(34).- MOUSHKELI, ob. cit. pâg. 211. En la pâgina 323 cali 
fica el concepto de soberanla de "anticuado". Veâse para un estu 
dio del anâlisis de la soberanla que realiza este autor el capi­
tule II de la obra ("De la soberanla").
(35).- Las obras a las que me refiero son: M. MOUSHKELI, - 
ob. cit. "teorlas acerca de la naturaleza del Estado Federal" - 
(pâg. 186 y ss.); M. GARCIA PELAYO, ob. cit., "teorlas sobre la 
naturaleza juridica del Estado Federal" (pâg. 220 y ss.); p. LU­
CAS VERDU, Curso de Derecho Politico, Vol.II ob. cit. pâg. 335;
J. FERRANDO BADIA, ob. cit., "teorlas sobre la naturaleza jurld^ 
ca del Estado Federal" (pâg. 90 y ss. ). Una clasificaciôn pareci
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da basada en las mismas fuentes es reproducida también por Juan 
José SOLOZABAL; "La forma de Estado desde la perspectiva.. . -  
ob. cit. pâg. 69. La exposiciôn que aqui se le hace sobre este 
debate reproduce bâsicamente las elaboraciones de Garcia Pelayo, 
alll donde se usan fuentes directas se citan exprèsamente. No - 
me ha parecido necesario hacer un anâlisis directe de la mayo—  
rla de estos autores, pues a parte de la dificultad del acceso 
a estas fuentes, lo ûnico que pretendo es poner de manifiesto - 
lo agotador del debate, que a mi juicio conduce a un impasse o 
a la escolâstica. Por otra parte, la slntesis de Garcia Pelayo 
(a la que se refieren los otros profesores citados, menos Moush 
kely) entiendo que sigue conservando todo su valor. Creo que es^  
tas explicaciones me dispensan de hacer référéneias constantes 
a este mismo trabajo.
(36).- Una variante de la anterior séria la de Seyde], - 
quien basândose en argumentes de Calhoun, opta por la soluciôn 
de admitir que existen "Confederaciones con facultades intraes- 
tatales", tesis a la que ya he aludido antes y minoritaria en - 
la doctrina. Ver Garcia Pelayo, ob. cit. pâg. 223.
(37).- Cfr. HELLER: Teorla del Estado, Fondo de Cultura - 
Econômica, ob. cit. Esta tesis decisionista de la soberanla se- 
râ llevada a términos extremes por Cairl Schmitt en sus escritos 
politicos, "soberano es quien decide sobre el estado de excep—  
ciôn", dirâ en su demoledora crltica de la democracia de Weimar. 
Ver Cari Schmitt: Escritos Politicos, Ed. Doncel, Madrid, 1975, 
pâg. 46 y ss.
(38).- V. M. MOUSHKELI: ob. cit., pâg. 186 y ss.
(39).- M. HERRERO DE NINON: Prôlogo a Fragmentes de Esta- 
do de jellinek. Civitas, Madrid, 1978.
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(40).- Las tesis de Nawiasky aparecen hacia 1.920.
(41).- La mayorla de la doctrina piensa que las relaciones 
entre distintos subordenamientos jurldicos participan de la téc- 
nica del Derecho Internacional Privado (normas de conflicto,reen 
vio), pero, sin embargo, no constituyen Derecho Internacional.
(42).- Ver Hans KELSEN: Teorla General del Estado, ob.cit. 
pâg. 215.
(43).- Las obras en que se encuentran recogidas las opinio 
nes de estos autores son KUNZ, "Die Staatenverbindungen", la ci­
ta la tomo de LUCAS VERDU, Curso II, ob. cit.,pâg. 335; EISENMAN, 
"Centrêaisation et descentralisation", Paris 1948; entre otras -
varias obras del mismo autor. DURAND, Charles : Les Etats Fede--
raux, Paris, i930; MOUSHKELI, Teorla juridica del Estado Federal, 
ob. cit.. Participa también de esta tesis MAZZIOTTI, cuyas opi- 
niones y obras tendré oportunidad de analizar al estudieir la na­
turaleza juridica del Estado regional. Una obra clâsica es Hans 
KELSEN: "Centralization und decentralization" en Authority and - 
the individual, Cambridge 1.937, pâg. 210-239.
(44).- Para ampliar esta crltica a la concepciôn triparti­
ta del Estado federal, ver la interesante obra de Paolô PETTA: - 
Il sistema federale austriaco, ob. cit., pâg. 303 y ss. De la - 
misma crltica participa Kunz.
(45).- La referencia a estas sentencias del B.V.G. la tcmo 
de Ekkehart STEIN: Derecho Politico, Ed. Aguilar, 1971, pâg.109. 
traducciôn de F. Sainz Moreno, Nota preliminar de F.Rubio Lloren 
te.
(46).- Cfr. FRIEDRICH, Cari J. "El federalismo y la divi—  
siôn territorial del poder" en Gobierno constitucional y democra­
cia (teorla y prâctica en Europa y América), Institute de Estu—
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dios Politicos, Madrid, 1975, pâg. 377-450, del mismo autor Cor­
porate federalism and linguistic politics, Quevec Roundtable, - 
Univ. Laval, 1972; LOEWNSTEIN, Karl; "Federalismo" (capltulo X) 
en Teorla de la Constituciôn, Editorial Ariel, colecciôn Demos, 
Barcelona, 1979, pâg. 353-390, primera ediciôn en castellano, - 
1965; LA PERGOLA, A.: "Residui contrattualistici e Struttura fe- 
derale ob. cit.; del mismo autor: "El empirismo en el estudio de 
los sistemas federales% en torno a una teorla de Cari Friedrich" 
en Revista de Estudios Politicos, ns i88, Madrid, 1973.
(47).- Cari. J. FRIEDRICH, Gobierno constitucional y demo- 
cracia, ob. cit. pâg. 378.
(48).- Cfr. Cari SCHMITT: Escritos politicos, ob. cit., - 
pâg. 46 y ss.
(49).- Otto HINTZE: "Esencia y transformaciôn del Estado - 
mOderno" en Historia de las formas pollticas, ob. cit. pâg. 293- 
.322 (capltulo VIII).
(50).- Las obras a las que me refiero son: Norberto BOBBIO: 
"Bodino" en la Teorla delie forma di Governo nella storia del Pen- 
siero politico, Giappichelli editore, Torino, 1976, pâg. 83-101 - 
(capltulo VIII); BODINO, Jean, "Los seis libros de la Repùblica", 
ed. Aguilar, Madrid, 1973, selecciôn, traducciôn e introducciôn - 
de P. Bravo.
(51).- Cari SCHMITT: Teorla de la Constituciôn, Ed. Revista 
de Derecho Privado, Madrid, 1934, traducciôn de Francisco Ayala.
(52).- Cfr. Norberto BOBBIO: "La guerra y los caminos de la 
paz" en Sistema, 1982 ns 46, pâg. 3-45. Veâse también: Dino PASS^ 
NI: Rifflessioni in tema di sovranitâ, Giuffrê, Milano, 1965, es- 
pecialmente: "La crisi délia sovranitâ dello stato. Nuove prospe- 
ttive" (157-165). También Nestor SAQUES: Integraciôn y desintegra 
ciôn del concepto de soberanla, tesis doctoral no publicada. Uni-
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versidad Complutense, Facultad de Derecho.
(53).“ Vid. por todos Vincenzo GÜELI; "Sovranitâ" en Nuovb 
Diqesto Italiano, vol. XII, pâg. I, pâg. 691-703, cuyo esquema - 
bâsico adopto.
(54).- Para un estudio del concepto fascista de soberanla 
nacional y de su inherente concepciôn org'anica del Estado: PA—  
NUNZIO, Teorla Generale dello Stato Fascista, Padova, 1937. El - 
concepto de soberanla en el Estado fascista no es un concepto - 
abstracto, sino real y "vivificado" que se impone,por ejemplo, - 
sobre los sindicatos.
(55).- Tomo estas sentencias de CUSHMANN and CUSHMANN: Ca­
ses in Constitutional Lav, Ed. Meredith Corporation, New York, - 
1968, tercera,ediciôn especialmente, "Status of States in The - 
Union" (pâg. 258-270). Otros repertorios de j uris prude ne i a del - 
Tribunal Supremo Federal son: FREUND, SUTHERLAND, DE WOLFE and - 
BROWN: Constitutional Law. Cases and other problems. Little Brown 
and Company, Boston and Toronto, 1977, especialmente "The States 
in a Federal Union" (pâg. 339-603); LOCKHART, KAMISAR and CHOPER:
Constitutional Law-Cases-Comments Question, West Publishing Co,- 
1980. Una obra clâsica sobre la estatalidad recientemente reedi- 
tada es MASON, Alpheus Thomeis: The States Rights Debate. Antife­
deralism and the Costitution, Prentice Hall inc and Englewood -
Cliffs N.J., 1964, Selected documents. Ver, por supuesto, tam---
bién "El Federalista", ob. cit. Un buen manual norteamericano es 
SCHWARTZ, Bernad: ConstitutioneH Law, A textbook, the Macmillan 
company. New York, 1972, cap. 22; "The federal System". Del mis­
mo autor, un librito muy sugerente recientemente traducido al - 
Castellano: Los diez grandes jueces de la Historia de América. - 
Ed. Civitas, Madrid, 1982, traducciôn de E. Alonso.
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(56).- La jurisprudencia del B.V.G. es accesible en algunas 
obras no publicadas en lengua alemana. Asl: BLAIR, Philip; Federa­
lism and judicial review in Vest Germany (Lavendon Press, 1.981, - 
con un excelente repertorio de jurisprudencia); BEGUIN, Jean Clau 
de: "Les grandes decisions du Tribunal Constitucionnel Documents" 
en Pouvoirs, ns 22, 1 .982, ndmero dedicado a la Repùblica Federal 
Alemana; en el mismo nûmero Michel FROMONT: "Le juge constitution 
nel" y Constance GREWE-LEYMARIE, "Bilances et perspectives du fé­
déralisme". De esta misma autora, una obra con numérosa informa—  
ciôn. Le Fédéralisme coopératif en République fédérale d'Allemag­
ne, Economiea, ya Rue Hericart, Paris, 1.981 .
(57).- Véase entre mûltiples anâlisis similares MATHIOT, - 
André : "El federalismo en los Estados Unidos ", en el Federalismo, 
obra colectivà Ed. Tecnos, Madrid, 1.965, pâg. 2i5-28i. La obra - 
clâsica es M.A. REAGAN: The new federalism, New York, 1.972.
(58).- La obra a la que me refiero es O’CONNOR: La crisi - 
fiscale dello Stato, trad, al italiano, Torino, 1.979. Otra obra 
interesante por la importancia de sus autores es OATES, BRADFORD 
y BREAK: Financiaciôn de las autonomlas. Introducciôn y selecciôn 
de A. Gimenez, Ed. Blume, Madrid, 1.979.
(59).- MATHIOT: ob. cit. pâg. 246.
(60).- Paolo BISCARETTI DI RUFFIA: "Profili Costituzionale 
del federalismo degli Stati Uniti d ’America" en II Politico, Par­
ma, 1.979, ne i.
(61).- Cfr. SCHWARTZ: "Los diez grandes...", ob. cit.
(62).- MATHIOT: ob. cit., pâg. 235.
(63).- Véase BISCARETTI: "Profili...", ob. cit.
(64).- La expresiôn dual federalism parece haber sido acuna
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da por el profesor E.S. CORWIN; un ejemplo claro de la filosofla 
que imbuye el concepto puede encontrarse en la Sentencia United 
States versus Butler (297 U.S. 1) de 1.936,del Juez Roberts. Val 
ga como fuente de conocimiento cualquiera de los repertorios de 
jurisprudencia citados en la nota ns 5 5.
(65).- Cfr. por todos BLAIR: Federalism and judicial Re--
view, ob. cit.
(6 6 ).- El pe que flo libro de KONRAD HESSE: Der Unitarische - 
Bundesstaat, Karlsruhe, C.F. Mttler, 1.962, es un poco anterior - 
(ver especialmente su capltulo 32 : "Wandlungen der bundesstaatli 
Chen struktur"). Pero Kisker, 1.961; Kunze, 1.968; scheuner, 1.966; 
Gross, 1.969, etc. No obstante, en 1.962 se célébra una Conferen 
cia de Constitucionalistas alémanés en MUnster que se piantea el 
espectro de las diferentes visiones de la naturaleza del Estado 
federal. No ha faltado quien ha dicho que hablar de "federalismo 
cooperativo" no deja de ser una tautologla, porque el federalis­
mo, a diferencia del particularisme nacionalista, supone volun—  
tad de cooperaciôn (Ver Gaston BERGER: "Introducciôn psicolôgica
y filosôfica a los problemas del Federalismo" en el Federalismo, 
obra colectivà. Ed. Tecnos, Madrid, 1.965, pâg. 15-33.).
(6 7).- Hans Joachim FALLER: "El principio de lealtad fede­
ral en el poder federative de la Repùblica Federal Alemana", en 
Revista de Estudios Politicos, Centro de Estudios Constituciona- 
les, 1.980, n2 1 6, pâg. 197.
(6 8 ).- K. HESSE: Grunzüge des Verfassungsrechts der Bundes- 
republik Deutschland, , Karlsruhe, 1.975, pâg. 92. La cita la to 
mo de L. Lôpez Guerra y S. Varela: "La determinaciôn de los lîm^ 
tes territoriales de las régiones como problema constitucional - 
en Espafla" en Federalismo y regionalismo, Centro de Estudios - - 
Cons ti tuci onales, Madrid, 1.979, pâg. 691.
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(69).- Véase Hans Peter SCHNEIDER: "El Estado federal coope 
rativo", en Revista de Estudios Politicos, ns 1 2, pâg. 41-63, 1.979 
También Constance GREME-LEYMARIE: "Bilance et perspective du fédé 
ralisme", ob. cit. De la misma autora "Le fédéralisme coopératif 
en la Republique Fédérale d'Allemaigne", ob. cit.
(7 0 ).- Vid. M.P. SCHNEIDER: ob. cit.
(7 1).- Cfr. GRAWERT: "Mutamenti struttur'ali del federalismo
nella R.F.T." en Dir. Soc., 1.978, pâg. 7 y ss.
(7 2).- Cfr. Constance GREWE-LEYMARIE: Le fédéralisme coopé-
ratif en la R.F.A.", ob. cit.
(7 3 ).- Dieter NOHLEN: "Sistema federal y sistema de parti—  
dos politicos: algunas anotaciones sobre el desarrollo del fédéra
lismo en la Repùblica Federal de Alemania", en Revista de Estu--
dios Politicos, 1.978, ns 4, pâgs. 148-155.
(74).- Cfr. K. HESSE: ob. cit.
(75).- Véase para un anâlisis histôrico, RUFFILLI: La Ques- 
tione régionale (l.862-1.942), Milano, 1.971; NIGRO: Il governo - 
locale-I-Storia e problemi Rona, 1.980.; PALADIN, Livio: "Frofilo 
Storico" en Diritto Régionale, Padova, CEDAM, 1.979, pâg. 1-33 - 
(ofrece un amplio repertorio bibliogrâfico sobre este aspecto en 
su pâgina 29).
(7 6 ).- Vid. Temistocle MARTINES : Lineamenti di Diritto Re —  
giOnale, Milano, Giuffré, 1.982, extracto ampliado del volûmen - 
"Derecho Constitucional", pâg. 2 y ss.
(7 7).- También mediante Deereto Ley de 7 de septiembre de - 
1.945 n2 545 habla sido suprimida la provincia de Aosta y creada 
en su lugar "una circunscripciôn autônoma" del valle de Aosta, si 
bien sôlo con competencias administrativas y sin potestades legis 
lativas.
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(78).- Como es évidente me refiero a"Gaspare AMBROSINI: "Un 
tipo di stato intermedio tra l'unitario e il federale. Caratteri- 
zzato dall’autonomia régionale", en Rivista di Diritto Pubblico, 
1.933, pâg. 93-100. Las tesis aqui expuestas las reproduce en - - 
otros muchos trabajos que mâs adelante apuntaremos.
(79).- Vid. MARTINES, ob. cit., pâg. 4.
(80).- Vid. Gcispare AMBROSINI: La costituzione italiana. ol- 
tre i principe delle rivolyizioni americana e f rance se, ISTUD, Ro­
ma, 1.977, pâg. 123. Ver el capltulo IV: "La rivalutazione degli 
enti territoriali e la creazione di un terzo tipo di Stato tra - 
l’unitario e il federale, caratterizzadto dall’autonomia régiona­
le: lo Stato Régionale" (pâg. 116-123).
(81).- Gaspare AMBROSINI: "Un tipo intermedio di Stato...", 
ob. cit. Otras obras del mismo autor donde se plantea esta misma 
cuestiôn con idénticas posturas o relacionadas con el tema, son: 
Autonomia régionale e federalismo (Austria-Spagna-Germania-URSS), 
Edizioni Italiani, Roma. 1.944 (obra en la que prâcticamente re—  
produce lo dicho en 1 .933);* "Decetramento, federalismo ed autono­
mia con spéciale riferimento alla riforma régionale in Italia", - 
en Ann, comp., 1.955, pâg. 425; La costituzione italiana, ob. cit., 
pag. 116-123; Lezioni di Diritto Costituzionale, principi genera- 
li, casa éditrice C. Colombo, Rcrnia, 1.955; "La natura giuridica - 
dell’Africa Orientale italiana" en Raceolta di Studi di Diritto - 
Pubblico, Molano, 1 .938, pâg. 321-331 ; "L’evoluzione dello Stato 
moderno nei rapporti con i citadini gli enti intermedi e la canu- 
nitâ internazionale" en studi in onore de A.Seguri, vol. I, Mila­
no, 1.967, pâg. 11-92; "La pluralitâ negli ordinamenti giuridice 
nella costituzione italiana" en Studi in onore de G. Chiarelli, - 
vol.I, Milano, 1.973, pâg. 3-26; L’ordinamento régionale nella - 
costituzione italiana, Bologna, Zanichelli, 1 .957; "Sovranitâ de-
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gli Stati e comunita internazionale" en scritti Giuridici in me- 
moria de V.E. Orlando, vol.I. Padova, 1.957, pâg. 29-56; "Lo sta 
to tnoderno (Formazione, Caratteristiche e sintomi di trasformazio 
ne) en II Corso di perfezionamento per uditore giudiziari, t. I, 
Milano, 1.958, pâg. 21-59; "Sul carattere delle costituzioni re- 
pubblicani del dopoguerra", en Studi di Diritto Pubblico in ono­
re di 0. Raneletti, vol. I, Padova, 1.931, pâg. 1-14; La nuova -
costituzione soviêtica, Palermo 1.937 (estudia el aspecto del fe 
deralismo); L'Unione sovietica nella sua formazione e struttura, 
Palermo, 1.935; "L’Albania nella comuniti impériale di Roma" en 
Quaderni del Istituto Nazionale di Cultura Fascista, serie X, ns 
5, pâg. 72; "La fine del federalismo in Germania ed i nuovi ra—  
pporti tra Reich e Linder", en Rev, de Diritto Pubblico, XXV, -
1.935, pi 2ê,.pâg. 406-414. Al igual que con la URSS, Ambrosini
considéra la Alemania de Weimar dentro del llamado Estado regio­
nal .
(82).- AMBROSINI: "Un tipo intermedio di stato..." ob.cit. 
pâg. 93.
(83).- Una crltica anâloga al concepto de "fuerte descen—  
tralizaciôn" porque puede suponer simplemente autarqula la reali 
za también AMBROSINI en "Lezioni di Diritto Costituzionale", ob. 
cit., pâg. 71.
(84).- Guido LUCATELLO: "Lo Stato federale, parte prima, - 
la nozione dello Stato Federale, Padova, CEDAM, 1.967, ristampa 
anastâtica, primera ediciôn, 1.939. Del mismo autor "Stato fede­
rale en Novisimo Digesto, XVIII, pâg. 333-355.
(85).- Guido LUCATELLO: "Lo Stato régionale. Quale nuova - 
forma di Stato", en Atti del Primo Convegno di Studi Regionali,- 
Bissanone, septiembre 1.954, CEDAM, 1.955, pâg. 136-179.
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(86).- Guido LUCATELLO: Lo Stato Federale, ob.cit.,pâg.30.
(87).- Guido LUCATELLO: Lo Stato Federale, ob.cit.,pâg.112.
(88).- El concepto de "autonomia institucional" es acuHado 
por Santi Romano ("Autonomia" en Frammenti di un dizionario giu- 
ridico, Milano, 1.947), pero lo emplea en un sentido parciaimen- 
te distinto del de Lucâtello. Para Romano, la autonomia institu­
cional es una relaciôn entre Ordenamientos jurldicos originarios. 
Asl, por ejemplo, la Iglesia respecto de los Estados no confesio 
nales o el Ordenamiento sindical respecto del Estado. Para un re 
sdmen crltico de las distintas acepciones de la voz "autonomia", 
véase el excelente artlculo de Massimo Saverio GIANNINI: "Autono 
mia (saggio sui concetti di autonomia") en Riv. Trimestrale di - 
Diritto Pubblico, 1.951, nfi 4, pâg. 851-883. Sobre lo impropio - 
del término autarqula y lo errôneo de su traducciôn (en vez del 
empleo de "autoadministraciôn") véase ademâs del artlculo de - - 
Giannini, GUSTAPANE, Enrico "Autarchia, profilo storico de un - 
termine giuridico in disuso", en Riv. Trimestraie de Diritto Pu­
bblico, 1.98c, pâg. 200-210.
(89).- Guido LUCATELLO: "Lo Stato Régionale. Quale nuova - 
forma di Stato", ob. cit. pâg. 136.
(90).- Guido LUCATELLO: "Lo Stato Régionale...", ob.cit.,- 
pâg. 175.
(91).- Ferruccio PERGOLESI: "Nota crltica su una contrappo 
slzione tra Stato unitario e Stato régionale", en Atti dal Secon­
de Convegno di Studi Regionali, Palermo, 8-13, Ottobre 1.956, Ro 
ma, tipografla delle Mantellate, 1.958, pâg. 217-221.
(92).- Ferruccio PERGOLESI: "Nota crltica...", ob.cit.,pâg.
218.
(93).- Ferruccio PERGOLESI: "Nota crltica...", ob.cit.,pâg.
221 .
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(94).- Vid. Ferruccio PERGOLESI: "Forme di Stati e forme - 
di Governo", pâg. 167 y ss. en Diritto Costituzionale. vol. I. - 
Padova, CEDAM, 1.962.
(95).- Cfr. Manlio MAZZIOTTI: "Stato federale, Stato regio 
nale e Stato unitario come tipi caratterizati dal diverse grado 
di decentramento e rispettivamente di acentramento delle funzio- 
ni statali. Critica delle oposte opinioni", en Studi sulla potes- 
ta legislative della regioni, Milano, 1.961, pâg. 9-23. Véase - 
también del mismo autor, I conflitti di atribuzioni fra i poteri 
dello Stato, Milano, Giuffré, 1.962-66. Edizione riprografica, - 
hay una ediciôn posterior de 1.972.
(96).- Vid. Manlio MAZZIOTTI: "Stato federale, Stato regio 
nale e Stato unitcirio come tipi caratterizati dal diverse grade 
de..." ob. cit. pâg. 23.
(97).- Véase en un sentido anâlogo al a gui defendido G.LU­
CATELLO: "Lo State régionale quale nuova...", ob.cit., pâg.143 y 
ss. donde se realiza una crltica a la estatalidad de los Estados 
miembros; del mismo autoar: Lo Stato Federale, ob. cit. capitule 
III, "La natura de_gli stati membri" (pâg. 79-109). Y en general 
toda la polémica explicada sobre la atribuciôn de la soberanla - 
en los Estados federales.
(98).- Las obras de estos autores a las que me refiero son: 
LUCATELLO: "Lo State régionale quale nuova...", ob. cit. pâg.175; 
G. AMATO: "La via italiana aile Regioni, en el volûmen del mismo 
tltulo a cargo de D. Serrani, Milano 1 .972, donde niega que sea 
posible y realizable el modelo constitucional de una pluralidad 
de orientaciones pollticas a nivel regional; de forma mâs Clara: 
"Presentazione" en Dalla parte delle Regioni, obra dirigida por 
De. Serrani, Milano, 1.975,pâg. 12. Esta errônea consideraciôn - 
de las regiones como meros entes administratives es también sos-
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tenida por RANELLETTI: Istituzioni di Diritto Pubblico, Milano, - 
1.953, pâg. 207. Tendremos oportunidad de defender lo contrario - 
al exponer la naturaleza juridica de las Canunidades Autônomas - 
espariolas, pero para una de fens a del concepto o pues to véase por - 
todos,, P. VIRGA; La regione, Milano, Giuffrê, 1.949; y BARBERA, - 
Augusto; Le istituzioni del pluralismo. Regione e poteri locale; 
autonomia per governare. De Donato Editore, Bari, 1.977. con prô­
logo de P. Barcellona.
(99),.- F. PERGOLESI: "no parece que baste la atribuciôn de 
autoncanla a las regiones para contraponer Estado regional a Esta­
do unitario" ("Nota crltica su una contraposizione...", ob. cit. 
pâg. 219); Luigi GIOVENCO realiza una enumeraciôn exhaustiva de - 
todos los importantes autores que sostienen esta postura mayorita 
ria en la doctrina (vid. "Natura giuridica della Regione" en L’or­
dinamento régionale, Jandi Sapi Editori, Rana, 1.961, pâg. 21-23 
en nota 21 ; también "Natura giuridica délia Regione’’ en Rivista - 
trimestraie de Diritto Pubblico, 1.957, pâg. 419 y ss); E. SPAGNA 
MUSSO afirma : ”L’istituzioni delle regioni quali enti englobanti 
nell propio ambito territorial! i minori enti 1ocali e dotati a 
loro differenza di una potestà legislative da vita ad una specie 
dello Stato Uniteirio. .. : Lo Stato Régionale e ad autonomie regio­
nali ("Forma di decentramento nell’organizazione délia comunità - 
estatale: Stato Régionale e Stato Federale" en Diritto Costituzio­
nale, Padova, CEDAM, 1.979, V I, pâg.222); Temistocle MARTINES ha 
bla de "Lo stato unitario a decentramento régionale" ("La forma—  
zione e la natura giuridica delle regioni" en Lineamenti di Diri­
tto Régionale, Giuffrê, Milano, 1.982, pâg. 17).
(100).- Carlo LAVAGNA: "Podemos distinguir très grades fun­
dament aie s de autonomlas territoriales, pese a que susceptibles - 
cada uno de comprender experiencias histôricas diversas: fédérât^
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va, regional y municipal" (istituzioni di Diritto Pubblico, IV - 
ed. UTET, Torino, 1.979, pâg. 887). Sin embargo, ya he explicado 
por gué no coloco la administraciôn municipal al mismo nivel que 
la autonomia legislativa; Manlio MAZZILOTTI: "Stato federale, - 
stato régionale e Stato unitario come...", ob. cit. pâg. 22; Te­
mistocle MARTINES: "Es dudoso que se pueda contraponer una forma 
de Estado unitario con descentralizaciôn regional a una forma de 
Estado federal" (Lineamenti di Diritto Régionale, ob. cit.pâg. - 
16); PIZZORUSSO, Alessandro: "no existe un criterio preciso que 
pueda ser indicado como de distinciôn de estas dos hipôtesis", - 
se refiere a Estado regional y Estado federal (Lezioni di Diri—  
tto Costituzionale, Ed. Foro Italiano, Roma, 1.98i,pâg.17).
(ici).- Roland Riz, Présidente del "Conitato di studio - 
per l’esame dei problemi istituzionali", Atte Parlamentari Came­
ra dei Deputati, Resoconti Stenografici, seduta di 21 ottobre 1982,
Pag.14^'l*02).-Giorgo LOMBARDI: "Democracia y Constituciôn en Ita­
lia" en R.E.P., CEC, nS 26, pâg. 124. Los subrayados son mios.
(103).-Cfr. BARDUSCO, Aldo: Lo Stato Régionale italiano, - 
Milano, Giuffré, 1.980, pâg. 2 y ss.
(104).- Véase POLLINI, Renato: "Las finanzas de las regio­
nes desde 1.970 hasta hoy y perspectivas para el futuro sistema 
de financiaciôn regional" en Documentaciôn Administrativa, ns - 
1.982,1981, pâg. 159-190, traducciôn de F.J. Garcia Roca.
(105).- Véase BASSANINI, Franco: "Le regioni" en La Costi­
tuzione italiana: el disegno originario e la realtâ attuale,' Con 
venio celebrado el 25-26 de Noviembre de 1.978 en Como, Giuffré, 
Milano, 1.980, pâg. 225-249.
(106).- BASSANINI, Franco: Le Regioni fra Stato e Comunità 
1ocali. Il Mulino. Bologna, 1.976, pâg. 6.
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(107).- Véase F. Javier GARCIA ROCA y Pablo SANTOLAYA MACHE 
TTI: "Consideraciones sobre las finalidades..." ob. cit.
(108).- Véase BASSANINI, Franco: "Le regioni...il disegno - 
originario e...", ob.cit.; mâs especlficamente CASSESE, Sabino: - 
"La reforma del poder local en el Estado Regional" en Documenta—  
ciôn Administrativa, na 192, 1981, pâg. 405-427, traducciôn, de F. 
Javier Garcia Roca y "el proceso de regorma municipal en Italia - 
(l.960-1.980)", del mismo autor y en la misma revista, pâg. 427—  
451 .
(109).- Cfr. BASSANINI, Franco "Le regioni...il disegno...", 
ob. cit.
(110).- Véase BASSANINI, Franco: "Le Regioni fra Stato e..." 
ob. cit.
(111).- Respecto de este punto véase PEDRAZA, Maurizio: Le 
variazione territoriale delle Regioni (contribute allo studio del 
art. 132 délia Costituzione. Regione Storiche e regionalismo poli­
tico ne lie scelte dell’Asamblea costituente". Padova, CEDAM, 1979. 
Segùn el autor, en la Asamblea constituyente se adoptô una divi—  
siôn préféréntemente histôrica, pero la aplicaciôn de este crite­
rio histôrico estuvo basada en criterios sustancialmente pollti—  
COS, opciôn a la que prestô auxilio el recurso a las estadlsticas 
oficiales, lo que permitiô recortar regiones histôrico-tradiciona 
les alll donde el constituyente quiso. El artlculo 132 hace posi­
ble una rectificaciôn histôrica en manos de la voluntad popular,
a la par que permite la creaciôn de regiones funcionales fundadas 
en criterios de vitalidad y autosuficiencia econômico-financiera. 
Acaso esta incertidumbre del constituyente italiano respecto de - 
la validez del mapa regional (incertidumbre que refiejan los art^ 
culos 131, 132 y 133) es un argumente en favor de la soluciôn - - 
adoptada por el constituyente espanol de 1.978; la voluntariedad
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(principio dispositivo) en la elaboraciôn del mapa regional. Vo­
luntariedad, no obstante, en gran parte preferida por el lamenta 
ble sistema de los Reales Deeretos leyes provisionales de autono 
ml a.
(1 1 2).- Véase un excelente comentario a este Deereto legis 
lativo dirigido por A. BARBERA y F. BASSANINI (obra colectivà):
I nuovi poteri delle regioni e degli enti locali. Commentario al 
Deereto 616 di Attuazione délia legge 382, Il Mulino, Bologna, - 
1 .978.
(1 1 3).- Vid. Massimo Saverio GIANNINI: "Dal 1avare la tes­
ta all’asino" prefazione a I nuovi poteri delle regioni e deglio
enti locali... ob. cit. pâg. 7-1 8 .
(114).— Massimo S. GIANNINI: "Dal lavare...", ob. ci t.pâg.
1 8 .
(1 1 5).- Informe del "Comité para el estudio de las cuestio 
nes institucionales", Senado, VIII legislatura, transmitido a la 
Presidencia el 29 de octubre de 1.982, Actas Parlamentarias, Pro 
yectos de leyes e Informes, Documentes, pâg. 81 y ss.
(1 1 6).- Es esta una cuestiôn frecuentemente tratada en la
doctrina pero a menudo con escasa lôgica interna, véase por to—
dos : M. MAZZIOTTI: Studi sulla potesta legislativa..." ob.cit. - 
pâg. 10 y ss; G. LUCATELLO: "Lo stato régionale cjuale nuova for­
ma di Stato", ob. cit.; Elio GIZZI; Manuale di Diritto Régionale, 
Milano, Giuffré, 1.976, pâg. 684-688.
(1 1 7).- Vid. F. Javier GARCIA ROCA y Pablo SANTOLAYA MA---
CHETT: "Significado y alcance de la clâusula residual", ob.cit.
(1 1 8).- Véase sobre esta peculiaridad del Derecho espanol, 
F.Javier GARCIA ROCA y Pablo SANTOLAYA MACHETTI: "La asignaciôn 
de competencias en el Estatuto Vasco de Autonomia", en Comenta—
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rios al Estatuto Vasco de Autonomia, de prôxima publicaciôn por - 
el Institute de Estudios Vascos de la Administraciôn Pûblica.
(119).- Entre los autores que en la doctrina espaHola part^ 
cipan de esta relativizaciôn de la distinciôn entre Estado fede—  
ral, regional y unitario como especies de un mismo fenômeno jurl- 
dico; Ignacio M§ LOJENDIO : "Autonomia y consenco" en Federalismo 
y regionalismo, WAA, ob. cit., pag. 51-87: "la doble e inversa - 
tendencia del Estado federal hacia una mayor centralizaciôn y del 
unitario hacia formas mâs descentralizadas...hace pensar que hay 
un punto de convergencia de una y otra"(pâg. 79); José A.GONZALEZ 
CASANOVA: "El Estado de las CCAA" en Sistema, octubre 1.980, ns - 
38-39, pâg. 219-238: habla de "la falsa distinciôn entre el Esta­
do unitario y el federal", y argumenta la necesidad de la "desmi- 
tificaciôn y relativizaciôn" de la distinciôn que "es mâs histôr^ 
ca que actual" (pâg. 222); Juan José SOLOZABAL ECHEVARRIA: "La - 
forma de Estado desde la perspectiva de la distribuciôn territo—  
rial del poder" en Revista de la Facultad de Derecho, Universidad 
Complutense, ns 60, 1.980, pâg. 65-77: "tanto el Estado unitario 
como el Estado federal sôlo de ben considereirse extremes de un con­
tinuum en el que pueden situairse diversas formas de Estado. Asl, 
cabe hablaœ de distintas formas de descentralizaciôn en el Estado 
unitario y de Estados semifederales" (pâg. 71); Santiago VARELA: 
"La fôrmula espahola de autonranla de nacionalidades y regiones en 
el marco de la teorla Generad. del Estado" en Revista de la Facul­
tad de Derecho, Universidad Complutense, ns 4 monogrâfico, 1 .981, 
pâg. 9-27: "Mâs que sostener la existencia de dos formas dis tin—  
tas de Estado -la federal y la regional- que tienden a la conver­
gencia, quizâs sea mâs exacto, en el momento présente, referirse 
a la existencia de especies, modalidades o grades de un mismo fe­
nômeno: la autonomia polltica..."; estas mismas consideraciones - 
parecen presidir el trabajo de Pedro CRUZ VILLALON "La estructura 
del Estado o la curiosidad del juriste persa" en Revista de la Fa­
cultad de Derecho, universidad Complutense, ns 4 monogrâfico, pag.
54 y 22.
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P A R T 5 - II
CAPITULO I; ANTECEDENTES HISTORICO,. LEGISLATIVOS : UNA 
APROXIMACION HISTORICA A LA FORMA TERRITO­
RIAL DEL ESTADO.-
Secciôn 1 » : La uniformidad, rasgo del constitucionalismo espatlol:
el Estado unitario centralizado.-
Pretender describir las lineas générales del constitu 
cionalismo espariol respecto de este diflcil tema en unas necesa—  
riamente breves pâginas, es tarea que para no resultar injustifi- 
cable por su tono descriptivo debe tener contornos bien précisés.
Y en este caso solo que los tiene: intentar poner de manifiesto - 
el substrato histôrico que subyace bajo la reivindicaciôn autono- 
mista, para poder entender los frecuentes elementos historicistas 
que configuran la ordenaciôn de la forma territorial del Estado - 
en nuestra vigente Constituciôn.
Como tendré ocasiôn de exponer, estâ totalmente ajeno 
a mi intenciôn, fundamentar la autonomia en unos derechos histôr^ 
COS, como si de una especie de Derecho Natural historicista se - 
tratase. A mi entender, esta postura résulta inadmisible en un mo 
derno Estado de Derecho. Razôn bien distinta es que la justifica- 
ciôn del reconocimiento constitucional se encuentre en determina-
dos hechos histôricos: sôlo en este sentido entiendo que podrla - 
hablarse de "derechos" histôricos. En efecto, el peligro ante tan 
ta referencia histôrica como en la Constituciôn espahola de 1.978 
se realiza (articules 143.1 ; 147.2.a; 149.1.8; Disposiciôn Transi 
toria segunda; Disposiciôn Transitoria 4§; Disposiciôn adicional 
primera) es caer en la tentaciôn historicista y tratar de légiti­
mer el derecho del présente por el pasado histôrico. La remisiôn
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a la antigtledad, a la tradiciôn, como fund ad or a de derechos y le- 
gitimadora de su vigencia era algo normal en el Antiguo Rêgimen. 
Pero en un Estado de Derecho la legitimidad del derecho no puede 
buscarse en la Historia, sino en la propia Constituciôn como ex­
presiôn de la soberanla popular (l).
Desde otro punto de vista, la oportunidad de este en 
foque histôrico me parece évidente. Ya Hermann Heller aludiô a - 
la conveniencia de la conceptualizaciôn histôrico-sociolôgica de 
las categorlas del Derecho Politico (2). Y si, en general, para 
todo el Derecho Constitucional "el pensar histôrico" (lo que los 
alemanes 11aman la "historia de un dogma") es fundamental, pues 
conviene situar las categorlas jurldicas bajo la luz de su con—  
creta gènesis histôrica, en esta cuestiôn de la forma territorial 
del Estado este enfoque es, si cabe, mâs indispensable. He alud^ 
do a las tesis de Hintze que demuestran que sôlo a lêjluz de una 
determinada "configuraciôn estatal" (Staatsbildung), tiene sent^ 
do el anâlisis de una forma de Estado; forma que viene condicio- 
nada por el proceso de construcciôn de ese Estado y por sus pro­
pi as caracteristicas (3). Paolo Petta ha explicado la necesidad 
de una aproximaciôn histôrica y emplrica para una mejor compren- 
siôn de la problemâtica federal (4). Y Antonio la Pergola (por - 
citar algunos de los defensores de este enfoque) ha realizado un 
interesante estudio jurldico con perspectiva histôrica del fede­
ralismo norteamericano, tratando de extraer los rasgos esculpi—  
dos en la actual forma federal por su formaciôn histôrica (5). - 
Se corrobora asl lo que dije al hablar de la teorla de las for—  
mas pollticas: una forma polltica no es sino devenir histôrico y 
dinamismo y toda teorla de las formas de Estado es teorla de la 
evoluciôn y de las mutaciones. Esa tendencia clclica (unitarismo- 
federalismo- peligro de secesiôn- unitarismo...) que Lucas Verdû 
observa en las formas de Estado (6).
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En este sentido, la Constituciôn espanola es una Cons­
tituciôn histôrica que no deja de ser heredera de todos los hitos 
que jalonan nuestra azarosa e inestable "vida constitucional".
En efecto, la Historia de Espaha es el reflejo de una 
pugna constante entre unidad y pluralismo; de una perenne bûsque- 
da, con algunos paréntesis de punto de equilibrio entre autonomia 
e integraciôn en nuestra configuraciôn estatal y no podrla ser de 
otra forma, pues esa entidad que es Espafla tiene una es truc tura - 
plural. Pluralidad que le viene dada por la existencia de dos an- 
tiguas Coronas en el momento de su configuraciôn estatal, diferen 
tes entre ellas y plurales dentro de si.
En el origen del Estado moderno (a finales del siglo 
XV) pendiente todavla la incorporaciôn de Navarra (1.515), Espana 
es una Monarqula absoluta, donde los Reyes lo son de cada uno de 
los territorios forales y su titulaciôn alude a cada uno de estos 
territorios (7). Existen entonces dos grandes Coronas, Castilla y 
Aragôn, ligadas en una especie de Uniôn Personal que camina hacia 
la Uniôn Real. Y existen también dos grandes maneras de entender 
la unidad espahola: la del Reino de Castilla y la del Reino de - 
Aragôn. En la Corona de Aragôn, el Principado de Cataluha, el Re^ 
no de Valencia y las Islas Baléares, tienen como elemento comûn - 
un Rey y un ôrden sucesorio, pero conservan su personalidad juri­
dica propia y su Derecho; esta concepciôn de la es tructura del E£ 
tado, de Indole pactista y contractual, es un embriôn del primer 
federalismo espafiol (8). La situaciôn va a perdurar has ta la ado£ 
ciôn de los Deeretos de Nueva Planta (1.707, 1.711, 1.715 y 1.716) 
por Felipe V, donde, como se dice en ellos grâficamente, se "redu 
ce" a estos territorios al Ordenamiento jurldico castellano como 
Ordenamiento comûn, subsistiendo tan solo el Derecho privado (9).
Frente al modelo pactista de la Corona de Aragôn, la
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organizaciôn de la Corona de Castilla es fruto también de un pro­
ceso de incorporaciôn por matrimonio o conquista, pero los Reinos 
que se incorporan pierden su personalidad juridica propia, pasan- 
do a formar parte de un ûnico Ordenamiento jurldico uniforme. Es 
cierto, sin embargo, que cuatro territorios de la Corona de Casti 
lia van a sufrir incorporaciones bajo modelos mâs autonômicos - - 
(Guipûzcoa, Navarra, Vizcaya y Alava) rompiendo en alguna medida 
la uniformidad interna de Castilla. Y es cierto también que "el - 
asimilismo castellano" mâs que producido por los propios castella 
nos (que fueron los primeros en sufrir las consecuencias de la - 
centralizaciôn) fue debido al esplritu centralizador importado de 
Francis por el nieto de Luis XIV, Felipe V (10). Tampoco es êste 
el lugar donde deba hacerse un anâlisis de lo que la centralize—  
ciôn supuso como medio para la liquidéeiôn del Antiguo Régimen y 
procéder mâs tarde a la instauraciôn del sistema liberal burgués. 
Me basta con constater, como parece ser unânimemente aceptado, la 
existencia de estos dos modos diversos de entender la unidad del 
Estado, pactista y pluraliste uno, y centraliste y uniformador el 
otro; ambos modos fueron defendidos principalmente desde cada una 
de las dos Coronas que formaron el Estado.
Sea como fuere, en los inicios del siglo XIX con el - 
Estado liberal, heredero de la tradiciôn centralizadora francesa, 
el proceso de uniformidad de la unidad Estado-Naciôn va a comple- 
tarse con el proceso constitucionalizador y con la codificaciôn.
Todas las Constituciones espadolas, con excepciôn de 
las de 1.931 y 1.978, son muy lacônicas en la regulaciôn de la - 
forma territorial del Estado. Là cuestiôn parece haber sufrido - 
una relativa "desconstitucionalizaciôn", pues los textos se limi- 
tan, a lo sumo, a enunciar unos principios muy générales que lue- 
go puedan ser desarrollados por las correspondientes leyes admi—  
nistrativas ordenadoras de provincias y municipios (il). Es to li­
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mita la importancia de este estudio, pero no su interês, aunque, 
evidentemente, haga que resuite complementario del anâlisis de - 
las distintas normas de ordenaciôn administrativa promulgadas - 
(1 2).
El Estatuto de Bayona de 6 de julio de i.808, Carta 
otorgada por el invasor francés que no va a régir en gran parte 
del territorio nacional, habla todavla significativamente de "la 
Corona de las Espahas y de las Indias" (pârrafo primero del - -
preâmbulo y articules 2, 3 y 4) y de "los pueblos de las Espahas 
y de las Indias" (art. 7), como claro reconocimiento de ese ca—  
râcter plural que configurô la unidad del Estado. Si bien proba- 
blemente la afirmaciôn no tiene mayor alcance que el de la rece£ 
ciôn de una tradiciôn, pues a lo largo del texto constitucional 
son numerosas también las referencias a "Espaha", en singular, y 
a la "Naciôn espaflola". A las Cortes se las califica (en un pre- 
cepto de Clara influencia francesa) como "Juntas de la Naciôn". 
De mayor importancia es el artlculo 144 donde se afirma que los 
Fueros de las provincias de Navarra, Vizcaya, Guipûzcoa y Alava, 
se examinerân en las primeras Cortes para "determiner lo que se 
juzgue mâs conveniente al interês de las mismas provincias y de 
la Naciôn". Finalmente, los artlculos 99 y 100, al regular la - 
concesiôn de "poderes amplios" a los représentantes de los elec- 
tores establecen la representaciôn nacional y la consiguiente —  
prohibiciôn del mandate imperative.
Pero la Constituciôn (de entre las centralizadoras) 
que mayor atenciôn dedica a la organizaciôn territorial del Esta 
do, es la Constituciôn de Câdiz de 1.812 (l3). El gran maestro - 
que fue Adolfo Posada afirmaba: "las Cortes de Câdiz, con una - 
Clara visiôn de los peligros del momento (Guerra de la Indepen—  
dencia, disgregaciôn nacional latente, debilidad de los altc>s re
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sortes) e influidas por las fuertes preocupaciones poil ticas que 
imponlan a los gobernantes de los grandes Estados, la afirmaciôn 
de las Naciones, realizaron la obra de la edificaciôn nacional - 
con un criterio ciertamente centralista, de subordinaciôn del ré 
gimen local al Estado, representado por las Cortes, tlnicas sobe- 
ranas y sentaron las bases de un Estado nacional unifieado con—  
fonne a la tradiciôn monârquica inmediata y siguiendo las inspi- 
raciones de la Francia revolucionaria y napoleônica” (14).
En efecto, dogma del libéralisme doceariista va a ser 
el sometimiento de toda la Naciôn espanola a unos solos Côdigos. 
Y esta Naciôn soberana (art. 2) ya no se considéra formada por - 
antiguos Reinos, sino por los espaHoles de ambos hemisferios - - 
(art. 1). La desapariciôn de los viejos Reinos y su sustituciôn 
por la^ nuevaé provincias se régula en el articule 10, donde se 
ci tan, por ôrden alfabético, los territories que conponen la Na­
ciôn. Asimismo, los articules 8 y 9 y el capitule II del Tltulo 
VIII Van a acabar con el sistema tradicional de prestaciôn del - 
servicio militar en los territories forales. Subyace bajo esta - 
nueva concepciôn de la Naciôn un interés, el de la nueva burgue-
sla mercantil que necesita de un mereado nacional. La prohibi--
ciôn de establecer aduanas fuera de los mares y fronteras .(art. 
354) es el refieje de esa necesidad.
La aceptaciôn de este Estado constitucional liberal 
y unitarie va a ser polémica en determinadas zonas de la geogra- 
fla espanola, en concrete, para fueristas y tradicionalistas ca- 
tôlicos (embriôn del primer nacionalismo vasco) y como consecuen 
cia, se van a producir las guerras carlistas. Guerras que van a 
terminar en una serie de leyes que mâs adelante examinairemos.
La Constituciôn de l8 de junio de 1.837 afirmaba, s^ 
guiendo la tradiciôn, que Isabel II era "Reina de las Espaças”,
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pero la denominaciôn resultaba engaflosa, por que el articule 4 rea 
firmaba la unidad de Côdigos y de Pueros para toda la monarqula, 
y el articule 6 y el Tltulo XII mantenlan la uniformidad en la - 
prestaciôn del servicio militar. La Constituciôn isabelina de 23 
de mayo de 1.845, que se presentô como una simple reforma de la - 
anterior, reproducla Integramente los citados articules 4 y 6. 
Tambiên la Constituciôn no promulgada de 1.856 sancionaba la sobe 
ranla de la Naciôn espaHola (art. l), la unidad de Côdigos (art. 
5), el servicio militar obligatorio (art. 7) y mantenla la repre- 
sentaciôn de los diputados provinciales en el Senado (Tltulo III). 
No obstante, todavla segula usândose, por tradiciôn, la expresiôn 
Reine o trono de "las Espaflas" (art. 56 y 57). Pero en los très - 
textes de la monarqula isabelina, la tendencia hacia la uniformi­
dad iniciada en Câdiz se mantiene (15).
Significativamente, la Constituciôn de la Monarqula - 
espaRola de 5 de junio de 1.869, ya no utiliza la expresiôn "las 
EspaHas", abandonando la vieja tradiciôn, sino ûnicamente los tér 
raines Espana o Naciôn espaHola, como sinônimos, tal y como es, - 
desde entonces, la prâctica de nuestrès textes constitucionales.
En el articule 32 se proclama la soberanla de la Naciôn y en la - 
secciôn segunda del Tltulo III se continûa configurando al Senado 
como câmara de representaciôn provincial. La referenda a la uni­
dad de Côdigos de la Monarqula se recoge en el articule 91, pârra 
fo tercero. Curiosamente, en el texte constitucional se emplea - 
frecuentemente el têrmino "poderes pûblicos", tan utilizado des—  
pués por la Constituciôn EspaHola de 1.978 (l6).
El advenimiento de la I Repûblica, y en particular, - 
el Proyecto de Constituciôn federal de 1.873, supuso una ruptura 
de esta monocorde (sin oscilaciôn pendular alguna) tendencia a la 
uniformidad iniciada en Bayona. Pero la tentativa federal es cor-
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ta y la Constituciôn de la Monarqula espanola de 1.876 significa 
la vuelta a la llnea nuclear de nuestro constitucionalismo: la - 
forma territorial de Estado unitaria y centralizada, la ausencia 
de regiones legislativas y un poder municipal, bien es cierto - 
que homogéneo y organizado (muy superior al del Antiguo Régimen), 
pero privado de una autonanla cuantitativamente importante y so­
me tido a constantes y vejatorias "tutelas".
Con la Restauraciôn monârquica, Alfonso XII se defi­
ne Rey constitucional de "Espafia" por la gracia de Dios, abando­
nando de nuevo (ccano ya habla ocurrido en 1 .869) la vieja e his- 
tôrica calificaciôn de "trono de las EspaHas". La Constituciôn - 
retoma el modelo clâsico de divisiôn en provincias y municipios 
que va a perdurar hasts que con el advenimiento de la II Repûbli 
ca se replantée la articulaciôn estatal (l7). Pero el estudio - 
del Estado integral serâ objeto de un eplgrafe propio.
La disoluciôn de la legalidad constitucional republ^ 
cana por la victoria del General Franco supuso una vuelta de fac­
to al Estado unitario centralizado (l8). Durante la Dictadura se 
sucedieron diversas "Leyes Fundamentales", que recoglan una con­
cepciôn del Estado y de la Naciôn uniforme y estâtica, en gran - 
parte consecuencia lôgica del procèso reiniciado con la Restaura 
ciôn (19). Asl, las Leyes Fundamentales entendlan la unidad na—  
cional como algo logrado en un pasado glorioso que convenla rea- 
firmar y que se tendla a mitificar: EspaHa "unidad de destino en 
lo universal", (preâmbulo del Fuero del Trabajo de 9 de Marzo de 
1.938, pârrafo 3; principio I de la Ley de Principios del Movi—  
miento Nacional de 17 de Marzo de 1 .958). Ccano esta unidad se - 
consideraba ya alcanzada, era fundamentalmente pétrea o cerrada 
a la reforma y estâtica (en cuanto desconocla los mecanismos de 
integraciôn permanente de ciudadanos y entidades territoriales):
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"la unidad entre los hcmbres y las tierras de Espana es intangi­
ble" (principio IV de la Ley de Principios del Movimiento Nacio­
nal ).
Los elementos conexionadores de este concepto de Na­
ciôn eran:
- Ese pasado histôrico comtin, que se consideraba glo 
rioso y tendla por tanto a mitificarse (exaltaciôn do la "Recon­
quis ta", de los Reyes Catôlicos, de la "Cruzada", de la Guerra - 
de la Independencia, intencionado olvido del siglo XIX, siglo - 
del liberalismo, etc.).
- Una consideraciôn organicista y corporativista de 
la sociedad de origen ranântico: "las entidades naturales de la 
vida social: familia, munieipio y sindicato son estructuras bâs^ 
cas de la comunidad nacional" (principio VI de la Ley de Princi­
pios del Movimiento Nacional). Pero pese a esa concepciôn "natu­
ral" del munieipio, paradôj icamente sus facultades se vieron "tu 
teladas" ccmo si de un menor se tratase y empequenecidas.
- Una visiôn del hombre, también romântica y trascen 
dente, de origen joseantoniano: "La comunidad nacional se funda 
en el Membre como portador de los valores eternos" (principio V ).
- La asignaciôn a esa ccanunidad nacional de unos de- 
terminados "valores", cuales son: "los postulados de autoridad, 
libertad y servicio" (principio VII).
- Una concepciôn confesional de la comunidad nacio—  
nal. La vieja idea del Imperio de fundar la unidad nacional en - 
torno a la religiôn catôlica: "la Naciôn espanola considéra como 
timbre de honor el acatamiento a la ley de Dios, segûn la doctr^ 
na de la Santa Iglesia Catôlica, Apostôlica y Romana, ûnica y - 
verdadera fe inseparable de la conciencia nacional, que inspira
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su legislaciôn" (Principio II). El "sentimiento nacional" se iden 
tificaba, pues, peligrosamente (por su carâcter excluyente), con 
la profesiôn de una determinada fe religiosa, la catôlica.
El Estado obtenido no era sino la personificaciôn de 
la Naciôn, asl configurada: "El Estado espaHol, constituido en - 
Reino, es la suprema institüciôn de la comunidad nacional" (art.1 
de la Ley Orgânica del Estado de 1 de Enero de 1.967). Y el Jefe 
del Estado constitula el représentante supremo de la Naciôn y la 
personificaci'on de la soberanla nacional (art. 6 de la Ley Orgâ­
nica del Estado; art. 1 del Deereto 138/1.936 de 29 de septiembre; 
art. 17 de la Ley de 30 de enero de 1.938; Ley de 8 de agosto de 
1.939). for tanto, el Jefe del Estado constituirâ una especie de 
Constituciôn sustancial o poder preconstitucional por encima de - 
la Constituciôn semântica que formaban las Leyes Fundamentales.
Mâs adelante, en el capitule II Parte II de la Tesis,
veremos el giro copernicano que supone el concepto de Naciôn ---
que adopta la Constituciôn espaHola de 1.978, frente al con­
cepto estâtico, transcendente y ranântico de Naciôn de las Leyes 
Fundamentales y frente al concepto uniforme mantenido por la 11—  
nea medular de la Historia del Constitucionalismo espaHol.
1 .1 .- Especial consideraciôn de dos excepciones;
1.1.1.- El proyecto dé Constituciôn federal 
de 1.873, condicionamiento fâctico - 
de la labor de los constituyentes de 
1.978; la importancia del "mito fede­
ral".
No es êste el lugar donde deba hacerse una historia -
del federalismo espaHol, tema sobre el que existen interesantes -
trabajos escritos (20). Pero creo que conviene destacar, para per
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mitir seguir el hilo conductor de la tesis, algunos factores sobre 
los orlgenes del federalismo espanol. Ccmo ha demostrado Gumersin- 
do Trujillo, la apariciôn del federalismo espanol no puede conti—  
nuar explicândose, como se ha venido haciendo, de una manera meca- 
nicista, atribuyendo su génesis a la simple traducei6n del "Princi 
pio Federative" de Proudhon por Francesc Pi y Margall (2i). El or^ 
gen del federalismo espaHol es anterior a Pi y Margall y su anâli- 
sis mueho mâs complejo que las conclusiones que puedan extraerse - 
del estudio de una obra teôrica. Sintetizando, puede decirse con - 
Trujillo que la apariciôn y divulgaciôn como ideologla del federa­
lismo en EspaHa se debe a una serie de concausas histôricas;
- La oposiciôn del progrèsismo espaHol (embriôn de lo 
que luego serâ el partido demôcrata) al liberalismo doctrinario y 
la consiguiente necesidad, por tanto, de acercarse a las masas pro 
letarias; el federalismo posibilitaria un bloque de clases en tor­
no a esas ideologlas (22).
- El rechazo del socialismo utôpico de influencia fran 
cesa (Abreu, sixto Câmara y, sobre todo, F.Garrido) hacia el Esta­
do y consecuentemente hacia el poder centralizador (23).
- La influencia krausista a travês de Giner de los - - 
Rios que inspirô el curso de Derecho Natural de Ahrens y su intere 
sante concepto de soberanla, asl como sugiriô a Saimerôn y Revilla 
el llamado "federalismo descentralizador" o federalismo de abajo- 
arriba que inspirô un proyecto de Constituciôn federal en 1.872 - 
(24).
- La experiencia de movimientos revolucionarios surg^ 
dos espontâneamente de la sociedad, como alternativos frente al - 
derrumbamiento del Estado producido en la Guerra de la Independen 
cia, cuales son las Juntas provinciales y su articulaciôn federa- 
tiva en torno a la Junta Central. Se ha hablado, no en balde, del 
"eterno retorno" a las Juntas de la Historia de Espana (25).
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- El acercamiento de la burguesla nacionalista a la - 
ideologla federalis ta de la que recibe un fuerte influjo. Esta mu 
tua interrelaciôn es Clara en Valentl Almirall, por ejemplo, pero 
Trujillo sostiene que incluso el catalanismo de Prat de la Riba - 
es el fruto de una fusiôn del tradicionalismo carlista (fuertemen 
te arraigado en algunas zonas de CataluHa) rural y el, federalismo 
de Almirall (26). De cualquier modo, la mutua impiicaciôn entre - 
federalismo y nacionalismo (al menos en el caso catalân) es impor 
tante.
- La influencia (probablemente muy pequeHa) de aigu—  
nos intelectuales de formaciôn filosôfica alemana, pero influidos 
a su vez, por el socialismo utôpico francês: Baralt, Fernândez - 
Cuesta...
- La labor de una serie de periôdicos que desde i.840 
realizaban propaganda federalista: el Huracân, el Regenerador, el 
Peninsular, el Republicano, el Pueblo, etc.
- En este ambiente abonado, las obras de Fernando Ga- 
rrido y Pi y Margall tendrân una importante resonancia. Hasta el 
punto que puede sostenerse que el federalismo, como ideologla an- 
ticapitalista y anticentralista, es el modelo de Estado que duran 
te gran parte del siglo XIX (al menos hasta la Restauraciôn y la 
fundaciôn del Partido Socialista) adopta el progrèsismo espaHol). 
Bien es cierto que en torno al‘mito federal se agrupan posiciones 
muy diversas: aquellos que mantenlan la necesidad de un mlnimo de 
poder estatal y aquellos que pensaban que diluido todo el poder - 
séria mâs fâcil la émaneipaciôn de las clases proletaries; Josep 
Termes ha explicado como la desvinculaciôn del poder estatal que 
el federalismo suponla peira los ciudadanos y los grupos interme—  
dios, preparô el camino del anarquismo (27). Ciertamente, el mito 
federal posibilitô un bloque de clases en el que se inclulan la -
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burguesla progresista y el proietariado incipiente. Esta permanen 
te divisiôn del movimiento federalista tuvo oportunidad de hacer­
se évidente con el advenimiento de la I Repûblica y con la discu- 
siôn del Proyecto de Constituciôn federal. El movimiento cantona- 
lista y la crisis de la propia Repûblica no hicieron sino poner - 
de manifiesto que la Repûblica federal era para algunos de sus se 
guidores, demasiado moderada y para otros demasiado révolueiona—  
ria. La divisiôn ihterna entre el propio grupo federalista era un 
hecho.
A lo largo del siglo XIX se reproduce el enfrentamien 
to que hemos visto existe en toda la Historia de la configuraciôn 
estatal espanola, una permanente pugna entre dos concepciones de 
la organizaciôn estatal: una uniformista y centralizadora y otra 
mâs pluralistâ y descentralizadora. Si bien la cuestiôn se compl^ 
Ca con las implicaciones (distintas en cada momento histôrico) li 
beralismo-absolutismo. Se puede, no obstante, aventurar que èn - 
gran parte de Espaha (especialmente en la § orona de Aragôn) el fe 
deralismo va a ser la ideologla que adopte el pluralisme espanol 
de gran parte del siglo XIX y el sustituto del antiguo pactismo.
El primer borrador de Constituciôn federal conocido - 
se debe a Ramôn Xauradô. Xauradô fue a la par uno de los primeros 
teôricos republicanos espanoles y un constante conspirador. Su in 
fluencia fue importante en la adopciôn por los demôcratas catala­
nes del federalismo después de los sucesos ocurridos en 1.856. -
Jutglar le considéra como uno de los miembros de la generaciôn - 
que debla constituir las bases de la democracia republicana en Es_ 
paHa (28). En uno de sus exilios en Francia, tras haber participa 
do en un levantamiento en Barcelona el 4 de mayo de 1 .837, Xaura­
dô escribe un panfleto titulado "Bases de una Constituciôn politi- 
ca o principios fundamentales del sistema republicano", donde pro
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paga la fôrmula federal, pero el eco de la obra fue escaso.
Un "proyecto" posterior es el que aluden Marx y Engels 
en "Revoluciôn en EspaHa" llamado "Constituciôn de la Repûblica Fe­
deral Ibérica", de 1.854, pero que también va a tener escasa reper 
cusiôn (29).
Ya dentro de la I Repûblica se encuentran dos proyec—  
tos de Constituciôn federal, anteriores al mâs conocido de Pi y - 
Margall. El primero lleva por tltulo "Proyecto de Constituciôn de­
mocratic a federal de la Repûblica espaHola" y fue presentado por - 
una minorla de diputados en las Cortes. El segundo, de mayor rele- 
vancia e incidencia ("Proyecto de Constituciôn federal") se debe a 
los diputados federales Salmerôn y Chao y fue presentado en i.872 
ante la tercera asamblea federal. El Proyecto constaba de 63 bases 
divididas en cinco titulos. En el texto se dencaninaban a las regio 
nés "cantones ", lo que quizâs explique la posterior divulgaciôn - 
del término con los fentfanenos ocurridos en 1 .873. El Proyecto fue 
duramente criticado por Pi y Margall por considerarlo centralista 
y suele ponerse como ejemplo de federalismo de "arriba abajo" (al 
que se oponlan la mayorla de las bases federales) merced a la im—  
portante supremacîa de la federaciôn.
Tras las elecciones de mayo de 1.873 se proclama el i 
de junio en las Cortes Générales de la Repûblica federal. Pi y Margal 
va a ser ademâs de su principal teôrico su impulser y primer Prési­
dente, después de la Repûblica unitaria de Figueras. El 20 de junio 
se nanbra una Comisiôn presidida por Castelar que redactô un proyec 
to de Constituciôn federal. El proyecto fue presentado al Pleno de 
las Cortes constituyentes el 17 de julio y ccmenzô a ser discutido 
el 11 de agosto, pero parece ser que con muy escasa asistencia y - 
participaciôn de los diputados y, como es sabido, nunca llegô a pro 
mulgarse (30). Las causas del desinterés por el debate del Proyec-
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to (pese a la premura que Pi y Margall pidi6 a los diputados para 
su aprobaciôn) estaban en la muy conflictiva situaciôn polltica - 
interna; un cierto aislamiento internacional, las guerras carlis­
tas que mantenlan ocupado al Ejército y le impedlan su dedicaciôn 
a mantener el ôrden interno y, en general, la desorganizaciôn (e 
incluse deserciones) reinante en el propio Ejército (31). Pero - 
fundamentalmente el temor principal era el creado por la insurrec 
ciôn cantonalista: Valencia, Murcia, Cartagena, Côrdoba, Jerez, - 
Sevilla, Câdiz, Granada y Alcoy, proclamaron durante los meses de 
junio y julio su soberanla, sin esperar a la aprobaciôn del pro—  
yecto federal. Pi y Margall se resistla a actuar violentamente - 
por temor a sembrar el enfrentamiento entre los propios federales, 
conocedor de la fragilidad de la nueva Repûblica (y acaso por no 
concéder demasiada importancia a los hechos de los primeros momen 
tos) lo que hizo que fuera tachado por algunos de colaborador con 
los insurrectos, pero los historiadores no parecen defender esta 
hipôtesis de la colaboraciôn (32). No obstante, el propio Pi y - 
Margall ordena la intervenciôn militar en Murcia. Finalmente el - 
18 de julio. Pi y Margall se ve obligado a dimitir, en medio de - 
todo un clima contrario, y es sustituido por Salmerôn, quien in—  
tentarâ poner ôrden movilizando a los reservistas. Sin embargo, - 
convencidos los exaltados de que con la calda de Pi se acababan - 
las posibilidades legeiles de instaurar la federaciôn, la insurrec 
ciôn '.e extendiô todavla mâs. La dimisiôn de Salmerôn darâ lugar 
al gobierno conservador de Castelar (que paradôjicamente habla s^ 
do el Présidente de la Comisiôn redactora del proyecto federal) y 
luego, tras un enfrentamiento parlamentario, al golpe de Estado - 
del General Pavla y el pronunciamiento del General Martinez Cam—  
pos. En ese breve espacio de tiempo habla caldo primero la Repû—  
blica federal y luego la propia Repûblica. Jutglar no duda de que 
la actitud de Castelar fue el eslabôn previo y necesario de los -
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acontecimientos siguientes (33).
Con posterioridad a 1.873 el Partido Federal elaborô 
otro Proyecto Constitucional en 1.883, evidentemente ya sin posi 
bilidades de eficacia, que fue recogido en el Programa del Part^ 
do de 1 .894.
Esta disgrec, siôn histôrica, de Indoie descriptiva,- 
tiene por motivo justificar lo que voy a llamar la importancia - 
del "mito federalista" en nuestro pals (34). Mito que creo que - 
perdura hasta nuestros dlas. Merced a los sucesos de junio y ju­
lio de 1.873 (sobre los que ya he apuntado que caben distintas - 
interpretaciones, aunque no entre en la cuestiôn) el federalismo 
se asocia entre nosotros, como ideologla, con la insurrecciôn - 
cantonalista y los levantamientos armados. Hasta muy recientemen 
te (se podrla decir que hasta después de la discusiôn del texto 
constitucional vigente) tanto la clase polltica, cano el Ejérci­
to y otros numérosos sectores de la sociedad espaHola (incluso - 
la inmensa mayorla de la doctrina jurldica tradicional) han veni 
do identificando el federalismo con una ideologla "révolueiona—  
ria" y "secesionista", desconociendo o incluso despreciando la - 
altura de las construcciones técnico-jurldicas federales alcanza 
das en gran parte del mundo (MacMahon sostiene que un tercio de 
los habitantes del mundo viven bajo constituciones que se procla 
man federales (35), y lo que es mâs grave, las virtualidades de 
la moderna ideologla federalista (alejadas de las veleidades - - 
anarquistas o antiestatalistas que pudo tener en algûn momento - 
(36) para integrar dentro de un mismo Estado distintas nacionali' 
dades internas. Nacionalidades que casualmente parece ser fueron 
la causa inmediata de la adopciôn de la decisiôn autonômica por 
los constituyentes, como he tratado de explicar al estudiar las 
finalidades de la institüciôn autônomica (37).
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No es extraHo, por tanto, que la influencia jurldica, 
como veremos, del Proyecto de Constituciôn federal de 1.873 en el 
texto constitucional de 1.978 sea prâcticamente inexistente. Sin 
embargo, una lectura detallada de los Diarios de Sesiones y de la 
prensa diaria del periodo constituyente revela que, pese a que se 
utilizaron técnicas federales en el Tltulo VIII (a menudo no ha—  
bia otros modelos en donde guiarse), el término y la ideologla fe 
deral prefirieron orillarse, para evitar susceptibilidades polity 
cas. La persistencia de ese mito federal en determinadas institu- 
c'iones de la sociedad espaHola impedla la adopciôn expresa de fôr 
mulas federales porque, como afirmaran los diputados en las cons­
tituyentes de 1.931 y también en las de 1.977, se corrla el ries- 
go no sôlo de no conseguir el Estado federal, sino ademâs de no - 
lograr la autonomla o perder la propia democracia. Conviene recor 
dcir la reticencia con que el fenômeno descentrali zador fue recog^ 
do por un gran sector de los ciudadanos y del aparato estatal: -
ejército, funcionariado, etc.
En este sentido, podemos decir que el proyecto fede—  
ral de 1.873 actuô como limite heterônomo (en cuanto impuesto ex- 
ternamente a la Asamblea) y negative (en cuanto negador de una o£ 
ciôn polltica) o condicionamiento fâctico de la labor de la Asam­
blea constituyente de 1.977, ya que se entendla que el federalis­
mo era el limite infranqueable que, expresamente y en un solo mo­
mento, no se podla alcanzar sin romper el consenso constitucional. 
Ouizâs por éso los partidos de la izquierda (PSOE y PCE) que po—  
selan en sus respectivos programas fôrmulas federales, no llega—  
ron a plantear abiertamente la opciôn, en el debate sobre la for­
ma territorial del Estado, si bien en numérosas declaraciones, a^ 
gunos de sus llderes dieran a entender que el Es tado autonômico - 
era una soluciôn transitoria, transaccional, que podla permitir - 
en su caso alcanzar un Estado federal (38).
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1 . 1 . 1 . 1 Anâlisis sistemâtico del Proyec­
to de Constituciôn federal de - 
1.873 en materia de autonomla te­
rritorial .
El estudio del texto desde el punto de vista de la - 
forma territorial del Estado, révéla los siguientes elementos - 
principales:
a) Reconocimiento de la Naciôn espaHola (pârrafo 19 
del preâmbulo, eplgrafe fel tltulo I, artlculo 1,39...). Pi y - 
Margall distingula en su ideario entre el reconocimiento de la - 
variedad de pueblos que integraban la federaciôn y el hecho de - 
la unidad del mereado nacional como elemento cohexionador. Por - 
éso afirma en "las Nacionalidades" que la Federaciôn no es "en - 
ningûn modo contraria a la unidad, antes la busea por donde cabe 
mâs sôlidamente fundarla, por la libre y espontânea voluntad de 
los pueblos". La Plasmaciôn jurldica de este ideario estâ en la 
identificaciôn entre Estado federal y Naciôn espaHola que el ar­
tlculo 43, pârrafo 39 realiza los organismos politicos de la Re­
pûblica son: "el Municipio, el Estado regional y el Estado fede­
ral o Naciôn"; la misma identificaciôn se hace en el artlculo 36; 
"queda prohibido a la Naciôn o al Estado federal...". El concep­
to de Naciôn de Pi y Margall se basa, por tanto, en un elemento 
voluntarista, la voluntad de vivir juntos, y en otro econômico,- 
la realidad del mercado nacional.
b) Composiciôn de la Naciôn espaHola por una serie - 
de Estados (art. l), que se enumeran en una lista donde amén de 
algunas curiosas divisiones (Andalucla Alta/Andalucla Baja) des- 
taca la incorporaciôn del Reino de Leôn y de Cantabria a Casti—  
lia la Vieja y la separaciôn entre Navarra y las "Regiones Vas—  
congadas"; Cuba se incluye entre los Estados, mientras las islas
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Fillpinas Fernando Poo, Annobôn, Corisco y los establecimientos - 
de Africa, componen territories que ”a medida de sus progrèsos se 
elevarân a Estados por los poderes pûblicos" (art. 2) (39).
La explicaciôn de esta divisiôn en Estados nos la - - 
ofrece el propio Pi y Margall: "quiero la reconstrucciôn de las - 
antiguas provincias. Las modernas son en su mayor parte divisio—  
nés arbitrarias hijas, cuando mâs, de conveniencias administrati- 
vas, sin realidad alguna en la Historia". Parece ser, pues, que - 
bajo el pomposo nombre de "Estados" subyace, de nuevo, una reivin 
dieaciôn histôrica: la recuperaciôn de los viejos Reinos.
c ) Definiciôn de la forma de Gobierno de la Naciôn es­
paHola como Repûblica federal, ccmo textualmente afirma el articu­
le 39 que encabeza el Tltulo III, "De los poderes pûblicos". Por 
forma de Gobierno se estâ queriendo designar no solo la forma re­
publicana de elecciôn de la Jefatura del Estado, sino tambiên y - 
muy especialmente la nueva forma territorial del Estado. Repûbli­
ca federal que se describe en el artlculo siguiente, segûn frase 
célébré: "en la organizaciôn polltica de la Naciôn espaHola todo 
lo individual es de la pura competencia del individuo, todo lo -—  
regional es del Estado y todo lo nacional, de la Federaciôn" - -
(clâusula "abstracta" de reparte de competencias que se articula 
en el Tltulo V -"De las facultades correspondientes a los poderes 
pûblicos de la Federaciôn"- y en el Tltulo XIII -"De los Estados"-
Este artlculo 40 refleja las ideas de Pi y Margall so 
bre la soberanla del individuo y la necesidad del contrato o pac- 
to entre individuos soberanos considerando, por tanto, la Consti­
tuciôn como pacto de garantla de la democracia. Como esquema mâs 
prôximo al tipo ideal contractual, las référéneias a la Rejiôn y 
a la Naciôn parten de una concepciôn organicista del Estado (qui­
zâs de origen krausista), donde al negar la soberanla estatal se
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afirma, consecuentemente, su inherencia a todos los clrculos de - 
la vida social: individuo, pueblo, Naciôn, Estado. Hay en Pi y - 
Margall una idea Clara del pluralisme infraestatal y de la necesi^ 
dad de los grupos intermedios entre el individuo y el Estado.
d) Soberanla compartida: consecuentemente con lo arri 
ba expuesto, la soberanla polltica se predica de todos y cada uno 
de los ciudadanos y se asigna su representaciôn (soberanla jurldi 
ca) conjuntamente a municipio, Estado regional y Estado federal o 
Naciôn: "la soberanla reside en todos los ciudadanos y se ejerce 
en representaciôn suya por los organismos politicos de la Repûbl^ 
ca conctituida por medio del sufragio universal" (art. 42). segûn 
la teorla garantista clâsica de los derechos fundamentales como - 
limite del individuo frente a la intromisiôn estatal, se estipulan 
como limite de la soberanla de cada organisme, los derechos de la 
personalidad humana (art. 43, pârrafo 2). En este esquema simple, 
los derechos del individuo actûan como limites a los derechos del 
municipio a su vez, los del municipio de los Estados y, finalmen­
te, los derechos de los Estados, de los de la federaciôn. Es una 
especie de soberanla compartida y en cascada (de abajo arriba), - 
que probablemente hubiera resultado de una muy diflcil articula—  
ciôn jurldica.
Esta separaciôn de poderes vertical y territorial, se 
compléta con la separaciôn de poderes horizontal que se realiza en 
los artlculos 45 a 49 (Tltulo IV).
e) Sistema de reparto de competencias: la distribu---
ciôn de competencias entre la federaciôn y los Estados se realiza 
mediante un modelo sencillo: en el artlculo 4,a,’ bis (primero y - 
ûnico del tltulo V: "de las Facultades correspondientes a los po­
deres pûblicos de la federaciôn") se listan las competencias de - 
la federaciôn en una enumeraciôn extensa (23 apartados), pero en
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absoluto exahustiva. No obstante, al margen de esta lista, exis­
ten algunos otros preceptos menores que en un sentido amplio pue 
den entenderse atributivos de competencia (art. 66, justicia po­
lltica; art. 72, respecto del ejecutivo, etc.). Se entiende, por 
tanto, que por ser un sistema de lista ûnica, todos los poderes 
no atribuidos a la federaciôn son competencia de los Estados, tal 
y como se prevé en la clâusula residual del art. 96. Al margen - 
de este diseHo nuclear (lista ûnica mâs clâusula residual) 3n - 
los artlculos 96 y siguientes, se encuentran algunos preceptos - 
"extravagantes" en cuanto al margen de este disefto) que atribuyen 
también algunas competencias expresamente a los Estados (arts. 96, 
97, 98, 100, 101), pero que en su mayorla ya se encontraban reco- 
gidas en la clâusula residual al no venir listadas en el artlculo 
49 bis, ni enunciadas expresamente en favor de la federaciôn.
Para interpretar el sistema de distribuciôn de compe­
tencias y dirimir los litigios entre los Estados se entiende com­
pétente el Tribunal Supremo de la federaciôn (art. 78), si bien - 
no se explicitan las vlas. Dado su carâcter de ôrgano impeircial - 
entre la federaciôn y los Estados, estos ûltimos participan en la 
elecciôn delcitado Tribunal designando cada uno de ellos, très ma 
gistrados (art. 73). Curiosamente, se atribuye al Tribunal Supre­
mo federal una confusa competencia en materia de declaraciôn de - 
inconstitucionalidad de las leyes, pues de un lado se reconoce - 
que el Tribunal puede "suspender los efectos de una ley", lo que 
no es lo mismo que declararla inconstitucional, es decir, nula - 
(art. 77) y de otro, se admite que promulgada una ley, tras un - 
conflicto en su elaboraciôn entre Congreso y Senado, pueda el Tr^ 
bunal declarer su inconstitucionalidad (art. 70), pero los efec—  
tos de la sentencia ni en uno ni en otro supuesto se precisan.
f) Creaciôn de un llamado "poder de relaciôn" o "Pre-
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sidencia de la Repûblica" como mecanismo de coordinaciôn entre - 
los poderes de la Naciôn y entre los Estados y la federaciôn (Tl­
tulo XI: "Del poder de relaciôn, o sea presidencial)• Estâmes,- - 
pues, ante un ejecutivo bicéfalo o dual : de un lado, un Présiden­
te de la Repûblica que "persorîifica el poder supremo y la suprema 
dignidad de la naciôn" (art. 82, il) y es elegido mediante un sis 
tema de sufragio indirecte de segundo grade a través de compromi- 
sarios nombrados en cada Estado, y de otro, un Présidente del Con 
seje de Ministres nombrado por el Présidente de la Repûblica (art. 
71). Conforme al artlculo 45 parecen atribuirse a la Pre^idencia 
de la Repûblica êl "poder de relaciôn" entre los poderes legisla­
tives, ejecutivo y judicial, por lo que hay que entender (aunque 
no se desprenda del listado de facultades de la presidencia que - 
en el artlculo 82 se enumeran) un poder de moderaciôn y soluciôn 
de conflictos por la via de la influencia polltica. Conforme al - 
artlculo 82,10 se asigna a la Presidencia "cuidar de que sean ga­
rant izadas las Constituciones particulares de los Estados", compe 
tencia que se compagina diflcilmente con esas competencias de ju- 
risdicciôn constitucional que confusamente se atribuyen al Tribu­
nal Supremo.
g) Bicameralismo (art. 50): El Congreso es una Câmara 
de representaciôn proporcional y los senadores son elegidos por - 
las Cortes de los respectivos Estados, que envlan cuatro por cada 
Estado, "sea cualquiera su importancia y el nûmero de sus habitan 
tes" (art. 52). Estâmes, pues, ante una segunda Câmara de verdade 
ra representaciôn territorial con igual representaciôn de los Es­
tados, siguiendo el primitive modelo norteamericano. No obstante, 
nos encontramos ante un bicameralismo imperfeeto, pues Congreso y 
Senado no se encuentran en situaciôn de paridad, sino de absoluto 
desequilibrio. Asl la Câmara al ta carece de iniciativa legislati-
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va y aunque se la califica como Câmara colegisladora (art. 56) no 
se especifica el procedimiento de elaboraciôn de las leyes. Mâs - 
bien parece ser una Câmara encargada de una especie de control - 
previo de constitucionalidad de las leyes que lesionen "algûn de­
recho de la personalidad humana o los poderes de los orga.iismos - 
politicos o las facultades de la Federaciôn o el C'odigo fundamen 
tal" en general (art. 70); caso de que asl lo entendiera, el Sena 
do puede interponer un veto a la ley del Congreso, se nombra en—  
tonces una comisiôn mixta que puede modificar el texto y someter- 
lo de nuevo' al Congreso; si êste, sin embargo, persiste en el tex 
to primitivo, el Senado puede suspender la promulgaciôn de la ley 
por un aho, transcurrido êste y presentado de nuevo el proyecto - 
por el Congreso, cabe otra segunda suspensiôn por el Senado y si 
el conflicto se reproduce al tercer aho, finalmente la ley debe - 
prcmulgarse por la Presidencia de la Repûblica. Parece ser, por - 
tanto, que estamos ante un veto temporal y suspensivo del Senado.
g) Reconocimiento de la autonomla constitucional de - 
los Estados: (art. 93). Son limites de esta autonomla constitucional 
la propia existencia de la Naciôn (art. 93), el respeto a la Cons 
titueiôn de la federaciôn (art.93 y 99) y a los derechos indivi—
duales y la forma democrâtica republicana (art. 99),y la imposi--
ciôn de una separaciôn de poderes tripartita (art. 101 in fine). 
Aprobada la Constituciôn por las Cortes régionales deben someter­
se al control "juicio y sanciôn" de las Cortes federales (art. - 
102).
Esta autonomla constitucional formai incluye como con 
tenidos materiales: la autonomla financiera (arts. 92 y 97), pol^ 
tica (art. 92) y la legislativa (art. 94). Se conceden competen—  
cias a los Estados en materia de ôrden pûblico interior (art.101) 
y fundaciôn de Universidades (airt. 98).
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h)'Prohibiciôn de la federaciôn entre Estados: se - 
prohibe la agregaciôn de dos o mâs Estados para formar otro nuevo 
sin el consentimiento de las Cortes de los Estados interesados y 
la "sanciôn" de las Cortes federales (art. 105). Es este un pre—  
cepto antecedente directe del artlculo 13 de la Constituciôn espa 
Kola de 1.931 y del artlculo 145,1 de la Constituciôn de 1.978. Y 
probablemente por razones anâlogas: evitar agregaciones volunta—  
rias de los antiguos Reinos de la Corona de Aragôn.
i) Poder de intervenciôn federal : Ccano es habituai en 
la estructura del Estado federal, la federaciôn se réserva la po­
si bil idad del "restablecimiento de la ley por medio de la fuerza 
cuando un motln o una sublevaciôn comprometan los intereses y de­
rechos générales de la Sociedad en cualquier punto de la fédéra—  
ciôn" (art. 49,bis,23). Estamos ante el tlpico control orgânico, 
recurso supremo de todos los sistemas de contrôles federales. Pa- 
ralelamente, se considéra a la federaciôn como garante de "la paz 
general de los Estados", para lo cual puede "distribuir la fuerza 
nacional a su arbitrio sin necesidad de pedir consentimiento aigu 
no a los Estados", (art. 101, pârrafo 29). Y en general, se atri­
buye a la federaciôn toda la competencia de defensa frente a agre 
si ones exteriores o inter iores (art. 49, bis, n9 5 y 6; y fl9 22 y - 
23).
j) El poder judicial adquiere unos perfiles borrosos; 
pues se impone a los Estados la existencia de una separaciôn tri­
partita de poderes en el legislative, ejecutivo y judicial (art. 
101 in fine); pero asl como se régula el nombramiento de sus go—
biernos respectivos por los Estados y la elecciôn de sus asam---
bleas legislativas por sufragio universal (art. 94), nada se dice 
respecto del nombramiento u organizaciôn del poder judicial de - 
los Estados. Es mâs, en el Tltulo X, en el que se régula el Poder
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Judicial federal, para nada se alude a los poderes judiciales de 
los Estados y si en cambio, a las Audiencias territoriales, asic[ 
nândose ademâs la résolueiôn de los conflictos entre los poderes 
del Estado al Tribunal Supremo federal, razones todas ellas que 
parecen defender la consideraciôn de un poder judicial unitario. 
La falta de desarrollo legislative del proyecto y de de doctrina, 
impide poder adoptar conclusiones mâs explicitas.
Como conclusiôn de este anâlisis sistemâtico del Pro 
yecto de Constituciôn federal, podemos extraer que se trata de - 
un "3Xto têcnicamente muy simple (no podla ser de otra forma da­
da la fecha) y con algunas importantes imprecisiones jurldicas: 
carâcter borroso de la organizaciôn del poder judicial ; defectuo 
sa regulaciôn de las competencias del Tribunal Supremo en mate—  
ria de jurisdicciôn constitucional; ausencia de una canpetencia 
especifica ratione materia del senado en el procedimiento de ela 
boraciôn de las leyes; imprécisiôn de la têcnica de reforma cons 
titucional, lo que es preocupante y peligroso en una Constitue—  
ciôn federal ; carencia de un sistema especifico de contrôles de 
la actividad de los llamados Estados régionales, etc. Pero creo 
que no es conveniente cargeur las tintas ne gras, pues no es histô 
ricamenté objetivo analizar un texto de 1.873 de acuerdo con la 
dogmâtica jurldica de 1.983, un centenar de aHos mâs tarde.
De cualquier modo, no encuentro précepte alguno que 
parezca haber influido en el texto del Tltulo VIII de la Consti­
tuciôn espaHola de 1.978, ni conozco referencias del Diario de - 
Sesiones de 1.977 que asl lo avalen. Lejanamente podrla argumen- 
tarse que acaso la prohibiciôn de agregaciôn o federaciôn de Es­
tados que el artlculo 105 establece, influyera en la prohibiciôn 
de federaciôn de regiones autônomas que el artlculo 13 de la Cons 
tituciôn de 1,931 preceptûa y en su anâlogo 145 de la vigente - 
Constituciôn.
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La influencia del Proyecto de 1.873 en la Constitu--
ciôn de 1.878 se realizô a mi entender, no por vîa del contenido 
normative del proyecto, sino por la circunstancia polltica concre 
ta que supuso la insurrecciôn cantonalista, creando un verdadero 
"mito federalista" que impidiô, entre otras razones (como por - - 
ejemplo la negativa a la generalizaciôn), tanto en 1.931 como en
1.977 la posibilidad de la adopciôn de fôrmulas federales sin - - 
arriesgarse a la ruptura del consenso constitucional. Lo que he - 
llamado un condicionamiento fâctico o limite heterônomo negativo 
a la labor de los constituyentes.
1.1.2.- El llamado Estado integral de la II Repûblica;
su doble e importantlsima influencia en el Es­
tado autonômico.
1 .1 .2.1 .- El carâcter condicionante de la 
cuestiôn catalana.
La bibliografla que se ocupa de la Constituciôn espa­
nola de 1.931 (a diferencia de lo que hemos visto ocurre con Cons 
tituciones anteriores) es numëricamente muy importante (40). Sin 
embargo, a mi entender, dos elementos han sido insuficientemente 
destacados por la doctrina; a) la especial incidencia del caso ca 
talân en la fôrmula adoptada en 1.931, incidencia que se produce 
en el campo fundamental del debate sobre la generalizaciôn o no - 
del fenômeno autonômico a otras regiones y sobre la homogeneiza—  
ciôn del contenido competeneial a todas ellas; y, b) la doble in­
fluencia de la experiencia republicana en el texto constitucional 
de 1.978, mediante una doble via; a través del aprovechamiento de 
la experiencia adquirida en el periodo republicano y de la correc 
ciôn de algunos de los errores entonces cometidos (influencia di- 
recta); y una segunda influencia indirecta (mâs frecuentemente -
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aducida a través de la referenda al Derecho Comparado) provinien 
te del Estado regional italiano, que como es sabido, y he descri- 
to en pâginas anteriores, sienta sus bases en el Estado integral 
espanol.
El advenimiento de la Repûblica el 14 de abril de - - 
1.931 supuso un intento de afrontar algunos de los problemas fun­
damentales del pals que se venlan arrastrando a lo largo de todo 
el siglo XIX y que el sistema surgido con la Restauraciôn borbôni 
ca tan solo tratô de "aparcar": la cuestiôn social, la cuestiôn - 
agraria, la cuestiôn nacional, etc. Uno de estos decisivos proble 
mas era el de la estructura territorial del Estado. Después de - 
très serios enfrentamientos civiles y pendiente todavla la créa—  
ciôn de una conciencia nacional y de estatalidad entre todos los 
pueblos espaHôles, que la Monarqula borbônica con su polltica un^ 
formista a ultranza no habla sido capaz de lograr. De nuevo habla 
que buscar un punto de eqûilibrio en esa tensiôn dialêctica entre 
unidad y pluralidad que preside cualquier configuraciôn estatal. 
Pero paralelaménte a este diflcil problema, existla otro problema 
no menos diflcil y mucho mâs acfuciante: la necesidad de juridif^ 
car una situaciôn de hecho cual era la proclamaciôn de la "Repû—  
blica catalana como Estado intégrante de la Federaciôn ibérica" - 
por Macià, tras la victoria electoral de las fuerzas nacionalis—  
tas en CataluHa y parece ser que cumpliendo lo acordado en el Pac 
to de San Sebastian (41).
Y hablo de una "situaciôn de hecho", porque cualquie- 
ra que fuera el contenido del acuerdo de las fuerzas pollticas - 
firmantes del citado Pacto, la eficacia jurldica del mismo no po­
dla condicionar (jurldicamente) la decisiôn soberana de las Cor—  
tes Constituyentes de la Repûblica sobre la forma territorial del 
Estado, ni otorgar competencia al ganador de las elecciones para
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realizar tal proclamaciôn. Claro estâ que en el fondo, la cuestiôn 
no era jurldica, sino polltica, pues estaba flotando en el aire el 
diflcil tema de la soberanla; la lôgica unitaria de la soberanla - 
espaHola versus la lôgica pactista y contractual de la soberanla - 
catalana que desde CataluHa se defendla ccmo prius para articular 
una forma federal. Pero sea como fuere, CataluHa negociô su autono 
mla desde una posiciôn de fuerza en 1.931, pues de hecho gozaba ya 
de una autonomla fâctica, que la Repûblica no estaba dispuesta a - 
disolver, por no perder uno de sus aliados mâs fuertes y una de - 
sus zonas de mayor fortaleza. Tanto es asl que Gonzâlez Casanova - 
afirma como conclusiôn de un interesante artlculo que; "el autono- 
mismo fue reconocido por los constituyentes con mâs retôrica y ne­
cesidad estratégica de no perder a Catalunya para la causa republ^ 
cana que de modo efectivo" (42).
A mi juicio, esta concreta situaciôn histôrica (una Re 
pûblica catalana proclamada a la par que la espaHola y un Estatuto 
de Autonomla de Nuria refrendado por el electorado antes de la - - 
aprobaciôn de la Constituciôn), condicionô definitivamente el deba 
te constituyente, como explicarê al estudiar la naturaleza jurldi­
ca del Estado integral, en el sentido de configurar el nuevo Esta­
do mâs ccmo un intento de resolver "el problema catalân" que como 
una verdadera nueva estructura territorial descentralizada del Es­
tado. Se prefiriô configurar la autonomla como una excepciôn ,gue - 
como un derecho de las regiones. Se optô por el "mal menor" cata—  
lân en vez de por la generalizaciôn autonomiea y , consecuentemen­
te, se negô la posibilidad de hcmogeneizar el contenido conpeten---
cial de todas las regiones. La negaciôn del federalismo en 1.931 - 
supone sustancialmente la negaciôn de la generalizaciôn de lo que 
para CataluHa se regulaba, pues federalismo -se pensaba- decla ge­
neralizaciôn.
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Tras la proclamaciôn fâctica de la Repûblica catalana, 
el mismo 14 de abril de 1.931 el Gobierno de la Repûblica y el Go 
vierno provisional catalân llegaron a un acuerdo politico, con - 
concesiones reclprocas, reinstaurândose la "Generalitat" el 17 de 
abril. Jurldicamente, las relaciones entre ambos Gobiernos se re­
gular on mediante cuatro decretos: a) el de 2i de abril, por el - 
que el Gobierno espanol reinstaura la Generalitat y le otorga corn 
petencia para dictar las oportunas disposiciones organizativas - 
(art. 6); b) el de 28 de abril, de la propia Generalidad, dietan- 
do en ejecuciôn de lo prévisto en el Deereto del Gobierno espanol 
de 21 de abril, donde se regulaba el régimen interior de gobierno 
de CataluHa (una Presidencia, un Gobierno con siete consejerlas y 
una asamblea de los représentantes de los municipios que se llama 
ria Diputaciôn Provisional que prâcticamente absorbla las compe—  
teneias de las Diputaciones provinciales) y sus relaciones con el 
Estado; c) otro decreto del Gobierno espaHol de 9 de mayo que ra- 
tificaba el decreto catalân de 28 de abril y establecla normas pa 
ra la aprobaciôn del Estatuto por los Ayuntamientos, y; d) final­
mente, el de 15 de mayo del mismo aHo por el que la Generalidad - 
admitla las modificaciones realizadas al Decreto catalân de 28 de 
abril por el Decreto de 9 de mayo (43).
A la par, una comisiôn de doce diputados se reuniô en 
Nuria y elaborô un anteproyecto de Estatuto Catalân que fue sorne- 
tido a un doble referendum. Primero de los Ayuntamientos y luego, 
el 12 de agosto, ante el electorado catalân. El citado anteproyec 
to fue presentado a las Cortes Générales por el Présidente del Go 
bierno el 18 de agosto, dlas antes de iniciarse el debate consti­
tucional, pues, como es sabido, el procedimiento de elaboraciôn - 
constitucional con un anteproyecto de la Comisiôn Jurldica Asese­
ra y un proyecto de la Comisiôn parlamentaria presidida por Jimê- 
nes de Asûa, fue especialmente lento. Con lo cual, el texto del -
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Estatuto de Nuria, que previamente a su aprobaciôn por las Cortes 
fue modificado sustancialmente, fue tenido bien présente, por - - 
ejemplo, a la hora de elaborar los artlculos reguiadores de la - 
distribuciôn de competencias y precisamente tratando de no regu—  
lar a nivel constitucional y como régla general, lo que para los 
catalanes se aprobaba (44).
1.1.2.2.- El Estado integral : origen del término 
y naturaleza jurldica.
El origen y procedenciâ del término "Estado integral", 
asl como su oportunidad gramatical, han sido siempre discutidas.
La expresiôn, desde luego, no es feliz. El calificativo "integral" 
parece provenir de las matemâticas y no tiene un contenido (45) - 
preciso en las Ciencias Sociales. El Diccionario de la Real Acade 
mia espaHola define asl el vocablo: "apllcase a las partes que en 
tran en la composiciôn de un todo, a distinciôn de las partes que 
se llaman esenciales, sin las que no puede subsistir una cosa". - 
Esta accidentaiidad respecto de la cosa principal que dénota el - 
adjetivo "integral" hace que resuite impropio referir este califi 
cativo*al Estado o a la Repûblica, cono se hace en el artlculo i, 
en vez de a las regiones.(46).
Consecuentemente, la mayorla de la doctrina piensa - 
que la referenda del artlculo 1, pârrafo tercero ("Estado in te—  
gral") debe entenderse en relaciôn con el artlculo 8, es decir, - 
un Estado integrado por municipios, manccmunados en provincias y 
por las regiones que se constituyan en régimen de autonomla. Se - 
predicarla asl, de manera mâs acertada, la integraciôn de las par 
tes (las regiones) respecto del todo (El Estado).
Asl entendido el término y dejando al margen la impro 
cedencia gramatical de la expresiôn (que, sin embargo, por ejem—  
plo a Ambrosini le parece muy grâfica), lo que no deja de ser una
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cuestiôn de interés puramente académico, podemos plantearnos el - 
origen del concepto y sus posibles influencias teôricas.
Pérez Serrano destacô que la expresiôn habla side ya 
utilizada, dentro de la doctrina espaHola, por el Prof. Miguel -- 
CueVas quien sostenla que as! se superaba la distinciôn entre Es- 
tado unitario y Estado federal (47). En una obra fruto de su te—  
sis doctoral, Adolfo Hernândez Lafuente, alude, apoyândose en Vi­
cente Risco, a que el üt-so del adjetivo "integral", en el sent^ 
do aqul empleado, ya fue realizado en la primera Asamblea de las 
"Irmandades de Fala" gallegas, celebrada en Lugo en 1.918, donde 
se aprobô un manifiesto que sostenla la conveniencia de lograr - 
del Gobierno espaüol "la autonomla integral de la naciôn gallega" 
(48).
Vilas Nogueira piensa que Jiménez de Asûa retoma la - 
expresiôn, aflos después, con anâloga intenciôn polltica; "eludir 
la disyuntiva entre Estado unitario y Estado federal" (49). Lo - 
mismo parece creer Hernândez Lafuente tras un estudio de los Dia- 
rios de Sesiones, que no deja duda de que Jimenez de Asûa fue el 
principal impulser del têrmino. En apoyo de esta tesis, puede - - 
ofrecerse tambiên que Novoa Santos, portavoz de la Federaciôn Re- 
publicana Gallega, familiarizado por tanto con este concepto, in- 
terviniera en las Cortes para apoyar el tërmino: "el mejor tltulo 
que pudiera caber en nuestra Repûblica séria el de una Repûblica 
integral y pluritaria" (50). No résulta, pues, descabellado afir- 
mar que buscando Jiménez de Asûa un calificativo ecléctic: y pol^ 
tico que le permitiera eludir la opciôn jurldica entre Estado uni 
tario y federal, pudiera acudir a este calificativo conocido en - 
la doctrina espafiola, ya empleado como término politico en Gali—  
cia e incluse teorizado (en cuanto federalismo integral), si bien 
en sentido diverso, por el propio Pi y Margall )51).
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Por otra parte, esta voluntad polltica de no définir 
se claramente entre la opciôn Estado unitario/Estado federal debe 
entenderse, a mi juicio, dentro del marco de las tendencias de - 
la êpoca en el Derecho Constitucional europeo. Tras la I Guerra 
flundial se produce un desmoronamiento de los grandes im péri os - 
centrales europeos. Como ha destacado Ignacio Maria de Lojendio, 
los aflos veinte registran no sôlo ese desmoronamiento, sino tam­
biên el auge del principio de autodeterminaciôn (propagado por - 
el mismo Wilson en'sus alocuciones) y el desplazamiento a la iz- 
quierda de los movimientos nacionalistas (52).
Un conocido profesor europeo del periodo de entregue 
rras, Boris Mirkine GuEtzevitch (que ademâs habla dado alguna - 
conferencia en la Universidad Central de Madrid, de la que Jime­
nez de Asûa era profesor de Derecho Penal) hablaba en su obra - 
del proceso de "racionalizaciôn del poder" y dentro de este pro- 
ceso, de la "racionalizadiôn del federalismo" (53); racionaliza­
ciôn que en la mente de Mirkine ocultaba un destacable unitaris­
me. Pero ademâs, una errônea interpretaciôn de la obra de Kelsen 
en la Constituciôn austrlaca de 1.920 y de la del alemân Hugo - 
Preuss en la Constituciôn de Weimar pudieron influir en Jiménez 
de Asûa (mâximo artifice teôrico del Proyecto) en entender el fe 
deralismo como una forma en crisis y superada, por eso afirmarâ: 
"hoy tanto el unitarismo como el federalismo estân en franca cr£ 
sis teôrica y prâctica".
A mi juicio, lo que en realidad estaba en crisis en 
el periodo de entreguerras no era el federalismo, sino el propio 
régimen democrâtico en si, como demostrô el auge de los totalita
rismos y la propia II Guerra Mundial como, en parte, enfrenta--
miento entre dos cosmovisiones bien diverses. Algunas de las - - 
obras sobre el federalismo del periodo previo a la I Guerra Mun-
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dial y de entreguerras, lo que demuestran no es la crisis de ago- 
nla de la categorla del Estado federal, sino una crisis de gesta- 
ciôn, producida por las nuevas tendencias centrlpetas dentro de - 
esa sempiterna tendencia clclica que caracteriza las formas de Es 
tado.
Por estas razones, como ha venido a demostrar la his- 
toria y la adopciôn de soluciones técnicas federales en 1.978, -
creo que el federalismo no estaba superado en 1.931, como mueho - 
menos lo estâ ahora, dada su capacidad para adaptarse a las nue—  
vas situaciones. Pero ademâs, pienso que lo que en realidad resul 
tô decisive no fue esta concreta circunstancia teôrica, sino la - 
voluntad de no generalizar la autonomla catalana como un sistema 
para todo el Estado.
Asl, por ejemplo, Osorio y Gallardo, présidente de - 
la subcomisiôn Jurldica Asesora encargada de presentar al Gobier 
no un anteproyecto de Constituciôn, afirmaba en el preâmbulo del 
citado anteproyecto por él redactado: "las provincias han adqui- 
rido, en el curso de un siglo, personalidad y relieve que nadie 
puede desconocer, y en la mayor parte del territorio nacional na 
die protesta contra esa organizaciôn ni reclama otra.
Hubiera sido, pues, arbitrario, trazar sobre el papel una Repû—  
blica federal que, por lo visto, no apetece a la generalidad del 
pueblo a quien habla de serle impuesta" (54) (el subrayado es - 
mlo) .
0 el propio Jiménez de Asûa: "frente al Estado fede­
ral , el Estado integral tiene el provecho de permitir, sin desna 
turalizarse, la existencia de estos territories, ligados por es- 
trecha dependeneia polltico-administrativa al Estado, junto a - 
aquellas otras régiones que quieran y estén capacitadas para asu 
mir funciones de autodeterminaciôn, en grado de distinta intens^ 
dad, que son variantes de matiz en las posibles autonomlas regio
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Males diversas, sin imponer una relaciôn uniforme entre el Estado 
y unos y otros territorios" (55).
Serlan mûltiples las citas que se pudiesen ofrecer en 
este mismo sentido del debate constituyente y en la linea adopta- 
da y favorecida por la coaliciôn mayoritaria republicano-socialis 
ta (56).
Se deduce, por tanto, que las tendencias generalizado 
ras y homogeneizadoras (como las defendidas en el célébré segundo 
discurso de Ortega ante las Constituyentes) no llegaron a plasmar 
se en el texto constitucional y lo que en cambio se introdujo co­
mo esencia del modelo adoptado fue el principio de voluntariedad 
(57). Voluntariedad de las regiones no solo en la iniciativa auto 
nômica, sino también en el contenido ccanpetencial, como tendrê - 
oportunidad de explicar. Si bien, a diferencia de lo ocurrido en 
la Constituciôn espanola de 1.978, la no consideraciôn de la auto 
nanla como un derecho, sino como una posibilidad ("podrâ corres—  
ponder a las régiones autôncmas..." art. 15) (58), lleva a negar 
el verdadero y efectivo juego de este principio. En efecto, es és 
te un claro punto de deslinde entre Estado integral y Estado auto 
ndmico, pues ccano afirma Segismundo Royo, la existencia y a tribu- 
ci ones de las régiones no arrancan de la Constituciôn, sino de la 
voluntad del Estado espahol manifestada en la ley que aprueba el 
Estatuto (59). De hecho, la Constituciôn espahola de 1.931 no con 
cede ni garantiza a las régiones, autonomla alguna, sino que sim- 
plemente abre la posibilidad de que las Cortes ordinarias lo hagan.
Como conclusiones respecto de lanaturaleza jurldica - 
del Estado integral, puedo afirmar:
a) El Estado integral es una variante del Estado uni­
tario que supone la posibilidad de la creaciôn de regiones como - 
entes polltico-administrativos autônomos.
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b) Estâ presente la Clara voluntad polltica de no ge­
neralizar lo aprobado en el Estatuto de Catalufïa (aprobado antes 
de la Constituciôn) a las demâs regiones (a lo sumo, tan sôlo co­
mo luego tardlamente se hizo a las dos nacionalidades histôricas; 
Pals Vasco y el proceso no concluldo de Galicia). Es, pues, un re 
gionalismo como excepciôn (el "problema catalân") o posibilidad, 
mâs que un sistema o norma general (Estado regional italiano) o - 
un derecho constitucionalmente garantizado de las nacionalidades 
y regiones (Estado autonômico).
c) Esta posibilidad de autonomla depende de un acto - 
de voluntad del Estado espanol, representado por las Cortes Gene­
rates. Si la voluntad regional es la verdadera razôn lôgica del - 
sistema, la voluntad estatal es su ûnico tltulo jurldico que pue­
de incluso neÿar la propia existencia de la autonomla. La interven 
ciôn de las Cortes posee valor creador o constitutivo y no mera—  
mente declarative.
d) Como se cree que el Estado federal supone la gene- 
ralizaciôn y la h.cmogeneizaciôn (equal protection clause), el mo­
dèle no es vâlido y se rechaza para un sistema donde se trata de 
resolver el problema catalân y el de algunas otras pocas regiones 
mâs, alll donde las ci r cuns t anc i as pollticas obli^en. No obstan­
te, ccmo no existla otro modelo en el que inspirarse se utilizan 
también frecuentemente técnicas federales (Segismundo Royo, por - 
ejemplo, afirma que el sistema de distribuciôn de competencias si_ 
gue el ejemplo austriaco) (60).
1 .1.2.3.- Algunas analoglas y diferencias entre - 
las Constituciones espanolas de 1.931 y 
de 1.978.
Un eminente profesor belga, Ch. Perelman, en un exce-
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lente trabajo sobre lôgica jurldica, pulcramente traducido por el 
actual magistrado del Tribunal Constitucional, Luis Dlaz Picazo, 
ha explicado (basândose en textes de E.H. Levi) cômo entre los re 
cursos que el razonamiento jurldico posee para dar sentido a la - 
ajnbigüedad (y quê mayor ambigüedad que la del Tltulo VIII de nues 
tra Constituciôn) estâ la argumentaciôn por medio de ejemplos y - 
analoglas (6l). Pues bien, la fuerza del valor de la argumentaciôn 
analôgica aumenta, a mi juicio, cuando los têrminos de la compara 
ciôn estân extraldos del Derecho Ccmparado histôrico de cada pals, 
pues pese a la distancia en el tiempo, a menudo (como aqul ocurre) 
ni las realidades de hecho, ni las técnicas jurldicas resultan - 
tan diversas (62). Sin embargo, ya he insinuado que, a mi juicio, 
la doctrina espahola ha destacado insuficientemente la influencia 
de la experieucia republicana en el Estado autonômico, concedien- 
do, en Cambio, una importancia desproporcionada a los ejemplos de 
Derecho Comparado (63). Esta influencia de la experiencia histôr^ 
ca, como trataré de demostrar, es cualitativa y cuantitativamente 
importemte y se ha producido por muy diversas vlas: desde la re—  
produceiôn textual o cuasi textual de algunos preceptos de la Cons
tituciôn espahola de 1.931; a la introduciôn de algunos princi---
pios euntes tibiamente apuntados (asl el principio dispositivo o - 
de voluntariedad) o la recuperaciôn de técnicas entonces innovado 
ras (Estatutos); a la correcciôn de algunos errores y disfunciona 
lidades cometidos (sistema de diseusiôn estatutaria en Comisiôn - 
en vez de en el Pleno) o a la reproduceiôn de otros (verbi gratia: 
sistema de comisiones mixtas y desprogramaciôn de las transferen- 
cias de servicios). Pero amén de todas estas influencias directas 
(a las que habla que ahadir la propia experiencia del Gobierno - 
autônomo esf>ecialmente en Cataluha y en el Pals Vasco), es eviden 
te también la influencia indirecta de la Constituciôn republicana 
a través del Estado regional italiano, que tuvo su gènesis doctr^ 
nal en aquél texto.
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Veamos algunos ejemplos;
a) Reconocimiento desigual de la Naciôn espanola: en 
la fôrmula sancionadora del texto y en el art. i de la Constitu­
ciôn espahola de 1.931 se habla de "Espaha", en vez de "Naciôn - 
espahola". Lo que molestô a algunos diputados por entender que - 
se aceptaban las tesis nacionalistas de teôricos como Prat de la 
Riba, que consideraban a Espaha como una mera demarcaciôn geogrâ 
fica sin consistencia nacional (64). Parece ser, ciertamente, 
que en la no calificaciôn de Espaha como Naciôn estaba la volun­
tad de no herir las susceptibi1idades de los diputados catalanes, 
prefiriêndose emplear expresiones como "Espaha", "el Estado espa 
hoi" o "la Repûblica". No obstante, la polêmica era una falacia, 
pues la Constituciôn reconocla la unidad de la soberânla, del Es 
tado y del puèblo espahol negando a cualquier opciôn de cosobera 
nia. Esta ausencia de calificaciôn nacional del Estado carecla - 
de consecuencias jurldicas. A mi juicio mâs acertadamente la Cons 
tituciôn Espahola de 1.978 distingue entre dos grados distintos 
de articulaciôn nacional; nacionalidades sin Estado y Naciôn-Esta 
do, lo que creo résulta mâs realista y ofrece mayores virtualida 
des pollticas.
b) Pis tinta importancia del pluralisme simbôlico: el 
articule 1, in fine, de la Constituciôn espahola de 1.931, afir­
ma ûnicamente que "la bandera de la Repûblica espahola es roja, 
amarilla y morada". En cambio, en el articule 4,2 de la Censtitu 
ciôn espahola de 1.978 se reconoce, constitucionalmente, el plu­
ralisme simbôlico al garantizarse la utilizaciôn de las banderas 
y ensehas propias de las Cornunidades Autônomas, junte con la ban 
dera de Espaha. Esta desigual garantla demuestra que el texto de
1.978 reconoce la importancia de la integraciôn simbôlica en el 
Estado tal y como argumentô en su dia Rudolf Smend. De otra par­
te, el use partidista de la bandera nacional realizado por forma 
ciones inconstitucionales o la polémica sostenida sobre la bande
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ra en la Comunidad Autônoma valenciana durante el procedimiento - 
de elaboraciôn estatutaria demuestran la importancia polltica de 
estas euestiones simbôlicas.
c) Distinta relevancia del pluralisme lingülstico; el 
articule 4 de la Constituciôn espahola de 1.931 reconoce al caste 
llano como "idioma oficial de la Repûblica" y afirma en su pârra- 
fo siguiente: "todo espahol tiene bbligaciôn de saberlo y el dere 
cho de usarlo". Ambas clâusulas se reproducen en el articule 3,1 
de la Constituciôn espahola de 1.978, con algunas correcciones - 
lingülsticas que estime acertadas; asl el empleo del verbe "cono- 
cer" en vez de "saber", lo que pairece mâs acorde con la realidad, 
pues no todos los espaholes saben manejar un idioma con pulcritud, 
aunque mâs o me nos lo conozca; y la sus tituciôn del vocable "obli_ 
gaciôn" (con un contenido jurldico precise en Derecho privado) 
por el mâs prôximo a la dogmâtica constitucional de "deber". Pero 
al margen de estas correcciones lingülsticas, hay una sustancial
diferencia entre ambos preceptos, pues mientras en la Censtitu--
ciôn espahola de 1.931 se realiza una remisiôn en blanco a las le 
yes del Estado para la regulaciôn de los derechos de las lenguas 
régionales (remisiôn que vacla de contenido el reconocimiento), - 
en cambio, en el artlculo 3,2 de la Constituciôn del 78 se recono 
cen estas mismas lenguas régionales como tambiên oficiales de las 
respectivas Comunidades y se remite esta regulaciôn a los Estatu­
tos de las propias Conunidades Autônomas, con lo eual la garantla 
de esa oficialidad deviene mucho mayor. Pero ademâs de esta impor 
tante diferencia, el constituyente de 1.978 considéra en el artl­
culo 3,3 a ese pluralisme lingülstico como uno de los "valores" - 
superiores del Ordenamiento jurldico (art. 3,3 en relaciôn con el 
art. 1,1) que conviene protéger y respetar como patrimonio cultu­
ral comûn. El reconocimiento que en la Constituciôn espahola 
de 1.931 adquiere visos de necesidad fâcticos, en 1.978 se consi-
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dera como un valor. Desaparece también la peligrosa clâusula ga- 
rantista del artlculo 4, "salvo lo que dispongan las leyes espe- 
ciales, a nadie se le podrâ exigir el conocimiento ni el uso de 
ninguna lengua regional", peligrosa pues entiendo que no es ésta 
una materia susceptible de un deslinde apriorlstico (es obvio, - 
por ejemplo, la necesidad del conocimiento del catalân para ser 
funcionario de las "Bibliotecas de Cataluha", como cualificaciôn 
profesional imprescindible y no encuentro aqul discriminaciôn a^ 
guna), sino garanties, a posteriori, de la ausencia de discrimi­
née iôn entre los espaholes mediante el recur^o a la jurisdicciôn 
ordinaria y al Tribunal Constitucional.
Probablemente haya que admitir que la configuraciôn 
raqultica del art. 4 de la Constituciôn espahola de 1.931 y la - 
preocupaciôn que el texto evidencia por salvaguardar el conoci—  
miento del Castellano, asl como la prohibiciôn de imponer el uso 
de lenguas régionales estuviera influida, por el temor que causô 
en la discusiôn parlamentaria, el artlculo 5 del Proyecto de Es­
tatuto de la Diputaciôn Provincial de la Generalidad de Cataluha 
(llamado "de Nuria") que definla a la lengua catalana como ûnica 
lengua ofici al en Cataluha, frente a la cooficialidad que final- 
mente se impuso en el artlculo 5 del texto del Dictamen de la Co 
misiôn Peurlamentaria y en el artlculo 2 del texto definitivo del 
Estatuto Catalân. La cuestiôn se salva en la actuaiidad en el ar 
tlculo 3,1 del Estatuto de Cataluha que define, certeramente, al 
Catalân ccano "La lengua propia de Cataluha".
d) Congelaciôn de la residencia de la capitalidad - 
del Estado.- Ambas Constituciones en su artlculo 5 reproducen - 
un mismo precepto que fija la capital del Estado en Madrid. La - 
justificaciôn de este artlculo que aparentemente parece no ser - 
contenido constitucional, estâ en producir un efecto de congela­
ciôn del rango; se pretende protéger la capitalidad madrileha a
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nivel constitucional, ante posibles reformas que pudieran producir 
se por esa distribuciôn de los centros de decisiôn que toda descen 
tralizaciôn polltica supone. El artlculo 5 juega como freno al cam 
bio y garantla de estabilidad ante frecuentes cambios de capitali­
dad: para el cambio de sede se exige la mayoria (y por tanto el 
consenso) exigida para la reforma constitucional (65).
e) Consideraciôn de la autonomla como "posibilidad" re­
gional dependiente de la voluntad estatal frente a la regulaciôn - 
de la autonomla como "derecho".- Mientras del texto de los artlcu 
los IS pârrafo tercero y 8s, de la Constituciôn espahola de 1.931, 
résulta la configuraciôn de la autonomla regional como una posibi­
lidad, "compatible" con el Estado (art. 1,3), y cuya efectividad - 
requiere del cumplimiento de unos requisitos y de la aprobaciôn - 
constitutiva del Estado (mediante un acto de voluntad de las Cor—  
tes Generates) la Constituciôn espahola de 1.978, en cambio, conf 
gura la autonanla (como tendré ocasiôn de argumentar mâs adelante) 
como un verdadero derecho pûblico subjetivo de las nacionalidades
y regiones; derecho constitucionalmente garantizado y que el legis^ 
lador ordinario no puede desconocer, ni ignorar (art. 2). Entiendo 
que esta diferencia, afecta a la propia esencia del Estado y es un 
buen ejemplo de como la Constituciôn de 1.978 "supera" a la Constd^ 
tueiôn republicana en sus vertientes garantistas de la autonomla - 
(66).
f) Igual consideraciôn del fenômeno autonômico como - 
una "cuestiôn histôrica" de resoluciôn pendiente: En cuanto la cir 
cunstanciâ polltica es propicia y el debate democrâtico prévalece, 
el substrato histôrico que hemos visto subyace en la peculiar con- 
figurafciôn estatal espahola, sale a la luz. La Constituciôn espaho 
la de 1.931 (al igual que la de 1.978) es consciente de ésto y va 
a exigir, reconociendo impllcitamente las afirmaciones anteriores, 
para poder formar "un nûcleo polltico-administrativo dentro del Es_
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tado espahol",1a existencia de "unas o varias provincias limitro- 
fes con caracterlsticas histôricas, culturales y econômicas conu- 
nes" que realicen el acuerdo de constituirse en regiôn autônoma - 
(art. 11 pârrafo 1e). La misma fase entreccmillada en ûltimo lu—  
gar y el mismo esplritu se reproducen en el artlculo 143,1 de la 
Constituciôn del 78, donde ademâs se ponen nombre a estos requis 
tos (hay que admitir que de muy diflcil evaluaciôn jurldica): "en 
tidad regional histôrica".
Uno de los defeetos que la doctrina sehalô posela el 
artlculo 11 de la Constituciôn espahola de 1.931 (Alcalâ Zamora - 
entre otros (67), no espeoificar a qué ôrganos de las provincias 
correspondla adoptar el acuerdo de iniciativa autonômica, ha sido 
corregido por el artlculo 143,2 de la Constituciôn del 78 que vie 
ne a suplir là omisiôn afirmando que la iniciativa del citado pro 
ceso corresponde a todas las Biputaciones interesadas o, en su ca 
so, al ôrgano interinsulcur correspondiente, asl como a las dos - 
terceras partes de los municipios cuya poblaciôn représente, al - 
menos, la mayoria del censo electoral de cada provincia o isla.
Por otra parte, la clâusula del art. 11 pârrafo 3S de 
la Constituciôn espahola de 1.931 que exclula del cumplimiento de 
la condiciôn de limltrofes a los territorios insulares, es mejora 
do con superior estilo tambiên en el airt. 143,2 donde se distin—  
gue en el ejercicio del derecho a la autonomla entre : provincias 
limltrofes, territories insulares (que obviamente no pueden ser - 
limltrofes) y provincias con entidad regional histôrica, pensândo 
se en los supuestos de las autonomlas provinciales.
g) La profundizaciôn en el principio de voluntariedad 
a raiz de la experiencia republicana: La esencia del diseho auto­
nômico de la Repûblica y a la vez la mayor originalidad del texto 
es el principio dispositivo o de voluntariedad. Conforme a él, al
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gunos importantes extremes de la ordenaciôn autonômica no se impo 
nen, como ius cogens, por el texto constituyente, sino que se de- 
jan a la voluntad de los propios sujetos de la autonomla: las re­
giones. Asl, a diferencia de las Constituciones federales clâsi—  
cas, no se establece un "mapa regional”, sino que se régula un - 
procedimiento para que las provincias limltrofes que lo deseen - 
puedan constituirse en regiones (art. Il); tampoco se fija un te- 
cho autonômico hcmogéneo para todas ellas, sino que la lista de - 
competencias prévistas en el art. 15 y el ejercicio de la clâusu­
la residual del art. 16 depende en gran medida (en otra, no pues 
las Cortes se reservan el juicio sobre la capacidad polltica para 
ejercer esas competencias) de la voluntad regional manifestada en 
el Estatuto.
Manuel Azana describiô perfectamente, con su prover—  
bial agudeza, cual era la finalidad polltica pretendida con la in 
troducciôn de este principio organizador: no se trata de crear re 
giones (artificiales, ni reglmenes similares de una regiôn a otra, 
sino que êstos "han de venir de las ralces mismas de la voluntad 
de las regiones" (68).
Entiendo que la fôrmula republicana era adecuada a la 
realidad espahola, en lo que se refiere a la introducciôn de este 
principio, como asl lo cree también en un trabajo monogrâfico el 
profesor Garcia Alvarez (69). Nuestra Constituciôn de 1.978 reto­
ma este principio organizativo nucleeir extendiendo su juego a - - 
otras cuestiones y profundizando en su sentido. Pero a ésta cues­
tiôn y a los profundos condicionamientos que la realidad constitu 
cional le ha impuesto me referiré, por razones de sistemâtica, en 
el capltulo II al explicar los principios configuradores de la - 
forma territorial del Estado espahol.
h) Carâcter bicéfalo del Estatuto: Con fôrmulas muy -
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parecidas, tanto el art. 147.1 de la Constituciôn del 78, como el 
art. 11 pârrafo 42 de la del 31, en el que aquél tiene su origen, 
consideran al Estatuto de autonanla de cada regiôn o Comunidad co 
mo una norma poseedora de una doble naturaleza: de un lado es la 
norma institucional bâsica de cada regiôn, dado su carâcter fun—  
dante del Ordenamiento regional; de otro, es también una ley esta 
tal y, por tanto, parte intégrante del Ordenamiento jurldico esta 
tal. Este concepto de Estatuto y la misma idea de autonomla esta­
tutaria como concepto relativamente distinto de la autonomla cons 
titucional (véase lo dicho en pâginas anteriores sobre, el intento 
de distinciôn entre autonomla estatutaria y constitucional), per- 
manecen en el Estado autonômico como una de sus caracterlsticas - 
principales.
i) Anâlogo procedimiento de elaboraciôn estatutaria;
El artlculo 12 de la Constituciôn espahola de 1.931 establecla - 
una serie de condiciones peira la elaboraciôn del Estatuto: la pro 
pues ta de la mayorla de los Ayuntamientos o, cuando menos, de los 
municipios que comprendan las dos terceras partes del censo elec­
toral de la regiôn; la aceptaciôn "por el procedimiento que seha­
ie la ley electoral" de las dos terceras peirtes de los el îctores 
inscrites en el censo regional (caso de que el resultado del ple­
biscite fuese negative no podrâ repetirse hasta transcurridos cin 
co ahos); finalmente, la aprobaciôn por las Certes.
Alcalâ Zamora criticaba a este precepto la impreci--
siôn de los trâmites del referendum, al remitirse la Constituciôn 
a la ley electoral, acaso por la desconf ianza que este au ter mani^ _ 
festaba ante la veracidad de estos referenda y su tendencia a con 
vertirse en adhesiones cesaristas o plebiscitarias (70). En reali^
dad, salve el Décrété reguiador del case catalân, este procedi--
miento no llegô a ordenarse, pero las suspicacias del autor hacia 
los referenda autonômicos no parecen estar demostradas.
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El texto de 1.978 (art. 143,2) es anâlogo al anterior, 
no obstante: se ahade la citada iniciativa de las Diputaciones Pro 
vinciales (salvando la omisiôn anterior) y se facilitan la consecu 
ciôn de estos requisitos aumentando el nûmero de municipios que de 
ben aprobar el Proyecto a dos tercios, siempre que representen al 
menos la mayoria del censo electoral ; sin embargo, los citados re­
ferenda de ratificaciôn autonômica, ante los electores sôlo se exi 
gen para aquellas Comunidades Autônomas que accedan a la autonomla 
por el procedimiento agravado prévisto en el artlculo 151, bastan- 
do "la mayorla absoluta de los electores de cada provincia". La - 
Ley Orgânica de Modalidades de Referendum -Ley Orgânica 2/1980 de 
18 de enero- (acaso inconstitucionalmente), ahadiô a este referen­
dum de ratificaciôn una clâusula tomada de 1.931, pero que en i978 
solo juega (ex constitutionis) para la iniciativa y no para la ra- 
tificaciôn: la prohibiciôn de no reiterar la iniciativa, caso de - 
resultado negativo, hasta transcurridos cinco ahos. Por ley Orgân^ 
Ca 12/i980 de 16 de diciembre, el art. 8,4 de la citada Ley Orgân^ 
Ca de Modalidades del Referendum fue modificada tras los résulta—  
dos obtenidos en Aimerla en el referendum de ratificaciôn autonô­
mica andaluza y con la finalidad de no bloquear el acceso a la - - 
autonomla de esta regiôn.
Con lo dicho hasta aqul, se intuye que los distintos - 
procedimientos de iniciativa y elaboraciôn autonômica prévistos en 
la Constituciôn espahola de 1.978 (ordinario ex 143; agravado, ex 
151; privilegiado, ex Disposiciôn Transitoria 2ë; extravagante, ex 
Disposiciôn Transitoria 4^) son una novedad respecto de la de 1931, 
cuya oportunidad probablemente todavla nos faite perspectiva para 
juzgar. No obstante, puede adelantarse que résulta acorde con el - 
principio de voluntariedad o dispositivo, pieza central del diseho 
de 1.978, extender el juego de este principio incluso a la opciôn 
sobre por via de iniciativa se quiere avanzar.
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Otra novedad introducida por la Constituciôn espahola 
de 1 .9 7 8, que hay que entender acertada respecto de 1.931, es la
aprobaciôn de los Estatutos de autonomla por leyes orgânicas.
j) Procedimiento de tramitaciôn parlamentaria de los 
Estatutos; La discusiôn del proyecto de Estatuto de Cataluha en 
el Pleno de las Cortes republicanas de 1 .931 produjo un verdadero 
enfrentamiento politico que superaba con mucho el marco de la dis 
eusiôn estatutaria. Los enemigos de la Repûblica (que luego apoya 
rlan el pronunciamiento de Sanjurjo) hicieron del proyecto arma - 
para la causa antixepublicana. Asl, los mltines y algarablas se - 
sucedieron. Incluso dentro de las propias Cortes, dado el carac—  
ter del Pleno ccmo Câmara de resonancia, el debate del Estatuto - 
(hasta el détonante de la Sanjurjada) fue excesivamente largo y - 
prolijo.
El constituyente de 1.978, tratando de evitar la re- 
peticiôn de lo entonces ocurrido, optô porque la discusiôn de los 
Estatutos elaborados por la via del artlculo 151 (y tambiên por - 
la Disposiciôn Transitoria 2») no se realizara ante el Pleno de - 
las Cortes Generates, sino ante una comisiôn mixta: Comisiôn Cons 
titucional del Congreso -delegaciôn de pariamentarios de la Asam­
blea autonômica proponente. Se trataba de lograr que la discusiôn 
de los Estatutos se produjese a sus justos limites (confiando en
el carâcter preferentemente mâs técnico de la discusiôn en Ccmi—  
siôn), eludiendo convertirla en un debate politico sobre todo el 
sistema, como en gran parte ocurriô en la experiencia republicana, 
aprovechândose la oposiciôn de la cualidad de las Cortes de Câma­
ra de resonancia.
En la ac tuai idad, el nuevo Reglamento del Congreso re_ 
guia detalladamente el procedimiento de discusiôn de estos Estatu 
tos en sus articules 137 y 144, procedimiento que no puedo dete—
- 224 -
nerme en describir aqul (por lo demâs, la regulaciôn es acertada 
y exhaustiva), pero quiero destacar que realizado el trâmite de 
admisiôn del proyecto, no se abre un periodo de presentaciôn de 
enmiendas, sino simplemente de "motives de desacuerdo", tratando 
de favorecer la consecuciôn de ese "contin acuerdo" que el artlcu 
lo 151.2.2 de la Constituciôn espahola de 1.978 exige. Sobre el 
carâcter contractualista y federative de este procedimiento ten­
drê oportunidad de argumentar en el capltulo II.
k) Sistema de distribuciôn de canpetencias; Bâsica—  
mente, la Constituciôn de 1.931 establece un sistema de doble lis 
ta y de una doble clâusula residual; no creo que pueda hablarse de 
triple lista, como hace un sector de la doctrina» pues no existen 
très elencos de competencias, sino dos y una doble y original clâu 
sula residuali en gran medida "heredada", que luego analizarê.
En el artlculo 14 de la Constituciôn espahola de 1931, 
se enumeran las listas de coupetencias exclusivas del Estado espa­
hol en una elenco con 18 apartados, mucho menos exhaustivo que el 
del texto actualmente vigente. En el artlculo 15 se regulan las - 
competencias compartidas de ejecuciôn, es decir, aquellas en que - 
corresponde al Estado la legislaciôn y "podrâ" (êsto es importante) 
corresponder a las regiones la ejecuciôn "en la medida de su capa­
cidad polltica" a juicio de las Cortes. Este sistema de doble lis­
ta se compléta con una clâusula residual prévista en el artlculo 
16 por el que se ofrece la posibilidad de que las materias no com- 
prendidas en los artlculos anteriores, sean reivindicadas como com­
petencias exclusivas de las regiones, en sus respectives Estatu—  
tos; subsidiariamente, las materias no asumidas por las regiones - 
en sus Estatutos se entienden competencia del Estado (art. 18), en 
este sentido hablo de una doble clâusula residual (arts. 16 y 18), 
una subsidiaria respecto de la otra, y que en nuestro texto vigen-
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te se convierten en un solo artlculo con idéntico tenor: el 149,3.
A mi entender, pese a lo contradictorio e imperfecto 
de los eurtlculos 148 y 149, como ya he tenido oportunidad de ex—  
plicar (71), el sistema de distribuciôn de competencias adoptado 
en 1978 perfecciona, en cierta medida (bien es cierto que no todo 
lo deseable) el sistema de 1.931. Asl, principalmente, el artlcu­
lo 148 establece un mlnimo competeneial de las regiones, que no - 
se hace depender expresamente de su capacidad polltica como el ar 
tlculo 15 de la Constituciôn espahola de 1931 hacla, ni se confi­
gura como una posibilidad, sino como el contenido mlnimo del dere 
cho a la autonomla que, en cualquier caso, se garantiza. En segun 
do lugar, el hecho de que el art. 148,2 establece la transitivi—  
dad entre las listas de los artlculos 148 y 149 y permita transcu 
rridos cinco ahos, asumir competencias previstas en el 149, cons- 
tituye una opciôn claramente autonomista y viene prâcticamente a 
configurar el sistema espahol como un modelo de lista ûnica (el - 
149) con una norma transitoria (art. 148). Finalmente, el haber - 
sintetizado la doble clâusula residual de los artlculos 16 y i8 - 
en un ûnico precepto, el art. 149,3, me parece técnicamente mâs - 
sobrio.
1) Prohibiciôn de discriminaciôn de los ciudadanos re- 
sidentes en las distintas regiones; El artlculo 139 de la Consti­
tuciôn espahola de 1.978 (asl como el 138.2) que establece la - - 
igualdad de derechos y obligaciones de todos los ciudadanos en - 
cualquier parte del territorio del Estado y garantiza la libertad 
de circulaciôn de personas y bienes como reflejo del principio de 
unidad econômica nacional (utilizado por el Tribunal Constitucio­
nal en diversas sentencias), parece tener su origen en su anâlogo 
artlculo 17 de la Constituciôn de 1.931.
m) Prohibiciôn de federaciôn entre regiones: Esta pro
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hibiciôn, que como vimos ya existla en el Proyecto de Constitudiôn
federal de 1.873, se reproduce en el artlculo 13 de la Constitu--
ciôn espahola de 1.931 y con un texto prâcticamente igual (salvan­
do la sustituciôn de "regiones" por Comunidades Autoônomas) en el 
artlculo 145,1 de la Constituciôn del 78 que afirma; "en ningûn ca 
so se admitirâ la federaciôn entre...". Bien es cierto que el cita 
do artlculo 145 viene a perfeccionar lo previsto en 1.931, distin- 
guiendo en su nûmero segundo entre "convenios" y "acuerdos de coo- 
peraciôn como variantes del llamado "federalismo o autonomismo de 
segundo grado" (72).
Parece ser que la finalidad del artlculo 13 de la Cons 
tituciôn republicana estuvo en la voluntad de tratar de impedir la 
constituciôn de la "Gran Cataluha" (tambiên llamada "Paises Catala 
nés") como federaciôn de las regiones que constitulan el antiguo - 
Reino de Aragôn, ante el temor de que una agrupaciôn tan amplia pu 
diera imponer su hegemonla al resto del Estado. Hay autores que in 
cluso afirman que la condiciôn de "limltrofes" que el artlculo il 
exigla a las provincias que quisieran accéder a la autonomla, te ni an 
su significaciôn en impedir la federaciôn de Cataluha y Baléares. 
Otra razôn de ser del artlculo estarla en marcar un limite negati­
vo al Estado integral, el Estado federal, negando la posibilidad - 
de acuerdos entre Estados (interstate compacts) ccmo manifestaciôn 
mâs Clara del federalismo de segundo grado. Al estudiar el art. - 
145.1 de la Constituciôn actual, precepto que recoge esa prohibi—  
ciôn, tendrê oportunidad de criticar esta clâusula.
n) Prévaleneia del Derecho estatal: El artlculo 149.3 
inciso segundo de la Constituciôn espahola de 1.978 reproduce una 
frase tcmada de la Constituciôn del 31 en su artlculo 21 : "El Dere 
cho del Estado prevalece sobre el de las regiones autônomas en to­
do lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de êstas en 
sus respectives Estatutos". El precepto es de origen federal y se-
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râ objeto de especial estudio al hablar de la Constituciôn de 1978.
H) Leyes de armonizaciôn; La Constituciôn republicana en 
su artlculo 19 prevela la posibilidad de que el Estado mediante lay 
pudiera establecer las bases a que deblan ajus tarse las disposicio- 
nes legislativas de las regiones cuando "asl lo exigiera la armonla 
entre los intereses locales y el interés general de la Repûblica".
Anâloga referenda (imprecisa y peligrosa, como ya he tenido oca---
siôn de criticeur (73) al interés general como fundamento de la ne ce 
sidad de estas leyes de armonizaciôn se realiza en el actual artlcu 
lo 150,3 de la Constituciôn del 78. No obstante, la Constituciôn es 
pahola del 31 establecla dos requisitos garantistas calificados por 
Alcalâ Zamora como "cuasi prohibitivos" (74) para la promulgaciôn - 
de estas leyes de armonizaciôn, que en la actualidad han desapareci 
do: la apreciàciôn previa de la necesidad de la ley por el Tribunal 
Constitucional y la exigencia de una mayorla cualificada para su - 
aprobaciôn por las Cortes de dos tercios de los diputados. Ninguno 
de estos requisitos es recibido en la Constituciôn de 1.978.
Parece bastante posible que la exigencia de una mayorla 
cualif icada de dos tercios (mayorla igual a la exigida para la revi^  
siôn total y reforma agravada en el artlculo 168 de la Constituciôn 
vigente) para la aprobaciôn de una ley de armonizaciôn resultase - 
una excepciôn injustificada al juego de las mayorlas simples en que 
se basa el principio democrâtico, mâxime cuando lo que se armoniza 
(al menos en pura teorla jurldica) no son los propios Estatutos, - 
partes del bloque constitucional por lo que no séria anômalo pro te 
gerlos igual que la propia Constituciôn), sino las leyes ordinarias 
de las Conunidades Autônomas. Claro estâ que el argumente puede vo^ 
verse y cabe alegar que la exigencia de dos tercios es una garantla 
para evitar leyes armonizadoras de Estatutos y no de leyes régiona­
les, como acaso sea la Ley Orgânica de Armonizaciôn del Proceso - - 
Au tonômic o (LOAPA).
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Tampoco parece disparatada (aisladamente considerada) 
la exigencia de que el Tribunal Constitucional apreciase previa—  
mente la necesidad de la armonizaciôn, como garantla frente a las 
tentativas del Gobierno de introducir por la via de las leyes de 
armonizaciôn un control politico de las leyes régionales, como el 
control di mérité (por otra parte en Italia apenas empleado). No 
obstante, hay que admitir que la suma de ambas garantlas^haciTa el 
recurso a la ley de armonizaciôn en la Constituciôn espahola de -
1.931 prâcticamente prohibitive o imposible y habla que optar en­
tre, o suprimir estos requisitos o suprimir la armonizaciôn. La - 
Constituciôn del 78 opta por esta primera opciôn, consciente de - 
la necesidad de la armonizaciôn (al menos en abstracto) en aigu—  
nas materias para mantener una regulaciôn unitaria de las mismas 
en todo el Es±ado y evitar disfuncionalidades.
o) Disfuncionalidad del sistema de comisiones mixtas 
y desprogramaciôn de las trànsferencias de competencias: La Dispo 
siciôn transitoria ûnica del Estatuto de Cataluha (Ley de 15 de - 
septiembre de 1.932) decla: "El Gobierno de la Repûblica queda fa 
cultado, dentro de los dos meses siguientes a la promulgaciôn de 
este Estatuto, para establecer las normas a que han de ajustarse 
el inventario de bienes y derechos y la adaptaciôn de los seirvi—  
cios que pasan a la competencia de la Generalidad, encargando la 
ejecuciôn de dichas normas a una Comisiôn mixta que désigné por - 
mitad el Consejo de Ministres y el Gobierno provisional de la Ge­
neralidad. .. " (75).
Por Deereto de 21 de noviembre de 1.932 se constituyô 
la citada Comisiôn Mixta, en el mismo: se determinaban las normas 
para su funcionamiento; se establecla que la tarea fundamental de 
la Comisiôn era la formaciôn del inventario de todos los bienes - 
muebles e iamuebles y derechos pertenecientes al Estado y que - -
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existiendo en el territorio de Cataluha debieran ser transferidos 
en cumplimiento de lo dispuesto en el Estatuto (art. 10 del D.); 
se fijaba la composiciôn de la Comisiôn en 12 vocales (y un nûme- 
ro igual de suplentes) uno de los cuales actuaria como Secretario, 
se concedlan a la Comisiôn como atribuciones: redactar su régla—  
mento interior, reclamar de todas las autoridades la ayuda necesa 
ria para su misiôn y se le ofrecia la posibilidad de delegar sus 
actuaciones en otras autoridades. Los acuerdos (segûn lo estable- 
cido en la propia Disposiciôn Transitoria de la Constituciôn del 
31) deblan adoptarse por mayorla de dos tercios, sometiendo las - 
posibles discrepancias a la resoluciôn del Présidente de las Cor­
tes .
En el artlculo 14 del citado Deereto se preceptuaba - 
que el invenfario de los bienes y derechos debla realizarse en - 
funeiôn de los servicios transferidos y en los artlculos 17,18 y
19 se encargaba a la misma Comisiôn la reorganizaciôn ("adapta--
ciôn") de los servicios transferidos y su coordinaciôn con los - 
del Estado de acuerdo con la forma y plazos que se establecieran.
Paralelamente a este esquema teôrico de transferencia 
de los bienes con proporciôn a los servicios (tal y como résulta
lôgico), se afirmaba en el artlculo 23 que la cesiôn de los im--
puestos prévista en el art. 16 del Estatuto debla realizarse a me 
dida que se ejecuteiran los acuerdos de transferencia de servicios 
de la Comisiôn Mixta. Por tanto, las finanzas de la Generalidad 
dependlan de la cifra en que la citada comisiôn evaluara los ser­
vicios transferidos.
Con igual lôgica organizativa (servicio-bienes-finan- 
ciaciôn-funcionarios) el artlculo 24 establecla las reglas para - 
la transferencia de los funcionarios encargados de ejecutar estos 
servicios.
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La Comisiôn iniciô sus trabajos en diciembre de i.932 
y en el mismo mes el Gobierno de la Repûblica promulgô un Deereto 
ley por el que se concedlan a esta Comisiôn crêditos que permitie 
sen su funcionamiento. La Comisiôn funcionô hasta los conocidos -
hechos del 6 de octubre de 1.934 y la consiguiente suspensiôn --
autonômica. Segûn el entonces Consejero de Finanzas de la Genera­
lidad, el valor de los servicios traspasados hasta el 27 de sep—  
tiembre de 1.934 fue de 83 millones y el de los recursos tan solo 
de 73 millones (76). Tras el nuevo cambio de la situaciôn pollti­
ca, la Comisiôn reinaugurô sus trabajos en febrero de 1.936, pero 
la mecânica de la situaciôn de guerra impide hacer un anâlisis de 
estos ahos posteriores.
Aunque résulta sumamente diflcil realizar una evalua­
ciôn general de las transferencias realizadas en el periodo di--
ciembre de 1.932-octubre de 1.934 a la Generalidad de Cataluha, - 
no creo que sea aventurado afirmar que las transferencias se rea- 
lizaron sin un establecimiento précise de las prioridades, con no 
tables arritmias y frecuentes deficiencias; ante la ausencia de - 
criterios claros de prioridades y transferencias orgânicas de blo 
ques materiales complètes hay que pensar que el sistema fue preci 
samente un método aislado y coyuntural de traspaso y no un siste­
ma coherente y programado de organizaciôn administrativa, lo que 
tuvo que producir peligrosas disfuncionalidades. Asl, por ejemplo, 
en enero de 1.933 se realizô el primer traspaso en materia de segu 
ros sociales, mientras que otros no fueron traspasados en cambio 
hasta octubre de 1.936 (77); en el mismo mes de enero se traspasô 
también la ejecuciôn de la legislaciôn del Estado en materia de - 
Aviaciôn Civil, en lo que hacla referenda a construcciôn de aero 
puer tos y prestaciôn de servicios, el resto, sin embargo,nofue - - 
transferido hasta agosto del mismo aho. Son mûltiples los ejemplos 
que podriamos ofrecer en esta misma linea.
- 231 -
A mi juicio, por tanto, y reflexionando sobre la ex­
periencia republicana, el modelo de transferencia de servicios - 
mediante Comisiones Mixtas para cada regiôn, acaso en teorla pue 
da resultar acertado para un Estado con una sola regiôn autônoma 
(y hemos visto que tampoco fue asl en el caso catalân), pero sin 
duda no lo es para un Estado con diecisiete regiones como en - 
la actualidad se pretende. En este sentido, participo de la cri- 
tica sumamente acertada realizada en el Informe Enterrla y reco- 
gida en el contenido de los Acuerdos Autonômicos de 1.981 a este 
sistema.
Entonces, ôpor qué se ha recuperado en 1.978 esta - 
técnica arrltmica y desprogramada de organizar el nuevo Estado - 
en vez de otras posibilidades alternativas (Comisiones sectoria- 
les o Comisiones por ministerios, etc.)? es ésta una pregunta - 
que c are ce de respuesta en el terre no de las Ciencias de la Admi^  
nistraciôn y que solo puede explicarse (una vez mâs) en el terre 
no de la polltica: la pronta constituciôn de las preautoncanlas - 
vasca y catalana, pendiente todavla la organizaciôn del resto - 
del Estado autonômico, probablemente impedlan entonces la elec—  
ciôn de otro sistema. Tampoco descarto que se pensase desde Cata 
luha y el Pals Vasco que su especial circunstancia polltica pu—  
diese resultar mâs beneficiada en este sistema de negociaciôn d^ 
recta con Madrid que en cualquier otro.
No obstante, hay que llamar la atenciôn de nuevo so­
bre la necesidad de la programaciôn funcional de las transferen­
cias y de su organizaciôn y planificaciôn conforme a criterios - 
racionales, sin estar pendiente la concreta coyuntura y necesi—  
dad polltica del partido en el Gobierno. El mantenimiento del 
vel de prestaciôn de los servicios pûblicos, verdadera piedra de 
toque del nuevo Estado autonômico que pretendemos, asl lo exige.
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p) Contenidos competeneiaies :
Podemos decir que la prâctica totalidad de las compe 
teneias reguladas como exlusivas del Estado en el artlculo 14 de 
la Constituciôn espahola de 1.931 se reciben en el artlculo 149 
de la del 78, realizândose algunas matizaciones (y ahadiendo - - 
otras muchas competencias). Asl el régimen de la nacionalidad, - 
las relaciones internacionales y el ius legationis, la defensa, 
la perça marltima (con la matizaciôn que en los artlculos 149.1. 
19 y 148.1.11 se realiza), deuda del Estado, aranceles y comer—  
cio internacional, marina mereante, sistema monetario, régimen - 
general de comunicaciones, aprovechamientos hidrâulicos suprana- 
cionales, etc. Incluso el art. 149 frecuentemente reproduce ex—  
presiones del art. 14 (véase por ejemplo la referenda a aprove­
chamientos hidrâulicos "cuando las aguas discurran fuera de la - 
regiôn... o el transporte de la energla saïga de su término). A 
veces se matiza o corrigeT» algunos de los «fe fee tos incurridos en -
1.931 (asl hay que entender por ejemplo, positivo, la introduc—  
ciôn de las competencias de las Comunidades Autônomas en materia 
de pesca marltima en aguas interiores, acuicultura y marisqueo,- 
pues son sectores muy especlficos de cada regiôn y claramente - 
distintas las necesidades, por ejemplo, de la comunidad gallega 
de la catalana) y, en general, se amplian los contenidos compe—  
tenciales del Estado, dada la cada vez mayor entidad tecnico-or- 
ganizativa de la Administraciôn estatal. No parece arriesgado - 
concluir que el listado competencial del artlculo 149 de la Con^ 
tituciôn de 1.978 fue en gran parte realizado por el legislador 
teniendo el texto del artlculo 14 de la Constituciôn de 1.931 en 
la mano y partiendo de esa experiencia.
Lo mismo podriamos decir del artlculo 148 de la Con^ 
tituciôn del 78 respecto del elenco del artlculo 15 de la del 31.
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Corrigiéndose ademâs la peligrosa referenda del citado artlculo 
15 a la posibilidad de que las regiones pudieran tener competen­
cias "en la medida de su capacidad polltica a juicio de las Cor­
tes", fôrmula que mâs que una verdadera clâusula atributiva de - 
competencias parece ser una mera remisiôn en blanco al legisla—  
dor ordinario y una inconstitucional desconstitucionalizaciôn de 
la materia. La Constituciôn de 1 ,978 ha corregido esta defectuo- 
sa técnica, estableciendo un mlnimo contenido competencial de la 
autonanla en su artlculo 148, que cualquier Comunidad Autônoma - 
puede si lo desea asumir y no parece que las Cortes Generates - 
puedan negarse a ello, pues constituye un verdadero derecho cons 
titucional de estos entes. El contenido de los Estatutos asl lo 
demuestra.
Pdr otra parte, ya he aludido también a como nuestra 
original y atlpica clâusula residual del artlculo 149.3 tiene su 
nacimiento en la fusiôn de la doble clâusula residual republica­
na ex art. 16 y 1 8, en una uniôn que,técnicamente, al ganarse en 
precisiôn y sobriedad, parece acertada.
Parecidas analoglas a las realizadas entre ambos tex 
tos constitucionales podriamos hacer con los respectivos textos 
de autonomla de Cataluha y Pals Vasco. Por mi parte, ya he estu- 
diado incidentalmente la influencia del Estatuto vasco repûblica 
no en el Estatuto vasco actualmente vigente en un trabajo mono—  
grâfico en colaboraciôn con el profesor Santolaya (78). Respecto 
del Estatuto catalân conviene destacar el trabajo del profesor - 
Tornos (79).
Como conclusiôn de este subeplgrafe (analizada la na 
turaleza jurldica del Estado integral en el subeplgrafe anterior) 
creo que hay que admitir que la influencia cualitativa y cuanti- 
tativa mâs importante del Estado autonômico tiene su origen en -
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la experiencia republicana de i .931 . Y ello sin perjuicio de que, 
cano veremos, en euestiones concretas (financiaciôn, control, - - 
etc.) se hayan tenido muy en cuenta otros ejemplos de descentrali 
zaciôn polltica y muy especialmente, los modèles italiano y aie—  
mân, o de que en la actualidad se pretenda por algunos la correc- 
ciôn o mutaciôn del sistema?
Secciftn 2a ; La unificaciôn del Derecho espanol. El llamado proce-
so de "aboiiciôn forai'*.
Nue stras Constituciones histôricas- "ignoran" el tema 
forai. Y esta ignorancia no debe entenderse como error, toleran—  
cia o desconocimiento, sino como repudio (80). Desde su implanta- 
ciôn, el sistéma constitucional se muestra contrario al sistema - 
forai. Se entiende que Constituciôn y Fuero son dos têcnicas que 
corresponden a tipos de Estados diverses y a ideologlas bien dis­
tintas. El Fuero es la manifestaciôn jurldica del Estado absolute 
(y anteriormente del feudalismo) y supone el reconocimiento de - 
unes derechos histôricos que como taies encuentran su justifica—  
ciôn (o razôn de ser), su fundamentaciôn (u origen jurldico) e in 
cluse su interpretaciôn y contenido, no es un texto jurldico, si­
no en la Historia. Tante la Edad Media como el Estado absolute, - 
son situaciones de una pluralidad de Ordenamientos internos depen 
dientes de Estatutos personales bien distintos y donde la propia 
idea de Derecho objetivo se confunde con la de derecho subjetivo; 
el Derecho no es sino la lucha por el propio derecho subjetivo y 
a menudo por el privilégié. Como ideologla, el foralisme es (como 
ha sehalado Bartolomé Cl aver o) una ideologla historicista y preli_ 
beral, pero es también y conviene destacarlo, una ideologla anti- 
peirlamenteiria (8i). El forai ismo esté bas ado en la negociaciôn d^ 
recta de determinados territories histôricos que pactan con el Mo
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narca (soberano absolute) sin necesidad de la mediaciôn del Parla 
mento. Por éso no es de extrariar, per ejemplo, que el "Côdigo" fo 
ral navarro de 1.973 (lo que no deja de ser una contradicciôn en 
los términos, Côdigo/Fuero, de diflcil resoluciôn) fuese promulga 
do durante la Dictadura del General Franco por ley de prerrogati- 
va de la Jefatura del Estado en virtud de sus poderes de guerra 
vitalicios y se eludiese la tramitaciôn parlamentaria, y por éso 
tampoco es de extrahar que el acceso a la autonomla de la Comuni- 
dad Autônoma Navarra se haga, en i.982, por una via atipica (y de 
constitucionalidad mâs que dudosa).
Significativamente, el Preâmbulo de la Ley Orgânica - 
13/1.982 de 10 de Agosto "de reintegraciôn y amejoramiento del rê 
gimen forai de Navarra" afirma en su pârrafo 6: "es pues rango - 
propio del Régimen forai navarro, amparado por la Constituciôn - 
que, previamente a la decisiôn de las Cortes Générales, ôrgano - 
del Estado en el que se encarna la soberanla indivisible del pue­
blo espanol, la representaciôn de la Administraciôn del Estado y 
de la Diputaciôn Forai de Navarra, acuerden la reforma y moderni- 
zaciôn de dicho Rêgimen. Dada la naturaleza y alcance del amejora 
miento acordado entre ambas re presentac i one s, résulta constitucio 
nalmente necesario que el Gobierno, en el ejército de su iniciat^ 
va legislativa, formaiice el pacto con rango y proyecto de ley or 
gânica y lo remita a las Cortes Générales...". Se esté, poi tanto, 
diciendo que "previamente a la decisiôn de las Cortes Générales" 
se formaiice un pacto (Administraciôn del Estado-Diputaciôn forai 
de Navarra) que condicione la aprobaciôn de su contenido por las 
Cortes cano ley orgânica. Ley orgânica que no necesita de referên 
dum autonômico de iniciativa, ni posterior de ratificaciôn; refe- 
rêndum este ûltimo del que no estân exentos ninguna de las otras 
nacionalidades histôricas. Pero analizaré la constitucionalidad - 
de esta fôrmula en el Capltulo II; queden no obstante uno y otro 
ejemplo como prueba de lo que la ideologla foralista tiene de hur
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to a la soberanla pari amentaria e incluso (lo que puede ser mâs 
grave) de impugnaciôn del poder constituyente.
Pues bien, las coordinadas de las que parte el cons- 
titucionalismo son toto caelo distintas de las que parte el fora 
lismo. No existen una pluralidad de Ordenamientos de ciudades, - 
territories y personas, sino al menos, una igualdad jurldica for 
mal de tratamiento ante la ley. No existen derechos histôricos, 
sino derechos pûblicos subjetivos reconocidos en la norma consti 
tucional y que si bien su fundamento y origen puede ser anterior, 
tienen como ûnico tltulo jurldico de atribuciôn el reconocimien­
to constitucional. Por lo demâs, obvio es decirlo, el constitucio 
nalismo es inseparable de la ideologla liberal y es la técnica - 
que va a utilizar el Estado liberal de Derecho para.construir la 
nueva estructüra estatal superadora del Estado absoluto. Esto su 
puesto, Constituciôn y Fuero son diflcilmente compatibles, la - 
normatividad constitucional y la historicidad forai han estado - 
casi siempre en colisiôn, al menos en nuestro pals, (donde el en 
tendimiento entre ambas opeiones no fue bien visto ni por los li 
berales radicales, ni por los carlistas) y ello no es de extra—  
har, pues la existencia de una Constituciôn aleja relativamente 
(no de forma absoluta pues recuérdese lo expuesto sobre la inci- 
dencia de los résiduos historicistas en la teorla jurldica del - 
Estado federal) la Historia del Derecho (82). Como afirma Clave- 
ro, todo proceso constituyente se enfrenta a la Historia (bien - 
es cierto que desde posturas bien diversas) en el debate consti­
tucional, pero una vez producido ese enfrenteimiento la propia - 
existencia de la Constituciôn aleja relativamente la Historia - 
del Derecho, pues los principios jurldicos ya no pueden derivar- 
se del debate histôrico como ocurre en el Fuero, sino de la nor­
ma suprema y ésto ya no es una tarea histôrica, sino una exége—  
sis técnico-jurldica (83).
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No obstante, nuestra Constituciôn viene a tratar de - 
invertir, como brillantemente argumenta el profesor Clavero, este 
proceso intentando sintetizar estas dos antinomias (o acaso mera­
me nte antltesis sistetizables) mediante constantes referencias - 
histôricas y remisiones forales (84). Asl, en la importantlsima - 
Disposiciôn Adicional primera, en la Disposiciôn transitoria cuar 
ta, en la Disposiciôn adicional segunda, en el artîculo 149,1,89, 
etc.
Las tesis de Clavero sobre la penetraciôn de la histo 
ria en la norma constitucional han sido criticadas por Lucas Ver- 
dû, quienjresalta la importancia de la Constituciôn histôrica como 
complemento del concepto racional-normativo de Constituciôn y alu 
de al "eterno retorno de los derechos f orales" (85)-
A mi juicio, una correcta comprensiôn de la euestiôn 
debe partir de la distinciôn entre elementos histôricos (naciona­
lidades, entidad regional histôrica, lengua, tradiciôn, etc.) y - 
Fuero. Si cefiimos el concepto de Fuero a su concreto signiFicado 
como técnica jurldica de Derecho pûblico, su posible compatibili- 
dad con las modernas têcnicas de constitucionalismo, entiendo que 
puede resultar diflcil. Cuestiôn distinta es el Derecho civil fo­
rai, pero que en gran medida se verâ superado por el Derecho ci:—  
vil especial de cada Comunidad, que la reapertura de fuentes que 
la Constituciôn realize (art. 149.1.8) permite. Respecte a la in- 
troducciôn de elementos hist'oricos en las categorlas jurldicas - 
nada creo que pueda reprocheirse^ como he dicho al estudiar la rele 
vancia de los procèsos formativos de los Estados federales y como 
diré al estudiar la importancia del concepto de racionalidad. Por 
que conviene no olvidai* que la cuestiôn de la autonomla terri to—  
rial en nuestro pals es un problema histôrico.
En el Capltulo II de la tesis analizaré la importantl 
sima incidencia de estos elementos histôricos y foralistas en la
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forma territorial del Estado; pero para comprender lo que alii se 
diga y mantener el hilo argumentai es menester que, al menos, des 
cribamos (apresuradamente) algunas de las fases fundamentales de 
la cuestiôn forai.
Quiero, no obstante, realizar una hipôtesis que mâs - 
adelante tendré oportunidad de comprobar. El formalisme puede ha- 
ber sido una via escapista para contentair aspiraciones pollticas 
que deblan haberse resuelto en el terreno de la estructura terri­
torial del Estado y de la descentralizaciôn polltica. Asl el reco 
nocimiento de los Derechos privados foraies y espéciales en el Cô 
digo Civil de 1.889, sin otras medidas pollticas paralelas de De­
recho Pûblico o la Codificaciôn Forai realizada durante la Dicta­
dura del General Franco, pueden haber constituido vlas de escape 
y satisfacciôh de las légitimas aspiraciones autonomistes de los 
territorios histôricos, pero concedidas no en el verdadero terre- 
no de la descentralizaciôn pol'itica y del reconocimiento del de­
recho al autogobierno mediante la reapertura de un sistema de - - 
fuentes del Derecho propias, sino en el campo (menos peligroso) - 
del Derecho privado. Produciéndose ademâs una relativa deslegali- 
‘zaciôn del Derecho Privado, pues el tema entra en la via de las - 
comisiones ministeriales y de "expertes" que, supuestamente, cod^ 
fiean derechos histôricos, pero que a menudo, al cambiar la real^ 
dad social y ante la ausencia de normas que régulén las nuevas si 
tuaciones, no hacen sino crear Derecho, al haber de adapteir el - 
viejo Derecho a realidades que les son radicalmente ajenas; crea- 
ciôn del Derecho que de resultar cierta carecerla de legitimaciôn 
democrâtica alguna y resultaria incompatible con la soberanla po­
pular.
Por otra parte, la reivindicaciôn foralista puede ha— 
ber sido utilizada también por los nacionalismos internos (y las 
relaciones entre nacionalismo y foralismo son tardlas y complejas)
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como instrumento de reivindicaciôn del autogobierno y segûn la con 
ereta coyuntura polltica (86). Pero de nuevo en un terreno errôneo, 
f>ues en vez de reclamar el derecho a la autonomla o el derecho a la 
au t ode terminac iôn (si se quiere), ambos conciliables con la moderna 
estructura estatal (hay que admitir que mâs diflcilmente el segundo, 
dentro del âmbito del Estado-Naciôn), se reivindica una "restaura—  
ciôn" forai que parte de têcnicas y categorlas diflcilmente compati 
bles con las que rigen el Estado contemporâneo.
Una prueba de lo que aqui afirma es la intervenciôn del 
Sr. Arzalluz (miembro del grupo parlamentario vasco-PNV) en el deba 
te general de la C.A.C.ii.P. del Congres o, de la as amble a ccnstitu—  
yente. "Fue precisamente el constitucionalismo, el que con su esque_ 
ma jacobino, con su incapacidad de asumir la historia propia, provo 
cô el desajusfe politico vasco.. . " . . .  no se supo traducir en es- 
quemas del nuevo Estado liberal la integraciôn consensual de los en 
tes politicos vascos histôricos en la Corona, por medio del pacto - 
forai..."; "somos conscientes de que para algunos los términos de - 
Fuero, conciertos, etc. no son sino reliquias histôricas. Pero para 
nosotros no..."; "Siempre hemos mantenido la vieja tradiciôn reivin 
dicatoria forai, porque Fuero, Senorlas, para nosotros no es un al- 
macén de leyes caducas, de leyes periclitadas sino que es un nivel 
de poder politico" (87). Consecuentemente, se identifica Fuero con 
un nivel de poder politico que se articula por medio del pacto fo—  
ral con la Corona. Esto supuestOyparece ser que se confunde Fuero - 
con autogobierno, pues el reconocimiento de facultades para la ado£ 
ciôn de deciones pollticas es la esencia del autogobierno, y (lo - 
que es mâs peligroso) se insiste en la técnica del pacto forai con 
la Corona, que no tiene cabida en un moderno Estado de Derecho por­
que en el siglo XX el titular de la soberanla es el pueblo y su - - 
principal représentante el Parlamento, representaciôn que se articu 
la en la consideraciôn de la Ley como expresiôn de la voluntad popu
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lar. La Monarqula parlamentaria del siglo XX, no es la Monarquia 
absoluta del Antiguo Régimen y hay que concluir, por tanto, que 
la técnica del pacto foral con el Mo narca es, profundamente anti^  
democrâtica por constituir un hurto a la soberanla popular y a - 
la labor del Parlamento. Son otras las vlas têcnicas en que la - 
justa reivindicaciôn nacionalista debe canalizarse en nuestros - 
dlas y conviene no confundir autogobierno con mito forai.
Sea como fuere, lo que en esta tesis interesa es ver 
qué relevancia jurldica posee el reconocimiento de los Derechos 
foraies que en la Constituciôn de 1 .978 se realiza y como se corn 
pagina con el reconocimiento de un nuevo mécanisme autonômico de 
producciôn de fuentes del Derecho (88). Pero ésto serâ objeto de 
estudio mâs adelante y por razones de metodologla me limitaré — 
aqul (continuando con el enfoque histôrico de este capltulo) a - 
exponer algunos de los hitos de este proceso de unificaciôn jur^ 
dica y/o aboliciôn foral, lo que me permitirâ poderme centrer, - 
posteriormente, en el estricto debate de las fuentes normatives.
Las Constituciones que van desde 1.812 a 1.876, orga 
nizaron un Estado uniterio centralizado y sentaron las bases pa­
ra el establecimiento de un Ordenamiento jurldico ûnico, bien es 
cierto que también uniforme, para todo el territorio del Estado.
Esto suponla un cambio muy importante con respecte a la situa---
ciôn anterior. Hesta la calda del Antiguo Régimen no puede hablar 
se de un ûnico Derecho espanol, sino de diverses Ordenamientos - 
jurldicos en cada uno de los viejos Reinos. La Monarqula absolu— 
tista borbônica va a unificar esos Ordenamientos plurales en un 
sôlo Ordenamiento espanol, pero que, sôlo en parte, puede identif 
ficarse con el Ordenamiento Castellano, pues hay que reconocer - 
que los primeros "unificados" en torno al "nuevo Derecho" fueron 
los propios Castellanos y es diflcil sustentar la teorla de una 
simple reducciôn de los demâs Reinos al Ordenamiento castellano
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(89). La ûnica excepciôn a ese proceso de unificaciôn van a ser - 
los Derechos civiles forales en la medida prevista en el Côdigo - 
Civil.
La Constituciôn de 1.8l2 sentô las bases para la cons 
trucciôn de ese Estado unitario centralizado: un ûnico apa"ato le 
gislativo, una ûnica Administraciôn, una unidad del mereado nacio 
nal (desapariciôn de las aduanas interiores, unidad de las contri^ 
buciones...), un sôlo Ejército y unos solos Côdigos. Se inicia - 
asl ese proceso de unificaciôn del Derecho que no fue realizado - 
ni en un solo momento,ni por igual en todas las ramas del Derecho, 
sino en un largo proceso (desigual segûn los sectores del Ordena­
miento) y jalonado por distintas fases, siguiendo en gran parte - 
el modelo revolucionario francés: Administraciôn centralizada, - 
provincias, Gobernadores, Côdigo Civil, etc.
La burguesla révolueionaria espahola, principal impu^ 
sor de nuestras Constituciones, entendiô que Fuero y Côdigo (como 
he expuesto) eran incompatibles y desde Câdiz tratô de construir 
un Estado liberal al modo francés. La aceptaciôn de ese Estado - 
liberal y ce ntr cil izado fue diflcil, por muy diversas razones, pe­
ro lo fue especialmente en Vizcaya, Guipûzcoa, Alava, Navarra y - 
ocasionalmente, en algunas zonas montahosas de Cataluha y el Mae£ 
trazgo caste11onense, donde se concentraron las llamadas guerras 
carlistas. A la muerte de Fernando VII (29 de septiembre de 1.833) 
se inicia una guerra civil que tuvo algo de: enfrentamiento dinâs- 
tico (partidarios de don Carlos, partidarios de la entonces niha 
Isabel II); algo de enfrentamiento ideolôgico (defensores del si£ 
tema del Antiguo Régimen versus libérales moderados y progrèsis—  
tas), algo de enfrentamiento econômico y de lucha de clases (la - 
desapariciôn de las aduanas interiores establecida en Câdiz no - 
fue pacificamente aceptada y la desapariciôn del sistema de seho- 
rlos parece ser que aumentô las contribuciones y arriendos de los
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labradores frente a los nuevos propietarios del incipiente capita- 
lismo, proceso en parte, segûn Artola, ya iniciado en el ûltimo - 
feudalismo), y algo de defense de los Fueros, que se entendlan - 
atacados por algunos preceptos de la Constituciôn de l.8i2 (que - 
no obstante fue aprobada en el Pals Vasco), en parte como manifes 
taciôn del pluralisme y en parte como defense del privilégié y - 
del Antiguo Rêgimen. Es surnamente diflcil establecer las relacio­
nes y prioridades entre estas coneeusasr pero para nuestro estu—  
die nos interesa recorder que el final de la primera y de la ter- 
cera guerra carliste dieron lugar a algunos importantes textes ju 
rldicos.
2.1.- La Ley de 25 de Octubre de 1.839.
Là primera guerra carliste finalize con el Convenio - 
de Vergara de 31 de agosto de 1.839, en el citado convenio el ge­
neral Espartero, vencedor de la guerra, recomendaba al Gobierno y 
a las Certes "la concesiôn o modificaciôn de los Fueros", porque 
"los Fueros son la causa que nos llevô a la guerre y los Fueros - 
fueron medio para obtener la paz" (90). Para garantizar lo acorda 
do en el Convenio, el Gobierno propuso a las Certes un proyecto - 
de ley que en su articule i afirmaba: "Se confirman los Fueros de 
las Provincias Vascongadas y Navarra", texte al que las Certes - 
aHadieron: "sin perjuicio de la unidad constitucional de la monar- 
qula". Consecuentemente, el proyecto, en su airtlculo 2 obligaba - 
al Gobierno a proponer a las Certes las modificaciones indispensa 
bles de los Fueros que los hiciesen conciliables con "el interês 
general de la Naciôn y de la Constituciôn de la Monarqula". Un - 
clâsico del foralismo, Angulo, afirma que la clâusula "sin perjui 
cio..." fue interpretada como "el ariete empleado para derribar - 
el edificio foral" (9l). Sea como fuere, el desarrollo de esta - 
ley fue hecho de manera diversa, con el objeto de concretar esas
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modificaciones, para Navarra que para Alava, Guipûzcoa, Vizcaya. 
Asl, para la primera se promulga la ley de 16 de agosto de 1.341 
y para las otras très provincias el Deereto "orgânico" de 16 de 
noviembre de 1.839 y el Deereto de 29 de octubre de 1.841.
2.2.- Ley de i6 de agosto de 1.841; la llamada ley -
"paccionada" de Navarra.
Esta ley dictada para organizar "la Administraciôn - 
General de Navarra" ha dado lugar a una viva pol'emica sobre su 
naturaleza. Los foralistas navarros defienden su carâcter paccio-
nado o contractual (têsis que curiosamente parece abonar el ---
preâmbulo y el artîculo 2 de la Ley Orgânica 13/1.982 de amejora 
miento del rêgimen forai), dando a entender que fue aceptada por 
Navarra por la via del pacto en el Convenio de Vergara, y no im- 
puesta por la soberanla del Estado. Para ello se basan en que el
artîculo 2 de la ley de 25 de octubre de 1.839 establecla que -
las modificaciones de los Fueros deblan hacerse "oyendo" a las - 
provincias afectadas y que esta ley viene a sustituir el tratado 
de 1.515 por el que Navarra se incorporé a Castilla. Frente a e£ 
ta tesis, la mayorla de la doctrina sostiene su carâcter de ley 
ordinaria: Cânovas afirmaba "la ley del 41 es una ley como todas 
las otras y todo lo dispuesto sobre este particular, puede caer 
y caerla delante de una resoluciôn de las Cortes sancionada por 
el Rey" (92); Tomâs y Valiente argumenta que el trâmite de audien 
cia del interesado, en este caso Navarra, no supone un pacto: -
"oir" no es pactar (93), y ahade que ;"el tono de la ley es impo 
sitivo y ningûn precepto aparece como pactado, negociado o consen 
tido; las clâusulas finales son inequlvocamente imperativas" y - 
es la reina la que manda cumplir y hacer cumplir la ley en todas 
sus partes; Bartolomé Clavero sostiene que esta ley ni por su - 
forma ni por su sustancia mercere el calificativo de "paccionada", 
argumentando que incluso tampoco el de "foral", pues del propio -
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juego de sus disposiciones debla de resultar la erradicaciôn del - 
sistema forai y que los restantes territorios vascos se resistie—
ron a la negociaciôn en nombre de sus propios fueros (94).
En slntesis, Ib ley de 16 de agosto de 1.841 regulaba
el siguiente modelo organizativo de sus instituciones de autogo--
bierno:
- Una Diputaciôn forai compuesta por siete miembros - 
elegidos por los Ayuntamientos y que posee competencies administra 
tivas anâlogas a las de las Diputaciones Provinciales y la funciôn 
de garantizar los Fueros (art. 16).
- Un Consejo foral como ôrgano asambleario con potesta
des normatives.
- Un Tribunal administrativo que resuelve los recursos 
por conflictos entre las autoridades municipales y provinciales(95)
Respecte al rêgimen jurldico de Navarre; se conservô - 
el Derecho Civil navarro (art. 2); permaneciô su Derecho Penal has 
ta el Côdigo Penal de 1.848.(art. 2); se suprimiô el Derecho Proce 
sal Navarro; se ordenô la prëstaciôn del servieio militer de los - 
navarros mediante cupo, quedando al arbitrio de la Diputaciôn cômo 
rellenar ese cupo; desaparecieron las aduanas interiores, trasla—  
dândose a los Pirineos; se estableciô el sistema de cupo o concier 
to de Navarre con la Hacienda del Estado, mêtodo por el que la Di­
putaciôn foral debla ingresar une cantidad fija en la Hacienda del 
Estado, reteniendo une cantidad y se unificô el rêgimen municipal 
navarro (art. 5) con el del resto del Estado, si bîên se mantuvie 
ron las peculiaridades propias de la administraciôn de los bienes 
canunales (art. 10 y 14).
Tomâs y Valiente afirma que, en slntesis, Navarre con
servô su Derecho Civil, careciô de potestades legislatives pro---
pies y conservô potestades de autogobierno importantes en materia 
fiscal y militer. Respecte del.llamado "paralso fiscal navarro" -
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sostiene que de 1.841 a 1.876 la debilidad de los Gobiernos cen­
trales impidiô el auxnento de la contribuciôn de Navarra al Estado; 
tras la tercera y ûltima guerra carliste, Cânovas actualizô la cuan 
tla en la ley de Presupuestos de 1.877 (96). Los convenios econômi 
COS de 1.877 (19 de febrero), 1.927, 1.941 y el Deereto ley de 24 
de julio de 1.969, han regulado después esta cuestiôn.
En lo esencial, este esquema ha llegado hasta nue s tros 
dlas, donde al amparo del reconocimiento de los derechos histôri—  
COS y de la actuaiizaciôn del rêgimen foral "en el marco de la Cons 
tituciôn y de los Estatutos de autonomla" (Disposiciôn adicional - 
1â) que en la Constituciôn se realiza, se ha promulgado la Ley Or­
gânica 13/1982 de 10 de agosto de reintegraciôn y amejoramiento - 
del rêgimen forai, que en el capltulo II analizaré.
2.3.- Deereto de 29 de octubre de 1.841:
Como consecuencia de la aprobaciôn de la ley de 1.841 
se produjeron disturbios importantes en Guipûzcoa, Vizcaya y Alava 
en defensa de los Fueros, produciéndose una sublevaciôn armada que 
fue derrotada por Espartero. Al amparo de la Constituciôn de 1837, 
entonces vigente, y de la ley de 1.939 se promulgô este Deereto de 
29 de octubre "reorganizando la Administraciôn de las Provincias - 
vascongadas". Por êl se establecla: la supresiôn del pase foral, - 
"jefes politicos" (Gobernadores civiles) dependientes del Gobierno 
y encargados del ôrden pûblico, organizaciôn de los Ayuntamientos 
conforme a las leyes générales, Diputaciones provinciales que sus- 
tituyesen a las Foraies y Juntas, creaciôn de aduanas en las cos­
tas y fronteras. Y derogaciôn del rêgimen foral judicial. Los diez 
art'iculos de este Decreto supusieron una prâctica "aboliciôn" del 
rêgimen foral y debe admitirse que su procedimiento de elaboraciôn 
no fue el previsto en la leg de 1.839, pues se hizo por Decreto de 
Espartero sin "oir" a las provincias afectadas por las modificacio 
nés y que su contenido y esplritu tuvieran algo de medida represi-
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va contra las provincias rebeldes: asl, en la Exposiciôn de Moti­
ves del Decreto, Espartero justified su promulgaciôn en parte por 
la necesidad de la unificaciôn jurldica, pero en parte también - 
por la conveniencia de "dar estabilidad al triunfo frente a la re 
beliôn" (97).
Nada se decia en el Decreto respecte del Derecho Ci—  
vil foral, de la Hacienda Pûblica y del rêgimen de prëstaciôn del 
Servicio Militar.
No obstante, la mener radicalidad ante la cuestiôn fo 
ral de los libérales moderados (a diferencia de los progrèsistas) 
produjo una cierta ambigüedad en la situaciôn vigente. En efecto, 
el Decreto de 29 de octubre fue desarrollado por la ley de 23 de 
abril de 1.842 en lo referente a las Diputaciones provisionales,- 
pero cuando los moderados alcanzaron el poder promulgaron el Real 
decreto de 4 de julio de 1.844, que restitula, de nuevô, al Pals 
Vasco las Juntas y Diputaciones Forales, pero manteniendo las mo­
dif icaciones anteriores.
Tomâs y Valiente sostiene que la duda sobre la régula 
ciôn de las materias militares y tributarias en el Pals Vasco hi­
zo que de 1.795 a 1.859 (con la excepciôn del trienio 1820-1823 y 
de la Guerra de Africa de 1859) no se efectuaran prestaciones al 
Estado en estas cuestiones (98). Esta desigualdad en el tratamien 
to fiscal y militar de las dis tintas nacionalidades del Estado - 
vuelve a replantear de nuevo la duda sobre lo que el viejo siste 
ma foral tenia de lôgico pluralisme y/o de privilégié injustifica 
ble.
2.4.- Ley de 21 de julio de 1.876:
Tras la corta experiencia republicana finalize en - - 
1.876 la tercera y ûltima guerra carlista. El 30 de junio de 1876 
se pranulga la Constituciôn de la Restauraciôn de la Monarqula - 
borbônica^ el 2l de julio del mismo aho, Alfonso XII sanciona la
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llamada "Ley Cânovas" o "Ley aboiitoria de los Fueros" que unificô 
la totalidad del Ordenamiento jurldico del Estado.
En el preâmbulo de esta ley se dice que se dicta "para 
dar cumplimiento a la ley de 25 de octubre de 1.839", aunque en - 
realidad la ley de 1976 tiene, de nuevo, bastante de represalia y no 
puede entenderse si no en el contexte histôrico del fin de una gue 
rra civil. En el texto se declaraba que a los deberes constitucio- 
naies de prëstaciôn del Servicio militar y fiscales deblan contri- 
buir los habitantes de Guipûzcoa, Vizcaya y Alava en igual medida 
que los demâs espaholes, aclarando asl la ambigüedad producida por 
el Decreto de i .841. Esto supuesto, se autorizaba al Gobierno para 
reformar el antiguo rêgimen forai en las modificaciones necesarias 
"para el bienestar de los pueblos vaseongados" y "el bien de la Na 
ciôn". No obstante, los amplios poderes que le concedlan al Gobier 
no los artlculos 4, 5 y 6 de la ley, permitlan mantener especiali- 
dades forales y al ampara de estos art'iculos se regularon, mâs - 
tarde, los conciertos economicos. Sin embargo, afirma Tomâs y Va—  
liente que "la actitud poco amistosa y bastante adversa a las Jun­
tas y Diputaciones forales de las très provincias vascongadas" hi­
zo que el Gobierno por Decreto regulase las cüotas de sus atribu—  
ciones; êsto y la disoluciôn por Decreto de las citadas Juntas se 
entendiô por la doctrina foralista (afirma Angulo) como la defini- 
tiva aboliciôn del rêgimen forgil (99).
Se cierra asl un période de sucesivas confirmaciones y 
derôgaçiones ("aboliciôn) de los Fueros: en efecto, segûn datos - 
que tomo de Angulo, Napoleôn suprimi'o el rêgimen foral durante la 
Guerra de la Independencia el 8 de febrero de i.8lO y fue restable 
cido por el gobierno de Câdiz en 1 . 8 1 2; la segunda suspensiôn se - 
produjo en 1.836; promulgada la Constituciôn de 1.837 fue suspendi 
do en septiembre del mismo aho y reestablecido el rêgimen foral - 
por la ley de 25 de octubre de 1.839, tras el Convenio de Vergara, 
fue suspendido de nuevo tras los sucesos en el Pals Vasco de 1841 ;
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vuelve a reestablecerse en agosto de 1.844 con la llegada al Gobier 
no de los moderados (parcialmente, cano hemos visto) y se deroga fi 
nalmente, salvo en lo referente a Derecho Civil Foral y Conciertos 
econômico-fiscales, en 1 .8 7 6 (iGO). No obstante, la ley de Cânovas 
supuso la definitiva derogaciôn del viejo rêgimen (si bien no total), 
como indico), pero sin sustituirlo (a mi juicio desafortunadamente) 
por un nuevo sistema alternative de descentralizaciôn, con lo eual 
los deseos de autogobierno se vieron lamentablemente reducidos a la 
reivindicaciôn de la "restauraciôn" foral.
Sin embargo y paradôjicamente, la ley viene bajo la ban 
dera de la reforma pese a que hay que admitir que culmina este pro­
ceso de derogaciôn foral. En efecto, el artîculo 1 establece la uni 
dad en la regulaciôn del cumplimiento del servicio militar obligato 
rio "a los habitantes de las provincias de Vizcaya, Guipûzcoa y Ala 
va, del mismo modo que a los demâs de la Naciôn", establéeiéndose - 
en el artîculo 2 la obligaciôn de las très provincias de presenter 
un cupo de hombres de acuerdo con las leyes. El artîculo 3 especif^ • 
ca la sujecciôn de las très provincias a los "impuestos ordinarios 
y extraordinarios que se consignen en los presupuestos générales - 
del Estado". El sentido réformiste de la ley se refie ja en el airtl- 
culo 4 que autoriza al Gobierno "si lo juzga oportuno, a reformer - 
el antiguo rêgimen foral con audiencia de las très provincias, pero
el procedimiento no diô lugar a ningûn rêgimen alternative de auto­
nomla, como ya he dicho, ni permitiô tampoco la pervivencia de los 
viejos Fueros. Finalmente, en el articule 6 se inviste al Gobierno 
de todas las facultades extraordinarias y discrecionales" que exija 
la ejecuciôn de esta ley. En desarrollo de la ley de 1 .8 7 6 va a pro 
mulgarse el decreto de 3 de mayo de 1.877, llamado "nivelador" en - 
la tradiciôn foralista, por el que desaparece el rêgimen de adminis 
traciôn especial de las très provincias reduciéndoselas a las"leyes 
y disposiciones que rijan para las demâs de la Naciôn" (art.1) y se
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dietan ademâs las disposiciones pertinentes para el cumplimiento 
de esta afirmaciôn en el ramo de cada uno de los correspondientes 
ministerios: Hacienda (art. 3,4,7 y 9), Fomento (art.6)...
El 13 de noviembre de 1.877 se diô otro Real Decreto 
que fijaba las cantidades con que hablan de contribuir al Estado 
las très provincias "por contribuciôn de inmuebles, cultivos y ga 
naderlas", de acuerdo con la distribuciôn del cupo general que pa 
ra todas las del Reino seRala la ley de Presupuesto de 11 del ci­
tado mes (art. 1).
La disposiciôn derogatoria 2ê de la Constituciôn espa 
Roia de 1 .978 considéra la ley de 2i de julio de 1.876 ^ derogada.
E ) Los conciertos econômico-fiscales:
Los conciertos econômico-fiscales junto con el Dere—  
cho Civil Foral eran, por tanto, las dos dnicas materias en que - 
sobrevivla la vieja regulaciôn forai. El primer concierto con las 
très provincias vascas se promulgô por Decreto de 28 de febrero de 
1 .8 7 8, también de Cânovas. Va precedido de una extensa exposiciôn 
en la que el Gobierno manifiesta que "se da por terminada la eje­
cuciôn de la Ley de 21 de julio de 1 .8 7 6". En esta disposiciôn se 
fija, de nuevo, el cupo de contribuciôn de las très provincias. - 
El segundo se produce en 1.887; el tercero, en 1.894; el cuarto, 
en 1 .9 0 6 y el quinto en 1.975.
Complementariamente, la Disposiciôn Transitoria cuar- 
ta de la Ley provincial de 1.882 establecla que se otorgabe a las 
très diputaciones vascas, ademâs de las competencias comunes a - 
las Diputaciones provinciales, las necesarias para ejecutar estos 
conciertos.
F) El Dferecho Civil Foral y espanol:
Ninguna de las disposiciones enumeradas suprimen el De
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recho Civil Foral de Guipûzcoa, Vizcaya y Alava y Navarra. La opo- 
siciôn entre libérales y progrèsistas y foralistas-carlistas,en la 
dialéctica Constitueiôn-Fuero, parecla centrarse en el Derecho Pû­
blico. No obstante, una sociedad burguesa edificada en torno a la 
idea liberal de Constituciôn debla canplementarse con un Côdigo C^ 
vil a la manera francesa. El proceso de codificaciôn civil espa—  
Roi es especialmente largo y recoge innumerables proyectos incom—  
pietos y derrotados desde que en 1.843 se créa la Comisiôn General 
de Codificaciôn (no obstante la existencia de intentes anteriores). 
Finalmente, basândose en el articule 75 de la Constituciôn de 1.876, 
que establecla que unos mismos Côdigos deblan régir para toda la - 
Monarqula, se inicia un période de trabajos en 1.880 que culmina—  
rlan en el Côdigo Civil de 1.889, aprobado mediante la técnica de 
la ley de bases de las Certes texto articulado del Gobierno y ce—  
rregido un aRo mâs tarde por ley de Certes (101).
Tanto la ley de bases de 1.888, artlculos 5 y 6, como 
el articule 12 del Côdigo reconoclan la conservaciôn "Integra y - 
provisional" (por ahora) de los Derechos Civiles Forales y ordena- 
ban redactar Apéndices al Côdigo que regulasen "aquellas institu—  
ciones forales que conviene conservar". El carâcter restrictive de 
estos Apéndices hizo que solo llegase a aprobarse el Apéndice ara- 
gonés en 1.925 (Decreto de 7 de dieiembre), que en su Disposiciôn 
Final derogaba "los Fueros y observancias del Reino de Aragôn", - 
quedando como Derecho Civil vigente en la regiôn, y en su defecto, 
como Derecho supletorio, el Côdigo Civil.
En 1.946 se celebrô un Congreso de Derecho Civil en Za 
ragoza que tomô el acuerdo de redactar "Compilaciones de Institu—  
ciones forales", eludiendo la via del Apéndice, que por definiciôn, 
suponla la excepciôn, y optando por el sistema mâs general y englo 
bflnte de la Compilaciôn. El Gobierno hizo suyas estas conclusiones 
y por Decreto de 23 de mayo de 1.947 ordenô la formaciôn de comi—  
siones compiladoras, designândose mâs tarde juristas de reconocido
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prestigio para su composici6n. Como culminaciôn de este proceso se 
aprobaron por ley y publicaron las siguientes compilaciones: la de 
Vizcaya y Alava de 30 de julio de 1.959; la de Cataluna de 21 de - 
julio de 1.960; la de Baléares de 19 de abril de 1.961; la de Gal^ 
cia de 2 de diciembre de 1.963; la de Aragôn de 8 de abril de 1967
y, por ûltimo, la de Navarra de 1 de marzo de 1.973. En todos es—
tos territorios el Côdigo Civil rige sôlo como supletorio de la - 
Compilaciôn.
Cuâl es el horizonte que se abre a los Derechos Civi—  
les Forales compilados con el reconocimiento del Derecho Foral (Dis_ 
pôsiciôn Adicional primera) y la apertura de nuevas fuentes de - 
producciôn del Derecho que la Constituciôn régula, es una de las - 
preguntas importantes que se plantean en la actualidad. A mi jui—  
cio y con cierta provisionalidad (tanto por la falta de perspecti- 
va todavla como por mi carâcter de no especialista en la materia) 
podemos aventurar las siguientes reflexiones:
a) Por muy venerable que resuite la tradiciôn foral, - 
el reconocimiento de los regimenes forales que la Disposiciôn Adi­
cional primera de la Constituciôn espahola de 1.978 realiza, se -
efectûa "en el marco de la Constituciôn y de los Estatutos de Auto 
nomla". Dado ademâs el carâcter de ley de las normas de aprobaciôn 
de las compilaciones, nada impide el juicio de constitucionalidad 
previa a la aplicaciôn de la norma (sino que a fortiori debe ser - 
una actividad necesariamente previa a la aplicaciôn de estas dispo 
siciones) entre Derecho Foral y Constituciôn,por todo operador del 
Derecho.
b) Dadas las circunstancias histôricas tan lejanas en 
el tiempo que dieron lugar al rêgimen civil foral y la circunstancia 
de que las Compilaciones se efectuaran estando cerradas las fuen—  
tes de producciôn de nuevo Derecho, conviene que el legislator - - 
autonômico se plantée en su caso la actuaiizaciôn de dicho Derecho,
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para su mejor adecuaciôn a la Constituciôn y a su desarrollo Esta- 
tutario.
c) Entiendo ademâs que -es una via mue ho mâs democrâti­
ca y funcional que la actualizaciôn del rêgimen foral de Derecho - 
Privado se lleve a cabo por el propio legislador autonômico "por - 
via legislativa" y no por el Tribunal Constitucional y los Tribuna 
les Ordinarios (102). Asl lo entiende también el Tribunal Constitu­
cional en Senteneia de 1 de junio de 1.98i.
d) Respecto a la relaciôn entre el sistema interno de 
fuentes del Derecho Civil foral o especial y el del Estado, hay - 
que entender, siguiendo al profesor Dlez Picazo (actual magistrado 
del Tribunal Constitucional) que la determinaciôn de las fuentes - 
de Derecho compete al Estado, "respetando" el sistema interno de - 
fuentes de estos derechos, pero que "la idea de respeto no se pue­
de hacer equivaler a una dejaciôn de la competencia del Estado o - 
una desapariciôn de la misma" (103).
Es decir, el sistema de fuentes internas que los Dere­
chos Civiles forales o especiales establezcan, es aplicable solo - 
dentro del ordenamiento autonômico y no puede modificar las rela—  
ciones entre Derecho Foral, Derecho General del Estado y el Dere—  
cho Comûn.
e) Si el Derecho Civil Foral en algftn momento histôri­
co fue una via escapista y de satisfacciôn de las légitimas aspira 
ciones al autogobierno politico en un terreno marginal, conviene - 
que ante el nuevo reconocimiento constitucional del derecho al - - 
autogobierno, el debate foral se desenvuelvacnel estricto campo de 
las necesidades de acomodaciôn de la téecnica jurldica a realidades 
sociales régionales, distihtas sin duda, pero no menos distintas de 
las realidades que produjeron el viejo Derecho.
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Secciôn 3^: El fracaso de los proyectos de bûsqueda de un nivel de 
autoadministraciôn suproprovincial a lo largo del siglo 
XIX y has ta la II Repûblica: la necesidad de la autono­
mla polltica como conclusiôn.
Este Estado unitario, centralizado y liberal construido 
por la burguesla révolueionaria y asentado por la burguesla conser- 
Vadora de la Restauraciôn borbônica en torno al proyecto de Estado 
canovista, va a sentar sus bases, como hemos visto, en una Constitu 
ciôn y en unos Côdigos (derogando en una gran parte el rêgimen fo—  
ral) no obstante queden al margen de la codificaciôn sectores tan - 
importantes del Ordenamiento como el Derecho Administrâtivo y el De 
recho Laboral. La centralizaciôn, o mâs sutilmente, el proceso cen­
tralized or va a ser un dato comûn en todos los Gobiernos (salvo las 
excepciones comentadas) desde 1.812, por encima de los demasiado -
frecuentes cambios constitucionales y de las inestabilidades guber- 
namentales . Pues bien, este Estado centralizado se organize como es_ 
tructura en torno a las estructuras municipales y provinciales, la - 
llamada Administraciôn local.
No es este el lugar donde deba hacer referenda a lo -
que supone la introducciôn en nuestro pals del "poder municipal" -
(cuestiôn sobre la que versa la Tesis doctoral de inminente publica 
ciôn de mi compaRero de Câtedra Javier Garcia Fernândez), ni la nue^  
va distribuciôn provincial de 1.833, temas ambos sobre los que abun 
dan los estudios (104).
Pero si quiero realizar una observaciôn en la llnea de 
la ya recordada por el profesor Luciano Vandelli (105). El modelo - 
del centralisme espaRol sigue las pautas marcadas por la Administra 
ciôn napoleônica agravando, si cabe, la tendencia a crear entes lo­
cales con ôrganos monocrâticos dependientes jerârquicamente de la - 
Administraciôn central y sometidos a constantes y vejatorias "tute- 
las" y con ôrganos colegiados meramente consultivos (io6). Un poder
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municipal, frecuentemente definido como "natural" o nuclear del - 
rêgimen administrative, pero privado de autonomla real y aiejado 
de ser un instrumento active de la vida polltica. Una divisiôn - 
provincial realizada por el conocido Decreto de Javier de Burgos 
en 1 .833 que creaba 49 provincias, frecuentemente "artificiales", 
que no respondlan ni a la tradiciôn histôrica ni a la planifica—
ciôn en comarcas econômicas. La provincia va a ser primero cir--
cunscripciôn de la Administraciôn central, con la introducciôn de 
la idea francesa del "prefecto" y mâs tarde agregaciôn de muniei- 
pios con conpetencias propias, pero en cualquier caAo instrumento 
indeleble del centralisme y no de una actividad autônoma (107).
Todas estas razones, aRadidas a la falta de respuesta 
ofrecida a los nacionalismos vascos y catalân en el terreno de la 
descentralizaciôn polltica, hicieron que al igual que se intentô 
"conformar" estas aspiraciones de autogobierno en el terreno del 
Derecho Civil foral o especial, se intentase conformarlas también 
en el campo del regionalismo administrative. Todo el siglo XIX y 
parte del XX (hasta la prcmulgaciôn de la Constituciôn de la II - 
Repûblica) recogen la existencia de una serie de proyectos admi—  
nistrativos que revelan la bûsqueda de un nivel de administraciôn 
(de autoadministraciôn) regional o supraprovincial. Son muchos - 
los proyectos en esta llnea y muchas y diversas las finalidades - 
que llevaron a su estudio (algunos con la simple intenciôn de con 
solidar el centralisme o bien de poner fin al caciquismo). Todos 
estos proyectos de autoadministraciôn regional o supraprovincial 
(pues en algunos casos no podla hablarse de verdaderas regiones) 
fracasaron, a excepciôn de la experiencia de la Mancomunidad cata 
lana dirigida por Prat de la Riba (108). El fracaso de estos in—  
tentos de regionalismo administrative o de autoadministraciôn con 
dujo a que,llegada la proclamaciôn de la II Repûblica (y antes en 
el Facto de San Sebastian), algunas de las fuerzas pollticas espa 
Roias se plantearan la necesidad de una autonomla polltica y no me 
ramente administrative.
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Entre estos Proyectos (109):
- Real Decreto de 29 de septiembre de 1.847: "Reforma 
Escosura", que pretendla unificar la organizaciôn administrativa 
en once gobiernos générales, con el objeto de concentrer la auto- 
ridad. La reforma fue suspendida por Real Decreto de 5 de octubre 
de 1.847.
- Proyecto de 6 de enero de 1.884: "Reforma More t", que 
prevela quince regiones administratives, presididas por un lober- 
nador, como représentante del Gobierno. El programa del Ministerio 
de Gobernaciôn prevela la promulgaciôn de une ley provisional y - 
otra municipal. El mismo mes de enero, el Gobierno liberal de Posa 
da Herrera es sustituido por el de Cânovas del Castillo y el Pro—  
yecto cae.
- Proyecto de 24 de diciembre de 1.884: siendo minis—  
tro de la Gobernaciôn el Sr. Romero Robledo, se présenta un proyec 
to de Ley del Gobierno y la Administraciôn local que incluye un t^ 
tulo bajo el eplgrafe "De la Administraciôn y el Gobierno regional7
- Proyecto de Silvela y Sânchez Toca de 1.891 : en cada 
una de las trece regiones previstas se establecla un Consejo Regio 
nal y una Comisiôn ejecutiva del mismo, situadas jerârquicamente - 
por encima de las Diputaciones provinciales. Son de destacar, los 
varios estudios dedicados al regionalismo por el propio Sânchez Toca,
- Proyecto Maura de 1.907: que consentla a las Diputa­
ciones provinciales asociarse en "Mancomunidades". Una vez consti- 
tuida, la Mancomunidad gozaba de personalidad jurldica y podla ob­
tener la gestiôn de competencias incluso de carâcter estatal. El - 
Proyecto supone un primer reconocimiento de la autonomla regional, 
como agregaciôn espontânea de provincias ligadas por tradiciones e 
intereses comunes, pero no llegô a ser aprobado por el Senado, da­
dos los luetuosos sucesos que conmovieron Espana en 1.909 (Semana 
Trâgica de Barcelona).
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- Proyecto Canalejas de 31 de mayo de 1.912: que pre­
vela igualmente la creaciôn de Mancomunidades a iniciativa de las 
Diputaciones prvinciales o del propio Gobierno y la posibilidad - 
de que ejercieran funciones delegadas por el Gobierno. No fue - - 
aprobado al ser asesinado su autor en un atentado.
- Real Decreto de 18 de diciembre de 1.913: finalmen­
te, la llnea iniciada en los proyectos de Maura y Canalejas toma 
fuerza de ley en este Real Decreto que autoriza las Mancomunida—  
des "para fines exclusivamente administratives" y dentro del âmbi^  
to de competencias provinciales. Se asignaban al Gobierno diver—  
SOS contrôles: un control "minucioso y puntual" sobre los proyec­
tos de Estatuto elaborados por las Diputaciones (control sobre - 
los actos); un poder de disoluciôn de la Mancomunidad en los su—  
puestos de violaciones de leyes, contraste con los intereses na—  
cionales o por motivos de ôrden pûblico (control orgânico). Unica 
mente una Mancomunidad llegô a constituirse, la catalana, en i914, 
donde merced mâs que a la intensidad de sus competencias a la per 
sonalidad de su présidente, Prat de la Riba, tuvo una gran impor- 
tancia hasta su supresiôn, por las Disposiciones Transitorias del 
Estatuto Provincial de 1.925-
En efecto, pocas semanas de s pué s de publiceirse este - 
Real Decreto de 1.913 presentaron las Diputaciones catalanas su - 
proyecto de Estatuto que fue aprobado por Real Decreto de 26 de - 
marzo de 1.914, establéeiéndose que las modificaciones del Estatu 
to deblan ser sometidas al Gobierno para su aprobaciôn (art. 2).
Al amparo de este Real Decreto de 1.913 llegaron a proyectarse - 
una mancomunidad castellana y otra del Ebro, formada por Rioja, - 
Navarra y Aragôn, pero ambos intentos no llegaron a cuajar (110).
El 6 de abril de 1.914, conforme al Estatuto aprobado, 
se constituyô la Mancomunidad de Cataluna. La Lliga optô por esta 
opciôn y Prat de la Riba y Cambô fueron sus mâximos defensores. -
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Los dos objetivos prioritarios de la Mancomunidad fueron crear una 
infraestructura de servicios pûblicos bâsicos que permitiera el - 
desarrollo industrial y un amplio proyecto educativo, que ofrecie- 
ra mano de obra cualificada para ese desarrollo. A pesar de sus 1^ 
mitaciones légales, la labor de la Mancomunidad fue muy fecunda y 
la experiencia descentralizadora résulté eficaz y del mâximo inte- 
rés.
- Proyecto de Romanones de 28 de enero de 1.919:se pre 
tende una "nueva organizaciôn autônoma municipal y regional" y es­
tando pensado especialmente para CataluRa/fue sin embargo rechaza- 
do por los propios catalanes.
- Real Decreto de 20 de marzo de 1.925: Estatuto pro—  
vincial de Calvo Sotelo. Elaborado durante la dictadura del Gene—  
ral Primo de Rivera. En él se configuran las regiones como agrega- 
ciones de ipunicipios y no como verdaderos entes supraprovinciales 
(art. 304 y ss.). Los preceptos del Estatuto que aludlan a la pos^ 
bilidad de constituir mancomunidades provinciales de naturaleza ad 
minis trativa para la prëstaciôn de servicios (art. 18), no llega—  
ron a desarrollarse.
Ccmo conclusiôn de esta secciôn y de esta enumeraciôn 
de Proyectos vemos que los distintos intentos de configurer una de 
marcaciôn supraprovincial, a veces incluso verdaderamente regional, 
con competencias meramente administratives fracasaron, con excep—  
ciôn de la fluide experiencia de la Mancomunidad catalane de Prat 
de la Riba, donde el "êxito" mâs que a las competencias jurldicas 
de la propia Mancofnunidad se debiô a la personal idad de su Pre si—  
dente y a las especiales circunstancias pollticas catalanas. El - 
fracaso de este "regionalismo administrativo" evidencia que la ûni^  
Ca via posible para solucionar las aspiraciones de autogobierno de 
las nacionalidades histôricas de nuestro pals era la autonomla po­
lltica, ya que sin perjuicio de que la ocasiôn se aprovechase para 
la reforma administrativa era menester una soluciôn mâs amplia y - 
englobante, como las fôrmulas del Estado integral y del Estado auto 
o tr tan de ofrecer.
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nos filosôfico, cual corresponde la dimensiôn de este personaje.
Cambô parte de la constataciôn prâctica del hecho diferencial --
catalân (lengua, cultura, historia ....), pero a diferencia de - 
Rovira Virgili no niega la realidad hispânica y reconoce la —  
fuerza del hecho peninsular. Ante este realidad contrapuesta (ca- 
talanismo / iberismo) estudia las posibles altemativas para re- 
chazar la soluciôn "asimilista" (incompatibilidad de ambos hechos) 
y la "separatista" (no cabe la separaciôn por alzamiento armado y 
séria irrisoria la separaciôn "por persuagiôn") ,y opta decidida- 
mente por la concordia (lo que luego llamarâ "la conllevancia") - 
defendiendo las ventajas de una nueva conciliaciôn en torno a un 
proyecto comûn, ese mismo ideal comûn nacional del que hablaba —  
Ortega.
(il).- Respecte del origen del municipio en Espafla , - 
véase la tesis doctoral de Fco. Javier GARCIA FERNANDEZ: El oriaen 
del municipio constitucional : autonomia y centralizaciôn en Fran­
cia y en Espafla , de prôxima publicaciôn. También los estudios de 
E, GARCIA DE ENTERRIA publieados bajo el titulo Revoluciôn fran—  
cesa y Administraciôn contempôranea, Ed. Taurus, i.98i, donde se 
estudian los rasgos bâsicos del régimen local espaflol, tr as plant a
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do de la experiencia revolucionaria francesa; del mismo autor. La 
Administr aciôn Bspaflola, Madrid, 1.964, 2» edic. ; C. DE CASTRO ;
La revoluciôn liberal y los municipios espafloles. Madrid, i.979;- 
A. GUAITA : Divisiôn territorial y descentralizaciôn. Madrid,1975; 
una obra clâsica de A. POSADA : Evoluciôn legislative del régimen 
local en Espafla , Madrid, 1,960; entre la bibliografia mâs recien 
te, s, MARTIN RETORTILLO y ARGULLOL MURGADAS : Descentralizaciôn 
Administrative y organizativa politica, Madrid, 1.973, vol. I
(12).- Para un anâlisis de la historiografia del cons- 
titucionalismo espaflol, véase TOMAS Y VALIENTE, F. : "Notas para 
una historia del constitucionalismo espaflol " en Sistema, ns i7 - 
pâg. 71-88.
(13).- A la par es también la Constituciôn a la que —  
mayor interés ha dedicado la doctrine espaflola, entre estas obras: 
Revista de Estudios Politicos (Femândez Almagro, Suarez, Cornelias, 
Diego Sevilla, Solis, Sanchez Agesta, Ferrando Badla, Tomâs Villa 
roya, Pérez Prendes, Ramos y Stoetzer), 1.962 ns 126 monogrâfico 
sobre la Constituciôn de i.8i2, con trabajos de los antes citados; 
Juan FERRANDO BADIA : La Constituciôn espaflola de i.8i2 en los - 
comienzos del Risorgimento, Roma-^adrid, 1.959; del mismo autor: 
"La Constituciôn de l.8i2 y el Congreso de Verona", en Archivo - 
de Derecho Pûblico, Granada, 1.960; Diego SEVILLA ANDRES : "La - 
Constituciôn espaflola de i.8i2 y la francesa de i.79l" en Staitabi; 
VII (i949); Actas de las Cortes de Câdiz, Antologia dirigida por - 
E. Tierno Galvân, Ed. Taurus, Madrid, 1.964. Con carâcter general 
también Luis SANCHEZ AGESTA : Historia del constitucionalismo es­
paflol, Madrid, 1.955, el libro de Sanchez Agesta abre el interés 
del investigador espaflol hacia la recuperaciôn del hasta entonces 
"maldito" siglo XIX espaflol; y las obras de D. SEVILLA ANDRES, —  
Esquema de historia constitucional de Espafla (1.800 - i948), V
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cia, 1.9 4 8; Historia constitucional de Espafla, Valencia 1.9 6 6, Cons- 
tituciones y otras leyes y proyectos politicos de Espafla, Edt. Na­
cional, I y II, Madrid, 1.969 y el pequeflo y muy interesante libro 
de divulgaciôn recientemente reeditado de Joaquin TOMAS DE VILLA—  
RROYA ; Breve historia del constitucionalismo espaflol, C.E.C., Ma­
drid, 1.9 8 1. Otra obra con intenciones didâcticas es ALEJANDRE GAR 
CIA, J.A, : 'Derecho del Constitucionalismo y la codificaciôn , Pu 
blicaciones de La Universidad de Sevilla, 1.978
(1 4).- Adolfo POSADA : La nouvelle Constitution espagno- 
la, Paris, 1.932, pâg. 131.
(15).- No hago referencia al Estatuto Real de 1.834 por 
no considerarlo una verdadera Constituciôn, sino tan solo una con- 
vocatoria de Cortes, dotada de valor constitucional, por lo que su 
relevancia para esta cuestiôn es inexistente. No obstante véase —  
el excelente trabajo de J. TOMAS VILLARROYA: El sistema politico - 
del Estatuto Real (1.834 - 1.8 3 6), Institute de Estudios Politicos 
Madrid, 1.968, Faltan, sin embargo, trabajos importantes sobre las 
constituciones de 1.837 , 1.845 y el texto no promulgado de 1.8 5 6; 
por todos ; Angel GARRORENA, El Ateneo de Madrid y la teorla de - 
la Monarqula liberal (1836-1 8 4 7), lEP, Madrid, 1.974 y D. SEVILLA 
ANDRES ; "La constituyente de 1.854", en Revista de Estudios Poli­
ticos, ns 1 0 6, 1.959, pâg. 129 y ss.
(1 6).- Sobre la Constituciôn de 1.869, véase Antonio - 
CARRO MARTINEZ : La Constituciôn espaflola de 1.869 , Ediciones de 
Cultura Hispânica, Madrid, 1.952, con prôlogo de Fraga Iribame; - 
Joaquin OLTRA : La influencia norteamericana en la Constituciôn - 
espaflola de 1.869, Madrid, lEP, 1.972, prôlogo de D. Sevilla; Va- 
leriano BOZAL; Juntas revolucionarias, manifiestos y proclamas de 
1 ,8 6 8 , EDICUSA, Madrid, 1.968.
(1 7).- No abundan los estudios respecto de la Constitu-
—  263 —
ciôn de 1.8 7 6; son algo mâs frecuentes los trabajos respecto de - 
la figura de Cânovas, acaso por que la Restaur aciôn monârquica es- 
tuvo mâs basada en los equilibrios alcanzados por este personaje 
que en la normatividad del texto constitucional.
(1 8).- Hablo de disoluciôn de facto de la legalidad re­
pub lie ana porque la Constituciôn republicana no fue formalmente - 
derogada, al menos respetando la técnica de la jerarquia normati- 
va. El Decreto de 19 de abril de 1.937 hace suyos los 26 puntos - 
programâticos de la Falange y realiza la anulaciôn inmediata de - 
la Constituciôn de 1.931, pero résulta paradôjico que se deregue 
una norma de rango constitucional por un Decreto, No ha faltado - 
quien ha defendido dentro de la doctrina,que la derogaciôn de la 
Constituciôn republicana podia justificarse por haber quedado "de^ 
colgada" del resto del Ordenamiento juridico, conforme a la teoria 
del Ordenamiento de Santi Romano, pero si ésta puede ser una solu
ciôn inteligente para explicar la derogaciôn de una norma infe--
rior, a la constitucional, no creo que valga, en cambio, para la 
Constituciôn en si misma.
Los Estatutos de Autonomia vasco y catalân son deroga 
dos por ley de 8 de abril de 1.938 y Decreto Ley de 23 de junio de 
1.9 3 7, restituyendo (segûn afirma el preâmbulo de la ley de 1 9 3 8)
" a aquellas provineias el honor de ser gobernadas en un piano de 
igualdad con sus hermanos del resto de Espaifia". N avcirra y A lava - 
van a conservar el régimen forai por no haber participado en "nin 
gûn acto de rebeliôn". La Ley de la Jefatura del Estado de 8 de - 
abril de 1 .9 3 8 es derogada por la Disposiciôn Final 2^  del Real - 
Decreto Ley 41/l977 de 29 de septiembre sobre establecimiento pro 
visional de la Generalidad de Catalufla. A su vez, el Real Decreto 
ley 20/1976 de 30 de octubre, derogô el Decreto ley de 23 de junio 
de 1.937 sobre supresiôn del régimen econômico administrative de
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las provincias de Guipûzcoa y Vizcaya y la Disposiciôn Final ië _ 
del Real Decreto Ley l/i978 de 4 de enero creô comisiones mixtas 
para el restablecimiento de estes "regimenes especiales de carâc 
ter forai".
(19).- Es notorio el desinterés de los especialistas en 
Derecho Constitucional de la época por el estudio de estas Leyes 
Fundamentaies, probablemente por la falta de confianza en su nor­
matividad, Quizâs fuera ahora el momento de hacer un estudio sere 
no de estos textos. Entre la escasa bibliografia sobre este tema : 
Rodrigo FERNANDEZ CArvAJAL : La Constituciôn espaflola, Edt, Nacio 
nal, 1,969; 3osé ZAFRA VALVERDE : Teoria fundamental del Estado,- 
Lecciones para un curso de Derecho Politico, Univ, de Navarra, 
Pamplona, 1,957.Desde un punto de vista lôgicamente distinto, Jor 
di SOLE TURA u Introducciôn al régimen politico espaflol, apéndice 
a Instituciones Politicas y Derecho Constitucional. Ariel,Barcelo 
na, 1.961. Luego editado por separado; Jorge DE ESTEBAN y otros: 
Desarrollo Politico y Constituciôn Espaflola, Ariel, Barcelona,i973
(20).- Destacaremos entre los estudios sobre el fédéra 
lismo espaflol los exhaustivos trabajos de Antoni JUTGLAR, fruto de 
su especializaciôn en el tema en su tesis doctoral : El constitu­
cionalismo revolucionario de Pi y Margall, Cuardernos Taurus,Ma—  
drid, 1.970; Pi y Margall. y el federalismo espaflol. Taurus,Madrid 
1.975. Los muy interesantes estudios de Gumersindo TRUJILLO; "Pi -
Margall y los origenes del federalismo espaflol" en El Federalis­
mo. obra colectiva, Tecnos, Madrid, 1.965, pâg. 231-351 ; el Fede­
ralismo espaflol (ideologia y forMlas constitucionales), Edicusa 
Madrid, i967. La muy ûtil obra, por su clara sistemâtica (pensa—  
miento filosôfico,econômico,politico y nacional,reçoge incluso - 
consideraciones religiosas de Pi i Margall) de Isidre Molas: el - 
ideario de Pi y Margall, Ed. Peninsula, Madrid,i966; también la -
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tesis dcx:toral de J.A, GONZALEZ CASANOVA : Federalismo y autonomia 
(Catalufla y el Estado espaflol, 1868-1938), Ed. Critica Grijalbo, 
Barcelona, 1979, primera ediciôn en castellano, 1974, original —  
en catalân en dos tomos con excelentes referencias bibliogrâficas. 
El libro de Juan FERRANDO BADIA, La I Repûblica espaflola, Edicusa, 
Madrid, 1973, que dedica su primer capitulo al estudio del pensa- 
miento de Pi y Margall; es de destacar el estudio histôrico de M. 
ARTOLA : Partidos y programas politicos, 1808-1 9 3 6, I,Madrid,1974 
pâgs. 288 y ss.,375 y 394 y ss.sobre federalismo; HENESSY C.A.M. : 
La Repûblica federal en Espafla, Aguilar, Madrid, i966; CATALINAS, 
J.L. y ECHEWAGUSIA, J. ; La primera Repûblica.Réformisme y Revolu- 
ciôn. Ed. Comunicaciôn, Madrid, 1973; FERNANDEZ RUA, J.L. : La I 
Repûblica de l873. Colecciôn Historia Politica, Ed. Giner, Madrid, 
1975, y un nuirero monogrâfico de la revista histôrica de divulga- 
ciôn Historia y Vida, extra nS 3 , Madrid, 1974. También A, ELORZA 
y otros : Federalismo y reforma social en Espafla(184O-1870), Ma—  
drid, 1975.
(2 1).- La sistematizaciôn de estas concausas que enume- 
ro se debe a Gumersindo TRUJILLO; "Pi y Margall y los origenes del 
federalismo espaflol", ob, cit. La obra de PROUDHCN El principio - 
Federative es fâcilmente accesible en la ediciôn de la Editera Na 
cional, Madrid, 1977. Es interesante como comentario J.J.CHEVALIER; 
El federalismo de Proudhon y sus discipulos" en el Federalismo, - 
(obra colectiva), ob. cit. Entre las obras del propio Pi y Margall; 
Las nacionalidades (i874), fâcilmente accesible en la ediciôn de 
EDICUSA, Madrid, 1967; La reacciôn y la Revoluciôn (l854); La Re—  
pûblicâ de 1873 (l874), Las luchas de nuestros dias (1 8 8 7), Cartas 
intimas ....
(2 2).- Tanto A, JUTGLAR como Jojisep TERIÆS, participan 
de esta opiniôn.
— 266 —
(23).- Respecto a ese constante revolucionario que fue 
Fernando GARRIDO ,y sus diferencias y/o aproximaciones con el so­
cialisme, véase la tesis doctoral de Eliseo AJA; Democrâcia y so­
cialisme en el siglo XIX espaflol: el pensamiento politico de F. - 
Garrido, Madrid, Edicusa, 1976. En i885, estando convaleciente de 
una enfermedad Garrido publiea su "Repûblica democratica Federal 
Ifaiversal", Imprenta El Sol, Lérida.
(24).- Sobre la influencia krausista, véase otros E. - 
DIAZ ; La filosofia social del krausismo espaflol. Edicusa, Madrid, 
1973.
(25).- Asi interpréta el fenômeno juntista : como una 
reacciôn de la propia sociedad que se autoorganiza ante la pasi- 
vidad de las instituciones del aparato estatal del antiguo régi­
men (los viejos Consejos) frente el invasor francés. Manuel TUSCN 
DE LARA ; La Espafla del siglo XIX, Barcelona, 1975, 63 edic.
(26).- ES interesante el estudio de las tesis del "Paç 
to de Tortosa" y en general de la figura de Valenti Almirall, véa­
se a : Juan J. TRIAS VEJARANO : Almirall y los origenes del catala- 
nismo, Siglo XXI editores, Madrid, 1975, Resultan curiosos dos - 
pequeflos y reciente s articules aparecidos en la prensa di_aria de 
Norbert BILBCNY ; "Valenti Almirall, filosofia d’una politica", - 
en AVUI, 9 y 16 de marzo de 1980, pâg. 26 y 28 respectivamente. 
Sobre el pensamiento de Prat de la Riba, la polémica y sugerente 
tesis doctoral de Jordi SOLE TURA: Catalanismo y revoluciôn bur—  
guesa, Edicusa, Madrid, i970. Tendré ocasiôn de referirme inciden 
talmente a la obra de Prat de la Riba (La nacionalitad catalana, 
Edicjons, 62, Barcelona, 1978, ediciôn original de 1906) al estu- 
diar el concepto de nacionalidad de la Constituciôn espaflola de 
1978. El libro de Prat de la Riba estâ escrito en un tono român- 
tico, mezclando consideraciones hitôricas con afirmaciones poli-
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ticas; en gran medida es el fruto de ese método intuitive que —  
caracteriza todo el resurgir del movimiento nacionalista.
(2 7).- Véase Josep TERMES : Federalismo, anarcosidinca- 
lismo y catalanismo. Ed. Anagrama, Barcelona, 1976, colecciôn de 
très trabajos entre los que voy a destacar el ûltimo: "interpréta 
ciôn del nacionalismo catalân" (pâg. 121-157). El segundo ("El —  
federalismo catalân en el période revolucionario,1868/1 8 7 3) puede 
resultar ûtil para este epigrafe. En el primero se estudia la —  
primera internacional en Espafla (1864/1 8 81).
(2 8).- Vid. Antoni JUTGLAR: Pi y Margall y el .... —  
ob. cit. Otro precursos anterior del federalismo espaflol es el - 
abate Marchena (nacido en 1768) que exiliado en Francia coincide 
con el auge de la Revoluciôn francesa y, en contra de los que pro 
pugnaban una Constituciôn jacobina para Espafla, afirmaba : "Espafla 
cuyas diversas provincias tienen usos y costumbres diferentes; Es 
pafla con la cual debe ser unida Portugal, no puede mâs que formar 
una Repûblica Federal" (la cita la tomo de Juan M. GOMEZ ORTIZ:
" El movimiento federal hasta i873", en Historia y Vida, extra - 
n9 3, pâg. 2 1) La idea de la Federaciôn entre Espafla y Portugal - 
estâ en muchos de los defensores de una concepciôn pluraliste del 
Estado, por ejemplo, en el propio Cambô.
(2 9).- MARX y ENGELS : Revoluciôn en Espafla ... Ob. cit.
pâg. 68.
(3 0).- La referencia a la asitencia al debate parlamen 
tario la tomo de F. TOMAS Y VALIENTE : Manual de Historia d e l —  
Derecho Espaflol , ob. cit. pâg. 453
(3 1).- A. JUTGLAR : Pi y Margall y el ...., ob. cit. ; 
Jordi SOLE TURA y Eliseo AJA : Constituciones y periodos constitu- 
yentes en Espafla (1808-1936), siglo XXI, Madrid, 1979, pâg. 64
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(32).- Antonio JUTGLAR : Pi y Margall y .... ob. cit. 
pâg. 531, niega la hi (»o te sis de la colabor aciôn de Pi y Margall - 
con la insurrecciôn cantonalis ta y afirma que "creia que trataba 
con amigos que pese obcecados, aun podian prestar servicios a la 
Repûblica."
(33).- A. JUTGLAR ; Pi y Margall ...ob. cit. pâg. 532
(34).- Entiendo por "mito" un conjunto de elementos no 
racionales que explican determinadas demandas de la Sociedad en - 
la vida politica. En el pensamiento mitico-simbôlico, no importa 
tanto la verdad o falsedad del mito, sino su capacidad para susci 
tar adhesiôn y seguimiento. Asi pese a lo extendido del mito fede 
rai como elemento centrifugo y secesionista, no se corresponde —  
con la realidad de la técnica e ideologla federaies (ver Pablo - 
LUCAS VERDU : Prlncipios de licencia Politica, Tecnos, Madrid, - 
1969, pâg. 221 y ss. "Ideologies, mitos y tecnocrâcia: funciôn de 
los mitos en la vida political
(35).- Vid. MACMAHCN, ob. cit., pâg. 5
(36).- La influencia del anarquismo de Proudhon en el 
pensamiento del primer Pi y Margall es évidente, aunque paulatina 
mente va abandonado sus postures antiestatalistas en su madurez, 
para desembocar en un presocialismo. Asi lo cree A. JUTGLAR : Pi
y Margall ... ob. cit. pâg. 257 y ss. No obstante, ya he destacado 
como el origen del anarquismo espaflol puede estar en la ideologla 
federal (Véase J. TERMES, ob, cit.). Para demostrar el actual —  
alejamiento de la ideologla federalista actual del primitive —  
antleStatalismo, basta con observar el fortalecimiento de los po 
deres de la Federaciôn realizado a lo largo de la evoluciôn his­
tôrica, en todos los Estados federales (Véase .Parte I de la —  
tesis).
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(37).- Me refiero a Fco. J. GARCIA ROCA, y P. SANTOLA- 
YA MACHETTI : "Consideraciones sobre las finalidades del Estado - 
autonômico como instituciôn", ob. cit.
(3 8).- Asi, por ejemplo, el PSOE en su importante XI - 
Congreso Ordinario de I9l8 abogaba por "una Confederaciôn republi­
cana de las nacionalidades ibéricas reconocidas a medida que vayan 
demostrando indudablemente un desarrollo suficiente" (Véase Luis 
GOMEZ LLORENTE : Aproximaciôn a la historia del socialismo espa­
flol hasta 1.921, Edicusa, Madrid, i972, pâg. 345. Probablemente 
dada la fecha, la distinciôn entre ConPederaciôn y Federaciôn - 
no les résulta précisa). Ya en el Congreso de octubre de I974 - 
se defiende (paradôjicamente) "el derecho a la autodeterminaciôn’V 
"la soluciôn del problema de las nacionalidades" y "la constitu—  
ciôn de una Repûblica Federal de las nacionalidades que integran 
el Estado espaflol". En la re soluciôn sobre nacionalidades del —  
Congreso del PSOE de 1976 se vuelve a reconocer el derecho a la 
autodeterminaciôn de los pueblos " que suscribiera el Partido en 
la lejana fecha de i896" (IV Congreso de la Internacional Sociali^ 
ta) punto 1.1 ; en el punto 1,2 se afirma : " la autonomia .... 
continu arâ siendo firme mente apoyada por el Partido en las diver- 
sas nacionalidades del Estado espaflol" y "se propungnarâ el ejer- 
cicio libre del derecho a la autodeterminaciôn por la tôtalidad
de las nacionalidades y regiones que compondrân en pie de igual­
dad el Estado Federal que preconizamos''( el subray ado es mlo) ; en 
el punto 29 se propugna la instauraciôn de una "Repûblica Federal 
de Trabajadores" y la elaboraciôn "de una Constituciôn de carâc—  
ter federal", en el punto 3- se intenta una descripciôn de los - 
"aspectos institucionales de la organizaciôn federal "distinguien 
do "una esfera federal, la feder ad a, y la local", entre la que des^  
tacaré la defensa de "una segunda Câmêira que tiene por misiôn la 
representaciôn de las entidades federadas". Todos estos datos —
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creo demuestran suficienteinente la defensa del federalismo que se 
mantenla , a nivel de programa, por el PSOE y que luego no fue - 
llevada al debate constituyente de 1977. No obstante, admitidas 
incluso la fuerza de las razones que impedlan la formulaciôn fe­
deral, la lectura crltica del programa de 1976 (con defensas, por 
ejemplo, del derecho a la autodeterminaciôn), creo evidencia una 
ausencia de verdadera reflexiôn técnica sobre la forma federal. - 
Ouizâs porque no habla habido tiempo todavia suficiente para estu 
diarla y su defensa respond!a a una retôrica antifranquista (anti- 
centralista, por tanto) y a un cierto mimetismo histôrico, si no 
a la falta de una verdadera preocupaciôn por la cuestiôn, nacio­
nal, Algo anâlogo podiamos decir del PCE. Asi en el manifiesto- 
programa de 1975 se criticaba "el Estado centralista y burocrâti. 
co", asentado con la Restauraciôn, se reconocia también el dere—  
cho a la autodeterminaciôn de las nacionalidades y se propugnaba 
la Repûblica Federal, En las resoluciones del IX Congreso del PCE 
de abril de 1978 se alababa la ccaisecuCiân del logro de la "Genera- 
litatv de Catalufla y se defendia la necesidad de dotar de contend 
do a las pre au t onomlas intuyendo (a mi juicio certeramente) que - 
"las autonomlas, en el marco de la Constituciôn, serân (ôpueden - 
ser?) un elemento esencial de la democratizaciôn del Estado, asi 
como se abogaba por "la normalizaciôn de todas las lenguas dentro 
de la mâs estricta cooficialidad". Dada la fecha (l978), ya no —  
hay aqul referencias al Estado federal (mi fuente de conocimiento 
de los textos citados es un apéndice documentai al articule de A. 
DE BLAS: "El problema nacional regional espaflol en los programas 
del PSOE y PCE" en Revista de Estudios Politicos, Julio,Agosto, - 
1978, pâg. 155 - l7l). Por lo demâs, la prensa diaria estâ llena 
de declaraciones de algunos lideres de izquierda en los que se - 
afirma que el Estado autonômico puede desembocar en un Estado - 
federal.
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(39).- Sobre la polémica que originô este "mapa regional" 
véase J. FERRANDO; "La I Repûblica espaflola " , ob. cit.
(40).- Sin ânimo de exhaustividad y para demostrar esta 
afirmaciôn, podemos recoger entre la bibliografia que se ocupa del 
tema los siguientes trabajos : ALCALA ZAMORA, N. : Los deiectos de 
la Constituciôn espaflola de 1931 y très aflos de experiencias cons­
titucional, Ed. Civitas, Madrid, i98i. La obra posee especial valor 
pues, como es sabido, el autor estuvo al frente del Gobierno pro­
visional y fue despues Présidente de la Repûblica : fue publieado 
por primera vez en 1 9 36, poco después de su destituciôn como Jefe 
del Estado. Véase especialmente, los capitulos IV, "Estatutos —  
régionales", y V "Repercusiones olvidadas de la autonomia regio­
nal". ALVAREZ GENDIN, 3. : "Federalismo y autonomia", en Rev. de 
Derecho Pûblico, enero-diciembre de 1932, pâg. l67 y ss;ALVAREZ - 
Constantino; El Estado integral de las autonomlas segûn la Consti­
tuciôn de la II Repûblica, Ed. Dosbe,S.A., Madrid, 1982, tras el 
equivoco titulo se recogen una colecciôn de articules y discursos 
de personajes de la época republicana; una vez mâs el célébré 
AMBROSINI, Gaspare ; "Un tipo intermedio di Stato tra l'unitario
e il federaie. Caratterizato dall*autonomia regionale"ob. cit. —  
ARAGCN, Manuel ; "Manuel Azafla y el problema regional en la II - 
Repûblica", en Homenaje a Tuflon de Lara, Tomo III, UNiv. Intema- 
cional Menéndez Pelayo, i98i, obra colectiva; para el conocimiento 
del pensamiento de Azafla sobre esta cuestiôn, véase sus Obras Com­
plétas, recogidas por MARICHAL, en varios volûmenes, Méjico,i966; 
ARBEOLA,V.M. ; "/,Una Constituciôn democrâtica?" (La Constituciôn 
espaflola de 1931 ), Ed. Maflana, 1977. Una interesante conferencia 
de XABIER ARZALLUZ repetida numérosas veces por todo el Pals Vas­
co, coh Clara intenciôn politica : El Estatuto Vasco de 1936,pro- 
nunciada el i0 de febrero de 1976 en el Colegio Mayor Deusto Bil­
bao, transcrito a mâquina de cinta magnetofônica. D*ASCOLI,C. : ç
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La Constitutiôn espagnole de 1931. Paris, i932; ASTARLOA VILLENA,
F, : El problema regional (regiôn y religiôn en las constituyentes 
de 1931), Ed. Câtedra Fadrique Furiol, Facultad de Derecho,Valen­
cia, parte de una tesis doctoral. BARRIAL, H. : L'autonomie re--
gionale en Espagne.Lion, 1933, donde se abunda en la clasifica—  
ciôn tripartita de las formas territoriales de Estado. BROGGI, —  
Josep y OBIOLS, Margarita : "Articulaciô de competencies entre la 
segona Repûblica i la Generalitat, Bis successius trëspâs de serveis" 
en Revista Jurldica de Cataluna, nS 3, julio-sèptiembre i977,pâg. 
604-653, trabajo dirigido por J.A. Gonzalez Casanova, Prend. Acce- 
sit "Degà Roda Ventura", 1977, este artleulo ofrece numérosa in—  
formaciôn sobre la cuestiôn, pero adolece a mi juicio de una me—  
jor sistemâtica y de unas conclusiones ordenadoras, sin embargo - 
résulta de utilidad. CAMPS Y ARBOIX, J : El Parl-îament de Catalun­
ya (1932-3 6), Ed. 62, Barcelona , 1976, la obra pese a ser descri£ 
tiva tiene el interés de constituir las memorias de un parlementa 
rio de Catalufla. CARENA, A. : "Tendenze federali e decentr ament o
politico nelia Constituzione délia Repubblica spagnola", en --
Annual! di Scienze Politiche de11*Université de Pavia, 1932,pâg. 
165-191 ; DE CARRERAS,Fco,; El proceso constituyente de 1931", en 
La izquierda y la Constituciôn, obra colectiva, Ed. Taula de Can- 
vi, Barcelona, 1978, pâg. i8i-i96. El buen libro de CASTELLS,J.M.
El Estatuto vasco (el Estado regimal y el proceso estatutario - 
vasco), Ed. Hemen-1, Bilbao, 1976; del mismo autor, en colabora—  
ciôn con el Rector de la unisidad del Pals Vasco, Gregorio MCNREAL 
"Fundcunentos histôrico-institucionales y proyectos autonômicos de 
Euzkadi" en Federalismo y regionalismo. obra colectiva dirigida - 
por G. TRUJILLO, C.E.C., Madrid, 1979,pâg.485-5l8. GARCIA ALVAREZ, 
Manuel B, ; "La voluntad regional como origen de la autonomia poli, 
tica en la II Repûblica" en Sistema, i976, nS 14, pâg. 73-95. El 
planteaimiento del articule es original e interesante y podrla decir
-  273  -
que résulta cuasi premonitorio dada su fecha de apariciôn antes de 
la discusiôn constitucional; del mismo autor : "La cuestiôn lin—  
güistica en las Cortes Constituyentes de la II Repûblica", en —  
Revista de Derecho Pûblico. n 2 7 1, abri1-mayo-junio, 1 9 78, Sépara 
ta. GAYA PICCN, J. : La autonomia de las regiones^biblioteca para 
el pueblo, ed. Castro, Madrid, 1932, el trabajo es una recopila—  
ciôn de antecedentes , opiniones y orientaciones de personajes —  
de la época: Pi y Margall, Azorln, Silvela, Maura, Maciâ,Cambô, - 
Domingo, etc. GIANNINI. A, : La Costituzione spagnola de 1931, —  
Roma, 1934, El interesante articule de GONZALEZ CASANOVA, J.A. :
La Constituciôn de la II Repûblica espaflola y el E statut de Cata­
lunya de 1931", en Sistema , abril, 1977, nS 17-17, pâg. 99 y 110 
me ha resultado de especial utilidad. Del mismo autor Fédéralisme 
i autonomia a Catalunya (1868 -1938), Curial, Barcelona, 1974 , - 
traducciôn resumida al castellano, por Ed.Grijalbo,Barcelona,1979 
GRANJA, J.L. : "Autonomlas régionales y fuerzas politicas en las 
Cortes constituyentes de 1931", en Sistema, enero 19 81, nS 40, -
pâg. 79-10 1, el trabajo de este profesor de la Universidad del - 
Pals Vasco, bien documentado y con excelente bibliografia,ilustra 
sobre las posiciones de los grupos politicos ante la forma terri­
torial del Estado, Un anâlisis parecido puede verse en el libro - 
de HERNANDEZ LA FUENTE, A. : Autonomia e integr aciôn en la II Repû 
blica.,Encuentro Ediciones,Madrid, 1980. Este excelente y extenso 
trabajo es fruto de una tesis doctoral y fue publieado previamen- 
te en una tirada de la Fundaciôn Juan March en 19878, bajo el ti­
tulo La Constituciôn de 1931 y la autonomia regional , ,mucho mâs 
resumido. Del mismo autor : "Los référendums de autonomia en la - 
II Repûblica" en Revista de Estudios Politicos, septiembre-octubre 
1 9 7 8, n9 5, pâg. 97-121. JIMENEZ DE ASUA, Luis : Proceso histôrico 
de la Constituciôn de la Repûblica espaflola. Madrid, 1932 y La —  
Constituciôn de la democracia espaflola y el problema regional, -
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Ed. Losada, Buenos Aires, 1 9 4 6, Los dos articules del buen histo- 
riador JUTGLAR, Antoni : "las oscilaciones de la politica y la - 
Administr aciôn en la Catalufla autônoma (1931-1939)", I y II respec 
tivamente, en Documentaciôn Administrativa, ns i79, pâg. 1 7 9, ju- 
lio-septiembre 1 9 7 8,pâg. 5-40, y enero-marzo, 1979,pâg, 4 3 9-5 3 5, 
escritos en un tono lûcido pero ciertamente apasionado,probable­
mente por el momento politico constituyente y por ser,deliberada 
mente, una visiôn de la cuestiôn desde Catalufla. El enjundioso y 
dlficil libro de LLORENS, E, : La autonomia regional en la inte­
gr aciôn politica.Ed. Revista de Derecho Privado, Madrid,1932, —  
MARVAUD : "La nouvelle Constitution espagnole", en Revue des —  
Sciences Politiques, Paris, i932; DE MEER,Fernando ; La Constitu­
ciôn de la II Repûblica ; autonomias, propiedad, Iglesia, ense—  
flanza.BUNSA. Pamplona, 1978. MIRKINE GUETZEVITCH, Boris : "La - 
nouvelle Constitution espagnole" en Revue Politique et Parlamen—  
taire, Paris, i932; DE MCNTELLA, Guy: L'Estatut de Catalunya , Bar 
celona, i933; MORI, A, :Crônica de las Cortes constituyentes de - 
la II Repûblica, Madrid, 1932; NOGUEIRA VILAS, J: "El autonomisme 
gallego en la II Repûblica" en Estudios sobre la II Repûblica - 
espaflola, Tecnos, Madrid, 1975, obra colectiva dirigida por M. - 
Ramirez; PEREZ SERRANO, N: La Constituciôn espaflola (9 de diciem- 
bre 1931), Madrid, 1932; PIERANDREI, F. : La Costituzione spagno- 
la del 1931 , Florencia, i946; PITARCH, Ismael E. : Restructura 
del Parl'.ament de Catalunya i les s eves funcions politiques ( 1932-39) 
Curial, Barcelona, 1977; del mismo autor: El parlamento de Catalu 
fia en la II Generalidad ( 1932-1939)", en Revista de Estudios Poli­
ticos, mayo-junio, 1978, n9 3 pâg. 55-79. POSADA, Adolfo : L a —  
nouvelle Constitution espagnole, Paris, i932. ROYO VILLAnova, a.
La Constituciôn espaflola de 9 de Diciembre de 1931, Valladolid, - 
1934; el excelente articule de Segismundo ROYO "El Estado Inte—  
gral" publieado en la Revista de Derecho Pûblico, enero-diciembre
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1935, pâg. 261-273; La Tesis doctoral de SAINZ VALDIVIBLSO,Alfon­
so C. dirigida por mi maestro, profesor Lucas Verdû : "Indalecio 
Prieto y la cuestiôn vasea durante la II Repûblica. Su concepto - 
de autonomia. Tesis doctoral pendiente de publicaciôn. Facultad - 
de Derecho de la Universidad Complutense; Los textos del antepro- 
yecto constitucional y otros documentos pueden encontrairse en el 
libro de SEVILLA ANDRES, Diego : Constituciones y otras leyes y - 
proyectos politicos de Bspafia, ob. cit., Aunque no se a habituai en 
este tipo de trabajos académieos citar articulos de divulgaciôn - 
de revistas no especializadas, véase por la personalidad del autor 
y la claridad de las ideas el articule de M. TUÎïCN DE LARA : "Qué 
fue l'Estatut de Catalunya", en Cuademos para el Diâlogo. ns 153 
1 9 7 6; TUSSELL GOMEZ, J : "El problema regionalista desde una per£ 
pectiva histôrica"en Constituciôn,Economia y Regiones, ciclo de - 
conferencias pronûnciado en el Club Siglo XXI, Tomo I, pâg. 103-123 
Ed. Ibérico europea, Madrid,1 9 7 8; se centra especialmente en la - 
cuestiôn de la II Repûblica; VARELA, Santiago : El problema regio­
nal en la II Repûblica, Uniôn Editorial, Madrid, 1 9 7 6; el trabajo 
del entonces diputado socialista VIDARTE,J.S, ; Las Cortes consti­
tuyente s de 1931-3 3,Grijalbo,Barcelona, 1 9 76; el buen articule de 
Luis Enrique DE LA VILLA y Aurelio DESDENTADO es un ejemplo de un 
estudio sectorial de la experiencia republicana: "Delimitaciôn —  
de las competencias entre Estado y Comunidades Autônomas en mate 
ria de relaciones laborales y Seguridad Social de la experiencia 
republicana a la Constituciôn Espaflola de 1978", en los Trabaja­
dores y la Constituciôn, obra colectiva, Sociedad de estudios la 
borales, Madrid, 1980, pâg. 117-180, véase para esta cuestiôn 
las pâginas ii7 a 127. Sobre los Estatutos de Autonomia durante 
la II Repûblica véanse los repertorios bibliogrâficos ofrecidos 
por José Luis GRANJA, ob. cit. pâg. 80 y en la obra colectiva - 
La izquierda y la Constituciôn, ob. cit. pâg. 197-236.
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(41).- Como es sabido el mismo 14 de abril de 1931, y 
con escaso tiempo de diferencia, Lluis Companys proclamé en la - 
Plaza de San Jaime de Barcelona, la Repûblica espaflola y poco —  
después, probablemente cumpliendo lo acordado en el Facto de San 
Sebastiân, Francisco Maciâ comunicaba en la misma plaza : "Catala 
nés, interpretando el sentimiento y los anhelos del pueblo que —  
acaba de darnos su su fi" agio, proclamo la Repûblica catalana como 
Estado intégrante de la Federaciôn Ibêrica"( el subrayado es mlo) 
Hay que admitir que, jurldicamente, las palabras de Maciâ supo—  
nian una intromisiôn en la actividad del poder constituyente que 
todavia no habia decidido la forma territorial del Estado, Poli­
tic amen te la cuestiôn quizâspuede explicarse en base a los acuer 
dos de San Sebastiân, pero ésta es una cuestiôn que compete al - 
historiador y no al jurista. La delieada situaciôn se resolviô - 
con la visita de Fernando de los Rios, Marceline Domingo y Nico—  
lau d'Olwer al Gobierno Provisional catalân. Parece ser que la —  
idea de Fernando de los Rios de resucitar el tradicional término 
medieval de "Generalitat de Catalunya", suprimido por Felipe V,- 
en vez de los mâs conflictivos de "Repûblica catalana" o "Estado 
catalân" y algunas concesiones reciprocas, aplazaron la soluciôn 
del problema hasta los trabajos de la Asamblea constituyente,me- 
diante un acuerdo obtenido el 17 de abril, Afirmaciôn que no es 
totalmente cierta, pues, como es notorio, el Proyecto de Estatuto 
catalân llamado "de Nuria" (por alli haber sido elaborado) fue - 
sometido a referendum popular y votado afirmativamente de forma 
cuasi unânime y luego aprobado por las Cortes Générales (bien es 
cierto que con sustanciales modificaciones) antes que la propia 
Constituciôn. Aprobaciôn que, de nuevo, evidenciaba la necesidad 
de juridificar esa "situaciôn de hecho" a la que aludla,pues es- 
taba en el alero el dificilisimo tema de la soberanla. Un excelen 
te historiador catalân, Antoni JUTGLAR califica la instauraciôn -
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de la Generalitat de Catalunya en 1931 como "el resultado de un 
golpe de audacia de los hombres de Esquerra, al Gobierno de la - 
Repûblica y a su gente no les quedô otra soluciôn que pactar pa­
ra evitar mayores perjuicios a la naciente Repûblica espaflola", 
lo que viene a coincidir con la ajuridicidad del proceso que —  
aqul destaco. Véase A. JUTGLAR : "Las oscilaciones de la politi­
ca y la Administr aciôn en la Catalufla autonôma (1931-39) en Docu­
ment aciôn Administrativa, I ob. cit.,pâg. 1 3. Una explicaciôn de 
los hechos que aqul se narran (compartiendo la importancia otor- 
gada al hecho catalân) puede encontrarse en la tesis doctoral de 
Adolfo HERNANDEZ LA FUENTE : Autonomia e integr aciôn en la II Re­
pûblica, ob. cit. pâgs. 45 y ss. : "La proclamaciôn de la Repû—  
blica y el conflicto de poderes entre Madrid y Barcelona."
(42).- Jose A. GONZALEZ CASANOVA ; "La Constituciôn de 
la II Repûblica espaflola y el Estatut de Catalunya de 1.931" ob. 
cit. pâg. 1 0.
(4 3).- Véase el extenso artleulo de Josep BOGGI TRIAS 
y Margarita OBIOLS LLANDRICH dirigido por J.A. GONZALEZ CASANOVA: 
"Articulaciô de competencies entre la segona Repûblica i la Ge—  
neralitat. El successiu traspàs de serveis", ob. cit. pâg. 1O3
(4 4 ).- Véase como prueba de lo que aqul afirmo el art IL 
culo de J. A, GONZALEZ CASANOVA; "La Constituciôn de la II Repû-f- 
blica espaflola y el Estatut de Catalunya de 1931" ob. cit. pâg.
105 y ss.
(4 5 ).- Un intente de matizar el contenido de la integra 
ciôn a partir de las conocidas tesis de Rudolf Smend es la obra de
E. LLORENS : La autonomia regional en la integr aciôn politica, ob. 
cit.
(4 6),- Véase Segismundo ROYO : "El Estado integral", - 
en Revista de Derecho Pûblico, ob. cit. pâg. 263 y ss.
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(47).- Nicolâs PEREZ SERRANO : La Constituciôn espaflola 
( 9 de diciembre de l.93l), ob. cit. pâg. 62.
(48).- La obra a que me refiero es : A. HERNANDEZ LAfUE^ 
TE: Autonomia e integraciôn en la II Repûblica. ob. cit. pâg. 234.
(49).- J. VILAS NOGUEIRA : "El autonomismo gallego en 
la II Repûblica" en Estudios sobre la II Repûblica espaflola. ob, - 
cit.
(50).- La cita la tomo de A. HERNANDEZ LAFUENTE : Auto­
nomia e integraciôn ...., ob. cit. pâg. 235
(51).- No obstante, puede incluso aducirse que el propio 
Pi y Margall en sus "Lecciones de federalismo" (colecciôn de arti­
culos periodisticos recogidos por su hijo Pi y Arsuaga) y en --
"Reacciôn y Revoluciôn" ya hablaba de un federalismo integral,
que permitiese la federaciôn de las clases y de los pueblos,Como 
ha deStacado Jutglar el federalismo pimargalliano debe entenderse 
armônicamente con la Veltanschaung que Pi y Margall propugna y en 
este sentido el federalismo es "integral", en euanto supone una - 
visiôn global del hombre. Sin embargo, no creo que sea este el 
sentido en que emplea la expresiôn Jimênez de Asûa, sino el aludi 
do ( y con la finalidad politica explicada) en el cuerpo de la —  
Tesis.
(52).- Estas ideas brillantemente expuestas por el ac­
tual Decano de los Catedrâticos de Derecho Politico espaflol, Igna 
cio M3 de Lojendio, las tomo de su Ponencia introductora al Con—  
greso de septiembre de I98i de la Asociaciôn Espaflola de Ciencia 
Politica,celebrado en Sevilla, que tuvo por titulo : "Los modelos 
autonômicos de 1931 y 1978". pendiente de su publicaciôn. Por lo 
demâs, este desplazamiento hacia el nacionalismo de los movimien- 
tos de izquierda de la época es évidente en el caso catalân y se
-  2 79  -
evidencia en teôricos como el trostkista Andreu NIN (Los movimien- 
tos de emancipaciôn nacional. Ed. Fontamara, Barcelona, 1977) o - 
Joan Comorera, fundador de la U.S.C. y luego del PSUC del que fue 
su primer Secretario General y, por tanto, uno de los padres de la 
izquierda catalana, posteriormente depurado por Stalin (Socialisme 
i qüestiô nacional. Ed. Undarius, Barcelona, 1977)- Comorera re la- 
ci ona perfectamente nacionalismo y clase, aunque late todavia en 
êl el recelo al "catalanismo" como movimiento de derechas* que es- 
taba présente en el precursor del nacionalismo catalân que fue 
Francesc Layret. Sobre este desplazamiento pueden verse las obras 
de Félix CUCURULL : Panôramica del nacionalisme catalâ, cuatro vo 
lûmenes, Edicions Catalanes de Paris, i975.
(53).- Cfr. Boris MIRKINE-GUETZEVITCH: Modemas tenden­
cies del Derecho Constitucional, traducciôn del francés de s, Alva 
rez-Gendin, Madrid, Ed, Reus,i934,pâg. 19 a 24: "La racionalizaciôn 
del federalismo". Este importante autor del periodo de entreguerras 
afirma que la Constituciôn de Weimar supuso un paso avanzado hacia 
el unitarismo (pâg.i9), pues se abandona la antigua tradiciôn de 
los Estados que "ostentan ahora el modesto titulo de paises"(pâg. 
20),se aumentan las competencias del Reich y se establece la pri- 
macia del Derecho del Reich;ademâs cree que el Reischrat o Consejo 
del Imperio no es una segunda câmara federal. Respecto de la Cons­
tituciôn austriaca de 1920 afirma :" en esta Constituciôn existe 
de notable el que en ella viene a culminar el proceso de raciona­
lizaciôn del federalismo ya iniciado en la Constituciôn alnmana. 
Desde el momento en que el federalismo cesa de ser politico (in—  
teréses dinâsticos, tradiciones histôricas, pretensiones nacionalis^ 
tas,conflictos nacionales) y se racionaliza, es decir, influido - 
por el Derecho, inmediatamente cambia todo el aspecto del problema 
y en lugar de dificultades, trabas y conflictos entre las autori- 
dades centrales y locales, se créa un lôgico y armônico sistema -
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de amplia autonomia y de prudente descentralizaciôn, El federally 
mo, como el parlamentarismo austriaco son la ûltima etapa de la - 
racionalizaciôn del proceso politico, la transformaciôn de la po­
litica en Derecho". Probablemente esta concepciôn del federalismo 
racionalizado influyera en lo que Jiménez de Asûa entendiô(polar^ 
zando sus conclusiones) la superaciôn del federalismo. Acaso no - 
casualmente,en un determinado momento del Gobierno Suarez y en —  
sus intervene i one s ante el Congre so, se ha hablado también de * ra^ - 
cionalizaciôn de las autonomlas",igualmente con clara voluntad —  
centralizadora.
(54).- El texto de este preâmbulo y de todo el antepro 
yecto puede verse en el libro de Diego SEVILLA ANDRES : Constitu­
ciones y otras leyes politicas de Espafla,ob. cit. pâg. 139-148 ,
El anteproyectro es cornent ado por el propio Jiménez de Asûa e n --
Proceso histôrico de la Constituciôn de la Repûblica espaflola.ob, 
cit. pâg. 22. La tônica general parece ser era bastante central! 
z adora,
(55).- Véase el diseurso de Jiménez de Asûa ante el - 
Congreso de 27 de agosto de i93l, en Diario de Sesiones, nS 28 y 
en SEVILLA ANDRES, ob. cit. pâg. 203 y ss.
(56).- Un anâlisis de las distintas posturas de las di­
ver s as fuerzas politicas con representaciin parlaunentaria respecto 
de la forma territorial del Estado puede verse en el libro de A.
HERNANDEZ LAFUEN TE : Autonomia e integraciôn  ob.cit.pâg.t24
y ss. De manera siutética ofrece un cuadro sinôptico de la corre- 
1aciôn de fuerzas en pâgina i62; también en el articule de J.L, - 
GRANJA, ob. cit.
(57).- Un articule dedicado al estudio de este principio 
es el de GARCIA ALVAREZ, M.B. ; "La voluntad regional como origen - 
de la autonomia politica en la II Repûblicayob. cit.
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(58).- En este sentido, J.A. GONZALEZ CASANOVA; " W  —  
Constituciôn de la II Repûblica espaflola y el Estatut de Catalun­
ya de 1931", ob. cit.
(59).- Vid. Segismundo ROYO : "El Estado integral”,ob.
cit.
(60).- Segismundo ROYO : "El Estado integral,ob.cit. -
pâg. 266.
(6i ).- El trabajo al que me refiero es CH.PERELMAN; La 
lôgica juridica y la nueva retôrica. Ed. Civitas, Madrid,i979,trad. 
L. Diez Picazo, pâg. 14, edic. original en francés 1976; la cita 
de E.M. LEVI corresponde a An Introduction to legal reasoning, Iftiiv. 
Chicago Press, 1948.
(62).- Véase M. GARCIA ALVAREZ: "La voluntad regional..." 
ob. cit.pâg. 73
(63).- Ejemplos de esta "desproporciôn" en la influencia 
otorgada al Derecho Comparado son los trabajos : Jorge de ESTEBAN : 
"Constituciôn Espaflola y constituciones europeas", en Estado y —  
Sector Pûblico en Espafla, Fundaciôn Hogar del Empleado,Madrid ,
198i, resultado de una ponencia presentada a un Congreso sobre el 
tema que da titulo al libro y donde fue fuertemente criticada en
el coloquio por el profesor GARCIA DE ENTERRIA, cuyas opiniones 
en este punto comparto. El mismo defeeto puede atribuirse a los 
trabajos de G. PECES BARBA y S. VARELA, excelentes desde otros —  
puntos de vista, y que en el Capitulo II analizaremos. De la impor 
tancia que concedo a la experiencia republicana participa entre - 
otros S. MUSoz MACHADO; en la que probablemente sea la obra mâs - 
compléta de las publicadas hasta ahora sobre el Estado autonômico 
y a la vez una de las mâs sistemâticss : Derecho Pûblico de las - 
Comunidades Autônomas, Ed. Civitas, Madrid, 1982,Tomo I pâg.85.
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(64).- Véase la obra clâsica de Enric PRAT DE LA RIBA: 
La nacionalitat catalana, ed,62, Barcelona, 1978, original de —  
1.906.
(65).- Alcalâ Zamora, ob. cit. afirma que el precepto 
no liego a ser discutido y reproduce el comentario irônico, en —  
voz baja de un diputado republicano que al aprobarse este precep­
to "congélador" de la capitalidad murmuré ; "sobre éso habria mu­
cho que hablar" (pâg. 82).
(66).- Sobre esta distinciôn "posibilidad autonômica" 
versus "derecho", véase J.A. GONZALEZ CASANOVA ; "La Constitu—  
ciôn ...." ob. cit.
(67).- ALCALA ZAMORA, ob. cit. Realiza también la mis­
ma crltica GARCIA ALVAREZ : "La voluntad " ob. cit.
681 y ss.
ob. cit.
(68).- Manuel AZaHa : Obras complétas, ob. cit. pâg.-
(69).- Manuel B. GARCIA ALVAREZ : "La voluntad ....."
(70).- ALCALA ZAMORA , ob. cit. pâg. 82
(71).- Vid F.J. GARCIA ROCA y P. SANTOLAYA ;"La asigna 
ciôn de competencias en el Estatuto Vasco de Autonomia", en Comen- 
tarios al Estatuto Vasco de Autonomia, de prôxima publicaciôn, ob. 
cit.
(72).- Véase sobre esta prohibiciôn de federaciôn entre 
regiones, GARCIA ALVAREZ : "La voluntad ...." ob. cit.
(73).- Vid F.J. GARCIA ROCA y P. SANTOLAYA, "Considéra
clones sobre las finalidades .... " ob. cit. en su epigrafe "la -
falsa distinciôn entre el interés comunitario. Comentario a la —  
Sentencia del Tribunal Constitucional de 14 de julio de i98i".
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(74).- ALCALA ZAMORA: cb. cit. pâg. 8l y ss.
(75).- Sobre esta cuestiôn de las trasnferencias de —  
servicios véase la monografia de BROGGI,Josep y OBLIOLS,Margarita: 
"Articulaciô de competencies entre la segona Repûblica i la Gene­
ralitat. El successiu tragpâs de serveis" , en Revista Jurldica - 
de Catalufla, ob. cit.
(76).- Tomo este dato de BROGGI y OBIOLS, ob. cit. pâg.
653.
(77).- LA VILLA y DESDENTADO, piesan que las transie—  
rend as fueron planteadas de forma con fusa : por decreto de i5 de 
enero de 1933 se transfiere en materia de Seguros Sociales "el ré 
gimen de patronato social de previsiôn" propio del I.N.P. a la Ca 
ja de Pensiones para la Vejez y de Ahorro de Catalufla, el régimen 
de descentralizaciôn regional del m P  facilitaba el traspaso.Por 
su parte, la Generalidad asumla con respecto a la Caja el papel
que correspond!a antes a las provincias y sustituia al Estado --
en las f undone s de sober ania. Otros hitos en esta materia se rea 
lizan por Decreto de transferencia de 2 de julio de 1933 (faculta 
des ejecutivas sobre leyes de accidentes de trabajo), ley de la - 
Generalidad del 26 de mêirzo (sobre creaciôn del Institute de Paro 
forzoso), Decreto de 8 de diciembre de 1933 (transferencia de las 
Mutualidades Gestoras de Seguros Sociales), finaimente el 2 de - 
agosto de 1933 (transferencia en materia de relaciones laboraies) 
culmina este complejo proceso,(véase Luis E. de la Villa y Aure—  
lio Desdentado Bonete : "Delimitaciôn de competencias Estado-Coim 
nidades Autônomas en materia de relaciones leborales y seguridad 
social. De la experiencia republicana a la Constituciôn Espanola 
de 1978" ob. cit.
(78).- Véase Javier GARCIA ROCA y P. SANTOLAYA MACHE—  
TTI: "La asignaciôn de competencias en el Estatuto Vasco de Auto­
nomia" , ob, cit.
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(79).- Vid, Joaquin TOraiOS MAS : "Les competencies de 
la Generalitat a l^Estatut de Catalunya”, en Lecturas de I'Esta—  
tut d*Autonomia de Catalunya, extra, n9 2 de Taula de Canvi, Bar­
celona, 1980, pâg, 17-40
(80).- Agi lo entiende en un sugerente trabajo el pro­
ie sor de Historia del Derecho Bartolomé CLAVERO : ”Los fueros en 
la EspaRa contemporânea: de la reacciôn antiliberal al federally 
mo vergonzante”, conferencia pronunciada en la Iftiiversidad del - 
Pais Vasco en abril de 1.981,publicada en Revista de Estudios - 
Politicos, n9 20, 1981 y posteriormente recogida en una recopila 
ci6n de articules titulada El Côdigo y el Fuero, (De la cuestiôn 
regional en la EspaRa contemporânea), Siglo XXI, Madrid, 1982. —  
Ver también Maria Cruz MINA APAT- : Fueros y revoluciôn liberal en 
Navarra, Madrid, Alianza Editorial, 1.981 y Javier CORCUERA : —  
Origenes ...., ob. cit.; Juan Jose SOLOZABAL ; El nacionalismo - 
vasco   ob. cit.
(81).- Véase Bartolomé CLAVERO, ob.cit. pâg. 5-19
(8 2).- Véase Bartolomé CLAVERO ; "Historia Juridica y
Côdigo politico: los derechos forales y la Constituciôn”,en ob.cit. 
pâg. 19-41. Por lo demâs ya denuncié lo peligroso y dificil de 
esta sintesis de normatividad constitucional e historicidad fo­
rai y sus riesgos de colisiôn en mi trabajo en colaboraciôn con
el profesor SANTOLAYA : "Consideraciones obre las finalidades ...." 
ob. cit. pâg. 156.
(8 3).- Véase B. CLAVERO : ob. cit. pâg. i9-4l
(84).- Respecte de la inversiôn de la relaciôn entre
Historia y Constituciôn que originalmente en nuestra Historia con^
titucional y en Derecho Comparado realiza la Constituciôn espaRo-
la de 1978, véase Bartolomé CLAVERO : "Historia juridica ...." —  
ob. cit. pâg. 19-41.
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(85).- Pablo LUCAS VERDU : "Penetraciôn de las histor^ 
cidad en el Derecho Constitucional espahol. El art. 149,1,8 y la 
D.A. 1ë de la Constituciôn", de prôxima publicaciôn; agradezco - 
el acceso al ejemplar mecanogrâfico. En este trabajo, Lucas Verdû 
pone de manifiesto la importancia de la Constituciôn consuetudina 
ria e histôrica, frente a un positivisme constitucional que olvi- 
da lo que las normas jurldicas tienen de normas de cultura, histôri^ 
cas, asi como destaca el carâcter petreo e innjovilista de ose po­
sitivisme. Alude también a la importancia, en el sistema de Puen­
tes, que la positivaciôn de los valores que la Constituciôn realj^  
za,posee. Pero creo que a la exégesis imprescindible de esos va—  
lores y a concéder su importante lugar a la comprensiôn. histôri­
ca de las categorias jurldicas, puede llegarse tante desde el --
iusnaturalisme, como desde un positivisme flexible respetuoso de 
la axiologia como Norberto Bobbie propugna. La cuestiôn es asi —  
mâs bien un debate metodolôgico que de contenidos.
(86).- Como ejemplo de lo que aqul se dice, Xabier AR- 
ZALLUZ en su Estatute Vasco de 1936. ejemplar mecanografiado, ob. 
cit. afirma "muchas veces el enemigo de estas aspiraciones (se - 
entiende de autogobierno), o bien de restauraciôn forai, o bien
de derecho de autodeterminaciôn o bien de una autonomia polltica..." 
y antes : "El Estatuto de 1936 y toda la lueha politica previa ha^ 
ta su consecuciôn, no es mâs que la ûltima etapa de la lueha por 
la restauraciôn forai y si no fuera posible esa restauraciôn fo­
rai, por lo menos la consecuciôn de una autonomia...." En el mis- 
mo sentido, enlazando Fuero y Estatuto, véase J. Pablo FUSI: "El 
problema vasco : de los Fueros al Estatuto de Guernica" en Revis­
ta del Departamento de Derecho Politico, UNED, Madrid, i977, pâg. 
91-113 y el libro de José Manuel CASTELLS : El Estatuto vasco,ob. 
cit. Acaso la razôn de la persistencia en la reivindicaciôn de 
la "restauraciôn forai”, en vez de la lueha por el derecho al -
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autogobierno, y la consecuciôn de unas nuevas fuentes normatives, 
esté en el carâcter mltico que un sector de la historiografia con 
cede a los Fueros, como embriôn de democrâcia vasca.Aunque como - 
juriste carezca de elementos de juicio, se oponen a esta concep—  
ciôn, entre otros, F, TOMAS Y VALIENTE : Manual de Historia del 
Derecho espaflol, ob, cit. qui en insiste en el carâcter aristocrâ- 
tico del régimen forain y apunta el carâcter de luchas de clases 
del enfrentamiento entre granjeros y comerciantes de un lado, y 
consumidores de otro, que tuvieron en I7l8 y i766 las "machinadas" 
y la polémica sobre la colocaciôn de las aduanas interiores y ex- 
teriores; las relaciones de clase luego con foralistas,libérales 
y carlistas se hicieron mucho mâs complejas. No obstante, el deba 
te toma cariz distinto segûn lo que se entienda por "Fuero o Régi, 
men forai". Asi, por ejemplo, Gregorio MCNREAL: "Evoluciôn histô­
rica del poder politico vasco", identifica Fuero con poder politi 
co o conjunto de instituciones politico-administrativas,una auto­
nomia fiscal, una exenciôn militar, una Administraciôn de Justicia 
y un "pase forai". Salvo el llamado "pase forai" (matizazldo la —  
exenciôn militar como cumplimiento del deber de prestaciôn del —  
Servicio militar o servicio social alternative dentro del territo 
rio autonômico) un concepto de este tipo es fâcilmente reconduci- 
ble a categorias mâs propias de moderno Derecho Pûblico y de la 
Teoria del Estado. Ahora bien, no es ésta a mi juicio, la acepciôn 
originaria y sustantiva de una Restauraciôn (sobre cuya veracidad 
histôrica podrâ discutirse mucho), sino de un proyecto en comûn, 
nuevo, perfectamente aceptable.
(87).- 3r. ArzallUZ (G.P. Vasco FNV) : Diario de Sesio- 
nes del Congreso, n2 5 9, 5 mayo de 1978, pâg. 2063 a 2066 y 2ii5 
(contestaciôn a la réplica del Sr. Peces Barba). El Sr. Arzalluz 
parece concéder al Monarca unas potestades juridicas que no posee 
conforme a la regulaciôn constitucional, y entiende el pase forai
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como una técnica de dificil acomodo en un moderno Estado de Dere­
cho.
(88).- Sobre esta compatibilidad entre fuentes produc- 
toras del Derecho viejas (Fueros) y nuevas (Parlamento,ejecutivo. 
Tribunal Supremo de Justicia de las Comunidades Autônomas),una - 
de las mayores especialistas en el tema es Encarna ROCA, qulen—  
afirma : "En realidad, pues, con la Constituciôn desaparece défi 
nitivamente el Derecho Forai, para pasar a ser Derecho Civil de 
la Comunidad àutônoma de que se trate, en este caso, de CataluRa" 
("El Derecho Civil Catalân en la Constituciôn espaRola de 1978, - 
Bstudio comparativo del tratamiento de los derechos civiles espe- 
ciales en las distintas Constituciones y en la vigente", en Revis- 
ta Juridica de CataluRa, 1979 , I, pâg. 25). Mucho mâs reticente 
se muestra B. CLAVERO, ob. cit. pâg. 36. Lo que sin duda parece 
cierto es que desaparece del horizonte la perspectiva de un ûnico 
Derecho Civil.
(89).- Asi lo entiende B. CLAVERO, ob. cit. pâg. 8
(90).- En esta argumentaciôn insiste en su obra, clâ—  
sica de la doctrina foralista, José M# DE ANGULO Y HORMAZA : La 
aboliciôn de los Fueros e instituciones vascongadas. Bilbao, tipo 
grafia de J. de Astuny, i886.
(91).- Cfr. ANGULO, ob. cit.
(92).- Cfr. ANGULO, ob. cit.
(93).- TOMAS Y VALIENTE ; Manual de Historia del Dere­
cho ,ob. cit. pâg. 570.
(94).- Bartolomé CLAVERO, ob. cit. pâg. 7
(95).- Haciendo hincapié en esta organizaciôn paraes—  
tatal, con la triple separaciôn de poderes clâsicos expone el mo­
dèle organizativo navarro, José M» ANGULO: ob. cit.
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(96).- Tanto el juicio sobre lo que permanecia del vie 
jo régimen forai como los datos sobre esta desigualdad en la pre 
siôn fiscal de los espaRoles causada por el sistema foral, los to 
mo de TOMAS Y VALIENTE: ob. cit. pâg. 571.
(97).- Véase TOMAS Y VALIENTE, ob. cit. pâg. 572
(98).- Tomo estos datos de TOMAS Y VALIENTE, ob.cit.
pâg.573.
(99).- Cfr. ANGULO, ob. cit.
(100).- Recojo esta secuencia de suspensiones y confir 
•maciones del libro de Angulo, ob. cit., si bien la enumeraciôn - 
debe matizarse en el sentido de que todos los preceptos que se - 
citan no afecten a todo el régimen foral, sino solo a algunas de 
sus instituciones.
(101).- Sobre el proceso espaflol de Compilaciôn del —  
Derecho Civil, véase TOMAS Y VALIENTE, ob. cit. pâg. 536 - - 
558, con interesantes consideraciones sobre los Derechos Civiles 
forales.
(102).- La cuestiôn de inconstitucionalidad suscitada 
por un Magistrado juez de Primera Instancia de Barcelona a que —  
diô lugar a la Sentencia del Tribunal Constitucional i junio,de 
1981 se planteaba respecto de la posible contradicciôn entre el - 
art. 252,2 y 3 de la Compilaciôn de Derecho Civil especial de Ca- 
taluRa y el art. 39,2 de la Constituciôn espaflola de 19 78. Se tra 
taba de un mayor cuantla en el que los derechos sucesorios de la 
heredera y del legatario venian condicionados por haber manteni- 
do aquellas relaciones adulterina con eJ. causante y ser el legata 
rio hijo ilegitimo no natural. El alto tribunal decide no haber - 
lugar a pronunciarse acerca de la constitucionalidad de la norma 
cuestionada, por no depender el fallo del tribunal ordinario Wf-
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este pronunciamiento y para no invadir atribuciones del poder —  
legislative,
(1 0 3).- Tomo la cita de un excelente trabajo del Cate- 
drâtico y Magistrado del Tribunal Constitucional, Luis DIEZ PICA- 
ZO : "Constituciôn y fuentes del Derecho", En REDA, 21 abril-junio 
1979, Civitas, pâg. 193.
(1 0 4).- En cita 11 reproduzco alguna de la bibliogra—  
fia mâs importante sobre Municipios y provineias.
(1 0 5).- Luciano VANDELLI: El ordenamiento espaflol de -
las Comunidades Autônomas, I.E.A.L., Madrid, 1982, traducido por
F. Lôpez Ramôn y P. Lucas Murillo, cap, I, pâg. 31-43 : "La Admi­
nistraciôn local y el problema regional en los proyectos desde - 
el siglo XIX hasta la II Repûblica".
(106).- El mero empleo de la expresiôn "tutela" eviden 
cia la consideraciôn de la Corporaciôn local como de un menor ne- 
cesitado de protecciôn, lo que résulta una injustificable traspo- 
siciôn (una vez mâs) de categorias provinientes del Derecho pri- 
vado, realizada por el Consejo de Estado francés y trasplantada - 
mecânicamente a nuestro pals.
(1 0 7).- Véase E.GARCIA DE ENTERRIA: "La provincia en el
régimen local espanol", en Problèmes catalanes del régimen local,
Sevilla, 1958
(108).- Véase un estudio mâs amplio de estos proyec—  
tos en L. VANDELLI, ob. cit. pâg. 31-43
(1 0 9).- Vid. L. Vandelli: ob, cit. pâg. 31v43
(1 1 0).- Al reflejo que tuvo la Mancomunidad de Catalu- 
Ra en las demandas de autonomia de otras regiones se ha referido 
Enrique ORDUNA REBOLLO en unas introduccicnes histôricas a los -
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textos de los distintos Estatutos de Autonomia, Ed. Instituto—  
de Estudios Administraciôn Local, ver por ejemplo el de Asturias 
pâg, 19. Con mayor visiôn de conjunto la obra de S. MARTIN RETOR- 
TILLO; COSCULLUELA,L y ORDUSa . E: Autonomias Régionales en Espafia 
Madrid, 1978,
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CAPITULO II
LA FORMA TERRITORIAL DEL ESTADO EN LA CCNSTITUCICN ESPANOLA DE 1978
Secciôn i^.- La V/inde finie i6n constitucional" : causas, vent a j as 
e inconvenientes del enfoque adoptado. Conclusiôn : 
trabajo a realizar por el constitucionalista.
Nuestra Constituciôn no define la forma territorial 
del Estado que régula. No existe en todo el texto constitucional 
un precepto que expresa o implicitamente califique-conforme a ca­
tegorias précisas de la Teoria del Estado y del Derecho Constitu­
cional- la forma territorial del Estado que se adopta.- La hay que 
pensar que estajindefiniciôn constitucional no se de be a una igno—  
rancia de esas categorias jurldicas, por otra parte bien prôximas 
en el Derecho Comparado, ni a un injustificable olvido de la cue^ 
tiôn (dificil olvido por ser una de las mâs decisivas de las deci^  
siones que el constituyente adoptô), ni tan siquiera a una "pere- 
za intelectuai" respecto de la calificaciôn de modelo (l). Esta - 
voluntad de no définir la forma territorial del Estado para evi—  
tar una dura polémica polltica estaba clara en la Ponencia elabo- 
radora del Anteproyecto de Constituciôn. Para demostrarlo me voy 
a permitir reproducir, pese a su extensiôn, un pârrafo de uno de 
los pcnentes que me parece altamente significative.
En efecto, el Sr. Cisneros Laborda afirma : "respec 
to a la composiciôn plural de la Ponencia debe tener él (se refie 
re al Sr. Orti Bordas, enmendante al articule 1,l) la respuesta 
suficiente a la imposibilidad de acoger el término unitario (ya -
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nos lo ha dicho el Sr, Peces Barba), referido al Estado sin intro 
ducir quizâs un nuevo "casus belli" en la bûsqueda de esta conver 
gencia de criterios. Yo no sé hasta quê punto el Estado que des—  
cribe la Constituciôn, después de la remodelaciôn del Titulo VIII 
es o no un Estado uniteurio. Creo que no lo es, que tendriamos que 
acogernos mâs a una nueva definieiôn intermedia, mâs en la linea 
de Estado regionalizable y, en consecuencia, tendriamos que partir 
de rechazar la tipologla dual de Estado unitario-Estado federal, 
que formulaba el Sr. Orti Bordas o incurrir en un neologismo tan 
criticado como el que fue el Estado integral de la Constituciôn - 
de 1.931. Pero en todo caso, lo que si ha parecido a la Ponencia- 
es que la calificaciôn de los modos, de los criterios de organiza­
ciôn territoriales, de poder y organizaciôn del Estado que la —  
Constituciôn contiene, serâ tarea de tratadistas, serâ tarea de - 
los profesores que apellidarân esta organizaciôn, pero en ningûn- 
caso deberiamos de recoger una definieiôn de cualquier manera po- 
lémica"(2 ). Y entiendo que este juicio se mantuvo hasta el final 
de la elaboraciôn del texto constitucional.
La causa de la indéfinieiôn constitucional debe en- 
contrarse, pues, al margen de la técnica juridica, al nivel de la 
decisiôn polltica del constituyente. Los Diarios de Sesionês de - 
nuestro peculiar y heterodoxo proceso constituyente revelan la —  
existencia de muy distintas posturas respecto a la forma territo­
rial del Estado (3). Desde partidiarios de una simple descentral^ 
zaciôn administrativa^en la linea de los intentes explicados a - 
lo largo del siglo XIX y muy especialmente de las Mancomunidades 
de Diputaciones Provinciales con competencies estrictamente admi- 
nistrativas, a defensores de "un Estado de regiones constitucio—  
nalmente garantizado", con dos tipos de Comunidades Autonomes o - 
con solo uno de elles, a partidiarios del Estado federal o hasta 
incluse defensores de la Confederaciôn de Estados y del derecho -
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a la autodeterminaciôn (4 ) de las nacionalidades. Todo ello com­
pile ado por una discordancia entre los programas politicos pre—  
constituyentes de algunos partidos (claramente federales, por - 
ejemplo, en el caso de la izquierda parlamentaria) y las postu—  
ras luego adoptadas en el debate parlamentario: acaso porque se 
pensô que si el Estado federal era inalcanzable en un primer mo- 
mento, por la persistencia del mito federal secesionista en am—  
plios sectores de la socledad espaRola, podla sœrlo en cambio co­
mo resultado final de un proceso descentralizador (5). Sea como 
fuere, este amplio abanico ideolôgico, visiblemente condicionado 
por la cuestiôn catalana y vasca,se cerrô en torno a una fôrmula 
transaccional y empirica de carâcter federo-regional por estar ba 
sada en un disefio sustancialmente regional, pero con una decisiva 
relevancia de,los distintos elementos federales utilizados en su 
regulaciôn.
Parece ser, por tanto, que ante la imposibilidad de 
un compromise ideolôgico, politico en el sentido mâs amplio de la 
palabra, verdadera sintesis transaccional de visiones diversas de 
la forma territorial del Estado, se produjo a lo largo del debate 
parlamentario un simple consenso de intereses mediates y coyun- 
turales, probablemente carente de una imâgen del nuevo Estado que 
se pretendla refundar (verbi gratia : presiôn del grupo de Alian­
za Popular sobre la indisolubilidad de la unidad estatal, presiôn 
dèl Grupo Minoria catalana sobre la necesidad de la introducciôn 
del término "nacionalidades", presiôn del Grupo Nacionalista vas­
co en torno a la Disposiciôn adicional primera, etc.). La necesi­
dad de que no se rompiera el consenso constitucional que presidiô 
todo el debate constituyente y de que la Constituciôn fuese apro- 
bada en todo el Estado por una importante mayorla, obligé a estas 
transacciones emplricas y coyunturales (6).
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Esta fôrmula politica, ciertamente ambigua y técni 
camente muy imprecisa, especialmente en lo que hace referencia - 
al sistema de distribuciôn de competencies marcadamente "atipico" 
y muy poco riguroso, permitla "aparcar", como se decla en el voca 
bulario politico del momento,numérosas cuestiones de la organize 
ciôn territorial del Estado, para dilater su decisiôn a una pos­
terior interprêtaciôn integradora de los ôrganos del Estado, de 
acuerdo con la orientaciôn polltica mayoritaria ( en un ulterior 
momento) elaborada por el Gobierno, el sistema de partidos y, —  
por que no decirlo, por las sentencias del Tribunal Consticuio—  
nal (7).
Ahora bien, admitido el indudable acierto politico 
de esta soluciôn, pues acaso no fuera posible otra fôrmula que - 
mantuviese el "consenso" (y conviene recorder que una Constitu—  
ciôn no es solo una norma juridica, norma normarum , sino también 
un compromiso politico), las dificultades técnico-jurldicas que 
el Titulo VIII plantea son numerosas y de suma importancia. Espe 
cialmente, insisto, en una materia tan decisiva y nuclear cual - 
es la de las clâusulas de reparto de competencies (art. 1 4 8,149- 
y 150 de la Constituciôn espaRola) constitucionales y Laa anâlofas 
de los respectivos Estatutos. No obstante, frente a una llnea —  
doctrinal a mi juicio exce sivamente hipercritica o pesimista, —  
creo que conviene no acentuar el criticismo. Entiendo que en el 
corto espacio de tiempo transcurrido desde la aprobaciôn de la 
Constituciôn, la doctrina (jurisprudencial y cientifica) ha al—  
c anz ado a élaborer una dogmâtica que permite interpret eir el dise 
flo constitucional con suficiente dosis de seguridad juridica y - 
sin excesivas disfuncionalidades. El alto nivel doctrinal de las 
Sentencias del Tribunal Constitucional (se piense lo que se quie 
ra sobre la "bonded" de sus decisiones) asi parece corroborerlo.
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Por ello, pienso que el Titulo VIII posee suficientes posibilida 
des ordenadoras de la vida constitucional, sin necesidad de aco- 
meter su reforma, sino simplemente complétando el desarrollo le­
gislative que el propio Titulo prevee ( y como tendré ccasiôn de 
decir y a diferencia de otaros au tores, no me refiero a leyes genéri 
cas de armonizaciôn en ningûn precepto constitucional previstas) 
y dejando el "reajuste" del proceso de organizaciôn del nuevo —  
Estado, a la Justicica Constitucional, al Parlamento y a las pro 
pias Comunidades Autônomas.
Una ojeada al Derecho Constitucional Comparado y - 
una reflexiôn de Teoria de la Constituciôn deben llevarnos a corn 
probar que las Constituciones raramente se modifican por el pro- 
cedimiento en ellas previsto, sino por mecanismos muy diversos y 
complejos. Tieino Galvân argumentaba que tradicionalmente existe 
una "conexiôn acrltica" entre la idea de Constituciôn y la idea- 
de perfecciôn ; la idea de que la Constituciôn escrita expresa la 
perfeeciôn y recoge entre sus perfecciones la posibilidad del —  
cambio (8). La realidad constitucional, en cambio, es bien diver 
sa. Como dirla Cari Schmitt, en materia de reforma constitucio—  
naïade hecho, a menudo lo importante no es tanto acomodar la nor 
ma su pre ma a la c ambiante realidad constitucional, sino cerreir - 
el paso al enemigo que pretende, no la reforma, sino la desapari 
ciôn de la norma (9). De otra parte, la funciôn conservadora del 
constitucionalismo como defensa frente al cambio ha sido brillan 
temente senalada entre nosotros por Carlos de Cabo (lO). Pero —  
ademâs, en la delicada operaciôn de reforma constitucional, pue­
de conseguirse no sôlo no lograr extirpar la enfermedad, sino —  
que incluse el enferme perezca en la intervenciôn.
Por otro lado, el estudio de otros sistemas de de^ 
centralizaciôn politica evidencia que la ordenaciôn de estos pro
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cesos se âeja sustancialmente no a la revisiôn constitucional —  
global, sino al Tribunal Constitucional mediante sus sentencias, 
a los partidos politicos mediante sus "acuerdos”, potencialmente 
verdaderas "mutaciones" del texto constitucional por via conseu- 
tudinaria, y al legislador ordinario en las cuestiones de desarro 
llo y de opeiôn politica entre las distintas soluciones constitu 
cionales y sôlo incidentalmemte (en cuestiones puntuales) se re- 
curre a la reforma constitucional en esta materia (materia que - 
como he visto, es por su propia esencial permanentemente evolut^ 
va y dinâmica), por considereurla una técnica inadecuada a las fi- 
nalidades que se pretenden, de muy dificil consecuciôn y de efi- 
cacia mâs que dudosa, pues .probablemente nadia posee una imâgen 
suficientemente nltida global y a priori de toda la organizaciôn 
territorial del Estado, Pero aunque asi fuera, la dinâmica evolu 
ciôn de la estructura estatal siempre abocaria, en la realidad - 
constitucional, a frecuentes mutaciones.
Admitiendo que la ordenaciôn del proceso autonômi­
co en nuestro pals debe realizaur'se mediante leyes del Parlamento 
( en su caso incluso leyes de armonizaciôn sectoriales, pero no 
globales), acuerdos politicos de los partidos ( de todos aquéllos 
con representaciôn parlamentaria y no tan sôlo de los dos mayo—  
ritarios) con virtualidad de transformerse en Convenciones cons­
titucionales, verdaderas mutaciones del texto escrito y Senten—  
cias del Tribunal Constitucional (de especial relevancia en el - 
campo de la interpretaciôn de las clâusulas de distribuciôn de - 
competencies y de los principios constitucionales) cabe pregun—
tarse cuales son los peligros que la fôrmula adoptada por el --
constituyente plantea y cual es la labor que el constitucionalis 
ta debe cumplir.
A mi juicio, el mayor peligro que la ambigüedad —  
técnico-juridica del Titulo VIII produce es la insequridad jurl-
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dica para todos los aplicadores del Derecho (Gobierno de la Naciôn 
Gobiemos de las Comunidades Autônomas, Par lament os nacionales y 
autônomos. Tribunales, etc.). Esta inseguridad es tan grande que 
ha 1levado a decir a Cruz Villalôn en un brillante artleulo que - 
"la Constituciôn ha operado una desconstitucionalizaciôn de la - 
estrucutra del Estado " (il). Esta afirmaciôn, si bien es parcial^ 
mente cierta, creo que conviene ser matizada. Parece évidente que 
en el diseno constitucional numérosos extremos de la organizaciôn 
territorial del Estado quedan reenviados ( como si la Constituciôn 
se tratase de una mera "norma constitucional en blanco", regulado 
ra de algunas garantias institucionales necesitadas de un ulterior 
desarrollo legislativo), bien a la actividad del poder legislati­
ve nacional,bien a la decisiôn de las propias Comunidades Autôno­
mas, de acuerdo con el juego del principio nuclear del disefio con^ 
titucional: el principio de voluntariedad. Ahora bien, esto no su- 
pone a mi juicio, strietu sensu, una "desconstitucionaliza:iôn" de 
la materia, pues existen unos principios constitucionales, unas - 
garantias institucionales y unos derechos que no pueden ser vulne- 
rados ( como luego veremos) en el posterior deseirrollo constitucio 
nal, Asi no me parece acertada la afirmaciôn de Cruz Villalôn de - 
que "la desconstitucionalizaciôn de la estructura del Estado se —  
traduce positiveimente en una simple réserva de lay orgânicaC con—  
clusiôn a mi juicio excesiva y de la que Garcia de Enterria tampo- 
co participa : " en este sentido deberâ decirse, contra la afirma­
ciôn contraria de Cruz Villalôn, antes transitoria, que la estruc­
tura del Estado estâ constitucionalmente garantizada" (l2).
Lo que la Constituciôn realiza coherentemente con la 
consagraciôn del pluralisme como valor es fijar los limites infran 
queables dentro de los cuales puedan plantearse legitimamente las 
distintas opciones politicas, pues la existencia de una sola opeiôn
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séria la propia negaciôn del pluralismo, Asi ha entendido, por - 
ejemplo, el Tribunal Constitucional la relaciôn entre pluralismo 
y principio de autonomia de municipios y provineias, al analizar 
la Ley de Régimen Local en Sentencia de 2 de febrero de 1.9 8 1, - 
fundamento juriridco 3- (13). En este sentido, caben distintas - 
"lecturas" del Titulo Vlil como el propio Cruz Villalôn analiza, 
pero cualquiera de estas lecturas debe estar fundada en una inter 
prêtaciôn correcta de los principios constitucionales(1 4). Por - 
éso, a mi juicio, no cabe hablar en sentido estricto de descons- 
titucionalizaciôn de la forma territorial del Estado. Esta mati- 
zaciôn que aqul realize no constituye un "falso problema", ni —  
tampoco una tentaciôn academicista, sino que posee importantes - 
consecuencias jurldicas : entender "desconstitucionalizada la —  
forma territorial del Estado" supone admitir como vâlido cualquier 
desarrollo autonômico (como puede ocurrir con la legislaciôn elec 
toral, por ejemplo, en aquellos paises que remiten globalmente - 
su regulaciôn a la legislaciôn ordinaria, sin establecer un con- 
tenido minimo constitucionalmente garantizado), la tesis que aqul 
se sostiene insiste en que cualquier lectura o interpretaciôn del 
titulo VIII debe respetar los limites constitucionalmente garanti 
zados ( el principio de voluntariedad, por ejemplo) fuera de los 
cuales cualquier opciôn es inconstitucional y, por tanto, nula. - 
Concluyo,pues,que no me parece juridicamente riguroso hablar de 
"desconstitucionalizaciôn" de la forma territorial del Estado, - 
afirmaciôn sumamente peligrosa ante un ulterior desarrollo cons­
titucional que debe quedar sometido al ambiguo (pero no por ello 
menos constitucional) Titulo VIII. Y es labor de los juristes —  
desvelatr esa ambiguëdad.
Esto supuesto, la funciôn que el constitucionalis- 
ta debe cumplir parece manifiesta, se trata de extraer del texto 
constitucional los principales elementos configuradores de la -
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forma territorial del Estado (entendiendo por "elementos" tanto 
los principios como los derechos pùblicos subjetivos y las garan 
tlas institucionales), para procéder a su sistematizaciôn y ex­
pos iciôn armônica, de manera que una vez realizada esta labor - 
per la doctrina cientifica, pueda cumplir una doble funciôn : ex 
plicitar de forma clara y concisa los limites constitucionales - 
invulnérables para todo desarrollo y a la vez permitir un' mâs - 
fâcil conocimiento por el aplicador del Derecho.
En el bien entendido que no se trata de définir la 
forma territorial del Estado, pues esta labor debe partir del - 
respeto a la indefiniciôn constitucional y sôlo los ôrganos legi 
timados por la soberania popular (Parlamento nacional y Pariamen 
tos autonômicos) pueden realizar esa opciôn polltica de concre—  
ciôn, sino tan solo una labor mâs modesta, de caracterizaciôn y- 
descripciôn de los principales elementos configuradores de la —  
forma territorial del Estado dentro de los cuales pueda realizar 
se la opciôn del legislador. En este sentido, pretender la deci­
siôn soberana del représentante de la voluntad popular, el Parla 
mento,mediante el recurso a la pretendida objetividad de una —  
Comisiôn de expertes, puede resultar de una dudosa legitimidad - 
democratica (i5). Participe de este enfoque me limitaré, pues, - 
a esta labor de caracterizaciôn.
se me dirâ,si se quiere,que esta labor de caracte­
rizaciôn posee perfi les excesivamente abstractes. Puede ser cier 
to. Pero como ya decia James Bryce en su obra clâsica, "una cosa 
no es mènes real porque sus limites no puedan ser definidos rigu 
rosamente. Una colina es una colina y una llanura es una llanura, 
aunque no podamos determiner el punto en que la colina se trans­
forma en llanura" (l6). Esta afirmaciôn adquiere mayor relevan—  
cia si pensâmes en el carâcter anglosajôn del autor y su perte—
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nencia, por tanto, a una doctrina poco propensa a la abstracciôn 
y si al necesario empirisme (no al empirisme ausente de fundamen 
taciôn). Pero résulta ademâs decisiva si partimos de la existen­
cia de un intérprete "autorizado", garante de estos principios - 
constitucionales, cual es el Tribunal Constitucional (art. i de 
la L.O.T.C.), que si puede, caso a caso,determinar en qué punto 
la colina se transforma en llanuîa y résulta inconstitucional y, 
por tanto, nula.
Incluso puede alegarse,desde una concepciôn desfa- 
sada del Derecho (estrictamente normativista), aiejada de la —  
innovaciôn que la Constituciôn supone en el terreno de las fuen­
tes del Derecho y la Teoria del Ordenamiento jurldico, que estos 
principios carecen de contenido normative y/o no son directeunen 
te aplicables.■Frente a esta postura conviene recorder que con—  
forme a la jerarqüla normativa de fuentes establecida por el Cô­
digo Civil (art. i), estos principios générales del Derecho ( y 
por encima de todos ellos, los constitucionales) no sôlo poseen- 
una funciôn interpretadora en cuanto directrices hermenéuticas, 
sino que son ademâs la base y fundamento del Ordenamiento y fuen- 
te subsidiaria del Derecho Constitucional en defeeto de leyes y 
costumbres constitucionales. Por éso,Dlez Picazo, actual Magistra 
do del Tribunal Constitucional, habla de la "consagraciôn de la 
idea de principios" que la Constituciôn realiza en el articule - 
9,3 (l7). Dentro de la doctrina italiana, por ejemplo, el profe­
sor de la Universidad de Roma, Carlo Lavagna, ha recordado en un 
interesante articule ( en el que relaciona la regulaciôn de la - 
huelga con los principios de igualdad sustancial y solidaridad)- 
que "estos principios abstractes dicen muy poco, pero sôlo hasta 
que surge la concreta necesidad de acudir a ellos" (l8). Como —  
ocurre con el ejemplo citado en la doctrina italiana, o en Alema 
nia con la construcciôn jurisprudencial de la Bundestrue utiliza
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da en los mâs variados supuestos. 0 como en Espana ha sucedido en 
diverses sentencias del Tribunal Constitucional (en materia auto- 
nômica o no) ; Sentencia de 2 de febrero de i.98i, R.I.-i n9 i86/ 
80 sobre Régimen Local (principio de autonomia y unidad (FJ 3),- 
principio de legalidad (FJ 3); Sentencia de 2 de julio de 1.98i; 
C.I. 3 223/198i sobre el derecho al trabajo y Estatuto de los - 
trabajadores (donde se aplica el principio de igualdad sustancial 
ex art. 9,2 y 14 de la Constituciôn Espanola (FJ 3) ; Sentencia - 
de 14 de julio de i.98i, R.I. 4 nS 25/l98i sobre la llamada ley 
antiterroriste (se hace en el Sentencia una interprêtaciôn a mi 
juicio errônea y restrictive del principio de autonomia); Senten 
cia de 16 de noviembre de i.98i R.I. 8 nS 184/1981 sobre Centro
de Contrataciôn de cargas de mercancias (donde se utiliza el --
principio de unidad jurldico econômica del Estado en un sentido 
progresivo como unidad plural, FJ 1); Sentencia de iO de noviem­
bre de i98i (CI-4 ), n9 48/1 9 8 1, sobre derechos pasivos de los —  
funcionarios (principio de igualdad sustancial en FJ 3); Senten­
cia de 22 de diciembre de 19 8 1,RI 10, n9 22l/l98i sobre Bibliote^ 
cas catalanes en la que se recurre al principio de igualdad en - 
su vertiente de acceso a la funciôn pûblica (art. 23,2 de la Con^ 
tituciôn) y en numerosas otras sentencias que carece de interés 
re produc ir aqul, pues el elenco citado cumple la mi siôn de demos^  
trar que los principios constitucionales no son afirmaciones re- 
tôricas como un enfoque torpemente normativista del Derecho po—  
dria pretender (l9).
A.probada la Constituciôn, nuestro Ordenamiento ju­
rldico se transforma en un Ordenamiento pluralista compuesto de 
una serie de subordenamientos jurldicos e integrado no sôlo por 
normas e instituciones, sino también por principios (art. 9,3) y 
valores autoprcclamados del Ordenamiento. Uno de ellos résulta -
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de especial interés aqul : el pluralismo autonômico -art. i,i —  
en relaciôn con el art. 2 (20).
Finalmente, conviene recorder las afirmaciones que 
realicé en la Parte I: toda clasificaciôn de las formas politicas 
es teoria de las mutaciones y, consecuentemente, todo anâlisis - 
de la estructura estatal que no quiera quedar condenado al forma 
>lismo debe partir de ese dinamismo. Asi, Gumersindo Trujillo afir 
ma : "todo propôsito de tipologizaciôn del sistema deteinc or por ar 
una perspectiva dinâmica que contemple la prévisible remodelaciôn 
del Estado, constitucionalmente posible y pollticamente proba—  
ble". Esa tendencia cleliea que Lucas Verdû descubre en las for­
mas territoriales de Estado (2i).
1 .1,- Una forma territorial del Estado innominada;- 
el problema terminolôgico.-
El problema de la denominaciôn que se asigne a la 
peculiar forma territorial del Estado que nuestra Constituciôn - 
adopta estâ intimamente relacionado con la cuestiôn de su natura 
leza juridica, objeto central de nuestra tesis, por éso algunas 
reiteraciones serân aqui imprescindibles. No obstante, procuraré 
ceflirme en este apartado al estricto problema terminolôgico. Aun 
que, como digo, consciente de que acuRar términos es hacer juri^ 
prudencia de conceptos (22).
Si deliberadamente el constituyente adopta la inde­
finiciôn constitucional, hubiera sido una contradicciôn otorgar - 
denominaciôn a una forma de Estado ni definida, ni tampoco califi^ 
cada. En efecto, no hay en ningûn precepto de nuestra Carta Cons 
titucional una denominaciôn del Estado que se construye y asi el 
articule 137 y en general, todo el Titulo VIII se refieren sim—  
plemente a la "organizaciôn territorial del Estado".
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Esta omisiôn terminolôgica ha producido una divers! 
fieaciôn de las expresiones empleadas por la doctrina. Asi :
a) El término mâs vulgarizado es el de "Estado de 
las autonomias". denominaciôn de origen peEiodistico que no pare^  
ce responder a un contenido cientifico delimitado ni preciso (23)
b) Sânchez Agesta, Lucas Verdû y Fernando Badia, - 
entre ôtros, utilizan la expresiôn "Estado autonômico"(24).
c) Gonzâlez Casanova emplea,tanto en su curso como 
en diversos articulos ."Estado de las Comunidades Autônomas"
d) Esteban Alonso ha incorporado el término "Esta­
do autonomista" (26).
e) Hay quien no duda en emplear "Estado regional"(27)
f) Un ûltimo grupo de autores.utiliza una serie de 
expresiones sobre cuya oportunidad no voy a entrar aqul, pero —  
que indudablemente predeterminan la naturaleza juridica de la —  
forma territorial del Estado, mediante la propia expresiôn que - 
emplean. Lo que sin duda no bénéficia a la comûn aceptaciôn y - 
universalidad del término, por seresta cuestiôn de la naturaleza 
juridica un tema todavla sometido a debate doctrinal. Entre estas: 
Gumersindo Trujillo : "Estado federo-regional"; Leguina: "Estado 
unitario regionalizable"; MuRoz Machado: "Estado semifederàl, se- 
miregional o semicentralizado", etc. (2 8).
En un primer momento, vamos a prescindir de todas 
las variantes de este cuarto grupo de términos, porque pese a - 
lo acertado de algunas de estas descripciones, o bien no poseen 
relevancia como término por su larga extensiôn o prejuzgan la - 
cuestiôn de la naturaleza juridica del nuevo Estado, cuestiôn - 
ésta que no por no estar definitivamente resuëlta, no bénéficia 
a su corniin aceptaciôn como término doctrinal. Se trata, pues,de
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un simple rechazo terminolôgico y no de una descalificaciôn como 
anâlisis de la naturaleza juridica del Estado, pues alguna de e^ 
tas tipologias (muy especialmente la de G. Trujillo, Estado fede 
ro-regional) me parecen sumamente acertadas.
Esto supuesto, en otras segunda reducciôn voy a —  
prescindir de la expresiôn "Estado de las autonomias", pese a ser 
la mâs utilizada en los medios de comunicaciôn social, pues el - 
llaunado "Estado de las autonomias" sustituye a la necesaria espe 
cificaciôn de un Estado mediante un adjetivo, por una larga ex—  
pre s iôn descriptive que nada ariade al sustantivo "Estado" (^qué 
autonomias : colectiva, territorial, individual?). Y carece ade­
mâs de justificaciôn estillstica. Ademâs, el término no concuer- 
da con los utilizados en la moderna Teoria del Estado, para deno 
minar formas territoriales de Estado anâlogas. Asi, verbi gratia 
no se dice "Estado de las regiones" o "Estado de los paises fede 
rados" o "Estado de los cantones".
Por razones anâlogas a las anterlores, tampoco me 
parece acertada la expresiôn "un Estado autonomista". "Autonomie 
ta", como objeto o sujeto calificado puede ser un ciudadano, un 
partido o un discurso o incluso, utilizando una figura retôrica 
y como ficciôn, el propio Estado que manifiesta ab initio su vo­
luntad, mediante sus représentantes, de ser "partidario de la —  
autonomia", es decir, de aceptar el autonomismo como ideolôgla,- 
pero superado ese primer momento de la adopciôn de las grandes - 
decisiones politicas, los Estados no son federalistas, ni regio- 
nalistas, ni cantonalistas, sino simplemente federales, régiona­
les o autonômicos. Pese a que es un lugar comûn que el Estado es 
un ente dinâmico y que nuestra forma territorial del Estado ad—  
quiere carâcter de proceso abierto e inacabado, es conveniente - 
adoptar un calificativo que no ofrezca dudas sobre el resultado-
- 305 - .
final y realmente présente una forma ( o visiôn, por tanto) de - 
Estado, haciendo hincapié en sus vertientes estâticas.
Pero,a mi juicio, es otra y mucho mâs grave la obje 
ciôn principal que puede hacerse a la categoria "Estado autonomie 
ta" empleada por Esteban Alonso, ya que la elaboraciôn parte de 
un error conceptual que le lleva a una conclusiôn desafortunada, 
asi afirma : " no son apropiadas las definiciones de Estado au—  
tonômico .... porque dan como hecho algo que por ahora no es mâs 
que una posibilidad" (29). Al estudiair las diferencias entre el 
Estado integral y el Estado autonômico ya defend! la tesis (alll 
argumentada), siguiendo principalmente las elaboraciones de Gon­
zâlez Casanova de que mientras en el texto constitucional de i931 
la autonomia tan solo era una posibilidad dependiente de la vo—  
luntad estatal, en el de 1 . 9 7 8 la autonomia es un derecho subje- 
tivo de nacionalidades y regiones que no depende, de la voluntad 
del Estado aparato. La diferencia me parece importante porque —  
posee relevantes consecuencias jurldicas en el terreno de las - 
garantias constitucionales. No se trata, pues, de que el Estado 
aparato sea "partidario de la autonomia", pues ésto puede inclu­
so ser juridicamente irrelevante, sino que el Estado Ordenamien­
to tiene una Constituciôn donde nacionalidades y regiones poseen 
un derecho a la autonomia constitucionalmente garantizado y cuyo 
contenido luego tendré oportunidad de explicar. Cosa bien distin 
ta es que el ejercicio de ese derecho pueda dilatarse en el tiem 
po (conforme a la voluntariedad), pero ello en ninguna medida —  
condiciona la vigencia de ese derecho de forma que quede reduci-
do a una mera posibilidad. La generalizaciôn estatutaria, ya --
eu1minada, asi parece demostrarlo.
Mâs dificil, en cambio, résulta la opciôn entre - 
"Estado autonômico" y "Estado de las Comunidades autônomas", aun
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que, prima facie,puedan reproducirse los mismo argumentos forma­
ie s antes utilizados. En efecto, la expresiôn "Estado de las Co­
munidades Autônomas" es también una descripciôn largo y no una - 
especificaciôn o calificaciôn. Pero ademâs no deja de ser una —  
hipôstasis.es decir, una manera de describir el todo mediante las 
partes. No obstante, el interesante término acuRado por Gonzâlez 
Casanova posee la virtud de concéder el papel principal en la —  
construcciôn del nuevo Estado a las propias Comunidades Autôno—  
mas, lo que es perfectamente acorde con el diseRo constitucional 
en general y con el principio de voluntariedad en particular (3 0)
Finalmente, y sin entrar en cuestiones de naturale 
za juridica, que luego tendré oportunidad de argumentar, tampoco 
cabe hablar de "Estado regional" porque a diferencia de el caso 
italiano, no cabe atribuir el derecho a la autonomia exclusiva—  
mente a las regiones, sino a las "nacionalidades y regiones"(art. 
2) e incluso a otros sujetos territoriales (si no titulares del 
derecho a la autonomia, como veremos, si beneficiarios), que pro 
piamente no pueden denominarse regiones: verbi gratia, Ceuta , - 
Melilla, Madrid, etc. (supuestos de hecho previstos en los arti­
culos i44iy b). Por otra parte, mâs ade1ante tendré oportunidad- 
de destacar la importancia polltica del reconocimiento de las - 
nacionalidades histôricas, reconocimiento que si bien no posee - 
consecuencias jurldicas explicitas, ha dejado "rasgos" visibles 
en la regulaciôn constitucional (verbi gratia : la Disposiciôn - 
Adicional primera y la Disposiciôn transitoria segunda).
Por tanto, y como conclusiôn de este epigrafe, en­
tiendo conveniente el empleo del término "Estado autonômico" por 
otra parte ya amplieunente generalizado entre la doctrina, por —  
ofrecer las siguientes ventajas :
- califica el sustantivo "Estado" sin necesidad de
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usar una larga expresiôn, posee, por tanto, una de las caracterl^ 
ticas naturales a cualquier término cientifico, la concisiôn,
- No prejuzga la cuestiôn, pendiente y polémica, -, 
de la naturaleza juridica del Estado, lo que facilita su acepta­
ciôn doctrinal,
- No ofrece duda respecto del resultado final que 
se pretende, un Estado organizado en estes territoriales autonô 
mos (art. 137).
- Permite englobar en el calificativo "autônomo", 
tanto a regiones como a nacionalidades, a diferencia del "Esta 
do regional" que cuanto menos olvida uno de los dos términos —  
empleados en el articulo 2 y résulta por ello pollticamente —  
inaceptable en las nacionalidades histôricas y juridicamente - 
inexacte.
- Pero ademâs, y sustancialmente, el carâcter neu^ - 
tro del término facilita su divulgaciôn : se ha dicho que la ra-* 
zôn del éxito del término "estado", acuRado por Maquiavelo en —  
las primeras pâginas de "El Principe", estâ en que apenas dice - 
nada (como es sabido es la neutralizaciôn italiana del latin —  
status reipublicas : "lo stato" )por lo que todas las monarquias 
o repûblicas, electivas o hereditarias, sobre la tierra, pueden 
ser Estados. Entiendo que este carâcter neutro también del tér—  
mino "Estado autonômico" debe beneficiar a su comûn aceptaciôn,- 
como de hecho parece estar ocurriendo (3i).
Esto supuesto, emplearé la expresiôn Estado autonô­
mico sin perjuicio de que mâs ade1ante califique su naturaleza 
juridica (dinâmica, hibrida y transitoria) como de sintesis fe—  
dero-regional. Y admitiendo la critica realizada por Gumersindo 
Trujillo a los conceptos de Estado de las autonomias o Estado -
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autonômico por entender que con taies expresiones "se hipertrofia 
o hipervalora la autonomia territorial comunitaria en detrimento 
de las restantes autonomias reconocidas por la Constituciôn" (32). 
Asi, al intentar una aproximaciôn al concepto de autonomia, tra- 
taré de relacionar el concepto de autonomia territorial con los
de autonomia de las partes (tipico del Derecho privado) o de ---
otras formaciones sociales autônomas y muy especialmente con los 
conceptos de autonomia sindical y colectiva. Sôlo con este enfo­
que a mi juicio, puede relacionarse la idea de autonomia con la 
consagraciôn constitucional de la idea de Ordenamiento.
1.2.- Una forma territorial de Estado "negada" : la 
innecesaria confusiôn creada por el articulo 
1.3.-
Pero para complicar mâs la cuestiôn, nuestra norma 
normarum no sôlo opta por la indefiniciôn constitucional en este 
punto y por ni tan siquiera atreverse a otorgarle una denomina—  
ciôn (acaso para evitar criticas como las que recibiô el "Estado 
integral"), sino que ademâs niega a la distribuciôn territorial 
del poder el carâcter de forma de Estado.
En efecto, un importante precepto por su contenido 
y colocaciôn,têcnicamente muy desafortunado, viene a crear una - 
innecesaria confusiôn juridica. El articulo i,3 afirma : "La for­
ma politica del Estado espaRol es la Monarguia parlamentaria". - 
La frase, un tanto cr^ica y ambigtta, résulta de muy dificil in- 
teligencia. Lucas Verdû ha dicho de este precepto que se trata - 
de una sintesis sumamente criticable en sede académiea y Manuel 
Aragôn ( en una valiosa monografia), que es una "denominaciôn —  
inusual, ambigUa y contradictoria, pero a la que por estas cons- 
titucionalizada hay que encontrar algun sentido" (33).
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A lo largo de esta tesis doctoral he venido dicien 
do que la forma de Estado puede définirse en relaciôn a los mo—  
dos de producciôn del Derecho o en atenciôn a la relaciôn exis—  
tente entre los très elementos constitutives de la estructura e^ 
tatal: pueblo, territorio y poder soberano. Sostenla entonces - 
que, dada la similitud de la regulaciôn de los otros dos elemen­
tos estatales en las formas de Estado democrâtico-pluralistas, - 
el principal elemento de distinciôn de la esencia estatal (cete­
ris paribus)en estos Estados, era la distribuciôn territorial -
del poder y asi parece entenderlo la mayorla de la doctrina cien
tifica. Cabe preguntarse entonces qué sentido posee el articule 
1 , 3 y cômo obtiene encaje en este diserlo, Aunque la cuestiôn ré­
sulta incidental, en esta tesis, no puede ser orillada totalmen- 
te, y conviene que nos formulemos algunas preguntas :
a) 6Qué debe entenderse por forma politica del Es-
do?.
b) ôPor qué se define a la Monarquia como "forma - 
politica del Estado" y no como forma de Gobierno?.
c) 6, Por qué se adjetiva a la Mon ar qui a/pari amen tari à*?
d) ^Qué incidencia directa poseen estas calificacio 
nés respecte a la distribuciôn territorial del poder?.
Intentaré responder a estas incôgnitas :
a) A mi juicio, por forma politica del Estado debe
entenderse simplemente forma de Estado. Hemes visto en la Parte I 
que significa "forma politica", siguiendo las elaboraciones de - 
Conde, Ollero, Galân y Hintze, entre otros. Una forma politica,- 
en sintesis, es una comunidad politica o configuraciôn estatal.- 
No obstante, no pueden identificarse forma politica y Estado, pues
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exister! numéros as formas pollticas pre-estatales configuradas —  
por otros elementos distintos del Derecho. Pero, como vinos tam- 
bién, "forma politica" posee otra segunda acepciôn identificable, 
en un sentido amplio, con todos los tipos de organizaciôn estatal: 
forma de Estado, forma de gobierno, tipo de Estado, sistema de - 
gobierno, régimen politico. Este segundo parece ser el sentido - 
en el que se emplea "forma politica" en el texto constitucional. 
En efecto, el texto actual Mel articule 1,3 procédé del Antepro- 
yecto de la Ponencia y no fue modificado (pese a sufrir numero- 
sas enmiendas y un voto particular) en todo el debate constitu—  
yente. Significativamente, en el Informe de la Ponencia se decia: 
"de s pué s de un detenido exârhen de las enmiendas que pretenden —  
sustituir la expresiôn forma politica por otras, como forma de - 
Gobierno o forma de Estado, la Ponencia entiende que la expresiôn 
forma politica es mâs genérica y amplia que las propuestas y no 
acepta la sustituciôn" (34). Por tanto, los ponentes recurren al 
término forma politica por englobar tanto la forma de Estado como 
la forma de gobierno. Sin embargo, esta conclusiôn no es total—  
mente cierta como veremos.
b) Esto supuesto, ôPor qué se califica a la Monar­
quia como forma politica del Estado y no como forma politica del 
Gobierno? Fueron varias las enmiendas en este sentido, que soli­
citer on la calificaciôn de la Monarquia como forma de Gobierno. 
Asi, en el Congreso la enmienda n^ 455 del 3r. Morodo, o en el - 
Senado, la n@ 227 del Sr. Marias. Este ûltimo nada sospechoso —  
de antimonârquico por, entre otras razones, ser senador de desi£ 
naciôn real, afirmaba en el Pleno del Senado al soliciter la su£ 
tituciôn del término : "el Estado tiene continuidad incluso euan 
do cambian las formas del Gobierno, cuando cambian los regimenes. 
El Estado no se interrumpe, el Estado es el mismo Estado nacio—  
nal. El que se pase de una Repûblica a une Monarquia, o a otro -
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posible régimen, no interrumpe la esencial continuidad del Estado" 
(35). Pero la sustituciôn fue rechazada. Cabe preguntarse por qué. 
Como tendré ocasiôn de explicar no se derivan consecuencias juri- 
dicas de esta consideraciôn de la Monarquia como forma politica - 
del Estado, por lo que parece ser que la razôn de esta califica—  
ciôn es de indole politica (36).
En efecto, el Partido Socialista mantuvo hasta la - 
Comisiôn Constitucional del Congreso un voto parituclar al articu 
lo 1,3 en favor de la forma de Gobierno republicana. En la citada 
Comisiôn, el Sr. Gômez Llorente hizo una defensa de la Repûblica 
aludiendo a obligaciones morales ("por honradez, por lealtad a —  
nuestro electorado") y a la consideraciôn de su partido como "de- 
positario" de la tradiciôn republicana y del legado de Pablo Igle 
sias (alude a una cita de Iglesias en las propias Cortes : "no —  
somos monârquicos porque no podemos serlo : quien aspira a supri- 
mir al rey del taller, no puede admitir otro rey") (37). No obs—  
tante, el PSOE afirmô su voluntad de respetar el resultado de la 
votaciôn que se produjera en la Comisiôn y no romper el consenso. 
Asi lo recordô el Sr. Peces Barba para justificar no llevar el vo 
to particular al Pleno del Congreso y explicar la abstenciôn de - 
su grùpo en la votaciôn del articule 1,3 (38). Pues bien, el voto 
particular socialista al articule i,3 y las enmiendas de supresiôn 
o abiert cimente republic anas, como las de los Sres. Letamendia, —  
Barrera, Bandrés , Audet y Xirinachs, probablemente llevarAn al - 
partido del gobierno (UCD) y a la derecha de oposiciôn (AP) a sen 
tir la necesidad de asegurar la Monarquia calificândola como for­
ma de Estado : los Gobiernos pasa, los Estados permanecen.
Por otra parte, existian precedentes en la histcria 
del constitucionalismo espanol de intentar dejar la Monarquia al 
margen del debate constituyente; asi se hizo con la Constituciôn
- 312 -
canovista de la Restauraciôn de 1.876. Y no en balde consumiendo 
un turno en contra de la intervenciôn del Sr. Gômez Llorente, el 
Sr, Alzaga reproduce una cita del propio CAnovas pronunciada el 
6 de junio de 1.8 7 0; "en un pals donde la mayorla de sus habitan 
tes no tienen otro vinculo de unidad que la Monarquia, la créa—  
ciôn de la Monarquia vale tanto por si sola como la creaciôn in­
tegra de la Constituciôn estatal" (39). No obstante, afortunada- 
mente, la Monarquia fue objeto de debate parlamentario; lo que le 
otorga la mi s ma legitimidad democrAtica que el resto de las insti^  
tueiones constitucionales, y afortunadamente también, nada hay - 
en el texto constitucional que puede llevar a pensar que la afir 
maciôn del Sr. Alzaga connatural al Estado absolute y al pacto - 
de los Reinos en torno al monarca, posea alguna relevancia juri- 
dica. Sin embargo, la afirmaciôn de Alzaga nos lleva a tener en 
cuenta otra cuestiôn: subyace en la regulaciôn de la Corona en - 
nuestra Carta suprema, una doble concepciôn (principio democrâti 
co-principio monarquico) que se evidencia en el diletantismo de 
algunos preceptos (verbi gratia, art. 62,g) y que se resuelve de 
finitivamente en favor del principio democrAtico (art. 1,2) y en 
la atribuciôn a la Corona de poderes morales y simbôlicos no ca- 
lificables como verdaderas potestades juridicas (art, 62).
Pero este diletantismo sobre la regulaciôn de la - 
Corona que probablemente presidiô el primer borrador de la Ponen 
cia se refleja en el carActer ambiguo del articule 1,3, Conviene 
recordcir que uno de los ponentes por el partido del Gobierno, el 
Sr. Herrero de Miflôn, ya habia interpretado el principio mon Ar qui 
co en las Leyes Fundamentales, a caso a modo de lecciôn para un 
future sucesor. (40).
Parece ser, por tanto, que fuera por continuer la­
tente en la mente de algunos de los constituyentes residues del
— 3l 3 —
principio monârquico o de la soberania compartida, fuese para —  
otorgar a la Corona una mayor garantia o estabilidad o fuese por 
que, como dijo el Sr. Alzaga, en aquella circunstancia histôrica, 
se consideraba que "hoy reaimente la Corona es la gran fuente de 
la que han manado las libertades pûblicas", un sector de los con 
tribuyentes defendieron la consideraciôn de la Monarquia como —  
forma de Estado, es decir, esencia de la estructura estatal (41). 
Grâficamente el Sr. Herrero de Minôn en el debate general sobre 
el Anteproyecto, dice: "desde Aristôteles a Jellinek, se ha defi^  
nido la forma de Estado como la esencia del mismo, es decir, el 
centro de gravedad de su poder y, por ello, considérâmes sumamen 
te certero por parte de la ponencia haber definido a la Monarquia 
parlament aria como forma politica del Estado" (42).
•Esta consideraciôn de la Monarquia no como forma - 
de Gobierno, sino como forma de Estado, minoritaria en la doctr^ 
na, poseia, no obstante, toda una elaboraciôn doctrinal anterior 
a la Constituciôn especialmente en trabajos de dos profesores —  
que estuvieron présentes en las Cortes constituyentes : los Sres. 
Ollero y Fraga Iribarne.
En 1.954, Ollero publieô un interesante articule - 
fal que he aludido en la Parte l) sobre la forma politica (43).- 
Mâs tarde, en 1.966, se édita "Dinâmica social,desarrollo econô- 
mico y forma politica". En este trabajo, Ollero argumenta que en 
las sociedades con constantes tensiones entre conflicto e inte—  
graciôn, con cierto nivel de desarrollo y de tradiciôn de esta - 
instituciôn histôrica/la Monarquia puede ser un elemento estabi- 
lizador y moderador (44). En esta misma linea, el Sr. Fraga (lue 
go miembro de la Ponencia) publicô en 1.972 (precisamente en los 
estudios en homenaje al profesor Ollero) un eirticulo de titulo - 
revelador "La Monarquia como forma de Estado" (45).En él, Fraga
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aludla a que entre las domocradias mâs astables figuran doce Mo- 
narquias, insistia en el "efecto mâgico" de esta instituciôn ba- 
sândose en la obra clâsica de Bagehot y reivindicaba como legxti 
maciôn de la Monarquia, cumplir una importante funciôn social ; 
"constituirse en el centro seguro de un sistema dinâmico, como - 
ârbitro, como moderador, como integrador y como garantia de un - 
proceso de reforma social" (46). En estos caractères mâgicos, —  
simbôlicos y moderadores habian ya insistido los tratadistas in- 
gleses (destaquemos a Sir Ivor Jennings y a Harold Laski) y Ruiz 
del Castillo y Jiménea de Parga entre nosotros. Consecuentemente, 
Fraga concluia calificando a la Monarquia como forma de Estado : 
"la Monarquia, como forma sustancial del Estado, quiere decir que 
el ôrgano supremo y mâs permanente del Estado es de carâcter per 
sonal y no ele'ctivo y precisamente por su carâcter vitalicio y - 
hereditario, no estâ implicado en la carrera politica normal". - 
No obstante, admite ; "en las Monarquias actuaies, el que gobier 
na es el Gabinete".(47)
No patrece descabellado pensar que los criterios de 
dos miembros de la Ponencia (Sres. Fraga y Herrero) y de un sena 
dor de designaciôn real de reconocido prestigio personal, el Sr. 
Ollero, fueran tenidos en cuenta. El propio Ollero alude en la - 
defensa de su enmienda ns 596, modificada luego in voce (referen 
te a otro extremo : la sustituciôn del adjetivo "parlamentaria" 
por "constitucional democrâtica con régimen parlamentario") a la 
bondad de esta calificaciôn que "desde hace tiempo vengo exponien 
do ...." (48).
Acaso porque estas cuestiones doctrinales parecen 
a simple vista no poseer una relevante importancia politica, es 
de destacar la tremenda confusiôn con que se manejaron en el de 
bate constituyentes: forma de Estado, forma de Gobierno, régimen.
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etc. prâcticamente usados indistintameute, en la mayorla de los 
casos y sin excesiva reflexiôn. Sin embargo, parecia podo acor- 
de con el principio democrAtico consagrado en el articule i,2 , 
identificar al Rey con el Estado, pues eso supone calificar a - 
la Monarquia como forma de Estado. Manuel Aragôn nos recuerda - 
que esta calificaciôn impliea atribuir la soberania al monarca, 
ya que cuando el principio democrAtico desplaza al principio —  
monârquico, la Monarquia deja de ser forma de Estado (Per Kdnig 
ist der Staat) para pasar a ser simple forma de Gobierno (49).- 
Como este resultado parecia poco acorde con la fôrmula politica 
de la Constituciôn (Monarquia mâs pluralismo) se va a calificar 
a la Monarquia como par lament aria. De nuevo Herrero de Miriôn —  
especifica en nombre de la Ponencia : "hemos definido la monar­
quia como parliament aria, porque precisamente creemos que el cen 
tro de gravedad del poder del Estado se encuentra en las Cortes 
Generates y ésto es el parlamentarismo" (50).
Pero entonces podemos preguntarnos qué sentido po­
see una Monarquia definida como forma de Estado, pero donde la - 
soberania reside en el pueblo, los poderes del moneirca son simbô 
licos y de moderaciôn y "el centro de gravedad del poder" son —  
las Cortes Generates. Pues hay que concluir que carece de senti 
do juridico y es una clAusula de estilo con significado politico. 
A una parecida conclusiôn llega mediante una aguda interpretaciôn 
M. Aragôn, quien afirma que la forma politica del Estado es la - 
Monarquia, pero la forma juridica de Gobierno es la Monarquia —  
Parlamentaria (5l).
Prescindiendo de estas confusas expresiones, sin - 
ninguna precisiôn conceptual que el articule 1,3 introduce, lo - 
que se quiere decir es que quien gobiema es el Parlamento (pues 
en las Moncirquias par lament arias los poderes del Rey, como vere-
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mos, son muy limitados), pero que corresponden al Monarca funcio 
nes de arbitraje y moderaciôn, dependientes fundamentalmente de 
su prudencia politica y del influjo derivado del prestigio perso 
nal que en cada circunstancia histôrica posea el Monarca, pero - 
es évidente que estamos en el terreno de la politica y no en el 
del Derecho. Concluyo, pues, que la consideraciôn de la Monarquia 
como forma de Estado en el articule i,3 de la Constituciôn care­
ce de consecuencias juridicas o verdaderas atribuciones de potes- 
tades refiejadas en el articule 62 o en otros preceptos.
c) Pero me preguntaba también al principio del epl. 
grafe por qué se adjetiva la Monarquia como "parlamentaria". El 
tema viene a quedar ya explicado con lo dicho hasta ahora y no - 
résulta ser una cuestiôn previa para la tesis, por lo que no me 
detendré en ella. Sôlo diré que se presenteron distintas enmien­
das a este calificativo (Congreso: ns 76, n@ 455, nS 69i; Senado: 
n9 ii6 , 12 8, 227, 319, 422, 5 9 6) tendantes fundamentalmente o a 
suprimir esta palabra o a sustituirla por "constitucional" o a - 
sumar "constitucional" al adjetivo "pair lament aria". De "Monarquia 
constitucional con régimen parlamentario" hablaba el profesor - 
Ollero, quien se mostrô especialmente tenaz en su enmienda, y de 
"simplemente Monarquia constitucional parlamentaria", se referia 
el profesor Sânchez Agesta, quien luego retiré su enmienda ("La 
forma de organizaciôn politica del Estado espahol es la ..."(52) 
No obstante, no prospéré ninguna de ellas.
En una monografia. Bar Cendôn interpréta que "Monar 
quia parlamentaria" es la ûltima fasé de las Monarquias constitu 
cionales donde los poderes del monarca se encuentran muy reduci- 
dos y son fundamentalmente simbôlicos y de moderaciôn como pre—  
tendido "poder neutro" (53). A esta misma interpretaciôn parece 
llevar las très funciones que el Sr. Herrero (miembro de la Po-
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nencia) atribuye al Monarca: funciôn moderadora, funciôn arbitral, 
y funciôn simbôlica, las très recogidas en el articule 56 (59).
d) Finalmente, me interrogaba si esta calificaciôn 
de la Monarquia como forma de Estado posee alguna consecuencia - 
juridica en el terreno de la distribuciôn territorial del poder, 
pues hay que concluir que no. Nada autoriza a pensar en el texto 
constitucional que el vinculo entre las nacionalidades y regiones 
histôricas, los antiguos Reinos, sea el Monarca, sino tan sôlo - 
el "simbolo de su unidad y permanencia" (art. 56, i). Ni ningûn - 
precepto atribuye facultades de intervenciôn al Monarca en el —  
proceso de ".actualizaciôn" de los der echos histôricos de los te­
rritories forales "en el marco de la Constituciôn y de los Bsta- 
tutos de Autonomie" que la Disposiciôn Adicional primera prevé. 
Simplemente, él articule i52,i atribuye al Rey la potestad de —  
nombrar como Présidente de cada Comunidad Autônoma el candidate 
elegido por la respective Asamblea legislative que como es sabido 
ostenta no sôlo la suprema representaciôn de la comunidad (amés 
de la direcciôn del Gobierno), sino también la representaciôn —  
ordinaria del Estado en aquélla. Y el articule 6i,i establece la 
obligaciôn de que el Rey, al ser proclamado ante las Cortes Gene 
rales, preste juramento de respetar los derechos de la Comunida- 
des Autônomas.
Como conclusiôn de este epigrafe, el articule i,3 
es un precepto muy desafortunado que intenta sintetizar distin—  
tas calificaciones doctrinales con escaso éxito y debe entender­
se en el sentido de que se atribuyen al Monarca funciones politi^ 
ca de moderaciôn, arbitraje y simbôlicas, dejando las potestades 
juridicas del Gobierno al sistema parlamentario : unas Cortes —  
Generates y un Gobierno elegido por un Présidente nombrado por - 
éstas y que goza de la confianza de la Câmara Baja (55). Por lo
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demâs, la relevancia juridica de la calificaciôn de la Monarquia 
como forma politica del Estado respecto de la verdadera forma de 
Estado: la distribuciôn territorial del poder,es minima.
Secciôn 2^.- Elementos configuradores de la forma territorial -
del Estado.-
Decia en la secciôn primera que a mi juicio la la­
bor del constitucionalista ante la indefiniciôn constitucional,- 
consistia en extraer del Ordenamiento constitucional los princi­
pales elementos configuradores de la forma territorial del Esta­
do, para procéder a su sistematizaciôn de forma que sirviesen, - 
de un lado, como limites invulnérables del desarrollo constitu­
cional, y de ôtro, permitiesen un fâcil conocimiento al aplica—  
dor del Derecho para la interpretaciôn de preceptos concretos. - 
Bien entendido que no se trata de suplir esa deliberada indefin^ 
ciôn ( que debe respetarse para permitir la légitima opciôn del 
legislador), sino de caracterizar el modelo y delimiterlo.
Pues bien, la generalidad de la doctrina (Sânchez 
Agesta, Esteban MuRoz Machado, Vandelli, Sospedra,Aguilô, Alvarez 
Conde...) aluden a una serie de principios constitucionales orga 
nizadores con algunas divergencies relevantes en cuanto su nûmero, 
al contenido que se les asigna e incluse a su identificaciôn y - 
nombre. (56).
A mi entender, la base del disefio constitucional es 
el principio de unidad del Ordenamiento Juridico. A lo largo del 
texto constitucional existe una preocupaciôn del constituyente,,- 
por reafirmar las causas y manifestaciones del principio de uni­
dad: unidad del Estado (art. 1,1 y 1,3) , unidad de la Naciôn (art 
2 ) , unidad de la soberania (art. 1,2), unidad del poder constitu
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yente (art. l,i), unidad econômica de la Naciôn (art.2; 128; --
131,1; 139,2; 138,2 ...) , primacia y supletoriedad del Derecho 
estatal (art. 149,3), etc.
Pero esta unidad del Ordenamiento no es una unidad 
uniforme, sino una unidad plural, acorde con la consagraciôn del 
pluralisme como valor ex art. i,i ( especificado en el articule 
2 como pluralismo autonômico). Es, por tanto, una unidad que, como 
ha hecho nuestro Tribunal Constitucional, debe explicarse en re­
laciôn con el principio de autonomia (art. 137) y con el prin—  
cipio de competencia (art. i37 en relaciôn con el 148 y 149). Y 
es una unidad donde determinadas corporaciones territoriales, —  
las nacionalidades y regiones, gozan de un derecho a la autono—  
mia (art. 2) cualitativa y cuantitativamente distinto de la ga—  
rantia institucional en favor de la autonomia de municipios y - 
provincias que la Constituciôn establece en sus articules i37, - 
140 y i4l (Véase la Sentencia del Tribunal Constitucional de 28 
de julio de l.98i sobre transferencia urgente y plena de las Di- 
putaciones catalanas a la Generalidad). Y es precisamente la con 
sideraciôn de la autonomia como un verdadero derecho de determi- 
nados entes territoriales menores lo que diferencia al Estado - 
autonômico del Estado integral.
Estamos pues ante un ûnico Estado que se organize 
en municipios, provincias y Comunidades Autônomas y que reconoce 
una pluralidad de subordenamientos jurldicos internes conforme al 
principio de competencia constitucionalmente establecido y a la 
atribuciôn a las Comunidades Autônomas de verdaderas potestades 
normatives con range y fuerza de ley.
Mâs este Estado no se organiza autoritariamente 
ab initie por una decisiôn diriamos que reglamentarista del po—  
der constituyente o por decisiones posteriores de poder legisla-
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tivo nacional. Nuestra Constituciôn no establece un "mapa regio­
nal", ni constituye Comunidades Autônomas, ni atribuye directa—  
mente competencies, ni asigna y denomina los ôrganos de autogo—  
bierno, sino que permite que sean las propias nacionalidades y - 
regiones las que, ejercitando su derecho al autogobierno (art. - 
143 en relaciôn con el art. 2) delimiten su âmbito territorial - 
(respetando los limites provinciales establecidos), decidan vo—  
luntariamente acceder a la autonomia (ejercitando para ello su - 
derecho constitucionalmente garantizado), adopten las denomina—  
ciones que mejor correspondan a su identidad histôrica y a sus - 
instituciones de autogobierno y asuman las competencias que deseen 
en el marco establecido por la Constituciôn (art. 147,2). Es ês- 
te el rasgo mâs original de nuestra Carta constitucional. En efec 
to, profundizando en la experiencia autonômica republicana, el - 
texto de 1.978 adopta el principio de voluntariedad como pieza - 
central del disefio constituyente, una vez sent ad as las bases de 
la unidad del Estado.
Y este Estado unitario, pero plural, organizado —  
conforme al principio de competencia, al principio de autonomia 
de municipios y provincias y a la voluntad de las partes (Comuni^  
dades Autônomas), all! donde no hay clâusulas de Derecho impera- 
tivo, sienta como base ideolôgica del sistema el principio de —  
solidaridad en cuanto fundamento de la cooperaciôn y de la inte- 
graciôn estatal mediante la participaciôn. Lo que en otro lugar 
he llamado ( en colaboraciôn con P. Santolaya y siguiendo a Pé—  
rez Moreno) autonomies integradas (57).
Hasta aqui el diserlo constitucional muestra una —  
cierta coherencia pero présenta, sin embargo, otros dos elemen—  
tos que pueden producir sensibles disfuncionalidades de no ser - 
interpretados en sus justos términos.
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En primer lugar, una interpretaciôn sistemâtica del 
texto constitucional y el conocimiento de la realidad social, de 
muestran el sustrato histôrico que subyace en el supuesto de he­
cho que la norma constitucional viene a regular. Consecuentemente 
no es de extrahar que sean frecuentes los elementos histôricos y 
foralistas que intervengan en la estructura de numerosos precep­
tos constitucionales: artleulo 2 ("nacionalidades”); articule 143 
("entidad regional histôrica"); articule i44a,2a ("identidad histô 
rie a" ); Disposiciôn adicional primera ("der echo s histôricos, "te—  
rritorios forales", "régimen forai", "actualizaciôn"), Disposi—
ciôn transitoria segunda ("territoriorque en el pasado .... "),-
Disposiciôn Transitoria cuarta, Disposidôn derogatoria segrnda, 
etc. 0 incluse en preceptos estatutarios: asi las referencias a 
los territorios histôricos en el Estatute de autonomia del Pais 
Vasco (art. 2,3; 10, i ; 10,5; lO,34; 17,2 ...). Nada hay que obje 
tar a numerosas de estas referencias histôricas, pues participe, 
como ha dicho Gonzalez Casanova, de la idea que la cuestiôn de - 
las nacionalidades es una "cuestiôn histôrica" que conviene re—  
solver, y la integraciôn de los nacionalismos histôricos es la - 
primera funciôn, a mi juicio, que la instituciôn del Estado auto 
nômico debe cumplir (58). Pero algunos de estos preceptos, como 
por ejemplo, la Disposiciôn adicional primera (empleada ya como 
via de iniciativa autonômica por Navarra en una lectura dudosa- 
mente constitucional) deben ser interpretados con exquisito res- 
peto a todo la norma constitucional como sistema.
En segundo lugar, la Constituciôn posee unas muy - 
déficientes técnicas de participaciôn de las Comunidades Autôno­
mas en la formaciôn de la voluntad estatal, acaso porque se pen- 
sô que estas técnicas eran tlpicas de la fôrmula federal que se 
pretendia evitar por algunos, por su pretendido carâcter secesio 
nista, de acuerdo con el mito antes explicado. Paradôjicamente -
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sin embargo, los mayores elementos de cohesiôn que posee una es­
tructura estatal con descentralizaciôn politica son los mecanis- 
mos de participaciôn y, por tanto, de integraciôn de las Corpora 
ciones territoriales, Asi, lo ha argumentado, por ejemplo, Solo- 
zâbal al estudiar los casos de Suiza y Canadâ (59). Sin embargo, 
nuestra Carta Suprema es muy parca en la introducciôn de mécanis­
mes de participaciôn-integraciôn de las Comunidades Autônomas, - 
desaprovechândose una de las vias mâs ricas y plurales de cohe—  
siôn en torno a un proyecto nacional;apenas se puede hablar de - 
una iniciativa legislativa de las Comunidades Autônomas (art. —  
8 7,2), de una iniciativa de reforma constitucional (art, 16 6) y 
de una tibia tentativa de configurer un Senado como Câmara de —  
representaciôn territorial (art. 69,1 y 69,5) que no llega a —  
fraguar.
A mi juicio, el primero de estos dos ûltimos ele—  
mentos (cuestiôn histôrica-cuestiôn forai) debe interpreterse en 
sus justos términos, con el mâs escrupuloso respeto a toda la - 
norma constitucional, mientras el segundo de ellos, la participa 
ciôn de las Comunidades Autônomas debe ser potenciado con todos 
los mecanismos posibles, bien mediante medidas de ingénierie con£ 
titucional o incluso, en su caso, de reforma de algunas institu­
ciones. Pues a mi juicio,éste si es un punto en queacaso alguna 
reforma puntual (competencias y elecciôn del Senado) puede ser 
de interés y necesidad (60).
Pero conviene que estudie cada uno de estos elemen 
tos con detenimiento.
2.1.- Principio de unidad.-
En la Parte I de la Tesis he tratado de relati- 
vizar alguno de los "dogmas" de la teoria juridica del Estado —
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federal, sometiéndolos, bien a un anâlisis histôrico-evolutivo o 
a una comparaciôn con otras categorias afines, para intentar de- 
mostrar que las técnicas normativas federales no son radicalmen- 
te distintas de las régionales y no pueden sostenerse que la di£ 
tinciôn soberania / autonomia (mâs politica que juridica) sea un 
limite genérico a la mutua implieaciôn de las categorias regiona 
les y federales en un mismo modelo.
Pues bien, realizada esta relativizaciôn que lleva 
a considerar Estado federal y regional como especies de un mismo 
gênero (los Estados con autonomias territoriales legislatives) y 
frente a este relativisme, conviene destacar que nuestro Estado 
autonômico (especie federo-regional de ese género comûn),se preo 
cupa especialmente de resaltar y de garantizar, los elementos uni 
tarios y centripetos del sistema. Pero a diferencia de en otros 
anâlisis, a mi juicio, las manifestaciones centrlpetas no se ago 
tan en el principio de unidad juridica del Ordenamiento, sino - 
que un prius lôgico es la unidad politica en torno al supremo —  
indirizzo estatal y a un proyecto nacional pluralista,y una im—  
portante consecuencia de ambos es el principio de unidad econômi 
ca nacional desarrollado ex art. 2 por el Tribunal Constitucional 
Estudiaré por tanto estas très vertientes del mismo principio —  
por separado.
Por lo que se refiere al significado constitucional 
de la unidad, hay que destacar, siguiendo a Munoz Machado, sus - 
très manifestaciones bâsicas ; es el punto de origen de la propia 
existencia de la autonomia; es un limite al concepto de autono—  
mia y la intervenciôn autonômica; y es el fundamento ûltimo de - 
los poderes estatales, por ejemplo en materia de control sobre - 
las Comunidades autônomas (6i).
-  3 2 4  -
2.1.1.- El concepto de Unidad politica : la impor­
tancia del reconocimiento de las nacionali­
dades (principio de autoidentificaciôn) y 
del nuevo concepto plural de Naciôn espa—  
flola para el indirizzo politico del Estado.
Creo que no se ha extraido por la doctrina todo el 
jugo posible al rico reconocimiento constitucional de las nacio­
nalidades. Me detendré, por ello, bastante (acaso desproporciona 
damente con otros principios) en este punto. En el capitule dedi 
cado a la aproximaciôn histôrica a nuestra peculiar forma terri­
torial del Estado, hemos visto sucintamente el problema histôri­
co que subyace en la realidad social que la norma constitucional 
viene a regular. Siempre que en la Historia espahola ha existido 
un intente de acometer la unifieaciôn nacional desde bases plura 
les y democrâticas, la problemâtica de la nacionalidades histôri^ 
cas, de los antiguos Reinos que conformaron nuestra comunidad - 
•politica, ha estado bien présente. Y no es casualidad que en el 
mismo precepto constitucional (art.2) en que se afirma : "La —  
Constituciôn se fundamenta en la unidad de Espaha", se reconozca 
el derecho a la autonomia de las nacionalidades y regiones y se 
afirme la solidaridad en cuanto esencia de la ideologia autono—  
mista. El texto constitucional deliberadamente quiere que la —  
unidad, la solidaridad y la autonomia sean el tripode base del 
sistema. Pero este derecho a la autonomia no se predica, por —  
ejemplo, de las provincias a las que sôlo se les reconoce la fa- 
cultad ( junto con los municipios) de iniciar el proceso autonô­
mico (art. 143 y 151), sino de unos entes histôricos ("con enti­
dad regional histôrica" por ser exactes) llamados "nacionalidades 
y regiones". Esta singularizaciôn constitucional del sujeto del
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derecho oblige, a mi juicio, a no contentarse con lo que ya es - 
lugar comûn en la doctrina : la afirmaciôn de que la distinciôn 
entre nacionalidades y regiones no se reproduce en el texto con£ 
titucional en dos niveles de autonomia imperméables e instransi- 
tivos.
En efecto, conviene preguntarse qué debe entender­
se por "nacionalidad", en qué se diferencia en la Teoria del Es­
tado moderna este concepto del de'Naciôn, del de regiôn y del de 
Comunidades Autônomas; por qué se atribuye el derecho a la auto­
nomia a estos sujetos; qué relevancia posee el reconocimiento de 
las nacionalidades para el indirizzo politico del Estado y si es 
absolutamente cierto que esta distinciôn politica entre naciona­
lidades y regiones no posee ninguna tr a sc endenc i a juridica, ni - 
ha dejado ninguna huelia en la estructura de la norma constitucio 
nal.
Entiendo que no puede olvidarse que el concepto —  
de unidad "no se agota" en su estricto sentido juridico (el prin 
cipio de unidad del Ordenamiento) que luego estudiaré, sino que 
va mâs allâ y es un concepto fundamentalmente histôrico, en euan 
to contingente, y politico. La unidad de un Estado solo se logra 
en torno a un proyecto politico que suscita la adhesiôn de una 
serie de fuerzas politicas, que constituyen la Constituciôn mate 
rial que créa, impulsa,alienta e integra la Constituciôn formai 
del Estado. Pero qué se entiende por "proyecto politico": no —  
empleo politico en un sentido amplio, como lo hace Triepel,refi- 
riéndolo a todo lo relative al Estado, pues entonces mâs que an­
te un proyecto estariamos ante una "reglamentaciôn" reguladora de 
todos los fines pûblicos de cuasi imposible viabilidad. "Politi­
co" , significa aqui, como dice Crisafulli, lo que ataine a los f^ 
nes supremos y decisivos del Estado y a los medios considerados
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idôneos para su consecuciôn (62). Es precisamente en torno a es­
tos fines supremos del indirizzo politico estatal como se reali­
ze la integraciôn de los ciudadanos y de los grupos en el Estado 
(Smend) y en "ese plebiscite cotidiano" (segûn las célébrés pala 
bras de Renan) que llamamos Naciôn. Paraielamente, por integra—  
ciôn debe entenderse, siguiendo a Smend, todo el complejo de —  
fuerzas que mantienen la cohesiôn del grupo, derivadas del poder 
unifieador de ciertas personas, o simbolos (por ejemplo, las en- 
senas propias) o de ciertos procedimientos (verbi gratia, los - 
procesos autonômicos) en que se desarrolla la "vida del Estado" 
o incluso de determinados valores sustanciales verbi gratia, el 
pluralismo (6 3).
Pues bien, el constituyente espahol toma entre sus 
grandes decisiones pollticas la consideraciôn del pluralismo (sin 
gularizado en este punto como autonômico) como valor, y consecuen 
temente, afirma entre las finalidades principales del nuevo Esta 
do que se funda,la integraciôn de las nacionalidades histôricas 
y de las regiones en torno a un proyecto nacional comûn ( la —  
"Gran Naciôn" espahola a la que se hizo referenda numerosas ve- 
ces en las Cortes Constituyentes) pluralista, dénâmico, democrâ- 
tico y escrupulosamente respetuoso con los derechos fundamenta—  
les de los individuos y de los grupos. Para facilitar esa inte—  
graciôn , el texto constitucional no se contenta con reconocer - 
los distintos hechos nacionales internos (art.2), sino que hace 
lo mismo con las distintas lenguas (art. 3) y con las diversas - 
banderas y ensehas propias (art. 4), asi como proclama su deci—  
siôn de que los poderes pûblicos protejan "a todos los pueblos 
de Espafia en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas 
y tradiciones, lenguas e instituciones" (pârrafo 4- del Preâmbu 
lo). Por si ésto fuera poco, superando el momento de la II Repû­
blica, esta pluralidad se considéra como un "valor" (algo que —
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"vale" y, por tanto, es "bueno") y una riqueza del patrimonio cul. 
tural comûn (art. 3.3).
Este supremo indirizzo politico del Estado y los fi 
nes en que se manifiesta, vincula a todos los poderes pûblicos,- 
cada uno en el âmbito de su opciôn politica dentro de su propia 
esfera de competencias juridicas y es un limite material a la —  
actividad de las Comunidades Autônomas en la elaboraciôn de su - 
indirizzo politico de gobierno propio, en algunos extremes diver 
so del que élabora el Gobierno de la Naciôn. Consecuentemente, - 
antes que principio juridico (principio de unidad del Ordenamien 
to), la unidad es uno de los principios politicos que se encuen­
tran en la base del Ordenamiento, pero como tal puede tener tam­
bién importantes consecuencias juridicas.
Asi, el principio de autonomia estâ subordinado al 
principio de unidad politica y, por tanto, a este supremo indiri 
zzo politico estatal ( democrâticamente elaborado), sobre todo en 
Constituciones como la nuestra que no se limitan a delinear la - 
organizaciôn del Estado, sino que (en palabras de Lavagna) poseen 
un "carâcter mixto-organizativo", transaccional, y recogen nume­
rosas normas programâticas o finalistas (64). Pero ésta subordi- 
naciôn al indirizzo politico global no supone, insisto, como ya 
apunté al cornentar la asignaciôn de competencias en el Estatuto 
Vasco de Autonomia, la imposibilidad de mantener un indirizzo —  
autonômico propio, sino todo lo contrario; antes bien lo exige, 
pues aquél no puede agotar todos los fines politicos y debe ser 
elaborado, ademâs, a partir de los indirizzos autonômicos(65).
En este sentido, Pablo Lucas Murillo ha destacado la constitu—  
cionalidad de la parte estatutaria dogmâtica, donde deben de —  
quedar fijados los grandes objetivos de la acciôn comunitaria, - 
en el âmbito de los limites constitucionales, porque ello e.;tâ
- 328 -
en la propia esencia de la concepciôn politica de la autonomia y 
en la consideraciôn de los Estatutos como desarrollo y concreciôn 
ad casum , de la norma constitucional (66).
Hemos visto como la unidad proclamada por el articu 
lo 2 no se agota en su juego como principio rector del Ordenamien 
to y cômo esta unidad politica en torno a los fines supremos del 
indirizzo politico estatal, posee destacables consecuencia juri­
dicas, pero conviene que estudie ahora ( por contestar a las pre 
guntas plante adas) los concept os de Naciôn / Nacionalidad / Re—  
giôn / Comunidad Autônoma. Para ello debo detenerme en algunos 
extremes del iter legislative del polémice articule 2 de la Con^ 
tituciôn espahola.
Este articule 2 fue uno de los preceptos que mayor 
tiempo de discusiôn parlamentaria consumieron y a les que mayor 
nûmero de enmiendas (asi como très votes particulares) se presen 
taron, El texto del anteproyecto de la Ponencia decia : "La Cons­
tituciôn se fundamenta en la unidad de Espaha y la solidaridad - 
entre sus pueblos y reconoce el derecho a la autonoipia de las - 
nacionalidades y regiones que la integran". Al mismo se opuso —  
un voto particular de Alianza Popular a la utilizaciôn de la ex­
presiôn "nacionalidades" en este articule 2 y en todos aquellos
en que apareciera, en la justificaciôn del voto se alegô el --
"servicio a la sagrada e indestructible unidad de Espaha" (67). 
Por su parte, el Partido Socialista Obrero Espahol y la Minorla 
Catalana interpusieron sendos votos particulares en los que sus- 
tancialmente se pedia la supresiôn del verbo "reconoce". Entre - 
las numerosas enmiendas recibidas en el Congreso (n^g. 2, 14, 35, 
37, 63, 64, 74, 104, 247, 327, 456, 586, 591, 691, 697, 736, 750, 
y 757) : algunas pedian la supresiôn del término "nacionalidades" 
o su sustituciôn por otro alternativo;otras solicitaban la intro-
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ducciôn de la palabra "unitario" (Estado unitario) ô"Naciôn" --
(Naciôn espahola); o reiteraban los votos particulares pidiendo 
la supresiôn del verbo "reconocer" por entender que "carece de 
sentido el que se haga fundament ar la Constituciôn ûnicaiænte en 
la unidad de Espaha y la solidaridad de sus pueblos calificando 
el derecho a la autonomia como un mero reconocimiento distinto - 
de la solidez que supone la propia condiciôn de fundamentar la - 
Constituciôn" (68). Esta ûltima era la postura de la Minoria Ca­
talana y de los grupos comunista y socialista.
La Ponencia, por mayoria, coxî la oposiciôn del re 
présentante de Alianza Popular que mantuvo su voto particular, - 
diô una nueva redacciôn a este articule en el trâmite de Informe 
aceptando en parte algunas enmiendas. Se obtuvo asi un texto que 
decia : " La Constituciôn se fundamenta en la unidad de Espaha,- 
como patria comûn e indivisible de todos los espaholes y recono­
ce el derecho a la autonomia de las nacionalidades y regiones —  
que integran la indisolubie unidad de la Naciôn espahola". Se - 
ahaden,por tanto, las frases subrayadas y desaparecen la impor­
tante referencia a la solidaridad. Tras el debate general sobre 
el Informe de la Ponencia realizado en la Comisiôn de Asuntos —  
Constitucionales y Libertades Pûblicas del Congreso, en el que - 
buena parte del tiempo se dedicô a este concepto polémico de —  
"nacionalidades", se inicia la discusiôn del articulado. Al final 
del debate sobre el eirticulo 2 la Ponencia pre sent ô in voce un 
nuevo texto, pactado entre la mayoria de sus miembros, que decia: 
"La Constituciôn se fundamenta en la indisoluble unidad de la —  
Naciôn espahola, Patria comûn e indivisible a todos los espaho—  
les y reccnoce y garantiza el derecho a la autonomia de las na—  
cionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre - 
todas ellas". Por tanto, se ahade el verbo "garantiza" a la re—  
dacciôu ; desaparece "como", sustituido por una "coma"(signo de
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puntuaciôn); se escribe Patria con mayûscula e igualmente Naciôn; 
se modifiea el orden de algunas frases y, por ûltimo, vuelve al 
texto del precepto la importante referencia a la solidaridad. —  
Todos los présentes admiten la incorrecciôn gramatical del arti­
cule, pero aducen que es fruto de la correlaciôn de fuerzas. En 
el texto del Dictâmen de la Comisiôn desaparecen las mayûscular 
de Naciôn y Patria, probablemente por error, y se mantiene el - 
voto particular de Alianza Popular a la palabra "nacionalidades". 
El texto aprobado por el Pleno del Congreso no varia el Dictâmen 
de la Comisiôn y lo mismo ocurre en ambas fases del Senado. Final, 
mente, la Comisiôn mixta mantiene este texto de la Comisiôn del 
Congreso (volviendo la mayûscula a Naciôn), que pasa a ser el —  
definitive texto final.
' Pues bien, obvio es decir que estamos ante un pre­
cepto con un texto gramaticalmente incorrecte. Los propios cons­
tituyentes lo reconocen y lo justifican en las necesidades del - 
dificil compromise politico, para poder lograr un texto aceptado 
por todos. Las suspicacias*y recelos que el término "nacionalida 
des" provocô (por desconocido en la Espaha central) fueron nume­
rosas e importantes entre distintas personalidades de la vida e£ 
pahola. Entre ellas, la del propio Profesor Garcia Pelayo, actual 
Présidente del Tribunal Constitucional, en su estudio de la obra 
sobre las nacionalidades del austromarxista Otto Bauer (69).Para 
conseguir su introducciôn en el texto del articule 2 fue précise 
"rodeario" de suficientes "garanties" de unidad. Asi las expre—  
siones "indisoluble unidad", "patria comûn e indivisible", "todos 
los espaholes", gramaticalmente incorrectes (en qué liquide habia 
que disolver esta unidad) o simplemente tautolôgicas por venir - 
comprendidos dentro del concepto de "Naciôn espahola" y de "uni­
dad politica". Pero por qué este interés en la introducciôn del 
término "nacionalidades" y cômo debe entenderse.
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A mi entender, existen tres intervenciones décisi­
ves ( entre otras muchas) en el debate parlamentario para desen- 
mascarar qué se quiere decir con nacionalidades y justificar su 
introducciôn.
Una primera, de uno de los ponentes,el Sr. Herrero 
de Minôn, en nombre del Grupo Parlamentario de UCD en el debate 
general sobre el proyecto de Constituciôn, quien afirma que en el 
proyecto constitucional se contienen tres grandes decisiones : en 
primer lugar "la decisiôn en favor de una Gran Naciôn, tan gran­
de como para poder contener, sin destruirse, una pluralidad de - 
nacionalidades y regiones capaces de "autogogierno"; en segundo 
lugar, el Estado social y democrâtico de Derecho y, en tercero,- 
la monarquia parlamentaria". Y sigue: "el proyecto que présenta 
la ponencia reconoce a Espana como tal N aciôn de manera taxativa 
y éso,a nuestro juicio, es un principio irrenunciable y al atri­
buir al pueblo espahol en su conjunto la soberania nacional, ex- 
cluye toda la posibilidad de séparatisme legal, puesto que reco­
noce un solo sujeto de autodeterminaciôn. Pero al lado de este - 
principio de autodeterminaciôn, el Proyectoteonoce un principio 
de autoidentificaciôn de aquellos hechos diferenciales con con—  
ciencia de su propia e infùngible nacionalidad", esta autoidenti 
fieaciôn es a lo que, a nuestro juicio, corresponde la expresiôn
de nacionalidades que aparece en el articule 2 de la Constitu--
ciôn, y la Espaiha que de esta articulaciôn sur ja serâ, como decia 
hace muehos decenios Prat de la Riba, la résultante viva y vigo- 
rosa de todos los pueblos espaholes (70).
En el mismo sentido que la anterior intervenciôn - 
(probablemente ambos diputados fueron autores del llamado "con—  
senso" en este punto), la del or. Roca Junvent (71), intervenciôn 
con referencias a la "Gran Naciôn espahola", puestas en boca del
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Sr. Dou, représentante de la Junta Superior del Principado en —  
las Cortes Constituyentes de Câdiz, y al "reconocimiento de la - 
realidad plurinacional de la Naciôn espahola en el sentido de un 
punto final a viejas querellas internas".
También el Sr. Arias Salgado en turno en contra de 
una enmienda" al texto del articule 2 del Proyecto, pre sent ada —  
por el Sr. Letamendia : "somos conscientes de los problemas que 
suscita la inserciôn del término "nacionalidades", pero también 
creemos que su desapariciôn podria engendrar otros mayores y no se 
producirla resultado positive alguno. Las reivindicaciones nacio 
nalistas son un hecho y en aras de su integraciôn en la unidad - 
politica que es Espaha, es preciso darles, como decia antes, una 
satisfacciôn racional". "Se podria decir que mientras las nacio­
nalidades valbran la autonomia en funciôn del reconocimiento de 
su personalidad singular, las regiones ven en la organizaciôn —  
autônoma un instrumente eficaz para su propio desarrollo socio—  
econômico". Mâs adelante : "puede y debe afirmarse que la voz - 
nacionalidad tiene una doble significaciôn : la que le atribuye 
el articule ii, como estatuto o relaciôn juridica que une a to­
dos los espaholes con su Estado, como organizaciôn politica de - 
la Naciôn espeihola, y a la que se desprende del articule 2 como 
reconociriliento de una singular id ad y fundamento de un derecho a 
la autonomia y a la autoidentidad, existante por virtud de con- 
sagraciôn constitucional". Finalmente: " por éso el vocable na­
cionalidades del articulo 2 no es, ni puede ser, fundamente de 
un derecho a constituirse en Estado, sino solo un derecho a te­
ner un régimen de autonomia; no es, ni puede ser, fundamento pa 
ra legitimar una autoridad soberana, porque la soberania es pa­
trimonio exclusivo de la Naciôn espahola; no es ni puede ser —  
tampoco, fund ciment o para reclamar la aplicaciôn del principio -
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de autodeterminaciôn, porque se sobrepone la realidad histôrica 
de Espana como unidad politica nacional en la que no existen m  
norias o publos bajo dominaciôn colonial" (72).
Para el Sr. Arias Salgado, la introducciôn del —  
término "nacionalidad" se justifica, pues, por una cuâdruple ne 
cesidad :
a) resolver un problema real de la Naciôn espahola: 
la existencia de "comunidades de acusada personalidad cultural - 
o histôrico-politica" ;
b) encauzar la presiôn anticentrista ;
c) enfrentarse a la crisis del Estado centralista
autoritario ;
d) y lograr una Constituciôn que sea aceptada por 
la mayoria de los espaholes : "Un texto constitucional que fuese 
rechazado o escasamente vot ado en el Pais Vasco o Cataluha, por 
ejemplo, naceria con un delieado vicio de origen : aûn cuando —  
fuese mayoritariamente aprobado en el resto de Espaha" (73).
Intervenciones en sentido anâlogo a las apuntadas 
podriamos traer a colaciôn de los Sres. Reventôs, Tierno, Arzalluz, 
Canyellas, Lavilla Alsina ( en una importante intervenciôn en nom 
bre del Gobierno, insistiendo en las "identidades histôricas y - 
culturales" ), Perez L lore a, Peces-Beirba, Solé Turà, etc.
Pues bien, de estos antecedentes histôricos legisla 
tivos podemos extraer algunas conclusiones que pueden ayudarnos 
a comprender el texto constitucional que en este extremo no difie 
re, a mi juicio, de la voluntad del constituyente :
- Unidad politica, solidaridad ideolôgica y derecho 
a la autonomia constituyen el tripode en que se asienta la cons—
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trucciôn del concepto de Naciôn. espanola (74).
- El derecho a la autonomia se predica de unos entes 
llamados "nacionalidades y régiones".
- La Constituciân reconoce a Espafia como Naciôn de 
manera "taxativa” e "irrenunciable”, Existe, por tante, un solo 
sujeto del derecho a la autodeterminaciôn, una soberania pollti- 
ca y un solo poder constituyente.
- No obstante, estâmes ante una "Gran Naciôn”, tan 
grande como para contener una pluralidad de nacionalidades y re- 
giones c apace s de autogobernarse. La Naciôn esparlola, es, por - 
tante "una realidad plurinacional”, en permanente y dinâmica in- 
tegraciôn comûn,
•- Este reconocimiento de la realidad plurinacional 
de la Naciôn-Estade esparlola se entiende como un "geste de buena 
voluntad" y "satisfacciôn racional" hacia les nacionalismos inter 
nos o periféricos. Se trata de poner final a un litigio histôri- 
co, para posibilitar una convivencia democrâtica y pacifica.
- La fôrmula de compromise de ese reconocimiento - 
"pactado" es el término nacionalidades (75)
- El término nacionalidad posee en el texte constitu 
cional un doble sentido, que no debe confundirse : a) ex articule 
11 indica el Estatuto personal de les espaholes. Es, por tante,- 
una relaciôn juridica que une a todos les espaholes; b) Ex arti­
cule 2, supone el fundamento de un derecho a la autonomia y del 
reconocimiento constitucional de unas comunidades histôricas con 
rasgos politicos y culturales propios que la norma constitucional 
constitucionaliza (art. 2; 3,2; 3,3; 4,2).
Pcirece ser, pues, que mientras de la totalidad de 
la N aciôn-Estade espahola se predica el derecho a la autodeternù
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naciôn y la soberania (por éso se introduce el término nacional, 
para adjetivar la soberania popular del articule i, e impedir —  
interpretaciones que atribuyan la soberania a les "pueblos de 
paha" (como dice el Preâmbulo), de las nacione s-cu Itur aie s o na—  
cionalidades se predica simplemente el derecho a la autonomia —
( que en gran parte recoge numerosos contenidos del derecho a la 
autodeterminaciôn, a excepciôn del ius secesionis) y este princi­
ple de autoidentificaciôn.
Este principle de autoidentificaciôn es un princi­
ple politico (pero no menos politico, como hemos vista en la Par 
te I que la nociôn de soberania) que reconoce la diversidad o —  
pluralidad espanola y se sustancia en el derecho al autogobierno 
politico de cada nacionalidad y en el sentimiento de leaitad o - 
fidelidad a sü grupo comunitario de les ciudadanos. Le que se ha 
llamado desde distintos enfoques "sentimiento nacionalista", —
"lealtad lingüistica", "psicologia defensiva de las nacionalida­
des", etc. (7 6).
Estâmes , pues, ante un compromise politico en que 
las nacionalidades histôricas renuncian a constituirse en Estade 
y al ius secesionis y admiten la unidad soberana de la Naciôn-E^ 
tado, a cambio de : el reconocimiento de su derecho al autogobier 
no (art. 2 en relaciôn con el 143) ; este principle de autoidenti^ 
ficaciôn ( que se recoge en la introducciôn en el articule 2 del 
término "nacionalidades") y, de un reparte de competencias juri- 
dicas constitucionalmente garantizado (arts. 148 y 149).
Desde el punto de vista politico, la introducciôn 
del término "nacionalidades" debe posibilitar sentar las bases 
imprescindibles de diâlogo con les nacionalismos vasco y catalân 
(cuya existencia, como juicio de realidad, es un hecho). Se tra­
ta de reconocer la realidad de les hechos,de la pluralidad del -
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Estado, para desde ese reconocimiento superar el estrecho cauce 
del particularisme de los nacionalismos o por decirlo con la ter 
minologia empleada por Solozâbal lograr unos nacionalismos con - 
conciencia nacional pero sin conciencia nacionalista (7 7).
La palabra "nacionalidad" posee una gran tradi—  
ciôn en Cataluna, desde la apariciôn de "La nacionalidad catala- 
na" de Prat de la Riba en 1 ,9 0 6 e incluse ya antes en "Las nacio­
nalidades" de Pi i Margall, para referirse a la comunidad catala 
na. Desde entonces ha side utilizada prâcticamente sin interrup- 
ciôn por numerosos publicistas catalanes. Recientemente, Solé —  
Turâ, Isidre Molas, Rafael Ribô, Mercader ... (78). Mo ha side,- 
sin embargo, empleada por el nacionalismo vasco por preferirse 
el use del término Macién. Parece ser que la tradiciôn del térmi 
no en Cataluhe y la presiôn de los nacionalistas catalanes (apo- 
yados por socialistas y comunistas, PSUC y PSc) fue decisiva pa­
ra la inclusiôn de la palabra en el marco del compromise de inte 
reses antes aludido. Los hechos del proceso de elaboraciôn, del 
consenso constitucional, asl parecen indicarlo.
No debe resultar entonces extraho que recurra a un
teôrico catalân para estudiar qué se entiende por este concepto,
Solé Turâ, que ademâs de profesor de Derecho Pol'itico, posee en
este punto la autoridad que le da el haber sido miembro de la -
Ponencia, afirma en un interesante articulo publieado antes del 
proceso constituyente : "Si se admite una diferencia sustancial 
entre estos dos conceptos (se refiere a Naciôn y nacionalidad) - 
la dualidad de terminologia puede servir para distinguir la ple- 
nitud o la faita de plenitud de poder politico estatal", por eso 
prefiero hablar de nacionalidad catalana" (7 9). A mi juicio, es­
te criterio planteado con anterioridad a la entrada en vigor de 
la Constituciôn, conserva validez y puede ser de mâxima utilidad
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para distinguir ambos conceptos. Hientras las nacionalidades se 
articulan como entes jurldicos en unas Corporaciones territoria­
les liamadas Comunidades Autônomas, la Naciôn espanola posee la 
"plenitud del poder politico estatal" o , mâs rigurosamente, se 
constituye en Estado tal y como el articulo i,i de la Constitu­
ciôn afirma.
En esta misma linea, en el propio Diarios de Se—  
siones se alude a la distinciôn clâsica establecida por Meinecke 
entre Staatsnation y Kulturnation : naciones-Estado y naciones 
bistôrico-culturaies, que utilizamos aqul para distinguir entre 
Nacionalidad y Naciôn (8o). Las nacionalidades serian, pues, 
"naciones culturales" que luchan por un âmbito de poder politico 
o autogobierno y que renunciando a constituirse en Estado, se - 
integran en una "naciôn-Estado mâs amp lia que reconoce y g ar an—  
tiza su identidad (8 1).
No cabe duda de que en el ûltimo cuarto del siglo 
XX, no puede plantearse mecânicamente el principio de las nacio­
nalidades tal y como fue elaborado por Pasquaie Stanislao Man—  
cini, como principio legitimador del derecho a la autodetermina­
ciôn. Luciano Vandelli ha expuesto esta idea apoyândose en tex—  
tos de Crisafulli y Nocilla. El principio de Mancini es un mero 
desideratum, una aspiraciôn en el campo del deber ser y no un da 
to existencial que ademâs en este caso, se vé impedido por el —  
mandate constitucional. Hay un limite consticucional claro : el 
ius secesionis (8 2). El principio de autoidentificaciôn o identi 
dad puede sustituir el viejo principio de las nacionalidades, —  
ûtil para una realidad polltica europea de I. 8 7 0 o para naciones 
sometidas al colonialisme, pero diflcilmente aplicable, ya no des 
de la positividad del Derecho, sine desde su propia lôgica, en la 
Europa del ûltimo cuarto del siglo XX.
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De todas formas, podria objetarse que la descri^ion 
de nacionalidad propuesta reenvia la cuestiôn al concepto de Na—  
ciôn. Es cierto y no puedo detenerme en la polémica clâsica de la 
Teorla del Estado sobre el concepto de Naciôn. No obstante, ade- 
lanto que a mi juicio (siguiendo las elaboraciones de Solé Turâ
y Solozâbal citadas) un concepto moderno de Naciôn debe tener --
présente no sôlo una serie de elementos objetivos importantes, - 
pero no excluyentes (decisivamente la lengua y el mereado nacio—  
nal, a veces la etnia, o la religiôn cual es el caso judlo, la - 
historia, etc.) sino tambien el sentimiento nacional de pertenen 
cia a la comunidad ( en el que las tesis austromarxistas hacen - 
hincapié) y unas aspiraciones de poder que se reflejan en un mo- 
mento histôrico en torno a unas fuerzas pollticas (83).
" Finalmente, no debe confundirse el concepto de na­
cionalidad aqul explicado (art. 2) con el concepto de nacionali­
dad del articulo 11, que hace referencia a la cualidad del perte 
neciente a una naciôn (el nacional) y por oposiciôn a extranjeria 
En este ûltimo sentido se emplea también la palabra en el Tltulo
1 ( "de los espaholes y extranjeros"),Libro I del Côdigo Civil, 
articulo 1 8, con referencia a los modos de pérdida y adquisiciôn 
de la nacionalidad. Son conceptos nitidamente distintos y que, - 
demostrando la polisemia de las palabras, no deben confundirse. 
Confusiôn en la que, sin embargo, ha caido alguna desafortunada 
resoluciôn de la Direcciôn General de los Registros y del Nota—  
riado, después corregida. Esta doble acepciôn del término nacio­
nalidad, por otra parte obvia, se recogia también en el articulo
2 de un proyecto de ley "por el que se establecen los principios 
para armonizar las disposiciones normativas de las Comunidades - 
Autônomas sobre determinadas materias" (LOACA), proyecto que no 
llegô a ser aprobado y que pretendia armonizar el uso y la ense 
hanza del castellano, la utilizaciôn de los términos Naciôn y -
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Nacionalidad y las reglas sobre la condiciôn polltica de miembro 
de una Comunidad Autônoma (Boletln Oficial de las Cortes Généra­
les, Congreso,I Legislature, 12 de mayo de 1.98 1).
Hasta aqul el intento de deslinde entre Naciôn-Es­
tado y Naciôn-cultural o nacionalidad. Pero ôcûal es la distin—  
ciôn entre nacionalidad y regiôn?. Para ello hay que recurrir al 
concepto de Naciôn antes apuntado : en algûn caso la diferencia 
serâ y m elemento objetivo cual es la existencia de una lengua —  
propia (Cataluna, Pais Vasco,y Galicia), en otros la diferencia - 
estâ en la fuerza del sentimiento nacional o de pertenencia a la 
regiôn ( y ésto es estadisticamente evaluable, como se ha hecho» 
por ejemplo, en Castilla-La Mancha, con resultados reveladores), 
o bien en la voluntad de los ciudadanos de poseer un autogobier 
no propio en cada momento histôrico (lo que résulta évidente en 
el momento actual en la situaciôn andaluza), La diferencia no —  
obstante es muy relativa y participan en ella elementos de muy - 
variada indole y ninguno de ellos juridicos : la histôria, la —  
lingüistica, la cultura, la economia, etc.
Se dirâ si se quiere que el deslinde aqui intentado 
entre Naciôn, nacionalidad y regiôn no posee perfiles muy précisés 
y es cierto. Esta ambigüedad e insuficiencia teôrica de los con­
ceptos de naciôn y nacionalismos ha sido destacada entre otros - 
por Pedro de Vega y Hernândez Rubio (8 4). Piensa el profesor de 
la Universidad de la Laguna que proviene de su génesis histôrica: 
son conceptos alumbrados en el romanticisme (piénsese en los Dis­
eur ses a la Naciôn alemana de Fichte, por ejemplo, o en la obra - 
de Prat de la Riba). Y consecuentemente, impregnados del espiritu 
romântico, a caballo entre la naturaleza y la razôn. Estas bases 
histôrico naturalistes de Naciôn, pueblo,nacionalidad y de la —  
ideologla nacionalista ( como toda ideologia con elementos racio
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nales y miticos) son imprescindibles para entender estos concep­
tos. Pero sin que ello implique caer en enfoques matafisicos o - 
tradicionalistas. Como afirma Solozâbal, el nacionalismo se puede 
estudiar, pero desde una neutralidad emocional que éluda tanto - 
los peligros del apasionamiento, como el antinacionalismo, a me- 
nudo encubierto en falsas profesiones de nacionalismo (85).
No obstante, juridicamente la cuestiôn aparentemen 
te se simplifica pues corresponde, conforme al principio de vo—  
luntariedad, a las propias Comunidades Autônomas definirse en —  
sus respectives E statutes de Autonomia como nacionalidades o re-^  
gicnes.
Asl, los respectives Estatutos de autonomia formu- 
lan la opciôn de cada Comunidad y, en su caso, aluden al citado 
principio de identidad o autoidentificaciôn. Verbi gratia :
"El Pueblo Vasco o Euskal-Herrla como expresiôn de 
su nacionalidad y para accéder a su autogobierno...." (art. i del 
Estatuto Vasco).
"Cataluha, como nacionalidad y para accéder a su - 
autogobierno se constituye en Comunidad autonôma ...."(art. i —  
del Estatuto de Cataluna). Y en el pârrafo 4 del Preâmbulo : "el 
présente Estatuto es la expresiôn de la identidad colectiva de - 
CataluRa".
"Galicia, nacionalidad Histôrica ..." (art. i del 
Estatuto Gallego), reproduciéndo prâcticamente lo afirmado en - 
el Estatuto catalân, pero introduciéndo el adjetivo "histôrico", 
posiblemente para diferencieurse poil tic amen te de lo que Otto —  
Bauer llamarla "nacionalidades emergentes" o "sin historia", el 
caso andaluz, por ejemplo (86).
" La Comunidad Autônoma, a través de sus institu—
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clones democrâticas, asume como tairea principal la de fen sa de la 
identidad de Galicia y de sus intereses y la promociôn de la so- 
lidaridad entre todos cuantos integran el pueblo gallego" (art. 
1 , 2 ).
"Andalucia, como expresiôn de su identidad histôri­
ca .... que la Constituciôn reconoce a toda nacionalidad" (art. i 
del Estatuto andaluz). Curiosamente tras toda la polémica sobre 
el carâcter de la naciôn cultural o no de Andalucia, se afirma - 
el principio de identidad, identidad calificada como "histôrica" 
al igual que en el caso gallego, pero no se llega a considerarlë 
tras fuertes debates, como nacionalidad (pese al eufemismo del - 
giro lingüistico). Con lo que conforme al derecho positivo encon 
tramos un importante elemento comûn entre las très nacionalidades 
histôricas reconocidas como taies en sus respectives Estatutos:- 
la existencia de una lengua propia. No obstante, como garantie - 
del grado de intensidad de competencias de la Comunidad andaluza, 
se afirma que se ejercita un derecho igual al que se "reconoce a 
toda nacionalidad", se pretende con ello garantizar un techo au- 
tonômico igual al de las nacionalidades histôricas, lo que entra 
per fee t ament e dentro del contenido protegido por el principio de 
volunt ariedad.
En el caso del extravagante proceso autonômico de 
Navarra (empleo "extravagante en el sentido de'*al margen del ca- 
mino'constitucional seguido por el resto de las Comunidades) se 
califica como una "Comunidad forai" (airt. i de la Ley Orgânica - 
13/1 .9 8 2 de Reintegraciôn y amejoramiento del Régimen Forai de - 
10 de Agosto) eludiendo esta cuestiôn de la alternativa naciona­
lidad / regiôn.
Cantabria (art. 1) y la Rioja (art. 1 también) alu 
den en sus respectivos Estatutos a su "entidad regional histôri­
ca". En el Preâmbulo del Estatuto Cântabro (pârrafo 2 )^ se afirma:
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"El presents sstatuto es là. expresiôn juridica de la identidad ^  
regional" . Anâloga re,ferencia a la "entidad regional hi^
tôrica" se encuentra en el articulo i pârrafo is del preâmbulo - 
("entidad histôrica perfectamente definida dentro de EspaRa") del 
Estatuto de la Regiôn de Murcia y su identidad de Regiôn (parra- 
fo 29 del preâmbulç),
El Estatuto de la Comunidad valenciana llega (tras 
un fuerte debate politico) a una definieiôn de compromise : "la 
tradiciôn valenciana proviniente del histôrico Reino de Valencia 
se encuentra con la concepciôn moderna del Pais Valenciano" (pâ­
rrafo 29 del preâmbulo) y con un giro retôrico transaccional se 
afirma : " el pueblo valenciano, histôricamente organizado como 
Reino de Valericia, se constituye en Comunidad Autônoma" (arfc.i), 
refiriéndose también a su identidad histôrica.
Tampoco Aragôn se define como nacionalidad o regiôn, 
sino simplemente como "Aragôn" (art. i del Estatuto). Y lo mismo 
hace Castilla-La Mancha (art. i), aunque probablemente por razo- 
nes diversas,mientras la denominaciôn "Aragôn" sin calificativos 
es la tradicional de esta Comunidad, no puede en cambio hablarse 
de tradiciôn castellano-manchega y asi no se encuentran referen- 
cias a la histôria comûn de esta nueva Comunidad. Una fôrmula muy 
parecida es la utilizada por Canarias (art. i de su Estatuto).
ô Qué conclusiones extraemos de este anâlisis del 
Derecho autônomico ?. Pues, a excepciôn de las très nacionalida­
des con lengua propia (CataluRa, Pals Vasco y Galicia) y de la - 
fôrmula ambigua y transaccional andaluza como nacionalidad emer- 
gente, la cuestiôn de la distinciôn entre nacionalidad y regiôn 
se elude. Y ello parece lôgico pues alli donde no existen senti- 
mientos politicos nacionalistas carece de relevancia prâctica
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plantearse esta polémica. De otra parte, apreciamos una relativ^ 
zaciôn de lo que en la voluntas legislatoijis era claro : el prin­
cipio de autoidentificaciôn, pues en los respectivos Estatutos de 
Autonomia se encuentran frecuentes referencias a la "identidad - 
regional" o "expresiôn de su identidad" en aquellas Comunidades 
con mayor tradiciôn como grupo. Con lo cual se confirma la hipô- 
tesis planteada al principio de que fundamentalmente, la intro—  
ducciôn del término nacionalidades se realizô para satisfacer las 
aspiraciones politicas de catalanes y vascos,
Desde el punto de vista politico, la configuraciôn 
de la Naciôn, espanola como "Naciôn in te gr ad a por nacionalidades 
y regiones" no estâ exenta de trascendencia. Hay en la Constitu­
ciôn un nuevo concepto de Naciôn, un concepto mâs pluraliste y - 
dinâmico que el de las viejas Leyes Fundamentaies. La Naciôn no 
es ahora algo estâtico, ya logrado en un pasado histôrico, sino 
que el hecho nacional se configura como algo dinâmico que debe - 
integrarse constantemente, mediante el respeto al pluralisme y a 
los valores de la convivencia democrâtica que la Constituciôn —  
recoge. Este nuevo concepto de Naciôn debe ser tenido en cuenta 
como principio inspirador y criterio interpretative.
Parece ser que el constituyente adopta una acepta- 
ciôn voluntarista de Naciôn con posibles influencias de Ortega 
y Renan (87). Paradôjicamente, acepciôn que no es sustancialmen-
te distinta de la sostenida por Pi y Margall (88). Asi, por --
ejemplo, el 3r. Herrero de Minôn ; ôqué es una naciôn?. Una naciôn 
a nuestro juicio, es, antes y sobre todo, la voluntad de vivir - 
juntes, pero vivir juntes voluntariamente exige estar antes cômo 
dos para convivir. Por éso la naciôn es un orden de convivencia 
y libertad " (89). 0 también el 3r. Roca Junvent quien afirma —  
que "el reconocimiento de la realidad plurinacional espanola" —
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tiene el sentido de un "punto final a viejas querellas internas", 
como he citado anteriormente.
Estamos, pues, ante un concepto de Naciôn dinâmico 
( en permanente integraciôn), pluralista (una Gran Naciôn integra 
da por nacionalidades y regiones) y democrâtico : en cuanto la - 
integraciôn de ese proyecto comûn se realiza en torno a unos valo 
res y a su concreciôn en derechos fundament aies del ciudadano y 
de los grupos recogidos en el texto constitucional. Es, por tanto, 
una idea de Naciôn clasificable entre las teorlas subjetivas. No 
obstante, como veremos, en torno a ella, el Tribunal Constitucio­
nal ha construido un principio de "unidad econômica nacional", re 
cuperando las tesis objetivas que consideran la naciôn como mer- 
c ado.
2.1.2.- Unidad del Ordenamiento jurldico y principio 
de autonomia.
2.1.2.1.- Principios organizadores del Orde­
namiento ; jerarqula.competencia, 
prevalencia y supletoriedad. La - 
cuestiôn de los respectivos inte- 
reses.-
E1 trânsito del Estado centralizado disenado - 
por las Leyes Fundamentales y las normas de ordenaciôn administra 
tiva, al nuevo Estado autonômico prévisto en la Constituciôn de - 
1.978, supone una profunda reforma del sistema de fuentes del De­
recho y de los principios organizadores del Ordenamiento jurldico. 
Fundamentalmente, el paso de un sistema basado en un rigido prin­
cipio de jerarquia a otro fundado en el principio de competencia.
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mueho mâs flexible y rico, pero que requiere de una mâs dificil, 
y rigurosa labor interpretadora del jurista (90),
Como nuestro Tribunal Constitucional ha explicado - 
ya (Sentencia de 2 de febrero de 1.98i, "Régimen Local", fundamen 
to jurldico 3), la Constituciôn parte en sus articules i9 y 2 s de 
la unidad de la Waciôn espanola que se constituye en un Estado - 
social y democrâtico de Derecho, "cuyos poderes emanan del pueblo 
espanol en el que reside la soberania nacional", Todas estas con- 
causas que antes he llamado "unidad polltica" ; unidad de la Na­
ciôn, del Estado, de la soberania, del poder constituyente, se - 
traducen en la existencia de un solo Ordenamiento para todo el - 
territorio estatal, pero compuesto a su vez de una pluralidad de 
Ordenamientos ^ intemos.
Ahora bien, esta unidad del ordenamiento jurldico 
no supone la existencia de un ûnico centro de decisiôn y produc- 
ciôn normative, sino que de acuerdo con la consagraciôn del plura 
lismc como valor, se créa un "Estado compuesto por una pluralidad 
de organizaciones de cairâcter territorial dotadas de autonomies" 
(91 ). Dicho de otra manera, la Constituciôn establece una "distri^ 
bueiôn vertical de poderes" que organize una serie de "poderes - 
limit ados" : raunicipios, provincias, Comunidades ^tônomas. Esta 
do-aparato, Por tanto, "autonomia no es soberania - y aûn este - 
poder tiene sus limites- y dado que cada organizaciôn territorial 
dotada de autonomia es una parte del todo, en ningun caso el —  
principio de autonomia puede oponerse al de unidad, sino que es 
precisamente dentro de éste donde alcanza su verdadero sentido,- 
como expresa el articulo 2 de la Constituciôn" (Sentencia del —  
Tribunal Constitucional de 2 de febrero de 1.98i.(los subrayados 
son mios).
Pero, ô cômo se articula la relaciôn entre la uni-
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dad del Ordenamiento y la existencia de una serie de poderes limi 
tados dotados de autonomia normative ?. Pues, conforme al princi­
pio de competencia. (92), Sin embargo, una afirmaciôn constitucio 
nal puede indueir a error: nuestra Constituciôn, en su articulo - 
137, délimita el âmbito de actuaciôn de los poderes que forman - 
la organizaciôn territorial del Estado circunscribiéndolo a "la 
gestiôn de sus respectivos intereses". Ahora bien, de aqul no .—  
puede deducirse que la Constituciôn intente resucitar la teorla 
del interes nacional o la vieja teorla de los intereses naturales 
de los entes locales que "en razôh de la creciente complejidad - 
de la vida social, que ha dîfuminado la linea delimitadora de los 
intereses exclusivamente locales, abocarla en un extremado centra 
lismo" (Sentencia de 28 de julio de i.98i, "Diputacicnes catala- 
nas"). En este mismo sentido, también la Sentencia de i6 de noviem 
bre de l.98i "Centres de contrataciôn de cargas", fundamento jurl 
dico 1 9, superando la llnea mâs restrictiva de la Sentencia de —  
14 de julio de 1.981, "Ley antiterroriste", al analizar la legiti^  
maciôn para el recurso de inconstitucionalidad de la Comunidad - 
Autônoma vasca; e incluse dos sentencias del Tribunal Supremo de 
11 de abril de l.98i. Sala 4^, y 20 dé octubre de l.98i, también - 
de la Sala 4 ,^ que realizan una evoluciôn jurisprudencial "impul- 
sada por la vigente Constituciôn" del articulo 28 de la Ley de la 
Jurisdicciôn Contencioso Administrative,reconociendo la legitima- 
ciôn procesal en favor de los Ayuntamiento para impugnar disposi­
ciones générales),
Lo que el articulo 137 de la Constituciôn realiza 
es fijar un criterio para que el legislador pueda concretar en 
cada caso el âmbito de autonomia de cada ente: ahora bien, concre 
ter este interés en relaciôn con cada materia no es fâcil y en - 
ocasiones solo puede hacerse en base al interes prédominante, sin
— 3 4 7  —
que signifique un interés exclusive que justifique una competen­
cia igualmente exclusive. "Es la ley, en definitiva, la que con­
cret a el principio de autonomia de cada tipo de ente de acuerdo 
con la Constituciôn" (Sentencia del Tribunal Constitucional de - 
2 de febrero de i.98i). Estâmes, pues, ante un concepto jurldico 
indeterminado que sirve para orientar al legislador y es un con­
cepto de lege data (Sentencia de 16 de Noviembre de l.98i).
Consecuentemente, la relaciôn entre normas estata- 
les y normas autonômicas es una relaciôn regida por el principio 
de competencia y deben desecharse las tentatives de considerar - 
a ambas como normas de calidades diversas. Como ya ha aclarado - 
el Tribunal Constitucional (Sentencia de 13 de marzo de i.98i , 
"Estatuto de Centres Docentes") el conflicto entre ley estatal y 
ley autonômicâ habrâ de resolverse "en virtud del principio de - 
competencia, para delimitar qué materias han quedado constitucio 
nal y estatutariamente conferidas a los ôrganos legislatives de 
las Comunidades Autônomas y cuales corresponden a las Corte Gene 
rales del Estado"(93).
Cuando estudiaba la naturaleza juridica del Estado 
federal decia que sôlo aqué1 que puede decidir sobre la "competen 
cia de competencias" o sobre la distribuciôn de competencias, es 
soberano. Pues bien, esta afirmaciôn es perfectamente transpanta 
ble al Estado autonômico,* es évidente, conforme a los articulos 
l68 y 169, que los ôrganos centrales del Estado o Estado-aparato 
no pueden modificar, por su sôla voluntad, las clâusulas de dis­
tribuciôn de competencias previstas en los articulos 148 y i49 de 
la Constituciôn, sino que es menester un acto del poder constitu 
yente constitutido o poder de reforma constitucional. Por otra - 
parte, el propio articulo 137 afirma que el Estado se organiza - 
terri tori almente.en municipios, provincias y Comunidades Autôno-
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mas, luego las Comunidades Autônomas son indudablemente Estado.—  
Es obvio, pues, que el término Estado es objeto en el texto cons­
titucional de "una utilizaciôn claramente anfibolôgica" (Senten—
cia del Tribunal Constitucional de 28 de julio de i.98i,Diputa--
ciones catalanas, fundamento jurldico 5). Asi, en ocasiones, dé—  
signa sôlamente las instituciones centrales y sus ôrganos perifé 
ricos (Estado-aparato) y en otras "la totalidad de las organiza­
ciones jurldico-politicas de la Naciôn espaRola incluyendd los - 
de las nacionalidades " (Bstado-ordenamiento). La soberanlq cabe 
predicarse, por tanto, solo de este Estado-Ordenamiento formado - 
tanto por las Comunidades Autônomas, como por el Estado-aparato.
Esta misma doctrina se réitéra en la Sentencia --
55/1.982 de 27 de julio, en su fundamento jurldico 3®, donde se 
afirma al analizar se el articulo ii de la Ley de Patrimonio de la 
Generalidâd de CataluRa, que atribula los bienes mostrencos encon 
trados en el territorio autonômico a la Comunidad : "en cuanto - 
que la titularidad de la soberania corresponde al Estado en su - 
conjunto y no a ninguna de sus instituciones en concrete, los —  
bienes vacantes podrlan, en principio, ser atribuidos a entes —  
distintos de la Administraciôn central,pero sôlo el ôrgano que —  
puede decidir un nombre de todo el Estado y no de una de sus par­
tes, puede modificar la actual atribuciôn". Doctrina que viene —  
a confirmar la tesis expuesta de que la titularidad de la sobera­
nia corresponde, no al Estado-aparato, sino al E st ado-ordenamiento 
y que, por tanto, nuestro Tribunal acoge la Tesis del Estado auto 
nômico de dos términos : Estado aparato / Estado ordenamiento, —  
Formulando una opciôn doctrinal relativamente nueva en la vieja - 
polémica sobre la entidad estatal en los Estados federates expue^ 
to anteriormente (94).
Ahora bien; que no quepa atribuir la soberania (corn 
petencia de competencias) al Estado aparato no supone la desapari-
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ciôn del principio de jerarquia. La Constituciôn espanola reser 
va un papel importante a este principio (dirla esencial) en el 
Ordenamiento jurldico espaîlol, no solo dentro de cada uno de los 
dos ôrdenes, estatal y autonômico, aisladamente considerados, sino 
también en la relaciôn entre ellos, precisamente como consecuencia 
de esa unidad del Ordenamiento a la que nos referimos.
Existe en primer lugar una relaciôn de jerarquia de 
todo el Ordenamiento, incluidos los Estatutos, con respecto a la 
Constituciôn, Y existe también una técnica de jerarquia en todos 
los apartados del articulo 149,1 donde aparecen las expresiones - 
"legislaciôn bâsica" , "bases", "condiciones bâsicas", "normas —  
bâsicas", en que se pretende estructurer la colaboraciôn entre - 
el legislador estatal y el autonômico, sobre la técnica de la fi- 
jaciôn de un tratamiento b&sico igualitario para todo el territo­
rio del Estado, por el legislador estatal y un ulterior desarro—  
llo por cada legislador autonômico.
En efecto, aprobado el articulo 28 ,1 de la Ley Orgâ 
nica del Tribunal Constitucional, que somete al control de cons- 
titucionalidad los Estatutos de autonomia, y como se ha venido - 
reiterando en numerosas sentencias del Tribunal Constitucional, - 
no cabe ninguna duda de que toda la virtualidad del texto consti­
tucional no se "agota" con la promulgaciôn de la norma estatutaria. 
(Sentencia de 4 de mayo de 1.982). Por una parte, los Estatutos - 
de autonomia constituyen una inter prêt aciôn auténtica de la Ccns- 
tituciôn en materia autonômica, pero por otra, los Estatutos deben 
ser interpret ados en relaciôn con la Constituciôn y con las leyes 
que el Estado dicta para delimitar las competencias,regular o ar­
monizar el ejercicio de las mismas. Es decir, es menester una in­
terpret aciôn estatutaria que armonice con el bloque constitucional; 
Constituciôn - Estatutos - leyes constitucionales de desarrollo. 
(95).
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Hay que afirmar, por tanto, la existencia de una —  
relaciôn jer&rquica entre Constituciôn y Estatutos de forma que - 
los preceptos constitucionales de distribuciôn de competencias —  
sean indisponibles , tanto por el legislador central como por el 
autonômico (Sentencia de 30 de junio de 1 .9 8 2). En el mismo sen—  
tido, la Sentencia n9 26/i982 de 24 de mayo de 1.982 (F.M. Catala 
na) en que se alude al "carâcter indisponible de las competencias 
cons t i tucionale s, cuya distribuciôn entre el Senado y las Comuni­
dades Aut&iomas responde a la forma de organizaciôn territorial - 
del Estado configurada por la Constituciôn y que no puede verse 
alterada por la pasividad temporal de cualquiera de los enten —  
interesados frente al indebido ejercicio de sus competencias por 
parte del otro". Por tanto, profundizando en esta indisponibili- 
dad de los preceptos constitucionales y especlficamente de las - 
clâusulas de distribuciôn de competencias, el Tribunal Constitu­
cional ha explicado con su doctrina, que la inactuaciôn de un —  
precepto no supone una dejaciôn de competencia.
Mâs complicados son los casos en que la Constitu—  
ciôn, en su articulo 149,1, emplea categorias como "bases", "le- 
gislaciôn bâsica", "condiciones bâsicas", etc. En todos estos su 
puestos estamos también ante una técnica basada en la aplieaciôn 
del principio de jerarquia, conforme a un diseflo teôrico en que 
corresponde al legislador estatal la fijaciôn de las condiciones 
indispensables que aseguren un tratamiento igualitario de todos 
los espafloles en esa materia (bases), sin per juicio de que esos 
principios sean objeto de un posterior desarrollo por la lesgis- 
laciôn complementaria de las Comunidades Autônomas. Las bases, - 
por tanto, deben dejar un amplio margen de actuaciôn al legisla­
dor autonômico y limitarse a regular aquelles extremes que garan 
ticen un tratamiento igualitario bâsico de todos los espafloles.
No deben, por tanto,ser reglamentaristas, pero nada impide que -
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entren en la regulaciôn de cuestiones de detalle, cuando asi lo -
exija ese tratamiento igualitario ( el supuesto de la Alta Ins---
pecciôn en materia de enseflanza, verbi gratia), Reservado este - 
âmbito de intervenciôn del legislador autonômico, las bases Te im- 
ponen jerârquicamente y son el limite de la legislaciôn complemen 
taria o de desarrollo.
Ahora bien, a mi juicio,no debe confundirse el prin­
cipio de jerarquia con el principio de prevalencia. como la doctri 
na mâs estatalista pretende (96). Este principio aparece recogido 
en el articulo 149,3 inciso segundo, que afirma : " las normas del 
Estado prevalecerân en caso de conflicto sobre las de las Comuni­
dades Autônomas, en todo lo que no esté atribuido a la exclusive 
competencia de êstas". Norma que procédé directamente, como hemos 
visto en el câpitulo I de este titulo, del articulo 2i de la Con^ 
tituciôn esparlola de 1.931 (inspirado, a su vez, en el articulo - 
13 de la Constituciôn de Weimar) cuyo texto reproduce, y no del - 
articulo 31 de la Ley Federal de Bonn, corn significado bastan 
te distinto, Pero esta matizaciôn sobre la influencia del precepto 
no es un falso problema, sino que tiene importantes c onsecuenc i as 
en la interpretaciôn del mismo.
En efecto, el conocido articulo 31 de la Ley Funda­
mental de Bonn dice : "El Derecho federal rompe el Derecho de los 
Lânder" (Bundesrecht brichts Landesrecht). Este precepto comûn —  
en la tradiciôn juridica germânica, tiene por objeto resolver los 
conflictos normativos mediante la primacia del Derecho federal. 
Pero a mi juicio, no creo que esta técnica pueda trasplantarse —  
mecânicaimente a nuestro Ordenamiento como algunos pretenden.
El presupuesto para la aplieaciôn de este articulo 
31 de la Ley Fundamental de Bonn es la existencia de dos normas 
(una del Bund y otra del Land) promulgados dentro de sus respec—
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tivo campo de competencias y, por tanto, ambas vâlidas conforme - 
al principio de competencia. Y no puede ser de otra manera, pues 
de haber dietado una de ellas fuera de la competencia de su res­
pective orden, estarlamos ante una norma inconstitucional y, por 
tanto, nula, y no ante un verdadero conflicto de normas.
Se trata, pues, de una técnica que permite resolver 
conflictos normativos ante un aparente impasse y no de una clâusu 
la de distribuciôn de competencias.
No obstante, hay que tener bien présente que la pre 
misa para la aplicaciôn de esta técnica de resoluciôn de conflic- 
tos normativos es la definida en el articulo 72,1 de la Ley Funda . 
mental de Bonn, .que supone la existencia de competencias concu—  
rrentes. En este campo competencial, los Lender tienen la facul—  
tad de legislar hasta que la federaciôn no haga uso de sus potes- 
tades legislativas. Por tanto, se trata de una competencia de los 
Lender sometida a una especie de provisionalidad o condiciôn sus­
pens iv a, pues el momento en que la federaciôn decide intervenir - 
legislando, el Derecho federal rompe el Derecho de los Lânder, y 
se produce una "ocupaciôn del campo" que pasa a poder de la fede 
raciôn, impidiendo toda futura legislaciôn de los Lânder sobre e^ 
ta materia,
Entiendo, pues, que hay una clara lôgica causal en­
tre ambas técnicas : competencias concurrentes y prevalencia del 
Derecho estatal. Pues bien, ésto supuesto, no creo que sea posi—  
ble un trasplante mecAnico de este sistema a nuestro Ordenamiento 
por diverses razones :
- No existe una referencia expresa de la Constituciôn 
ni de los Estatutos a este tipo de competencias. Tampoco parece - 
poder demostrarse su existencia mediante el anâlisis emplrico y -
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una correlativa interpretaciôn de las competencias asignadas en - 
los respectivos Estatutos.
- Tampoco posee el articulo 149,3 de la Constituciôn 
esta caracteristica de "atribuciôn de competencia" por la "ocupa­
ciôn del terreno" que hemos visto ocurre en el articulo 72,i de - 
la Ley Fundamental de Bonn.
Consecuentemente con lo expuesto no existe, a mi - 
juicio, un campo nitido de aplicaciôn del principio de prevalen—  
cia, a diferencia del que hemos visto posee el principio de jerar 
quia.
Hay que afladir que conforme a lo previsto en el arti 
culo 149,3, inciso ûltimo, el Derecho estatal serâ en todo caso - 
supletorio deï Derecho de las Comunidades Autônomas. Este princi­
pio de supletoriedad no es mâs que una nueva consecuencia del prin 
cipio de unidad del Ordenamiento jurldico, que pese a reconccer - 
una pluralidad de fuentes productives del Derecho, posee unos prin 
cipios générales comunes a la acciôn de todos ellos, Asi puede —  
explicarse el recur so de los subordenamientos autonômicos al orde 
namiento general para su integraciôn y resoluciôn de los proble—  
mas creados por las lagunas normativas.
Una manifestaciôn también del principio de unidad - 
del Ordenamiento es el juego de la clâusula residual de reparto - 
de competencias prevista en el articulo 149,3, incisos primero y 
segundo, El modelo espaflol de clâusula residual es relativamente 
original : es original pues posee un carâcter federo-regional y - 
no reproduce ninguna de las clâusulas clâsicas de los Estados ré­
gionales o federales en cuanto se articula en un doble momento,en 
el primero, las Comunidades Autônomas pueden reivindicar las mate 
rias no atribuidas expresamente al Estado por la Constituciôn en
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sus respectivos Estatutos, pero pasado este momento, las competen 
cias que no hay an sido estatutariamente asumidas son de competen­
cia estatal. Pero esta originalidad es relativa. pues no hace sino 
sintetizar en un solo precepto la doble clâusula residual previs­
ta en los articulos 16 y 18 de la Constituciôn espaflola de 1.931 
(tal y como comenté al analizar el Estado integral).
No obstante, en un articulo publieado junto con P. 
Santolaya en el que realizâbamos un estudio emplrico del uso hecho 
de la clâusula residual por las Comunidades Autônomas de primer - 
grado o autonomia plena, llegamos a la conclusiôn de que las compe 
tencias residuales estatutariamente asumidas carecer de una signi 
ficativa relevancia (97). Y no puede ser de otra manera conforme 
a la propia lôgica interna de las clâusulas residuales, que no es 
sino cerrar los "residues" pro future del sistema de distribuciôn 
de competencias por lista, es decir, las competencias que la ima- 
ginaciôn constitucional no puede inicialmente preveer se asignan 
al Estado o a las partes. Ahora bien, es dificil que en un corto 
espacio de tiempo, como el transcurrido entre el proceso constitu 
yente y el estatutario, la imaginaciôn del legislador autonômico 
pueda"'sorprender ' a la imaginaciôn del constituyente. La eficacia 
real de esta clâusula queda suspendida al paso del tiempo y juega 
fundamentalmente, por tanto, en el segundo momento (transcurri-^- 
dos largos aflos) y en favor del Estado.
Finalmente, todas las relaciones en que el Estado - 
se encuentra en una posiciôn de supremacla respecto de las Comun^ 
dades Autônomas son justificables conforme a este principio de —  
unidad. Asl, y muy especialmente, los supuestos de contrôles sobre 
los distintos actos de las Comunidades Autônomas (art. 153), y so 
bre sus ôrganos (art. 155) regulados en la Constituciôn. A ellos 
me referiré al analizar los elementos federates del sistema espa-
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Hoi, dado su carâcter jurlsdiccional mâs que estrictamente de con 
trol administrative (a excepciôn del propio articulo 155 y el pre 
visto en el articulo 153 b), Como vimos en la Parte I, esta rela­
ciôn de supremacla de los ôrganos del Estado sobre las Comunida—  
des Autônomas en materia de control y la imposibilidad de distin­
guir claramente, conforme al Derecho positivo, entre los ôrganos 
del Estado aparato y los del Estado total llevaba al B.V.G, y a - 
un sector mayoritario de la doctrina federal (Petta entre ellos), 
a rechazar las construcciones kelsenianas de la triple entidad —  
estatal, en favor de la tesis del Estado de dos términos que nues 
tro propio Tribunal Constitucional parece haber aceptado (Senten­
cia de 28 de julio de i.98i).
2.1.2.2.- Mani fe s t acione s del principio de - 
igualdad en materia autonômica.-
A diferencia de en otros enfoques, a mi juicio , 
el principio de igualdad no es esencialmente un elemento configu­
red or de la forma territorial del Estado, en cuanto no contribuye 
a singularizar la organizaciôn del nuevo sistema autônomo, sino - 
que se trata de una "supernorma" o "norma de cierre del ordena—  
miento" (Mortati), que no solo fundaments como valor preconstitucio 
nal todo el ordenamiento jurldico democrâtico, por venir derivado 
de la propia dignidad de la naturaleza humana, sino que se desa—  
rrolla y concrete en unos derechos fundamentaies en los que se - 
articula, suponiendo a la vez un limite general al ejercicio de - 
cualquier actividad, reguladora de relaciones intersubjetivas y - 
entre ellas la autonômica (98). No estamos, pues, ante un elemen­
to configurador de la estructura territorial, sino ante un valor 
del Ordenamiento y su norma de cierre, posee por tanto relevancia
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en todas sus ramas y también en materia autonômica, pero es esen- 
cialmente el mismo principio para todo el Ordenamiento y muy espe 
cialmente en materia de derechos socio-econômicos (los llamados - 
"principios rectores" de la polltica social y econômica regulados 
en el capitule III del Titulo I de la Constituciôn), y en general, 
de todos los derechos fundament ale s y relaciones intersubjetivas. 
En este sentido, Paladin afirma : "este principio no estâ referi- 
do a un precise grupo de materias, a una determinada serie de re­
laciones, a un circule definido de clasificaciones normativas, —  
sino que constituye una norma general de mâximo grado, o sea, con 
cierne al Ordenamiento jurldico en su totalidad" (99). Y la opi—  
niôn de este autor cobra especial relevancia por su carâcter espe 
cialista en Derecho regional.
Esto no quiere decir que este valor, norma de cierre 
del Ordenamiento no posea importantes manifestaciones en materia 
autonômica (como veremos que en efecto tiene), ni que el respeto 
del principio de igualdad no sea un limite absolute al principio 
de autonomia, Todo lo contrario. Ahora bien, no es propiamente —  
un elemento organizedor del Estado autonômico, sino un criterio - 
bâsico de aplicaciôn del Derecho e incluso un derecho subjetivo -
de los ciudadanos y los grupos intermedios. Por éso, prefiero ---
explicarlo dentro del principio de unidad del Ordenamiento, pues- 
to que la igualdad es la base de todo Ordenamiento juridico demo­
crâtico y a la vez, refuerza el carâcter unitario del mismo.
Consecuentemente con este enfoque, entiendo que ré­
sulta una cuestiôn previa realizar algunas breves consideraciones 
sobre el sentido, contenido y funciôn del principio de igualdad - 
en general y en nuestro Ordeneuniento constitucional en particular, 
antes de deducir sus manifestaciones en materia autonômica, como 
limite al derecho a la autonomia de las Comunidades Autônomas y -
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al principio de autonomia de municipios y provincias,
Como es sabido, el B.V.G, ha venido interpretando la 
norma constitucional como un sistema de valores. En sus Sentencias 
de 5 de abril de 1.952, y 17 de agosto de 1.956 (entre otras), el 
Alto Tribunal de Karlsruhe se plantea el carâcter suprapositivo - 
del valor igualdad, que la Ley Fundamental viene a reconocer y —  
articular en una serie de derechos fundamentaies garantizados por 
el derecho positivo (i00). Para ello dériva la igualdad de la —  
propia dignidad de la persona humana que el Derecho no puede des- 
conocer.
Este papel preeminente del principio se ha traduci- 
do en su consideraciôn en la doctrina alemana no solo como princi 
pio fundamental del Ordenamiento, sino también como verdadero —  
derecho pûblico subjetivo del ciudadano frente al Estado. En Ita­
lia, en cambio, tal y como describe en un interesante articulo - 
Carro Femândez, se ha defendido preferentemente su carâcter de - 
mero criterio interprêtativo (Orlando) y de "situaciôn de interés 
légitime" (P. Basile) (iOi). Este Estado de la cuestiôn en la —  
doctrina italiana quizâs lleva a Basile a considerar la igualdad 
sustancial en nuestro Ordeneuniento no como un verdadero derecho - 
subjetivo, sino como un modo objetivo de ser la ley previsto en - 
la norma constitucional; interpretaciôn que no me parece acorde - 
con el tenor literal de los articulos 9,2; 14 y 53,2, pues este - 
ûltimo dice : "cualquier ciudadano podrâ recabar la tutela de las 
libertades y derechos reconocidos en el eurticulo i4 .. ante los - 
Tribunales .,,," (i02),
Dejando al margen, estas polémicas sobre el carâc—  
ter supraconstitucional o no del valor igualdad y de su cor.figura 
ciôn como mero principio interpretativo o como verdadero derecho 
subjetivo, en las que no debo entrar aqui. Otras dos cuestiones - 
relevantes se han planteado por la doctrina. i Qué debe entender-
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se por igualdad, una vez superado el concepto iuscivilista de ---
igualdad formai ante la ley y no en la ley que en la prâctica se 
traducla, por ejemplo, en una desigualdad juridica de marido y —  
mujer en la administraciôn de los bienes del matrimonio y las po­
test ades sobre los hijos ?,  ^ a quién vincula este principio?.
Nuestra Consituciôn construye un principio de iguaû 
dad sustancial basândose en una articulaciôn constitucional compue_s 
ta por los articulos 1 ( consider aciôn de Espafia como Estado social 
y democrâtico de Derecho y consagraciôn de la igualdad como valor 
del Ordenamiento); 9,2 (igualdad real y efectiva que requiere de 
un Estado beligerante y no abstencionista, "removedor de obstâcu- 
los" ); 14 (igualdad formai y prohibiciôn de toda discriminaciôn, 
dado el tenor literal de la clâusula ablerta del precto, tras una 
enunciaciôn meramente ejemplificativa : "o cualquier otra condiciôn 
o circunstancia personal o social); 53,2 (garantis jurlsdiccional) 
del ciudadano frente a cualquier discriminaciôn mediante un proce- 
dimiento preferente y sumario ante los Tribunales ordinaries, que 
viene a regular la ley 62/i .978 de 26 de diciembre de protecciôn 
jurlsdiccional de los derechos fundament ale s de la persona y recur 
so de amparo ante el Tribunal Constitucional); 9,2 (interdicciôn 
de la arbitrariedad de los poderes pûblicos) ; 9,1 (sujecciôn de los 
ciudadanos y los poderes pûblicos a la Constituciôn) y una serie 
de preceptos conexos referidos a la igualdad en el ejercicio de - - 
derechos y deberes: 30; 31 ; 1 ; 32,1 ; 35,1 ; 39,2; 68,i; 69,2; 71,1,2,3.
Partiendo de esta articulaciôn constitucional congruen 
te, nuestro Tribunal Constitucional, recogiendo la experiencia de - 
otros tribunales europeos (y muy especialmente, del Tribunal Euro­
pe© de Derechos Humanos en relaciôn con el articulo i4 del Convenio 
de Protecciôn de los derechos y lebertades)/ asl como de la doctrina 
cientifica italiana y alemana, ha venido a sentar una interesante -
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doctrina jiirisprudencial en este punto,
El Alto Tribunal se plantea el concepto de igualdad 
sus t a n d  al o material con carâcter general, en dos interesantes - 
sentencias de 2 de julio de 1 ,981 (Sentencia ns 223/8 1) y iO de - 
noviembre de 1.981 (ns 48/i9 8 1), 1legando a las siguientes conclu 
siones :
- La igualdad sustancial vincula a todos los poderes 
pûblicos, incluido al legislador,pues no puede extraerse otra con- 
clusiôn del artleulo 53,1 : "Los derechos y libertades reconocidos 
en el capitule segundo del présente titulo, (entre ellos el art.- 
14) vinculan a todos los poderes pûblicos". El Tribunal afirma el 
principio de universalidad de la ley o ausencia de privilégiés,y 
por tante, la desapariciôn de las privâtae leges. Se supera asi - 
una vieja polémica iniciada en Weimar que pretendia que el legis­
lador no debla considerarse vinculado por este principio. No obs­
tante, esta postura comienza a ser mineritaria tras la ccnstrucciôn 
del principio como un verdadero limite sustancial de la ley. Una - 
reciente sentencia del Tribunal Supremo federal suizo de 14 de fe- 
brero de 1.982 (BJC, ns iO) interpretaba el articule 4 de la Cons- 
tituciôn en el sentido de que no solo debla hablarse de igualdad 
ante la ley, sine tambiên en la ley y una disposiciôn legislativa 
que establecera distinciones jurldicas sin una "justificaciôn ra- 
zonable" séria, por tante, insconstitucional. En nuestro pais la 
polémica ni tan siguiera puede producirse,pues el propio texte de 
los articules 14 ( que prohibe toda discriminaciôn :incluidas las 
realizadas por via legislativa) y 53,1 ( que afirma la vinculaciôn 
a este principio de todos los poderes pûblicos lo impide) lo impi^  
de,tal y como el Tribunal Constitucional viene a reconocer.
- Ahora bien, no toda diferenciaciôn de tratamiente 
legislative es inconstitucional,pues incluse puede ser deseable
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ante situaciones de hecho diverses a regular, sino tan solo aque- 
llas"distincione3 de trato carentes de una justificaciôn objetiva 
y razonable" que supongan privilégies o discriminaciones. En efec 
to, la igualdad sustancial como requisite de la propia ley puede 
exigir tratar desigualmente situaciones subjetivas distintas; lo 
que se prohibe son aquellas diferenciaciones injustificables. Y - 
qué parâme très pueden utilizarse para evaluar la racionalidad y 
equidad de la diferericicaciôn de tratamiento : el propio Tribunal 
Constitucional apunta entre otros, la finalidad de la disposiciôn, 
sus efectos y la proporcionalidad entre las medidas empleadas y 
la finalidad perseguida.
Pues bien, la aplicaciôn del principio de igualdad 
a la distribuci&i territorial del poder, exige que la existencia 
de una pluralidad de fuentes de producciôn del Derecho, aûn respe 
tando la posibilidad de una diferenciaciôn de tratamiento de Co—  
munidad a Comunidad, se compagine con la exigencia de una discipli 
na uniforme de tratamiento de los ciudadanos en todo el Estado. - 
De nuevo el criterio o parâmetro de evaluaciôn debe ser la racio­
nalidad y equidad de la diferenciaciôn legislativa y la proporcio 
nalidad de la medida empleada por el legislador autonômico con la 
finalidad perseguida.
Nuestro Qrdenamiento constitucional ha singularizado 
el principio de igualdad en materia autonômica en très importantes 
preceptos : los artlculos 1 3 8,2; 139,1 ; y 149,1,1. El artlculo - 
1 3 8 ,2 prohibe las discriminaciones econômicas o sociales produci- 
das por la aplicaciôn de los mismos Estatutos. Se sostiene, por 
tanto, que las razonables diferencias entre Estatutos,conforme - 
con el principio de voluntariedad, no .pueden suponer privilégiés 
econômicos o sociales, verbi gratia: de acceso a la funciôn pûbli. 
ca o fiscales. El articule 139,1 sostiene la primacia del princi-
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pio de igualdad ( en su vertiente de titularidad de derechos) so­
bre el principio de autonomie territorial, Y finalmente, el arti­
cule 149,1 asigna al Estade la competencia de garantizar un conte 
nido mtnimo uniforme en el ejercicio de los derechos y deberes —  
constitucionales en todo el Estado (1O3 ).
La filosofia constitucional bâsica en este punto se 
encuentra recogida en el articule 139,1. En él se sostiene la —  
primacia del principio de igualdad sobre el de autonomia. La igual 
dad es, por tanto, un limite de la descentralizaciôn legislativa 
y no môdo un limite interne o requisite esencial de la actividad 
del legislador autonômico, que debe emplear la igualdad sustancial 
como un solo objetivo de ser la ley, sino un limite externe a su 
actividad productora de normas : " es cierto que la potestad le—  
gislativa de que las Comunidades Autônomas gozan hace potencial—  
mente nuestro Qrdenamiento una estructura compuesta, por obra de 
la cual puede ser distinta la posiciôn jurldica de los ciudadanos 
en las distintas partes del territorio" (Sentencia de 16 de noviem 
bre de l.98i, n9 184/198i), pero esa distinciôn o diferenciaciôn 
debe compaginarse, como antes he apuntado, con el mantenimiento de 
üna disciplina uniforme en un tratamiento de los ciudadanos. Y - 
ôcômo se realiza esa compatibilidad o "armonizaciôn" ?. Pues me- 
diante la regulaciôn de las condiciones bâsicas en el ejercicio - 
de los derechos y deberes constituciones que corresponde al Esta- 
do, ex articulo 149,1,1,. "Por consiguiente, la potestad legisla­
tiva de las Comunidades Autônomas no puede regular las condiciones 
bâsicas de ejercicio de los derechos y posiciones juridicas funda 
mentales que quedan reservadas a la legislaciôn del Estado" (Sen­
tencia de 16 de noviembre de 1.98i).
Parece, por tanto, que esta primacia del principio 
de igualdad sobre el principio de autonomia ( en cuanto limite -
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interno y externo a la actividad econômica) se articula mediante 
un "reenvio" al articulo 149,1,1, : "corresponde al Estado fijar 
las condiciones bâsicas del, ejercicio de los derechos y deberes - 
constituciones y a las Comunidades Autônomas su desarrollo legis- 
lativo. Conforme a ésto^ estamos ante una competencia compartida - 
entre el Estado y las Comunidades Autônomas en materia de regula­
ciôn del ejercicio de los derechos y deberes fundamentaies segûn 
la têcnica (comûn a muchos otros supuestos de reparto de competen 
cia) bases o legislaciôn bâsica mâs legislaciôn complementaria o 
desarrollo. Asi parece entenderlo tambiên Gumersindo Trujillo al 
estudiar la relaciôn entre el art. 149,1,1, y las competencias —  
normatives électorales de las Comunidades Autônomas (i04). Sin - 
embargo, Carro Fernândez habla de competencia exclusiva del Esta- 
do siguiendo e-l tenor literal de articulo 149 (l05). La diferen—  
cia, entiendo, es mâs de matiz que conceptual. A mi juicio, la —  
competencia en discusiôn es la refer ente a la "regulaciôn del —  
ejercicio de los derechos fundamentaies" y en este sentido es una 
competencia compartida (acaso concurrente) entre el Estado y las 
Comunidades Autônomas. Cosa bien distinta es que exclusivamente 
el Estado pueda regular las condiciones bâsicas que regulen el - 
contenido esencial de esos derechos en todo el territorio nacional 
(art. 149,1,1 en relaciôn con el articulo 53). La conelusiôn con­
traria : calificar de competencia exclusiva estatal la competencia 
aqui delimitada, supondrla una injustificable contravenciôn del - 
articulo 9,2, que ordena que los poderes pûblicos , y entre ellos 
las Comunidades Autônomas, remuevan los obstâculos que impidan la 
plenitud de la igualdad real y efectiva. Contravenciôn que produ- 
cirla ademâs resultados sumaimente centralistes y abogaria a las - 
Comunidades Autônomas a un âmbito meramente administrativo. Valgan 
aqu’i tcimbien todas las afirmadones realizadas el estudiar el - 
indirizzo politico estatal sobre la oportunidad de la parte pro-
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gramâtica de los Estatutos de autonomia siguiendo los trabajos de 
Lucas Verdû y Lucas Murillo (i06).
Conviene ahora preguntarse cual es el contenido y - 
el balance de esta competencia estatal regulada en el articulo -
149,1,1, Carro Fernândez sostiene que posee un doble aspecto : de 
un lado, es una clâusula general de intervenciôn normative puntual 
ante situaciones de desigualdad creadas por la actividaddel legis 
lador autonômico (una especie de claûsula de réserva estatal de - 
igualdad o control de la desigualdad) el supuesto de las leyes —  
medida,y de otro, es una competencia substantive ejercitable de 
forma espontanéa : las leyes igualdad (1O7).
En algunos supuestos, aquellos que afecten al "désa­
rroi lo de los derechos fundamentaies", serâ menester que estas —  
condiciones bâsicas sean reguladas mediante ley orgânica por venir 
comprendidas dentro de la reserve de Ley orgânica, que el articulo 
81 establece, pero en algunos otros supuestos no serâ necesario - 
este rango jerârquico, pues la regulaciôn de las bases del ejerci 
cio de estos derechos podrâ ser realizado por otras disposiciones 
normativas. Asi, por ejemplo, no parece venir protegido por la —  
reserve del articulo 8 1, verbi gratia, la regulaciôn de las condi 
clones de obtenciôn de la titulaciôn de bibliotecario (art. 149,1,1 
en relaciôn con el 1 4 9,1 ,3 0), con lo cual no hago sino aplicar —  
el concepto de bases que con.carâcter general ha sentado el Tribu 
nal Constitucional en reiteradas sentencias. El concepto de bases 
debe entenderse en un sentido material ; "aquellos principios o 
directrices de la normaciôn de un derecho que se consideran funda 
mentales para garantizar un ejercicio sustancialmente igual del - 
mismo modo en todo el territorio nacional" (Sentencia de 28 de —  
julio de 1.9 8 1, entre otras). Como consecuencia, no puede identi­
fie arse la técnica de la legislaciôn bâsica con la de las leyes
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marco (Sentencia de 8 de febrero de l.98i y 28 de julio de l.98i); 
ni necesariamento lo bâsico tiene que ser realizado a nivel de - 
legislaciôn : el concepto material de base descrito puede exigir 
que el Estado lleve su actividad hasta el campo ejecutivo en su­
puestos concretos para garantizar la igualdad en el goce de un - 
derecho. No existe, pues, ni tan siquiera una identificaciôn en—  
tre bases y legislaciôn (Sentencia de 28 de enero de 1.982). Pero 
paraielamente, la fijaciôn de esas condiciones bâsicas debe pernd 
tir un amplio margen de actuaciôn del legislador autonômico y el 
Tribunal Constitucional debe velar porque las bases no anulen las 
facultades de las Comunidades Autônomas de desarrollo legislative 
y ejedüciôn de esas normas bâsicas (entre otras, Sentencia de 28 
de julio de l.98i y 23 de marzo de 1.982)
Por otra parte, aunque la inactividad del legislador 
estatal en esta materia no puede entenderse como una dejaciôn de 
competencia (de acuerdo con el principio de indisponibilidad de 
las competencias), las Comunidades Autônomas pueden deducir esas 
bases del Qrdenamiento juridico vigente y procéder a su desarrollo 
legislativo (Sentencia de 28 de julio de i.98i). Ahora bien, esta 
legislaciôn autonômica estarâ sometida a la emanaciôn de esas con 
diciones bâsicas, ex art. 149,1,1 que de producirse derogarian —
( en todo lo que se opusiese a ellas) la normative autonômica, pa 
ra la que no cabria otra opciôn (invertida la carga de la prueba) 
que promover el recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal 
Constitucional para lograr, en su caso, la declaraciôn de incons­
titucionalidad de esa normaciôn bâsica si a ello hubiera lugar.
Explicada la naturaleza de la competencia estatal - 
ex. articulo 1 4 9,1,1,su doble vertiente, su relaciôn con la reser 
va de ley orgânica y qué debe entenderse por "condiciones bâsicas" 
conviene plantearse la relaciôn del articulo 149,1,1 con el i50,3.
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Entiendo que leyes de armonizaciôn y condiciones bâsicas respon—  
den a dos supuestos de hecho distintos y son clases de normas di­
verses. La armonizaciôn estâ pensando en la existencia de una sé­
rié de disposiciones de las Comunidades Autônomas, especiaimente 
en materias de su exclusiva competencia que por exigencia del in­
ter ë s de todo el Estado-ordenamiento conviene regular uniformemen 
te. El articulo 149,1,1, prevee en cambio una competencia de titu 
laridad estatal para regular las condiciones esenciales del ejer­
cicio de los derechos que permita un ulterior desarrollo legisla­
tivo. Pero si la distinciôn material puede resultar mâs sutil, la 
distinciôn formai es en cambio meridiana; las leyes de armoniza—  
ciôn requieren de unas leyes autonômicas que baya que armonizar - 
(la constitucionalidad de las leyes de armonizaciôn ex ante es - 
mâs que dudoaa) y de una apreciôn de esa necesidad de la armoniza 
ciôn por mayorla absoluta de cada Câmara y previa a la promulga—  
ciôn de la ley; en cambio, el mécanisme previsto para "las bases", 
heraos visto es radicalmente distinto y ofrece una gama de posibi- 
lidades respecte de los tipos de normas mucho mâs amplia (108). De 
otra parte, asi como la constitucionalidad de las leyes de armoni 
zaciôn ex ante es cuestionable, nada impide que la regulaciôn de 
las condiciones bâsicas se realice en cualquiera de ambos momen—  
tes.
Como conelusiôn, el articulo 149,1,1 es una manife^ 
taciôn de la garantie de la igualdad que la Constituciôn ha impue^ 
to a todos los poderes pûblicos, conforme a la cual el Estado-apa 
rato se constituye en garante de un minimum de igualdad formai —  
en el tratamiento y regulaciôn de los derechos fundamentales en - 
todo el territorio nacional.
Ahora bien, hemos visto solo una faceta del problè­
me (la primacia de la igualdad sobre el principio de autonomia -
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ex. articulo i; 9,2; 14 y I39,l) la posibilidad de discriminacio­
nes en materia de derechos fundamentales por los poderes pûblicos 
autcxiômicos que el Estado-aparato puede contrôler fijando las con 
diciones bâsicas minimas del ejercicio de esos derechos, pero qué 
ocurre en el supuesto inverse, cuando el legislador estatal vulne 
ra el principio de igualdad en materia territorial ereando una —  
discriminaciôn entre Comunidades Autônomas. Tomemos un supuesto - 
de hecho extraido del Derecho Comparado. En la Sentencia n@ 243 - 
de 19.74, la Corte Constitucional italiana declarô inconstitucio­
nal un D.P.R. que dispcniendo la transferencia a las regiones del 
personal de entes estatales autônomos suprimidos, destinaba sin - 
embargo a todos ellos a la regiôn del Lazio discriminando a otras 
regiones. El Tribunal entendiô que los iura quaesita de los fun- 
cionarios a mantener su residencia en Roma no son un derecho sus­
ceptible de tutela privilegiada y como todo "derecho" secundario 
debia ceder a exigencias mâs justas : en este caso las necesidades 
de ejercicio de competencias mediante funcionarios de las regiones 
(l09). El supuesto me parece muy ilustrativo, y lleva en su propia 
resoluciôn la respuesta : queda ûnicamente a las Comunidades Autô 
nomas ante discriminaciones de los poderes pûblicos centrales en 
materia de igualdad territorial, el recurso ante el Tribunal Con£ 
titucional por la via de la inconstitucionalidad o en su caso, dd. 
conflicto de competencias si se hubiese producido una invasiôn —  
competencial.
Hasta ahora he analizado la filosofia constitucional 
en este punto (art. I39,l), el mecanismo estatal de garantie pre­
visto en el articulo 149,1,1 y la posibilidad de un derecho reac- 
tivo de las Comunidades Autônomas frente a discriminaciones causa 
das por el Estado-aparato (pues conviene no reproducir mentalmen- 
te los esquemas de la tutela del Estado franquiste sobre las Cor-
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poraciones locales como si de menores se tratase), pero no me he 
referido al articulo 138,2, precepto êste que me parece de una - 
mâs dificil comprensiôn.
En efecto, el recurso a los antecedentes hiÆôrico - 
legislativos apenas arroja luz sobre el precepto, porque las enmien 
das que recibe o son incidentales (enmienda 1.114 del Sr. Bajo —  
Fanlo en el Senado proponiendo la sustituciôn del adjetivo autonô 
mico, "Comunidad Autônoma", por "nacional", que no se aprueba) o 
no poseen especial relevancia (enmienda nS 247 del Sr. Garcia - 
Mateo, Senado, proponiendo afladir "ni desigualdad de rango poli­
tico", no se aprueba). Asi es muy corto el tiempo de su discusiôn 
parlamentaria, significativamente, desaparece del texto del Infor 
me de la Ponencia en el Dictâmen de la Comisiôn una referenda a 
sus distintos grados de autonomia ( se refiere a las Comunidades 
Autônomas) lo que parece dar a entender que esta prohibiciôn ne­
gative de privilégies o discriminaciones entre Comunidades Autô­
nomas no prejuzga la posibilidad de que alcancen distintos grados 
de autonomia o techos .competenciales, lo que parece lôgico con—  
forme al juego del principio de voluntariedad, pero que quizâs r- 
(paradôjicamente) fuera una de las razones de ser del precepto en 
el Informe de la Ponencia. Por otra parte, desaparece en el mismo 
moment o una referenda a "las diferencias entre el estatuto admi­
nistrative, juridico y politico de las Comunidades Autôncsraas", —  
que es sustituida por "las diferencias entre los Estatutos de las 
distintas Comunidades Autônomas", lo que parece dar a entender - 
que la prohibiciôn de este concrete precepto se reduce a discrimi 
naciones por via estatutaria.
A mi juicio, el articulo 138,2 se limita a reprodu­
cir el principio general del 139,1 para aquellos supuestos en que 
las desigualdades discriminatorias en el ejercicio de los derechos
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se realicen por la via de la consagraciôn de privilégies a nivel 
estatutario, pero nada aRade, por tanto (ninguna garantla de tu­
tela, ni via especial de protecciôn) al articulo 139,1, que se - 
limita a reproducir parcialmente. Ademâs su colocaciôn sistemâti 
ca es muy defectuosa : su situaciôn después del articulo 13 8,i - 
en el que se establece el principio de solidaridad, puede hacer 
parecer que el articulo 1 3 8 ,2 séria una manifestaciôn negativa —  
de este principio. Y asi parecen confundirlo alguna intervenciôn 
recogida en el Diario de Sesiones; pero nada mâs aiejado de la —  
lôgica jurldica. Ni la solidaridad, ni su efecto mâs inmediato, - 
la cooperaciôn, son valores que se vean vulnerados por las discri 
minaciones estatutarias antes que el valor de igualdad, que es el 
que en su caso vendrla directamente conculcado.
ko obstante, esta confusiôn que lleva a considérer 
la prohibiciôn de privilégies como una manifestaciôn no del princi 
pio de igualdad (como parece jurldicamente lôgico), sino de la —  
solidaridad puede tener una explicaciôn derivada de un trasplante 
mecanicista del Derecho Comparado. Sabido es que una buena parte 
de la doctrina entiende que nada impedinâ que nuestro Tribunal —  
Constitucional construyera una doctrina anâloga a la de la Bundes- 
true o lealtad federal en tomo a los principios en que la Carta 
Constitucional se manifiesta la solidaridad. Mada impide esta po­
sibilidad, que antes bien creo resuelta conveniente, ahora bien - 
el hecho de que la Bundestrue haya sido utilizada para prohibir - 
actividades discriminatorias del Bund o de los Lânder en materia 
de subvenciones o canales de T.V. (B.V.G. 13,205,243), no supone 
que las discriminaciones a nivel estatutario, deban derivarse en 
nuestro Qrdenamiento positivo del valor solidaridad, sino de la 
igualdad tal y como se interpréta en los articulos 14 y 9ÿi2. No 
obstante, como veremos, la desigualdad de hecho es el sustrato -
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material de la solidaridad, por lo que la distinciôn no es tan —  
nitida.
Concluyo, pues, que el articulo 138,2 a lo largo —  
del trabajo parlamentario es primero pensado como una garantie - 
frente a los distintos niveles de autonomia y luego como manifes- 
taciôn negativa del principio de solidaridad, siendo en la reali- 
dad una especificaciôn del principio de igualdad territorial (ex. 
articulo 139,1) para discriminaciones consagradas en los Estatu—  
tos, Pero que no aflade al resto de la construcciôn constitucional. 
Habrâ que esperar a ver el juego que el Tribunal Constitucional - 
extrae de este precepto.
Ademâs de la Sentencia del Tribunal Constitucional- 
aludida de l6 de noviembre de 1.98t conviene que haga referenda 
a otras dos importantes sentencias que aplican el principio de - 
igualdad en materia autonômica. En la Sentencia de 22 de diciem- 
bre de l.98i n9 222/i.98i ("Bibliotecas catalanes") se plantea - 
la legitimidad de una norma de la Generalidad de CataluRa que ré­
gula la formaciôn y titulaciôn del personal bibliotecario de las 
Bibliotecas de CataluRa que no sean de titularidad estatal. ;En
concrete, se exige el diploma de la Escola de Bibliologla de --
CataluRa, ôrgano especializado creado por la Mancomunidad de —  
Prat de la Riba. El Alto Tribunal relaciona esta exigencia con el 
principio de igualdad en el acceso a la funciôn pûblica (articulos 
23,2; 149,1,l8) y con la competencia estatal para la regulaciôn - 
de las condiciones bâsicas de obtenciôn y expediciôn de titulos - 
(art. 1 4 9,1,3 0), que como antes he apuntado, no es sino una conse 
cuencia lôgica del importantlsimo articulo 149,1,1. Pues bien, el 
Tribunal entiende inconstitucional la regulaciôn catalana, en una 
decisiôn a mi juicio excesivamente garantista y desafortunada. —  
Asi lo cree tambiên un voto particular formulado a la Sentencia -
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por los Magistrados Sefiores Diez de Velasco y Diez Picazo, que —  
admiten que la palabra "titulaciôn" empleada por la Generalidad - 
no es feliz, pero que en realidad no se créa ningun titulo, pues 
la escuela citada y el Diploma existen desde i.9i5 y no existe —  
otro centro anâlogo en el Estado de formaciôn bibliogrâfica. Por 
lo tanto, dado el derecho de la Generalidad a organizar sus biblio 
tecas de competencia exclusiva como desee y dado que ni se créa - 
un titulo ex novo, ni se discriminan otros Centros especiales ine- 
xistentes, entienden estos dos magistrados que no existe ninguna 
desigualdad desprovista de justificaciôn razonable y que la norma 
catalana résulta constitucional, A mi entender esta argumentaciôn 
ûltima résulta mucho mâs realista. Pero el curioso supuestoihecho 
viene a poner de manifiestû la dificil interpretaciôn de ese con­
cepto juridico indeterminado que es lia "justificaciôn objetiva - 
y razonable" del tratamiento diferenciado como parâmetro de dis—  
criminaciôn.
Asi lo cree tambiên en un anâlisis monogrâfico de la 
jurisprudencia de la Corte Costituzionale en materia de igual—  
dad, Augusto Cerri (llO). La relatividad de los conceptos de ra—  
cionalidad y equidad es évidente. Para Cerri, el principio de —  
igualdad significa : "la prohibiciôn de distinguir conforme a ca­
tegories subjetivas, es decir, en razôn ûnicamente del sujeto --
(individuo o grupo social) y la exigencia por tanto, de recondu—  
cir las distinciones operadas a criterios objetivos (los cuales,- 
sin embargo, pueden siempre repercutirse sobre los sujetos) y a 
reglas universales, conforme a la exigencia de discipliner igual- 
mente situaciones anâlogas y diversamente situaciones diverses" 
(1 1 1), El gran probleraa en este punto es perfilar una construcciôn 
doctrinal que permita ir caracterizando cuando una justificaciôn 
no es objetiva ni razonable conforme a criterios générales. Cerri
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apunta el recurso a la ausencia o presencia de la analogie: compro 
bar si los supuestos de hecho y la razôn de decidir son iguales -= 
y viceversa; o el exâmen de los fines para contrôler el exceso de 
poder (1 1 2), Pero sonccriterios diflciles y el margen de relativà^ 
dad sigue siendo muy amplio en parte por la misma subjetividad del 
conocimiento juridico ( y a fortiori en el judicial) y en parte - 
porque como afirma Cerri "seria ingenuo negar una politicidad —  
incluso a la Corte" (1 1 3). Pero no voy a entrer en la cuestiôn de 
la contribuciôn del Tribunal Constitucional al indirizzo politico 
del Gobiemo, aunque entre nosotros Lucas Verdû ya ha aludido a - 
la naturaleza jurldico-polltica de este ôrgano constitucional, —  
por exceder con mucho del objeto de este estudio (1 1 4).
Algunas consideraciones anâlogas podriamos extraer 
de los casos de la Frecuencia Modulada catalana y vasca (Senten—  
cias 2 6 /1 9 8 2 de 24 de mayo y 44/1982 de 8 de julio) pero en las - 
que carece de interés insistir aqui. No obstante, quiero destacar 
la doctrina que el Tribunal Constitucional sienta en el fundamen- 
to juridico 69 de su Sentencia de 24 de mayo, en la que explica - 
que el ejercicio de las competencias autonômicas estâ sometido a 
unos condicionamientos exigidos por el principio de igualdad y —  
articulados en unas condiciones bâsicas reguladas por el Estado.- 
En este supuesto derivadas de las exigencias del cumplimiento de 
tratados internacionales en materia de radiodifusiôn, de la utili 
zaciôn de un bien de dominio pûblico de uso limitado y de los De­
rechos de otras Comunidades Autônomas al empleo de este medio --
privilegiado de comunicaciôn social.
Finalmente, cabe preguntarse si el principio de - 
igualdad en materia territorial supone la necesidad de homogenei 
zar los techos competenciales. A esta decisive cuestiôn adelanto 
mi respuesta negativa. Pero estudiaré este punto mâs adelante al
- 372 -
relacionar la incidencia de generalizaciôn y homogeneizaciôn en 
la configuraciôn de la nueva forma territorial de Estado.
2.1.3.- El principio de unidad del Orden econômico 
nacional.-
Esta es una cuestiôn de muy importante relevancia - 
que ya ha dado lugar a uno no menos importante bibliografia (des­
tac aré el importante estudio de Derecho Comparado, c<xx un capitu- 
lo dedicado a la cuestiôn en la Constituciôn espaRola, sobre la - 
distribuciôn de las competencias econômicas del equipo del profe- 
sor Garcia de Enterria) y que excede con mucho del objeto de esta 
Tesis, para la cual basta con demostrar el interés del constitu—  
yente en asegurar la unidad econômico nacional como manifest aciôn 
de la unicidad estatal, El estudio de las têcnicas concretas em—  
pleadas para ello debe ser objeto de otros trabajos (il5).
En la importante Sentencia del Tribunal Constitucio 
nal i/i982 de 28 de enero, en un conflicto de competencias entre 
el Gobiemo nacional y el Gobiemo vasco sobre la titularidad de 
la competencia para regular determinados coeficientes de las Ca—  
jas de Ahorro, el Alto Tribunal construye en base al articulo 2 - 
de la Constituciôn este principio de unidad econômica nacional, y 
en base a él y al articulo 149,1,11 (bases de la ordenaciôn del - 
crédite y banca como competencia exclusiva estatal) otorga la corn 
petencia al Estado. El Alto Tribunal explica que la Constituciôn 
espaRola de 1.978 a diferencia de las Constituciones libérales —  
del siglo XIX y a semejanza de las europeas de la actualidad dedi 
ca vârios preceptos a la Constituciôn econômic a o "marco de funcio 
namiento de la actividad econômica". Entre los preceptos constitu 
cionales que organizan ese marco, el Tribunal Constitucional des-
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taca la existencia de un orden econômico y social justo "garantiza 
do" por el preâmbulo ( y cabria aîladir que por el articulo 1 ,1 ; 
Estado social y democratico de Derecho) y el articulo 2 "que esta 
blece un principio de unidad que se proyecta en la esfera econô—  
mica, por medio de diverses preceptos constitucionales, taies co­
mo el 1 2 8, entendido en su totalidad; el 131,I; el 139,2 y el —  
138,2", Por otra parte, prosigue el Tribunal, la consecuciôn de - 
una serie de objetivos de carâcter econômico fijados en la Const^ 
tuciôn : articulo 40,1 (progreso,distribuciôn equitativa de la - 
renta nacional), 130 ,1 (desarrollo especial de sectores producti­
ves subdesarrollados, como artesanla,agriculture,pesca...) o 138,1  
(solidaridad) "exige la adopciôn de medidas de politica econômica 
aplicables con carâcter general a todo el territorio nacional". - 
E insiste : "esta exigencia de que el orden econômico nacional sea 
uno en todo el âmbito del Estado es mâs imperiosa en aquellos co­
mo el nuestro, que tiene una estructura unitaria no uniforme sino 
plural o compuesta desde el punto de vista de su organizaciôn te­
rritorial". El Tribunal viene, pues, a admitir que estamos ante - 
una estructura estatal unitaria, tal y como vengo sosteniendo en 
toda esta tesis, pero no uniforme, sino plural. Partiendo de esta 
pluralidad de un Estado complejo como el nuestro "la unidad del - 
orden econômico nacional es un presupuesto necesario para que el 
reparto de competencias entre el Estado y las distintas Comunida­
des Autônomas en materia econômica, no conduzca a resultados dis- 
funcionales y desintegradores". Desde este punto de vista, el Tri 
bunal explica algunos elementos centripetos del reparto de compe­
tencias como son los articulos 149,1 y 149,1,11. Consecuentemente 
con este principio de unidad econômica y con la consideraciôn ma­
terial de bases antes explicada (dada la competencia estatal sobre 
bases del crédito y de la banca) el Tribunal Constitucional entien 
de que la fijaciôn de las bases puede exigir cuantificar unas me-
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didas econômicas : verbi gratia, unos coeficientes de Caja que —  
aseguren una politica monetaria unitaria.
La Sentencia me parece decisive y al hilo de ella - 
quiero realizar algunas reflexiones :
- A mi juicio, la Constituciôn espaRola constitucio 
naliza el modo de producciôn capitaliste en cuanto establece unos 
limites infranqueables inherentes a este sistema : propiedad.pri- 
vada, her enci a, iniciativa privada, economia de mere ado, etc. La.. 
Constituciôn^'es por tanto "neutral" en materia econômica, como —  
jamâs lo es ningun texto juridico, pues como afirma Rescigno, sé­
ria" ingenuo" pensar lo contrario y es precisamente éste el punto 
esencial de la Constituciôn econômica espaRola (il6).
- No obstante, dentro de este modo de producciôn .—  
capitaliste caben distintas leçturas de la norma supreme tendantes 
a potenciar una articulaciôn constitucional congruente claramente 
liberal y neocapitalista (art. 33, 38 , etc.) o bien otra articu­
laciôn igualitaria y socialdemôcrata ( 9,2; 128,i y2 ; 129,2 etc) 
tal y como han descrito Garcia Pelayo y Lucas Verdû entre otros - 
(117).
- Al margen de la lecture politica del texto consti 
tuyente que se haga, la Constituciôn régula diverses elementos —  
centripetos o unitaristas que garantizan la unidad econômica na—  
cional ante el fenômeno de la separaciôn territorial del poder - 
que las clâusulas de distribuciôn de competencias consagran, Queda, 
por tanto, garantizado al Gobiemo de la Naciôn la posibilidad de 
mantener una politica econômica (monetaria, fiscal...) unitaria en 
todo el territorio estatal y la experiencia federal evidencia como 
la actividad econômica es una de los mayores elementos centripe—  
tos de toda estructura estatal.
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- Por tanto, la actividad autonômica en materia eco 
nômica estâ sometida a unos limites genéricos, superpuestos a los 
especificos de cada competencia, que garantizan la viabilidad de 
esa politica econômica estatal unitaria. Entre estos y tal como
h an sido de s tac ados por Murloz Machado : el ci t ado articulo 149,1,1^’ 
el dominio sobre el comercio interest at al y el régimen aduanero y 
arancelario (14 9,1,1 0) ; moneda, cambio y base de banca y crédi­
to (i49,1,1l) ; planificaciôn general de la economia (i3l y 149, 
1,1 3); transportes e infraestructura esconômica general (149,1 - 
nûmeros 20,21,22 y 24). Ademâs quedan prâcticamente extraidos de 
la intervenciôn autonômica sectores tan importantes como la régula 
ciôn laboral ( 149,1,7); cuestiôn agravada por la interpretaciôn 
centrlpeta que el Tribunal Constitucional ha venido dando a sus - 
Sentencias en.esta materia, o el energético (149,1,25) o la pesca 
maritima (art. 149.1.19) (ll8).
- Pero la existencia de una politica econômica uni­
taria que salvaguarde la vigencia del principio de igualdad en to 
do el territorio nacional y de unos importantes limites genéricos 
a la actividad econômica de las Comunidades Autônomas, no puede - 
negar, a mi juicio, el derecho a que desde ellas se sustante una 
politica econômica propia, pues como el propio Tribunal Constitu­
cional ha dicho, estamos ante una estructura estatal unitaria, pe 
ro no uniforme y porque lo contrario supondrla negar la propia - 
esencia de la autonomia politica.
- iCômo puede encontrar la politica econômica de —  
las Comunidades Autônomas una linea intermedia y autônoma entre - 
las limitaciones impuestas por la unidad econômica nacional y el 
derecho a diverger, en algunos extremos, de la misma?. Es una —  
cuestiôn espinosa, que debe solucionarse mediante las têcnicas —  
de las competencias compartidas (bases-desarrollo) y que no es —
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susceptible de definiciones aprioristicas, sino de criterios de - 
deslinde ante conflictos de competencias a resolver por el Alto - 
Tribunal,
- Por tanto, el principio de unidad econômica de la 
naciôn como mereado es importante, pero debe ser interpretado en 
relaciôn con el principio de autonomia, que aqui se singuraliza - 
en el derecho de las Comunidades Autônomas a sustentar una politi 
ca econômica propia dentro del marco regulado por la Constituciôn 
y determinado por la politica econômica nacional. Para poder ser 
mâs explicites se requiere una mayor experiencia de conflictos —  
en la cuestiôn (la que darâ el tiempo) y un mayor nûmero de Sen—  
tencias del Tribunal Constitucional, Por otra parte, conviene - 
recorder que el sistema de planificaciôn econômica previsto por - 
la Constituciôn espaRola prevee no solo la planificaciôn regional 
menor (diriamos que en cifculos concéntricos ), sino tambiên la —  
participaciôn autonômica en la elaboraciôn de la planificaciôn 
tatal, suministrando previsiones al Gobiemo junto con otros gru- 
pos intermedios. Este punto, junto con el de la constituciôn del 
Consejo Econômico Social que la Constituciôn prevee (art. 131,2), 
remitiendo a la regulaciôn de sus funciones a la ley, requiere a 
mi juicio de un pronto desarrollo legislativo y de intervenciones 
del Gobiemo para su actuaciôn en cuanto es la pieza central del- 
diseflo de una planificaciôn democrâtica, Carece de sentido consi­
dérer a las Comunidades Autônomas como entes intermedios de plani 
fie aciôn, y negar les consecuentemente la cre aciôn de un gran apa—  
rato burocrâtico, si luego no se les perraite contribuir a la pla­
nificaciôn estatal y desarrollar su programaciôn propia dentro —  
de aquélla. Si el tema,ahora,no parece de una imperiosa necesidad 
lo serâ dentro de algûn tiempo y conviene aprovechar los errores 
en este punto de la experiencia italiana, para no reproducirlos, 
como intuyo se estâ haciendo.
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Queda finalmente en este epigrafe una importante ma 
nifestaciôn del principio de unidad econômica que comentar. Me —  
refiero a la libertad de circulaciôn y establecimiento de perso—  
nas y bienes que la Constituciôn reconoce en su articulo 139,2, - 
donde afirma : "ninguna autoridad podrâ adoptar» medidas que direc 
ta o indirectamente obstaculicen la libertad de circulaciôn y es­
tablecimiento de las personas y la libre circulaciôn de bienes en 
todo el territorio espanol".
El articulo viene a ser una especificaciôn de la - 
igualdad sustancial y prohibiciôn de discriminaciôn consagrada —  
en el fundamental articulo 14 y del derecho de los espaholes a —  
elegir libre mente su residencia y a circular por todo el territo­
rio nacional, reconocido en el articulo 19 (l19). Por tanto, hay 
que entender que todas las personas (espafloles o extranjeros, pues 
el 139,2 a diferencia del i9, no distingue) que vean vulnerado su 
derecho âl lus comuAicationis por intervenciones de los poderes - 
pûblicos, podrân gozar de la tutela de las libertades y derechos 
reconocida en el articulo 53,2, es decir: un procedimiento prefe­
ront e y sumario ante los Tribunales ordinarios y, en su caso, el 
recurso de amparo.
Una exégesis del precepto nos lleva a hacer las si­
guientes matizaciones :
- "Ninguna autoridad" : parece ser, pues, que basta 
la intervenciôn de cualquier poder pûblico ( por supuesto la poli^  
cia, pero tambiên el legislativo, pues no se distingue) estatal - 
o autonômico como causante de la vuIneraciôn de este derecho de 
la persona.
-<iQuê debe entender se por "medidas que direc ta o —  
indirectamente" obstaculicen este derecho? En primer lugar esta—
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mos ante un concepto de obstâculo, especificaciôn del recogido en 
el articulo 9,2 en relaciôn con el 14 (discriminaciôn), es decir, 
no basta la mera diferenciaciôn de tratamiento, pues por razones 
de poliela,por ejemplo, se pueden someter a especiales contrôles 
de carrêtera la circulaciôn en algunas zonas del territorio del - 
Estado, sino que es menester que esa diferenciaciôn carezca de —  
una "justificaciôn objetiva y razonable", de acuerdo con la ana- 
logia (relaciôn supuesto de hecho-medida adoptada) y la finalidad 
perseguida. El Tribunal Constitucional se planteô la cuestiôn en 
su Sentencia de 16 de noviembre de 1.98l; en un recurso de incons 
titucionalidad sobre "centres de contrataciôn de cargas en trans­
porte terrestre de mercancias". El Gobiemo Vasco habla impuesto 
determinadas oblig acione s a las agendas de transporte, cuya —  
constitucionalidad, por impedir la libertad de circulaciôn de - 
bienes, el Tribunal se plantea. El Alto Tribunal afirma que cual­
quier normative local, establecida por un ente de esa naturaleza 
en el âmbito de su competencia (municipio, provincia o Comunidad- 
Autônoma), respecto del transporte o carga "puede incidir sobre 
la circulaciôn de personas y bienes,pero no toda incidencia es —
necesarlamente un obstâculo" (Fundamento juridico 29), si'^an --
sôlo " cuando intencionalmente persigue la finalidad de obstacu—  
lizar la circulaciôn" o "cuando las consecuencias objetivas de la 
medida impliquen el surgimiento de obstâculos que no guarden rela­
ciôn con el fin constitucionalmente llcito que aquéllas persiguen". 
Parece ser, que una normativa local sobre esta materia serâ consti 
tutiva de obstâculo cuando la medida adoptada pose esa manifiesta 
intencionalidad. El Tribunal introduce un elemento subjetivo del 
tipo : el ânimo de obstaculizar, bien en un segundo momento lô—  
gico, cuando pese a la inexistencia de ese ânimo en la medida, el 
resultado logrado por la normativa sea desproporcionado con el fin 
perseguido y constitucionalmente llcito. Animo de obstaculizar y
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proporcionalidad entre la medida adoptada y el fin llcito perse­
guido son, pues, los dos parâmetros para medir cuândo una dife—  
renciaciân normativa autonômica constituye un obstâculo,
- Explicado quien puede ser el autor de la discri­
minaciôn y qué diferenciaciones son discriminatorias, conviene - 
resaltar cuales son los contenidos de este derecho "d ’aller et - 
de venir", como clâsica libertad revolucionarla : la facultad de 
desplazamiento dentro del territorio espaflol en el tiempo y for­
ma que cada ciudadano estime oportuno y el derecho a determinar 
el lugar donde se desea establecer la residencia con carâcter —  
transitorio o con ânimo constitutivo de comicilio, es decir, de 
permanencia o incluso de establecimiento comercial. Los sujetos 
son las personas (nacionales o extranjero) y los bienes, muy —  
especialmente bienes objeto de comercio o mercancias, Ahora bien 
deslindando este derecho de libre circulaciôn y establecimiento 
del de salida del territorio nacional, hay que admitir que no —  
estamos ante un derecho absoluto carente de limitaciones. Es es­
te un precepto que debe interpretarse armônicamente con otros - 
bienes constitucionales protegidos, Bâsicamente estas limitacio- 
nes pueden venir por las diferenciaciones exigidas por las distin 
tas normativas locales constitucionalmente légitimas o por el de­
recho de propiedad pûblica o privada o por las propias normas de 
urbanismo, como résulta évidente, Mâs complejas son las limita—  
ciones impuestas al ejercicio de este derecho por razones de po- 
licia. El Tribunal Constitucional austriaco, por ejemplo, (Senten 
cia de l8 de marzo de 1,9 8 0) ha admitido la constitucionalidad de 
la prohibiciôn de residencia a extranjeros que pongan en peligro 
la seguridad pûblica o carezcan de permises de residencia, pasa- 
porte o de trabajo, fund ament ândo1a en el derecho del legislador 
a preservar la seguridad nacional y el orden pûblico. Entendien-
— 300 —
do que.es suficiente garantie para los extranjeros frente a deci- 
siones policiales denegatorias, el recurso a los tribunales ordi­
narios o al propio Tribunal Constitucional que pueden actuar como 
garantes de la concordancia del acto administrativo con la ley —  
que le sirve de cobertura jurldica, Tal y como el articulo 8, nû­
mero 2, del Convenio de Roma de 1 ,9 5 0 para la protecciôn de los - 
Derechos fundamentales faculta.
Tomando un caso mâs prôximo, esta liber tad de cir—  
culaciôn y residencia en todo el territorio nacional puede verse 
limit ada o obstaculizado para determinadas zonas, en. los supuestos 
previstos por la Ley Orgânica reguladora de los estados de alarma, 
sitio y excepciôn en desarrollo del articulo 55,1 de la Constitu­
ciôn espaRola causadas por razôn de policia y no por intervencio­
nes autonômicas. Y no entraré en ellas ahora.
Mâs importante me parece destacar que en la misma - 
sentencia antes citada (Sentencia de 16 de noviembre de i.98i) el 
Tribunal Constitucional ha matizado la significaciôn del territo­
rio como limite a la actividad autonômica afirmando que "la uni—  
dad politica,jurldica, econômica y social de EspaRa, impide su —  
divisiôn en compartimientos estancos y, en consecuencia, la priva 
ciôn a las Comunidades Autônomas de la posibilidad de actuar cuando 
sus actos pudieran originar consecuencias mâs allâ de sus limites 
territoriales, equivaldrla necesariamente a privarlas pura y sim- 
plemente de toda capacidad de actuaciôn" (Fundamento juridico i9). 
Consecuentemente,con la doctrina explicada, no toda intervenciôn 
de los poderes pûblicos autonômicos que cause efectos mâs allâ —  
del territorio de la Comunidad es inconstitucional, sino que ca—  
ben intervenciones autonômicas constitucionalmente légitimas y no 
constitutivas de obstâculos, que produzcan efectos juridicos fue­
ra de ese territorio. Se entiende que los limites a las potestades
— 38i —
normativas autonômicas establecidos por la Constituciôn y la in—  
tervenciôn del Estado-aparato (significativamente en los supuestos 
del articulo 149,1,1) son una suficiente garantie de la unidad —  
del territorio como âmbito espacial del Qrdenamiento juridico.
2.2.- La autonomia como derecho de las nacionalidades - 
y regiones.-
2.2,1.- 6 Garantla institucional o derecho pûbli­
co subjetivo ?
Conforme al mandate del art. i37 el Estado se or­
ganize terri tori aiment e en municipios, provincias y las Contunida—  
des Autônomas que se constituyan. De todas estas entidades se pre- 
dica la autonomia para la gestiôn de sus respectives intereses. - 
He dicho al referir me al principio de unidad, que unidad y princi 
pio de autonomia son dos conceptos inseparables, unidos en una 16 
gica estructura, y que deben explicarse conjuntamente como ha he­
cho el Tribunal Constitucional en su importante sentencia de 2 de 
febrero de i.98i. Y no puede ser de otra manera, pues la autono—  
mia es un poder limitado que encuentra sus confines dentro de la 
unidad, pero a su vez la unidad politica, jurldica y social del 
Estado sôlo puede entenderse como una unidad plural, articulada - 
de forma compleja, acorde con la consagraciôn del pluralisme como 
valor y aiejada de la uniformidad, pues las justas exigencias de 
igualdad de tratamiento de los ciudadanos y.los grupos ante el - 
Ordenamiento, no pueden confundirse con la unifôrmidad.
Tambiên he matizado como a lo largo de distintas —  
sentencias, a excepciôn de la restrictiva STC sobre la llamada ley 
antiterror1sta en materia de legitimaciôn para el recurso de —
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inconstitucionalidad por las Comunidades Autônomas, el Alto Tribu 
nal parece descubrir (iniciando una linea escrupulosamente demo—  
cr&tica y alejada de las centralistas y desfasadas teorlas del - 
interés nacional) que la referencia constitucional a "sus respec- 
tivos intereses" del art, 137 no puede entenderse como una cl&usu 
la restrictiva de competencia de los poderes locales, abocados en 
tonces a alejarse (paradôjicamente de forma particularista e inso 
lidaria) de los problemas générales, sino como un criterio orien- 
tativo de la opciôn politica del legislador ordinario que es el - 
tSnico que puede concretar esa falsa distinciôn entre el interés - 
general y el interés local ; pues como ya argumenté Llorens los - 
primeros son slntesis de los segundos, y los segundos, momento - 
integrador de aquellos (120), Estamos, como el propio Tribunal - 
afirma, ante un criterio de "lege data" para el reparto de compe 
tencias y es precisamente a esta articulaciôn técnico jurldica - 
competencial a la que los tribunales deben acudir, evitando en—  
trar en la interpretaciôn politica de esos intereses que debe, - 
por su misma naturaleza, estarles vedada.
Por tanto, "autonomia" estâ en conexiôn estructural 
con "unidad" y es un poder limitado y un concepto juridico inde—  
terminado que sôlo el legislador puede concretar; la funciôn de - 
los tribunales se debe limitar a fijar los limites constituciona­
les dentro de los cuales puede actuar la opciôn plural del legis­
lador y a interpretar sus preceptos. Pues bien, partiendo de esta 
concepciôn, hay que admitir, siguiendo al T.C. que: "las Comuni—  
dades Autônomas gozan de una autonomia cualitativamente superior- 
a la administrativa que corresponde a los entes locales, ya que se 
afladen pote stade s legislatives y gubernament aie s que la configu—  
ran como autonomia de naturaleza politica" (S.T.C. de 14 de julio 
de 1.9 8 1, fundamento juridico 3® ).
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En efecto, la atribuciôn de potestades normativas a 
las Comunidades Autônomas es un elemento de diferenciaciôn sust^ 
cial respecto de municipios y provincias, lo que contribuye a con 
figurarias como ente intermedios de naturaleza politica. Estamos, 
ante una autonomia politica cualitativamente distinta de la de —  
municipios y provincias, pero existe ademâs otra diferencia mâs - 
profunda : el art. 2 atribuye a nacionalidades y regiones un ^ —  
recho a la autonomia, esencialmente distinto, como tal derecho, - 
de las expectatives de autonomia dentro de la organizaciôn estatal 
que el art, i37 consagra para municipios y provincias.
Precisamente por êsto he explicado el principio de 
autonomia en relaciôn con el principio de unidad del Ordenamien­
to juridico, reservando el estudio especifico del derecho a la - 
autonomia de nacionalidades y regiones para este punto, Ahora bien 
i cômo debe calificarse este derecho a la autonomia que el art,2 
atribuye a esos entes llamados nacicmalidades y regiones? , ôse - 
trat a de una garantla constitucional o estamos ante un verdadero 
derecho pûblico subjetivo?, (,de ser cierta esta segunda hipôtesis, 
cuâles serian sus sujetos y cûal su contenido ?
En una reciente monografia, Luciano Parejo, ha inten 
tado entre nosotros dar a la catégorie de garantie institucional 
un lugar mâs nitido en la moderne Teoria de la Constitu ciôn, Par­
tiendo de la obra clâsica de Cari Schmitt de 1.931^y del reciente 
trabajo de E, Schmidt Jortzig, Parejo describe asi los elementos 
de una garantla instituciona :
a) la existencia de una instituciôn reconocida por 
la Constituciôn como presupuesto;
b) la atribuciôn constitucional a esa instituciôn de 
unas funciones que el legislador ordinario no puede suprimir;
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c) la garantie de un contenido esencial mlnino de - 
esa instituciôn frente a ulteriores intervenciones de desarrollo 
por el legislador ordinario, pero también frente a los particu—  
lares.
Consecuentemente, todo at ague contra la esencia de 
la instituciôn es un atague contra la Constituciôn misma, estâmes, 
por tanto, ante un parâmetro ex post para la revisiôn de la legi^ 
laciôn ordinaria por inconstitucionalidad. Una vez perfilada esta 
catégorie. Parejo la aplica a la autonomie local configurando una 
garantia institucional de las autonomies territoriales en tomo 
a los articules 2; 137; 140 y 141 (l2l).
Con posterioridad a la apariciôn de la obra de Pare 
jo, el Tribunal Constitucional se plantea esta cuestiôn en su —  
sentencia de 28 de julio de i.98i (recurso de inconstitucionali—  
dad n9 40/i98i) sobre Diputaciones Catalanes. El Alto Tribunal —  
entiende gue, por definiciôn, la garantia institucional no asegu- 
ra un contenido concrete o un âmbito competencial determinado y - 
fijado de una vez por todas, sine la preservaciôn de una institu­
ciôn en términes recognoscibles, "para la imagen gue de la misma 
tiene la conciencia social en cada tiempo y lugar". Dicha garantia 
es desconocida euando se la limita de tal modo gue se la priva —  
prâcticamente de sus posibilidades de existencia real como insti­
tuciôn para convertirla en un simple nombre. Y mâs adelante : "los 
articulos 137 y 141 de nuestra Constituciôn contienen una ineguivo 
ca garantia de la autonomia provincial pues la provincia no es s6 
lo circunscripciôn electoral (art. 68,2 y 69,2), entidad titular 
de la iniciativa para la constituciôn de Comunidades Autônomas —  
(art, 143,1) o divisiôn territorial para el cumplimiento de las - 
actividades del Est ado (art. 141, l) sino también y çiuy precis amen 
te entidad local para la gestiôn de sus intereses (art.137) " (l22)
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No parecen existir obstâculos teôricos a que esta - 
garantia institucional que el T.c. construye respecte de la auto­
nomia provincial ( pues esa era la cuestiôn a dilucidar en la sen 
tencia), pueda extenderse a las otras autonomias territoriales —  
(mnnicipios y Comunidades Autônomas) con idéntica técnica y fina­
lidad, como hemos visto hace Parejo.
No obstante, conviene volver al tenor literal del - 
art. 2 donde se habla del derecho a la autonomia de las nacionali 
dades y regiones y no de un mere contenido esencial de una insti­
tuciôn que resuite garantizado, pues a diferencia de municipios y 
provincias, las Comunidades Autônomas, poseen una distribuciôn de 
competencies (pendiente su asunciôn estatutaria) constitucional—  
mente garantizada y machos de los aspectos de su regulaciôn (ins- 
tituciones de autogobiemo, contrôles, etc.) no se dejan a la ul­
terior concreciôn del legislador ordinario, sino que son ordena—  
dos a nivel constitucional; con lo cual la estructura de la norma 
constitucional en este punto parece ser distinta de la estructura 
de la garantie institucional; un contenido normativo minimo (la -
prohibiciôn al legislador de vulnerar la esencia de la institu--
ciôn) y otro permisivo mâximo (los contenidos de esa instituciôn 
cuya regulaciôn se deja al "legislador de los dies laborables") - 
atribuyendo diversos rango jerârquico a ambos contenidos. No es - 
este el supuesto que aqul se contempla, pues igual jerarquia nor­
mative posee la garantia del autogobiemo comunitario que verbi - 
gratia las competencies autonômicas en materia de promociôn del - 
déporté. Por otra parte, cuando el texto constitucional emplea la 
expresiôn derecho hay que entender que no realize ejercicios re- 
tôricos, pues de acuerdo con la modema Teorla de la Constituciôn 
toda la norma constitucional (del preâmbulo a las disposiciones - 
transitorias) posee valor de ley y sus preceptos se diferencian - 
ûnicamente por su contenido., si bien su aplicaciôn puede quedar
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diferida (las norinas destinadas a la regulaciôn por ley de deternd 
nadas instituciones, por ejemplo, el Consejo de Estado) o su conte 
nido preceptive ser un mero mandate al legislador con contenidos 
impeditivos de legislaciôn en contrario ( verbi gratia las normas 
finalistes o directives).
No cabe pues, a mi juicio, mâs soluciôn que entender 
la autonomia de las nacionalidades y regiones como un verdadero - 
derecho subjetivo frente al Estado, tutelable por los mismo medios 
que los demâs derecho s fundament ales. A esta misma conclusiôn pare 
ce llegar Gumersindo Trujillo (l23).
Un primer obstâculo teôrico cabrla oponer a esta con 
clusiôn : la construcciôn de la teorla de los derechos pûblicos - 
subjetivos como legitimaciôn procesal de los particulares frente 
a intromisiones del Estado en su esfera reserveda a lo largo de - 
toda la dogmâtica alemana del siglo XIX y parte del XX. En este - 
sentido, podrla resultar heterodoxo atribuir un derecho pûblico - 
subjetivo a una persona jurldica o en general a un grupo social - 
como son las nacionalidades y regiones. No es éste el momento en 
que pueda ocuparme de uno de los altos problemas de la Teorla del 
Estado ( pues de él depende en gran parte la postura que se adop­
te ante la personalidad jurldica estatal, segûn el modelo alemân 
o francés, e incluso la misma consideraciôn del objeto de la ju—  
risdicciôn contencioso administrativa) que ha sido objeto de espe 
cial estudio por todos los grandes maestro del Derecho : Gneist , 
Jellinek, Gerber , Savey; Mauriou, Ihering, Windscheid, Kelsen, y 
que entre nosotros ha dado lugar recientemente a una monografia, 
obra pôstuma del profesor Esteban Dake. Pero pese a ser una eues 
tiôn que excede de las posibilidades de este trabajo haré aigu—  
nas reflexiones incidentaies (i24);
- El art. 9,2 de nuestra Constituciôn atribuye la -
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igualdad sustancial (como valor que los derechos fundamentales po 
sitivados vienen a concretar) no s61o a los individuos, sino tam- 
bieA a los grupos. La razôn de ser del precepto es rauy clara y —  
decisiva ; superar el garantismo decimonônico habitual a la con—  
cepciôn liberal-individualista de los derechos fundamentales que 
tiende a considerarlos como una esfera de libertad e intimidad del 
individuo frente al Estado, para constriuir una teorla de los de­
rechos fundamentales mâs propia del Estado social de Derecho in—  
tervencionista. Una teorla donde la escisiôn entre parte dogmâti­
ca y parte orgânica debe considerarse inadmisible, pues todos los 
ôrganos de un Estado deben tener como finalidad de sus actos jurl 
dicos el desarrollo de los derechos fundamentales, y una teorla - 
donde no s61o el individuo puede ser titular de derechos frente - 
al Estado, sino que, de acuerdo con la consagraciôn del pluralis­
me como valor, también los grupos intermedios : sindicatos,parti- 
dos, Comunidades Autônomas, asociaciones de vecinos y de consumi-
dores, etc. Estamos ante lo que Rescigno llama un pluralisme --
institucional que trata de resolver.el conflicto entre el siste- 
ma de las instituciones representativas y la sociedad (el enfren- 
tamiento entre gobemantes y gobemados que preside toda la confi 
guraciôn del derecho subjetivo en la vieja teorla del Estado) no 
mediante la negaciôn del conflicto como el pluralisme social pre­
tend la ("juntos pero separados", dirlamos), sino mediante un mâxi 
mô de integraciôn de todos los grupos sociales en las institucio­
nes y multiples niveles (l25).
- Si la iuspublicista alemana del siglo XIX extrae 
del derecho privado el concepto de "derecho subjetivo" para just 
ficar el derecho del Monarca y de sus herederos al cargo del Rey 
o de determinadas fcunilias a ser miembros de las Câmaras, dada la 
necesidad de considerar la voluntad del monarca no como vcluntad
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individual de su titular flsico .sino como voluntad jurldico esta­
tal, o si posteriormente se va a emplear la idea de "derechos —  
subjetivos pûblicos" en Jellinek para, mediante el subterfugio de 
la coincidencia de intereses pûblicos (los de la ley) y privados 
(reconocidos por el Estado), garantizar las libertades de los ciu 
dadanos frente al soberano estatal mediante un derecho de acciôn 
o de tutela de ese interés por el Ordenamiento (Bachof hablarâ - 
del interés juridicamente protegido), o si se va a utilizer tam­
bién relacionândolo como "pretensiôn de acumulaciôn", con toda la 
construcciôn patrimonialista de la jurisdicciôn contencioso admi­
nistrative alemana, insisto, no parece descabellado que esta —  
misma nebulosa construcciôn del derecho pûblico subjetivo se uti 
lice ahora para garantizar el derecho de determinados entes a la 
tutela de sus contenidos autonômicos por la Justicia Constitucio­
nal y los tribunales ordinaries (i26).
- Razonando sensu contrario y partiendo de la pre—  
sunciôn de que la ley no puede carecer de sentido, o el "derecho 
a la autonomia" es un derecho pûblico subjetivo o la califieaciôn 
de la autonomia como derecho en el art, 2 no es nada mâs que una 
clâusula de estilo, lo que no parece ser acorde con los preceptos 
constitucionales siguientes ; art, 2; 162,1 a y i62,l,b que arti- 
culan diversas acciones ante la Justicia Constitucional, No obs—  
tante, hay que admitir que la sentencia de taies acciones podrâ 
justificarse con otras categorias distintas de la de derecho pû­
blico subjetivo verbi gratia "situaciôn jurldica " o "interés le- 
gitimo".
- Pero incluso esta cuestiôn de la consideraciôn del 
derecho a la autonomia como derecho pûblico subjetivo, que a mi - 
juicio parece acertada, puede resultar irrelevante desde el punto 
de vista prâctico porque lo que no ofrece duda es que :
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a) el derecho a la autonomia posee unos contenidos 
constitucionalraente garantizados que el legislador ordinario no 
puede vulnerar y,
b) que es no sôlo una garantia institucional sino - 
también, y en cualquier caso, un derecho reaccional, pues frente 
a vulneraciones de esta garantia, las Comunidades Autônomas pue—  
den interponer el recurso de inconstitucionalidad, el conflicto - 
de competencies e incluso,y en su caso, como personas juridicas 
el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional (l27).
- Como conclusiôn, o ablertamente calificamos el —  
derecho a la autonomia como un derecho pûblico subjetivo o hemos 
de admitir cuanto menos que es una garantia institucional dotada 
de un derecho reaccional frente a las posibles lesiones causadas 
por la legislaciôn estatal, pues asi lo indiea el derecho positi­
ve (1 6 2,1, a y 16 2 ,1 ,b), Parece por tanto mâs acorde con las. nece- 
sidades reales del Ordenamiento pensar que estamos ante una confi 
guraciôn constitucional de una garantia institucional, en la que 
la consideraciôn de la autonomia como un derecho subjetivo es un 
mécanisme instrumental mâs de tutela .
- Se vendria a corroborar asi que la consideraciôn 
del Ordenamiento constitucional como sistema de valores que el - 
art. 1 ,1 consagra para ser luego enunciados y desarrollados en el 
Titulo I como derechos fundament aies, hace que no pueda otorgeir- 
se a este titulo csurâcter de numerus clausus , No todos los dere­
chos fondamentales de la persona y los grupos estân recogidos en 
el Titulo I, pues la fuerza expansiva de los valores proclamados
en el art. 1 ,1 no se agota en el enunciado constitucional. A --
fortiori cabe decir àc j un derecho que la Constituciôn reconoce - 
como tal en su art, 2, pero que por razôn de su especial relevan- 
cia y de las necesidades prâcticas de su organizaciôn régula al -
- 390 -
margen del titulo I.
2.2,2.- Sujetos del derecho a la autonomia,-
Bsto supuesto ô^uiénes serian los titulares de - 
este derecho pûblico a la autonomia?, el art, 2 habla de "las na­
cionalidades y regiones". Se plantea entonces otro obstâculo, —  
pues nacionalidades y regiones son entes histôricos y sociolôgicos 
carentes de personalidad jurldica, El problema se puede obviar - 
atribuyendo la titularidad del derecho en un primer momento a las 
Diputaciones provinciales y mnnicipios comprendidos en'los terri- 
torios de las nacionalidades y regiones interesadas en accéder a 
la autonomia (art, 143,1 en relaciôn con 143,2), que son las enti 
dades que juridicamente pueden tomar la iniciativa del proceso - 
autonômico; finalizado este proceso con la aprobaciôn estatutaria 
nacionalidades y regiones se constituyen como personas juridicas 
en Comunidades Autônomas, que son los verdaderos titulares juridi 
COS de este derecho a la autonomia.
Cabe preguntarse también iqué son estos entes llama 
dos Comunidades Autônomas ,sujetos del derecho a la autonomia? —  
icûal es su naturaleza jurldica?. La cuestiôn no parece ser polé- 
mica, de forma descriptiva y sin ânimo de définir puedo decir que 
son entes pûblicos territoriales de base corporative, intermedios 
entre el Estado y los entes locales, con carâcter de sujetos cons­
titucionales , potestades normatives y naturaleza politica (1 2 8).
a) Son entes pûblicos porque poseen las caracteristi 
cas de los entes pûblicos en general y em particular porque sus - 
fines coinciden con los que forman el indirizzo politico estatal; 
porque pueden emanar actos juridicos obligatorios para otros suje
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tos (leyes, reglamentos y actos adndnistrativos) y se encuentran 
sometidos a los contrôles del Estado y, finalmente, porque son - 
personas juridicas de Derecho pûblico encuadradas dentro del —  
Ordenamiento general del Estado.
b) Tienen carâcter territorial porque el territorio 
es un elemento constitutivo de las Comunidades Autônomas: confor­
me al art, 143 que contempla determinados terri tor ios que pueden 
constituirse en Comunidades Autônomas (provincias limltrofes .... 
territories insulares ....) ; conforme al art, 137 que "distribu- 
ye" el territorio del Estado en municipios, provincias y Comunida 
des Autônomas y, por ûltimo, conforme al art. 147,2 que exige que 
los Estatutes de Autonomia como norma institucional bâsica de —  
cada Comunidad contengan la delimitaciôn de su territorio. Pero - 
que el territorio se a una elemento constitutivo de la Comunidad no 
debe llevar a la errônea conclusiôn de que ésta tenga un derecho 
de propiedad sobre el mismo, pues no posee ninguno de los elemen- 
tos de esta categoria, ni estamos ante un derecho real y absolute 
(erga omnes). For otra parte, el territorio regional forma parte 
del territorio del Estado y puede funcionar como circunscripciôn 
administrative estatal, por tanto, el territorio autonômico pare 
ce poseer un carâcter mix to o bifronte, pues siendo elemento con£ 
titutivo de la Comunidad Autônoma es a la vez elemento constitute 
vo del Estado, tal y como vimos al explicar la polémica entre —  
Jellinek y Santi Romano sobre los llamados fragmentes de Estado.- 
Fundamentalmente, el territorio es el limite espacial de eficacia 
de las normas autonômicas y del ejercicio del poder. Ho obstante
conviene recordar, que existe la posibilidad de que los a c t o s --
vâlidcimente realizados por las Comunidades Autônomas, puedan pro­
duc ir efectos fuera de su territorio, pues la unidad del Estado no 
supone la divisiôn en compartimentos estancos y particularistas - 
(S,T.C. de i6 de noviembre de i.98i), El limite territorial a la
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autonomia es simplemente un limite relative,complementario de —  
otra serie de limitaciones, Pero ademâs,la Comunidad Autônoma tie 
ne el derecho de impedir cualquier usurpaciôn de su territorio —  
por parte de otras regiones o incluso del propio Estado, pues una 
alteraciôn provincial (ex. art. I4l,l) que modificase los limites 
de una Comunidad Autônoma deberia no sôlo ser aprobada por ley —  
orgânica, sino también ajustarse al procedimiento de reforma esta 
tutaria, dado el carâcter indisponible de los Estatutos, modifiea 
bles tan sôlo por sus procedimientos de reforma, sin embargo, —  
tampoco posee la Comunidad Autônoma un poder de disposiciôn de su 
propio territorio, pues cualquier variaciôn que afecte a los 11—  
mites o competencias provinciales debe ser aprobada por ley orgâ­
nica del Estado (art, 141,1,1, y sentencia sobre Diputaciones — ^ 
Catalanes).
c) Poseen base corporative, porque sus componentes 
estân en una relaciôn orgânica con el territorio en el que resi- 
den y al que contribuyen a dar su fisonomla caracteristica. Tienen 
"ciudadanla autônoma", o mâs rigurosamente la condiciôn politica - 
de vasco o catalân ( pues no se puede hablar técnicamente de ciu- 
dadanla autonômica),los ciudadanos espaholes que tengan vecindad 
administrative en cualquiera de los municipios de la Comunidad —
( por ejemplo art. 6,i, E. Catalân). Y son efectos juridicos --
conexos con esa condiciôn politica : el electorado activo y pasi- 
vo para las elecciones autonômicas, el llamamiento y participaciôn 
en los referendum autonômicos, etc. Finalmente, los ciudadanos son 
el âmbito personal de la eficacia de las normas autonômicas.Conclu 
yendO; si bien puede hablarse de nacionalidades sin territorio pero 
con poblaciôn (piénsese en toda la teorizaciôn de Otto Bauer so—  
bre el pueblo judio) no puede en cambio pensarse en una Comunidad 
Autônoma sin territorio o sin poblaciôn, poseen por ello carâcter
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de corporaciones territoriales, Asi lo entiende también la S.T.C, 
de 14 de julio de l.98i, fundamento juridico 3^ : "las Comunidades 
Autônomas como corporaciones pûblicas de base territorial" (i29)
d) Son entes inter medios, por que como pretendia Am—  
brosini para las regiones, son un nuevo tipo de ente pûblico te—  
rritorial "intermedio" tanto por sus dimensiones como por sus com 
petencias, entre el Estado y los entes pûblicos territoriales —  
tradicionales: municipios y provincias. Pero a diferencia de éstos 
las Comunidades Autônomas no son entes obligatorios sino faculta- 
tivos, pues sôlo deben constituirse en Comunidades Autônomas —  
aquellas nacionalidades y regiones que voluntariamente lo deseen 
(l30), Ahora bien, éste carâcter "intermedio" de las Comunidades 
Autô._omas debe manifester se bâsicamente en el hecho de que const^ 
tuyan la Administraciôn del Estado-aparato en el territorio auto­
nômico, y en que a su vez las Comunidades Autônomas como entes —  
entes intermedios p lani fie adore s, no creen una propia Administr a- 
ciôn periférica sino que se sirvan de los entes locales menoresi 
municipios y provincias. La cuestiôn es sumamente importante pues 
el principio de coordinaciôn de la Admini s tr acione s pûblicas (art 
1 0 3) exige la inexistencia de duplicidades burocrâticas innecesa- 
rias,
e) A mi juicio, las Comunidades Autônomas no son - 
ôrganos constitucionales, pues se encuentran situadas preferente- 
mente en el Estado-comunidad y no en el Estado-aparato. Esta cue^ 
tiôn produjo en su dia una polémica en Italia entre quienes pre- 
tendlan que las regiones eran ôrganos constitucionales y los que 
en cambio sostenian que eran entes de relevancia constitucional.
La generalidad de la doctrina entiende por "ôrgano" una persona - 
o complejo de personas que ejercitan una potestad pûblica o fun—  
ciôn. Entre las mûltiples clasificaciones de los ôrganos cabe di^
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tinguir entre ôrganos constitucionales y ordinaries . Organos cons­
titucionales serlan,para la doctrina italiana^aquellos que, pose- 
yendo funciones propias y autonomia organizativa, estân constitua 
dos por el Ordenamiento constitucional de tal manera que se encuen 
tran en posiciôn de paridad e independencia entre ellos,y viniendo 
situados en el vértice de la organizaciôn estatal, concurren a la 
funciôn de gobierno mediante su mu tu a colabor aciôn y el ejercicio-.- 
del sistema de contrôles (pesos y contrapesos). En este sentido,- 
cabe decir que los ôrganos constitucionales son ôrganos inmedia—  
tos (vienen creados directamente por la Constituciôn), necefarios 
( es decir, obligatorios) y déterminantes del nûcleo esencial del 
Ordenamiento, De estos ôrganos constituciones distingue la doctri 
na los entes de relevancia constitucional, que no siendo ôrganos- 
constitucionales por no reunir los requisites de éstos, vienen sin 
embargo regulados en sus grandes lineas maestras por la propia —  
Constituciôn. Partiendo de la distinciôn entre estas dos catego—  
rlas, es dificil c ali ficar de una u otra manera a las Comunidades 
Autônomas, pues si bien no estân en posiciôn de paridad respecte 
del Estado aparato, pues frecuentemente se encuentran bajo manife^ 
taciones de supremacia estatal (contrôles,prevalencia,etc) y no - 
son ôrganos necesarios u obligatorios, si poseen el resto de las 
notas de los ôrganos constitucionales, pues tienen funciones pro­
pi as y potestades delimitadas por sus competencias, poseen autono 
mla estatutaria y organiz at iva y contribuyen a la funciôn de go—  
biemo, controlando frecuentemente la actividad estatal mediante 
el recurso al T.C, o a la oposiciôn politica. Por otra parte, a - 
mi juicio, la distinciôn entre ôrganos cosntitucionales y entes - 
de relevancia constitucional tiene dificil apoyatura en nuestro - 
derecho positivo, pero aûn encontranJola,de ella no se desprenderian 
importances consecuencias juridicas. Por todas estas razones me - 
parece mâs sugerente variar el enfoque y utilizar un nuevo conce£
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to que emplea Spagna Musso : el de sujetos constitucionales (l3l). 
Segûn este autor en los Estados de democracia pluralista como el 
nuestro, deben entenderse como "sujetos constitucionales " todos 
los ôrganos garantizadores y portadores de los valores politico— 
constitucionales y muy especialmente aquellos entes situados fue­
ra del Estado aparato y en el terreno del Estado comunidad: asi - 
por ejemplo, los partidos, los sindicatos y los mismos Estados —  
miembros, regiones o Comunidades Autônomas. A mi entender, este 
otro concepto amén de ofrecer un mayor potencial creativo encuen- 
tra un mejor acomodo en nuestro derecho positivo, pues se refiere 
en primer lugar a determinados entes que tienen como funciôn cona 
titucional el desarrollo de un valor consagrado ex.articule i.i - 
el pluralisme en sus distintas manifestaciones : politico,sindical 
autonômico, pero ademâs porque no es casual que tanto partidos —  
(art, 6), como sindicatos (art, 7), como el fenômeno de la autono 
mia territorial (art.2) vengan regulados en el Titulo preliminar, 
donde se recogen los principles fundamentales de nuestro Ordena—  
miento constitucional . En efecto, creo que el lugar de las Comu­
nidades Autônomas es el Estado unidad y debe explicarse el fenôme 
no autonômico ( como se hace en los manuales italianos) junto a - 
la autonomia de los ciudadanos y de los grupos, reservando la —  
explieaciôn de los ôrganos constitucionales (Congreso,Senado, - 
Gobiemo, Jefatura del, Estado, etc. ) para el terreno del Estado - 
aparato ( l 32) .
De todas formas, la distinciôn tiene alcance didâcti 
co y expositive o sistemâtico pues lo que realmente posee relevan­
cia juridica, y a mi juicio es nota comûn a estas très categorias 
(ôrganos constitucionales,entes de relevancia constitucional y su 
jetos constitucionales), es el hecho de que las Comunidades Autô­
nomas son entes cuyas grandes lineas maestras vienen reguladas y
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garantizadas en la misma norma constitucional,
f) Como carâcter esencial del tipo de autonomia teri 
torial del que gozan las Comunidades Autônomas: poseen potestades 
legislatives, estatuarias y reglamentarias tal y como veremos al 
estudiar el concepto de autonomia normativa.
g) Por ûltimo, las Comunidades Autônomas son entes 
de naturaleza politica. Asi lo entiende la S.T.C, de i4 de julio 
de 1,98i, fundafiento juridico 3^ : " las Comunidades Autônomas —  
como corporaciones pûblicas de base territorial y naturaleza po—  
litica ". La misma idea se desprende de la voluntad de los cons—  
tituyentes que conscientes de fracaso de los intentos de configu­
rer un nivel de "autoadministraciôn" supraprovincial a lo largo - 
del siglo XX y hasta la II Repûblica (asi lo argumenta Vandelli) 
se decidieron, ante la presiôn de los nacionalismo periféricos, a 
configurer una auténtica descentralizaciôn politica (i33). Idén—  
tica idea-guia estâ présente en las Constituyentes de 1.931. El - 
mecanismo instrumental fundamental en el que se va a articuler es 
ta autonomia politica es la atribuciôn a esas Comunidades de pote£ 
tades normatives con rango de ley. La ley siempre es una opciôn - 
politica entre varias alternatives cons t i tucionalmente légitimas
e intenta ser tsunbién en todo Estado de Derecho (al''menos como —  
tendencia) la expresiôn de la voluntad popular. La mayor proximi- 
dad del legislador autonômico al ciudadano ( y en general de toda 
la organizaciôn autonômica) debe permitirle un mejor conocimiento 
de la realidad social y consecuentemente la realizaciôn de normas 
mâs acordes con la realidad constitucional.
Conviene reiterar aqui que la Constituciôn, en eu en 
to compromise pol’itico, recoge el supremo indirizzo politico es­
tatal y que corresponde fundamentalmente a los ôrganos constitucio
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nales del Estado (Parlamento, Gobierno.,,) elaborar el indirizzo 
politico de gobierno; no obstante, las Comunidades Autônomas de­
ben de un lado adapter esas orientaciones a su propio hecho auto 
nômico, planificando actividades tendentes a solucionar los espe 
cificos problemas de la Comunidad, y de otro, "incidir" en esa —  
orientaciôn politica general mediante una serie de mecanismo par- 
ticipativos y de integraciôn(representantes en el Senado, inicia­
tiva legislative, inciativa de reforma) desgraciadamente muy res­
trictives en nuestra norma supreme. Sôlo asi puede hablarse de —  
verdaderas "autonomias integradas", porque como el propio Tribunal 
Constitucional ha admitido la Constituciôn no erea "compartimentos 
estancos". Abocar â’ias Comunidades Autônomas al particularisme - 
desde el Estado aparato puede ser una peligrosa fuerza centrifuga 
del nuevo sistema y una actitud sustancialmente antidemocrâtica.- 
Pero ademâs, como veremos al estudiar el concepto de autonomia —  
la autonomia politica no se agota en la existencia de potestades 
legislatives, sino que es un concepto estrechamente unido al de 
instituciones de autogobiemo.
Pero lo que en este epigrafe me preguntaba era icuâ 
les son los sujetos del derecho a la autonomia?, decia que en un 
primer ; momento el derecho a la autonomia tiene como contenido el 
derecho a iniciar un procedimiento de elaboraciôn estatutaria, —  
los titulares de ese derecho son determinados entes territoriales 
enumerados en el art. 143:
- "provincias limitrofes con caracteristicas histôri 
cas culturales y econômicas comunes" ; tanto nacionalidades como 
regiones.
- "territories insulares" : Baléares y Canarias.
- "provincias con entidad regional histôrica". Es - 
decir las llamadas "regiones uniprovinciales": Asturias,Murcia, -
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Cantabtla, Baléares y la Rioja. Regiones que deben evitar duplic^ 
dades administratives innecesarias con los ôrganos de las Diputa­
ciones Provinciales.
Este ûltimo supuesto previsto en el art. 143,1 que 
viene a concretar el art, 2 (nacionalidades y regiones) y encuen- 
tra su articulaciôn jurldica en el art, 143,2 (Diputaciones inte­
resadas u ôrgano inter insular correspondiente y municipios), nos 
pone en relaciôn con el art, 144, En este precepto se contemplan 
una serie de supuestos que a mi juicio no pueden ser c ali fie ado s 
como manifestaciones del derecho a la autonomia atribuido a nacio 
nalidades y regiones, ya que dificilmente puede hablarse en ellos 
de "regiones" y porque incluso pueden entenderse como supuesto de 
imposiciôn autonômica. No estamos ante el ejercicio de un derecho 
voluntario, como es el derecho a la autonomia, si el acceso a la 
autonomia puede ser obligator lamente impuesto por razones de "in­
terés nacional".
En efecto, veâmoslo con detenimiento: en el art. —  
144 a se contempla el supuesto de hecho de una Comunidad Autônoma 
in pectore que no posea varias provincias histôricas o con carac­
teristicas econômicas comunes o que no constituya un territorio - 
insular (aqul no caben interpretaciones), o bien, supuesto mâs di 
flcil, una provincia que carezca de "entidad regional histôrica - 
propia". En cualquiera de estos casos las Cortes Générales pueden 
autorizar, mediante ley orgânica, por motives de interés nacional 
la constituciôn de una Comunidad Autônoma. En este supuesto, mâs 
que ante el ejercicio del derecho a la autonomia estamos ante un 
caso de atribuciôn de la autonomia. Y la cuestiôn no es un falso 
problema, pues mientras las Cortes Générales no pueden negar el- 
acceso a la autonomia de una Comunidad Autônoma vâlidamente cons- 
tituida ( si bien pueden modificar algunos extremes) en este supue^
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to las Cortes pueden perfeetamente negar la autorizaciôn para --
constituirse en Comunidad Autônoma.
El segundo supuesto prévisto es el de "territories 
que no estén integrados en la organizaciôn provincial" (art.i44b)
A simple vista y desaparecidas las antiguas colonias africanas, - 
el supuesto de hecho parece referirse a las plazas del Norte de - 
Africa de Ceuta y Melilla y a Gibraltar, a cuya titularidad sobe- 
rana Espafla no ha juridicamente renunciado en aplicaciôn del prin 
cipio de integridad territorial. En efecto, el articule I44b debe 
ponerse en relaciôn con la Disposiciôn Transitoria 5^  : "Las ciu- 
dades de Ceuta y Melilla podrân constituirse en Comunidades Autô­
nomas si asi lo deciden sus respectives ayuntamientos mediante —  
acuerdo adoptado por la mayoria de sus miembros y asi lo autori—  
zan las Cortes Générales, mediante una ley orgânica en los térmi-
nos prévistos en el articule 144". En estos casos, la Constitu--
ciôn permite a las Cortes Générales (también mediante ley orgâni­
ca y por motivos de interés nacional) "autorizar" o "acordar" un 
Estatuto de autonomia. El supuesto de esta autorizaciôn es anâlo 
g® al del 144,a , un caso de atribuciôn de autonomia. En cambio 
el "acuerdo" parece aludir a dos voluntades soberanas, dos Estados 
que conforme al Derecho Internacional deciden atribuir autonomia 
a un territorio. La situaciôn material es la misma, porque tampo­
co estcimos ante el ejercicio de un derecho propio de ese territo­
rio, pero el procedimiento formai es mueho mâs complejo. Esta —  
clâusula parece esteir pens ad a para una futur a solociôn internacio 
nal de la cuestiôn gibraltareha o incluso para una soluciôn tran­
sitoria ( como segunda posibilidad) de los casos de Ceuta y Meli­
lla.
El tercer y ûltimo supuesto (i44,c) es la sustitu—  
ciôn de la iniciativa de las Corporaciones Locales prevista en el
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art. 143,2. Este ya no es tan siquiera un caso de atribuciôn de - 
autonomia, en el marco del Derecho intemo o del Derecho interna­
cional, sino una verdadera imposiciôn de la autonomia. Sustituyen 
do incluso una voluntad centraliste en sentido contrario de los - 
territorios afectados . La razôn de ser del precepto parece ser - 
evitar dis funcionalidades générales del sistema, posible mente —  
ereadas por "islas" centralistas.
Sea como fuere, todos los supuestos de hecho contem 
plados en este art. i44 a mi juicio no responden a concreciones - 
del derecho a la autonomia de nacionalidades y regiones reconoci- 
do en el art. 2, sino a necesidades de organizaciôn de la nueva - 
estructura autonômica. Por tanto, entiendo que: no estamos ante - 
nacionalidades y regiones (strictu sensu), ni ante verdaderos ti­
tulares del derecho a la autonomia, sino ante simples bénéficia—  
rios del mismo o incluso ante sujetos obligados a la autonomia - 
( caso del 144,a). Conviene, por tanto, distinguir estos supuestos 
de los garantizados y reconocidos en el art, 2 y concretados en - 
el 143.
2.2.3.- Caracteristicas del derecho a la autono­
mia. —
He intentado demostrar en pâginas anteriores (pun 
to 2.2.1) que la autonomia puede ser un verdadero derecho subjeti­
vo de determinadas corporaciones territoriales tutelable ante la - 
jurisdicciôn constitucional. Pero paraielamente a la protecciôn - 
que todo derecho pûblico subjetivo posee, el derecho a la autono­
mia es un derecho garantizado mediante otro tipo de técnicas. Veâ­
moslo i
Conforme al art. 2, la autonomia es un verdadero —
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derecho de las nacionalidades y regiones y no una concesiôn o —  
licencia tanto atribuible como revocable por la voluntad del Esta 
do. Estamos ademâs ante un derecho que se reconoce lo que parece 
dar a entender la existencia*previa a la norma constitucional de 
unos entes histôricos titulares de ese derecho a la autonomia que 
la Constituciôn reconoce y que sustancia en el autogobiemo. Este 
"reconocimiento", si bien se realiza en virtud del ûnico poder —  
constituyente de la Naciôn-Estado y no reûne carâcter contractual^ 
como en los antiguos y originarios Estados federales, no puede —  
‘negar la realidad sociolôgica previa de esos entes, para cuya in­
tegraciôn en el Estado se reconoce precisamente ese derecho al —  
autogobiemo. Los posibles element os pactistas de este reconoci—  
miento de las nacionalidades y de la via de elaboraciôn estatuta­
ria prevista en el art. i5l,2 , que es su rasgo mâs relevante, —  
han sido apuntados por el profesor Trujillo (134).
Pues bien, este derecho de entidades preconstitucio 
nales al autogobiemo no sôlo se reconoce, sino que se garantiza 
constitucionalmente mediante diverses técnicas.
a) Como derecho pûblico subjetivo las Comunidades - 
Autônomas poseen el derecho a exigir la autonomia al Estado-apara 
to y a su garantia efectiva sin que en ningûn caso pueda producir 
se indefensiôn. Técnicas garantizadoras de este derecho son:
a.1) El recurso de inconstitucionalidad "contra 
las leyes, disposiciones o actos con fuerza de ley del Estado que 
puedan afectar a su propio âmbito de autonomia " (art. 32.2 LOTC); 
conviene hacer aqui una matizaciôn, no debe interpretarse "que pue 
dan afectar"' en el sentido de que "efectivamente a fee ten" como —  
clâusula restrictive de la legitimaciôn para interponer este re—  
curso, sino basta con que potencialmente pueda producirse una le- 
siôn de la autonomia, es decir, que la reclamaciôn no sea descabe
— 402 —
llada, para que al menos deba admitirse el recurso y el T.C. deba 
entrar en anâlisis del fondo del mismo; asi lo entiende también - 
el voto particular a la S.T.C. de 14 de julio de l.98i (en contra 
de la opiniôn mayoritaria) de los serlores Latorre, Diez Velasco,- 
Tomâs y Valiente,y Fernândez Viagas; en el citado voto se afirma 
que la clâusula "pueden afectar" es "expresiôn mâs amplia que la 
suma o serie-de unas competencias asignadas en el correspondiente 
Estatuto y en la Constituciôn a la Comunidad pues abarca también 
la defensa de sus intereses politicos especificos" y a mi juicio, 
qué interés politico mâs noble en un*Estado de Derecho que la de­
fense de la propia Constituciôn.
a.2) El conflicto de competencia sobre la titula 
ridad de las competencias o atribuciones asignadas por la Constik 
tuciôn, los Estatutos de autonomia o las leyes orgânicas u ordina 
rias dietadas para delimiter los âmbitos propios del Estado y de 
las Comunidades Autônomas (art.59 LOTC). Mediante el planteeunien 
to de este conflicto las Comunidades Autônomas pueden defender - 
el contenido de su derecho a la autonomia frente a "invasiones" - 
en su esfera de competencia producidas por disposiciones normati 
vas, resoluciones y actos o la omisiôn de los mismos, tanto de —  
los ôrganos del Estado como de los de otras Comunidades Autônomas. 
La Sentencia del T.C. debe declarer la titularidad de la competen 
cia controvertida y en su caso la anulaciôn de la disposiciôn, - 
resoluciôn o acto que originara el conflicto si estuviese viciado 
de incompetencia. "En términos générales, hay conflicto de compe­
tencia cuando dos ôrganos se consideran igualmente compétentes o 
incompétentes para proveer en un determinado asunto, y control de 
constitucionalidad de las normas cuando se comprueba la validez 
de una norma constatândola con otra de nivel superior en los tér 
minos del art. 28 ,1 de la LOTC, sin que se pretenda el ejercicio 
de la competencia normativa por.parte del que imponga la validez"
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(S,T.C. de 14 de julio de 1 .9 8 1 ).
a.3) El recurso previo de inconstitucionalidad - 
frente al texto definitivo del proyecto de Ley orgânica tras su - 
tramitaciôn en ambas Câmaras y una vez que el Congreso se haya —  
pronunciado en su caso, sobre las enmiendas propuestas por el Se­
nado (art. 7 9,1b LOTC). Caso de que el T.C. declare la inconstitu 
cionalidad del proyecto de Ley orgânica, la tramitaciôn legislati 
va no podrâ perseguir sin que se supriman o modifiquen los prece£ 
tos considerados incons t i tucionale s por el pronunci amient o del - 
tribunal.
a.4 ) El recurso de amparo constitucional frente 
a violaciones del contenido del derecho a la autonomia singular! 
zables en los. art. 14 a 29 de la Constituciôn y originadas por - 
disposiciones, actos juridicos o simple via de hecho de los pode 
res juridicos del Estado, de otras Comunidades Autônomas o de —  
entes pûblicos corporativos o institucionales (41,2 LOCT). En - 
concreto, actos sin valor de Ley (pues la impugnaciôn de viola—  
ciôn realizadas por ley debe realizarse, como es sabido, por la 
via del recurso de inconstitucionalidad), actos y omisiones de - 
ôrganos judiciales o simple via de hecho. La legitimaciôn no pue 
de negarse a las Comunidades Autônomas pues poseyendo personalidad 
juridica propia entran dentro del supuesto prévisto en el art. - 
l62.i.b (persona natural o juridica) y regulado en el art. 46.1 a 
LOCT (persona directamente afectada). Puede pensarse que el su—  
puesto de hecho que dé lugar a la interposiciôn de un recurso de 
amparo por una Comunidad Autônoma es inexistente, pero no es asi 
aunque hay que admitir que en la realidad estadistica serâ una - 
via de defensa escasamente elegida y residual frente al recurso 
de inconstitucionalidad o el conflicto de competencia, pero nada 
impide que ante violaciones producidas no por ley (verbi gratia un
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acto u omisiôn de un tribunal, por ejemplo, en trâmite de ejecu—  
ciôn de sentencia) de contenidos autonômicos se recurre a esta - 
via, insisto, necesariamente residual; se me ocurren como supues 
de hecho teôricos : un caso de discriminaciôn de una Comunidad - 
respecto del derecho de antena o de acceso a los medios de comu- 
nicaciôn social estatal regulado en el art, 20,3 (donde se habla 
precisamente de grupos sociales o politicos), o bien una limita—  
ciôn realizada no por via legal del derecho de una Comunidad Autô 
noma a crear centres docentes como toda persona juridica (art.27,6) 
sin poner en controversia ese derecho-c ompe tenc i a pero impidiendo 
su ejercicio concreto, o incluso un supuesto de escu'chas telefôni 
cas frente a un Gobiemo autônomo que vulnere el secreto de las 
comunicaciones (art, l8,3).
b) Otra técnica garantizadora del derecho a la auto 
nomia es la rigidez constitucional . Como es sabido, el derecho - 
a la autonomia viene recogido en el art. 2, que se encuentra situa 
do en el Titulo Preliminar gozando, por tanto, de la especial —  
protecciôn que a determinadas partes de la norma constitucional - 
dispensa el art. i68 o procedimiento de reforma agravado. Quiere 
ésto decir que las reformas puntuales que »en su caso, el Titulo 
VIII pueda sufrir basta con que cumplan los requisites para la re 
forma constitucional que el art. i67 prevee, pero en cuanto las 
citadas reformas traten no de modificar la regulaciôn autonômica- 
sino de revisar la esencia del derecho a la autonomia, deben cum- 
plir "los requisitos para la revisiôn total o parcial que el art. 
168 régula; requisitos de cuasi imposible consecuciôn y que han - 
llevado a calificar este precepto como "clâusula de intangibili—  
dad vergonzante". Por tanto, la propia existencia pero también esen 
cia del derecho a la autonomia (aquellas facultades de actuaciôn 
y contenidos que hacen que el derecho a la autonomia sea recogno£
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cible y resuite efectivamente protegido) quedan garantizadas por 
esta "super rigidez" constitucional, Pero ademâs el Titulo VIII 
de la Constituciôn no se limita a ordenar las grandes lineas —  
maestras de la instituciôn autonômica dejando su ulterior desa—  
rrollo législative al legislador ordinario, sino que entra a regu 
lar relevantes cuestiones de detalle, especialmmente el sistema - 
de distribuciôn de competencias, Por tanto, toda la regulaciôn au 
tonômica que la Constituciôn realiza viena protegida por la supe­
rior jerarquia que la Constituciôn psee en la pirâmide normativa, 
se produce asi una especie de "efecto de congélaciôn del rango" , 
como garantia autonômica, ya que extremes que pueden no ser consi 
derados como esenciales en la organizaciôn estatal no pueden ser 
modifieados sin acorneter la reforma constitucional. Esta rigidez 
constitucional.se interpréta como una garantia de la estabilidad 
constitucional en materia autonômica.
c) Pero esa rigidez constitucional se ve prolongada 
ademâs en la consideraciôn de los Estatutos de Autonomia como nor 
ma institucional bâsica de la Comunidad y desarrollo constitucio­
nal en materia autonômica. Es cierto que la Constituciôn no se —  
agota en los Estatutos de Autonomia y que las clâusulas de distri 
buciôn de competencias constitucionales no se vaclan con la pro—  
mulgaciôn de los Estatutos que deben ser interpretados en armonla 
con la Constituciôn, pero no es menos cierto que ni los tribuna—  
les pueden procéder a una recallfieaciôn de las competencias esta 
tutarias, ni el legislador ordinario puede vulnerar lo estableci 
do en los Estatutos sin acorneter el procedimiento de reforma esta 
tutaria (art. 147,3). En este sentido, se puede hablar de la m —  
disponibilidad de los Estatutos como garantia autonômica.
d) Dentro de esta serie de garanties de rango nor—  
mativo hay que aHadir otra de menor importanôla, pero no menos —
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relevante. En efecto, respecto de la regulaciôn del "régimen de - 
las Comunidades Autônomas " existe una réserva de ley absoluta. - 
que impide que esta materia pueda ser regulada por Decretos leyes 
(art, 8 6,1), Esta obligatoriedad de la ley formai debe entenderse 
como una garantia mâs de las Comunidades Autônomas, pues signifi- 
cativamente se incluyen también dentro de esta prohibiciôn : las 
instituciones bâsicas del Estado, los derechos y deberes y el régi 
men electoral general. Esta réserva de ley absolute no impide, por 
supuesto, la actuaciôn de las potestades reglamentarias del Go—  
biemo en aquellas cuestiones que se entiendan, por razôn de la 
materia, que deban ser reguladas por reglamento, pero conviene - 
recordar que dada la ausencia de una réserva reglamentaria en —  
nuestra Constituciôn (a diferencia de en el anteproyecto o en el
modelo francés.) nuestra Constituciôn adopta un concepto formai--
de ley y no material : es ley lo que el Parlamento dice que es ley,
e) También debe entenderse como una garantia de las 
Comunidades Autônomas la escrupulosa judicializaciôn de los contrô­
les sobre las mismas que el art, 153 realiza, A excepciôn del —  
supuesto prévisto en el art, 153 b (contrôles del Gobierno sobre 
el ejercicio de funciones delegadas) todos los demâs apartados —  
de este importante artlculo, mâs que contrôles administratives en 
sentido estricto (las viejas tutelas) regulan contrôles jurisdic- 
cionales sobre los actos de las Comunidades Autônomas. Es éviden­
te en los casos del Tribunal Constitucional y de la Jurisdicciôn 
Contencioso-Administrativa. En el supuesto del Tribunal de Cuentas, 
pese a su carâcter de ôrgano parlamentario, su estructura jurisdic 
cional y la independencia de sus miembros tienden a configurarlo 
como un cuasi ôrgano jurisdiccional, Asi lo entiende Tolivar Alas 
en su monografia sobre el control de las Comunidades Autônomas, - 
pero tendré oportunidad de referirme al control, al estudiar la -
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interre laciôn de técnicas régionales y federales en nuestro siste 
ma autonômico, tomândolo como ejemplo de técnica mâs prôxima al 
tipo ideal federal que al regional, donde son frecuentes los con­
trôles administratives o de "mérito" (l35).
f) Por ûltimo, pero primero en importancia, la mâxi 
ma garantia juridica del derecho a la autonomia de las Comunidades 
Autônomas es la introducciôn de un Tribunal Constitucional como - 
garante de un sistema de reparto de competencias constitucional—  
mente previsto. Me voy a permitir reproducir unas palabras de —
Hans Kelsen en su clâsico artlculo sobre "Le garantie juridiction­
nelle de la Constitution" , dedicadas a explicar el significado 
jurldico y politico de la Justicia Constitucional : " es cierta—  
mente dentro del Estado federal donde la Justicia Constitucional 
adquiere su mâs considerable importancia. Por eso no es excesivo 
afirmar que la idea politica de Estado federal no estâ plenamen— - 
te realizada hasta la introducciôn de un Tribunal Constitucional" 
(l36). Y continûa afirmando que la esencia del Estado federal —  
consiste en el reparto de funciones tanto legislativas como eje- 
cutivas entre los ôrganos centrales compétentes y una pluralidad 
de ôrganos locales. Por tanto, la distribuciôn de competencias es 
el nûcleo de la idea federalista, y para la protecciôn de las —  
mismas, es menester " una instancia objetiva que décida estas lu- 
chas de forma pacifica, de un Tribunal que ante estos litigios - 
pueda convertirlos en problemas de orden jurldico y resolverlos 
como taies " (l37). Cuando el Estado regional se créé mâs tarde - 
va a tener que recurrir a estas dos técnicas claramente federales: 
distribuciôn de competencias y Justicia Constitucional; es éste un 
elemento mâs que no permite distinguir de forma absolute al Estado 
regional del Estado federal unitario. Pero para lo que aqui inte- 
resa y siguiendo el titulo del traibajo de Kelsen, la existencia -
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de un Tribunal Constitucional es la garantia jurisdiccional mâs 
importante del derecho a la autonomia.
No obstante, conviene hacer una matizaciôn : es co- 
mûnmente admit ido por la doctrina que el e studio histôrico de la 
doctrina emanada por los Tribunales Constitucionales existentes - 
en el Derecho Comparado révéla una tendencia preferentenente cen- 
tripeta o centralista. Ello puede quitar cierta legitimidad demo- 
crâtica a un tribunal dirimidor, conforme a criterios juridicos, 
de conflictos a fin de cuentas (como admite el propio Kelsen) po­
liticos, por eso puede resultar oportuno busear una représenta--
ciôn de las Comunidades Autônomas en los mecanismos de désigna—  
ciôn de los magistrados, representaciôn que puede actuar como - 
corrective moderador de esa teddencia. No hay por ello que asus- 
tarse, el propio Kelsen afirma; "Séria deseable descartar toda —  
influencia politica de la jurisprudencia de la Jurisdicciôn Cons­
titucional. Pero no se puec%e negar que los especialistas pueden - 
también (consciente o inconscientemente) dejarse influir por con­
sider aciones politicas. Como este peligro es especialmente gran­
de, es preferible aceptar, antes que una influencia oculta o inc cm 
trolable de los partidos politicos, su participaciôn légitima en 
la formaciôn del tribunal" (1 3 8). Participaciôn se entiende a tra 
vés del Par lamento. Si el maestro de Viena afirma ésto respecto - 
de los partidos, hay. que admitir que la razôn de decidir es la 
misma respecto de las Comunidades Autônomas. De hecho, nuestra —  
Constituciôn de 1.931 preveia en su art. 122 la elecciôn de "un 
repre sent ante por cada una de las regiones espafiolas ". Nioeto —  
Alcalâ Zamora, al analizar los defeetos de la Constituciôn de —  
1.931, criticô el apasionamiento de las elecciones celebradas en 
1.933 para elegir 14 représentantes de las regiones, 2 de los Co- 
legios de Abogados y 4 por las Facultades de Derecho (i39). Como
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es sabido, en la actualidad, el art. 159 no concede ninguna repre 
sentaciôn direct a a las Comunidades Autônomas en el Alto Tribunal, 
pero quizâs una buena medida de ingenierla constitucional séria - 
crear una Convenciôn constitucional, mediante el acuerdo de los 
partidos politicos, en el sentido de que los cuatro magistrados 
elegidos por el Senado como Câmara de representaciôn territorial, 
debieran ser designados teniendo en cuenta su especial vincula—  
ciôn con el fenômeno autonômico ( por ejemplo, profesores de Uni 
versidades de las Comunidades Autônomas o funcionarios destinados 
an Administraciones autonômicas o abogados de reconocida competen 
cia profesional en alguna Comunidad autônoma, etc.) A mi juicio, 
se aumentaria asi la legitimidad democrâtica del Alto Tribunal - 
y en nada se perjudicarla a la labor juridica del mismo, otorgando 
en cambio un mayor prestigio a sus sentencias. Por otra parte, se 
justificarla de algtin modo la dualidad de designaciôn Congreso-Se 
nado de la manera constitucionalmente mâs légitima,convirtiéndo 
al Senado en la câmara de representaciôn de los intereses terri—  
toriales que la Constituciôn inicia, pero no desarrolla suficien- 
temente (i40). Obvio es insistir en la importancia de este nuevo 
mecanismo de integraciôn de las Comunidades Autônomas.
Recapitulando sobre lo explicado en este epigrafe, 
hemos visto la importancia del reconocimiento de la autonomia —  
como derecho y algunas de las distintas técnicas que contribuyen 
a su garantia, pero ademâs de ser la autonomia un derecho reconor 
cido y constitucionalmente garantizado es también un derecho vo—  
luntario ( 141 ) .
La autonomia no se impone (a excepciôn del supuesto 
extraordinario prévisto en el art. 144 c y por razones de interés 
nacional), sino que como todo derecho voluntario es ejercitable - 
o no. Conforme al diseno constitucional y a la importancia conce-
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dida en el mismo al principio de voluntariedad, cabe la renuncia 
a su ejercicio por aquellas regiones que prefieran su anterior - 
modo de vinculaciôn con los poderes pûblicos centrales o cctrezcan 
de voluntad autonômica. No obstante, como veremos al estudiar el 
principio de voluntariedad,estamos ante un ejemplo mâs de como la 
realidad constitucional se ha superpuesto al deber ser de la nor- 
matividad constitucional superândola. La generalizaciôn desde el 
Ministerio de Clavero Arévalo del lamentable sistema de preauto- 
nomias ha convertido en gran parte el principio de voluntariedad 
y la polêmica sobre la generalizaciôn o no del modelo autonômico 
en agua de borrajas (i42). En la actualidad, el ”mapa regional” *- 
estâ prâcticamente finalizado con la aprobaciôn de la casi tota—  
lidad ( Ceuta? , Melilla?, Gibraltar?) de los Bstatutos de auto­
nomia, Con longue en el terreno de la realidad lo que era el —  
ejercicio de un derecho volunteirio se ha visto "impuesto”, o abo 
cado a su ejercicio (ignorô con que finalidad) mediante la pro—  
mulgaciôn de los Decretos-Leyes de preautonomia ,que como conse- 
cuencia lôgica de su carâcter previo (ya no es posible oecharse 
atrâs) han desembocado en Estatutos de Autonomia. Estudiaré esta 
cuestiôn en otro punto, pero quiero constater que lo que en el - 
diserlo constitucional era un derecho vo luntario, se ha convertido 
en la realidad constitucional en un mimetismo, a veces impuesto - 
a golpe de Decreto-Ley (quizâs para rebajar el techo autonômico - 
de otras Comunidades), a veces adoptado por las élites locales - 
de forma a menudo precipitada e irreflexiva.
2.2.4.- Una aproximaciôn al concepto de autonomia - 
territorial.-
La palabra autonomia es de empleo frecuente tanto - 
en el lenguaje comûn como en el técnico, el filosôfico o en el -
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Derecho pûblico y privado. En cada uno de estos côdigos comunicati 
vos, posee un significado genérico comûn y multitud de acepciones 
especlficas a veces complementarias, pero a menudo contradictories. 
IM simple anâlisis histôrico-jurldico del '.término autonomia en la 
dogmâtica del derecho pûblico italiano (de la que parece haberse - 
tornado para nuestro pais este concepto) evidencia la polisemia de 
esta voz y la imposibilidad de définir de una vez por todas esta 
catégorie.Como por otra parte ocurre con casi todos los grandes - 
conceptos. Se corrobora asi de nuevo que la claridad de los "dog­
mes" se entuzbia frecuentemente al analizar su e labor aciôn histôrj^ 
ce. Asi,por ejemplo, Massimo Saverio Giannini, en el prôlogo a un 
trabajo sobre el concepto de descentralizaciôn en Francia,;Alema- 
nia e Italie, nos recuerda siguiendo a Bobbio y a Hart la importan 
cia del anâlisis del lenguaje juridico,de las afirmacicnes dogmâti 
cas,como medio de profundizar en la misma ciencia del Derecho; la 
monografia de Flogaîtis prologada por Giannini révéla que los con­
ceptos de centralizaciôn y descentralizaciôn son usados desde el 
siglo pasado en casi todos los paises europeos,pero con contenidos 
distintos; la conclusiôn parece évidente: no se puede atribuir a - 
conceptos como autonomia y descentralizaciôn,mâs valor que el de 
una tentativa de aproximaciôn (l43) Por todas estas razones adopta 
ré un enfoque especial:basândome en las distinciones realizadas - 
por Lavagna y algunas extraidas de Giannini y Romano,entre otros, 
adjunto un cuadro,con fines simplemente expositivos y analiticos, 
donde se recogen de forma sintética algunos de los numerosos signi 
fieados de la expresiôn "autonomia" (i44);el desarrollo de este - 
cuadro me permitirâ poner de manifiesto,de forma grâfica,que la sin 
gularizaciôn de esta categoria realizada por la doctrina y la juris 
prudencia han acabado por destruir la misma unidad estructural del 
concepto (i45); es necesario,por tanto, intenter reconstruir la —  
idea de autonomia calificândola como territorial,y en torno al nû- 
cleo unitario que supone el concepto de Comunidad Autônoma en pâgi 
nas anteriores descrito.
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autonomia lenguaje 
comûn (independen-  ^
cia relative)
autosuficiencia (de vuelo, p. ej : )
no dependencia (de un mecanismo, p.ej.)
(146)
autonomia lenguaje 
juridico (autodeter 
minaci6n=autoregula 
ciôn)
Privada
Pûblica<
négociai contrato (art. 1091 C.C.)
recepciôn D.I.P.
acciôn
consuetudinaria (Romano)
"Tipos de funciones:
- autonomia institucional (Romano, 
lucatello): Iglesia
Sindicatos
- autonomia organizativa
- autonomia normative: constitucional
estatutaria
legislative
reglamentaria
- autonomia administrativa-autarqula= 
autoadministraciôn
- autonomia polltica
- autonomia participative
- autonomie financière
- autonomia planificadora, etc.
Tipos de sujetos:
- territorial: federative
autonômica (CCAA) 
regional
local (municipios y 
provincias)
- social: sindical?
colectiva
militer?
profesional?, etc. 
universitaria (Corporaciôn 
profesoral?)
Mod05 de ejercicio: 
- entes jurldicos: .dotados de perso­
nal idad jurldic.i.
.no dotados de per 
sonalidad juridi­
ca.
- no.
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Conceptos afines al de 
autonomia en lenguaje 
juridico.
-soberanla (autonomia soberana) 
-descentralizaciôn: Hans Kelsen
. Burocrâtica 
. Institucional
-autarqula
-usos traslativos y errôneos de autonomie 
.autonomie de la magistratura (independencia) 
.autonomie del Estado (autodeterminaciôn) 
.entes pûblicos (autoadministraciôn).
Segûn Giannini el término autonomie posee un origen filosô- 
fico-jurldico (dcaninaciôn soberana), del Derecho pasô al vocabula 
rio no juridico perdiendo su significado especlfid'o y asumiéndolo 
genérico, para volver luego al lenguaje juridico con significado 
genérico (147). Se han esforzado en dar un significado juridico - 
al término: Romano, Husserl, Kelsen, etc.; la multiplicidad de es 
tos autores demuestra la extrema dificultad de lograr un lenguaje 
comûn. Por eso se suele emplear el término acompanado de un adje- 
tivo (privada, territorial, etc.).
Si partîmes de la experiencia del lenguaje comûn podeuos ob 
teher un concepto genérico, para de ahl, mediante sucesivas res—  
tricciones y deslindes de conceptos afines, llegar a un concepto 
de autonomia territorial susceptible de ser aplicado a las Comuni^ 
dades Autônomas. Para el hombre de la calle "autonomia" quiere de_ 
cir "independencia colectiva", asi se dice del hi jo o del su bord 
nado: "dejadle cierta autonomia", la nociôn tiene dos elementos: 
independencia respecte a alguien, pero a la vez cierta dosis de - 
dependencia o jerarqula. En este sentido se emplea el término - - 
cuando se dice autonomia de vuelo, autosuficiencia del aparato pa 
ra mantenerse volando, o bien se refiere a un mecanismo que se ca 
lifica como autônomo, en cuanto no dependiente y capaz de moverse 
por si solo, pero tanto el mecanismo como el aparato llegado un - 
determinado momento y circunstancias se detienen (148).
Si nos adentramos en el lenguaje juridico, podemos ha
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cer una primera reduceiôn, la independencia relativa se de tiene en 
la autodeterminaci6n o autoreguiaciôn, es decir, la posibilidad de 
regular autônomamente determinadas actividades y comportamientos - 
(149). Es menester por tanto, la existencia de una serie de près—  
cripciones normatives puestas por los propios sujetos, pero a su - 
vez de nuevo en una situaciôn de relatividad respecto de otras - - 
prescripciones puestas por otros sujetos (heteronomla). En este - 
sentido afirma Lavagna, no se puede hablar de autonanla alll donde 
no existe una cierta heteronomla; pues entonces estarlamos ante - 
autonomia soberana o ante el supuesto de los comportamientos jurl- 
dicamente irrelevantes (150). Estas dos restricciones "autoreguia- 
ciôn" mâs "heteronomla" nos acercan al concepto juridico moderno - 
de autonomia y nos aiejan de la acepciôn antigua y primera de auto 
nomla como autonomia soberana, atributo tanto de los Ordenamientos 
jurldicos originarios (Estados) como de las puras dominaciones (im 
perios despôticos) (l5l). Lo que en nuestros dlas llamarlamos "so­
beranla", concepto afin, pero distinto al de autonomia.
Dentro de este concepto de autonomia como regulaciôn - 
autônoma de determinadas actividades y comportamientos, podemos - 
distinguir la autoncanla püblica de la privada: el criterio de des- 
linde es évidente, la existencia o no de poderes pûblicos dotados 
de potestades de Derecho pûblico.
El concepto de autonomia privada proviene del Derecho 
Comûn y es retornado por la pandectista, sobre todo en relaciôn con 
la elaboraciôn de la teorla del negocio juridico y va a ser desarro 
11ado por la teorla voluntarista bajo un doble perfil : como causa 
productora de efectos jurldicos y como libre autodeterminaciôn né­
gociai. Savigny precisarâ que la autonomia privada actûa no sôlo - 
en el momento del negocio juridico, sino en todo el âmbito de los 
comportamientos privados, por ejemplo, en la recepciôn contractual 
de normas de derecho extranjero o en la facultad de pedir la anula
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ciôn de un reglamento o de promover acciones jurisdiccionales (152). 
Santi Romano se refiere a la autonomia consuetudinaria como parte - 
de la autonomia privada manifestada en modo involuntario y anônimo 
como costumbre y creada, por tanto, por sujetos extranos a potesta­
des (1 5 3). Sobre la naturaleza juridica de la autonomia privada la 
doctrina discrepa, aunque prevalece la postura que entiende que se 
trata de una fuente productora de normas. El mismo Kelsen al distin 
guir entre democracia y autocracia como formas de Estado, califica 
la democracia como un sistema preferentemente de creaciôn volunta—  
ria del Derecho y donde existen numerosos derechos subjetivos (154). 
No obstante, no falta quien destaca como Lavagna la politicidad de 
los actos de autonomia privada, porque el momento de "libertad"de las 
decisiones , privadas produce efectos sobre los intereses colecti—  
vos o de terceros, sobre todo en los casos de sociedades con fuer—  
tes concentraciones de capital (155). Como evidentemente no es esta 
mi tarea, tan sôlo puedo que abrir esta incôgnita.
Dentro de la autonomia pûblica ya he dicho, siguiendo a Lavac[ 
na, que su caracterlstica principal es la existencia de poderes pû­
blicos como poderes de condicionamiento unilateral de colectivida—  
des. Consecuentemente, si esos poderes pûblicos pueden regular (con 
dicionar) la vida de esas colectividades, deben ser directa o indi- 
rectamente expresiôn de estas. Nos adentramos asi en la teorla de - 
la representatividad polltica como razôn justificadora de las fuen­
te s de produceiôn del Derecho. Ahora bien, existen distintos tipos 
emplricos de autonomia de Derecho pûblico, susceptible de distintas 
formas de clasificaciôn. Si por ejemplo nos fijamos en los tipos de 
funciones que pueden ser contenido de la autonomia pûblica, podemos 
obtener un afpplio abanico de tipos de autonomia, segûn las funcio—  
nés que les atribuyamos, asi: de legislaciôn, administraciôn, con­
trol, de indirizzo politico, etc.
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Cabe asi hablar de autonomia institucional. La paternidad - 
del concepto corresponde a Santi Romano, aunque lo usa también - 
con un sentido distinto, Lucatello (l56). Para Giannini, la auto­
nomia institucional supone la existencia de dos Ordenamientos ju­
rldicos originarios y relacionados entre si (Romano no exige en - 
cambio la nota de originalidad como veremos): se puede decir que 
es autônomo el Ordenamiento de la Iglesia respecto de los Estados 
no confesionales, pero tolérantes en materia religiosa o incluso 
el Ordenamiento sindical. Se nos plantea entonces la primera cues^  
tiôn; ô^uâl es el tltulo de atribuciôn de estas instituciones a - 
las que el Estado reconoce sus Ordenamientos jurldicos internos?. 
Responderé a esta pregunta al hilo de otro concepto extremadamen- 
te ligado, autoncanla normativa.
Giannini entiende por autonomia normativa "La potestad atr^ 
buida por los Ordenamientos jurldicos estatales a entes distintos 
del Estado para emanar normas constitutivas del propio Ordenamien 
to juridico estatal'’(l 57). Es decir, piensa que estâmes ante una 
potestad de un suje to. El tltulo de atribuciôn de estas potesta—  
des normatives dériva de un reconocimiento del Estado. Reconoci—  
miento debido a hechos institucionales de sujetos que el Estado - 
ha debido histôricamente aceptar, o a antiguos Ordenamientos jur^ 
dicos originarios (como en el caso de los Estados federeiles pro—  
venientes de antiguas Confederaciones), a veces incluso la autono 
mla normativa puede tener su causa en el reconocimiento por la - 
norma normativa de la autonomia constitucional (poderes constitu- 
yentes) de de terminados entes territoriales: los Estados miembros 
de los Estados federales, o bien derivar del reconocimiento cons­
titucional de la autoncxnla normativa de las CCAA. Pero lo que la 
existencia de ese reconocimiento del Estado como elemento consti­
tutive de la autonomia normativa demuestra, es que la atribuciôn 
o no de este tipo de autonomia es un problema de estricto derecho
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positivo, basado en consideraciones de mera oportunidad polltica: 
en el fascismo italiano se hablaba de autonomia sindical y en el 
nacional-socialismo de autonomia de los grupos profesionales; in­
cluso no han faltado voces que^considerando a las Fuerzas Armadas 
como un "estamentohan reclamado autonomia normative para este - 
grupo de profesionales. Es cierto que habitualmente Ips sujetos - 
de autonomia normativa son los entes territoriales, pero la cues­
tiôn del reconocimiento es una cuestiôn de oportunidad polltica.
La estructura de la norma atributiva de potestades normati­
ves estâ basada en la regulaciôn estatal de algunos extremos im—  
portantes y su reenvlo, para la regulaciôn del resto, al sujeto - 
dotado de autoncmla, que posee una potestad para ordenar sus inte 
reses propios juntamente con los estatales. El rango que estos aç 
tos normetivos ocupen en la jerarqula de fuente es de nuevo otra 
cuestiôn de derecho positivo: leyes formales para los Estados miem 
bros, CCAA y regiones, reglamentos para los municipios, etc.
Generalmente, la autonomia normativa lleva pareja la autono­
mia organizativa, pero existen supuestos de autonomia organizati­
va de los que no se predica la autonomia normativa. Asi si por - 
autonomia organizativa entendermos la situaciôn juridica en que - 
se encuentran distintas figuras subjetivas (personas jurldicas, - 
entes de hechos, ôrganos, etc.) que gozan de una independencia de 
rogatoria frente a otros sujetos en euestiones organizativas, - - 
existen determinados entes autônomos respecto del aparato estatal 
o algunas unidades autônomas en las Fuerzas Armadas que poseen e^ 
ta independencia, pero sin embairgo carecen de potestades normati­
ves .
Se habla también de autonomia administrativa, autoadministra­
ciôn o autarqula. En un sentido amplio, etimolôgico, autarqula - 
désigna todo tipo de autonomie (autosuficiencia) o manifestaciôn 
de autogobierno, pero es mâs frecuentemente empleado en un senti-
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do restringido dando a entender potestades administratives de - - 
autoadministraciôn. El término autarqula empieza a emplearse en - 
Italie a principios del siglo XX. Giannini afirma que es fruto de 
una mala traduce iôn del alemân Sel bs t-verwal tung como autarqula 
o potestad de emanar actos administratives, atribuida por el Esta 
do a sujetos distintos de si mismo, por eso piensa hubiera sido - 
mâs correcte hablar de autoadministraciôn (1 5 8). El término pare­
ce ser fue acunado por Malgarini y divulgado por Santi Romano. Ro 
descubre la necesidad de utilizer un término juridico que dèfina 
con precisiôn la posiciôn de municipios y provincias (asi como - 
también de los entes pûblicos institucionales) tras la ley de ré- 
gimen local italiana de 1.865, de cariz francamente centraliste.
No pudiendo emplearse autonomia (término que gozâba de tradiciôn 
anterior) pues 'ésta implicaba un poder de derecho pûblico de ema 
nar normas jurldicas obligatorias, utiliza descentralizaciôn autâr- 
quica, basândose en fuentes jurldicas alemanas (l59). Para Romano, 
el punto de partida es la ampliaciôn realizada del concepto de E£ 
tado en el Derecho pûblico moderno, que viene a incluir dentro de 
la nociôn "Estado" muchas instituciones que antes se encontraban 
fuera; desde estas bases, municipios y provincias no serlan sino 
una "administraciôn indirecta" del propio Estado y su interés pro 
pio se verla estrechamente unido (tan estrechamente que casi desa 
parece) con el interés del Estado. Dada esta consideraciôn de mu­
nicipios y provincias como entes locales, ôrganos del Estado, re­
gular sus funciones correspondlan exclusivamente al propio Estado. 
Durante el perlodo fascista^afirma Gustapane^que el término alcan 
za su mayor difusiôn, incorporândose incluso al campo de la econo 
mla (de autarqula econômica se hablô también en Espan.^  (1 6 0). Mer 
ced a este perf il histôrico, los constituyentes italianos de 1 .947 
tuvieron claro que el concepto de autarqula comportaba una visiôn 
muy reductiva de la funeiôn de los entes locales y por eso cons—
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cientemente lo sustituyeron por el de autonomia (art. 4 C.It. 1947). 
Grâficamente, ante una enmienda que proponla la introducciôn del - 
término autarqula el présidente de la "comisiôn de los 75", Ruini, 
afirmô que con el término se disminula la fuerza de esos entes lo­
cales, por que "autarqula es me nos que autoncsnla"; todas estas con­
sideraciones llevan a Gustapane a afirmar que autarqula es un tér­
mino juridico en de sus o (l6l).
Otro tanto podrîamos decir en Espaha, pues también entre no- 
sotros la promulgaciôn de la norma constitucional debe llevar a - 
arrinconar el concepto de autarqula, pues no hay un sôlo precepto 
en la Constituciôn donde se emplee, y relevantemente el decisive - 
art. 137 utiliza la nociôn de autonomia referida a municipios y - 
provincias. Significativamente ademâs, en el anteproyecto de Cons­
tituciôn se regulaban Administraciôn Local y CCAA por separado, pe 
ro incluso entonces en el art. 105 se atribula a los municipios - 
autonomia y no autarqula.
Atendiendo también a los tipos de funciones se habla de auto­
nomia participative, refiriéndola a actividades no dirigidas a pro 
ducir efectos jurldicos inmediatos sino a condicionar o influir - 
las actividades de instituciones superiores. De la importancia de 
este tipo de autonomia ya he hablado en la Parte I al referirme a 
Estado federal y regional y considérer los mecanismos de participa 
ciôn como un importante criterio relativo de deslinde.
Sabido es que las Constituciones occidentales suelen es table 
cer un sistema pluralista de direcciôn polltica del Estado, atribu 
yendo potestados de orientaciôn polltica al pueblo en primer lugar, 
a los ôrganos constitucionales (Gobierno, Congreso, Senado...) y a 
los sujetos constitucionales (y entre estos a los entes territoria 
les) (l62). Cabe hablar por tanto de una participaciôn de los en—  
tes territoriales en la actividad de indirizzo politico. No obstan 
te, Lavagna apunta que existen otros supuestos de autonomia pollti-
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ca al margen de la autonomia territorial, pero que o bien se resuel 
ven en autonomia participativa o manifiestan el hecho de que cier—  
tos grupos alcancen a controlar el ejercicio de los poderes pûbli—  
COS a través de canales no institucionalizados (l63).
Profundizando en esta tipologla podrîamos hablar también de - 
una autonomia planificadora o de financiaciôn, etc. Pero por acer—  
carnos al punto que nos interesa,conviene que atendamos no sôlo a - 
las potestades o funciones autônomas, sino también a los sujetos o 
colectividades titulares de las mismas. Existen, desde este punto - 
de vista, dos tipos fundamentales de autonomies pûblicas, las de - 
los entes territoriales y las de determinados grupos sociales. Como 
ya he recordado antes, el tltulo de atribuciôn de autonomia a estos 
sujetos es una cuestiôn de estricto derecho positivo que depende 
del reconocimiento estatal y, por tanto, de razones de oportunidad 
polltica.
Las autonomlas sociales son autonomies atribuldas a colectivi^ 
dades singularizadas por caracterlsticas personales (la pertenencia 
a una determineda profesiôn en algunos Ordenamientos, por ejemplo) 
o bien por la pertenencia a une clase, categoria o grupo. La subdi- 
visiôn mâs importante de todas elles es la autonomia colectiva- Mar 
tin Valverde estiende por autonanla colectiva la preseneia de un po 
der normative conjunto de empresarios y trabajadores para la régula 
ciôn de las relaciones laborales (164). Este poder normative se ma- 
nifiesta y actualize en la negociaciôn colectiva que plantea eues—  
tiones complejas, tanto de ensamblaje con la legalidad estatal como 
derivadas de su propia complejidad interna, en la que aparecen dis­
tintos niveles o âmbitos de negociaciôn que es precise coordinar. - 
Nuestra Constituciôn reconoce el derecho a la negociaciôn colectiva 
laboral entre los représentantes de los trabaj adores y emprescirios 
en su art. 37.1, admitiendo en su pârrafo segundo la fuerza vincu—  
lante de los convenios, que como dijo Carnelutti son "un hlbrido - 
con aima de ley y cuerpo de contrato" (iô5). La importancia de la -
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autonomia colectiva es tal, que en algunos Ordenamientos como el 
italiano, parece haberse introducido una especia de iniciativa - 
legislativa fâctica de los sindicatos, de tal forma que en la - 
prâctica el Parlamento se limita a elevar el rango de ley, cuan­
do es preciso, los acuerdos entre trabajadores y empresarios (l66)
Nuestro Ordenamiento parece contempleir un supuesto de in—  
terrelaciôn de la autonomia colectiva con la territorial en el - 
art. 87 del Estatuto de Los trabajadores (Ley 8 /1 9 8 0 de 10 de - 
marzo), donde al regular la legitimaciôn de las partes para nego 
ciar los convenios cole c tiv os, se alude expresamente a los sindi^ 
catos o asociaciones empresariales de Comunidad Autônoma que - - 
euenten en este âmbito con un mlnimo del 15% de los comités de - 
empresa o delegados del personal o empresarios, referidos al âm­
bito funcional de que se trate. ^Estamos ante una adecuaciôn de 
la autonomia colectiva a la nueva divisiôn del territorio o ante 
una manifestaciôn mâs de la autonomia de las Comunidades Autôno­
mas ?(l 67 )-.
Al margen de la autonanla colectiva, el supuesto mâs rele­
vante de autonomia normativa es la autonomia territorial, llama- 
da asi por estar atribuida a comunidades identificadas por el he 
cho de residir en un determinado territorio. Como el territorio 
suele ser la sede de una pluralidad de intereses y fines, carga- 
dos de cierta politicidad, la autonomia territorial.no sôlo es - 
una autonomia normativa y organizativa, sino también polltica. - 
Veâmoslo con mayor detenimiento circunscribiendo la autonomia te 
rritorial al supuesto de las CCAA, pues incluso dentro de nues—  
tro propio texto constitucional se utiliza la voz autonomia con 
acepciones diverses’, asi referida a las Universidades en el art. 
27-10 y relativa a municipios y provincias en el art. 137, y con 
sentido distinto de como se recoge especlficamente para las CCAA 
en el art. 2. La cuestiôn de como puede interferirse la autono—  
mla universitaria (en los têrminos que la future ley de autono—
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mla universitaria establezca) con las competencias autonômicas en 
materia de educaciôn, debe resolverse probablemente mediante el - 
recurso a que el Estado fija las condiciones bâsicas del ejercicio 
de este derecho a la educaciôn-servicio pûblico, y las CCAA l9s - 
desarrollen (véase por ejemplo art. 16 E. Vasco y art. 15 E. Cata 
l&n\ pero dejando ambos poderes pûblicos un margen amplio de re—  
glamentaciôn a la propia instituciôn universitaria; estamos pues 
ante un interesante supuesto de autonanla social ("instituciôn - 
universitaria": probablemente los profesores cono Corporaciôn), - 
organizativa y normativa (con el rango de naturaleza que la futu- 
ra LAU estipule) (l68).
Partimos de unas situaciones jurldicas activas frente al E£ 
tado aparato y constitucionalmente garantizadas: las CCAA^cuya na 
turaleza juridica he descrito considerandolas "entes pûblicos te­
rritoriales de base corporativa, intermedios entre el Estado y - 
los entes locales, con carâcter de sujetos constitucionales dota­
dos de potestades normatives y naturaleza polltica". Estâmes ante 
un tipo de autonomia:
a) pûblica pues son entes pûblicos;
b) caracterizada por poseer un sujeto territorial dotado de 
personalidad juridica: autonomia territorial, pues no cabe duda - 
de que el territorio es elemento constitutive de la CCAA (art. - 
147.2) y un limite relativo al ejercicio de la autonomia;
c) pero es ademâs un autonomia normativa, en cuanto las - - 
CCAA poseen potestades legislatives atribuidas por la propia Cens 
tituciôn: asi résulta para las CCAA de autonomia plena del art. - 
152 y de la interpretaciôn sistemâtica de todo el tltulo VIII pa­
ra las CCAA/menos plena; de acuerdo con el juego del principio de 
canpetencia en los supuestos de actos jurldicos de los Pariamen—  
tos autonômicos estamos ante verdaderas leyes formales, como ha -
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demostrado Munoz Machado y superada la polémica italiana sobre - 
el carâcter de "leyecitas" de las leyes régionales (i69).
d) ahora bien, de un lado la autonomia de las CCAA no ago 
ta todos sus contenidos en la mera autonanla normativa (lo que - 
supondrla una restricciôn constitucionalmente injustificable de 
su âmbito de autonanla) y de otro, las normas autonômicas pare—
cen poseer un carâcter bifronte pues se integran en el Ordena---
miento juridico estatal, pero a la vez constituyen un Ordenamien 
to juridico derivado o subordenamiento, el propio de la Cornuni—  
dad Autônona que dictô la norma. Estamos, por tanto, no sôlo an­
te una autonomia normativa sino también ante una autonomia insti­
tucional . Para entender este punto es menester que haga alguna - 
referencia a la polémica clâsica entre Giannini y Romano sobre - 
el concepto dé autonomia y la teorla institucionista de este ûl- 
timo autor (170).
M.S. Giannini identifica autonomia normativa con una potes- 
tad de un sujeto que se da asi mismo una normativa constitutiva 
del Ordenamiento juridico estatal. En sus fragmentes de un die—  
cionario juridico, Santi Romano critica esta concepciôn, realizan 
do algunas matizaciones. En primer lugar, de acuerdo con la teo­
rla institucionista, un derecho objetivo no se puede reducir por 
entero a un conjunto de normas y conviene referir la nociôn de - 
autonanla a ese Ordenamiento juridico que las CCAA como institu­
ciôn cre an: no sôlo debe contemplarse pues el momento de las po­
testades normatives, sino teimbién el momento cre ad or de la inst^
tuciôn y ese entramado de ambas,inseparable, que es el Ordena--
miento (l7l). Pero ademâs, y en segundo lugar, es inexacte limi­
ter la definiciôn de autonomia considerândola sôlo como potestad 
incluso de darse un Ordenamiento. Otra limitaciôn del concepto - 
de autonomia que Romano desecha es hablar de autonomia (se entien 
de aqui institucional) solo en relaciôn con los Ordenamientos -
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originarios como hace Giannini (Estado-Iglesia, por ejemplo); los 
autores defensores de estas posturas afirman, basândose en las no 
tas de exclusividad y unidad de los Ordenamientos, que si un Orde 
namiento dériva de una potestad de otro Ordenamiento superior(por 
ejemplo, el del Estado), no puede distinguirse de êste fues forma 
parte de él de forma inseparable ; o lo que es lo mismo (o al me—  
nos complementario), si estamos ante un Ordenamiento originario - 
que no se dériva de potestad heterônoma alguna, no puede entonces 
hablarse de autonomia (172). Ranano considéra estas argumentacio- 
nes inadmisibles pues afirma que dos Ordenamientos pueden estar - 
en conexiôn en toda una serie de graduaciones, sin necesidad de - 
mezclarse. £,C6mo? la res pue s ta nos la da clar amente el texto cons 
titucional espahol: de acuerdo con los principios de competencia, 
jerarqula, supletoriedad y en su caso prevalencia,tal y como he—  
mos visto al estudiar el principio de unidad del Ordenamiento ju­
ridico.
Cono conclusiôn, las Comunidades Autônomas como institucio­
nes dotadas de la potestad de emanar normas crean su propio Orde­
namiento juridico, subordinado e integrado en otro Ordenamiento - 
mâs amplio, el estatal. Estamos entonces ante una autonomia no sô 
lo normativa, sino también institucional. Ahora bien, tampoco se 
agota aqui el concepto de autonomia de las CCAA, pues como la cri 
tica de la dogmâtica italiana a las tesis de Santi Romano ha ten^ 
do buen cuidado en advertir (el mismo Giannini, entre ellos), la 
autonanla territorial supone un elemento mâs: la posibilidad de - 
adoptar decisiones pollticas, que a menudo se plasmarân en leyes 
(la ley es la principal manifestaciôn del indirizzo politico) o, 
en general, en normas, pero en muchas otras ocasiones no y serân 
constitutivas de actos politicos. En este sentido la doctrina ita 
liana mâs progrèsiva, partiendo de la obra clâsica de Vezio Crisa 
ffulli sobre la consideraciôn del indirizzo politico como una fun
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ciôn propia, ha tenido buen cuidado de explicar la participaciôn 
de las regiones en esta actividad. Asi, entre otros, Augusto Bar 
bera, en su excelente trabaj o sobre regiones y pluralisme y regio
nés e interés nacional, y T. Martinez en su estudio sobre la ---
autonanla polltica de las regiones (173).
Y esta cuestiôn es decisive en nuestro pals, hemos visto - 
en la Parte II, capitule l (aproximaciôn hist'orica a la forma - 
territorial del Estado) el fracaso de los intentes de configurer, 
a lo largo del siglo XIX y heista la II Re pûblica, una instancia 
de autoadministraciôn con potestades meramente administratives y 
situada por encima de las provincias. Por eso, cuando el consti- 
tuyente de 1.978 se plantea la naturaleza de la autonomia terri­
torial de las CCAA, no conserva dudas sobre su carâcter politico: 
la mismo polémica sobre la inclusiôn del término nacionalidades ey> 
el art. 2 y el reconocimiento del derecho al autogobierno (art. 
143 en relaciôn con art. 2) de nacionalidades y regiones asi lo 
demuestran. Tampoco el T.C. peirece alojar dudas sobre la recep—
ciôn de esta naturaleza polltica en el texto cons ti tue ionêil,---
pues lo atPirma expresamente en la S.T.C. de 14 de julio de I98i 
(F.J.3). Por otra parte, entiendo que la primera finalidad que - 
la introducciôn del Estado autonéanico debe cumplir, es précisa—  
mente una finalidad polltica,integrar en el Estado los naciona—  
lismos internos para, respetando su carâcter nacional, superar - 
su conciencia nacionalista. Por eso he destacado la importancia 
del término nacionalidades y de la articulaciôn de esa integra—  
ciôn en torno a una unidad polltica (necesariamente previa a la 
juridica) plasmada en un indirizzo comûn recogido en la Constitu 
ciôn.
Ahora bien, iqué debe entenderse por autonomia polltica y 
en qué potestades jurldicas se manifiesta?
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En primer lugar, autonomia polltica en la Constituciôn espa 
Hola de 1.978 quiere decir autogobierno de las nacionalidades y - 
regiones. En efecto, el derecho a la autonanla reconocido en el - 
art. 2 se concrete en la posibilidad (pues estamos ante un dere—  
cho voluntario) de que las nacionalidades y regiones se constitu- 
yan en Comunidades Autônomas, y accedan a su autogobierno. Esta - 
afirmaciôn puede ser corroborada, ademâs de por el decisive art. 
143, por el pârrafo 7 del preârabulo del E. CateLlân (para hacer - 
realidades "el derecho inalienable de Cataluha al autogobierno") 
y art. l.i; art. 1 y 3 del E.Vasco; art. i.i B.Gallego, etc. Pero 
iqué debemos entender por autogobierno?. Si recurrimos a José A. 
Gonzâlez Casanova (autor de un trabajo sobre el principio de auto 
gobierno y cuyeis tesis paurece ser que influyeron en este punto, a 
través del PSQE en la elaboraciôn constitucional y a través del - 
Partit Socialista de Catalunya en la elaboraciôn estatutaria de - 
Cataluha) autogobierno y autonanla polltica se identifican, pero 
poco habremos avanzado con decir ésto; no parece que autogobierno 
sea una traduceiôn del selfgoverment inglés pues es ésta ûnains 
tituciôn manifiestamente distinta, tampoco del régimen de comuna 
yugoslavo, pues como afirma Casanova la fôrmula polltica de nues­
tra Constituciôn es bien dis tinta (174). No cabe entonces otro - 
remedio que encontrar la respuesta en una interprêtaciôn sistemâ­
tica del tltulo VIII. Una vez constituida en Ccmiu— nidad Autônana 
una nacionalidad o regiôn mediante la aprobaciôn de su Estatuto - 
(art. 143.1), éste pasa a ser la norma institucional bâsica del - 
autogobierno de la Caounidad (art. 147.1). Esto supuesto, la Cons 
tituciôn prevee para las CCAA de autonomie plena unas institucio­
nes de autogobierno que los Estatutos deben regular (art. 152.1): 
una Asamblea con potestades legislatives y funciones représentât! 
vas y de control politico; un Consejo de Gobierno con funciones - 
ejecutivas y administratives con un Présidente elegido por la --
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Asamblea de entre sus miembros y un Tribunal superior de Justicia 
que pese a pertenecer al Poder judicigj. ûnico en todo el Estado - 
debe "culminer la organizaciôn judicial en el âmbito territorial 
de la C.A." (art. 152.1): y esta afirmaciôn no puede desvirtuarse 
por las afirmaciones contenidas en las sentencieis del Tribunal - 
Constitucional de 14 de julio de i.981 (ley antiterrotista) y de 
22 de junio de 1.982 (protocole): pues lo que en elles se dice, - 
que el poder judicial es un ôrgano ûnico del Estado con sede en - 
las CCAA, debe entenderse complementado par la garantia institu—  
cional construida en el art. 152.1 pârrafo 3 y en los anâlogos - 
preceptos estatutarios, (verbi gratia art. 13 y 14 y capitule III 
tltulo II E.Vasco) que obligan al poder judicial a culminer su ot 
ganizaciôn en el âmbito territorial de cada Comunidad. Las normas 
estatales que vulneren esta garantie institucional de las CCAA de 
ben considerarse inconstitucionales (l75). Esta organizaciôn ins­
titucional bâsica que el art. 152.1 exige para las CCAA de autono 
mla plena, ha sido adoptada en la realidad constitucional también 
por las CCAA de autonanla menos plena, pues ante la ausencia de - 
prohibiciôn constitucional en contrario han optado en su totcLLi—  
dad por dotarse de instituciones anâlogas en sus respectives Esta 
tutos de Autonomia. Por tanto las afirmaciones que aqul se digan 
son vâlidas tanto para uno como para otro tipo de CCAA.
Por tanto, autononla polltica supone autogobierno y éste se 
concrete y articula en unas instituciones de gobierno propias de 
cada Canunidad Autônana y que se asemejan al esquema tripartite - 
de cualquier Estado con un sistema parlamentario: un Gobierno con 
un Présidente; una Asamblea que élabora las leyes, elige este Pre 
sidente y contrôla la actividad gubernamental y unos ôrganos del 
poder judicial estatal résidantes en la Comunidad ante los que de 
ben agotarse las instancias estatutariamente prévistas (véase, - 
por ejemplo, art. 14, E.Vasco).
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Esto supuesto, parece évidente que estas instituciones de - 
autogobierno de la Comunidad sostendrân una determinada direcciôn 
polltica (176). Asi el cuerpo electoral residente en cada Comuni­
dad elige por mandate del art. 152.1 una Asamblea representative, 
optando entre los distintos programas de los partidos que concu—  
rren a las elecciones y determinando por tanto las grandes bases 
de la direcciôn polltica y autonômica, que obvio es decir pueden 
diferir (y de hecho diferirân) de una Comunidad a otra; en un: se­
gundo momento, esta Asamblea otorga su confianza e inviste como - 
Présidente del Gobierno a un dipùtado que lee su programa de go—  
bierno ante la misma, ejercitando una verdadera potestad de deter- 
minaciôn del indirizzo politico; en otro tercer momento, todos - 
los actos de los gobiernos autonômicos reeLLizados a desarrollar - 
ese programa deben entenderse como una actividad juridica unita—  
ria o secuencia de actos y comportamientos, que inciden sobre la 
realidad juridica, para realizar los fines previstos en la Consti^ 
tuciôn, en el desarrollo estatutario de los mismos y en la deter- 
minaciôn del programa de gobierno, en una actividad sucesiva y en 
cascada. Todas estas actividades son potestades de determinaciôn 
de la direcciôn u orientaciôn polltica autônoma (l77).
Por otra parte, los Parlamientos autonômicos es de esperar 
aprobarân una serie de leyes e incluso de mociones (por ejemplo,- 
en la experiencia del Parlamento CatalÂn han sido frecuentes las
mociones pollticas encaminadas a soliciter del Gobierno el des---
pliegue de alguna actividad) que manifestarân una opciôn polltica 
entre las mûltiples probabilidades contitucionales y estatutaria­
mente légitimas. De nuevo estamos, en un sentido amplio, ante nue 
vas actuaciones de determinaciôn de la direcciôn polltica autônoma.
Esta direcciôn polltica autônoma, determinada por Gobierno 
y Parlamento, vendrâ desarrollada por una serie de actividades de
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diverses ôrganos dirigidas a cencretar en el piano juridico la po 
lltica asi determinada y con los medios previstos en el Estatuto 
y en la Constituciôn, Cabe distinguir pues entre esta potestad de 
de terminac i ôn del indirizzo politico autônomo y las actividades - 
ejecutoras o "portadoras" de tal actividad.
Hemos visto, par tanto, los très mementos que segûn Marti—  
nez cabe distinguir en toda actividad de indirizzo politico: un - 
primer momento telolôgico de valoraciôn de los fines a conseguir, 
un momento instrumental donde se buscan los medios légitimés para 
conseguir esos fines y un ûltimo momento de realizaciôn sobre el 
piano juridico de esos fines par los distintos sujetos y ôrganos 
constitucionales (178). Ejemplos de actos politicos que manifies­
tan el derecho a ese indirizzo politico autônomo son la autonanla 
de las relaciones Consejo de Gobierno-Asarablea en toda Comunidad, 
verbi gratia: contrôles parlamentarios (confianza, censura); in­
vest igaciôn parlamentaria (preguntas, interpelaciones, comisiones 
de encuesta...).
Como conclusional provisional, reconocida y garantizada cons 
titucionalmente (accionable por tanto ante la Justicia Constitu—  
cional) la autonomia polltica o autogobierno como un derecho de - 
las CCAA, nada puede impedir que êsteis determinen su propia direc 
ciôn polltica de gobierno. Ahora bien, iquô limite puede encon—  
trar este indirizzo politico autônomo?.
Al estudiar en pâginas anteriores la unidad polltica conse- 
guida por la Constituciôn espahola en torno a "un proyecto pollti 
co comûn" o fines supremos del Estado y a los medios considerados 
idôneos para su consecuciôn, decla entonces que esta suprema - -
orientaciôn polltica estatal (evidentemente me refiero al Estado 
total u ordenamiento) refiejada en la consagraciôn constitucional 
de unos valores y finalidades del Ordenamiento, era un limite ma­
terial para todos los poderes pûblicos y, par tanto, no sôlo vin-
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cul aba a la orientaciôn polltica del Gobierno de la Naciôn, sino 
también a las propias de los Gobiernos autonômicos. Con ello no 
hago sino reiterar que la Constituciôn no se agota en los Estatu 
tos y que la de terminac i ôn de los indirizzos politicos autônomos 
posee como limite absolutos la propia norma estatutaria y la ncr 
ma constitucional. Pero los preceptos constitucionales no son sô 
lo unos limites negatives sino también unos fines (limites posi­
tives ) que toda actividad autonômica, partiendo de la especifica 
ciôn del desarrollo estatutario, debe estar encaminada a conse—  
guir. se corrobora de nuevo la indiscutible unidad entre parte - 
dogmâtica y parte orgânica tanto de la Constituciôn como de los 
Estatutos.
Si hasta aqul los conceptos de autonomia polltica/direcciôn 
polltica o indirizzo autônorao/determinaciôn de esa direcciôn ver 
sus meras actividades de ejecuciôn/direcciôn polltica suprema - 
del Estado o lo que es lo mismo valores y finalidades del Ordena 
miento recogidos en la Constituciôn, no plante an excesivos pro—  
blemeus, mâs canplejo,sin embargo, résulta la coordinaciôn entre 
la direcciôn polltica de Gobierno nacional y las orientaciones - 
pollticas de cada Comunidad. La cuestiôn se complica ademâs si - 
admi timos el juicio de realidad de que es posible la existencia 
de Gobiernos autônomos formados por mayorlêis parlamentarias o - 
simples mayor las de gobierno distintais de las que constituyen el 
Gobierno nacional. Un testigo presencial de la elaboraciôn de la 
norma constitucional, J.A. Gonzâlez Cêisanova, en una aproximaciôn 
polltica al tltulo VIII, ha explicado el interés del entonces - 
partido en el Gobierno (UCD) en pactar con el Partido Socialista 
un "ritmo eau tel os o de autonomüaciôn'*, entre otras mûltiples ra- 
zones/ por no perder su hegemonla polltica en los Gobiernos regio 
nales (179). Yendo un poco mâs lejos,conviene no olvidar las pe- 
ripecieis del desarrollo constitucional italiano en materia regio
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nal desde 1.947, producidas por el ternor de los distintos Gobier 
nos nacionales a la pérdida de su hegemonla. Pero la cuestiôn al 
canza todavla perfiles mâs complejos si se sostiene que las CCAA 
no deben abocarse a un particularisme centrifuge, sino que deben 
de tratar de incidir en la direcciôn polltica del pals, emplean- 
do al mâximo sus mecanismos constitucionales de participaciôn e 
integraciôn. Y no cabe otra lectura del Estado autonômico que ês 
ta de las autoncmlgis integradas^ Si recordamos que el principio 
de solidaridad y su consecuencia mâxima que es la cooper aciôn, - 
constituyen la esencia ideolôgica del autonomismo y el tercer - 
pie en el que se apoya, conforme al trlpode nuclear del art. 2, 
toda la construcciôn del Estado autonômico.
La cuestiôn es espinosa y debe ser desmenuzada en sus dis­
tintas partes, para poder ser objeto de estudio.
Conforme al texto constitucional, corresponde al Gobierno 
de la Naciôn dirigir la polltica interior y exterior, la Adminis 
traciôn civil y militar y la defensa del Estado (art. 97). No ca 
be duda, par tanto, de que la potestad de determinaciôn de la po 
lltica nacional corresponde al Gobierno, por anâlogas argumenta- 
ciones, empezando desde el cuerpo electoral, a las que hice res­
pecto de los Gobiernos autônomos en sus respectives territories. 
Ahora bien, si la determinaciôn de la direcciôn polltica nacio—  
nal corresponde como potestad exclusivamente al Gobierno, exis—  
ten sin embargo toda una serie de ôrganos constitucionales que son 
"portadores" o ejecutores de esa direcciôn polltica, y que en - 
gran medida también inciden en la elaboraciôn de esa orientaciôn. 
Puede ser que el Jefe del Estado sea un nuevo portador de ese in­
dirizzo politico cuando modéra el funcionamiento regular de las - 
instituciones o personifica la unidad de la Naciôn, pero qué duda 
cabe que el Parlamento puede aprobar por su iniciativa legislati­
va propia (de las CCAA o proposiciones de los diputados) leyes -
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que contribuyan a determinar esa orientaciôn polltica o bien ejer 
cer actividades de control politico,y es diflcil negar que una - 
sentencia del Tribunal Constitucional en que se atribuya la titu­
lar idad de los cargos municipales a los concejaies y no a los par 
tidos, vincula la direcciôn polltica de Gobierno.
Concluyo pues,que si bien sôlo al Gobierno corresponde la - 
potestad, como tal facultad, de determinar la direcciôn polltica 
de gobierno,ocasionalmente, otros ôrganos constitucionales cono - 
el Congreso, el Senado e incluso el propio Tribunal Constitucio—  
nal, que son generalmente meros portadores de esa direcciôn poll­
tica, pueden realizar actfos cargados de una cierta politicidad - 
que incidan directamente en la direcciôn polltica de gobierno: -
verbi gratia un proyecto de ley gubernamental que pretendiese---
atribuir los cargos de concejaies a los partidos y no a los cand^ 
datos presentados en las listas, se verla sensiblemente obstaculi 
zado por una sentencia previa del Tribunal Constitucion«a en sen­
tido contrario y aunque nada impedirla que el Gobierno presentase 
esa ley a su aprobaciôn, séria sentar un grave precedente contra­
rio a las normas de la correcciôn constitucional que deben presi- 
dir la actividad de todos los ôrganos constitucionales y al pres­
tigio del Alto Tribunal, pero ademâs tampoco impedirla que el Tri 
bunal Constitucional declarase posteriormente inconstitucional la 
ley una vez aprobada.
Por tanto, la potestad de direcciôn polltica de la Naciôn - 
corresponde al Gobierno, pero éste puede verse limitado en sus 0£ 
ciones por lais actividades de otros ôrganos constitucionales que 
pueden incidir, de hecho, en la delimitaciôn de esas opciones en 
el terreno de la realidad constitucional, si no en el de la norma 
tiva constitucional.
Ahora bien, ^pueden incidir también las CCAA en la orienta­
ciôn polltica de Gobierno?, icômo viene limitada la orientaciôn -
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polltica autônoma por la nacional?
Conforme al texto constitucional los mecanismos de partici­
paciôn de las CCAA en la formaciôn de la voluntad estatal son bien 
escasos: iniciativa legislativa (art. 87.2), iniciativa de reforma 
constitucional (art. l69) y un mecanismo de eleccôôn indirecta de 
Senadores représentantes de la Comunidad en el Senado (art. 69.5). 
Ninguno de estos très preceptos atribuye verdaderas potestades de 
determinaciôn de la orientaciôn polltica nacional a Icis CCAA. In­
cluso hay que reconocer que los medios de participaciôn comunita—  
ria en la formaciôn de la voluntad de los ôrganos constitucionales 
son bien escasos e insuficientes para permitir una integraciôn — - 
Bastante. En este sentido, entiendo que serlan aconsejables todas
las tëcnicas de ingenierla constitucional que permitiesen poten--
ciar esa deseable participaci'on territorial: usos, costumbres - - 
constitucionales, mutaciones o en su caso reformas parciaLLes. Pero 
aunque se piense que es muy deseable la participaciôn e influencia 
de las CCAA en la elaboraciôn de la orientaciôn polltica nacional, 
debe admi tir se que las vlas para ello son muy escasas e insuficien 
tes. Y acasp sea ésta una de las raayores disfuncionalidades que el 
sistema constitucional a mi juicio ofrece. Y el peligro no es pe—  
queho,pues como afirma Barbera en su decisive trabajo sobre el plu 
ralismo, si las CCAA no huyen de la tutela de âmbitos separados y 
se atreven a incidir sobre el poder centraüL "no sôlo el autonomis 
mo mos trar â todos sus limites, sino que ademâs al multiplicarse y 
enmaraflarse las asambleas legislativas y los demâs ôrganos de par­
ticipaciôn, lejos de lograrse un seguro avance de la democracia, - 
pueden presentarse nuevas formas de perniciosos fenômenos de res—  
quebrajamiento y disgregaciôn" (l80). 0 lo que es mâs grave, lo - 
que Bcissanini llama "pluralisme corporative" (el Estado parasita—  
rio repartidor de prebendeis frente al Estado asistencial ) en vez - 
del necesario "pluralismo institucional", rico y dialéctico, al - 
que aludla Rescigno (l8l).
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Ahora bien, si los mécanismes que poseen las CCAA para inci 
dir en la orientaciôn politica nacional son escasos, nada impide 
que en carabio os tenten una orientaciôn polîtica propia diverse en 
algunos extremes de la estatal. No obstante, esta diversidad no - 
puede transformarse en una contraposiciôn manifiesta entre Gobier 
no de la Naciôn y Gobiernos autônomos que conduzca a un impasse - 
(l82). En este supuesto de conflictos, deben asegurarse las garan 
tlais que permitan al Gobierno asegurar una polîtica unitaria, co­
rne per ejemplo hemos visto al estudiar el principle de unidad eco 
n^nica nacional y el case de las Cajas de Ahorro. Sin embargo y - 
COTio contrapartida, al poseer las CCAA una situaciôn jurldica ac­
tiva frente al Estado no puede producirse indefensiôn y no se pue 
de negar el derecho a que la polîtica autônoma de las Comunidades 
sea garantizada por el T.C. frente a violaciones del Gobierno , no 
conducentes a mantener la iraprescindible coordinaciôn y unidad, - 
sine a imponer la uniformidad.
Resumiendo le visto has ta aqul se puede decir que leis CCAA 
poseen una autonomla:
a) territorial, en cuanto son sujetos territoriales ;
b) normativa, mauiifestada en el triple aspecto de autono—  
mla estatuteuria, legislativa y reglamentaria,
c) institucional, pues poseen sus propios Ordenamientos den 
tro del Ordenamiento estatal articulados entre si con arreglo al 
juego del principio de competencia, y
d) polîtica, pues gozan del derecho a unas instituciones pro 
pias de autogobierno, a mantener una direcciôn polîtica autôncmia y 
pueden participer, si bien de forma insuficiente r én la elabo-^ 
raciôn de la voluntad estatal. Pero quedan todavla algunas impor—  
tantes funciones-contenidos del derecho a la autonanla que explicar 
y que otorgan a las Comunidades relevantes potestades: autonomla - 
administrative, financière y planificadcxra.
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La autonomla administrative estâ Intimamente ligada con la 
autononla normativa: en efecto, si entendemos IcLS potestades re—  
glamentarias cc»o contenido de la autoncxnla normativa (junto a - 
las potestades estatutaria y legislativa) la autonomla administra 
tiva se circunscribe a la ejecuciôn de las leyes y reglamentos - 
autônanos o en su caso del Estado, mediante actos y comportamien - 
tos administrativos. Conforme al diseîîo constitueional correspon­
de al Estado regular las bases del régimen jurldico de las Adminis 
traciones pdblicas y del régimen estatutario de sus funcionarios 
( 149 . 1 . 18 ) .  En desarrollo de este precepto el art. 10 .1 .1  (p.eji) 
del E.CateüLân asigna a la Generalidad el desarrollo de estas bases. 
En ausencia de estas bases la Genereilidad dictô la ley 4 / l  981 de 4 
de junio de medidas urgentes sobre la Funciôn Pûblica de la Genera 
lidad de Catalufla, cuya constitueionalidad fue revisada y admitida 
par la s .T.C. de 8 de febrero de 1 .9 8 2 ,  negando el carâcter necesa
riamente previo de las bases, La cuestiôn de la funciôn pdblica ha
sido objeto de especial estudio en el llamado Informe Enterrla y - 
en el tltulo VI del Proyecto de LOAPA, a mi juicio una de leis mejo 
res partes de este discutido Proyecto.
El art. 156 atribuye a las CCAA autonomla financiera para el
desarrollo y ejecuciôn de sus competencieis. Afirmaciôn que se réi­
téra en el art. 1 de la L.O. 3/1980  de 22 de septiembre de Finan—  
ciaciôn de las Comunidades Autônomas, que vino a desarrollar este 
precepto. iQuô debemos entender por autonomla financiera?. La Expo 
siciôn de Motivos del Proyecto de LOFCA (Boletin Oficial Cortes 11 
de julio de 1.979) nos da una definiciôn de este concepto: "capac^ 
dad de las CCAA para decidir tanto la estructura como el nivel de 
prestaciôn de los servicios pûblicos, cuya competencia hayan asumi 
do". El proyecto explicaba que si las CCAA no pudieran decidir so­
bre la composiciôn o estructura de los servicios prestados esta---
rlan operando, dentro de un esquema de mera descentralizaciôn del
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gêisto, como meros agentes delegados. Y si no pudiesen decidir so^ 
bre el nivel, carecerlan de un impartante elemento de la autonomla 
financiera, eu al es la capacidad de imposiciôn y consiguientemente 
de decisiôn acerca del volumen del gasto pdblico. Esta autonomla - 
financiera tiene como limite constitue ional (art. 1 5 6) los princi** 
pios de solidaridad entre todos los espaüoles y de coordinaciôn - 
con la Hacienda estatëil (l83).
El concepto que se introduce en nuestro Ordenamiento jurldi­
co de autonomla financiera proviene del articule 119 de la Consti- 
tuciôn italiana: "las régi ones .tendrân autonomla financiera en la 
forma y dentro de los limites establecidos par las leyes de la Re- 
pûblica, que coordinan con la hacienda del Estado, de las Provin—  
cias y de los Municipios". Donde ha dado lugar a ùna copiesa biblio 
grafla (l84). No obstante, parece ser mayor la influencia alemana 
en la técnica de financiaciôn mûltiple adoptada por la LOFCA. Al - 
margen, claro estâ el residue historicista del sistema de cupos y 
conciertos econ&nicos.
En realidad, lo dicho hasta aqul sobre el concepto de autono 
mla financiera no es mucho, pues partiendo de una aproximaciôn mi­
nima al concepto,como la que nos da la Exposiciôn de Motivos del - 
proyecto de LOFCA o de cualquier otra anâloga, verbi gratia: "dis- 
posiciones de un sistema propio de ingresos que permita cumplir - 
las funciones asignadas al ente del que se predica", sentada esta 
premisa minima, la verdadera utilidad del concepto estâ, como afir 
ma Javier Lasarte, en ver como se organisa esta financiaciôn, pero 
elle excede de mi objeto de estudio y me remito a los trabajos de 
los especialistas en la cuestiôn (1 8 5).
Autonomla para la planificaciôn: La existencia de esta auto 
nomla planificadora dentro del proceso general de planificaciôn - 
global, se deduce de la consideraciôn de las Comunidades Autônomas
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como entes intermed!os y de administraciôn indirecte y del juego 
combinado de los siguientes preceptos:
- art. 131.2: "El Gobierno elaborarâ los proyectos de plan^ 
ficaciôn de acuerdo con las prévis!ones que le sean suministradas 
par las CCAA... "
- art. 149.1.13:"El Estado tiene competencia exclusive co—  
bre... bases y coordinaciôn general de la actividad econômica". - 
Luego caben desarrollos de esas bases y planes econômicos autôno­
mos susceptibles de ser coordinados.
- êirt. 148.1.1:); "Las Comunidades Autônanas podrân asumir - 
competencies en las siguientes ma ter! as : el foraento del desarro—  
llo econômico de la Comunidad Autônoma dentro de los objetivos - 
marc ados por la polîtica nacional".
- en un sent id o anâlogo cil art. 149.1.13, el art. 2 LOFCA: 
"el Estado es el encargado de adopter las medidas oportunas ten—  
dentes a conseguir la estabilidad econômica interna y externa, - 
asl como el deseirrollo armônico entre las divers as partes del te­
rri torio espanol".
- pero ademâs, la obligaciôn const!tueional (ex art. 158) - 
de const!tuir un Fondo de Compensaciôn Interterritorial con desti 
no a gastos de inversiôn con la finalidad de desequilibrios econô 
micos interterritoriales concede un importante protagonismo finan 
ciero a las CCAA en la caneLlizaciôn de los fondos del sector pû—  
blico.
- como consecuencia de la existencia de dotaciones a las CC 
AA,a Ccurgo del fondo, cuando su cuantla resuite igual o superior 
al 8%, las CCAA vendrân obligadas a elaborar un programa de desa­
rrollo regional (art. 8 LOFCA); con lo cual, la autonomla planifi 
cadora deja en estos supuestos, incluso de ser un derecho para - 
convertirse en un deber u obligaciôn.
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Vemos pues, que esta funciôn de las CCAA posee una especicil 
relevancia y no cabe otra soluciôn, pues si se pretende que no - 
creen sus propias Administraciônes perifériccis, sino que se sir—  
van de las propias de los entes locales, sôlo cabe configurarias 
COTio entes planificadores (l8 6 ). No obstante, si analizamos la ex 
periencia italiana en este pu|ito el resultado de es tos aflos no pa 
rece ser muy eU.entador: planificaciones sectoriales y desccmpensa 
dad; reticencias del Estado-aparato a sentar las imprescindibles 
beises e incluso un fenômeno tlpico, el de los "residuos pasivos", 
producido par el desajuste de los precios de las contrataciones - 
entre el mcmiento de la piauiif icaciôn y el de la percepciôn de los 
fondos (1 8 7). La doctrina espaflola especialista en la cuestiôn ha 
sehalado estos peligros que sôlo pueden solucionar con la necesa- 
ria regulaciôn del Consejo de Polîtica Fiscal y Econômica y la - 
imprescindible coordinaciôn entre las Administraciônes pûblicas - 
que la Constituciôn exige.
Por tanto, la autonomla terri tor ieuL de las CCAA tiene, en?r- 
tre sus mâs importantes funciones-contenidos: la autonomla norma­
tiva (estatutaria, legislativa y reglamentaria), institucional, - 
polîtica, administrativa, financiera y plamificadora de acuerdo - 
con las acepciones explicadas. Pero antes de dar una aproximaciôn 
final al concepto de autonomla que nuestro texto constitucional - 
adopta, conviene matizar la relaciôn entre autonomla y un.impor—  
tante concepto afin; descentrçgizaciôn.
Descentralizaciôn es un t'ermino no menos equlvoco que guto 
nomla. Puede hablarse de descentralizaciôn en el sentido de dotar 
a una organizaciôn burocrâtica de ciertas facultades de autoadmi- 
nistraciôn (descentralizaciôn burocrâtica); no hay aqul autonomla 
adguna pues no existe autoregulaciôn de las actividades adminis—  
tradas, al menos que ‘êstas participen de alguna manera en la vi­
da de estais organizaciones, como ocurre en el selfgoverment inglés.
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Cabe hablar también- de descéfttraJ.izaciôn institucional cuando se 
dota a un ente de personalidad jurldica propia (con entes estata- 
les autôncOTOs, por ejemplo), pero tampoco hay aqul verdadera auto 
nomla pues falta el autogobierno de la colectividad e incluso su 
organizaciôn queda reservada al Estado (l88).
No obstante, frente a estas concepciones restrictivas de la 
descentralizaciôn mâs propias de la organizaciôn administrai iva, y 
que nada tienen que ver con la idea de autonomla, existe un conceg^ 
to de descentralizaciôn mucho mâs amplio, que encuentra su lugar 
en la teorla del Estado y que fue construido por Hans Kelsen. Co­
mo expliqué en la Parte I, Hans Kelsen distingue las distintas - 
formas de Estado como graduaciones cuantitativas de un raismo fenô 
meno con caracterlsticas genéricas comunes: la descentralizaciôn. 
Anâloga concepciôn sostieneii entre otros muchos au tores: Lavagna y 
Mazziotti en Italia y entre nosotros, Varela, Cruz, Lojendio, Gon 
zâlez Casanova, Solazabal, Larumbe, etc. (189).
Como hemos visto, segûn Kelsen el problema de la forma te—  
rritorial se reconduce al tema de la vigencia espacial de las nor 
mas. Asl, el Estado unitario centralizado séria aquél en que to-r- 
das las normas rigen en todo el territorio, mientras en un Estado 
parcialmente descentrailizado (pues centralizaciôn y descentraliza 
ciôn como criterios absolutos no existen) se distingue entre nor­
mas que rigen para todo el Ordenamiento y aquéllas que sôlo lo ha 
cen para una parte del mismo, bien segûn su objeto (principio de 
competencia) o bien segûn su ejecuciôn corresponde al propio Esta 
do-aparato o a los entes intermedios.
Pues bien, partiendo de este sistema, cuya lôgica interna - 
es difIcilmente criticable, y aun admitiendo como he explicado - 
que la autonomla territorial no se agota en la autonomla normati­
va, pues es también una autonomla institucional (como puso de ma- 
nifiesto el institucionismo de Romano) y una autonomla polîtica -
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en contenido de autogobierno que pueden manifestarse en actos po­
liticos distintos de los Estatutos, las leyes y los reglamentos, 
verbi gratia una mociôn de censura (como evidenciô la crltica al 
institucionismo) me peirece que el concepto de descentralizaciôn, 
de esta forma matizado, es el ûnico que perraite relacionar los - 
distintos tipos de autoncmlas territoriales de forma sistemâtica: 
Estado federal, autonômico, regional..., situando la autonomla - 
territorial dentro del concepto de Estado y de la teorla de sus 
modernas formas territoriales.
Consecuentemente, de forma descriptiva, y de acuerdo con - 
todo lo visto hêista aqul, puede decir que el concepto de autono­
mla que en el art. 2 se maneja es una variante de la descentreHi- 
zaciôn polîtica donde determinadas Corporaciones territoriales - 
llamadas CCAA, intermedias entre el Estado y los entes locales,- 
poseen personalidad jurldica propia para el cumplimiento de sus/ 
fines y tienen como mâs importeuites funciones-contenido de su de­
recho subjetivo a la autonomla; a) unas instituciones representa­
tives de autogobierno determinadoras de una direcciôn polîtica —  
autônoma; b) potestades normatives (estatutaria, legislatives y 
reglamentarias ) dentro de un sistema de sitribuciôn de competen­
cies indisponible y regulado a nivel constitucional; c) potesta­
des administratives; d) capacidadjie decisiôn sobre la estructura 
y el nivel de los servicios püblicos cuya competencia hayan asu- 
mido, dentro de los limites constitucionalmente prévistos y e) - 
potestades de coordinaciôn y plainificaciôn de la actividad econô­
mica comunitaria en el marco de la planificaciôn nacional.
Por tanto, autonomla territorial, pues estamos ante un su- 
jeto territorial y con funciones: normativas, institucionales, - 
administratives, pollticas, financières y planificadoras, princi 
palmente.
-  441 -
2.3. La solidaridad, esencia ideolôgica del Estado autonômico.
2.3.1. Nociôn de solidaridad.-
El tercer elemento del trîpode sobre el que se asienta el di­
se Ro constitucional en materia autonômica es el principio de solida 
ridad. La lectura de los Diarios de Sesiones, acaparada la discusiôn 
parlamentaria del art. 2 por el debate sobre el polêmico concepto de 
nacionalidad, no arroja mucha luz sobre lo que debe entenderse por - 
solidaridad. Tampoco las oportunidades en que el Tribunal Constitu—  
cional (S.T.C.18/1982 de 4 de marzo y S.T.C. 64/1982 de 4 de noviem- 
bre) ha manejado este principio permiten construir,por si solas, una 
nociôn suficientemente delimitada. Una interpretaciôn sistemâstica - 
del texto constitucional indica sus distintas manifestaciones, pero 
tampoco permite caracterizar esa nociôn. Por otra parte, el têrmino 
carece de tradiciôn en nuestro Derecho pûblico, si en cambio acudi—  
mos al Derecho privado es notorio el empleo de la categorla (en el - 
Derecho romano y civil) de las obligaciones solidarias.
Como es sabido, una "obligaciôn" supone la existencia de "una 
relaciôn jurldica en virtud de la cual una persona (deudor) debe - 
una determinada prestaciôn a otra (acreedor) que tiene la facultad/ 
de exigirla constriHendo a la primera a satisfacerla" (Ruggiero); - 
no obstante, cabe définir también, como recuerda Espln, esta rela—  
ciôn sôlo desde la ôptica del lado active como mero vlnculo pasivo, 
tal y como hacla el Derecho romano (190). Centrândonos en las obli­
gaciones solidarias, requieren una pluralidad de acreedores o de - 
deudores, o bien de ambos a la vez, en la que existe la posibilidad 
de reclamar por un solo acreedor y de prestar por un sôlo deudor in 
tegramente la prestaciôn, de tal forma que la obligaciôn queda to—  
talmente extinguida por la reclamaciôn de un sôlo acreedor y el pa- 
go de un sôlo deudor (191 ). Esto supone la posibilidad de una ulte­
rior reclamaciôn de los acreedores o deudores entre si para satisfa
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cerse los acreedores que no cobraron su parte en el aftédito o el 
deudor que pag6 la totalidad correspondiente a los demâs. Reten- 
gamos de lo dicho hasta aqul la cualidad de la solidaridad como 
una relaciôn. obligatoria entre deudores y acreedores, pero tam- 
biên entre codeudores y coacreedcres. Profundizando un poco mâs, 
vemos que la razôn de ser de la norma es la ayuda reciproca en—  
tre codeudores y coacreedores; como explica Giuseppe Branca no - 
es admisible que los hechos de uno puedan influir negativamente 
sobre los otros (l92). Estamos pues, al hablar de "solidaridad", 
ante una relaciôn de ayuda, obligatoria y en la que las conduc—  
tas de una persona,colocada en una misma situaciôn,jurldica no - 
pueden perjudicar a lais otras.
Volviendo ad Derecho pdblico (como résulta imprescindible, 
tras esta disgresiôn que tiene la dnica finalidad de intenter - 
arrojar luz sobre una nociôn tan difusa y no de realizar un in—  
justifie able trasplêüite de categories ) debe recordarse que uno - 
de los grandes sistemas jurldicos, el elaborado por Leôn Duguit, 
tiene como nociôn capital la de solidaridad ( l 9 3 ) .  Para el deca- 
no de Burdeos, el gran error del siglo XVIII y de la "metaflsica 
revolucionaria francesa" es no haber visto al hcmbre mâs que co­
mo ser abstracto y no como ser social; el objeto primordial de - 
toda norma sociêil y de la régla de Derecho no es el respeto de - 
la autonomla individual o de los derechos püblicos subjetivos, - 
sino la solidaridad o la necesidad de obliger a todos los indivi 
duos a actuar de forma que respeten la autonomla de los otros - 
(194). Esta solidaridad o interdependencia social (la nociôn de 
relaciôn del derecho privado) tiene carâcter fâctico, es un te—  
cho puesto de manifiesto por la sociologla de Durkheim (La divi- 
siôn du travail social, 1 . 8 9 1 ) :  en cualquier sôciedad hay una so­
lidaridad mecânica o por similitud de todos los hombres que se - 
prèstan auxilios reclprocos para resolver sus necesidades e inte
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reses comunes; pero existe también otra solidaridad orgânica produ 
cida en las sociedades modernas por la divisiôn del trabajo que no 
puede ser contestada, pues es un hecbo,"un elemento irréductible - 
de todo grupo social" que se manifiesta en un sentimiento de solida 
ridad que mantiene la integraciôn social (195). Este concepto de - 
solidaridad como interdependencia social es, para Duguit, el funda 
mento del Derecho, ya que "todos los miembros de la sociedad estân 
obligados por la régla de derecho a no hacer nada que sea contrario 
a la solidaridad socieü., a la par que hacer todo lo que puedan pa­
ra asegurar su realizaciôn" ($96). Por tanto, basândose en la soli 
daridad pueden imponerse abstenciones de actuaciôn e incluso corn—  
portamientos positivos favorables. Estas construcciones, asl como/ 
las anteriores del derecho privado, incorporan algunos elementos - 
a la nociôn: es una situaciôn fâctica, a veces una relaciôn jurldi 
ca^incluso un fundamento jurldico que parte de la pluralidad de su 
je tos y de la autonomla de los ciudadanos conforme el cual se pue­
den exigir abstenciones o incluso imponer conductas favorables al 
grupo social.
Si continuâmes ahadiendo elementos caracterizadores a esta -
nociôn, que nos permitan mâs tarde reconducir el concepto eü. es---
tricto campo del art. 2C.E. "solidaridad entre nacionalidades y re 
giones", se puede acudir al Derecho Constitucional comparado. Asl, 
por ejemplo, la Constituciôn portuguesa en su êirt. 227 cifirma que 
"la autonomla regional mira a la consolidaciôn de los ligâmenes de 
solidaridad entre todos los portugueses", empleando una expresiôn 
ya utilizada por Duguit ("lien de solidarité"). Duguit diferencia- 
ba este ligamen del sentimiento de justicia y lo atribula a todo - 
grupo social: tribu, familia, ciudad, Naciôn como primer sentimien 
to y vlnculo que mantenla la integraciôn social ; no obstante, es - 
de destacar que no se predica aqul de sujetos territoriales como - 
en BspaRa (nacionalidades y regiones) sino de los propi os indivi—  
duos (los portugueses) (197).
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Una mayor elaboraciôn doctrinal ha tenido esta nociôn en ita 
lia. En efecto, el art. 2 de la Constituciôn italiana euEirma que - 
la Repûblica reconoce y garantiza los derechos inviolables del hom 
bre, tanto como individuo como en las formaciones sociales donde - 
se desarrolla su personalidad y exige el cumplimiento de los debe- 
res inderogables de solidaridad polîtica, econômica y social. Pare 
ce ser, que en el Ordenamiento italiano el fundamento de los debe- 
res constitucionales: prestaciones tributarias, servicio milirar, 
deber de instrucciôn... se encuentra en la solidaridad polîtica, - 
econômica y social, por lo tanto no es extraho que lais monograflas 
que estudian los deberes constitucionales, como ocurre con la de - 
Lombardi, se inicien con una descripciôn del concepto de solidari­
dad (198). Lombardi sostiene que la misma genericidad del concepto 
hace que pose a mtUtiples significados diverses, estamos ante un - 
nuevo concepto jurldico indeterminado cuyo contenido corresponde - 
rellenar al legislador en los distintos campos: econômico, politi­
co, social... (199).
‘no obstante, no detiene aqul su anâlisis Lombardi pese a lo 
importante de esta primera conclusiôn, pues con un sugerente enfo- 
que afirma que el Ordenamiento italiano es "un ordenamiento no ho­
mogène o o antagonista": un Ordenamiento en el que làs fuerzas so­
ciales se encuentran reclprocamente con trapue s tas, de modo que no 
existe consenso sobre los fines fundamentales a perseguir, retenien 
do cada una de estas fuerzas los suyos como vâlidos y tendiendo a 
enfrentarse con las otras, mâs que a encontrar una slntesis dialéc 
tica superadora, tratando de poner los fines de la parte derrotada 
como fuera de la legalidad de la parte vencedora. Es precisamente la 
falta de hcroogeneidad del Ordenamiento la que explica los institu- 
tos de garantie, pues desde un punto de vista sustancial, no se - 
trata sôlo de tutelar al ciudadano, sino de protegerlo también en 
cuanto expresiôn de la minorla polîtica. Por asl decirlo, las nor-
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mas constitucionales manifiestan el mlnimo standar sobre el que - 
las fuerzas pollticas que ccmponen la Constituciôn material han - 
encontrado una base de entendimiento, que al mismo tiempo re pre—  
senta el basamento de un desarrollo futuro, destinado a rellenar 
las "fracturas que comprometen la homogeneidad del Ordenamiento". 
Aqul encontramos un nuevo elemento mâs de la nociôn que persegui- 
mos, y a mi juicio decisivo: el principio de solidaridad es el - 
criterio fundamental en el que se manifiesta el texto constitueio 
nal, para lograr una mediaciôn a homogeneizaciôn, sin la cual la 
vida polîtica se reducirla a una guerra hobbessiana de todos con 
todos (200).
Por tanto, a travês del principio de solidaridad se recono­
ce la desigualdad y diversidad de las fuerzas pollticas que for—  
man la Constitniciôn material, para en otro segundo momento postu­
ler la forraaciôn de una orientaciôn polîtica de consenso, en tor- 
no a los principios institucionales del Ordenamiento e ir superan 
do las "fracturas" que ponen en peligro la unidad del propio orde 
namiento. Ahora bien, estamos ante un principio fundamental por - 
su importancia pero accidentai a la vez por su juego, pues el em­
pleo de la solidaridad como criterio mediador requiere siempre de 
otro principio institucional o precepto constitucional en que apo- 
yarse.
Amén de este sugerente concepto, Lombardi entiende también 
que solidaridad polîtica, econômica y social, no son âmbitos de - 
Categories distintas y sin reciprocas interferencias, sino memen­
tos de un mismo fenômeno. Asl, por ejemplo, el deber de instruir 
se hasta de terminada edad, vie ne fundado y de limit ado por la soli^  
daridad social, pero también por la polîtica (201).
En otro estudio sobre la solidaridad (y sus relaciones con 
el derecho de huelga) Villone sostiene que si la solidaridad es - 
una situaciôn jurldica activa, conviene singularizar los sujetos, 
que por el mismo contenido de la solidaridad (una solidaridad po 
lltica para fines politicos) deben aludir a la gestiôn de intere-
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ses que estân fuera de la disponibilidad individual, es decir, son 
situaciones pasivas "metaindividuales", entre un sujeto colectivo 
al que se imputa el deber de solidaridad y otro sujeto colectivo - 
beneficiario (202).
Lavagna destaca que la solidaridad general del art. 2 no ha 
tenido hasta ahora mucho interés en la doctrina, ni en la jurispru 
dencia posiblemente por su genericidad, que parece hacerle mâs un 
dettato morale que un principio jurldico (203). La Corte Constitu­
cional ha tenido ocasiôn de procalmar este principio considerando
el deber de solidaridad como motivo inspirador de: a) Las garan--
tlas asistenciales del eurt. 38 (Cor te Constitucional, Se nte ne i a ns 
65 de 4 de julio de 1 .979, cuestiôn de inconstitucioneilidad, el —  
Tribunal desestima la cuestiôn pues entiende que aunque la asisten 
cia del art. 38 Se basa en la solidaridad, no es inconstitueional 
proclamer la iretroactividad del ea*t. 13 R.D. 13 de mayo de 1 .979- 
ns 928 que introduce la aseguraciôn contra las garanties profesio- 
nales, pues es una opciôn del Estado la elecciôn de la estructura 
organizativa de este servicio y posee la opciôn de desarrollar el 
art. 38 gradualmente), y b) como soporte del resarcimiento de los 
dahos de guerra a excombatientes (CC Sentencia de 8 de junio de - 
1.981, nfl 92: el Tribunal déclara inconstitucional el art. 6 de la 
ley de 9 de octubre de 1.971, por contrevenir el art. 8i pârrafo - 
48 de la Constituciôn que exige que las leyes que impongan aumen—  
tos de gastos deben indicar los medios para hacerlos frente: el ci 
tado precepto atribula los gastos de los especiales bénéficies con 
cedidos a los funcionarios excombatientes de las regiones o entes 
locales, a estos mismos entes). No obstante, segûn este profesor - 
de la Universidad de Roma, no se ha distinguido la solidaridad po­
il tica de la econômica reteniendo comprendidas ambas en la social, 
ni se ha profundizado en el concepto de solidaridad "porque estos - 
principios abstract os dicen muy poco hasta que no surge una necesi^
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dad concreta de emplearlos" (204). Pizzorusso sostiene que desde 
luego esta distinciôn no es fâcil, pero puede que incluso no sea ‘ 
ûtil ni conveniente (20^,
PIanteândose la cuestiôn en relaciôn con el derecho de - - 
huelga y la solidaridad econômica, Lavagna sostiene que el conte 
nido de esta relaciôn solidaria es una obligaciôn para todais las 
categorlas de trabajadores de no avanzar en reivindicaciones per 
judiciales para las otras categorlas (por ejemplo, los desocupa- 
dos) (206). Y esta obligaciôn afecta al contenido de la reivindi 
caciôn y al modo.
Recapitulando sobre los distintos elementos de las diversas 
nociones de solidaridad que he explicado, se puede decir:
- que la solidaridad es en Derecho privado una relaciôn - 
obligatoria de ayuda entre personas colocadas en una misma situa 
ciôn jurldica (codeudores, coacreedores) fundada en la imposibi- 
lidad, de que los hechos de una de estas personas pueden perjudj^ 
car a las otras.
- que en la construcciôn iuspublicista de Léon Duguit la - 
solidaridad o interdependencia es un sentimiento arraigado en - 
cualquier grupo social y que encuentra sus bases fàcticas en la 
comunidad de intereses y necesidades que satisfacer y en la divi 
siôn del trabajo (solidaridad mecânica y solidaridad orgânica). 
Pero es ademâs el fundamento del Derecho en general y de toda re 
gla de derecho en especial, pues conforme a la solidaridad pueden 
imponerse abstenciones o comportamientos actiVos verdaderais limi- 
taciones de la autonomla privada. Es incluso uns finalidad de la 
actividad de los gobernantes.
- que pcira la Constituciôn portuguesa la solidaridad es un 
vlnculo o ligamen politico entre todos los portugueses.
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- que en la Constituciôn italiana la solidaridad polîtica, 
econômica y social es el fundamento de los deberes constituciona­
les y un instrumento de mediaciôn en tor no a otros preceptos cons 
tituclonales (accidentaiidad de la nociôn), para lograr una orien 
taciôn polîtica homogènea y consensuada en el desarrollo de la - 
norma constitucional, impidiendo rupturas èn las finalidades del 
ordenamiento. Solidaridad polîtica, econômica y social son memen­
tos interrelacionados de una misma nociôn, pero que para su apli- 
caciôn prâctica conviene distinguir. Eeiacionando solidaridad eco 
nômica con autonomla colectiva o con derecho a la huelga como inè 
trumento de près iôn en la negociaciôn colectiva, estamos ante una 
relaciôn con "sujetos metaindividuales" en que a unas categorlas 
de personas se imputa el deber de solidaridad y otros sujetos tam 
bién colectivcs sus beneficios. Corroborando lo auites dicho sobre 
la accidentalidad de la nociôn de solidaridad, la Carte Constitu­
cional italûna no ha empleado nunca este concepto sin referirlo a 
otro precepto constitucional,verbi gratia, los art. 38, pârrafo 4, 
o 8i pârrafo 4 de la norma constitucional.
Como consecuencia de estos elementos de las distintas acep­
ciones de solidaridad que hemos visto y poniendo estas reflexiones 
en consideraciôn con la articulaciôn constitucional de la solida­
ridad que el Ordenamiento constitucional espaflol realiza en los - 
art. 2; 138; 156 y 158 C.B.; pârrafo 48 preâmbulo y art. 45.1 E. 
Catalân; 41.1 E.Vaisco; 1.2. E.Gallego; 1.2 B.Andaluz, ôcuâl es el 
concepto de solidaridad que nuestra norma constitucional adopta?
Pues no creo estar muy lejos de la real idad si ëifirmo que - 
en el texto constitucional la solidaridad es un valor o principio 
ético, un valor no reconocido expresamente, pero cuya cualidad co 
mo tal se desprende tâcitamente del art.^dada la consideraciôn no 
relativists en materia ëxiolôgica que la Constituciôn sustenta
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por virtud del art. 1.1 que proclama unos val ores superiores del 
Ordenamiento, pero inmanentes al mismo, y por tanto con un conte­
nido jurldico que el legislador debe rellenar y el Tribunal Cons­
titucional interpretar y explicar.
En cuanto tal valor se articula en una serie de derechos y 
deberes, que este valor fund amenta y la Constituciôn régula, en—  
tre las Comunidades Autônomas y el Estado. Es una relaciôn obliga 
toria, reciproca o en ambos sentidos, cuyos sujetos colectivos te 
rritoricLles son el Estado y las Comunidades Autônomas. Segûn las 
distintas situaciones de hecho contempladas, en algunas ocasiones 
el Estado serâ sujeto beneficiario de la solidaridad y acreedor - 
de la misma y en otras, en cambio, los beneficiarios serân las - 
CCAA. Esta reciprocidad de la solidaridad lleva a Gumersindo Tru­
jillo a sugerir que las relaciones entre el Estado y las CCAA no 
deben construirse en torno al principio de unidad de la Naciôn y 
de supremacla del interés nacional (S.T.C. de 2 de febrero de - - 
1981, F.J. 3 y 9; S.T.C. 14 de julio de 1.981, F.J. 3) sino en - 
torno al principio de solidaridad que cumpliendo anâlogas finali­
dades puede adoptar una fisonomla de reciprocidad, mucho mâs plu- 
ralista y democrâtica, pues estamos ante dos situaciones jurldi—  
Cas activas; de las partes entre si y de êstas respecte del todo 
(207).
La solidaridad es pues un valor que genera una relaciôn en­
tre Estado y CCAA, y entre êstas entre si, donde se atribuyen re­
clprocamente a ambas partes derechos y deberes. No puede llevar a 
una conclusiôn contraria el hecho de que en el art. 2 se atribuya 
la titularidad de esta relaciôn a las nacionalidades y regiones y 
se circunscriba aparentemente su juego a las relaciones interre—  
gionales. Pues ya hemos visto que esos sujetos politicos e histô- 
ricos llamados nacionêilidades y regiones se articulan para accé­
der a su gobierno en unas corporaciones territoriales llamadas -
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CCAA dqtadas de personalidad jurldica. Y porque predicar la solida 
ridad sôlo entre las CCAA y no también entre éstas y el Estado, - 
conducirla al absurdo de que el todo no pudiera exigir la solidari 
dad de las partes, rompiendo la lôgica intrlnseca de la nociôn. Pe 
ro ademâs si ponemos en relaciôn el art. 2 con el art. 156 vemos - 
cOTio la solidaridad es un limite de la autoncanla financiera de las 
CCAA y hay que entender que es el Estado el que puede exigir ese - 
limite.
Ahora bien, a mi juicio la solidaridad es también, como pre- 
tendla Duguit, una imposiciôn fâctica de la misma sociedad, en - - 
o trais palabras, un hecho. En efecto, si recordamos los elementos - 
de la solidaridad autonômica:
- tenemos en primer lugar una autonomla territorial de las - 
CCAA que, por su misma lôgica, produce una diversidad plural.
- estas CCAA poseen unos intereses comunes entre si y con el 
Estado en el cumplimiento de los fines constitucionales y de la es 
pecificaciôn de los mismos realizada en cada desarrollo estatuta—  
rio (solidaridad mecânica o por similitud).
- es évidente la existencia entre Estado y CCAA de una "div^ 
siôn del trabajo" en el sentido que las clâusulas constitucionales 
y estatutarias de distribuciôn de competencies, asignan distintas 
funciones a distintos ôrganos del Estado en su conjunto. Luego la 
misma existencia de la divisiôn de competencies supone y requiere 
la solidaridad orgânica; lo que en la técnica de la descentrali:a- 
ciôn polîtica se llama cooperaciôn.
- esta necesidad de la solidaridad orgânica o cooperaciôn se 
ve agravada en materia autonômica, pues no es posible realizar cam 
pos estancos, absolutamente separados, de divisiôn de competencLas, 
pues la realidad constitucional interrelaciona y sitda en posiciôn 
de interdependencia el ejercicio de cuaLLquier competencia. Por -
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ejemplo, las bibliotecas de titularidad no estatal pueden ser de 
competencia exclusiva de la Generalidad, pero nada impide que el 
Estado pueda incidir en ese campo, en las regulaciones autônomas 
que cifecten a la igualdad de derechos de los ciudadanos, igual—  
dad de acceso a la funciôn pûblica o tltulos acadômicos y profe- 
sionales.
- par tanto, la sol id «ir idad orgânica o cooperaciôn, como - 
viene sosteniendo la generalidad de la doctrina, entre las dis—  
tintas Administraciônes pûblicas es un hecho al que no puede ce- 
rrarse la vista si no se quiere que el sistema no funcione.
De acuerdo con lo expuesto, puedo decir como primera apro­
ximaciôn que la solidaridad es:
a) un hecho producido por el mismo juego del sistema de - 
distribuciôn de competencies y par la coincidencia de finalida—  
des entre los entes püblicos.
b) un valor del ordenamiento en materia autonômica (en---
cuanto refieja el telos o esplritu de la norma constitucional), y
c) una relaciôn especial entre sujetos colectivos y terri­
toriales (Estado y CCAA, o CCAA entre si) mediante la cual la ac 
tuaciôn de alguno de ellos puede venir condicionada por la del - 
otro o por las necesidades générales del sistema auton&nico. Es­
tamos pues ante una relaciôn que impone distintos derechos y deba 
res constitucionales.
2.3.2. La articulaciôn de la solidaridad en la Constituciôn 
espaflola. Sus distintas meuiifestaciones solidaridad 
polîtica, jurldica y econômica.
Entre los preceptos en que se utiliza la nociôn de solidary 
dad ccmo concepto jurldico inde terminado en el bloque constitucio 
nal, estân los art. 2 C.E. (referida a nacionalidades y regiones);
138.1 C.E. (configurando al Estado como garante de la efectiva -
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realizaciôn del principio en materia de desarrollo econômico regio 
nal): 156 C.E. (como limite a la autonomla financiera de las CCAA); 
158 C.E. (en el que se concreta la référéncia a los desequilibrios 
econômicos régionales del art. 138.1 con la creaciôn de un Fondo - 
de Compensaciôn con destino a gais tos de inversiôn); pârrafo 4@ del 
Preâmbulo E.Catalân (donde se erige a la libre solidaridad en "ga­
rantie de la auténtica unidad de los pueblos de Espeûla"); art.14.1 
E.Catalân (como criterio de renegociaciôn de la participaciôn de - 
la Generalidad en los ingresos del Estado); art. 41.1 E.Vasco (co­
mo criterio de aplicaciôn del régimen de conciertos); art. 1.2 e . 
Gallego (como finalidad de la Comunidad Autônoma); art. I.2.E. An- 
daluz (también como fin de la Comunidad)... (208).
iOuê tienen de comûn todos estos preceptos? A mi juicio, sin 
olvidar la unidad e la nociôn de solidaridad, conviene analizar - 
por separado cada uno de sus très momentos: politico, jurldico y - 
econômico.
Sin perjuicio del art. 2 C.E. en que se consagra la solidary 
dad como nociôn general, a la solidaridad polîtica alude claramen­
te el pârrafo 4 del preaâmbulo E.Catalân. En el mismo se afirma - 
que "el présente Estatuto es la expresiôn de la identidad colecti­
va de Catalûfla y define sus instituciones y sus relaciories con el 
Estado en un marco de libre solidaridad con las restantes naciona­
lidades y regiones. Esta solidaridad es la garantie de la auténti­
ca unidad de todos los pueblos espafloles". Luego el legislador pa­
rece entender que la solidaridad ccrao sentimiento libre y volunta- 
rio (del que hablaba Duguit) es un modo de entender la unidad de - 
la Naciôn-Estado y la verdadera garantie polîtica de la misma. Lo 
cual parece coherente con el concepto voluntarista y preferentemen 
te subjetivo de la Naciôn-Estado que hemos visto adopta la Consti-r 
tuciôn espaflola. La solidaridad séria el presupuesto necesario pa­
ra la integraciôn social, a la que también aludla Duguit, de las - 
nacionalidades y regiones en la Naciôn-Estado y un modo de enten 
der y articuler la unidad (209).
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A la solidaridad econômica parecen referirse los art. 138.1 
C.E.; 158 C.E. y los distintos preceptos aludidos sobre la autono 
mla financiera de las CCAA. Partiendo de estos preceptos Leguina 
entiende que "el deber de solidaridad" es una consecuencia de la 
designcildad de hecho social y econômica entre regiones ricas y re­
giones pobres, que exige que "se frene el drenaje de fuerzas de - 
trabajo, recursos naturales y capital ahorrado de las Comunidades 
de economla agraria hacia las zonas i ndus tri ali zad as" (210). El - 
Estado, mediante una planificaciôn de la actividad econ&aica gene 
rai (art. 131.1), debe garantizar el establecimiento de un equili 
brio econômico justo entre las diversas partes del territorio es­
paflol , pero también las CCAA deben cooperar con su planificaciôn 
autônoma y su coordinaciôn espôntânea, en su caso, al logro de - 
esas finalidades. Uno de los mecanismos que el Estado debe emplear
Para corregir esos desequilibrios econ&nicos régionales es la --
asignaciôn de recursos a las CCAA para gastos de inversiôn, provi 
nientes de un Fondo de Compensaciôn Interterritorial (art. 158.2 
C.E.).
Menos précisas son las référéncieis a la solidaridad jurldi- 
ca. He dicho antes que la solidaridad es una relaciôn entre Esta­
do y CCAA o entre éstas entre si, conforme a la cual se pueden im 
poner conductas obligatorias para salvaguardar las necesidades ge 
nerales del sistema autôncmo ojcondicionar act os y comportamientos. 
El propio texto constitucional nos ofrece un ejemplo en su art. - 
156, al considerar la solidaridad y la coordinaciôn como modo de 
ejercicio y limite negative de las competencias de las CCAA en ma 
teria de autononia financiera. Esta importante clâusula se repro­
duce en el E.Catalân al hablar de la renegociaciôn (tramscurridos 
seis aflos) de la participaciôn de la Generalidad en los ingresos 
del Estado (art. 95.I.e.), y en el E.Vasco como criterio de apli­
caciôn del régimen de conciertos (art. 41.1). Pero se agotan aqui
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todas las virtuaaidades de la solidaridad como principio jurldico 
o cabe también referirla a las importemtes cuestiones de la coor- 
di. naciôn y cooperaciôn de las Adminis traciônes pûblicêus (art. 103 
C.B. ), o incluso configureuido un principio en algunos puntos anâ- 
logo a la lealtad federeul y opuesto éü. del interés nacional. Mâs 
adelante me referiré a estas decisiveis cuestiones, baste ahora - 
con recordar, como hemos visto al explicar los estudios de la doc 
trina iteLLiêUia, que tanto la solidaridad polîtica, como la econô­
mica, como la jurldica son simples momentos de una ûnica solidari 
dad social en materia autonômica.
2.3.3. SolidêLTidad polîtica; las llamadas autonomlas inte—  
grales y la libre solidaridad.
De forma significativa el anteproyecto de Constituciôn de—  
cia en su art. 2: "La Constituciôn se fundamenta en la unidad de 
Espafla y la solidaridad entre sus pueblos y reconoce el derecho a 
la autonomla de las nacionalidades y regiones que la integran". - 
La polémica que produjo la introducciôn del término nacionalidad 
en este precepto y en otros del anteproyecto llevô, merced al jue 
go del compromiso politico, al texto actual, excesivamente reite­
rative y con largos rodeos que impiden apreciar fâcilmente el sen 
tido del precepto. La redacciôn del anteproyecto, mucho mâs cor- 
ta y précisa, pone de manifiesto claramente lo que se querla de—  
cir: la solidaridad entre los pueblos de Espafla es uno de los fun 
damentos de la Naciôn-Estado y de la propia Constituciôn. Por tan 
to, parece ser que estamos ante una consideraciôn de la solidari­
dad como valor que, al igual que en la construcciôn de Duguit, - 
sirve de fundamente al Derecho en general y a toda régla de dere­
cho en particular. Evidentemente es un fundamento politico. Se - 
trata de afirmar el momento de autonomla de las nacionalidades y
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regiones, para en un segundo momento, con ese instrumento de me­
diaciôn que es la solidaridad, tal y como hemos visto explicaba 
Lombardi, lograr la integraciôn de esas entidades histôrico-poll 
ticas en la Naciôn-Estado y en un Ordenamiento cuyas finalidades 
la Constituciôn prescribe.
En este sentido, estimo acertado el preâmbulo del Estatuto 
de Catalufla (pârrafo 42 ) cueuido se refiere a la libre solidaridad, 
pues toda solidaridad verdadera y no imposiciôn autoritaria hete- 
rônoma, parte de un momento de autonomla, de libertad, para en - 
otro segundo momento^tras la apreciaciôn de la comunidad de inte­
reses, reaLLizar una solidaridad mecânica y/o orgânica en torno a - 
un proyecto comûn: el desarrollo del texto constitucional y de su 
interpretaciôn estatutaria. Esta nociôn de libre solidaridad debe 
ser la pieza central del concepto de Naciôn-Estado que la Consti­
tuciôn disefla.
Otra nociôn que puede cumplir unas finalidades didâcticas y 
expositivas anâlogas es la de "autonomlas integradas", acuRada - 
por Pérez Moreno en varios trabajos (2li). La nociôn se basa tam­
bién en distinguir, sin perder su perspective unitaria, el momen­
to autonanla del monento integraciôn. La idea viene a ser esencia^ 
mente la misma, como clave interpretadora del texto constitucio—  
nal en esta cuestiôn, que la de solidaridad polîtica o libre soli 
daridad, pero prefiero utilizer esta ûltima, pues me parece una - 
nociôn mucho mâs amplia y con mayores virtualidades organizedoras, 
aü. poner la en relaciôn con los principios de coordinaciôn y coope 
raciôn. No obstante, la aceptaciôn de esta idea que yo mismo he - 
utilizado con sentido distinto al estudiar las finalidades del Es 
tado autonômico como instituciôn (2i2), no puede llevar a aceptar 
sin mayor discusiôn ailgunas de las conclusiones que el profesor - 
Pérez Moreno extrae de esta clave interpretadora del tltulo VIII 
y que a mi juicio son mâs que discutibles: por ejemplo, Pérez Mo-
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reno sostiene una total superaciôn de la Historia (cuando hemos vis 
to que sôlo la historia justifica la decisiôn polîtica del constitu 
yente) o la necesidad de la armonizaciôn ex suite de todo el Tltulo 
VIII; no obstante, Pérez Moreno extrae también como conclusiôn de -
esta idea de "autonomlas integradas", que no cabe una verdadera---
autonomla sin meceuiismos de participaciôn y éste es sin duda, como
ya he apuntado en pâginas anteriores al estudiar el concepto de ---
autonomla polîtica, uno de los mayores defectos del texto constitu­
cional y que entiendo conviene corregir (2i3).
Se dirâ si se quiere que el concepto de libre solidaridad o - 
solidaridad polîtica es una nociôn imprecisa,excesivamente abstrac­
ta, pero en este terreno de los grandes principios es conveniente - 
la flexibilidad, pues sôlo el legislador puede rellenar de sentido 
estos criterios orientativos de su actividad legisladora; no obstan 
te tampoco basta una menciôn escueta, ante un concepto jurldico in­
de terminado como éste,y por eso he procurado perfilar su sentido. - 
Pues aparté de criterio orientativo del legislador, la solidaridad 
polîtica debe servir como principio interpretativo a todo aplicador 
de la morma constitucionail.
2.3.4. solidaridad jurldica; posibilidad de la creaciôn juris- 
prudencial de un principio de lealtad autonômica en - 
torno a la articulaciôn constitucional de la solidari­
dad. Notas sobre la experiencia de la Bundestrue en la 
RFA y la teorla del interés nacional en Italia.
Nuestro Tribunal Constitucional no ha utilizado con frecuen—  
cia el principio de solidaridad. Incluso en una de las sentencias -
en que lo hace, parece dudar sobre la conveniencia de su utiliza---
ciôn. En efecto, el Gobierno impugna una ley l2/l98l de 24 de di---
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ciembre de la Generalidad por la que se establecen unas normas ad^ 
cionales de protecciôn de los espacios de especial interés natural 
afectados por actividades extractives; el recurso del Gobierno se 
fundamenta en un doble ôrden: uno de carâcter general sobre la po­
sible vulneraciôn del principio de solidaridad (art. 2 y 138) y - 
otro de Indole c crape tenci al ; art. 149.1 23 y 25 C.E. y 9.10;io.5 y 
6 E.Catalân. El Tribunal Constitucional en sentencia 64/1982 de 4 
de noviembre RI 114/1982, siendo ponente A. Latorre, afirma en su 
fundamento jurldico 6fi: "quizâs mâs que la invocaciôn genérica de 
este principio y de los citados art. 2 y 138 de la Constituciôn, - 
cuya importancia por otra parte no puede ponerse en duda, conviene 
fijar la atenciôn en el hecho de que con arreglo al art. 128.1 de 
la misma toda la riqueza del peils en sus distintas formas y fuese 
cual fuese âu titularidad estâ subordinada al interés genereil ". -
Del razonamiento del Tribunal podemos extraer dos conclusiones: -
una cierta reticencia al empleo del principio de solidaridad qui—  
zâs por su misma genericidad, pero sin duda una consideraciôn del 
principio como accidentai respecto a otros preceptos constituciona 
les en que entiende debe apoyarse.
En otra ocasiôn (s.T.C. 18/1982 de 4 de mayo, ponente A. Es- 
cudero) se piantean dos conflictos positivos de competencias acumu 
lados entre el Gobierno de la Naciôn y el Gobierno vasco, sobre la 
titularidad de la reglamentaciôn del Registre de Convenios Colecti 
vos de Trabajo. El tribunal entiende que en lo que se refiere a re 
glamentaciôn externa (los reglamentos de ejecuciôn de la legisla—  
ciôn laboral) la competencia es estatal, pero que la reglamentaciôn 
interna u organizativa corresponde al Pals Vasco. Incidentêilmente 
el tribunal se plantea también la constitucionalidad del art. 5.2 
del R.D. 1040/l981 de 22 de mayo sobre Registre y Depôsito de es­
tes Convenios; que impone a las autoridades laboraies de las CCAA - 
la obligaciôn de enviar très ejemplares del Boletin Oficial de la
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Comunidad en que aparezcan publicados los textes de estos Conve­
nios y las adhesiones. En su fundamento jurldico 14 el Alto Tri­
bunal afirma q[ue la obligaciôn de remitir los boletines of ici aies 
se explica "como un deber de colaboraciôn dimanante del general - 
deber de auxilio reclproco entre autoridades estatales y autôno—  
mas. Este deber que no es menester justificar en preceptos concre 
tos se encuentra impi Ici to en la propia esencia de la forma de la 
organizaciôn territorial del Estado que se implanta en la Consti­
tuciôn, aunque no es ocioso recordar que el principio de coordina 
ciôn, en relaciôn con las CCAA, se eleva por la norma fundamentêü. 
a la consideraciôn de uno de los principios de actuaciôn (art.
103.1 y 152)". Por tanto, el Tribunal Constitucional afirma que - 
existe un "deber de colaboraciôn" o de auxilio caracterizado por 
la reciprocidad entre Estado y CCAA y derivado de la propia esen 
cia de la forma territorial del Estado. Pues bien, asl descrito - 
el principio al que se alude pero que el Tribunal no cita expllcj^ 
tamente, no puede ser otro que la solidaridad. A mi juicio, esta 
cuestiôn no admite duda, mâs diflcil es, sin embargo, la cuestiôn 
de la accidentalidad o no de este principio.
En efecto, el Tribunal Constitucional dice que este deber - 
de solidaridad "no es menester justificarlo en preceptos concre—  
tos", con lo cual bastarla su referencia genérica a los art. 2 y 
138, sin embargo mâs adelante, parece derivar el deber de auxilio 
y colaboraciôn del principip de coordinaciôn de Icis Administracio 
nés pûblicas que el art. 103.1 proclama. El problema es ver si es 
tamos ante un principio principal o ante un mero principio accèso- 
rio. Es decir, si por el mero juego de este principio se pueden - 
imponer conductas favorables o abstenciones o es menester légiti­
mer ademâs estas actuaciones en otros preceptos. A mi juicio, la 
solidaridad es un principio accèsorio que tan sôlo modéra o ccmple 
menta derechos o deberes principales, aunque estos deberes adicio-
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nales no tengan carâcter constitucional. Esta afirmaciôn se justi 
fica en el concepto de solidaridad que hemos explicado antesycomo 
instrumente de mediae! 6n entre las fuerzas pollticas que sus ten- 
tan la Constituciôn material y el necesario desarrollo const!tu—  
cional (Lombardi)y y en que estâmes ante un concepto jurldico inde 
terminado que per su range constitue!onal, s6lo el legislador pue 
de rellenar de contenido (214). No obstante, corresponde al Tribu 
nal Const!tucional interrelacionar este principio de solidaridad 
con les derechos y deberes que puedan entenderse como manifesta—  
ciôn del mismo y explicar esta nociôn construyendo un cierto cor­
pus teôrico. De ser cierto ésto, nos acercarlamos a una especie - 
de solidaridad-lealtad auton^mica similar al llaraado principio de 
le ait ad federêil. Se eludirlan asl les efectos exces ivamente cen—  
tralistas que el juego de la otra clâusula alternativa, la del in 
térês nacional ex art. 137 ccmo clâusula restrictiva de competen- 
cias, podràn producir. En este sentido, Hans Joachim Palier, en - 
un interesante artlculo aparecido en la REP, resume la experien—  
cia de la Repûblica Federal Alemauia respecto del principio de - - 
lealtad federal y propone si no tr as planteur mecânicamente este - 
principio a nuestro pals méditar sobre este sistema de resolver - 
las fricciones entre el Estado central y sus miembros, mediante - 
el respeto mutuo y "la suspensiôn de los intereses especialsente 
egolstas" (215). Mâs explicite es Gumersindo Trujillo, quien en - 
su comentario a la LOAPA, afirma la conveniencia de construir las 
relaciones Estado—CCAA no en base al principio de unidad y de su- 
premacla del interés nacioneü., sino en torno êil principio de soli 
daridad. (2i6). Antes de toraar una opciôn veamos algunas breves - 
notas sobre la lealtad federal en la RFA y el interês nacionaJL en 
Italia, crano clâusulas àlternativas.
La Bundestrue o lealtad federal (también llamado con otros 
t'erminos aü.émanés anâlogos ) supone una têcnica para armonizar -
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las exigencias de seuLvaguardia de las autoncanlas territoriales y 
de mantenimiento de una coordinaciôn entre el interés estatal y 
el autonâmico. Ahora bien, a diferencia de la têcnica italiauia - 
del interés nacional, posee una reciprocidad (E/CCAA)que le ofre 
ce un talante mucho mâs democrâtico y acorde con la consideraciên 
de ambêis partes como situaciones activas.
Para comprender el juego de esta têcnica/de creaciôn funda 
menteüjnente jurisprudencial, recordemos algunos de los casos en - 
que ha sido utilizada (217). El BVQ recoge este principio^con - 
cierta elaboraciôn doctrinal en Alemania. (smend entre ellos )/ y - 
utiliza el concepto por primera vez en su sentencia de 18 de fe- 
brero de 1952 (BVG, 1,117,(131)): el Tribunal enjuicia la consti 
tucionalidad de una ley que imponia a los LSnder con balances 
nancieros actives la obligaciôn de ayudar a los Lânder deficita- 
rios, el BVG entiende que esta restricciôn a la autonomla finan­
ciers no s6lo es constitucional, sino que estâ de acuerdo con - 
los deberes constitucionales de solidaridad y colaboraciên. En - 
mayo del mismo aho se enjuicia una ley federal de auxilio finan­
cière para la construcciôn de viviendas econâmicas, el BVG dice 
que los criterios de reparticiôn de estas ayudas deben ser apro- 
bados no por simple mayorla de los Lânder, sino por unanimidad, 
puesto que cada Lânder es autôncrao y no puede venir condicionado 
por las decisiones de los otros, pero sostiene tambiên que el - 
Land de Baviera no puede oponerse aü. acuerdo sin justificaciôn - 
razonable, pues esa oegativa viola la necesaria lealtad federal
(BVG, 1,199,315). En otras ocasiones, el BVG ha afirmado que ---
siempre que las consecuencias de una regulaciôn legea sobrepasen 
los limites territoriales de un Land, el legislador autônomo ha 
de tomar en consideraciôn los intereses del Bund y de los otros 
Lânder, es decir, aqul la lealtad federal juega como una conside 
raciôn reclproca en el modo de ejercicio de las ccmpetencias. -
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Asl en diciembre de 1.954 se reconoce que conforme al art. 75 de 
la LFB los Lânder tienen competencia para disciplinar el estatu- 
to jurldico del personal de su ccmpetencia, pero esta regulaciôn 
no puede ser tan arbitraria que produzca agravios comparatives - 
en los otros Lânder, viol and o la leeiltad federal (BVG, 4,115,140).
En marzo de 1.957 (BVG,6,309,328,361), el Tribunal se sir- 
ve del principio para afirmar la obligaciôn del Land de respetar 
las obligaciones internacionales asumidas por el Bund. En un sen 
tido anâlogo se pronuncia el Tribunal Administrative Federeil (re 
copilaciôn de sentencias, tcmo 50, pâg. 137) sobre la obligaciôn 
de respetar los acuerdos entre Lânder.
En julio de 1.958, una Administraciôn municipal de Hessen 
habla pianteado un referëndum municipal sobre el problema del ar 
mamento nuclear (en la década de los 50 estos referendum fueron 
frecuentes a nivel municipal), el BVG dice que la defensa es una 
competencia del Bund y que los municipios carecen de facultades 
en esta materia, pero como el régimen municipal y el control es 
competencia de los Lânder, corresponde al Land afectado evitar - 
este referendum por leailtad al Bund y para evitar una invers iôn 
de las competencias federales (BVG,8,122). En esta hipôtesis el 
BVG estâ obligando al Lând no sôlo a una mera abstenciôn, sino a 
un comp rtamiento activo de control municipal, incluso dentro de 
su esfera de discrecionalidad.
Se podrian aportar otros ejemplos, pero bais tan los expues- 
tos para demostrar que basandose en la leaLLtad federal, el BVG - 
ha impuesto determinados deberes jurldicos concretos, tanto al - 
Bund como a los Lânder, pero siempre apoyândose en otros dere—  
chos y deberes positives de carâcter principal. La critica mâs - 
generalizada a la Bundestrue en la doctrine alémana es que se su 
perpone innecesariamente al sistema escrito de distribuciôn de -
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competencias, con una funciôn y unas finalidades que se podrian 
conseguir con otras têcnicais me nos peligrosas, como son el abuse 
de poder o la discrecionalidad, pero no obstante parece admitir- 
se generalmente su empleo haciendo hincapié en que es un princi— 
pio que debe apiicarse con eautela, que solo complements otros — 
deberes adicionales y que cumple la funciôn, dificilmente conse-
guible mediante el empleo de otras têcnicas euLternativas, d e ---
"vincular mâs fuertemente" a léis partes del Estado federal (2i8). 
A mi juicio, este carâcter integrador del principio (el mismo - 
que preside la nociôn de solidaridad que el constituyente adopta) 
asl como su carâcter supletorio y accesorio respecto del sistema 
de distribuciôn de competencias lo hacen sumamente interesante,- 
en la medida que cabe otorgar una funciôn anâloga, en el ejerci­
cio de las competencias por el Estado y las CCAA y en la inter—  
pretaciôn de las clâusulas de divisiôn competencial, al princi—  
pio espaHol de solidaridad. Nada impide conforme al diseflo cons­
ti tucionêil, sino que antes bien parece coherente con el mismo, - 
la construcciôn cautelosa y graduai de una solidaridad jurldica/ 
o lealtad autonômica en este sentido; construcciôn que podrla - 
ofrecer importantes criterios moduladcres de un sistema de dis—  
tribuciôn de competencias que, por mucho que^a imaginaciôn jurl­
dica desee, jamâs puede ser exhaustive.
Apoyar esta opciôn doctrinal en favor de la interpretaciôn 
de la solidaridad jurldica como principio de lealtad autonômica/ 
(criterio modulador del ejercicio de las competencias y princi—  
pio interprêtativo bâsico del sistema de distribuciôn competen—  
cial), parecen contribuir los resultados del anâlisis de la clâu 
sula alternativa; la del interés nacional.
En efecto, en primer lugar cabe decir que, a diferencia de 
lo que ocurre en el Grdenamiento espahol, el Ordenamiento italia
no admite contrôles de oportunidad polltica de las leyes regiona 
les por discrepancia entre el interés regional y ese concepto, - 
difuso y ambiguo del interês nacional (art. 127 C.italiana). No 
existe, en cambio, ningûn precepto en nuestra Constituciôn que - 
permita establecer sobre las CCAA otros contrôles que los de es- 
tricta legalidad. Bn la prâctica, no puede basarse una distribu­
ciôn de competencias en unas tendencias tan ambigua como son Ids - 
del interés nacional y el interés regional, pues una distribu— - 
ciôn de competenciais nunca es un cdmulo de casilleros estancos y 
en la mayorla de las ocaisiones sôlo cabe aludir, a lo sumo, al - 
interes preferente, con lo cual para lo que en re alidad sirve la 
têcnica del interés nacional es para construir una clâusula pol^ 
tica^ restrictiva de competencias^ que se superpone a las clâusu—  
las escritas y rompe la consideraciôn de la rigidez constitucic- 
nal como una garantla autonômica. En un estudio monogrâfico so­
bre esta cuestiôn Barbera explica la dificultad de descripciôn - 
del interés nacional sin recurrir eil caso concreto y concluye - 
etfirmeindo que; "si el interés nacional sirve peu?a recortar las - 
competencias régionales en nombre de las exigencias de poder de 
la burocracia ministerial y de la clase polltica central, el in­
terés local sirve para v^ciar las ccsape'fcenciêis régionales, con - 
la finalidad de garantizar no los intereses générales de que son 
portadores los entes de autogobierno local, sino los intereses - 
sectoriales, a menudo corporativos, del clientelismo politico lo 
cal" (219). Si el peligro mâs grave que presentaba la solidari—  
dad o lealtad federal era superponerse al sistema escrito de dis 
tribuciôn de competencias, estos peligros con la têcnica del in­
terês nacional se acrecientan por su carâcter mâs ambiguo y por 
la misma carga polltica del concepto, como expllcitaraente admite 
el art. i27 Constituciôn italiana al construir un control "di mé­
rite" de las leyes régionales ante las Câmaras. Y no puede ser - 
de otra manera, pues ccmo demostr6 liDrens analizando el concepto 
de interés desde la ôptica de la teorla de la integraciôn, el in 
terés general y el particular en cualquier estructura democrâti-
ca se encuentran en una profunda interrelaciôn. Esto demuestra -
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la dificultad de la diferenciaciôn de los intereses, pero eviden- 
cia ademâs que construir en torno al concepto de interés nacional 
una relaciôn en un sôlo sentido (siempre en favor del Estado) lie 
va a unos resultados centrlpetos injustificables. Por otra parte, 
la realidad constitucional parece haber traieionado el art. 127 - 
pues estos contrôles ante el Parlamento apenas parecen haberse - 
utilizado; no obstante, la Carte Constitucional ha creldo en aigu 
nas ocasiones encontrar en el "interês nacional" un presupuesto - 
de constitucionalidad évaluable aüite la Corte, lo cual résulta su 
mamente arriesgado.
Si volvemos al Ordenamiento espahol, asl ccmo toda la arti- 
culaciôn constitucional de la solidaridad puede entenderse como -
una base suficiente para la construcciôn jurisprudenciâlde la --
lealtad autonômica, ningûn precepto constitucional permite la uti 
lizaciôn de la teorla del interés nacional. Expllcitamente, pro—  
fundizando en la llnea iniciada en la S.T.C, de 2 de febrero de - 
198i, RI n9 1 8 6 /1 8 0 sobre rêgimen local (ver especialmente funda- 
mento jurldico 3) el Alto Tribunal rechaza esta teorla en la - -
S.T.C. de 28 de julio de 1981, RI 6, nfi 40/l98l sobre Diputacio—  
nés Catalanes, en la que se dice; "La Constituciôn no intenta re- 
sucitar la teorla de los intereses nacionales de los entes loca—  
les que, en razôn de la reciente ccmplejidad de la vida social, - 
que ha difuminado la llnea deliraitadora de los intereses exclusi- 
Vamente locales, abocarla en un extremado centralisme", s i  ésto - 
se afirma respecto de los entes locales, a fortiori, ante un mis­
mo precepto (el art. 137) para entes intermedios ccmo leis CCAA a 
los que el propio Tribunal reconoce su naturaleza polltica cuali- 
tativamente superior a la administrativa (S.T.C. de 14 de julio - 
de 1981, ley antiterrorista).
Como conclusiôn, entiendo que séria conveniente que avanzan
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do en la tlmida llnea iniciada en la S.T.C. de 18/1982, 4 de mayo 
y 64/1982 de 4 de noviembre, se configurase el principio de soli­
daridad en cuanto leeuLtad autonômica como un limite positive y ne 
gativo del ejercicio competencial, tanto por el Estado como por - 
las CCAA y un criterio modulador e interpretativo del sistema de 
distribuciôn de competencias. Dado el carâcter reclproco y escrupu 
losamente democrâtico del principio, se conseguirlan resultados - 
mâs equilibrados (menos centrlpetos) que otorgando anâloga funciôn 
al principio de unidad o al interés nacional. Pero en cualquier - 
Caso, conviens recordar que estamos ante un principio siempre ac­
cesorio respecto de otros deberes principales reguiados por el de 
recho positive, que no es susceptible de imponer conductas ni abs 
tenciones por si mismo,y que de be respetar siempre las clâusulcis/ 
escritas, constitucionales y estatutarias, de divisiôn de compe—  
tencisis.
2.3.5. Referencia a la solidaridad econômica.
Intentar simplements esbozar un esquema de lo que la solida 
ridad supone en materia econômica, supondrla iniciar un estudio - 
extenso que nos impedirla seguir el hilo conductor del trabajo, - 
por eso simplements apuntaré algunas referencias que me permitan/ 
cerrar este estudio de la solidaridad ccmo esencia ideolôgica del 
Estado autonômico;
- como hemos visto, la solidaridad econômica parte de la la 
desigualdad de hecho entre regiones ricas y regiones pobres, o lo 
que viens a ser lo mismo entre econcmlas industrializadas y econo 
mlas agrarias.
- ante esta desigualdad, el Estado debe erigir en prograraa/ 
de su polltica econômica la consecuciôn de un equilibrio econômi-
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CO justo entre las diverses partes del territorio espahol (art.
138.1 en relaciôn con el art. 131.1). Por tanto la solidaridad - 
econômica debe ser una finalidad positiva de la planificaciôn - 
econômica estatal y de la planificaciôn autonômica. En este sen­
tido, debe también potenciarse la coordinaciôn espontânea de las 
regiones en esta cuestiôn.
- en materia fiscal, la solidaridad no implica una unifor- 
midad de la imposiciôn en todo el Estado incompatible con la ne­
cesaria autonomla financiera, ni tan siquiera una unidad de la - 
gestiôn, pero si debe ser un limite negative a un fraccionamiento 
excesivo que produjera un pluralisme fiscal incontrôlable e impo 
sibilitara al Gobierno la realizaciôn de una polltica fiscal uni 
taria como instrumento de la polltica econômica. Pero la solida­
ridad fiscal supone ademâs una adecuaciôn del tribute a la capa-
cidad de page, es decir, a los niveles de renta y patrimonio de
los ciudadanos (solidaridad interpersonal), de acuerdo con el - 
principio de progresividad del impuesto y con la necesaria coor­
dinaciôn del pluralisme fiscal y de la gestiôn tributaria autôno 
ma. Pero también desde el punto de vista interregional la solida 
ridad supone la adopciôn del principio de capacidad de pago, lo
que a nivel regional significa que los impuestos satisfechos por
la regiôn tengan en su conjunto efectos redistributivos, de suer 
te que las regiones mâs ricas deben pagar mâs que los servicios/ 
que proporcionalmente reciben y las regiones mâs pobres recibir/ 
mâs de lo que aportan. Pues de no ser asl estarlamos ante "un do 
ut des escausamente solidario" (220).
- La plasmaciôn mâs importante de esta solidaridad es el - 
Fondo de Compensaciôn Interterritorial
2.3.6. Solidaridad y coordinaciôn de las Administraciones 
pûblicas: solidaridad orgânica y cooperaciôn.
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A mi entender, todas las virtualidades organizadoras del - 
concepto de solidaridad en su mcxnento jurldico, no se agotan con 
el intento de configurer un principio de lealtad autonômica en - 
materia de competencias, sino que es posible reconducir a êl to- 
dos los mecanismos de cooperaciôn de nuestro sistema. No obstan­
te, como es sabido, la debilidad de los mecanismos de cooperaciôn 
prévistos en la norma constitucional es uno de los.mayores defee 
tos que el tltulo VIII posee; dificilmente puede hablarse inclu­
so de un "sistema" de cooperaciôn entre el Estado y las CCAA y - 
de êstas entre si, sino de têcnicas aisladas, inconexas e insufi 
cientes de cooperaciôn y participaciôn. No obstante es cierto - 
que como apunta E.Linde, existen algunos preceptos constituciona 
les que se refieren a la coordinaciôn de los ôrganos del Estado: 
art. 98.2 (coordinaciôn de la actividad del Gobierno por su Pré­
sidente); el importante 103.1 que exige la coordinaciôn de las - 
Administraciones pûblicas; art. 103.2 que se refiere a la coordi 
naciôn por ley de los ôrganos de la Administraciôn del Estado; - 
art. 148.1.22 (coordinaciôn de las policies locales en los têrm^ 
nos que establezca una ley orgânica como competencia autonômica); 
149.1.13 en cuanto competencia estatal para la coordinaciôn de - 
la actividad econ&nica; 149.1.15 (coordinaciôn de la investiga—  
ciôn); cirt. 154 que régula el Delegado del Gobierno como coordi- 
nador de la Adminis traciôn del Estado en la Ccmunidad (cuestiôn 
regulada insuficientemente por el R.D. 2.238/1980 de 10 de octu- 
bre y pendiente de una nueva ordenaciôn), instituciôn êsta que - 
puede cumplir una importante misiôn de coordinaciôn entre las Ad 
minis traciones estateules y autonômiicas, para lo cual bastarla - 
con institucionalizar convencionalmente un placet de la C.A. en 
su designaciôn y art. 156.1 que afirma la necesidad de la coordi 
naciôn de la pluralidad fiscal ccmo limite de la autonomla finan 
ciera (22i).
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E incluso existen otras têcnicas, ya no de mera coordinaciôn 
sino de cooperaciôn entre el Estado-CCAA que cabria utilizar, como 
son; la tibia cbnfiguraciôn territorial del Senado espahol (art. - 
69.5) y en general todas las têcnicas participativas de las CCM - 
(iniciativa legislativa, iniciativa de reforma...); las comisiones 
raixtas o sectoriales de ministres de un mismo ramoode Presidents - 
de Juntas como ocurre en Italia; entes o instituciones de adminis­
trée iôn conjunta de las CCAA y para servicios especlficos, convs—  
nios y acuerdos entre CcMunidades, etc. (222). No me detendré en - 
su estudio pues el anâlisis de estos impcrtantlsimos mecanismos de 
cooperaciôn serâ el objeto de una tesis doctoral de rai canpahero - 
de câtedra P. Santaolaya. Pero lo que pretendo sostener es que no/ 
puede deducirse, ni expresa, ni tâcitamente, de la norma constitu-
cional un principio autônono de cooperaciôn Estado-CCAA (si un --
principio de coordinaciôn de las Adminis traciones pûblicas, pero - 
la cooperaciôn supone un momento activo ulterior a la mera coorii- 
naciôn y que la sobrepasa), ya que lamentablemente no existe apoya 
tura de Derecho positive suficiente para ello y, en cambio, toda - 
la ingenierla constituaional en esta cuestiôn podrla reconducirse/ 
a la solidaridad orgânica o cooperaciôn, interrelacionando ambas - 
articulaciones constitucionales.
Par lo demâs, entiendo conveniente la utilizaciôn en nuestro 
Estado de algunas de las têcnicas de cooperaciôn, que ya han denos 
trado su eficacia en otros sistemas. En este sentido, Alvarez Con— 
de ha realizado interesantes reflexiones sobre el "autonoraismo coo 
perativo" (223).
24.- La voluntad comunitaria como origen de la autonçanla y prirci- 
pio or^anizativo. Originalidad del principio de voluntariedad: âm- 
bito de actuaciôn, limites y condicionamientos; teorla y realidad/ 
constitucionales.
- 469 -
Al iniciar esta secciôn dedicada a los eleraentos configura- 
dores de la forma territorial del Estado y también al estudiar la 
consideraciôn de la autonomla como derecho, he explicado que la - 
autonomla no sôlo es un derecho constitucionalmente reconocido y 
garantizado sino que se trala ademâs de un derecho voluntario. - 
Conforme al diseho constitucional, la autonomla no se impone a to 
das las nacionalidades y regiones en una generalizaciôn autonAni- 
ca ab initio, sino que, de forma acorde con su consideraciôn cano 
derecho, puede ser ejercitado en el momento que se desee. Conse—  
cuenternente, cabria incluso teôricamente la renuncia (224) a su - 
ejercicio por aquellas regiones que prefirierem su anterior modo/ 
de vinculaciôn con los poderes pûblicos centrales por carecer de/ 
voluntad autonômica, y no cabe otra respuesta pues no estamos an­
te un derechO' de contenido irrenunciable (verbi gratia el derecho 
al descanso labor al retribuido) contra los que no cabe pacto en - 
contrario que deje vacla su contenido. Mo obstante (como pretendo 
demostrar), este diseho teôrico se ha visto contradicho en la rea- 
lidad constitucional por el juego de una serie de limites y condi 
cionamientos (preautonoralas, acuerdos autonômicos, "mimetismo co- 
munitario", etc.) que han convertido lo que en teorla era la pie- 
za central del diseho constitucional en un principio de eficacia/ 
muy limitada. Convendrâ por tanto estudiar no sôlo el contenido - 
de este principio, sino también sus impartantes condicionamientos 
y la constitucionalidad de los mismos.
241.- Concepto de voluntariedad y finalidades. Procedencia del - 
trasplante de este principio de la experiencia republicana.
La esencia de la idea de voluntariedad era concéder autono­
mla territorial sôlo ail donde existieran verdaderos deseos de - 
autogobierno en la poblaciôn (225). En efecto, he dicho al estu—
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diar el Estado integral de la II Repûblica que, a mi juicio, el - 
debate constituyente vino sensiblemente condicionado por el hecho 
de la autonçanla fâctica de Cataluha, proclamada en las c ailes. El 
constituyente se plante6 entonces la necesidad de juridificar una 
situaciôn de hecho, en parte ya prévista en los Acuerdos de San - 
Sebastiân,entre las fuerzas pollticas triunfadoras^ por asl decir 
lo, la decisiôn autonômica le vino, en cierta medida, pollticamen 
te impuesta al constituyente republicano. Pero, paralelamente, 
existla un claro temor a generalizar a todo el Estado lo que se - 
estaba obiigado a ofrecer a Catalufla. Vimos en el capltulo I de - 
la Parte II, que el rechazo del Estado federal fue fundamentalmen 
te un rechazo a la generalizaciôn autonômica, el propio présiden­
te de la Subccmisiôn jurldica Asesora, Osorio y Gallardo, al ele- 
var su anteproyecto de Constituciôn al Gobierno deCla que no se - 
querla imponer una Repûblica federal que por lo visto no era que- 
rida por la generadidad del pueblo a que habla que estarle desti- 
nada. La soluciôn adoptada va a ser: un Estado integral que se - 
pretende categorla autôncma entre el Estado federaLL, que se pien- 
sa en crisis, y el Estado unitario que se sabe inaceptable dado - 
el problema catalân; y un principio de voluntariedad regional corn 
mo origen de la autonomla polltica ccmo excepciôn.
Ambas son dos de las aportaciones mâs originales del const^ 
tucionalismo espahol. La voluntariedad supone principalmente la 
renuncia a elaborar un mapa regional a nivel constitucional (téc- 
nica clâsica en los Estados federales provenientes de Estados pre 
existantes, pero tambiên en los federalismos con Lânder "artifi—  
ciales" como el de la ley fundamental de Bonn), dejando que sean/ 
las propias poblaciones régionales las que decidan cuando quieren, 
en su caso, acceder a la autononla. En una interesante monografla 
sobre la cuestiôn, Garcia Alvarez nos lo explica con frases de - 
Azaha, "no se tratarla de crear autonomlas artificiales, ni regio 
nés similares de una regiôn a otra, sino que han de venir de las
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ralces mismas de la voluntad de las regiones" (226). Pero ademâs 
y consecuentemente,la voluntariedad implicaba un rechazo de la - 
unif ormidad.
La voluntariedad suponla por tanto, por definiciôn, hetero• 
geneidad. Reterogeneidad en la decisi'on o renuncia de acceder a 
la autononla: cablan asl dentro de un mismo Estado, territorios/ 
autônorios junto a islotes centralistas. Luego, al menos en teo—  
rla, la voluntariedad suponla (e incluso subconscientemente que­
rla) la no generalizaciôn..He terogene idad en el momento de adop­
ciôn de la decisiôn autonômica: por lo que eran de preveer pla—  
zos de derecho transitorio, de diflcil regulaciôn, que la lorma/ 
constitucional debla preveer. He terogeneidad en los distintos ni 
veles competenciales de los territorios autônomos, pues el conte 
nido competencial de los distintos Estatuos vendrla condicionado 
por la voluntad autonômica, hay que suponer que en cada regiôn - 
distinta,y por la decisiôn de las Cartes sobre "la capacidad po* 
lltica" regional (artlculo 15, Constituciôn espahola de 1.931).
Cuâl habrla sido el resultado del diseho de descentealiza- 
ciôn polltica basado en la heterogeneidad, es una pregunta que - 
no puede ser contestada, pues carecemos de la experiencia histô- 
rica necesaria y en tiempos de normalidad republicana, la autono 
mla territorial sôlo funcionô en Catalufla. No obstante, no deja/ 
de SPT significative que la opiniôn mayoritaria en la doctrina - 
italiana de nuestros dlas tienda a una honogeneizaciôn entre re­
giones especiales y ordinarias, que permita la organizaciôn del 
sistema (227).
Pues bien, el constituyente espaflol de 1.978 retomô del mo 
delo de 1.931 (entre otros muchos eleraentos antes estudiados) es_ 
te principio de voluntariedad, pero ademâs, profundizando en êl, 
ampliô su campo de actuaciôn,a âmbitos no previstos en 1.931. De 
nuevo la razôn de ser de la adopciôn de este principio parece es
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tar en la faü.ta de homogeneidad de las regiones espaflolas. Asl el 
seflor Herrero de MiHôn (miembro de la Ponencia) grâficamente dice: 
"no puede penser se que el unifcrmismo del que ahora salimos pueda 
ser sustituido por otro uniformismo autonômico" (228). Y de nuevo 
también, no se quiere generalizar, en un primer mcmiento lo que se 
estaba negociando para las comunidades catalana y ediora ademâs - 
vasca; ésta es la razôn de la introducciôn de un periodo transite 
rio de cinco edios entre las Comunidades Autônomas del artlculo - 
143 y las del 151 y la Disposiciôn Traoisitoria segunda; técnica - 
que articulaba la graduaiidad en el acceso a la autonomla de las 
regiones querida por el constituyente.
Cabe también preguntarse si puede funcionar un Estado auto­
nômico con diecisiete regiones, mediante un principio organizati- 
vo extraldo dél Estado integral e inicialmente pensado para un su 
puesto de no generalizaciôn autonômica (la autonomla territorial/ 
como excepciôn). Probablentente no, pues un sistema tan heterogé—  
neo producirla una multiplicidad (legislativa, competencial, finan 
ciera, funcionarial...) dificilmente reconducible a una organiza­
ciôn estatal global. Asl, pensemos qué ocurrirla si por ejemplo - 
sôlo algunas regiones poseyeran potestades legislativas y la regu 
laciôn de funcionariado fuese radic2üjnente distinta en cada regiôn, 
produciendo agravios comparatives e impidiendo una llcita transi— 
tividad transversal del funcionario/ y las ccmipetencias por ejem—  
pio del Ministerio de Agricultura fueran sensiblemente distintas/ 
en Cada regiôn y el pluralisme fiscal hiciese diclcil evcLLuar la 
igualdad de la contribuciôn de todos los espafloles. Hay que admi- 
tir, que de no existir una fuerte coordinaciôn espontânea (y pré­
cis amente por espontânea dificilmente conseguible en un primer mo 
mento) el sistema asl configurado séria ingobernable.
No obstante, cosas bien distintas son que la lôgica de una
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buena.administraciôn estatal y del buen gobierno, obliguen a la 
existencia de un mlnimo de derecho imperative que salvaguarde la 
necesaria unidad del ordenamiento estateuL, a entender que todo/ 
limite o condicionamiento de la voluntariedad es constitucional­
mente légitime en nuestro Ordenamiento y que esas imprescindi—  
bles minimas normas de derecho imperative de ben entrar en la re- 
glamentaciôn de tantas cuestiones que impidan la existencia de - 
una regulaciôn plural y autônoma.
242.- Ambito del principio de voluntariedad en el diseflo consti­
tucional .
Como han.explicado entre otros, Jesûs Leguina y el propio/ 
Clavero Arévalo (entonces Ministre para las Regiones) la Consti­
tuciôn no créa un Estado estructurado en Comunidades Autônomas,/ 
sino que permite que el Estado se regionalice "a medida que se - 
vaya manifestando la libre iniciativa de todos aquellos territo­
ries que tienen el derecho a la autonomla y quieren acceder a su 
autogobierno" (229). Es decir, no se establece un mapa regional/ 
a nivel contitucional, sino que se deja la delimitaciôn de los - 
territories autônümôs> al contenido de las raêuxifestaciones de vo— 
luntad de las distintas nacionalidades y regiones.
En segundo lugar, pero Intimamente unido, corresponde tam—  
biên a la voluntad de nacionalidades y regiones, por mediaciôn - 
de los titulares jurldicos transitorios del derecho a la autono­
mla (Diputaciones u ôrganos interinsulares y municipios ) ini--
ciar el proceso autonômico en el momento que estimen oportuno. - 
No se establecen plazos constituciones para la adopciôn de esa - 
decisiôn, pero una vez manifestada la voluntad de uno de estos - 
ôrganos régionales (municipios y provincias), determinados requi 
sitos de mayorlas previstos en el artlcuoo 143.2 deben cumplirse
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en el plazo de seis raeses. Por tanto, parece ser que nuestra norma 
constitucional posela caracter de Constituciôn abierta, pues dado 
el carâcter de los Estatutos de autonomla de desarrollo constitu- 
cionea en esta materia, no podla entenderse plenamente acabado el 
periodo constituyente hasta su totaU promulgaciôn como ya ha ocu- 
rrido en nuestras fechas.
Estos acuerdos de iniciativa autonômica de municipios y Di­
putaciones provinciales deblan manifestar claramente por cual de 
las vias de iniciativa autonômica se optaba: via râpida del artl­
culo 151 ô via lenta del artlculo 143 con un periodo transitorio/ 
de aprendizaje autonômico de cinco aflos (en pâginas anteriores he 
aludido a otros procedimientos extraordinarios o privilegiados de 
iniciativa autonômica). Una y otra via poseen dos procedimientos/ 
distintos de elaboraciôn estatutaria previstos en los artlculos - 
146 y 151 .2.
Pero en tercer lugar,la voluntariedad no sôlo afecta a la - 
decisiôn autonômica y a la delimitaciôn del territorio regional - 
(dentro de los limites constitucionalmente previstos verbi gratia: 
las demarcaciones provinciales), y al momento y procedimiento pa­
ra la formaiizaciôn de esa decisiôn en un Estatuto de Autonomla,/ 
sino que abarca también el âmbito de las competencias constitucio 
nalmente asumidas. Segûn el slmil periodlstico del momento, divul 
gado por el Ministro Clavero Ar'evalo, la Constituciôn séria una 
"Tabla de quesos" o "un menû a la Carta", del que cada Cornunidad/ 
se servirla la porciôn de autogobierno, que de acuerdo con la res 
ponsabilidad de su clase polltica regional y sus posibilidades - 
efectivas estuviera dispuesta y preparada a asumir (230).
Esto supuesto, la estructura normativa de un Estatuto de - 
Autonomla estarla bâsicamente farmada par (231): a) un contenido/ 
esencial y obligatorio definido por el artlculo 147.2 a,b y c, es
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decir, la denominaciôn histôrica, delimitaciôn territorial, organi 
zaciôn y sede de las instituciones de autogobierno de cada Canuni- 
dad, extremes todos ellos que la Constituciôn deja a la voluntad - 
regional y que sôlo en un sentido amplio pueden entenderse como - 
competencias. Forma tambiên parte de este contenido mlnimo obliga­
torio el procedimiento de reforma estatutaria, de acuerdo con el - 
mandate del artlculo 147.3 todos estos supuestos pese a la discre­
cionalidad de la opciôn autonômica, son de contenido imprescindi—  
ble en todo Estatuto.
b) un contenido voluntario. Frente al contenido obligatorio de los 
Estatutos, estas normas pueden ademâs contener: la asignaciôn in—  
terna de determinadas funciones a sus ôrganos de autogobierno (por 
ejemplo al Parlamento) con el ûnico limite de lo establecido en el 
art'iculo I52’.l; el ejercicio de detezminadas atribuciones que la 
Constituciôn concede a las Comunidades Autônomas: elecciôn de ban­
dera y lengua o normas para la actuaciôn de los poderes pûblicos,/
que stricto sensu no suponen una asignaciôn ex novo de ccrapeten---
cias a la Ccmunidad, parque igualmente existirlan de no darse ese/ 
precepto estatutario atributivo (vêase la Sentencia del Tribunal - 
Constitucional de 14 de julio de 1981 en relaciôn con el art'iculo 
9.2 del Estatuto vasco, clâusula que reproduce el artlculo 9.2 de 
la Constituciôn espaflola); pero ademâs y fundamentalmente, la asun 
ciôn de competencias en sentido estricio, que poseen la virtusü-i—  
dad de atribuir a la Ccmunidad Autôncma, ex ncvo, potestades en de 
terminadas materias o sectores de materias, pues sabido es que ni 
el artlculo 148, ni el 149 constituyen listas orgânicas de bloques 
de materias.
Finalmente, se dejan tambiên a la voluntad regional la regu­
laciôn de las bases para el traspaso de los servicios cuya compe—  
tencia baya sido asumida (artlculo 147.3). Se va a seguir en este/
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punto (hasta la realizaciôn de los Acuerdos Autonômicos de julio 
de 1.981) la experiencia republicana que en este extreme supone/ 
Comisiones mixtas (Estado-Comunidad Autônoma) de transferencia - 
de servicios, Funcionarios y recursos. Têcnica que si hemos vis­
to produjo resultados criticables en el caso catalân durante la 
II Repûblica, era de esperar produjera ahora resultados aûn mis 
imprévisibles ante una multitud de Conisiones mixtas bilatérales, 
de muy diflcil coordinaciôn (232).
Resumiendo, el âmbito de actuaciôn del principio de voluJi- 
tariedad, conforme al diserio constitucional abarcaba cuanto meaos: 
la manifestaciôn de la voluntad de acceder a la autonomla y coas- 
tituirse en Comunidad Autônoma; la delimitaciôn del territorio co 
munitario y, por tanto, del mapa regional; el momento de la deci­
siôn autonômica o en su caso la renuncia cil ejercicio de ese dere 
cho; la via de iniciativa y elaboraciôn estatutaria; el alcance - 
de las competencias estatutariamente prévistas y la asignaciôn de 
las funciones corre s pondien te s a las instituciones propias de - - 
autogobierno (potestades de autorganizaciôn); las bases para li - 
ordenaciôn del traspaso y transferencia de los servicios corres—  
pondientes a estas competencias.
243.- Limites constitucionales al principio de voluntariedad. - 
Condicionamientos impuestos al diseflo constitucional por la rea- 
lidad constitucional.
Pese a la amplitud que el principio de voluntariedad posela 
en el diseflo constitucional, estaban previstos algunos limites - 
al juego de este principio que luego analizaremos: artlculos - - 
147.2; 144 a; 145.1 etc. (233). No obstante, hay que admitir %ue 
todos estos limites configuraban un reducido âmbito de derecho - 
imperativo y que es en el terreno de la realidad constitucional -
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donde deben buscarse los verdaderos condicionamientos de este prin 
cipio que han reducido sensiblemente sus potencialidades organiza- 
doras: generalizaciôn fâctica de la voluntad autonômica y del mapa 
regional mediante el sistema de las preautonomlas; verdadera muta- 
ciôn del texto consti tue ionêil mediante una convene iôn o acuerdo - 
autonômico de los dos partidos entonces mayoritarios (UCD-PSOE); - 
armonizaciôn ex ante, mediante el muy discutible rango de Ley orgâ 
nica, de numerosas competencias autonômicas si no de los mismos Es 
ta tu tos ; un cierto mimetismo de lets clases pol’iticas régionales - 
(en parte por provenir de los mismos partidos nacionales) que ha - 
llevado a reproducir mecânicamente clâusulas de unos Estatutos a - 
otros, a veces con resultados paradôjicos y sin duda irreflexivos/ 
(por ejemplo y por reduceiôn al absurdo, competencias sobre pesca/ 
lacustre o aguas interiores en Comunidades sin lagos o sin acceso/ 
al mar),
A mi juicio, la contraposiciôn entre teorla y realidad cons­
titucional que el principio de voluntariedad evidencia, permite ex 
traer una importantante conclusiôn; el Derecho Constitucional no - 
estâ sôlo compuesto de reglas jurldicas (normas, sentencias...) si 
no tambiên de Convenciones de los sujetos politicos; Conveneiones/ 
ciertamente con relevancia jurldica, pero sin contenido normativo 
y en general de una amplia gama de actos politicos. Y no puede ser 
de otra manera, pues como afirma Rescigno, los sujetos de Derecho/ 
Constitucional no agotan sus poderes jurldicos en las competencias 
que se les atribuÿen, pues utilizan medios jurldicos para perseguir 
fines politicos y muchas de sus actuaciones constituyen actos atl- 
picos, ccmo manifestaciôn de su indirizzo politico (234). Se corro 
bora asl la permanente relaciôn entre polltica y Derecho que presi 
de todo el Derecho Constitucional (235). Pero tendrê ocasiôn de - 
referirme a esta importante conclusiôn eüL estudiar la naturaleza - 
jurldica de los Acuerdos Autonômicos UCD-PSOE de 3^ de julio de - 
1981 y su incidencia en la norma constitucional.
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2 4 3 1 En un primer mcxnento^conviene analizar cuâles son los prin 
cipales limites de derecho imperativo al juego de la voluntarie—  
dad que la propia Constituciôn prevee. Hemos visto al estudiar la 
estructura normativa de los Estatutos que existe un contenido obli­
gatorio que todo Estatuto debe contener: artlculos 147.2 a, b y c 
y artlculo 147.3. Nada puede objetarse a esta exigencia, pues pare 
ce conforme a lat lôgica jurldica que la norma estatutaria se enca- 
bece con la singularizaciôn de aquellos elementos que bâsicamente 
contribuyen a definirla: denominaciôn que mejor corresponda a su - 
identidad ^istôrica, delimitaciôn de su territorio, instituciones 
de autogobierno (autononla organizativa). Tam^oco ofrece reproches, 
desde una ôptica garantista, que se establezca la necesidad de que 
los Estatutos contengan su propio procedimiento de reforma (artîcu 
lo 147.3), pues ello constituye una importante garantla de los con 
tenidos del derecho a la autonomla en general y en especial, de la 
indisponibilidad de leis competencias estatutariamente asumidad por 
el legislador ordinario, tanto estatal como autônomo.
En el artlculo 144 se encuentran otros limites al principio/ 
de voluntariedad previstos para evitar ejercicios abusivos del mis 
mo. Asl, ccmo es sabido, se concede a las Cortes Générales la po—  
testad de sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a - 
que el artlculo 1 4 3 .2 se refiere; .el precepto estâ pensando en el 
supuesto de hecho de un islote centraliste que impidiese el acceso 
a la autonomla de una regiôn o que, con carâcter regional, dificul 
tase sensiblemente la organizaciôn estatal; en este supuesto, las 
Cortes Générales mediante ley orgânica y por motivos de interés na 
cional pueden materialmen te "imponer." la autonomla. Tampoco encuen 
tro reparos a este precepto, salvo un teôrico y posible ejercicio/ 
abusivo del mismo que en la realidad constitucional no se ha produ 
cido. Pero no es éste el ûnico limite que el artlculo 144 prevee,/
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pues el apartado a otorga a las Cortes Generates la potestad (con 
idênticas razones y técnica instrumental) de autorizar o no la - 
constituciôn de una Comunidad cuando determinados territorios no 
reûnan las caracterîsticas del artlculo 143.1. El llamado Informe 
Enterrla reccsnendaba el empleo de este precepto como correct ivo - 
frente a territorios sin "entidad regional histôrica" o âmbito - 
simplemente uniprovincial, (236), como parece lôgico ante posibles 
intentes de las oligarqulas locales de disgregar regiones histôc^ 
cas, o de construir artificiaimente autonomlas uniprovinciales - 
sin existir una voluntad polltica generalizada de autogobierno ni 
necesidades econômicas justificadoras, ni tan siquiera un âmbito/ 
espacial y personal suficientemente amplio como para posibilitar/ 
una Adminis traciôn y una planificaciôn regional eficaces.
Otra importante limitaciôn a la voluntariedad viene recogi- 
da en el artlculo 145.1,donde se establece una prohibicôn de fe—  
deraciôn de Comunidades Autônomas. El precepto no hace sino reci­
bir la tradiciôn del constitucionalismo espaflol en este punto (co 
mo vimos en el capltulo I, Parte II), recogida en los artlculos - 
105 del proyecto de Constituciôn federal de 1.873 y 13 de la Cons 
tituciôn de 1.931. No obstante, pese a la tradiciôn de esta clâu­
sula prohibitiva entiendo que el precepto es desafortunado. En - 
efecto, con el mismo se pretendlan dos finalidades : establecer un 
limite garantizador de la forma unitaria del Estado y evitar la - 
construcciôn de federaciones de comunidades constitutivas del an 
tiguo Reino de Aragôn, los llamados "Faisos Catalans". A mi jui—  
cio, sin embargo, la clâusula sôlo cumple la segunda de estas fi­
nal idades, en este mismo sentido Jesûs LEGUINA afirma que "la pro 
hibi ciôn mencionada, en lugar de defender la naturaleza unitaria/ 
del Estado, es una medida que atenta, en palabras del senador ca­
talân Josep BENET, a la libertad de todos los pueblos de Espana - 
que se quieran constituir en Comunidadee Autônomas, ya que se les
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•va a privar de una fôrmula de Cooperaciôn permanente que algunos 
de ellos, y no sÔ1amente los pueblos que denominamos catalanes - 
sino otros pueden quizâs establecer algûn dla" (237). Si lo que 
se temla por el constituyente era la constituciôn de una "macro- 
cornu nidad catalana" que por sus dimensiones espaciales de pobla­
ciôn e incluso économieas pudiera imponer su hegemonla al resto/ 
del Estado^pueden conseguirse resultados contrarios pues se estâ 
paradôjicamente consagrando la divisiôn de la "Gran Castilla" en 
dis tintais Comunidades Autônomas, impidiéndose ademâs, mediante es 
te precepto, una futura y voluntaria agregaciôn; consideraciones 
anâlogas podrian hacerse de las relaciones entre Navarra y el - 
Pals Vasco o de Comunidades Autônomas uniprovinciales sin excesî 
va tradiciôn histôrica.
Ademâs el artlculo 145.1, no constituye un verdadero limi­
te frente al Estado federal, porque explicada la existencia de - 
un concepto amplio de esta categorla, superador del concepto clâ 
sico (Estados soberanos, poderes constituyentes originarios...), 
no puede negarse el freçue nte empleo de têcnicas federales en - 
nuestro modelo e incluso en el propio diseflo constitucional como 
veremos y sin embargo se causa innecesariamente un grave perjui­
cio a las posibles rectificaciones histôricas o econôraicas del - 
mapa regional. En efecto, no existe en nuestro texto constitucio 
nal un precepto anâlogo al artlculo 132 de la Constituciôn ita—  
liana que permita la fusiôn de Comunidades Autônomas. ya existan­
tes, cqn las garanties que si se quiere y en su caso,se estimaran/ 
oportunas para salvaguardar la unidad del Estado o incluso la - 
creaciôn de otras nuevas (238) y a mi juicio esta laguna consti­
tucional constituye no sôlo un grave defecto têcnico, sino tam—  
biên una Clara contradicciôn con el propio principio de volunta­
riedad, pues no parece tener mucho sentido dejar la elaboraciôn/ 
del mapa regional a la voluntad de las propias Comunidades, (lo 
que tâcitamente parece admitir la dificultad de esa elaboraciôn)
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e impedir a la vez la posterior rectificaciôn de errores histôri- 
cos o la acoraodaciôn a las nuevas necesidades de regiones econôm^ 
co-planificadoras, y a fortiori cuando se sustenta un criterio - 
tan importante, pero tan diflcil de evaluar, de la esencia comuni 
taria como es el de la "entidad regional histôrica" (artlculo 143),
Ccmo conclusiôn, a mi entender, estamos ante un precepto - 
desafortunado, pues el citado artlculo 145.1 no supone una verda­
dera définiel'on de la forma de Estado pues no la délimita ni po 
sitiva ni negativamente, y sin embargo produce una verdadera lagu­
na constitucional al impedir la agregaciôn o fusiôn futura de Co­
munidades Autônomas ya existantes. El error se ve en cierta medi­
da amortiguado con las previsiones contenidas en algunos Estatu—  
tos de Autonomla (artlculo 44 del Estatuto de Rioja y 58 del Esta 
tuto de Cantabria), con el propio nümero segundo del artlculo 145 
que permite la celebraciôn de convenios y acuerdos de cooperaciôn, 
y con la disposiciôn transitoria cuarta para el caso de Navarra,/ 
pero estas têcnicas no son suficientes para evitar el error que, 
a mi juicio, se comete, incurriendo en el optimisme histôrico de 
considerar el acuerdo obtenido (pues de verdadero acuerdo coyuntu 
ral en algunos supuestos se trata) ccmo perpetuo.
En un sentido amplio pueden entenderse ccmo limites a la vo­
luntariedad l2U5 très têcnicas de ejercicio de las potestades le—
gislativas del Estado que en el artlcnilo 150 se preveen: leyes---
marco, leyes de delegaciôn o transferencia y leyes de armoniza---
ciôn (239). Pero, en sentido estrieto, no creo que cons ti tuyah ta­
ies limites, pues como principio organizativo la voluntariedad en 
cuentra su punto final en la prcmulgaci'on estatutaria, entrândo- 
se despuês en el âmbito del autogobierno y el ejercicio de estas/ 
très têcnicas aludidas presupone la ya promulgaciôn del Estatuto; 
siendo admitido par la generalidad de la doctrina que las leyes - 
de armonizaciôn no pueden armonizar Estatutos de Autonomla sino -
— 482 —
tan sôlo "disposiciones normativas de las Comunidades Autônomas" co 
mo expresamente el artlculo 150.3 indiea (240).
Tambiên cabria interpretar el rêgimen de preautonomla como 
un limite constitucional a la voluntariedad, pues la propia nor­
ma suprema parece constitucionalizarlo al referirse a êl, para - 
atribuir potestades a los ôrganos preautonômicos, en la Disposi­
ciôn transitoria 1ë, Disposiciôn transitoria 2â y Disposiciôn - 
transitoria 7^; no obstante creo que estamos mâs bien ante un - 
condicionamiento fâctico que ante un verdadero limite jurldico - 
como tendrê ocasiôn de explicar en el eplgrafe siguiente, pues - 
la sustituciôn de la iniciativa de las Corporaciones locales por 
la de los ôrganos preautonômicos (Disposiciôn transitoria 2â) o 
la mera existencia de la preautonomla como requisito para acce—  
der al priviiegio establecido en la Disposiciôn transitoria 2§, 
no configuran limite jurldico alguno.
2432.- Mucha mayor relevancia poseen los condicionamientos fâcti- 
cos que la realidad constitucional ha impuesto a la voluntarie—  
dad tal y como venla regulada en el diseflo constitucional. Pues/ 
si la esencia de la idea de voluntariedad era el acceso a la auto 
ncmla sôlo de aquellos territorios donde hubiera claros deseos - 
de autogobierno de la poblaciôn, la idea se ve sensiblemente - - 
afectada por la generalizaciôn preautonômica realizada desde el 
Ministerio Clavero Arêvalo a golpe de Deereto-Ley. No era de extra 
flair que unos ôrganos preautonômicos ya existentes, ante la alter 
nativa de iniciar su procedimiento de transformaciôn en ôrganos/ 
autonômicos, o bien disolverse en un plazo de très aflos (Disposi 
ciôn transitoria 7^) optaran, simplemente por la inercia que ccm 
porta toda Administraciôn, por la decisiôn autonômica. Con lo - 
cual el periodo previo de reflexiôn sobre la conveniencia del - 
autogobierno que la voluntariedad suponla, en la prâctica fue - 
inexistente, produciêndose uns "carrera" hacia la autonomla que/
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como ha descrito Javier Garcia Fernândez ha estado presidida por 
la desprogramaciôn, la arritraia y la ajuricidad (241). Pero ce—  
rrando ademâs, al margen del proceso constituyente, el debate so 
bre uno de los elementos sustanciales a la forma territorial del 
Estado, me refiero a la polémica sobre la conveniencia o no de - 
la generalizaciôn autonômica y por tanto el desiinde del mapa - 
regionali Tras las llamadas preautonomlas, el mapa regional queda 
virtualmente ultimado (mâs tarde cerrado en los Acuerdos) y la - 
opciôn por la generalizaciôn, définitivamente apuntalada.
Desvirtuado el papel de la voluntariedad como origen de la 
autonomla por los reglmenes preautonômicos, el resto de los con- 
tenidos del principio se han visto también afectados por los - - 
Acuerdos Autonômicos de julio de l.98i y por lo que podemos 11a- 
mar un cierta mimetismo comuni tario o tendencia, dentro de esa - 
"carrera" hacia la autononla, a trasladar mecânicamente, si no a 
copiar, têcnicas de una Coimnidad a otra; la elaboraciôn estatu­
taria y el contenido de los Estatutos ofrece numérosos ejemplos/ 
de clâusulas reproducidas de unas normas estatutarias a otras - 
sin especial reflexiôn, de lo cuaLL, en parte, es me ne s ter no - 
asustarse pues ya apuntaba MacMahon que a menudo el principâl - 
instrumente de cooperaciôn en los Estados federales es la copia/ 
(242).
Pero conviene que me detenga en analizar con algûn detalle 
estos très condicionamientos fâcticos: Preautononias, Acuerdos/
Autonômicos y "mimetismo comuni tario".
24321 .- Reglmenes provis i ongulé s de Autononla.
En el periodo que va del 29 de septiembre de 1.977 al 31 - 
de octubre de 1.978 se dictaron i4 Deeretos-leyes por los que se
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aprobaron otros tantos reglmenes provisionales de autonomla. ---
Preautonomla y Constituciôn fueron asl dos procèsos paralelos e - 
injustificablemente yuxtapuestos^de tal manera que cuando el 27 - 
de diciembre de 1 .978 se sancionô el texto constitucional/algnnas 
de las mâs importantes decisiones en materia de autonomies terri to 
riêiles habian sido ya tomadas al margen de la norraa supreme y me­
dian te un sistema de Deeretos-leyes (243). El juicio que merece - 
este hurto a la actividad del poder constituyente y al propio di- 
seflo constitucional no puede sino ser muy negativo. Porque, como/ 
veremos, a excepciôn de en el caso catalàn (con peculiaridades - 
propias) la pretendida urgencia justificative del recurso al De—  
creto-ley era inexistante, pero ademâs (lo que es mâs grave) por­
que importantes extremes de la forma territorial del Estado fue—  
ron decisivamente condicionados por el sistema preautonômico: asl 
con algunas pequezlas variantes el.mapa regional definitivameme - 
adoptado se corresponde con el instaurado por estos Deeretos-le—  
yes (luego matizado en los Acuerdos ÜCD - PSOE) con lo que el Am­
bit o de actuaciôn que restaba a la voluntariedad era muy reducido; 
la polêmica constituyente entre generalizaciôn o no de la autono­
mie quedaba zanjada en favor de la genereaizaciôn y se daban ade- 
mâs de los primer os pasos en la llnea de una tendencia a la hcmo- 
geneizaciôn competencial que sôlo el tiempo puede decir si es - - 
acertada. Todo ello por no hacer referencia a la reproducciôn en 
estos Deeretos-Leyes del desafortunado sistema de Comisiones Mix- 
tas bilatérales proviniente de la experiencia republicana/y a la 
sensaciôn de frustraciôn y progrèsivo zLlejamiento de los ciudada- 
nos del fendmeno autondmico que produjeron unos gobiernos preauto 
ndmicos sin sustanciales competencies ni recursos y con una tdcni 
ca de transferencias sin planificacidn sometida a vaivenes coyrun- 
turelles y presidida por una injustificable cicaterla. En suma, el 
sistema preautondmico de be ser condenado, aunque conviene pregun-
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tarse primeramente euales fueron las causas de su introducciôn y 
en segundo lugar, qué rasgos principales ha dejado esculpidos en 
la forma territorial del Estado (244).
La ccraprensiôn de la aparicidn de estos sucesivos Deeretos- 
leyes exige el descenso a la realidad social, para ponerlos en - 
contacte con dos hechos histôricos perfectamente delimitados: la
creaciôn por el Gobierno Suârez del Ministerio para las REgiones, 
regido por el seflor Clavero Arêvalo y la agrupaciôn de todos los 
partidos catalanes, vencedores en las elecciones de 15 de junio - 
de 1977, en torno a la figura de Josep Tarradellas, Présidente - 
electo de la Generailidad de Cataluha desde 1954 y cuyo re torno - 
fue reclamado (a nivel popular) como simbolo de la recuperaciôn/ 
de la legi-timidad histôrica republicana (245).
Para reconstruir la secuencia de actos que dieron lugar a - 
la aprobaciôn de los distintos paquetes de Deeretos-leyes instaura 
dores de estos reglmenes provinciales de autonomla, me voy a ser­
vir de las manifestaciones de un importante testigo presencial, - 
el seflor Cosculluela (Catedrâtico de Derecho Administrative y a la 
sazôn Secretario General Técnico del citado Ministerio (246).
El primer Deereto-ley de 29 de septiembre de 1977, tuvo una/ 
finalidad bien précisa: reconocer la Generalidad de Catalufla y per 
sonificar su presidencia en un intuitus personae, el seflor Tarra­
dellas, que gozaba de la confianza personal del Gobierno suârez y 
de la comdn aceptaciôn en Catalufla. Efectivamente, el Gobierno me- 
gociô el Deereto-ley directamente con el seflor Tarradellas (que se 
gtSn parece fue asesorado por los se flore s Josep Lluis Sureda, Cate­
drâtico de Hacienda Pûblica y Gonzâlez Casanova, Catedrâtico de - 
Teorla del Estado y Derecho Constitucional) en vez de con una ccxni^  
siôn de diputados y senadores, que fue el procedimiento seguido en 
otras Comunidades Autônoraas. Luego como primera conclusiôn estamos
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ante unos Deere tos-leyes negociados entre el Gobierno y distin­
tos représentantes de las Comunidades Autônomas.
Este procedimiento de "elaboraciôn" del Real Deereto ley - 
4 1 /1 9 7 7 de 29 de septiembre sobre Teestablecimiento provisional 
de la Generalidad de Catalufla” explicarla algunos de sus conteni 
dos. En efecto, el citado Real Decreto-ley basa su esquema orga*- 
nizativo en un sistema de doble confianza: del Présidente de la 
Generalidad respecto del Présidente del Gobierno, por ser nombra 
do por êste (articulo 4) y de los Consejeros respecto del Prési­
dente de la Generalidad, por idénticas razones (articulo 5). Es­
te esquema de doble fiducie, claramente presidencialista, que - 
adopta el Real Deereto-ley de 29 de septiembre, no va a ser se—  
guido en otras preautoncmlas.
Hasta este punto, la cuestiôn no ofrece mayores complice—  
ciones, por existir une rotunda unanimidad en las fuerzêis pollti 
cas sobre la necesidad de reestablecer la "Generalitat" de Cata­
lufla y dotaria de personalidad jurldica y algunas competencies - 
provisionales. La urgencia polltica del asunto (recuérdese la s^ 
tuaciôn fâctica que hemos visto se produjo en 1931) justifiCcirla^ 
al menos en este caso, el discutible recurso al Deereto-ley. Aun 
que no f al tan voces que êilegaron la inconstitucionalidad del pro 
cedimiento adoptado, si bien a mi juicio carece de sentido pian­
te ar se la constitucionalidad de estos Realés Deeretos-leues res­
pecto de las viejas Leyes Fundamentales, por la propia heterodo- 
xia de nuestro peculiar procèso constituyente (con ese mecanismo 
puente que fue la Ley para la Reforma Polltica) y por la no me—  
nor peculiaridad norraativa de las Leyes Fundamentales (247). Sea 
como fuere, si hasta el caso cateLlân la unanimidad sobre la ne ce 
sidad del recurso eûL Deere to Ley es indiscutible, de ahl en ade- 
lante esta unanimidad quiebra, ^a que se generalize sin excesiva 
programaciôn y a merced de eventos coyunturales, una têcnica pen 
sada para solucionar un problema politico muy concreto a una am-
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plia garaa de situaciones diversas, donde esa necesidad era inexis 
tente y la justificaciôn, por tanto, de la preautonomla desapare- 
cia.
Obteniendo los catalanes una soluciôn provisional a su pro­
blema antes de la aprobaciôn de la constituciôn, no se podla pre­
tender no ofrecer la misma soluciôn a los veiscos, y las negociaH» 
ciones se iniciaron, pero ya no con el Présidente del Gobierno - 
vasco en el exilio, Lendakari seflor Leizaola, sino con distintos/ 
représentantes peurlamentarios vase os : los se flore s Benegas (PSOE), 
Ajuriaguerra (PNV) y Echevarria (UCD). Consecuentemente, ademâs - 
del procedimiento de negociaciôn, tambiên el modelo adoptado por 
el Real Deereto ley l/l978 de 4 de enero par el que se aprobô el 
régimen preautondmico para el Pals Vasco, fue sustancialmente dis 
tinto del catalân. Pues aunque tambiên existlan un Pleno del Con- 
sejo y unos Consejeros, el Présidente no era norabrado por el Pré­
sidente del Gobierno espëiflol, sino por el propi o Consejo y se iné 
dicaba ademâs que simplemente ”a efectos de representaciôn" (artl 
culo 5, pArrafo segundo). Como segunda diferencia relevante,(pro- 
bablemente por recelo ante la prâctica presidencialista seguida - 
por el seflor Tarradellas en Catalufla)se mantenla la tradicional - 
configuraciôn del Pals Vasco como federaciôn de provincias o "te­
rritories histôricos" iguales (articulo 1). Mientras que en el - 
Real Deereto ley de 29 de septiembre se decla que el âmbito de ac 
tuaciôn de la Generalidad era el "actual territorio de las provin 
cias de ...", minusvalorizaciôn de las-.provincias que es tambiên/ 
tradicional en Catalufla. Ambos model os, catalân y veisco, de orde- 
naciôn del terri tor io van a subs is tir luego en los respectivos Es_ 
tatutos. El Tribunal Constitucional tuvo oportunidad de enjuiciar 
la constitucionalidad de la opciôn catalana sobre supresi’on de - 
las Diputaciones provinciaLLes al resolver el recurso presentado -
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por el Presidents del Gobierno y declarar inconstitucional la ley 
catalana nûmero 6/l980 de 17 de diciembre ppr la que se reguiaba 
"la transferencia urgente y plena de lets Diputaciones catalanas 
a la Generalitat".
Bn este segundo "pa que te" se incluyô tambiên el Real Decre- 
to-ley 2 /1 9 7 8 por el que se regulaba el procedimiento para adcp—  
tar las decisiones en Navarra a que se refiere el Real Décrété - 
ley 1 /1 9 7 8 para el Pals Vasco. En efecto, la Disposiciôn transite 
ria 13 del Read Decreto ley 1/1978 prevela la posibîlidad de la - 
incorporaciôn de los distintos Territories Histôricos al Consejo/ 
Generaü. del Pals Vasco, aisignando la decisiôn en el caso de Nava­
rra "ad. organisme ccmpetente segûn su rêgimen forai'.' Conviene re­
corder que un sector importante de los partidos politicos del - - 
Pals Vasco sostenla y sostiene que la ûnica experiencia histôrica 
de unidad y autogobierno de la Comunidad Vasca se produjo en tor­
no aü. Reine de Navarra, reivindicando su carâcter euskaldun. la - 
Disposiciôn txansitoria 13 del Real Decreto ley l/l978 y el pro—  
pio Real Decreto ley 2/1978 que lo desarrolla, suponen una solu—
ciôn de compromise, dilatoria de esta cuestiôn, que la propia ---
Constituciôn va a recibir en su Disposiciôn transitoria 4 3 .  Ee s u  
memento, entre los contenidos de los Acuerdos Autonêmicos,se pac-
tarâ la Autonomla de Navarra por la discutible via del amejora---
miento del Fuero.
Resuelto el problema catalân y momentâneamente el vasco na— 
varra, con la necesaria urgencia que el 15 de junio manifestô, - 
quedaba Galicia como tercera nacionalidad histôrica, con una \o—  
luntad auton&nica ya constatada en la II Repdblica. Por motives — 
de coyuntura polltica la negociaciôn de este Decreto ley se aJar- 
gô y mezclô con otras negociaciones en curso.. Finalmente, los ga­
lle gos exigieron que la fecha de su Real Decreto ley fuera un dla
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auiterior a los del Real Decreto ley del cuarto paquete y, efecti­
vamente, el 16 de marzo se promulgô el Real Decreto ley 7/1978 -
por el que se aprobaba el rêgimen preautonômico para Galicia.
El 17 de marzo, un dla despuês del Real Decreto ley para Ga 
licia, se pronulgaron très Reales Deeretos leyes, respectivamente,
para el Archipiêlago Canario (Real Decreto ley 9/1978) Aragôn ---
(Real Decreto ley 8/i978) y el Pals Palenciano (Real Decreto ley/ 
10/1 9 7 8). Segün Cosculluela un hecho internacional influyô e*i es­
ta decisiôn, porque de nuevo se dudaba si las preautonomies se - 
iban a concéder sôlo a las nacionalidades histôricas o tambiên a 
las demâs régiones, se trata de una resoluciôn de la organizaciôn 
Para la Unidad Africana (O.U.A.) que ponla en duda la espaflolidad 
del Archipiêlago. Para el entonces Secretario Genereil Têcnico, é£
to précipité los hechos y se "abriô la espita" no sôlo de Cana---
rias sino tambiên de Valencia y Aragôn sobre los que tambiên se - 
dudaba. Un poco despuês (el 27 de abril), dentro de este cuarto - 
Paquete de Reales Deeretos leyes, vino Andalucia (298). Si admit^ 
mos la veracidad de estas afirmaciones, no résulta descabellado - 
pensar que partiendo de un problema concreto, muy especlfico, el/ 
caso Tarradellas, se genereLLizô todo un proceso de pr e au t onoml as/ 
con una têcnica legislativa discutible y, lo que es mâs grave,sin
un mlnimo proyecto a priori de lo que se pretendla, dejândose ---
arrastrar por motivos estrictamente coyunturales que evidencian - 
lo que Gonzâlez Encinar ha llamado certeramente una lamentable - 
"depreciaciôn de la idea del Estado".
En efecto, contruir un mapa regional, a golpe de Deereto-ley 
y con meros criterios de oportunidad polltica es amên de un injus 
tificable condicionamiento a la soberanl»del poder constituyente, 
una actividad que evidencia la falta de un modelo de forma terri­
torial del Estado y consecuentemente la tremenda confusiôn que -
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reinaba entre la clase polltica en aquellos momentos (249). No - 
obstante, cabrla tambiên una segunda lectura, consistante en en- 
tender la opciôn por esta generalizaciôn autonômica preconstitu- 
cional como un mêtodo para reducir la intensidad de las autonomlas 
vasca y catedanai
Pero, en cualquier caso, lo que si peurece claro es que se 
quiso solucionar priraero el problema catadân, luego por ôsmosis el 
vasco-navarro, mâs tarde, para no crear agravios, el ggdlego y - 
luego "Para no quedarse atrâs" todas las regiones, en esa atm(5sfe 
ra de "carrera" a la que he adudido.
Cabrla tambiên plantearse la vadidez de estos reglmenes pro 
visionales como una especia de "rodaje preautonômico", aisl Muf.ôz/ 
Machado habla de las preautoncmlais como un "ensayo de la etapa de 
transiciôn*^, en el que se pudo adquirir una experiencia que permi 
tier a, posteriormente, corregir. defectos y errores (250). Conec- 
ciones que si quizâ se han realizado a nivel doctrinal (crltica - 
del sistema de Comisiones mixtas, desprogramaciôn transferenciad, 
contrataciôn maisiva de funcionarios con criterios politicos...), 
no creo hayan sido recibidas plenamente a nivel normative auni^e 
ciertas correcciones forman parte de las Acuerdos de julio de - - 
1.981. Y sin embargo, no puede negarse fexisten importantes et—  
cuestêis sobre el grado de sentimiento ccmunitario en regiones co­
mo Ceistilla-La Mancha que demuestran la total ignorancia del ienô 
meno auton&nico) el progrèsivo alejamiento de los ciudadanos ce - 
unos ôrganos preautonômicos con funcionarios, pero sin dinero, ni 
competencies; con lo cual se estaba incumpliendo una de las mis - 
importantes finalidades que el Estado autonômico debe cumplir, - 
acercar la Administraciôn al ciudadano, para lograr su participa- 
ciôn (251). Mufiôz Machado, entre otros muchos, parece ccmpartir - 
este juicio crltico y grâficamente afirma; "es una operaciôn rue/
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se agota prâclticamente en llenar el patio de butacas de especta- 
dores âvidos de asistir a una representaciôn cuya partitura estâ/ 
todavla redactândose y que va a tardar mucho tiempo en cobrar vi­
da, ya que faltein aûn muchos preparativos hasta que el telôn pue- 
da levantarse" (252).
Y creo que no cabe otra lectura de esta operaciôn pues el 
contenido de estos Reales Deeretos leyes no iba mâs allâ de:
- la atribuciôn de personalidad jurldica.
- la construcciôn de un modelo nrganizativo bâsico formado/ 
por un ôrgano colegiado, a modo de Gobierno, que recibe distintas 
denominaciones y por un ôrgano monocrâtico que ostenta la represen 
taciôn y presidencia del ôrgano eolegiado (a excepciôn del sistema
presidencialista catalân). Los miembros de este gobierno eran de - 
una doble procedencia: unos en representaciôn de las Diputaciones 
Provinciêaes y otros elegidos por Diputados y Senadores de la re- 
giôn, dando avplia preeminencia en nûmero, en todos los Reales De 
cretos leyes, a los procédantes de esta segunda categorla (253).
- unas ccmpetencias mlnimas que no wan mâs allâ de lo que - 
supone una descentralizaciôn administra tiva: gestionar y adminis­
trer las funciones que se les transfieran por la Administraciôn - 
del Estado y las Diputaciones Provinciales comprendidas en su âm­
bito e integrar y coordinar las actuaciones de estas Diputaciones. 
A imitaciôn del caso catalân y demostrando no poseer una idea cia 
ra del papel de la provincia en el nuevo disefio del Estado ni de/ 
las necesidades especlficas de cada regiôn, se crearon Comisiones 
mixtas de transferencia no sôlo Estado-Comunidad autônoma, sino - 
tambiên Comunidad-Diputaciones Provinciales.
- un fêrreo sistema de contrôles de la actividad de los ôrga 
nos preautonômicos, verbi gratia: "los acuerdos y actos de la Ge­
nerali tat de Catalufla serân recurribles ante la Jurisdicciôn Con-f
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tencioso Administrativa y, en su caso, suspendidos por el Gobier­
no de conformidad con la legislaciôn vigente" (articulo 7 del --
Real Decreto ley 41/1977); articulo 8 : "Los ôrganos de gobierno - 
de la Generalitat establéeidos por este Real Decreto ley podrân - 
ser disueltos por el Gobierno por razones de seguridad de Estado", 
disoluciôn para la que no se exigen ningûn tipo de garanties.
Si a la rigidez de esta tutelay a las escasas ccmpetencias 
y recursos financières afladimos la ausencia de un ôrgano asamtiea 
rio con potestades legislativas hay que deducir que estâbamos an­
te un supuesto de descentralizaciôn administrativa, prôximo a las 
tradicionales Mancomunidades Provinciales, modelo que no obstente, 
se quiso deliberadamente eludir por la mayorla de los partidos po 
llticos, por estar controladas las Diputaciones Provinciales por 
politicos procedentes del Régimen anterior. No obstante, conviene 
destacar la nota de su provisionalidad, que incluse viene reccgi- 
da en el concepto de preautonomla que el propio Gobierno da er pâ 
rrafo tercero del preâmbulo del Real Decreto ley 4l/l977 de 2S de 
septiembre y en el misrao pârrafo del Reail Decreto ley l/l 978 ce 4 
de enero, donde se describen estos Reglmenes provinciales de ai to 
ncmla como; "fôrmulas de treuisiciôn desde la le gai idad vigente, - 
para la institucionalizaciôn de la autonomla'.'
Provisionalidad, que sin embargo puede resultar engaflosa, - 
pues la misma expresiôn de su finalidad "para la institucionaJiza 
ciôn de la autonomla", evidencia que lo que se pretendla era ge­
ner ali zar el sistema autonômico, como efectivamente ha ocurrico - 
en un proceso ya concluido de elaboraciones estatutarias.
Pero por finalizar con la descripciôn del proceso preautonô 
mico, que prâcticamente cierra el mapa regional : el 13 de junio -
se aprobaron los Reales Deeretos leyes para el Archipiêlago Ba---
lear (Real Deereto-ley 18/1978), Extremadura (Real Decreto-lej - 
19/1 9 7 8) y Castilla-Leôn (Real Decreto ley 2o/l978). Para ultinar
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el mapa quedaban tres probleraas: dos regiones uniprovinciales (As 
turias y Murcia) y lets relaciones entre Castilla-La Mancha y Ma—  
drid (2 5 5). El 29 de septiembre se aprobaron los reglmenes preau­
tonômicos de Asturias (Real Decreto ley 29/1978) y Murcia (Real - 
Decreto ley 30/l978). En estos dos ûltimos Reales Deeretos leyes 
se introdujo una novedad, al exponerse como dato justificativo - 
del acceso a la autonomla, acercar se al millôn de habitantes (ver/ 
los preâmbulos de ambos Reales Deeretos leyes), dato que se tomô/ 
del modelo italiano (articulo 132 Constituciôn para la creaciôn - 
de regiones nueveis) y tenla como finalidad evitar "la balcaniza—  
ciôn" que el excesivo nûmero de autoncxnlas uniprovinciales podrla 
producir. Finalmente, el 31 de octubre se aÿrobô el Real Decreto/
ley 3 2 /1 9 7 8 para la regiôn castellano-manchega, donde como su ---
preâmbulo indica: "la referencia a la provincia de Madrid que en 
el Real Decreto ley se contiene en modo alguno predetermine su in 
corporaciôn a êsta u otra entidad territorial"; paralelamente, la 
Disposiciôn Adicional ûnica del texto preve6.la posibilidad de - 
que los parlamentarios de la provincia de Madrid, acordasen por - 
mayorla integrarse en la Junta de Comunidades de Castilla-La Man­
cha. Como es sabido, êstajopciôn no fue utilizada por la ciudad ma 
driiefla que en su memento manifestô la voluntad de constituirse - 
en comunidad autônoma y accediô a la autonomla por la via del art. 
144 (256).
Con este ûltimo Real Decreto ley, se cerrô el 31 de octubre 
este primer mapa regional que sustancialmente coincide con el ob- 
tenido al finalizar los procedimientos de elaboraciôn estatutaria, 
despuês de las matizaciones realizadas en los Acuerdos, salvo el 
abandono de Santamder de Castilla-Leôn (posibilidad prévista en - 
el respective Real Deere to-ley), las resis tencias ofrecidsis por - 
Segovia, finalmente resueltas,y los casos de Cantabria y La Rioja.
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24322.- Referencia a los Acuerdos Autôncmios de 31 de julio de 1981 
Su constitucionalidad y naturaleza jurldica.
Al confrontar teorla y realidad constitucionales en torno 
al principio de voluntariedad, he dicho que la importancia de - 
este principio, que en la idea de los constituyentes resultaba 
nuclear, se ha visto oscurecida por diverses limites y condicio 
namientos. Hemos visto côno el rêgimen de preautoncmlas realizi 
una Clara opciôn en favor de la generalizaciôn autonômica y la 
delimitaciôn del mapa regional. Pues bien, los Acuerdos Autonô- 
micos van a integrar otras "lagunas" que, al menos en el disefta 
constitucional, correspondla rellenar a los propios sujetos del 
proceso, las Comunidades Autônomas, conforme al principio de - 
voluntariedad, Hasta tal punto que, como veremos, tras el resul 
tado del Informe Enterrla y con el proyecto de LOAPA entre sus 
consecuencias mâs importantes, los Acuerdos Autonômicos UCD-PSOE 
de julio de 1981 constituyen una verdadera mutaciôn del texto - 
constitucional escrito, en el terreno de la re cil idad constitu—  
cional.
Tras la opciôn por la generad-izaciôn autonômica que las - 
preautonomlas imponen, surge en ese momento histôrico, la duda/ 
sobre la incompatibilidad entre la heterogeneidad de situacio—  
nés jurîdicas que la voluntariedad suponia y la organizaciôn ro 
ya de un par de Comunidades, sino de toda una estructura esta—  
tal basada en la autonomla. En re alidad, cuando se recurre cil - 
Dietamen de una Comisiôn de Expertes formada por el profesor - 
Garcia de Enterrla y sus colaboradores académieos, la opiniôn - 
teinto del Gobierno como de la oposiciôn respecto del desarrollo 
autonômico era cuanto menos dilatante y confusa, pero dejando - 
tambiên cil margen las posibles dudas sobre la oportunidad del -
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procedimiento de fontiaciôn de esta Comisiôn de Têcnicos, acaso - 
demasiado homogènea (todos profesores de una misma disciplina, - 
con un maestro candn, ausencia de claros représentantes de las - 
Univers idades de las nacionaLL idades histôricas, etc.), lo que sin 
duda, y a diferencia de otras Comisiones de Derecho Comparado - 
(por ejemplo la plural idad de opciones pollticas de los juristais 
présentes en la Comisiôn Giannini era claramente mayor) restô le^  
gitimidad en determinados ambientes autonomistas al Informe de - 
la Comisiôn, conviene indagar cuâl fue la filosofla que presidiô 
sus trabajos.
La respuesta se nos ofrece en las primeras pâginas del tex 
to del Informe, la Comisiôn entiende que dependiendo la transfor 
maciôn del Estado del doble juego de los principios constitucio­
nales y las ihiciativas autonômicas, "se ha puesto hasta el momen 
to mâs ênfasis en el segundo aspecto que en el primero" y sigue/ 
"porque lo cierto es que de un empleo exclusive e inmoderado del 
principio dispositive, sin que le sean aplicadas las correccio—  
nés que la propia Constituciôn establece, es diflcil que pueda - 
resultar una racional organizaciôn del Estado, supuesto un siste 
ma de autoncmlas generalizado"(257). Consecuentemente, la Comi—  
siôn afirma que es menaster el desarrollo de algunos principios/ 
constitucionales insuficientemente utilizados y dada la existen- 
cia de "algunos âmbitos de libertad de autoorganizaciôn que no -
es constitucionalmente posible reducir por obra de la legisla---
ciôn del Estado es preciso operar sobre el proceso en marcha..." 
(2 5 8). ôCômo?, pues mediante unos pactos politicos "inicialmente/ 
no legalizados" sobre el proceso autonômico. Los resultados del/ 
Informe van, por tanto, a tratar de ser articulados fundamental- 
mente en dos frentes: una muy discutible ley Orgânica de Ordena- 
ciôn del Proceso Autonômico (luego de armonizaciôn: LOAPA) y - -
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unos Acuerdos con esplritu de lectura ex novo del tltulo VIII (2 5 9)
En slntesis, estamos entonces ante unos Acuerdos polltcos - 
que vienen a imponer sucesivos condicionamientos al libre juego - 
de las iniciativas autonômicas o voluntariedad y cuyo contenido - 
abarca unos pactos polltico-administrativos, otros pactos econôni 
co-financieros, un proyecto de Ley del importemte Fondo de Compen 
saciôn Inter territorial y un an te proyecto de Ley Orgânica de Amo 
nizaciôn del Proceso Autonômico,_ que con êilgunas pequeflas varia—  
ciones fue aprobada por el Pleno del Congreso el 30 de junio de - 
1982, sin sufrir enmiendas en el senado y sobre cuyo texto defiri 
tivo estâ pendiente un pronunciamiento del Tribunal Constitucio—  
nal en via de recurso previo de ineonstitucionailidad. sobre el - 
juicio que me merece este proyecto de LOAPA ya he tenido ocasiôr/ 
de manifestarmé (260) y no insistirê en su crltica hasta que se - 
produzca el Pronunciamiento del Alto Tribunal y la ley entre en - 
vigor o en su caso se supriman o reformen los preceptos que el - 
tribunal entienda inconstitucionales. No obstante, creo que debo/
piantearme la cuestiôn de los Acuerdos, pues numérosas de sus --
clâusulas han sido llevadas ya a la prâctica. En una segunda re—  
ducclôn me ceflirë al estudio de los llamados "Acuerdos politico—  
administrativos", por considerarlos directamente condicionantes - 
de la forma territorial del Estado, soslayando aihara el anâlisis/ 
de los Acuerdos econômicos-financieros, de no menor relevancia.
Si las preautonomlas imponen (en el terreno de la realidad/ 
constitucioneLL ) la opciôn por la generalizaciôn autonômica,esta - 
opciôn va a ser ratificada por el Informe Enterrla y los posterio 
res Acuerdos (26l), donde se perfilan ademâs otros muchos extre—  
mos del modelo:
- una concreciôn del mapa autonômico siguiendo las lineas - 
maestras del sistema de reglmenes provisionales, activando el pro 
ceso de genereilizaciôn en diecisiete Conunidades y admitiendo el/
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acceso a la autonomla en solitario de Cantabria y Rioja, pero re- 
coraendando clâusulas estatutarias que preveyeran la posibilidad - 
de su posterior integraciôn en otra Comunidad mâs amplia (los ac­
tuelles articules 44 del Estatuto de Rioja y 58 del Estatuto de - 
Camtabria). Se ordena ademâs que en el ceiso de Navarra se procéda 
por la via del "Amejoramiento del Fuero" y se respeten las "previ 
siones de la Constituciôn", mandate que en ningûn momento se ex—  
plica o motiva (262).
- la fijaciôn de unos plazos (l de febrero de 1983) para la 
aprobaciôn de los Estatutos de Autonomla (263).
- conveniencia de incluir en las normas estatutarias un pa- 
trôn o bloque competencial ccmûn a todas las Comunidades Autôno—  
mas, configurado en torno aJ, elenco del articulo 148 y algunas de 
legaciones o transferencias que se consideraban necesarias para - 
convertir la enumeraciôn e una lista orgânica de raaterias. Asl co
mo la oportunidad de mantener el perlodo transitorio de cinco ---
aflos que en el articulo 148.2 se prevee. No obstante, se admite - 
que l2is Comunidades Autônomas que e labor en sus Es tatutos por la - 
via del 143 (todas a excepciôn de las tres nacionalidades histôr^ 
cas y la nacionalidad emergente andaluza) superen el contenido - 
del l48, adentrândose en el elenco del articulo 149 mediante dos 
procedimientos: una clâusula suspensiva de cinco anos y la poste­
rior reforma (mediante un procedimiento algo mâs sencillo) de los 
Estatutos o bien mediante delegaciones o transferencias estatales 
del articulo 1 5 0 .2 (264).
- generalizaciôn de leis potes tades legislativas a todas las 
Comunidades Autônomas (265), pero adopciôn a la vez de una concep- 
ciôn restrictiva del sistema parlamentario autonômico (266): pe—  
rlodos de sesiones reducidos, ausencia de disoluciôn de las Câma- 
ras por el ejecutivo, puestos no retribuidos de forma regular - -
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(diatas), compatibilidad de los cargos de parlamentario y diputa­
do provincial, etc. s i  al riesgo de disminuciôn competencial que 
para leis Ccmunidades Autônomas histôricas podla suponer la genera 
lizaciôn autonômica, afladimos la inconstitucionalidad de numéro—  
sas de las leyes de los Parlamentarios vasco y catalân que el - 
TRibunal ha declarado, y la consecuente paralizaciôn de la activi 
dad legislativa autônoma,asl como la ausencia de leyes estatales/ 
de bases que permitan un légitime desarrollo legislative autôncmo/ 
podemos plantearnos en quê quedan, en la realidad constitucional, 
(siempre lejana del deseflo teôrico) estas potestades legislativas 
que se generalizan. s i  pensâmes ademâs que en una reciente none—  
grafla (267), con numérosas référéncias de Derecho Comparado, el/ 
mâximo auter del Informe^ Profesor Garcia de Enterrla, se plantea/ 
(en una interesante opciôn temâtica de investigaciôn) el tena de 
la ejecuciôn autonômica de la legislaciôn estatal, y no cualquier 
cuestiôn relacionada con la legislaciôn autonômica, no résulta - 
descabellado pensar en una lectura del modelo prôxima al federally 
mo si, pero a un nuevo federalismo de ejecuciôn de corte germâni- 
co (268): parlamentos autônomos reducidos a un control pol'itico/ 
del Gobierno y sin verdaderas posibilidades de intervenciôn legi£ 
lativa y una Administraciôn autônoma dedicada a ejecutar la legis^ 
laciôn del Estado (269) y sometida a una fêrrea supervisiôn esta- 
tcLl (270), dlf Icilmente prévis ta en el diseflo constitucional de 
contrôles (articulo 153). La reduceiôn de las Comunidades Autôno­
mas a funciones ejecutivas séria pues el segundo momento en la - 
lectura de la forma del Estado, posterior a la armonizaciôn produ 
cida por los Acuerdos, pero esta polêmica cuestiôn serâ objeto de 
un anâlisis posterior.
- mantenimiento de las Diputaciones Provinciales (salvo en 
las Comunidades Autônomas uniprovinciales donde los ôrganos de ês 
tas se integran en los autônôanicos ) como Administraciôn perifêri-
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Ca de la Comunidad Autônœia y divisiôn territorial para el cum- 
plimiento de las actividades del Estado (271). No se recogen reco 
mendaciones sobre la necesidad de flexibilizar la organizaciôn - 
provincial de acuerdo con las peculiaridades y tradiciones plura 
les de Cada Comunidad, ni tampoco se contempian previsiones so—  
bre la ordenaciôn del territorio de forma autôncma que la Const^ 
tueiôn asigna a las Comunidades como competencia (272).
- sustituciôn de las Comisiones de transferencia por Comi­
siones sectoriales, ordenadas conforme a los criterios de homoge 
neidad y simuitaneidad de las transferencias (273).
Explicado esquemâticamente el contenido sustancial de los 
Acuerdos es menester preguntarse por su cumplimiento a nivel nor 
mativo.
Respecto al mapa autonômico prévisto y los plazos de elabo
raciôn estatutaria hay que decir que su cumplimiento ha sido ---
prâcticamente total. Las dieciseis Comunidades previstas en los/ 
Acuerdos (Andalucia, Aragôn, Asturias, Baléares, Canaries, Canta 
bria, Castilla-La Mancha, Castilla-Leôn, Catalufla, Extremadura,/ 
Galicia, La Rioja, Madrid, Murcia, Pals VeüLenciano y Pals Vasco)' 
mâs Navarra que amejora su Fuero (en total diecisiete), tienen - 
en la actualidad aprobados sus respectivos Estatutos desde el 25 
de febrero), incluido finalmente Castilla-Leôn a la que certera- 
mente se ha reconducido segovia. Ceuta y Melilla pueden optar en 
tre el ejercicio de la Disposiciôn Transitoria quinta de la Cons 
tituciôn espaflola o su permanencia como Corporaciôn Local, con - 
Rêgimen Especiêil de Carta (274). Lejema en el tiempo la soluciôn 
polltica del Cciso GibraLLtar queda como clâusula constitucional^ - 
siempre utilizable,el articulo 144.c para acordar por tratado un 
Estatuto de Autonomla.
Todos los Estatutos aprobados despuês del andaluz (Ley Orgâ
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nica 6/l98i de 30 de diciembre) ccmenzando por el asturiano (Ley 
Orgânica 7/l98l de 30 de diciembre) ham sido realizadas por la - 
via de iniciativa prevista en el articulo 143, dejando zanjada - 
la que fue una fuerte polêmica,de la manera que parece mâs prôxi 
ma al diseflo constitucional. Las Comunidades Autônomas uniprovin 
ciales se han visto reducidas a los supuestos excepcionales de - 
Asturias, BaLleares, Cantabria, La Rioja y Murcia donde razones - 
histôricas y/o de dimensiôn en poblaciôn (?) justifican su acce­
so a la autonomla en solitario; preveyêndose posibles agragacio- 
nes a otrais Comunidades en los artlculos 44 del Estatuto de Rioja 
y 58 del Estatuto de Cantabria que, respectivamente establecen - 
procedimientos de incorporéeion a otras Comunidades limltrofes a 
las que le unan lazos histôricos y culturaies. Se corrige asl en 
cierta medida el ingenuo error ccmetido por el constituyente en/ 
el articulo 145 r al que en pâginas anteriores me referl.
En todos estos Estatutos del articulo 143 se respetcin las 
lineas générales seflaladas por los Acuerdos en materia de ccmpe­
tencias, perlodo transitorio de cinco aflos y transitividad al aœ 
tlculo 149, asl como se establecen ôrganos asamblearios con dis- 
tintais denominaciones (275) y potes tades legislativas. Recogiên- 
dose tambiên las recomendaciones de los Acuerdos en materia de - 
sistema parlamentario: inexistencia de potestades de disoluciôn/ 
de la Câmara por el ejecutivo, voto de censura constructive, pé­
riodes de sesiones reducidos (cuatro meses), ejecutivos régiona­
les con no mâs de diez miembros, atribuciôn de la inviolabilidad 
à los parlamentarios y de un fuero especial, pero no de inmuni- 
dad, etc. (276).
Respecto a la sustituciôn de las Comisiones mixtas por Co­
misiones sectoriales de transferencias se establecen en los cita 
dos Estatutos, dispôsiciones transitorias en que se mantienen -
— 511 —
las Comisiones mixtas, pero reducidas a la labor de ratificaciôn 
de las propuestas de las Comisiones sectoriales de âmbito nacio­
nal agrupadas por materias (277).
Por tanto, parece ser que el contenido de los Acuerdos de 
1981 ha sido sustancialmente cumplido en el desarrollo Estatuta- 
rio de las Comunidades del articulo 143; cumplimiento del que no 
résulta ajeno el hecho de que los dos ûltimos ministros de Admi­
nistraciôn territorial, tanto del ûltimo gobierno UCD, ccmo del/ 
primer gobierno PSOE, seflores Cosculluela y Quadra Salcedo, res­
pectivamente, formaran parte de la Comisiôn Enterrla que elaborô 
el informe en que tiene su origen los Acuerdos.
Las conclusiones que pueden extraerse de este desarrollo -
de los Acuerdos respecto de su incidencia en la forma territo--
rial del Estado, las extrae el propio Garcia de Enterrla en un - 
reciente trabajo: "ese marco formai tan amplio se ha rellenado - 
ya virtualmente, mediante las opciones que han disefiado finalmen 
te èl mapa autonônico como, especialmente, su contenido, opcio—  
nés que han concluido en su contenido bâsico con los llamados - 
Pactos autonômicos... desde ese momento, y sin perjuicio del ûl­
timo proceso en curso, ya simplemente ejecutivo, el sistema se - 
ha convertido entre sus varias posibilidades, hacia un modelo, - 
el de la generalizaciôn de una descentralizaciôn verdaderamente/ 
polltica y no administrativa, con una tendencia hacia la hcmoge- 
neizaciôn final de todas las autonomlas, modelo que nos aproxima 
de manera sustancial al esquema federal" (278)
Al afrontar la calificaciôn de la forma territorial del Es 
tado tendré oportunidad de plantearme crlticamente estas impor—  
tantes conclusiones que Garcia de Enterrla deduce y de interrela 
cionarlas con su lectura del fédéralisme como Vollzugsfôderalis- 
mus o "federalismo de ejecuciôn", asl ccmo su virtualidad para -
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el caso espaflol (279). En cambio, creo que es obligaciôn para un 
constitucionalista plantearse en este punto la relevancia juildi 
ca y naturaleza de estos Acuerdos politicos (2 8 o ) .
Al estudiar la articulaciôn de las propuestas y raedidas - 
que en el informe Enterrla se recaniendan, se distingue entre lo 
que se piensa puede ser contenido de una ley (ley extraflamente - 
bifronte por su doble carâcter contradictorio de orgânica y armo 
nizaciôn) que interprète y desarrolle algunos preceptos constitu 
cionales, principalmente referentes a normas de asignaciôn de - 
competencies y resoluciôn de conflictos, y aquellos extremes que 
por entrar en el terreno de la libre decisiôn autonômica y el - 
contenido estatutario deben bénéficierse el objeto de unos - -
"acuerdos politicos inicialmente no legalizados" (281).
La Comisiôn entiende que, no permitiendo la Constituciôn - 
clL legislador estatal interferir en la potencialidâd del prirci- 
pio de voluntariedad autonômica, la articulaciôn de este segundo 
grupo de propues tais, suites descri tas, no puede ser contenido de 
una norma jurldica, sino de un mero acuerdo politico. Ahora bien, 
séria ingenuo pensar que pese a su aparente carâcter de simple - 
pacto politico, estos Acuerdos carecen de relevancia jurldica... 
La propia terminologla empleada por el Informe parece admitir es 
ta relevemcia al sifirmar que "sôlo inicisilmente no son legaliza­
dos". En efecto, esta modificaciôn del texto contitucional que - 
los Acuerdos suponen implica una transformaciôn del diseflo esta- 
blecido por la norma suprema mediante una serie de actividades - 
continuadas, algunas de ellas con rango legislativo, asl numero- 
sos extremos de los Acuerdos forman parte de los Estatutos apro­
bados despuês del 31 de julio de I98i, otros del proyecto de - - 
LOAPA y es de esperar que otras leyes (de la Funciôn Pûblica, de 
armonizaciôn^de bases, etc.) desarrollen tambiên el contenido de
— 513 —
los Acuerdos. Ahora bien, peura no perder la visiôn de la inciden­
cia de estos Acuerdos en la norma constitucional, conviene ofre— 
cer una consideraciôn unitaria de todos los actos, disposiciones 
normatives y en su caso leyes que vengan a ejecutar los Acuerdos y a 
mi juicio, la teorla de la Constituciôn posee una categorla espe 
clfica de las fuentes del Derecho Constitucional, que puede cum­
plir esa funciôn y resultar perfectamente eipicable: hk refiero a 
lëis Convenciones consitucionales.
Para demostrarlo recurrirê a la enumeraciôn de les requisi 
tos que segûn una conocida monografla de G.U. Rescigno (282) sin 
gularizan a las Convenciones en los Ordenamientos contitucionales 
r»igidos para evidenciar su apiicabilidad al caso estudiado.
Entiende Rescigno que existen una serie de caracterlsticas 
que en su globalidad (nunca aisladamente consideradas pues ningu 
na de ellas constituye un requisite sine qua non) distinguen a - 
las Convenciones de las demâs reglaus constitucionales (283):
- son reglas realizadas y modificadas de modo informai.
- no necesitan de un texto escrito, aunque algunas veces - 
utilicen un escrito ccmo instrumento.
- soportan una serie indeterminada de reglas especlficas - 
y excepciones puntuales para casos particulares.
- son reglas creadas por pocos sujetos y que permanecen en 
su poder, hasta el punto de que pueden ser modificadas incluso - 
unilateralmente, si un sujeto posee la suficiente fuerza pollti­
ca para imponer su voluntad a los otros.
- su fomtaclôn y modif icaciôn vienen impuestas por razones 
pollticas y por las relaciones entre los sujetos afectados.
- son reglas no coercibles.
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- son reglas no jurîdicas.
- presuponen siempre la existencia de un contexto legal sn 
el que se enmarccUi e insert an.
- algunas Convenciones jamâs pueden llegar a convertirse - 
en reglas légales, mientras otras pueden transfcrmarse en costum- 
bres constitucionales o incluso en actos normatives générales.
- algunas reglas convencionales son mâs estables y durade—  
ras que las mismas reglas légales, otras,en cambiq raudan con la - 
concret» circunstaheia polltica.
Ninguna de estas caracterlsticas puede decirse que no sea - 
aplicable en mayor o menor medida a los Acuerdos autonômicos: son 
un factor "elaborado por unos importantes sujetos constitucionales 
(los dos partidos politicos entonces mayori tarios), instrumenta—  
dos en'un acuerdo escrito y elaborados de un modo informai (en - 
cuanto no sometidos a una tramitaciôn o elaboraciôn formalmente - 
regulada) y que pueden ser modificados de igual modo informai par 
otro posterior acuerdo de otros sujetos constitucionales, lo que 
no résulta imposible entre otras mûltiples razones par la des^a- 
riciôn como partido de una de las dos partes firmantes (UCD); la 
formaciôn y razôn de ser del Acuerdo se debe a una determinada - 
lectura polltica del tltulo VIII (con la proporciôn entre politi- 
cidad y juridicidad que se quiera); su coercibilidad no dériva - 
del propio Acuerdo, sino del hecho de que los sujetos firmantes - 
poselan accescjdirecto a las fuentes de creaciôn del Derecho esta- 
teLLes y controlaban a los sujetos destinados a elaborar las nor—  
mas estatutarias,por pertenecer a unos mismos partidos politicos/ 
(afirmaciôn no del todo cierta en los casos vasco y catalân ccn - 
subsistemâs de partidos especlficos, lo que viene a corroborât la 
existencia de excepciones). Finalmente, como decla antes, el con-
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tenido de los Acuerdos se articula: en el proyecto de LOAPA, en 
la Ley Orgânica de Financiaciôn de las Comunidades Autônomas - 
(LOFCA), en los Estatutos aprobados por la via del articulo 143 
y en otras prévisibles normas légales (Funciôn Pûblica, etc.),/ 
pero tambiên en normas de rango inferior o simples actos polity 
cos o actos administrativos: convocatoria unitaria de elecciones 
municipales y autonômicas en todo el Estado, decisiones de las/ 
Ccmiisiones sectoriales de transferencia, etc.
Por tanto, nada impide considérât a los Acuerdos de julio 
de 1981 como una Convenciôn Constitucional entre las principe—  
les fuerzas pollticas destinadas a desarrollar el tltulo VIII - 
de la Constituciôn. Ahora bien,conviene plantearse si estamos - 
ante un simple desarrollo constitucional, integrador de las. op­
ciones pollticas que el tltulo VIII deja sin regular cual es el 
supuesto normal de las Convenciones, o si estamos en cambio an­
te una verdadera trêinsformaciôn de la norma suprema, que no re­
forma exprèsamente el texto escrito, es decir, lo que en la doc 
trina alemana se conoce ccxno una mutaciôn constitucional. De re 
sultar cierta esta segunda hipôtesis, séria légitima esa muta—  
ciôn o estarlamos ante un verdadero quebrantamiento de la carta 
fundamental.
Luciano Vandelli se plantea la misma cuestiôn, para soste 
ner que los Acuerdos constituyen una "parte intégrante del meca 
nisrao constitucional" que se incluye en un espacio abierto deja 
do por la Constituciôn y que en modo alguno résulta violada, si 
no simplemente integrada en algunas de sus opciones bâsicas (284).
A mi juicio, para resolver esta cuestiôn es menester dis- 
tinguir entre Acuerdos en sentido amplio (que engloberlan los - 
cuatro acuerdos suscritos el 3l de julio de I98l: polltico-admi 
nistrativos, econônico-financieros y anteproyecto de LOFCA y de 
LOAPA) y Acuerdos en sentido estrieto o segûn su propia denani-
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naciôn "Acuerdos pollticor*adrainistrativos".
Si nos cefliraos a los Acuerdos polltico-administrativos o 
Acuerdos en sentido estricto,creo que debe admitirse que esta­
mos ante una integraciôn légitima del tltulo VIII, dentro de - 
las distintas opciones pollticas constitucionalmente v&lidas,/ 
si bien es cierto que no se trata de una de las opciones mâs - 
autonomistas, Pero creo que nada puede objetarse,desde la es—  
tricta 6ptica de la constitucionalidad, a que unos sujetos poll 
ticos con implantaciôn en nacionalidades y regiones, concreten 
unos plazos y modos para configurar un mapa regional, establez 
can unos criterios competenciales homogèneos y decidah apoyar/ 
una determinada via de iniciativa autonômica (la del articulo/ 
143), asl como generalizar las potestades legislativas. Respec 
to a la concepciôn restrictiva del sistema parlamentario de - 
las Comunidades Autônomas que los Acuerdos sustentan, antes ex 
plicada, hay que reconocer que mientras el articulo 152 régula 
un inequlvoco sistema parlamentario para la organizaciôn de - 
las Comunidades Autônomas de autonomla plena (Comunidades del 
art’iculo 151 y Disposiciones Transitoria segunda), nada se di 
ce en cambio respecto de las Comunidades Autônomgus de autono­
mie menor plena que acceden a la autonomla par la via del artl 
culo 143 y sus tancialmente los Acuerdos contemplan. La falta - 
de esta garantie institucional 'de la orgauiizaciôn parlementa—  
ria de las Comunidades Autônomas del articulo 143 impide ta­
cher de inconstitucional los elementos restrietivos de la auto 
nomla polltica que los Acuerdos introducen, no obstante haya - 
que advertir que configuran una preocupante reduceiôn del cam- 
po del verdadero autogobierno politico. Tampoco puede conside- 
rarse ccmo una transformaciôn del texto constitucional la sus­
tituciôn de las Comisiones mixtas de transferencias por una ma 
yor relevancia de las Comisiones sectoriaLLes, pues las citadas
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Comisiones mixtas no vienen constitucionalmente reguladas, sino 
que fueron objeto del desarrollo estatutairio realizado por las/ 
Comunidades Autônomas de primer grado (285).
Cono conclusiôn, entiendo que la Convenciôn Constitucio—  
nal que los Acuerdos politicô-administrativos suponen, no reaai 
zan una mutaciôn, stricto sensu, de la norma constitucional si­
no una integraciôn del tltulo VIII jurldicamente légitima entre 
las distintas opciones constitucionalmente vâlidaA, pero pollti 
c amente muy centraliste como se manifiesta en algunos importan-t 
es aspectos como, por ejemplo, la minusvalorizaciôn de la funciôn 
legislativa autonômica, que la regulaciôn del sistema parlamen­
tario evidencia.
Ahora bien, si nada puede reprocharse jurldicamente a los 
Acuerdos pol'itico-administrativos,por configurar una opciôn po 
lltica centraliste constitucionalmente vâlida, no creo que pue- 
da afirmarse lo mismo de los Acuerdos en sentido amplio y en —  
concreto de la parte que se articula en el Proyecto de LOAPA. - 
No puedo extenderme sobre este punto, pues sabido es que estâ - 
pendiente un pronunciamiento del Tribunal Constitucional en via 
de recurso previo sobre el texto définitivo del Proyecto del Se 
nado pero ccmo ya he tenido oportunidad de comentar (286), en—  
tiendo que gran parte del Proyecto es inconstitucional y consti 
tuye una verdadera mutaciôn del texto escrito en la norma supre 
ma, rayando con el quebrantamiento, pues:
- una ley orgânica de armonizaciôn es un concepto imposi­
ble, pues ley orgânica y ley de armonizaciôn son dos categorias 
de leyes ex définitionis absolutamente inccmipatibles en nuestro 
sistema de fuentes. Sôlo el Estado puede legislar sobre las ma­
terias objeto de réserva de ley orgânica (articulo Si) y las le 
yes de armonizaciôn (articulo 150.3) requieren, en cambio, de -
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disposiciones normatives de las Conunidades Autôncanas que puedan 
ser armonizadas y que en ningûn caso pueden lôgicamente ser orgâ 
nieas, a no ser que lo que inepnfesadamente se pretende sea armo 
nizar los propios Estatutos. Por otra parte, nada justifica que/ 
una ley de armonizaciôn se eleve al rango de ley orgânica, si no 
es el inconfesable sentido de "congelar" el rango de una ley - - 
frente a futures mayorlas pollticas, tentative censurada en dis- 
tintaa ocasiones par el propio Tribunal Constitucional.
- negada la misma existencia de este tipo de ley hlbrido y 
bifronte, entiendo como argumenté al comentar el Estatuto vasco/ 
de autonomla (’287) que son manif les tamente inconstitucionales - 
los artlculos 4; 18.2; 19; 2i y todo el tltulo IV del Proyecto y
plantea dudas sobre su constitucionalidad el articulo 3. Me ceRi
ré al anâlisis del articulo 4, pieza central de las têcnicas de 
conflicto normative que el Proyecto prevee, en el mismo se afir­
ma: "las normas que el Estado dicte en el ejercicio de las ccmipec 
tencias que le reconoce el art’iculo 149.1 de la Constituciôn - 
prevalecerân sobre las normas de las Comunidades Autônomas", hay 
que recordar que en el procedimiento de elaboraciôn parlementa—  
ria desapareciô la expresiôn "prevêü.ecerân en todo caso" que da- 
ba sentido al precepto como una inversiôn de la relaciôn entre -
supletoriedad (régla general) y prevalencia (excepciôn a jugar -
sôlo en caso de conflictos con normas de las Comunidades Autôno­
mas dictadas en todo lo que no esté atribuido a su exclusive com 
petencia) que en el articulo 149.3 se seflala. Desaparecida la ex 
presiôn, o el precepto es inûtil (lo que parece poco probable) O; 
se insiste en esa inversiôn generalizada del juego de la preva—  
lencia que résulta injustificable, pues esta têcnica debe redu—  
cir su juego ai campo de las ccmpetencias concurrentes (caso de 
que se demuestre su existencia), y no al de las exclusives (que/ 
le viene vedado por mandato del articulo 149.3), ni al de las -
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compartidas donde la técnica a emplear es la simple jerarqula.
Como conclusion, entiendo que puede haber en les "Acuerdos 
en sentido amplio” un intente de transformer el tltulo VIII de -
la ConstituciOn, sin acometer el procedimiento de reforma, me---
diante el proyecto de LOAPA, mutaciOn que en algunos aspectos - 
puede resultar inconstitucional y guebrantar la norma supreme.No 
obstante, habrâ que ester a la espera del Pronunciamiento del A1 
to Tribunal.
2 4 3 2 3.- Mimetismo ccaaunitario.
A los mdltiples limites y condicionamientos impuestos a la 
voluntariedad en el terreno de la normative y la realidad consti 
tucionales hay que ariadir otro dato mâs, paradôj icamente provi—  
niente de la propia iniciativa autonAnica o mejor de sus caren—  
cias. Coraentaba antes, la importancia de la imitaciOn (en reali­
dad de la copia) corao elemento de coordinaciôn espontânea, de ar 
monizaciôn e incluso de uniformaciôn normative; la experiencia - 
por ejemplo, del federalismo americano asi parece demostrarlo - 
(288). Estarlamos ante une especie de Derecho Comparado Autonômi 
co de aplicaciôn inmediata, conforme cil cual ante un supuesto de 
hecho an&logo al reguiado en otra Comunidad y ante la ausencia - 
de una mayor imaginéeiôn legislative, bastar’ia con trasplantar/ 
mecânicamente la regulaciôn adoptada en esta otra Comunidad. Es­
tes "trasplantes" si a menudo pueden tener la virtualidad de apro 
vechar la experiencia de otras Ccmunidades (verdadera finalidad/ 
de toda ccmparaciôn normativa), poseen el riesgo de convertirse/ 
en una mera copia sin especial reflexiôn sobre la posibilidad de 
la existencia de sensibles diferencias entre las distintas reali 
dades a regular.
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No résulta muy difIcil encontrar ejeraplos de lo que aqui - 
se dice, dentro de los diatintos Estatutos, especialmente a nivel 
de asignaciôn de ccmpetencias, movidas leis nacionalidades y regio 
nes por un jus to afân de reivindicar un mâximo de competencies ex 
clusivas que evitase el juego de la preevalencia (juego que païa- 
dôjicamente, de entenderse la preevalencia en el sentido que er. - 
esta tesis se hace, séria prâcticamente inexistente, siendo an—  
pliamente sustituido por las tëcnicas de mera jerarqula). Asl por 
ejemplo y por reducciôn al absurdo, es conocida la errônea reivin 
dicaciôn de la competencia en materia de pesca lacustre por el - 
Pals Vasco (artlculo 10.10 del Estatuto), siguiendo el ejemplo ca 
talân (artlculo 17 de Estatuto), cuando es un hecho la inexisten-
cia de lagos en aquella Comunidad. En un momento de la élabora--
ciôn del proyecto de Estatuto de una de las Ccanunidadës que pezte^  
necieron al antiguo Reino de Castilla, llegO a reivindicarse le - 
competencia en materia de pesca en aguas interiores, error que - 
luego se corrigiô, cuando es évidente su distancia de la costa.
Esta tendencia a la imitaciôn corre el riesgo de trasladar- 
se del nivel estatutario al ejercicio de Icis potestades legisleti 
vas en las Comunidades Autônomasy y en la medida de lo posible y - 
de lo necesario (segûn las dis tintas re alidades sociales )^ de be - 
ser corregida para sustituirla por una imprescindible reflexiôr - 
y deliberaciôn autôhoma que produzca una verdadera iniciativa pro 
pia. De no actuar asl, cabrla plantearse el sentido de una pluia- 
lidad de Parlamentos coraunitarios, poniendo en tela de juicio la 
propia funcionalidad del sistema autonAnico. Una pluralidad de le 
yes autonAnicas igualadas por la copia, puede producir los misnos 
electos uniformadores que una ûnica ley estatal, pero con muchcs/ 
mâs COStes.
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25.- La importancia de los elementos historicistas en la norma
constitucional. Normatividad constitucional e historici--
forai.
En la aproximaciôn histôrica a la forma territorial del - 
Estado espahol hemos visto cAno la cuestiôn de la autonomla te­
rritorial en nuestro pals viene bâsicamente fundada en motiva—  
ciones histôricas derivadas de nuestro peculiar proceso de "con 
figuraciôn e s t a t a l u n a  difIcil articulaciôn de los antiguos - 
Reinos, un proceso de unificaciôn del Derecho difIcil y parale- 
lo al proceso de aboliciôn forai, etc. Todo ello ccanplicado por 
la ausencia de un sistema de descentralizaciôn polîtica, moder- 
mo y sustitutivo del viejo Rêgimen forai, durante un période de 
masiado largo de nuestra historia. Entre estas concausas no pue 
de eludirse la referenda al renadmiento de los nadonalismos/ 
Vasco y cateüLàn par razones diver s as, ya analizadas por la doc- 
trina, en el siglo XIX (289). La ausencia de soluciones en el - 
terreno del Derecho pûblico (la descentralizaciôn polltica) du­
rante la Dictadura del General Franco, no hizo sino agravar to- 
das estas cuestiones,de forma que en las Constituyentes de i978 
las relaciones entre Historia y Derecho fueran muy complejas - 
(290).
Son muy numerosas las référéncias a elementos histôricos/ 
que en la Constitueiôn se realizan; pârrafo cuarto del preâmbu- 
lo; artlculo 2; artlculo 3.2; artlculo 3.3; artlculo 5; artlcu­
lo 11.3; artlculo 16.3; artlculo 46; art'iculo 56.1; éirtlculo - 
57.1 ; art'iculo 57.2; artlculo 61; artlculo 140; artlculo 143.1; 
artlculo 144a; artlculo 145.1; artlculo 148.1 ntSmeros 14,15, 16, 
17; artlculo 149.1 ndmeros 8 y 28; artlculo 152.3; Disposiciôn/ 
Adicional primera; Disposiciôn Adicional segunda; Disposiciôn - 
Trasnsitoria segunda; Disposiciôn Transitoria cuarta; Disposi—
-  522 -
ciôn Derogatoria primera y segunda; Disposiciôn Final.
Y lo mismo podrlamos decir respecto de los Estatutos de - 
Autonomla. Cifléndonos como ejemplo al Estatuto vasco: artlculo i ; 
artlculo 2.2; artlculo 3; artlculo 5; artlculo 6; artlculo 10 nû 
meros 1, 2, 5, 19 y 34; artlculo 16; artlculo 17; artlculo 22.2; 
artlculo 24.2; artlculo 26.1; artlculo 37; artlculo 39; artlculo 
41 ; artlculo 47; Disposiciôn Transitoria primera...
iOuê tienen en comûn todos estos preceptos?.A mi entender/ 
simplemente el incluir entre la estructura de la norma la refe—  
rencia a un elemento histôrico de mâs o menos diflcil evaluaciôn 
y funcionalidad. Pero no todos estos preceptos pueden merecer el 
mismo juicio y conviene agruparlos en distintos bloques para su 
comentario:
a) En primer lugar, existen toda una serie de referencias/ 
relacionadas con el concepto de nacionalidad. Es decir, con el - 
distinto grado de articulaciôn nacional de los pueblos de BspaMa. 
En esta llnea, se encuentran numerosas referencias a sus lenguas, 
sus culturas, sus sImbolos, sus denominaciones histôricas, su pa 
trimonio histôrico etc. La Constituciôn considéra todas estas ma 
nifestaciones del pluralisme como una riqueza (artlculo 3.3) y - 
un valor (artlculo 1 en relaciôn con el artlculo 2).
b) Paralelamente, la "entidad regional histôrica" parece - 
ser el fundamento del autogobierno y requisite imprescindible/ 
para el accèso a la autonomla. En la mayorla de los cases de - - 
nuestro mapa regional, la cuestiôn no arroja dudas, aunque hay - 
que admitir que estâmes ante un requisite de muy diflcil evalua­
ciôn y que este elemento histôrico ha side objeto de una interpre 
taciôn polltica, al menos en la divisiôn de algunas régiones his 
tôricas en varias Comunidades y en la justificaciôn del acceso a
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la autonomla de algunas Comunidades uniprovinciales de diflcil - 
encaje y escasa entidad hist'orica.
c) Pero ademâs^la Constitueiôn de 1978 invierte la relaciôn 
tradicional de nuestro constitucionalismo entre Constitue .ôn y - 
Fuero tratando de sintetizar estas dos antltesis correspondientes 
a dos tipos de Estado y a dos situaciones histôricas bien diver—  
Sas (291): Un sector de la doctrina parece identificar Fuero con 
autogobierno (292). Otros, en cambio, entiende el régimen Forai - 
como un conjunto de t'ecnicas y elementos (pase forai, conciertos, 
especial rêgimen de prestaciôn del servicio militar, etc.) histô­
ricos que incluso justificarlan la existencia de competencies --
(verbi gratia: ensefïanza y policla en los artlculos 16 y 17 del - 
Estatuto vasco, respectivamente ) reivindicadas o cisignadas al mar 
gen de la norma estatutaria y en virtud de la Disposiciôn Adicio­
nal primera (293). Esta dltiraa interpretaciôn résulta mucho mâs - 
polêmica. Sea como fuere, conviene precisar cuanto antes quê debe 
entenderse por "actualizaciôn general del rêgimen forai" de los - 
territorios histôricos y si esa actualizaciôn se refiere sôlo al 
Derecho Civil (y entonces quê sentido tendrla la reapertura de - 
fuentes autônomas de Derecho privado que en el artlculo 149.1.8 - 
impiIcitamente se realiza) o a todas las instituciones histôricas 
de los Fueros como parece probable, diverses en cada nacionalidad 
del Estado. Y si actuatLizaciôn forai y desarrollo estatutario son 
vlas alternativas o simplemente ccmplementarias, tal y como el dl 
timo inciso de la Disposiciôn Adicional primera, pârrafo segundo/ 
parece dar a entender. A mi juicio hay que obrar en toda esta - - 
cuestiôn con el mâximo cuidado.
La experiencia constitucional de este corto perlodo de tiera 
po asl parece corroborarlo, especialmente en dos importantes eues 
tiones: la organizaciôn de los territorios Histôricos del Pals -
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Vasco y la especial via de iniciativa autonAnica seguida en el ca- 
so de Navarra.
Como es sabido el Estatuto vasco dispensa un tratamiento - 
normative a sus territories histôricos que Leguina califica como/ 
"privilegiado"; artlculo 2; 3; 10.11; 10.5; 10.34; 17.2; 22.1; 4
y 47 (294). Pero especialmente en los artlculos 24.2; 37 y 39 ton 
de respectivamente se reconocen 1 s instituciones for aies de los 
Territorios Histôricos, se les asignan unas competencias excluji- 
vas dentro de la Comunidad y se créa una Comisiôn arbitral part - 
resolver los conflictos de competencia entre las Instituciones de 
la Comunidad -Autônoma y las de los territories Histôricos. La ir- 
ganizaciôn de este tratamiento privilegiado de los territorios - 
Hist'oricos dentro de la Comunidad vasca, es cuando menos diflcil, 
como lo prueba la ausencia, todavla, de una ley agtôncma que r;gu 
le la cuestiôn y puede crear numérosos problemas técnicos, ccmo - 
por ejemplo ocurre con la citada Comisiôn de arbitraje o con ei - 
rango de las dispos icônes normativas de estos territorios Histbri 
COS (295).
No es este el lugar donde deba responder a estas euestioies, 
pero bas ta con lo planteado para constatar que la slntesis entre/ 
normatividad constitucionaü. e historicidad forai que la Constitu- 
ciôn pretende puede resultar diflcil y crear fuertes disfuncioia- 
lidades jurldicas.
Quiero poner otro ejemplo de la tésis bâsica que aqul se - 
sostiene: la dificultad de compaginar las tëcnicas forales con - 
las de la moderna descentralizaciôn polltica, como estrieto juL—  
cio técnico-jurldico, sin perjuicio de que los niveles de autojo- 
bierno politico supue s tamente cilcanzados por los Fueros se alcjn- 
cen tambiên por via de la autonanla.
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Respecto de la peculiar via de iniciativa autonômica seguida 
en el caso de Navarra, en virtud de los Acuerdos autonômicos de - 
julio de 1981 se decidiô (los textos escritos no ofrecen mâs expli 
caciones) que Navarra accediera a la autoncmla y se constituyera en 
Comunidad Autônoma por la via del amejoramiento del Fuero, confor­
me a lo prévisto en la Disposiciôn Adicional primera de la Consti- 
tuciôn. De acuerdo con lo pactado, se négocia un texto entre el Go 
bierno y la Diputaciôn de Navarra, y el Gobierno "formalize el pac 
to" (véase el preâmbulo de esta ley) con su iniciativa legislative, 
remitiêndolo a las Cartes para su aprobaciôn como ley orgénica 3/ 
1982 de 10 de agosto de reintegraciôn y amejoramiento del Rêgimen 
Forai de Navarra.
Son multiples las preguntas que se plantean^^permite e l --
text? literal de la Disposiciôn Adicional primera: "la actualisa—  
ciôn de dicho rêgimen forai se llevarâ a cabo, en su caso, en el - 
marco de la Constituciôn y de los Estatutos de Autonomla", inter—  
pretar esta "actualizaciôn" como un dispensa de la manifestaciôn - 
de voluntad autonômica? En principio puede responderse que si,pues 
no tiene mucho sentido preguntarse par la voluntad autonômica de - 
un territorio que ya goza de un rêgimen forai de autonomla. Esta—  
rlamos ademâs en una situaciôn anâloga a la que se dispensa a las/ 
dem&s nacionalidades histôricas (Disposiciôn Transitoria segunda). 
Pero idebe dispensarse ademâs de cumplir un procedimiento de elabo 
raciôn estatutaria? La cuestiôn es espinosa y no creo que admita - 
una soluciôn fâcil, ni prâctica. Si buscamos una interpretaciôn - 
que tienda a salvar la eficacia de esta norma y de acuerdo con el 
"principio de conformidad funcionail" (296) (el intêrprete no puede 
llegar a un resultado que subvierta o perturbe el esquema funcio—  
nal de la Constituciôn)^ podria entenderse que efectivamente la ac­
tualizaciôn del rêgimen forai supone un procedimiento especial de/ 
elaboraciôn estatutaria y acceso a la autonomla. Pero en cualquier
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caso^ no cabe mâs posibilidad que la consideraciôn del contenido 
de esta ley como el de una norma estatutaria dotada del mismo - 
rcingo y fuerza (297). A la misma conclusiôn llega Mufloz Machado 
quien aduce ademâs que se explicarla asl el que los Territorios 
Histôricos del Pals Vasco no puedan seguir la misma via de Nava 
rra: "sencillamente porque ya cuentan con un Estatuto de autoio 
mla" (298).
Parad6jicamente ademâs, la consideraciôn del Amejoramien­
to del Fuero como una norma estatutaria otcrga una mayor prorec 
ciôn a sus contenidos pues mientreis el Fuero, por muy pacto po­
litico de que se trate, se traduce jurldicamente en una ley cr- 
gânica que puede ser modifieada por otra ley orgânica posterior, 
los Estatutos gozan de indisponibilidad y sôlo pueden ser modi- 
ficados por el procedimiento en ellos prévisto (299). Estamos - 
emte un ejemplo mâs de que las tëcnicas de la descentralizaciôn 
polltica (en este caso la del Estatuto) no son en absolu to me— . 
nos garantistas de los contenidos autonômicos que leis for aies y 
si muchos mâs funcionales.
Secciôn 3» : Catlificaciôn de la forma terri tor iaLl del Estado —  
adoptada por la Constituciôn espeAola de 1978 a la 
luz de; a) sus elementos configuradores. b) de los 
conceptos de Estado federal y Estado regional des—  
critos, y c) de lêis tëcnicas organizetivas emplea—  
das. Caracterlsticas.
De acuerdo con lo expuesto a lo largo de esta tesis (3CD) 
afrontarê la Cêilificaciôn de la forma territorial del Estado - 
que el Estado autonAnico représenta baâandorne en très criterios:
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a) Los conceptos de Estado federal y Estado regional tal y 
ccxio han sido matizados ccmho extreraos de comparaciôn en la Parte 
I.
b) algunas de las consecuencias que se desprenden de los'- 
principales elementos configuradores de nuestra atlpica forma te 
rritorial de Estado: principio de unidad; derecho a la autonomla 
de las Comunidades Autônanas; principio de solidaridad; princi—  
pio de voluntariedad, sus importantes condicionamientos y Conven 
ciones integrativas y finalmente relevancia de los elementos his 
tôricoa y forales en la estructura de la norma constitucional.
c) Por ûltimo, emplearé tambiên cotio criterio la distinta/ 
procédé ne i a de algunas de las têcniceis jurldiceis que en la Cons- 
tituciôn se utilizan.
31.- Entre las conclusiones de la Peur te I de esta tesis es^  
taba que la teorla jurldica del Estado federal cooperative o uni 
tario, debla acomodarse a la mutaciôn producida en la propia - - 
esencia del vinculo federal por la evoluciôn histôrica hacia el 
unitarismo, producida en el terreno de la realidad constitueio—  
nal. La estatàlidad, la soberanla y los poderes constituyentes - 
originarios de los Estatutos miembros ser1an residues histôricos 
de muy diflcil compatibilidad con la lôgica jurldica. En defini- 
tiva, estos modernos Estados federales unitarios configurarlan - 
una variante de los Estados con descentralizaciôn polltica, como 
consecuencia de sus propias mutaciones, de la flexibilizaciôn - 
realizada en la categorla de Estado federeü. para adaptarla a las 
nuevas situaciones y de la relativizaciôn de los criterios de - 
distinciôn entre las formas territoriales de Estado.
Por su parte, el Estado regional creado en la Constituciôn 
espahola de 1931 y bâsicaraente desarrollado en la Constituciôn -
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italiana de 1947, no habrla llegado a configurarse como una cate­
gorla autônoma e intermedia entre Estado unitario y federal. Er. - 
nuestros dlas^la generalidad de la doctrina italiana admite que - 
estamos ante un Estado unitario fuertemente descentralizado pues/ 
la esencia unitaria del Estado no ha llegado a ser superada.
Ademâs, la generalizaciôn regional realizada en Itedia en - 
1971, superemdo la consideraciôn del régionalisme como excepciôn/ 
que era el Estado integral, contribuye tambiên a aproximar la ca­
tegorla del Estado regional al Estado federal. Cano hemos vistc, 
el mismo Informe parlamentario de 1982 para la reforma institutio 
nal itadiana parece admitirlo.
Consecuentemente, Estado regional y Estado federal parecen/ 
sufrir una tendencia a la intersecciôn conceptual ccmo variantes 
de una ûnica forma estatal mâs amplia que son los Estados con oes 
centralizaciôn polltica. Entendiendo descentralizaciôn en el sen­
tido en que hemos visto lo hace la teorla Kelseniana.
Esto supuesto, el Estado autônômico no harla sino partir de 
ese punto de intersecciôn (aprovechando la experiencia alcanzada) 
que evidencia la comparaciôn de ambas categories: el "Estado fede- 
ro-regional" del que viene hablando Gumersindo Trujillo.
32.- A mi juicio, la relevancia del principio de unidad es/ 
comûn tanto al Estado federal ccmo al regional. Al estudiar el es 
quema del Estado federal ya vimos algunos de sus importantes ele­
mentos jurldicos unitarios: supremacla jurldica de la federaciôn 
manifestada en las tëcnicas de la jerarqula y la prevalencia, po­
deres de intervenciôn, ejecuciôn, vigilancia y suspensiôn; unidad 
del Estado federal para el Derecho Internacional; unidad del te­
rritorio federal ; una organizaciôn unitaria de la AdministraciAi/ 
federal en sus distintas variantes; Jurisdicciôn Constitucional;
mecanismos de participaciôn e integraciôn; los fuertes limites - 
impuestos a la autonomla constitucional de las Comunidades miem- 
bro, etc.
Estos elementos unitarios son si cabe mâs impor teinte s en - 
la estructura del Estado regional, ciHéndonos al ejemplo italia- 
no, los eurtlculos: 5 (que califica a la Repûblica como una e in­
divisible); 114 (que afirma que la Repûblica se divide en regio- 
nes, provincias y municipios; 115 (que somete la organizaciôn de 
las régiones a "los principios establecidos en la Constituciôn); 
116 (que hace que los Estatutos de las régiones especiales sean 
aprobados por leyes del Estado); 117 (que prevee el mecanismo de 
las legge-cornice en la prâctica apenas desarrollado), etc.
Por tanto, no es a mi juicio en los elementos unitarios - 
donde puede distinguirse el Estado federal del regional, pues - 
tanto uno como otro poseen importcintes manifestaciones (bien es 
cierto que diverses) del juego de este principio. Lo mismo podria 
mos decir respecto de los principios de unidad polltica y econô- 
mica.
La relevancia que nuestro texto supremo ofrece al princi­
ple de unidad como basamento del Estado autonômico tampoco creo 
que permita inclinerse por ninguna de estas dos opciones, donde 
la unidad no es ningûn caso menor. Pero ademâs, porque los meca- 
nismos unitarios utilizados en nuestra Constituciôn tienen ras—  
gos a veces prôximos al Estado regional (autonomla estatutaria), 
pero a veces afines al Estado federal (ausencia de contrôles po­
liticos, prevalencia, etc.).
En cambio, la consideraciôn de la autonomla como un dere­
cho constitucional de las Comunidades Autônomas parece acerceur - 
nuestro modelo a los Estados federales clâsicos, donde la eues—  
tiôn de la soberanla de los Estados miembros posela un veil or po­
litico similar. En efecto, los aspectos garantistas del conteni­
do de la autoncanla entiendo que son su per iores en nuestro Ordena
miento que en el italiano, donde nijhgûn precepto au tori za a con
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slderar la autonomla como un derecho tutelable. Por otra parte, he 
mos visto cAno en el texto constitucional espahol estos aspectos - 
garantistas prevalecen sobre los cooperativos y ademâs^ significat^ 
vamentB/ no existe ningûn control di merito al modo italiano qie, - 
al menos teôricamente, constituye uno de los rasgos bâsicos del mo 
delo aunque en la realidad no haya sido casi empleado. Finalmente, 
entiendo que la consideraciôn de la autononla como un derecho de - 
determinadas Corporaciones territoriales puede traducir al lergua- 
je jurldico el espinoso tema de la soberanla, con similares ftncio 
nes pollticas.
Pero ademâs, las virtualidades que el principio de solidari­
dad ofrece para la creaciôn jurisprudencial de una idea de lealtad 
autonômica como clâusula bilateral y reclproca (Estado/Comunidades 
Autônomas )/ moduladora del ejercicio de competencias y de las fric- 
ciones entre los ôrganos- del Estado en favor del funcionamiento - 
del sistema, no existen en el caso italiano donde juega la ciâisu- 
la alternativa (mucho menos rica) del interês nacional, sumamsite/ 
criticada por la doctrina.
Del capitidisminuido principio de voluntariedad no creo que 
puedan extraerse rasgos relevantes para esta calificaciôn federal/ 
regional, aunque es una técnica relativamente mâs cercana al tipo 
ideal de Estado regional por su procedencia del Estado integral.
La importemcia que la Constituciôn espahola otorga a los ele 
mentos histôricos es,sin duda,una caracterlstica prôxima al federa 
lismo, donde la cuestiôn de la integraciôn de los nacionalismcs - 
era una de las primeras finalidades de la instituciôn. La potencia 
lidad de los mecanismos de integraciôn de la técnica federal, para 
lograr una conciencia de Naciôn o al menos de Estado, ha sido ya -
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suficientemente destacada.
Las conclusiones que se pueden extraer del estudio de los 
principios configuradores de nuestra peculiar forma territorial 
del Estado continûan estando (como ocurrla con el criterio ante 
rior) en el terrono de una forma mixta federo-regional, con ras 
gos relativamente mâs prôximos a uno u otro modelo, segûn cada/ 
caso.
33.- Si los criterios que hasta ahora he manejado me llevan 
a esta conclusiôn, la conclusiôn no puede sino ser ratificada 
si analizamos las distintas tëcnicas organizativas del Estado - 
auton&nico. Un importante grupo de ellas se acercan al modelo - 
regional, mientras otro se aproxima a esquemas federales, en - 
una mezcla de tëcnicas que parece evidenciar que en la voluntas 
legis ambos modelos no sôlo no eran incompatibles, sino de muy 
diflcil distinciôn.
Sin ânimo de exhaustividad, sino simplemente para ejempli 
ficar la postura que aqul se sostiene a efectos de su demostra- 
ciôn, veamos algunos ejemplos:
- Entre los elementos prôximos al modelo regional :
- todos los derivados del concepto de autonomla estatutaria: - 
procedimientos de iniciativa (artlculos 143, 151...) y elabora­
ciôn estatutaria (artlculo 146, no asl el 152.2.2 como veremos), 
la aprobaciôn de los Estatutos por ley orgânica del Estado (ar­
tlculo 8i) y la misma naturaleza y rango de la norma estatutaria.
- la técnica del Delegado del Gobierno (artlculo 154) parece es 
tar inspirada en el Comisario del Gobierno (artlculo 124 de la/ 
Constituciôn italiana), sin embargo si analizamos sus competen­
cias estamos ante modelos relativamente distintos, pues si bien
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en ambos sistemas este ôrgano es un elemento de coordinaciôn de 
las Administraciones pûblicas estatal y comunitaria, en el caso 
italiano posee una potestad de "visto" de las leyes régionales/ 
(artlculo 127), bien es cierto que de naturaleza meramente de—  
clarativa, que en el caso espafîol no existe.
- la existencia de una dualidad de Canunidades Autônonas (Comu­
nidades Autônomas del artlculo 151 y Disposiciôn Transitoria se 
gunda y del art'iculo 143), pese a la nota de transitividad, se 
asemej a a la distinciôn entre Regiones de Estatuto especial y - 
Régiones de Estatuto ordinario.
- el concepto de autonomla territorial, tal y como ha sido des- 
crito en p&gineis anteriores y recoge el artlculo 2, es sin duda 
una de las mâs importantes aportaciones del Estado regionaJ., pe 
ro a mi juicio résulta perfectamente encuadrable dentro de la - 
teorla de la descentralizaciôn elaborada a ralz de la experien­
cia de los Estados federales.
Son multiples los ejemplos que se podrlan poner, pero ex- 
tenderme carecerla de sentido para lo que aqul se pretende: ev^ 
denciar la interrelaciôn de tëcnicas de uno a otro modelo.
Elementos prôximos al Estado federal :
- como oportunamente destacô Trujillo (301) el procedimiento de 
elaboraciôn estatutaria previsto en el artlculo 151.2 para las 
Ccmunidades Autônomas de autonomla plena, evidencia numérosos - 
rasgos contractualistas o pactistas, claramente federativos,
Asl el artlculo 152.2.2 busca el "canûn acuerdo" entre la Comi­
siôn Constitucional del Congreso y la delegaciôn de la Asamblea 
de parlamentarios proponente. Y el Reglamento del Congreso pre­
vee la presentaciôn no de enmiendas, sino de motivos de desa--
cuerdo. Trujillo destaca ademâs el "poder condicionante" (302)
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de la actividad del Parlamento que supone la celebraciôn de un - 
référendum previo en el cuerpo electoral de las provincias com­
prend id as (artlculo 151.2.3). Los elementos pactistas del proce­
dimiento de elaboraciôn estatutaria seguido por las nacionalida­
des histôricas parecen évidentes.
- estos argumentos cobran mayor fuerza si los referimos al proce 
dimiento de elaboraciôn y amejoramiento del Fuero, como via de - 
iniciativa autonômica seguido en el caso de Navarra.
- La peligrosa referencia a los derechos histôricos de la Dispo- 
ciôn Adicional primera, si bien no nos aproxima a un moderno Esta 
do federal, evidencia tambiên otro residuo contractualista.
- no f2Llta quien afirma que el sistema de distribuciôn de compe—  
tencias espanol en realidad es cercano al federal. Pues dada la - 
nota de transitividad existante entre las listas de los artlculos 
148 y 149, no carecerla de sentido concebir el sistema como un mo 
delo de ûnica lista (la del artlculo 149), en que el artlculo 148 
jugarla un papel de norma transitoria (303).
- tambiên nuestra atlpica clâusula residual del artlculo 149.3 es 
relativamente mâs cercana al Estado federal que al regional pues/ 
juega en un primer momento a favor de los Estatutos como he teni- 
do oportunidad de analizar en una monografla. (304).
- en un interesante libro Tolivar Alas (305) sostiene que el sis­
tema de control adoptado en nuestra Constituciôn, refiriéndose e£ 
pecialmente al artlculo 153, es un sistema distinto del regional/
italiano y cercano cd federal. En efecto, el artlculo 153 pre---
tende configurar un sistema de contrôles imparciaies de legali---
dad que, en muchos casos, no son otra cosa que actividad juris—  
diccional pura. Desechando los contrôles politicos di merito - 
ante el Pairlamento de las leyes régionales. La interpre taciôn que
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Garcia de Enterrla hace del control orgânico previsto en el artleu 
lo 155 tratando de "desdramatizprlo" y generalizar su aplicaciôn - 
preventiva mediante el "requerimiento", estâ inspirada tambiên en 
el fédéralisme de ejecuciôn germânico (306). Por otra parte, es - 
obvio que el citado artlculo 155 reproduce la tlpica clâusula de - 
ejecuciôn o cœrciôn federal (vêase por ejemplo el artlculo 37 de 
la Ley Fundamental de Bonn.
En définitiva, queda demostrado que nuestra Constituciôn - 
utiliza en mayor o menor medida tanto tëcnicas federales como re 
gionales, apuntando una forma territorial de Estado mixta, h^br^ 
da o bifronte.
No puede por tanto, a mi juicio, seguir sosteniéndose que : 
"es menester criticar la tendencia de la Ciencia jurldica espaflo 
la a utilizar los conceptos del Estado federal para el anâlisis 
de nuestro sistema" (387), pues quien inicia no esa tendencia si^  
no esa realidad es el propio texto constitucional. Pretender man 
tener como criterios absolutos de distinciôn entre Estado regio­
nal y federal, los conceptos de soberanla, Estados miembros y po 
der constituyente, no tiene ninguna apoyatura ni en la realidad/ 
constitucional, ni en la lôgica jurldica ni en numerosos ejemplos 
de derecho positivo.
Concluyo pues que el Estado autonômico es una forma terri­
torial del Estado hlbrido que puede ceilificarse como hace Truji—  
llo como federo-regional.
Cuâles son las notas que caracterizan esta forma mixta o - 
hlbrida, pues con Trujillo podemos decir que es una forma relati­
vamente original (307) pues probablemente la primera Constitu---
ciôn que claramente recoge esta intersecciôn conceptual entre re 
gionalismo y fédéralisme, iniciada en Alemania en los finales de
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los sesenta y en Italia con la generalizaciôn regional de 1971. 
Pero su originalidad es mâs bien emplrica, que fruto de una teo- 
rizaciôn sobre un nuevo sistema o sobre el modelo que se preten- 
dla. Por tanto, creo que no séria de extraflar que sea ademâs una 
fôrmula transitoria y se decante en un claro Estado federal uni­
tario, abandonando el desarrollo de los elementos régionales. Lo 
cual no résulta descabellado pues la mayorla de estos elementos/ 
régionales culminan con la finalizaciôn del desarrollo estatuta­
rio.
La lectura que los Acuerdos de 1981 realizan del tltulo - 
VIII no dejan dudas sobre la generalizaciôn (ya culminada) e ini 
cian los pasos de la homogeneidad competencial. Lectura que a - 
Garcia de Enterrla le parece que formula un esquema federal (309) 
Afirmaciôn que parece cierta aunque a mi juicio pueden plantear­
se dos preguntas que no eilcanzo a responder: ^va a ser esa homo­
geneidad competencia! efeetiva en el terreno de la realidad cons 
titucional?, es decir, ôse piensa alcanzar el mismo techo compe­
tencial, transcurrido el plazo transit or io de cinco arios, en una 
Comunidad i^utônana uniprovincial que en el caso vasco o catalân? 
y en segundo lugar 09^^ tipo de Estado federal se pretende?.
Como simples intuiciones cientlficas (sin otro mayor funda 
mento) pienso que la realidad constitucional puede traicionar - 
esa transitividad y homogeneidad competencial que se pretenden - 
(310).
Respecto del tipo de Estado federal que se persigue: la - 
concepciôn restrietiva de los sistemas parlamentarios autonômi—  
COS que se recoge, merced a los Acuerdos, en los Estatutos del - 
artlculo 143; la ausencia de bases que perraitan una legislaciôn 
autonômica en los distintos campos; la escasa productividad nor­
mativa de los Parlamentos vasco y catalân en este corto perlodo/
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de experiencia constitucional (probablemente por temor a la inter­
venciôn del Tribunal Constitucionaü. tras los primeros conflictos); 
la insistencia en la técnica de la ejecuciôn autônoma de la legis­
laciôn federal que se percibe en el equipo que e labor ô los Infor­
mes que dieron origen a los Acuerdos, son razones todas ellas que 
hacen pensar que el modelo que se persigue es el de un fédéralisme 
de ejecuciôn,
Cleuro estâ que si en au momento dije que los Acuerdos de ju­
lio de 1981 suponlan una Convenciôn constitucional integrativa del 
t'itulo VIII, nada impide una Convenciôn en sentido contrario, en 
la llnea de otorgar mayor relevancia a los Parlamentos autônomos - 
y potenciar la cufla federal que en la organizaciôn del Senado supo 
ne el artlculo 69.5. Pero poco mâs puede decirse sin hacer futuro- 
logla, no obstamte esta posibilidad de una nueva Convenciôn Consti^ 
tucional en sentido anâlogo a la anterior de julio de 1981 o radi- 
calmente di versa, evidencia una dltima nota de la forma terri tor—  
rial del Estado de la que partimos al principio de este trabajo: - 
su flexibilidad fruto de la ambigttedad del texto del tltulo VIII,y 
de la permanente evoluciôn a que se encuentran sometidas las for>—  
mas politicals.
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N O T A S  
PARTE II - CAPITÜLO II
(1).- La ausencia de calificaciôn a nivel constitucional del 
modelo es una opiniôn unânime en la doctrina. Ver entre otros mu—  
chos: Pedro CRUZ VILLALON: "La estructura del Estado o la curiosi- 
dad del jurista persa", en Revista de la Facultad de Derecho de la 
Universidad Complutense, nfl 4, monogrâfico, 1981, pâg. 53-65; San­
tiago VARELA: "La fôrmula espaflola de autoncasla de nacionalidades 
y regiones en el marco de la Teorla General del Estado", en Revis- 
ta de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, nfi 4, 
monogrâfico, 1981, pâg. 9-23. Varela denuncia el riesgo de esta - 
"pereza intelectual" de la doctrina que elude la calificaciôn del 
Estado autonômico en confronte con la tradiciôn jurldica teôrica: 
Juan José SOLOZABAL habla de indeterminaciôn constitucional en vez 
de indefiniciôn constitucional, como aqul hago, pero en un sentido 
anâlogo refiriéndose tambiên a las circunstancias pollticas que - 
vedaron al constitueynte la aceptaciôn franca de los dos modèles - 
de Estados mâs conocidos: centralista y federal ("sobre el modelo/ 
de organizaciôn territorial del Estado segûn la Constituciôn espa-
fiola de 1978", en Revis ta de Derecho Politico, UNED, primavera---
1982, pâg. 53-75). No obstante, no fal tan autores para quienes no/ 
puede hablarse de indefiniciôn constitucional, pues el Estado auto 
nômico coincidirla punto con punto con el llamado Estado regional/ 
toto caelo distinto del Estado federal. Ver Ignacio de OTTO: "La - 
prevalencia del Derecho estatal sobre el regional" en Revista espa- 
fïola de Derecho Consti tue ioneJ., Centro de Estudios Cons ti tue iona—  
les, vol. I, n2 2, mayo-agosto, 1981, pâg. 57-93. En este artlculo 
partiendo de una, a mi juicio, desacertada interpretaciôn de la - 
clâusula de prevalencia del derecho estatal se llega a una no mè­
nes desafortunada conclusiôn: la imposibilidad de utilizar técni—
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cas federales en el Estado autonômico, conclusiôn que se ve cons- 
tantemente contradicha por el derecho positivo espaüol, ccmo ten- 
drê oportunidad de explicar. Anâloga crltica a la tesis de OTTO - 
realiza Santiago MUROZ MACHADO: Derecho Pûblico de las Comunida—  
des autôncHnas, Ed. Civitas, Madrid, 1982, pâg. 166. De otra parte, 
entiendo que ante la ausencia de verdaderas comnpetencias concu—  
rrentes en el Tltulo VIII (a no confundir con compartidas), es de 
cir, aquellas en las que se produce el fenCaneno de ocupaciôn del/ 
campo por el Estado, el principio de prevalencia del Derecho esta 
tal (a no confundir con el principio de jerarqula) posee un campo 
de actuaciôn o inexistante o muy limitado. Asl lo expusimos en - 
una ponencia presentada a las I Jornadas sobre el Estatuto Vasco/ 
de Autonanla titulada "La asignaciôn de competencias en el Estatu 
to Vasco de Autonomla" (de inminente publicaciôn por el Institute 
de Estudios Vascos de Administraciôn Pûblica) escrita en colabora 
ciôn con P. Santolaya.
(2).- Sr. Cisneros Laborda (miembro de la Ponencia): examen 
y discusiôn del artlculo 1.1. Comisiôn de Asuntos Constituciona—  
les y Libertades Pûblicas del Congreso, jueves dla 11 de mayo de 
1.978. Diario de Sesiones nfi 64, pâg. 2178. Los subrayados son - 
mlos.
(3).- Sobre la heterodoxia de este proceso, vêase Pablo LU­
CAS VERDU "La singularidad del proceso constituyente espaJSol" en 
Revista de Estudios Politicos, enero-febrero, 1978, nfi i, nueva - 
êpoca, pâg. 9-29.
(4).- Entre las posturas de fens or as de la Conf edercgiôn de E£ 
tados en las Cortes constituyentes: Sr. Arzallus (Grupo Parlamen 
tario Vasco.- PNV): "puede haber una unidad mucho mâs indisoluble 
en una Confederaciôn que en un Estado rlgidamente centralizado" -
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(Debate general en la Comisiôn de Asuntos Constitucionales y liber 
tades pûblicas del Congreso, sesiôn nfl 1, 5 de mayo 1.978. Diario/ 
de Sesiones, nfl 59, pâg. 2064).
(5).- Asl parece entenderlo, prefiriendo "un autonomismo de 
abego-arriba antes que un fédéralisme de arriba-abego'/ José A. - 
G0N2iALEZ CASANOVA: "Notas sobre polltica autonomista en las nue vas 
Cortes", en La izquierda y la Constituciôn, obra colectiva, Taula/ 
de Canvi, Barcelona, abril, 1978. La interesante pregunta que Gon- 
zâlez Casanova se plantea responder es: "ôPot quê se dice que una/ 
Constituciôn federal garantiza mâs la autonanla de los Estados - - 
miembros que una Constituciôn que contemple dentro del Estado uni­
tario una organizaciôn autonômica?".Probablemente esta considéra—  
ciôn del Estado federal como result ado fingU. del Estado autonômico 
prevaaeciô en el Partido Socialiste: "En relaciôn con el tltulo - 
VIII...somos partidarios de llegar al mâximo en este terreno en - 
aproximaciôn a la idea del Estado federal aprobada en el XVII Con­
greso del PSOE y tambiên querida por Socialistes de Catalunya" - - 
(G.Peces Barba: La izquierda...,ob. cit., pâg. 12). Sin embargo, - 
el propio Peces Barba afirma en las Cortes Constituyentes: "La or­
ganizaciôn de un Estado regional como el que se concibe en este - 
texto..." (Diario de Sesiones, nfl 59, pâg. 2035).
(6).- No obstante, y pese a todas estas precauciones para - 
evitar la laptura del consenso en la elaboraciôn constitucional, a 
causa de la polêmica sobre los derechos histôricos en la Disposicôn 
Adicional 1è pl am teada por el Partido Nacionalista Vasco, el refe- 
rêndum de aprobaciôn constitucional en el Pals Vasco obtuvo resul- 
tados muy pobres. Vêase A. de BLAS: "El referendum constitucional/ 
en el Pals Vasco", en Revista de Estudios Politicos, nfl 6 nueva - 
êpoca, noviembre-diciembre 1978, pâg. 205-217.
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(7).- GONZALEZ ENCINAR, José J. ha puesto de manifiesto la 
importancia del sistema de partidos en esta cuestiôn de la forma 
territorial del Estado, dado el compromiso dilatorio adoptado - 
por los constituyentes. Véase: "El desarrollo del Tltulo VIII de 
la Constituciôn y el sistema de partidos", en Revista del Depar- 
tamente de Derecho Politico, UNED, nfl 7, pâg. 119-133. Con un t^ 
tulo parecido y dirigido por este mismo profesor se celebrô un - 
Seminario en la Universidad internacional Menéndez Pelayo en San 
tander, julio de 1982.
(8).- Me refiero a Enrique TIERNO GALVAN: "Espacificaciôn/ 
de un Derecho Constitucional para una fase de transici'on", en - 
Libéralisme y socieaismo; problemas de la transiciûn (obra colec 
tiva), Jucar ediciones, Madrid, 1975» pâg. 109-122.
(9).- Véase Cari SCHMITT: La defensa de la Constituciôn, - 
Barcelona, 1931, traducciôn de M. sânchez Sarte y Teorla de la - 
Constituciôn, Revista de Derecho Privado, Madrid, traducciôn de/ 
F.Ayala, ahora reeditada.
(10).- Vêase Carlos DE CABO: Sobre la funciôn histôrica - 
del constitucionalismo y sus posibles transformaciones Publica—  
ciones del Departamento de Derecho Politico, Universidad de S cil a 
manca, 1978.
(11).- Pedro CRUZ VILLALON: "La estructura del Estado o la 
curiosidad del jurista persa", ob. cit. pâg. 59.
(12).- CRUZ VILLALON, ob. cit., pâg. 288. Eduardo GARCIA - 
DE ENTERRIA: "La primacla normativa del Tltulo VIII de la Consti 
tuciôn", en REDA, nfl 33, abril-junio, 1982, pâg. 291; y en gene­
ral, todo el punto V del artlculo denominado grâficamente "La te 
sis de la desconstitucionalizaciôn de la estructura del Estado. 
Principio dispositive, convenciones constitucionales complementa
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rias y articulaciôn final del sistema; indisponibilidad de la es­
tructura résultante por nuevas Leyes Orgânicas?
(1 3 ).- Sentencia del Tribunal Constitucional de 2 de febre- 
ro de 1 .9 8 1, RI-1, N2 1 8 6 /8 0 sobre algunos preceptos de la Ley de 
Rêgimen Local, Ponente, Sr. Gômez Ferrer.
(1 4).- Pedro CRUZ VILLALON, ob. cit., pâg. 58. Realiza una/ 
interesante slntesis de las posibles lecturas del Tltulo VIII,
(1 5 ).- El diario EL PAIS, editorial de 21 de mayo de 1981 - 
afirmaba respecto de esta Comisiôn de "expertes" presidida por el 
profesor Garcia de Enterrla: "el dictâmen de un grupo de adminis- 
trativas elegidos a dedo en funciôn de su coincidencia general - 
con centristas y socialistas en la visiôn de los problemas”, jui­
cio probablemente excesivo. Pese a que entiendo que es criticable 
que no figure en la conisiôn ningûn constitucionalista, ni ningûn 
profesor estrechamente vinculado con las Universidades de las na­
cionalidades histôricas, circunstancias ambas que hubieran dado - 
mayor fiabilidad polltica al informe y al dictâmen de la Comisiôn. 
Por otra parte, tendremos oportunidad mâs adelante de criticar la 
gênesis de esta mutaciôn constitucional y son conocidad las crlti 
Ccis al Proyecto de LOAPA realizadas por el profesor Leguina, Gon- 
zâlez Casanova y Martinez Sospedra entre otros (estos dos ûltimos 
en el Congreso Anual de la Asociaciôn de Ciencia Polltica realiza 
do en Sevilla). Incidiendo en esta crltica de la pretendida asepsia 
técnica del Derecho, Ccirlos de CABO afirma: "El reduceionismo - - 
prâgmâtico que inspira las propuestas de la comisiôn de expertes, 
bajo la justificaciôn técnica, sobre el modelo de Estado que -to­
do lo confusamente disehado que se quiera en la Constituciôn, pe­
ro esa es otra cuestiôn- trata de servir a valores distintos, es 
por el momento la ûltima manifestaciôn. En definitive, algo bas- 
tante simple que hasta sonreir al viejo Schmitt: se toma por - —
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quien puede la decisiôn polltica y después se le da vestidura ju­
rldica. El Gran Federico lo expresarâ con crudeza cuando dirigiên 
dose a las fuerzêis armadas afirmaba: "Decidid actuad libremente - 
que ya encontraremos después juris tas que lo justifiquen".*'En - - 
cualquier caso, ética y poilticamente, têngase por presentada la 
denuncia" (Carlos de CABO: "El momento politico y jurldico espa—  
flol" en REP , nfl 20, pâg. 29-45, la cita es de pâg. 45).
(16).- Ver James BRYCE; Constituciones rlgidas y constitu—  
ciones flexibles. 2» éd., Madrid, IBP, 1962.
(17).- vid. Luis DIEZ PICAZO: "La Constituciôn y fuentes - 
del Derecho", en REDA, abril-junio 1979, Civitas, pâg. 189-198.
(18).- Carlo LAVAGRA: "Su alcune direttrice costituzionali 
per la regolaAentazione degli scioperi", en Giornaii di Diritto - 
del Lavoro e di Relazioni industrial!, nfl 14,1982, separata. Para 
una ampliaciôn de esta cuestiôn: VILLONE: Sciopero a solidarity - 
nella Costituzioni italiana, Jovena, Napoli, 1979.
(19).- Algunas de estas sentencias serân analizadas con ma—  
yor detalle al explicar los principios apuntados.
(20).- Véase Luis ORTEGA: "El pluralisme politico ccmo cri­
terio de reparto del ejercicio del poder pdblico", en Revista de/ 
la Facultad de Derecho de la Universidad Complu tense, nfl 4, mono­
grâfico, pâg. 95-103.
(21).- Gumersindo TRUJILLO: "El Estado y las Comunidades - 
Autônomas ante la exigencia constitucional del vbto igual", en Re­
vis ta Espafiola de Derecho Constitucional, nfl 2, pâg. 114. La obra 
de LUCAS VERDU a la que me refiero es: "Centralisme, régionalisme 
y fédéralisme (très principios configuradores del Estado contempo 
râneo) en Documentaciôn Jurldica, nfl 13, enero-marzo 1.977, sepa­
rata.
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(22).- Véase sobre esta cuestiôn Karl LARENZ: Metodoloqla 
de la Ciencia del Derecho, Ariel, Barcelona, 1980, traducciôn - 
de M, Rodriguez de la cuarta ediciôn alemema définitiva, pâg. - 
39-57. "La jurisprudencia de conceptos"; CH. PERELMAN; "La lôgica 
jurldica y la nueva retôrica, Civitas, Madrid, 1979 traducciôn/ 
de L.Dlez Ficazo, pâg. 31, 49 y 9.
(23).- Emplean "Estado de las autonomlas" frecuentemente - 
artlculos de periôdicos como el del antiguo Présidente del Sena­
do, Antonio FONTAN; "El Estado de las autonomlas" en El Pals, 11 
de enero de 1980, pâg. 161 o Trabajos de no especialistas en la 
cuestiôn, como el de Santiago FONCILLAS (Présidente del Clrculo/ 
de Empresarios), "El Estado de las autonomlas y la unidad del - 
sistema econômico", en Cuenta y razôn, invierno 1981, na i, pâg. 
55-62. Pero incluso ha sido utilizado ocaisioneLlmente por iuspu—  
blicistas como Santiago MUHOZ MACHADO: "Constituciôn, Estado de 
las Autonomlas y reforma de lais Administraciones Pûblicas" en —  
Estado y sector Pûblico en Espafla, actas dél Convenio organizado 
por la Fundaciôn Hogar del Empleado, Idem, Madrid, 1981; o indu 
so por el propio J.A. G0N2iALEZ CASANOVA: "Proceso de construcciôn 
del Estado de las Autonomlas durante el primer bienio constitu—  
cional", en Estado y sector... ob.cit. Tambiên la extensa obra - 
colectiva La Espafla de las Autonomlas. Paaado, présente y futuro, 
Madrid, 1981 y por ejemplo en el trabajo de Ariflo Ortiz: "El Es­
tado de las Autononlas..." tomo II, etc. E incluso la legislaciôn 
sobre Comunidades Autôncmas, preparada por Joaquln Tornos (Tec—  
nos, Madrid, 1982, pâg. 207).
(24).- Véase por todas sus obras, para corroborer el empleo 
de la expresiôn "Estado autonômico". Luis SANCHEZ AGESTA: "El E£ 
tado autonômico;* en Sistema politico de la Constituciôn Espaflola 
de 1978, pâg. 343-369, Ed. Nacional, Madrid, 1980; Pablo LUCAS -
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VERDü: "El Estado autonômico: naturaleza jurldica, presupuestos 
ideolôgicos, estructura socio-econômica", en Iglesis Viva, ns - 
95-96, 1981, Valencia, separata; Juan FERRANDO BADIA; "Del Esta 
do unitario al Estado autonômico; su proceso", en Revista de De- 
recho Politico, UNED, ne 5 , invierno 1980. Tambiôn emplean la - 
expresiôn, entre otros. Manuel MARTINEZ SOSPEDRA y Lluis AGUILO 
LUCIA: Lecciones de Derecho Constitucional espaflol; II De recho/ 
autonômico, Fernauido Torres, Valencia, 1982, pâg. 21 y ss; FUER 
TES SUAREZ, José Luis: Funciôn Pdblica, reforma administrativa 
y Estado autonômico, Givitas, Madrid, 1980.
(2 5).- Vêase por todas sus obras, José A. GONZALEZ CASANO 
VA: "El Estado de las Comunidades Autônomas" en Sistema, octu—  
bre 1 9 8 0, ne 38-39, pâg. 219-239.
(26).- Vid. Jorge de ESTEBAN y otros: "La configuraciôn del 
Estado autoncmista", en El Régimen constitucional espaflol. Ed. - 
Labor, Madrid, 1981, pâg. 327-410.
(27).- Entre quienes realizan esta identificaciôn entre el 
•Estado regional y el modelo adoptado por la Constituciôn espaAo-
la de 1978: Luciano VANDELLI: L'ordinamento régionale spagnolo,- 
Dott. A. Giuffré, Milano, 1980. No obstante, significativamente, 
la traducciôn al Castellano de P.Lucas Murillo y F. Lôpez (insti 
tuto de Estudios de Administraciôn Local, Madrid, 1982) lleva - 
por tltulo El ordenamiento espaflol de las Comunidades autônomas, 
eludiendo el calificativo "regional"; Ignacio de OTTO: "La preva 
lencia del Derecho estatal sobre el regional ", ob. cit.; FERNAN­
DEZ, Tomâs Ramôn: "La organizaciôn territorial del Estado y la - 
Adminsitraciôn Pûblica en la nueva Constituciôn", en Lecturas so ­
bre la Constituciôn espaflola, obra colectiva, pâg. 345-377, UNED, 
Madrid 1978, etc., aunque luego ha matizado sus posiciones.
(28).- Un anâlisis mâs pormenorizado de algunas de estas -
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calificaciones-expresiones puede verse en Pablo LUCAS VERDU: "El 
estado autonAnico..." ob. cit.
(29):- Vid. Jorge de ESTEBAN, ob. cit. pâg. 338.
(30).- J.A. GONZALEZ CASANOVA ("El Estado de las Ccmunida- 
des Autônomas", ob. cit.) denuncia la falsa distinciôn entre el 
Estado unitario y Estado federal desmitificando y relativizando 
los conceptos absolutos de ambos (en la linea de lo que yo mismo 
he intentado en ■ parte I), para iniciar una interesante teo—  
ria de la Comunidad polltica autônômica, denunciando finalmente/ 
(pâg. 237) los peligros de la instrumentalizaciôn del federalis- 
mo cooperative por las fuerzas centrsilizadoras con fines obstrue 
cionistas del proceso autonômico. En efecto, coincide con el pro 
fesor de la Universidad de Barcelona en los peligros de la tenden 
cia iniciada por auLgunos juristas, que de spree iando la ideologla 
federal is ta y sus contenidos descentrauLizadores, hacen dnicamen- 
te hincapié en las têcnicas o mécanismes centrlpetos (propios de 
un segundo momento del ciclo: cuando lo ya bien descentralizado/ 
puede empezar a desunirse) del federalismo cooperative. Hay que 
advertir de este peligro de que un pretendido federalismo coope­
rative sea profundamente centralizador, en un situaciôn de hecho 
bien distinta como es la de nuestro pals.
(31).- SANCHEZ AGESTA, L., ob. cit. pâg. 344. Parece -----
atribuirse la paternidad del tôrmino "Estado autonômico" ("esta/ 
dencrainaciôn que propusimos hace ya tiempo parece que ha tenido/ 
fortuna") en un articule aparecido en Diario 16, 1 de Septiembre 
de 1978. El profesor de la Universidad de Madrid afirma signifi 
cativamente, que "desde luego, no pretende définir una nueva ins 
tituciôn jurldica, sine matizar un hecho politico". Tambiên se - 
plantea consideraciones sobre el tôrmino "Estado autonômico" y - 
sobre su naturaleza jurldica en "Algunos caractères générales de
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la Constituciôn de 1978", en Revista de Derecho Pdblico, 2a época, 
nfl 74, enero-febrero-marzo, 1979, pâg. 5-21, véase especialmente - 
la pâg. 16.
(32).- Gumersindo TRUJILLO: "El Estado y las Ccanunidades Auto 
ncmas ante la exigencia constitucioneil del voto igual", en Revista/ 
espaflola de Derecho Constitucional, ob, cit. pâg. 15. Trujillo des­
tac a ademâs "la flexibilidad, dinamismo y proyecciôn de futuro" de 
la soluciôn adoptada y la realidad de que muchos contenidos del de— 
recho a la autodeterminaciôn ("con excepciôn naturalmente del sépa­
ratisme") tengan cabida dentro de la Constituciôn. Admite, también/ 
como explicarê al reailizar una lectura del Tltulo VIII, que "nues—  
tro sistema autonômico es, en gran medida, un mere vâstago de los - 
fédéralismes contemporâneosl'
(33).- La obra de LUCAS VERDU a la que me refiero es "El Esta 
do autonômico... ob. cit.; la cita de M. ARAGON corresponde a "La - 
Monarqula parlamentaria (comentario al articule 1,3 de la Constitu­
ciôn", en La Constituciôn espaflola de 1978, obra colectiva dirigida 
por Garcia de Enterrla y Predieri, Civitas, Madrid, 1980, pâg. 413.+
(34).- Diario de Sesiones del Congreso: 17 de abri! de 1978,/ 
nfl 82 pâg. 1522 (Informe de la Ponencia).
(35).- Diario de Sesiones del Senado: 25 de Septiembre de --
1978, nfl 58, pâg. 2889 (Pleno del Senado, discusiôn del articule - 
1,3).
(36).- Esta afirmaciôn puede ser matizada en la llnea de las 
afirmaciones que hace Manuel ARAGON, ob. cit. sobre la sanciôn régia 
y algunas otras potestades.
(37).- Diario de Sesiones del Congreso: 11 de mayo de 1.977, nfl 
64, pâg. 2193 y ss. (Defensa del voto particular al art. i,3 del Par 
tide Socialista por el Sr. Gômez Llorente, CACLP). Se piense lo que 
se quiera sobre la oportunidad polltica de esta postura, probablemen
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te testimonial, a mi juicio el discurso delSr. Gômez Llorente es 
de una gran altura parlamentaria.
(38).- Diario de Sesiones del Congreso; 4 de julio de 1978,
nfl 103, pâg. 3793 (Pleno, explicaciôn del voto de abstenciôn al -
1,3 del PSOE).
(39).- Diario de Sesiones del Congreso; 11 de mayo de 1978, 
nfl 64, pâg. 2206 (turno en contra voto particular al 1,3 del PSOE, 
CACLP)).
(40).- Vêase, Miguel HERRERO DE MiSON: El principio monâr-*- 
quico, BDICUSA, Madrid, 1972.
(41).- Diario de Sesiones del Congreso: 11 de mayo de 1978,
nfl 64,pâg. 2206 (turno en contra del voto particulaur al art. 1,3/
del PSOE, CACLP).
(42).- Diario de Sesiones del Congreso; 5 de mayo de 1978,/ 
nfl 59, pâg. 2027 (debate general sobre el Anteproyecto).
(43).- Vêase Carlos OLLERO: "La forma polltica", en Revista 
de Estudios Politicos, nfl 75, Mayo-junio 1954, pâg. 3-23.
(44).- Vêase Carlos OLLERO; Dinâmica social, desarrollo eco- 
n(mico y forma polltica (La Monarqula siglo XX), Madrid, 1966. Dis 
curso de ingreso en la Real Academia de Ciencias Morales y Pollti 
cas.
(45).- Vid. Manuel FRAGA: "La monarqula como forma de Esta­
do" en Estudios de Ciencia Polltica y Sociologie en homenaje al - 
Prof. Carlos Ollero, Madrid, 1972, pâg. 187-206.
(46).- M. FRAGA, ob. cit. pâg. 195. La obra clâsica de Wal­
ter BA(%OT a la que me refiero es: La Constituciôn inglesa, tra­
duce iôn de A. Posada, Imprenta Auriol, Madrid.
(47).- M. FRAGA, ob. cit. pâg. 205. Las obras de los autores
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a los que me refiero son; Sir Ivor JENNINGS; El régimen politico 
de la Gran Bre tafia, ccmentario preliminar por T. Gonzalez Garcia, 
trad, F. Jardôn, Tecnos, Madrid, 1962; Harold LASEl; El Gabierno
parlamentario en Inglaterra, Ed. Abril, Buenos Aires, 1947, pâg.
261-297; C. RUIZ DEL CASTILLO; Fresidencialismo y Monarqula como 
formas de ejercicio del poder arbitral, Madrid^i 1.958; m . JIME—  
NBZ DE PARGA, Las monarqulas europeas en el horizonte espaflol, - 
Ed. Tecnos, Madrid, 1966.
(48).- Para las intervenciones del profesor Ollero, vêcise/ 
Diario de Sesiones del Senado, 18 de agosto de 1978-, nfl 39. La - 
cita es de pâg. 1595 (Ccraisiôn Constitucioneil), Para el Pleno, - 
25 de Septiembre de 1978, nfl 58, pâg. 2885.
(49).- M. ARAGON, ob. cit. pâg. 422. La obra de F.J. STAML
que cita Aragôn es "La Revoluciôn y la Monarqula constitucional" 
(1849).
(50).- Diario de Sesiones del Congreso; 5 de mayo de 1978, 
nfl 59, pâg. 2027.
(51).- Vid. M. ARAGON, ob. Cit. pâg. 457 y 439.
(52).- Para las intervénciones del profesor Ollero, ver ci 
ta 43. El profesor Sânchez Agesta retiré su enmienda en la Comi- 
siôn Constitucional. Son interesantes también las opiniones del/ 
profesor Lôpez Pina, después de la intervenciôn del Sr. Ollero,- 
pâg. 1596 (18 de agosto de 1978, nfl 39).
(53).- Vid. Antonio BAR CENDON; "La monarqula parlamenta—  
ria como forma polltica del Estado espaflol segûn la Constituciôn 
espeiRola de 1978", en Estudios sobre la Constituciôn espaflola de 
1978, dirigidos por M. Ramirez, obra colectiva. Ed. Pôrtico, Za­
ragoza, pâg. 191-217. En apoyo de sus tesis, el autor cita opi—  
niones de Pérez Serrano, Biscaretti y LOvenstein.
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(54).- Diario de Sesiones del Congreso; 5 de mayo de 1978, 
na 59, pâg. 2028,
(55).- Conviens no obstante no minusvalorar estas funciones 
pollticas del monarca que, como decla Bagehot, se convierte en la 
persona "mejor informada del Reino" y posee "el derecho a impul—  
sar, advertir y ser consultado". Los hechos acaecidos el 23 de fe 
brero de 1.981 demuestran la resLLidad de estas afirmaciones e in­
cluse la importancia de la Corona ccmo poder raoderados e integra- 
dor de facto de las lagunas constitucionales. ô^ué el recurso a la 
Junta de Secretaries de Estado y Directores Generailes un case de/ 
interpre taciôn aneLlôgica del articule 101?. La cuestiôn se pi ante ô 
en un curso de docterado dirigido por el Prof. Jimenez de Parga - 
(universidad Complutense, curso 1980-81). Creo que el texte lite­
ral, tante de este articule como del 98, impide esa interpréta—  
ciôn. Tampoco se pueden fundamentar estas actuaciones de la Coro­
na en el arbitrio que el articule 56 concede al Jefe del Estado - 
para "moderar el funcionamiento regulcir de lais instituciones", - 
pues nada hay mâs irregular en un Estado de Derecho que la violen 
cia armada. Para fundamentar la actuaciôn del Monarca probablemen 
te haya que recurrir a la Constituciôn material (Monarqula mâs - 
pluralisme) que en palabras de Lucas Verdü alienta e integra la - 
Constituciôn formai y a la teorla del estado de necesidad como - 
fuente del Derecho de Santi Romane, que permite a todos los pode 
res censtitucionales (el Rey entre elles) ante una situaciôn de - 
peligro inminente y grave para el ôrden constitucional, adoptar - 
las medidas necesarias (y a la par lo mâs parecidas posible a las 
prévistas para cases anâlogoi en el Ordenamiento) para volver a - 
la normcilidad constitucional. La anormalidad puede ser fuente ex- 
traordinaria de la normatividad. Pero al margen de la lôgica jur^ 
diea no puede olvidarse como decla Lasaile que la Monarqula en -
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cuanto factor real de ^oder es un fragmente de Constituciôn: "un 
Rey a quien obedecen el ejército y los caAones es tambiên un fra£ 
mente de Constituciôn" (Fernando LASALLE: ^Quê es una Constituciôn?. 
traducciôn de W. Roces, prôlogo de E. Aja, Ariel, Barcelona, 1976,/ 
hay una ediciôn anterior en Castellano de 1931, Ed. Cenit).
(56).- Vêase Luis SANCHEZ AGESTA, "El Estado autonômico", en 
Sistema Politico de la Constituciôn espaflola de 1978, ob. cit. pâg. 
343 y ss. Algunas de las consideraciones que aqui se hacen, son deu 
doras de un curso de docterado celebrade en la Facultad de Derecho/ 
de la Universidad Complutense de Madrid en 1979, dirigido por el - 
profesor Sânchez Agesta y en el que mi intervenciôn como alumno ver 
sô sobre êste mi tema de tesis doctoral; Santiago MüSoz MACHADO: -
"Los principios Générales de ordenaciôn de las Comunidades Autôno—  
mas en la Constituciôn espahola de 1978" en Derecho Pâblico de las/ 
Comunidades Autônomas, ob. cit. pâg. 137-240 con un interesante no­
ta bibliogrâfica sobre esta cuestiôn; Jorge de ESTEBAN y otros: "La 
configuraciôn del Estado autonomist a", en el Régimen ConstitucioncLL 
espahol, II, ob. cit. especialmente pâgs. 345-353; Enrique ALVAREZ 
CONDE: "Los principios générales de la organizaciôn territorial del 
Estado" en Las Comunidades Autônomas, ob. cit. pâg. 17-29; Manuel - 
MARTINEZ SOSPEDRA y Lluis AGUILO LUCIA: Derecho autonômico. ob. cit. 
cap. I, "La autonomia de nacionalidades y régiones", pâg. 7-33; Lu­
ciano VANDELLI: "Caractères générales del Ordenamiento regional", - 
en el Ordenamiento espaflol de las Comunidades Autônomas, tercera - 
parte, capitule III, pâg. 169-213.
(59).- Véase para una interrelaciôn de los conceptos de auto­
nomie, e integraciôn en torno a la fôrmula propuesta por Pérez More 
no de "autonomies integrades ", F.J. GARCIA ROCA y P. SANTOLAYA MA—  
CHETTI: "Consideraciones sobre lais finalidades del Estado autonômi­
co cano instituciôn", en Revista de la Facultad de Derecho de la -
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Universidad Complutense, na 66, pâg. 145-168, 1982. La obra de Pé­
rez MORENO a la que aludo es: "El concepto de autonomies integra—  
das: una clave interpretative de la Constituciôn espahola" en Comu­
nidades Autônomas, obra colectiva, Universidad de Sevilla, 1980, - 
pâg. 15-45.
(58).- Haciendo una excepciôn a la tradiciôn académica de no 
citer articules de la prensa diaria, ver J.A. GONZALEZ CASANOVA; - 
"Autonomies régionales: una cuestiôn histôrica", El Pals, 16 de no 
viembre de 1977, pâg. 19. He destacado la importancia de la inte—  
graciôn de los nacionalismos periféricos en "Las finalidades del - 
Estado autonômico cano instituciôn", ob. cit. escrita en colabora- 
ciôn con P. Santolaya.
(59).- Véeise el buen articule de Juan J. SOLOZABAL: "Naciona 
lismo y federalismo en sociedades con divisiones étnicas: los ce—  
SOS de Canadâ y Suiza", En Revista de Estudios Politicos, na io, - 
separata.
(60).- En este sentido, sobre la conveniencia de la reforma/ 
del Senado en un sentido prôximo al Bundesrat alemâs se manifestô/ 
por ejemplo, el profesor Lojendio en las I Jornadas sobre el Esta- 
tuto de Autonomia del Peds Vasco, Facultad de Derecho de San Sebas 
tilan, noviembre de 1982, cuyas actas estân pendientes de una inmi 
nente publicaciôn por el Institute de Estudios Vascos de Adminis- 
traciôn Pûblica, en un coloquio en el que estuvieron présentes J.
M. Castells (Decano de la Facultad), Gurutz Jâuregui (Vicedecano), 
Javier Berriatûa (Présidente del Institute), Pablo Lucas Verdû y - 
Pérez Calvo (actual Director General de Coordinaciôn autônômica), 
entre otros numérosos profesores.
(61).- V. Santiago MUSOZ MACHADO: Derecho Pâblico de las Co- 
munidades Autônomas, ob. cit.
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(62),“ Véase la obra clâsica de Vezio CRISAFULLI: "Per una 
teoria giuridica dell'indirizzo politico", en studi urbinati, 1939.
(63).- Véase M. MAZZIOTTI: Studi sulla potesta legislative 
delie région!. Milano, 1961, capitule II, "ünitâ e autonomia", - 
pâg. 25 y ss.
(64).- La mayor la de las referencias a lais tesis de Carlo/ 
LAVAGNA de este trabajo estân tomadas de los apuntes de sus lec—  
ciones de Câtedra dictadas durante el curso académieo 1982-83 en 
la Facultad de Derecho de la Universidad de Roma a las que tuve -
oportunidad de asistir, Véase Istituzioni di Diritto Publico, ---
ÜTET, Torino, 1979, parte II, "Las estructureis normativas". De es 
te libre estâ pendiente una nueva ediciôn actualizada. Del mismo/ 
autor Costituzione e socialisme. Il Mulino, Bolonia, 1977. Lavag- 
na insiste en que la distinciôn entre normas programâticas (direc 
tivas o finalistas) y normas preceptivas (de aplicaciôn inmediata 
o diferida) es una distinciôn polltica y no jurldica: "los conser 
vadores dirân que la propiedad es preceptiva y lo demâs ejerci—  
cios retôricos. Todo el texto constitucional posee un valor norma 
tivo y fuerza de ley. Las normas constitucionales no se distinguen 
por su distinto valor sino por su diverso contenidol^
(65).- F.J. GARCIA ROCA y P. SANTOLAYA: "La asignaciôn de - 
ccmpetencias en el Estatuto Vasco de Autoncmla" en Comentarios al 
Estatuto Vasco de Autonomia, ob. cit. La cuestiôn se plantea alll 
al analizaur la posibilidad de una polltica autônoma y propi a. Ma 
nifestamos entonces nuestra opiniôn de que el accmodo entre ambos 
"indirizzos", sentadas las lineas maestras, no es susceptible de 
resoluciones apriorlsticas sino de anâlisis,caso por caso,segân - 
aquellas lineas générales.
(66).- Véase Pablo LUCAS MURILLO: "Las normeis programâticas
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de los Estatutos de autonomia: intento de interpre tac iôn", Ponen­
cia presentada al Congreso celebrado en la Universidad de Granada 
en 1982, de prôxima publicaciôn. Tambiên Pablo LUCAS VERDU: "El - 
artlculo 9 del Estatuto de Autonomia del Pals Vasco en el marco - 
del Ordenamiento constitucional espaihol. Los derechos y deberes - 
de los ciudadanos vascos", en Revista Vasca de Administraciôn Pd- 
blica, prôxima publicaciôn.
(67).- Las distintas fases del texto, votos particulares y 
enmiendas puede n verse en Constituciôn espaflola, trabajos parla—  
mentarios. Servicio de Ediciones y Publicaciones de las Cortes Ge 
nerales, Madrid, 1980.
(68).- El pârrafo citado corresponde a la motivaciôn de la 
enmienda nfi 104 presentada por el Grupo Parlamentario Minoria Ca- 
talana.
(69).- Vid. Manuel GARCIA PELAYO: El tema de las nacionalida­
des (la teorla de la naciôn en Otto Bauer), Fundaciôn Pablo Igle­
sias, Madrid. El autor denuncia los "peligros" que puede plantear 
el tôrmino "nacionalidad" en un sugerente trabajo. Es de destacar 
lo poco conocido que eran hasta entonces las tesis austro marxis 
tas sobre la Naciôn, a diferencia de las de Stalin.
(70).- Diario de Sesiones del Congreso, 5 de mayo de 1978,/ 
nfl 59, pâg. 2022 y ss. (Debate general en la CACLP).
(71).- Diario de Sesiones del Congreso, Ibidem, pâg. 2050 y
ss.
(72).- Diario de Sesiones del Congreso, 12 de mayo de 1978, 
ns 66, pâg. 2266 y ss. (discusiôn del art. 2, turno en contra de 
la enmienda del Sr. Letamendia).
(73).- Ibidem, pâg. 2267.
(74).- As'i vie ne a decirlo el Sr. Solé Turâ cuyo concepto
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de nacionalidad emplearô posteriormente. Ver Diario de Sesiones - 
del Congreso, 12 de mayo de 1978, na 66, pâg, 2313 (CACLP).
(75).- Asi, por ejemplo, Jésus LEGUINA VILLA ("Las Comunida 
des Autônomas, en la Constituciôn espaflola de 1978, estudio sis te 
mâtico dirigido por los profesores Garcia de Enterrla y A. Predie 
ri, Civitas, Madrid, 1980, pâg, 739-797) interpréta el tërmino - 
"nacionalidades" como "fôrmula de transacciôn entre las distintas 
tendencias pollticas" (Pâg. 747).
(76).- De "le ait ad lingüistica" se habla frecuentemente, por 
ejemplo, en Sociolingttistica.
(77).- Juan José SOLOZABAL ("Problemas en torno al estudio/ 
del nacionalismo. Formaciôn y crisis de la conciencia nacionalis- 
ta", en Revista de Estudios Politicos, Centro de Estudios Consti- 
tucioneaes, Madrid, 1980, nfi 17, separata) distingue entre nacio­
nalismo de conciencia nacional y nacionalismo de conciencia nacio- 
nalista. Sôlo el primero es compatible con un proceso de integra­
ciôn estatal plurinacional. En este mismo sentido se exprèsa uno/ 
de los padres delsocialismo catalân (fundador de la U.S.C. y del 
PSUC, del que fue su primer Secretario General), Joan COMORERA, - 
quien distingue entre el "reconocimiento del hecho nacional" y la 
participaciôn en la "ideologla nacionalista" y, por tanto, burgue 
sa (ver una reediciôn reciente: Socialismo i questiô nacional, el 
Undarius, Barcelona, 1977). Otros trabajos de SOLOZABAL como espe 
cialista en el tema son; "Por un nuevo concepto de nacionalismo. 
Integraciôn y conflicto de los nacionalismos espafloles", en Revis— 
ta de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense nfi 4 - 
monogrâfico, 1981, pâg. 65-79. Y "Algunos materiales sobre el pen 
samiento socialista ante el problema nacional", en Revista Inter-' 
nacional de Sociologla, nfi 3 y 4, Madrid, 1974.
(78).- Para comprobar el frecuente (y tradicional) empleo - 
de esta expresiôn "nacionalidad" en la doctrina catcLLana, véase -
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entre otros muchos, Joan BENET (Senador en las Constituciones): - 
"Nacionalidades" y "De las golondrinas" en El Pals, 30 de junio y 
30 de agosto de 1978, Alude a que el uso del tërmino en Catciluha 
es anterior al tratado de J.S.Mül"Representative Goverment" (l86l) 
Manuel GERPE: "Comentaris sobre el Preambul de l'Estatut d*autono 
mla", en Taula de Canvi, extra nfl 2, mayo 1980, pâg. 6-12; GISPERT, 
C. y PRATS, J.M. ; Espafiâ. un Estado plurinacional, Ed. Blurae; MER 
CADE, Francesc, MARSAL, Joan F., HERNANDEZ, Francesc, OLTRA, Ben­
jamin: La Naciô com a problema. Tesis sobre el cas catalâ. Edi-r-—  
cions 62, Barcelona, 1979, prôlogo de Josep Fontema; MERCADE, F.: 
"La cuestiôn nacional catalana", en Sistema, octubre 1980, 38-39,
pâg. 239-257; RIBO, Rafael: Sobre el fet nacional, Catalunya, ---
Paisos Catalans, Estât espanyol. Ed. L'Avens, Barcelona, 1977. De 
este mismo autor: "Aproximaciô metodolôgica al fet nacional", en 
Recerques, nfl 4, Ariel, 1974. Ribô estudia los diversos niveles - 
de anâlisis: histôrico cultural, ideolôgico, jurldico-institucio- 
nal, estratêgico y propone ccmo método la revisiôn de los funda—  
mentos teôricos de la cuestiôn y de los hechos de la Historia de 
Cataluha.
Las obras clâsicas de Prat de la Riba y Pi i Margall son fâ 
cilmente accesibles en: Enric PRAT DE LA RIBA: La nàcionalita± ca- 
talana, Edicions 62, Barcelona 1978, ediciôn original de 1906; - 
Francisco PI I MARGALL: Las nacionalidades, Edicusa, Madrid, 1967.
Otras obras clâsicas de los "padres" de los distintos nacio 
nalismos periféricos espafloles son: CASTELAO: Sempre en Galicia,/ 
obra compléta, ed, Akail, Madrid, 1977; Bias INFANTE: El ideal an- 
daluz. Estudios preliminares de E. Tierno y Juan A. Lacomba, Tu—  
car Edic. Madrid, 1976, primera ediciôn en Sevilla, 1915; Antonio 
ROVIRA Y VIRGILI: Historia de los movimientos nacionalistas,tra—  
duc. de F. Carbonell, Ed. Hacer, Barcelona, 1980, primera ediciôn
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en catalân, 1912; Sabine ARANA GOIRI; Obras complétas, Bayona,1965.
Pueden ser Utiles tambiên los trabajos de Andrés de BLAS GUE­
RRERO: "Naciôn y nacionalismo. Répertorie bibliogrâfico seleccionado", 
en Revista de Polltica Conparada, UIMP, ns 3, invierno 1980-1, pag. 
205-239; "El problema nacional regional espaflol en los program as - 
del PSOE y del PCE" en Revista de Estudios Politicos, julio-agosto, 
1978, nfl 4, pâg. 155-171; "Notas en torno a las nacionalidades y su 
trascendencia polltica" en Boletin Informative del Departamento de 
Derecho Politico, UNED, nfl 1 ,  pâg. 29-45. Y de Manuel JIMENEZ DE - 
PARGA: "Nacionalismo", en Diccionario de Ciencieis Sociales, UNESCO-, 
lEP, Madrid, 1976, vol. II, pâg. 305. Un trabajo aludido por el en­
tonces llder de la oposiciôn Sr. Felipe Gonzâlez en la primera mo—  
ciôn de censura de mayo de 1980, es Anselme CARRETERO y JIMENEZ: -
Las nacionalidades espaflol as, Hispanoamérica Ediciones, San Sebas—  
tiân, 1977, primera ediciôn, Méjico, 1948.
(79).- El interesante artlculo al que me refiero es Jordi SO 
LE TURA: "La questiô del'Estât i el conceptg de nacionalitat" en - 
Taula de Canvi, nfl 1, 1976, pâg. 18. En él: llama la atenclôn sobre 
el aspecto e se ne i cilmente dinâmico del "hecho nacional" (ccmo hemos/ 
visto hace Trujillo); insiste en que Naciôn y patria no son nocio—  
nés definidaî de una vez por todas; créé que el catalanismo no ha - 
sido patrimonio de la burguesla, sino de distintos bloques de cia—  
ses (el mâs amplio con Prat de la Riba), pero bloques que a su vez 
no dejan de ser âmbitos de esa lucha de clases; y realiza esta dis­
tinciôn explicada en el cuerpo de la Tesis entre Naciôn y nacional^
dad; finalmente, superando la definiciôn clâsica de Stalin de Na---
ciôn cjue ônicamente atiende a los factores objetivos del problema - 
(véase José Stalin: el marxismo y la cuestiôn nacional, Ed. Funda—  
mentos, 1976, obra en que se recopilan dos textos de 1913: "Hacia - 
el nacionalismo o carta a los secesionistas del Câucaso" y "El mar­
xismo y la cuestiôn nacional") destaca el momento politico de fuer-
-  5 5 7  -
za hist'orica o bloque de clases, siguiendo a Emmanuel Ferry. Es­
te momento queda minimizado en las concepciones objetivistas de - 
Stalin sobre la naciôn como mere ado o centro de acumulaciôn de ca 
pital.
Un concepto de nacionalidad parecido al de Solé Turâ hacien 
do hincapié a la articulaciôn estatal puede verse en Juan j. SOLO­
ZABAL: El primer nacionalismo vasco, Ed. L. Haramburu, San Sebas- 
tiân, 1979. En el capltulo I de esta obra fruto de una tesis doc­
toral, se distinguen los conceptos de Pals,* Nacionalidad, y Esta- 
do-Naciôn. Un pals es "un conjunto de hombres cuya similitud de - 
origen o dependencia mutua les confiere una cohesiôn e identidad/ 
que les distancia de otros grupos". "Cuando este grupo de hombres 
adquiere una determinada cualificaciôn en su tamaho y conciencia/ 
de su peculiaridad, presentarâ aspiraciones pollticas que consol^ 
den y acentûen sus rasgos propios : nos encontraraos ante una NACIO 
NALIDAD". "De la interseciôn de la'organizaciôn polltica en tal - 
base résulta el ESTADO-NACION". Premonitariamente, advierte "la - 
transiciôn de un estadio el otro no tiene lugar fatalmente". Por - 
tanto, una nacionalidad es para él un pals con aspiraciones poll­
ticas con très elementos fundantes: un hecho diferencial (condi—  
ciones objetivas), unas condiciones es^rituales (el sentimiento/ 
nacional) y unas aspiraciones pollticas en un determinado memento 
histôrico. Como vemos, al igueil que Solé Turâ, el acento en la or- 
geuiizaciôn estatal, formula un concepto de naciôn idéntico (obje- 
tivo y subjetivo) y destaca la importancia del momento histôrico.
(8 0).- La obra clâsica de MEINECKS que no he podido manejar 
en Weltbttrgertum und Nationalstaat, Munich, Berlin, 1915. Las te­
sis de Meinecke son citadas exprèsamente por los Sres. Arias Sal- 
gado, Diario de Sesiones del Congreso: 12 de mayo de 1978, ns 66, 
pâg; 2280 (turno en contra de la enmienda al art. 2 de AP) y He^ —  
rrero de Mihon, ibidem, pâg. 2308.
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(Si ).- De este cri ter io participai! no solo Solé Turâ, ob. cit. 
y Solozâbal, ob. cit., sino también Francisco TOMAS Y VALIENTE, ac 
tuai magistrado del Tribunal Constitucional, quien incidentalmente 
afirma: . .Espafïa, la naciôn espahola (términos que hay que enten-
der como equiveüLentes con independencia de la existencia en el se— 
no de Espêiha de otras naciones no soberanas o nacionalidades)". - 
Manual de Historia del Derecho Espahol, Ed. Tecnos, Madrid, 1981,/ 
pâg. 4 6 1.
(82).- Luciano VANDELLI, ob, cit. pâg. 177. "Limite constitu 
cional infranqueable a cualquier veleidad secesionista".
(83).- Para ampliar este concepto de naciôn que aqul se mane 
ja, véase en cita 67 la referenda extensa que se hace a los traba 
jos de solé Turâ y Solozâbal.
Pablo LUCAS VERDU (Curso de Derecho Politico, voldmen 
II, Tecnos, Madrid, 1.977, pâg. 78) remarca este carâcter "no ex—  
cluyente"de los elementos objetivos (etnia, lengua, religiôn...) 
en que se cifra la condiciôn nacional.
(84).- Me refiero a Pedro de Vega: "El carâcter burgués de - 
la ideologla nacionalista" en SISTEMA nfl 16, 1977, pâg. 51 y ss.;y 
José M§ HERNANDEZ RUBIO CISNEROS: "Aclaraciones y advertencias so­
bre los autonomismos régionales, las llamadas nacionalidades y ---
acerca de una posible soluciôn federal", en Federalismo y Regiona-r 
lismo, W.AA.,Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1979.
(85).- Juan José SOLOZABAL: "Problemas en torno al estudio - 
del nacionalismo. Formaciôn y crisis de la conciencia nacionalista" 
en Revista de Estudios Politicos, ob. cit.
(86).- Véase M. GARCIA PELAYO: El tema de las nacionalidades 
(la teorla de la naciôn en Otto Bauer), ob. cit.
(87).- En este sentido argumenta Juan José S0L02iABAL: "Na---
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ciôn, nacionalidades y autonomia en la Constituciôn espahola de 
19 7 8", en sistema, pâg. 263, ob. cit.
(88).- Véase, por ejemplo, Isidre MOLDES: El ideario de - 
Pi i Margall, ob. cit..
(8 9 ).- Diario de Sesiones del Congreso, sesiôn na 1 ,5 de 
mayo de 1978, pâg. 2025.
(9 0).- Muchas de las ideas de este subeplgrafe han sido/ 
tomadas, completândolas, de mi trabajo en colaboraciôn con P. 
Santolaya; "La asignaciôn de competencias en el Estatuto Vasco", 
en Comentarios cü. Estatuto Vasco de Autonomia ob. cit. No podla 
ser de otra manera, pues es unatlôgica de ambos trabajos.
(91).- La virtualidad del Estado autonômico para la real^ 
zaciôn del plüralismo ha sido puesta de manifiesto por el profe 
sor Pablo LUCAS VERDU en sus importantes trabajos: "El Estado - 
autonômico: naturaleza jurldica, presupuestos ideolôgicos y es­
tructura socio-econômica" en Iglesia Viva, nfi 95-96, Valencia - 
1982, y especialmente "El pluralisme politico social entre la - 
Constituciôn de 1978 y la Constituciôn sustancial", Institute - 
Jurldico espahol de Roma. Addenda al nfi 7 de la Revista de Poll­
tica Comparada. 1982, también el trabajo de Luis ORTEGA: "El - 
pluralisme politico como criterio del ejercicio del poder pdbl^ 
ce", en Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Com­
plutense, nfi 4, monogrâfico 1981. Esta misma idea preside nues­
tro trabajo, J. GARCIA ROCA y F. SANTOLAYA: "Consideraciones so 
bre las finalidades del Estado auton^ico como instituciôn". ob. 
cit. especialmente los dos dltimo puntos: sepeoraclôn vertical - 
del poder y reforma democrâtica de la Administraciôn del Estado.
(9 2).- En relaciôn con los principios organizadores del - 
ordenamiento, y en especial sobre la importancia del principio/ 
de competencia, ver entre otros: GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ, 
T.R.: "Autonomia y sistema de fuentes", en Curso de Derecho Ad-
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ministrativo, vol. I, cap. VI, Civitas, pâg. 249-298, Madrid, 1980; 
GARCIA De ENTERRIA, E.: "La primacla normativa del Tltulo VII de - 
la Constituciôn. Introducciôn al estudio del artlculo 149 de la - 
Constituciôn!', 'en Revista Espaflola de Derecho Administrative, ns - 
33, 1982, pâg. 277 y ss.; GARRIDO FALLA; "El desarrollo legislati­
ve de las normas bâsicas y leyes-maurco estatales por las Comunida­
des autônomas" en Revista de la Administraciôn Pûblica, ns 9 4, ---
1981 ; Equipe de Letrades del Departamento de Justicia del Gobierno 
Vasco: "Las potes tades normativas de las Ccanunidades Autônomas del 
Pals Vasco" en Revista Vasca de Administraciôn Pdblica nfi 2, 1982; 
Santiago MUSoz MACHADO: "La distribuciôn de competencias entre el 
Estado y las Comunidades Autônomas", Derecho Pûblico de las Comuni­
dades Autônomas, ob. cit. pâg. 315-469; y "La jurisprudencia del - 
Tribunal Constitucional y las potestades legislativas de las Comu­
nidades Autônomas", en REDA, nfi 30, 1981, pâg. 551-562.
(93).- Respecte de la igual calidad de las normas estatales/ 
y autonômicas la obra ya clâsica es MUfîOZ MACHADO: Las potestades/ 
legislativas de las Comunidades Autônomas, Civitas, Madrid, 1979, 
segunda edic. ampliada, 1981.
(94).- Ver mâs atrâs en Parte I, Capltulo II, eplgrafe 2.3, 
la polémica sobre el Estado federal de dos o très términos, la —  
opiniôn del B.V.S., Kelsen y la crltica de Pet ta aü. maestro de - 
Viena. La generalidad de la doctrina entiende que la teorla del - 
Estado federal de dos términos es mâs acorde con las necesidades/ 
del derecho positivo y con la posiciôn de supremacla que el Esta­
do aparato ostenta por ejemplo en materia de control.
(95).- La necesidad de interpreter todo el Ordenamiento ju- 
r'idico de acuerdo con la Constituciôn ha sido puesto de manifies 
to en reiteradas sentencias del Tribunal Constitucional a las que 
me refiero en el cuerpo del texto,y entre la doctrina por GARCIA 
DE ENTERRIA: "La Constituciôn como norma jurldica", en la Consti­
tuciôn Espahola de 1978. Comentario Sistemâtico, obra colectiva,- 
Civitas, 1980. También en "La primacla normativa del Tltulo VIIl/ 
de la Constituciôn. Introducciôn al estudio del artlculo 149 de -
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la Constituciôn", ob. cit. y en los trabajos de la "Comisiôn de - 
Expertos" presidida por este profesor, Respecto a la idea de blo4 
que constitucional, FERNANDEZ, T.R.: El bloque de constitucionali- 
dad y los conflictos de competencias entre el Estado y las Comuni­
dades Autônomas.Civitas, Madrid, 1981, El artlculo 1 del proyecto 
de LOAPA parece recoger este concepto; concepto ya utilizado por 
el propio Tribunal Constitucional.
(96).- Respecto de la polémica actuaciôn del principio de - 
prevalencia en nuestro ordenamiento, véase: Luciano PAREJO: La - 
prevalencia del Derecho estatal sobre el regional, Centro de Estu 
dios Constitucionales, Madrid, 1981; y Gumersindo TRUJILLO: LOAPA 
y Constituciôn, PGV, nfl 2, marzo de 1982, especialmente pâginas - 
102-121, "La prevalencia del Derecho estatal y sus limites". Tam­
bién el polémico estudio de Ignacio de OTTO: "La prevalencia del 
Derecho estatal sobre el regional ", en Revista espahola de Dere—  
cho Constitucional, 1981, nfl 2, pâg. 57-93 donde (como tendré oca 
siôn de criticar) intenta construir una dogmâtica del Estado re—  
gional independiente de otras formas de autonomia territorial afi 
nés.
(97).- Me refiero a F.J. GARCIA ROCA y Pablo SANTOLAYA. ---
"signifieado y alcance de la clâusula residual del art. 149.3", ob.
cit.
(98).- Véase Constantino MORTATI: "Il principio de eguaglian 
za" (pâg. 1016 a 1034) y "Il respeto del principio di aguaglianza", 
donde estudia la cuestiôn desde el punto de vista de la autonomia 
territorial" (pâg. 932) en Istituzioni di Diritto Pubblico, Padova, 
CEDAM, 1976. En un sentido anâlogo, Basili, y predieri.
(99).- PALADIN: "Eguaglianza" en Enciclopedia del Diritto, - 
T.XIX, pâg. 523. Asl por ejemplo, no dejan de ser muy similares a 
las consideraciones que aqul se hagan, las referidas al ordenamien
2 -
to labor cil, veâse el artlculo de Miguel RODRIGUEZ PIHeRO; "El - 
principio de igualdad y las relaciones laboraies" en Revista de 
Polltica Social, nfi 121, 1979, pâg. 381-415. Una referencia a la 
igualdad en las Constituciones contemporâneas, ESPOSITO: "Egua—  
glianza e giustizia nell art. 3 délia Costituzione" en La Costi­
tuzione italiana, Saggi, Padua, 1934, pâg. 43. Sobre la relaciôn 
entre igualdad y normas programâticas e igualdad spstancial y mo 
do de producciôn capitaliste, véase la "polémica" entre Carlo LA 
VAGNA: Costituzione e Stato Borghese, Roma 1975 y G.Ugo RESCIGNO: 
Costituzione e Stato Borghese, Roma, 1975 y el libro de Toni NE­
GRI: La forma Stato. Fer la critica dell'économie politica délia 
costituzione, Feltrinelli Ed. Milano, 1980. Un experto en Dere—  
cho Sindical habla del 3,2 de la Constituciôn italiana como la - 
muestra de la mala conciencia del ordenamiento y de sus sacerdo­
tes : ROMAGNOLI, "Principio d'eguaglianza e inquadramento unico - 
operai-impiegati" en Lavoratori e sindiceti tra vechio e nuovo - 
diritto, Bolonia, 1974. En definitive, no creo ester muy lejos - 
de la reaüLidad constitucional si afirmo que es en el terre no de 
los derechos socio-econômicos de los trabajadores, de la autono­
mie colectiva y de la lucha sindical, donde se juegan las ver---
tientes mâs décisives de los obstâculos que impiden la igualdad/
sustancial. La labor del constitucionaüLista acaso se a mucho mâs/
modeste y se detenga en la igualdad sustancial ante la ley: --
iguales entre iguales,desiguales entre desiguales.
(100).— Tcrnio estas referencias jurisprudenciales del buen 
artlculo de J.L. CARRO FERNANDEZ, "Conte nid o y eü.cance de la con; 
petencia del Estado definida en el artlculo 149,1,1 de la Consti
tuciôn", en Revista Espahola de Derecho Comparado", nfi 1, 1981,
pâg. 133—158.
(101).- Vid. J.L. CARRO FERNANDEZ, ob. cit. pâg. 136.
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(102).- Silvio BASILE: "Los valores superiores, los princi 
pios fundamentales y los derechos y libertades pûblicas", en La 
Constituciôn Espaflola de 1978, obra colectiva, Civitas, Madrid,-
1981, pâg. 263-319.
(103).- Asl lo entiende J.L. CARRO FERNANDEZ, ob. cit.
(104).- Gumersindo TRUJILLO, "El Estado y las Comunidades/ 
Autônomas ante la exigencia constitucional del voto igual", en - 
Revista Espahola de Derecho Comparado, nfi 2, I98i.
(105).- Vid. J.L. CARRO FERNANDEZ, ob. cit.
(106).- Sobre esta cuestiôn de las normas estatutarias - 
programâticas, Pablo LUCAS VERDU: "El artlculo 9 del Estatuto - 
de Autonomia del Pals Vêisco en el marco del Ordenamiento const^ 
tucional espahol. Los derechos y deberes de los ciudadanos vas— 
COS", en Revista Vasca de Administraciôn Pûblica, prôxima publi 
caciôn; LUCAS MURILLO, Pablo; "Las normas programâticas de los 
Estatutos de Autonomia: intento de interpretaciôn", ponencia - 
presentada al Congreso sobre Comunidades Autônomas celebrado en 
Granada, noviembre 1982, prôxima publicaciôn.
(107).- Vid. J.L. CARRO FERNANDEZ, ob. cit.
(108).- Sobre la posibilidad (con réservas) de la armoni- 
zaciôn de disposiciones normativas auton&nicas ex emte vêase mi 
trabajo en colaboraciôn con P. Santolaya, "La asignaciôn de corn 
petencias en el Estatuto Vasco de autonomia", ob. cit., en el - 
apêndice denominado "Algunas consideraciones sobre la inciden—  
cia del proyecto de ley para armonizaciôn del proceso autonômi­
co en el sistema de competencias estatutariamente asumidas".
Ver comentario cil artlculo 5.- En una llnea mâs favorable a es­
ta posibilidad, José Luis FUERTES: Comentario al Proyecto de - 
LOAPA, Colecciôn del Institute de Estudios econômicos, marzo de
1982.
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(109).- El ejemplo es citado y cornentado por el propio MGR 
TATI, ob. cit. Respecto de los limites a las leyes régionales de 
rivados de la igualdad terri tori eü. se plantea los cas os de dos - 
tipos de leyes: la admisibilidad de las leyes régionales tetroac 
tivais y la de las leyes de contenido no general, ni abstracto.
(110).- La obra a la que me refiero es Augusto CERRI: - - 
L*eguaglianza nella giurisprudencia délia Porte Costituzionale, 
Milano, Giuffré, 1976. Otra obra importante es PALADIN: Il prin­
cipio costituzionale d'eguaglianza. Milan, 1965.
(111).- A. CERRI, ob. cit. pâg. 127.
(112).- Vid. CERRI, ob. cit. pâg. 128 y ss.
(113).- A. CERRI, Ob. cit. pâg. 132.
(114).- Véase LUCAS VÊRDU: "Polltica y justicia Constitucio 
nal, sobre la naturaleza y funciones del Tribunal Constitucional" 
en el Tribunal Constitucional, I.E.F., Madrid, vol. II, pâg.1483- 
1551.
(115).- E.GARCIA DE ENTERRIA y SU equipo: La distribuciôn - 
de lets competencias econônticas entre el poder central y las auto- 
nCTttlcis territoriales en el Derecho Comparado y en la Constituciôn 
Espaflola, I.E.B., Madrid, 1980. El caso espaflol es estudiado por 
Muflôz Machado. Otra importante obra colectiva sobre la cuestiôn - 
es Constituciôn y Economla, Madrid, 1977, en la que pueden desta- 
carse los artlculos de Ignacio Ms de LOJENDIO: "Derecho Constitu­
cional EconÔmico", y PEDRIERI: "Régimen econômico y social en la 
Constituciôn italiana". Es interesante la visiôn de un mercanti—  
lista, F.GALGANO: "Rapporti economici e sociali", en La Costitu—  
zione Spagnola, Arnaldo Forni, Ed.; j. TORNOS: "La intervenciôn - 
de las Ccmtunidades Autônomas en Econcmla, en RED A, na 21, pâg. - 
288; J. GARCIA JAVALOIS: "Las autononlas régionales y la polltica
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econômica en Documentaciôn Administrativa, ns i8l. Son numerosos 
los trabajos en materia de financiaciôn de las Comunidades Autô- 
ncxnas, cuestiôn de suma importancia, pero no tanto en el no me—  
nos decisivo tema de la planificaciôn econômica regional.
(116).- Ver la polémica sobre Constituciôn italiana y so—  
cialismo. Lavagna Rescino y la postura de Negri, citadas en la - 
nota 99.
(117).- Manuel GARCIA PELAYO: "Consideraciones sobre las - 
clâusulas econômicas de la Constituciôn", en Estudios sobre la - 
Constituciôn Espaflola, Zaragoza, Ed. Pôrtico, 1979. Pablo LUCAS 
VERDU: "Constituciôn Espaflola de 1978 y sociedad democrâtica - - 
avanzada, en Revista de Derecho Politico, nfi 10, UNED, pâg.7-47.
(118).- Véase Santiago MUNOZ MACHADO: "La cuestiôn en la - 
Constituciôn espaflola, en La distribuciôn de las competencias - 
econômicas..., ob. cit. Institute de Estudios Econômicos, Madrid, 
1980, pâg. 310-387, especialmente, pâg. 346-350.
(119).- Un comentario genérico al artlculo 19 intimamente/ 
relacionado con el 139,2, puede verse en los Comentarios a la - 
Constituciôn, de F. Garrido Falla y otros, Civitas, Madrid, 1980 
pâg. 246 y ss.
(120).- Algunas de las sentencias del Tribunal Constitucio 
nal en las que se interpréta la clâusula "sus respectives intere 
ses" del art. 137 son: S.T.C. de 2 de febrero de 1981; S.T.C. de 
14 de julio de 1981; S.T.C. de 28 de julio de 1981; S.T.C. de 16 
de noviembre de 1981; S.T.C. de 22 de noviembre de 198l. También 
el Tribunal Supremo emplea esta clâusula para abrir una via pro- 
gresiva en tema de legitimaciôn de los Ayuntamientos para impug- 
nar reglamentos générales, modificândo la interpretaciôn juris—  
prudeneial clâsica del art. 28 LJCA, en una evoluciôn impulsada/ 
por la Constituciôn (s.T.C. de 11 de abril de 1981, sala 4â y -
—  566 —
S . T .S. de 20 de octubre de 1981, sala 4 a ) ,  En sentido contrario, 
sin embargo, S.T .S. de 15 de enero de 1982.  El libro de LDrens - 
al que aludo, en el que se utiliza la teorla de la integraciôn - 
de Rudolf Smed, para explicar los conceptos de interês general e 
interés local es La autonomia regional en la integraciôn pollti-
ca, Ed. Revista de Derecho Privado, Madrid, 1932. A esta eues---
tiôn ya me he referido en mi trabajo con P. Santolaya: "Conside­
raciones sobre las finalidades del Estado autonômico: "Considéra 
ciones sobre las finalidades del Estado autonômico como institu­
ciôn", ob. cit.,en el punto titulado "la falsa distinciôn entre - 
el interês general y el interês comunitario. Comentario a la sen 
tencia del T.C. de 14 de julio de 1981",  en donde analizo este - 
problema de los intereses y de la legitimaciôn para recurrir en 
relaciôn con el marco mâs amplio de las finalidades que el Esta­
do autonômico debe cumplir: una de ellas integrar a las naciona­
lidades y regiones.
( 1 2 1).- La monografîa de Luciano Parejo a la que me refiero 
es: Garantia institucional y autoncmlas locales, I.E.A.L., Madrid, 
1981.  Los dos trabajos aludidos en el texto sobre los que trabaja 
fundamentalmente este autor son: Cari Schmitt: Freiheitrachte und 
institutionelle Gareuitien der Reichverfassung, trabajo aparecido/ 
en 1931 y reeditado con otros trabajos en 1958 y la reciente obra 
de E. Schmidt Jortzig; Die Einrichtungsgarantien der Verfassung,- 
1979.
( 1 2 2 ) . -  Un comentario a esta sentencia puede verse en Miguel 
SANCHEZ MORON: "Las CCAA y las provincias (comentario a la S.T.C. 
sobre la ley de transferencias de las Diputaciones Catalanas a la 
Generalidad)" en REDA, ns 32 , 1982, pâg. 867-878 .  El autor piensa 
quizâs la regulaciôn constitucional de las provincias en la Cons­
tituciôn es demasiado rigida (habla de "excesiva rigidez constitu- 
ciongil en este punto", pâg. 877, entiendo que quiere decir régula
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ciôn de excesivo détaillé o "reglamentairista" o si se quiere unifor 
mista o cualquier otro têrmino anâlogo, pues como es notorio este/
punto tiene la misma rigidez constitucional que todo el tltulo --
VIII siempre que no afecte, cano aqul ocurre, a la esencia del de­
recho a la autoncmla reconocida en el airt. 2)^ tanto jurldica como 
pollticamente, y deja poco margen de actuaciôn a las Comunidades - 
Autônomas, m&xime cuando el régimen local suele ser competencia - 
autônômica tanto en los estados federales como incluso en Italia. 
Participe de esta afirmaciôn, pues no parece tener mucho sentido - 
organizar provincias iguales en regiones tan grandes como Andalu—  
cia que en Comunidades uniprovinciales como Cantabria o en naciona 
lidades como Catalufla, con una especlfica divisiôn natural en.co—  
marc as industriales, eigrlcolas e incluso geogrâficas. No obstante, 
hay que admitir que la S.T.C. es impecable, pues la Constituciôn - 
adopta un punto de vista demasiado uniformista. Convendrla no obs­
tante potenciar al mâximo la autonomia de las Comunidades Autôno—  
mas para regular los entes locales, dentro de las bases que el Es­
tado apruebe y que a mi juicio no de ben ser excesivamente detallis^ 
tas por estas razones pollticas, de diversidad territorial, aludi- 
das.
(1 2 3).- Véase Gumersindo Trujillo: LOAPA y Constituciôn. El 
proyecto de LOAPA, desde la perspective de su cons ti tue ionalidad,- 
Publicaciones Gobierno Vasco, Colecciôn Informe nfi 2, marzo 1982. 
Especialmente respecto de esta cuestiôn pâg. 27-31 "El derecho a - 
la autoncmla de nacionalidades y regiones".
(1 2 4).- Véase Antonio ESTEBAN DRAKE: El derecho pdblico sub­
jetivo como instrumentaciôn técnica de las libertades pûblicas y - 
el problema de la legitimaciôn procèsal. Ed. Civitas, Madrid,1981, 
obra pôstuma del autor e inac'abada, los manuscritos han sido orde- 
nados para su publicaciôn por Luis Ortega.
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(125).- Me refiero a un muy sugerente y crltico artlculo de 
Giuseppe Ugo RESCIGNO: "Realtà Sociale e quadro istituzionale ne­
lla Republica italiana dopo il 1968" en Critica del Diritto (Sta­
to e conflitto di classe) na 20, 1981, pâg. 7-29. Este concepto - 
dialôctico de pluralisme institucional que emplea Rescigno me pa­
rece muy sugerente: no se trata de reconocer la existencia la plu 
ralidad simplemente, sino de resolver ese conflicto en una slnte- 
sis superadora mediante la participaciôn y la integraciôn en las/ 
instituciones de las fuerzas sociales a distintos niveles. Plura­
lisme, 'participaciôn e integraciôn son conceptos profundamente in 
terrelacionados en los conflictos sociales. Sôlo asl estâmes ante 
un verdadero pluralisme.
(126).- Véase A. ESTEBAN DRAKE : ob. cit.
(127).- De derecho reactive mâs garantla institucional ha—  
bla Luciano Parejo respecto de las corporaciones locales, ob. cit. 
preveyendo incluso la viabilidad del amparo, que mâs adelante apl^ 
ce a las mismas Comunidades Autônomas.
(128).- Entre la bibliografia itciliana sobre la naturaleza - 
jurldica de las regiones véase por todos: Gaspare AMBROSINI: "Un - 
tipo intermedio di Stato tra 1’unitario e il federale. Caratteriza 
to dall'autonomia régionale" en Rivista di Diritto Pubblico, 1933, 
pâg. 93-100, imprescindible mâs por su incidencia polltica que por 
su relevancia jurldica; GIOVENCO, Luigi: "Natura giuridica délia - 
région!" en RTDP, 1957, pâg. 419 ss. y luego mâs tarde L * ordinamen- 
to regioncili, Jandi Sapi Edi tore, Roma, 1961, donde se dedican a - 
esta cuestiôn las pâg. 21-37; GASPARI, Pietro; "La régione nella - 
costituzione. Caratteristiche dell*autonomia régionale ordinaria" 
en Le Régions, 1963, pâg. 35-46.
(129).- Véanse sobre todas estas distinciones (Corpotaciones,
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Instituciones, Entes) E. GARCIA DE ENTERRIA y T.R. FERNAI®EZ: Cur- 
So de Derecho Administrativo, Civitas, Madrid, 1980 tltnilo III, - 
cap. VII, puntos: •’Tipologla de los entes pdblicos”, pâg. 315-355. 
Quien sin embargo parece negar a las Comunidades Autônomas el ca- 
râcter de Corporaciones pdblicas de base territorial que aqui les 
doy, siguiendo al Tribunal Constitucional, argumentando que si - 
bien los entes locales son entes corporativos no lo son "la Admi- 
nistraciôn de las Comunidades Autônomas" por la razôn de que los 
ciudadanos no integran con sus représentantes los ôrganos de esta 
Administraciôn y porque la representaciôn polltica de los ciudada 
nos no se localiza en la Administraciôn, sino en el législative.
A mi juicio, el Catedrâtico de la Universidad de Madrid complica 
la cuestiôn, planteândose la naturaleza de la "Administraciôn de 
las CCAA" y no la de las CCAA en general como titular de una per­
sonal idad jurldica mûltiple, pero unitaria, probablemente influl- 
do por su concepciôn denegatoria de la personalidad juridica del 
Estado, que no me peurece que concuerde con la Constituciôn espafïo- 
la de 1.978, sino con las viejas leyes de organizaciôn administra 
tiva.
(1 3 0).- Sobre la obligatoriedad de la Provincia como enti—  
dad local insiste entre otros R.ENTRERA CUESTA: en su comentario 
al titulo Vlll en la obra colectiva Comentarios a la C. dirigida/ 
por Garrido Falla, Civitas, Madrid, 1980, pâg. 1.477-1.6 7 5.
(1 3 1).- Un resumen de esta polâmica entre ôrganos constitu- 
cionales,entes de relevancia constitucional y la defensa para las 
régiones de este sugerente concepto de sujetos constitucionales - 
puede verse en E. SPAGNA MUSSO: Diritto Costituzionale, Padua, CE 
DAM, 1979, "Gli organi e i sogetti costituzionali: criteri di iden 
tificazione" pâg. 71 ss. Me han sido de suma utilidad respecte - 
del concepto de ôrganos constitucionales algunas lecciones de câ-;
- 570 -
tedra de M. MAZZIOTTI que tuve oportunidad de seguir durante el - 
curso 1982-83, en la Universidad de Roma.
(132).- Vid SPAGNA MUSSO ob. cit..
(133).- Vëase Luciano VANDBLLI: ob. cit. pâg. 31-43. Empleo 
deliberadamente autoadministraciôn en vez de autarqula, para una 
crltica de este concepto, fruto de una errOnea traduceiOn. Véase/ 
Enrico GUSTAPANB: "Autarchia. Profilo Storico di un termine giuri 
dico in disuso" en RTDP, 1980, pâg. 200-210.
(134).- Vid Gumersindo TRUJILLO: "Federalismo y régionalis­
me en la Constituciôn espaflola de 1978: el Estado federo-regional'• 
en Federalismo y Régionalisme, obra colectiva, CEC, Madrid, 1979, 
pâg. 13-51.
(135).- Cfr: Leopoldo TOLIVAR ALAS: El control del Estado - 
sobre las CCAA, lEAL, Madrid, 1981. El libre ofrece una amplia b^ 
bliografla especlfica sobre el tema de control en las pâg. 241 a 
248.
(136).- Hans KELSEN: "La garantie juridictionnelle de la - 
Constitution (La justice constitutionnelle)" en Revue du Droit Pu­
blic et de la Science Politique en Fremce et a 1'Etranger, T.XLV, 
pâg. 253.
(137).- Hans lELSEN; "La garantie juridictionnelle..." ob. 
cit. pâg. 254.
(138).- Hans KELSBN: "La garantie juridictionnelle..." ob. 
cit., pâg. 227.
(139).- Njteto ALCALA ZAMORA: Los defectos de la Constitu—  
ciôn de 1931 y très aîios de experiencia constitucional. Ed. Civi 
tas, Madrid, 1981.
(140).- Sobre esta cuestiôn véase entre otros varios: Ra—  
môn PUNSET: "El concepto de representaciôn territorial en la - -
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Constituciôn espaflola de 1978" en RDDP, na 7 , pâg. 105-119; del 
mismo autor "El Senado en la nueva C.E." en Revista Facultad de 
Derecho, Universidad Complutense, 1979, na 5 7, pâg. 137-161; -
AJA Y ARBOS; "El Senado, Câmara posible de las autonomlas" en - 
REP, na 1 7, 1980; Eliseo AJA; "Por un Senado de las Nacionalida 
des y regiones" en Federalismo y regionalismo, obra colectiva,/ 
CEC, Madrid, 1979, pâg. 447-467; tambiên RUBIO, F. y SERRANO, - 
N.; "Comentario a la elecciôn de los senadores représentantes - 
de la nacionalidad catalana en la Câmara Alta de las Cortes, se 
siôn plenaria del Parl_ament de 4 de junio de 1980" (nota parla 
mentaria) en Revis ta Facultad de Derecho, Universidad Compluten 
se, nfi 59; y ELIZALDE, José: "El Senado como câmara de represen 
taciôn territorial en el Estado autonômico. Una perspectiva corn 
parada" en Revista de Polltica comparada, nfi 6 , otoho 1 9 8 1.
(141).- Vid. J. SANCHEZ AGESTA: "El Estado autonômico" ob.
cit.
(142).- A la cuestiôn me referiré especîficamente mâs - 
adelante. Para conocer el ideario del entonces Ministre para - 
las Regiones Sr. Clavero Arévalo: "Autonomlas régionales" en - 
Constituciôn, econcmla y regiones, ciclo de conferencias pronun 
ciado en el Club Siglo XXI, Ibérico Europea E., Madrid, 1978, - 
pâg. 382-394 e Igualdad, uniformidad y variedad en el tratamien- 
to constitucional de las autonomlas, Conferencia pronunciada el 
23-11-1 9 7 8, Universidad de Granada, 1978.
(1 4 3).- Véase M.S. GIANNINI prôlogo a Spyridon FLOGAITIS: 
La notion de decentralization en France, en Allemagne et en Ita­
lie, Librairie Générale de Droit de Jurisprudence, Paris, 1971. 
No entro por supuesto en la discusiôn sobre si la Ciencia del - 
Derecho debe concebineo no como un anâlisis del lenguaje jurldi 
co, pero el ensayo sobre esta categorla de descentralizaciôn de
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Flogaitis, como el estudio histôrico de la voz autoncmila, o de la 
historia de cualquiera de los ôrganos del Derecho Pdblico, suele/ 
corroborar que estamos ante aproximaciones y no ante nociones ab­
solu tas.
(144).- Me refiero a los siguientes trabajos: Carlo LAVAGNA; 
"Nozione e forma di autonomia" en Istituzioni di Diritto Fubblico, 
UTET, Torino, 1979, pâg. 879 y ss. cuyas elaboraciones tcrnio bâsica 
mente como cuadro sistematizador por su carâcter exhaustivamente - 
analltico. obras clâsicas spbre esta cuestiôn que tambiên utilize/ 
en el texto son; Santi ROMANO; "Autonorata" en Frammenti di un di—
zionario giuridico, Milano, 1947, pâg. 14 a 30 y M.S.GIANNINI; ---
Autonania" (saggio sui concetti de autonomia) en RTDP, 1957, ns 4 , 
pâg. 851-883, entre ambos autores se establece una fuerte polêmica 
sobre la existencia de potestades normativas y la esencialidad o no 
de un sujeto individualizado. Otros trabajos importantes en esta - 
cuestiôn son: Santi.ROMANO: "Decentramento amministrativo" en Enc^ 
clopedia Giuridica Italiana, 1897, IV, parte I^recogido tambiên en 
Scritti Minori, II, Milano, 1950, donde se emplea y acufia el têrm^ 
no descentralizaciôn autârquica; Temistocle MARTINES ; "Studio - -
sull'autonomia polltica delle régi one en Italia" en RTDP, 1936, pâg. 
100-140 donde se relaciona autonomia territorieü. y potestades de - 
indiTrizzo politico; G. TREVES: "Autarchia, autogoverno, autonomia" 
en RTDP, 1957; y 2iAN0BINI : "Caratteri particolati ddll*autonomia" 
en studi per Raneiletti, Padua, 1931.
(145).- A esta ruptura de la unidad e structural del concepto 
de autonomia por las numerosas elaboraciones de la doctrina juris 
prudencial y cientlfica alude Temistocle MartInès ("Studio sulla/ 
autonomia politica delle regione in Italia" ob, cit., pâg. 101). 
Martines intenta esa recontrucciôn en torno al concepto de situa-
ciôn subjetiva activa frente al Estado que junto con la atribu--
ciôn de potestades jurldicas y la garantla constitucional caracte 
riza a las regiones italianas. Por mi parte intentarê esa recons- 
trucciôn en torno al concepto descrito de Comunidades Autônomas -
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al estudiar su naturaleza jurldica.
(146).- Este cuadro descriptivo y analltico, con subdivisio 
nés meramente ejemplificativas y ccsnplementarias, tie ne como ûni- 
ca finalidad permitir seguir mâs fâcilmente el hilo conductor en­
tre las distintas aceptciones "de autoncmla" que se explican, y - 
ha sido elaborado en base al sistema de LAVAGNA y las ideas de RO 
MANO, GUSTAPANNE y GIANNI NI recogidas en los trabajos ennumerados 
en la cita 144.
(147).- Vid. M.S. GIANNINI: ob. cit., pâg. 851.
(148).- Los ejemplos son utilizados por el mismo C. LAVAGNA:
ob. cit. pâg. 879.
(149).- Vid. C. LAVAGNA: ob. cit., pâg. 880.
(150).- Vid. LAVAGNA: ob. cit., pâg. 880.
(151).- Vid. M.S. GIANNINI: ob. cit. pâg. 853-853 sobre el - 
concepto de autonomia soberana como primera acepciôn histôrica de 
autonomia, lo que viene a corroborar que la distinciôn entre auto­
nomie y soberanla no es tan nltida.
(152).- Vêase M;S. GIANNINI: ob. cit., pâg. 880 a 883.
(153).- Vid. S. ROMANO : ob. cit., pâg. 15. Al afirmar que es 
inexacte définir la autonomia respecte de las nociones de potestad 
y sujeto,afirma que: "cabe la posibilidad que la autonomia se ma—  
nifieste incluse de modo involuntario y anônimo, es decir, median— 
te costumbres, y mâs precisamente con aquella especie de cestumbre 
que la doctrina cLlemana suele indicar con el nombre de "observêinz". 
Es decir, sujetos extrahos a esas potestades en la formaciôn de - 
costumbres /
(154).- Vêase Hans KELSEN: Esencia y valor de la democracia, 
Editera Nacional, México, 1974, trad, de L. Legaz Lacambra.
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(155).- Vid C. LAVAGNA: ob. cit., pâg. 881.
(156).- Asl lo entiende M.S. GIANNNINI, ob. cit., pâg. 861- 
864. Ver S. ROMANO Frammenti di un Dizionario Giuridico, ob. cit. 
y "Autonomia" ob. cit. Guido LUCATELLO maneja el concepto de auto 
nomla institucional en un sentido distinto entendiendo la ""des—  
centralizaciôn institucional" como opuesta a la orgânica, pues - 
mientras esta âltima supondrla la mera existencia de potestades - 
administrativas, la descentralizaciôn institucional,en cambio, - 
vendrla referida a entes territoriales con potestades legislativas 
(p. ej. un Estado miembro de un Estado federal). Ver los trabajos 
de este autor: "Lo stato Régionale. Quale nuova forma di stato" - 
en Atti del Primo corvegno di studi Regionali, Padotra, CEDAM, - - 
1955, pag. 136-179 y Stato federale, I (nozione), Padova, CEDAM,-
1967, primera ediciôn en 1939; de ambos estudios ya me he ocupado 
en la Parte I, pero de nuevo esta variedad de utilizaciôn del con 
cepto en estos autores pone de manifiesto que estamos ante nacio- 
nes jâmâs definidas de una vez por todas y donde cada autor clâsi 
co maneja su propio côdigo terminolôgico.
(157).- M.S. GIANNINI: ob. cit., pâg. 856.
(158).- M.S. GINNINI: ob. cit., pâg. 878.
(159).- Véase Enrico GUSTAPANE: "Autarchia. Profilo Storico 
di un termini giuridico in desuso", en RTDP; 1980, pâg. 200-210.- 
También , Sabino CASSESE: "Autarchia" en Enc. div., IV, 1959.
(160).- Vid. E. GUSTAPANE: ob. cit., pâg. 205-208 (il perio 
do fascista e l’abuso del termine).
(161).- Tomo la cita de E. GUSTAPANE: ob. cit., pâg. 209.
(162).- Véase sobre esta cuestiôn T.MARTINES : "Studio sull' 
autoncmla polltica delle regioni in Italia", ob. cit.
(163).- Cfr. Carlo LAVAGNA: ob. cit. pâg. 884.
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(164).- Véase A. MARTIN VALVERDE: "Concurrencia y articula- 
ciôn de norm as labor aie s" en R.P.S. 119, 1978, pâg. 5-31. Espe— = 
cialmente el punto 1 : "La plural idad de fuentes en el ordenamien- 
to labor al".
(165).- Sobre el concepto del convenio colectivo como arti- 
culaciôn de la negociaciôn colectiva y norma especial del Derecho 
del Trabajo. Véase M. ALONSO OLEA: Derecho del trabajo, Facultad/ 
de Derecho Universidad Ccxnplutense, Madrid, 1981, sêptima ediciôn 
revisada, pâg. 495 y ss. donde lo define cono "contrato negociado 
y celebrado por representaciones de trabajadores y empresarios pa 
ra la regulaciôn de las condiciones de trabajo". Mâs especlfica—  
mente el estudio de Fernando VALDES: "La negociaciôn colectiva en 
la Constituciôn" en RPS 121, 1979, pâg. 469-498 donde se comenta/ 
ampliamente el citado art. 37 C.B. 78.
(166).- Sobre esta iniciativa legislativa fâctica de los - 
sindicatos en el ordenamiento italiano versô la conferencia del - 
prof. G. de VERGOTIWI ("Relativizaciôn de la funciôn del Parlamen 
to por los partidos politicos y los sindicatos") en el curso Pro— 
blemas actuales de la instituciôn pariamentaria celebrado en San­
tander por la UIMP agosto 1981 y dirigido por el profesor Pablo - 
LUCAS VERDU.
(167).- Destac6 especialmente el supuesto de la autonomia - 
colectiva porque me parece el supuesto de autonomia mâs relevante 
aparté de la territorial y por la importancia que posee para el - 
logro de un verdadero pluralisme institucional y la realizaciôn - 
del Estado social y democrâtico de Derecho que la Constituciôn - 
propugna (art. 1.1).
(168).- Véase sobre esta cuestiôn Alejandro Nieto: "Autono­
mia polltica y autonomia universitaria" en Revista Dep. Derecho - 
Politico UNED, nfi 5, pâg. 77-91 y el articule de los profesores - 
Luis ORTEGA, Julia LOPEZ y P. SANTOLAYA: "Autonomia universitaria
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y Estado autonômico" de prôxima publicaciôn en Revista Facultad de 
Derecho, Universidad Complutense, a cuyo borrador he tenido ac- 
ceso.
(169).- Cfr. S. MUffOZ MACHADO; Las potestades legislativas - 
de las Comunidades Autônomas, ob. cit.
(1 7 0).- Las référéncias constantes a estos dos autores en la 
argumentaciôn de la clâsica polêmica sobre el concepto de autono—  
mla corresponde respectivamente a Santi ROMANO : "Autonomia" en — - 
Frammenti di un dizionario giuridico, ob. cit. y M.S. GIANNINI. - 
"Autonomia" en RTDP, ob. cit. Una interpretaciôn de esta polêmica 
puede verse en S. MUROZ MACHADO; Derecho Pdblico de las CCAA, ob. 
cit., pâg. 169-173.
(1 7 1).“ S. ROMANO: "Autonomia, ob. cit., pâg. 15.
(1 7 2).- S. ROMANO: "Autonomia", ob. cit., pâg. 16.
(1 7 3).- Sobre esta cuestiôn de la autonomia polltica y en ge 
neral del indirizzo politico véase: Vezcio CRISAFULLI: "Per una - 
teorla giuridica del indirizzo politico" en Studi urbinati, pâg. - 
91 ss., 1938-40; MORTATI, C.: L*ordinamento del governo nel nuovo 
diritto publico italiano, 1931, Roma; Augusto BARBERA: Le istituzi- 
ni del pluralisme, Regioni e poteri 1ocali autonomia per governare, 
De Donato, Bari, 1977, con prôlogo de P. Barcellona, es especial—  
mente su^erente el capitule XII: "Asambleas para gobernar: la con 
tribuciôn de Emilia Romagna a la reforma democrâtica del Estado"; 
del mismo autor: Regioni e interesse nazionale, Giuffrê, Milano - 
1973 donde estudia el indirizzo politico estatal y constitucional
y desenmascara el concepto de interés nacional como clâusula res—  
trietiva de competencias de las regiones en nombre "de la burocra- 
cia ministericil y de la clase polltica central"; estas considéra—  
ciones de Barbera resultan agravadas en un Ordenamiento como el es 
paflol, donde no existen contrôles de oportunidad polltica de las -
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leyes de las CCAA como es el control di merito italiano (por - 
otra parte escasamente utilizado). De especial interés para el/ 
hilo conductor nuclear de esta tesis y la postura que a qui se sos^  
tiene es la defensa que Barbera hace de Estado regional y fede­
ral como formas de Estado comunes y convergentes, a analizar - 
desde el punto de vista del pluralisme. Una interesante descrig^ 
ciôn del c amino hacia la unitarizaciôn del orderal alemân se en 
cuentra en el capitule V; Ternistccle MARTINES : "Studio sull ' auto 
nomla polltica delle regioni in Italia", RTDP, ob cit. cuyas te 
sis he utilizado para explicar la teorla de la orientaciôn pol^ 
tica de las CCAA; un anâlisis de la regiôn en relaciôn con el - 
Estado social puede verse en M. DOGLIANI: "Regioni e innovazio- 
ne polltica", en Democrazia e Diritto, ns 6, 1982, pâg. 76-91; 
un estudio de. las posibilidades de participaciôn que las CCAA - 
pueden ofrecer en relaciôn con la actividad municipal es Per - 
una Carta dei diritto e délia partecipazioni, Actas del conve—  
nio de Bolonia del PCI, 10-11- noviembre 1981, en Riuniti, 1982.
(174).- Véase J.A. GONZALEZ CASANOVA: "Los estudios de - 
las CCAA y el principio de autogobierno" en Documentaciôn Admi­
nistra tiva, 1979, nfi 182, pâg. 115 a 149. En el articule se ---
ofrece una interesante explicaciôn polltica del sentido del ti­
tulo VIII y de su elaboraciôn por un importante testigo presi—  
dencial.
(175).- He intentado configurar esta garantla institucio­
nal de las CCAA en favor de la adecuaciôn del poder judicial al 
âmbito territorial autonômico en "La asignaciôn de competencias 
en el E.V." en colaboraciôn con P. SANTOLAYA, ob. cit.
(176).- El esquema del que parto para esbozar esta teorla 
de la orientaciôn polltica autonômica arranca del estudio de J. 
MARTINES, "Studio sull'autonomia régionale delle regioni in Ita 
lia", ob. cit.
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(177).- Sobre esta distinciôn entre potestades y actividades 
de indirizzo politico véase T. MARTINEZ: ob. cit., pâg. 122-125.
(178).- Vid. T.MARTINEZ: ob. cit., pâg. 112.
(179).- Vid. J.A. GONZALEZ CASANOVA: "Los Estatutos de las 
CCAA y el principio de autogobierno", ob. cit., pâg. 127 y 125. Se 
explica agui la postura de los partidos ante el titulo VIII y la - 
formaciôn del consenso.
(180).- A. BARBERA: Le istituzione del plureuLismo..., ob. - 
cit., pâg. 22 (pluralisme perverse y corporative).
(181).- Véase para ambos conceptos BASSANINI : Le regione, Sfel- 
to e Enti 1ocali. Il Mulino, Bolonia, 1976; RESCIGNO, G.U. (plura­
lisme institucional): "Realtâ Sociale e quadro istituzionale..." - 
ob. cit.
(182).- Tone esta distinciôn diversidad,justificable,versus/ 
contraposiciôn, que conduce inevitablemente a un impasse, de T.MAR 
TINES ob. cit. Evidentemente estamos ante dos conceptos muy inde—  
terminados que sôlo el T.C., case a case, puede determiner y obvia 
mente case de contraposiciôn de los indirizzos, en el sentido de - 
la prevalencia del indirizzo nacional, pero la interpretaciôn debe 
ser muy escrupulesa con los contenidos de la autonomia polltica.
(183).- La bibliografla sobre la autonomia financiera es ya - 
muy extensa dada su decisive importancia, aparté del Informe de la 
Comisiôn de Expertes, presidida por el profesor Garcia de Enterria 
sobre la financiaciôn de las CCAA, CEC, julio 1981, que inspira el 
Anteproyecto del Fonde de Canpensaciôn Interterritorieul pendiente de 
una prôxima aprobaciôn, no obstante, me voy a permitir destacar - 
los trabajos de Javier LASARTE ALVAREZ : "La financiaciôn de las - 
CCAA, en Revista de Estudios Régionales, extraordineirio V.I. 1970 
pâg. 475-495, donde se ofrece una bibliografla interdisciplinaria/
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seleccionada por este especialiàta en la cuestiôn, pueden verse - 
ademâs Javier AGUIRRE DE LA HOZ; LOFCA, Guadernos de Documentaciôn 
de Presidencia del Gobierno, Madrid, 1980, donde se hace tambiên - 
un estudio de Derecho Comparado; ALBIRANA, César; "La financiaciôn 
de las CCAA y catalana" en Revista Departamento Derecho Politico, 
UNED, nfi 5, pâg. 37-61; CALVO ORTEGA, Rafael: "Financiaciôn de las 
regiones" en Constituciôn, economla y regiones. WAA, Ibérico Euro 
pea. Ed., Madrid, 1978, pâg. 413-430; CAZORLA, Luis MA : "Los prin- 
cipios constitucionales financières en el nuevo ôrden jurldico" en 
La C.E. y las fuentes del Derecho, WAA, vol. I, pâg. 526-528, 
lEF, Madrid', 1979; en la misma publicaciôn colectiva vol. II pâg. 
8 0 5 -8 1 8 FERNANDEZ CUEVAS, Antonio: "El sistema normative de las - 
CCAA, referencia particular a los aspectos financières"; GIMSNO, - 
J.A. y HUERTA', J. : El nuevo Estado fisced espahol: reforma fiscal 
y financiaciôn de las autonomlas Ed. Blume, 1981; LASARTE, Javier: 
"Potestad legislativa y potestad tributaria de la CCAA", en la - - 
C.E. y las fuentes del Derecho, ob. cit., vol. II, pâg. 1257-1289; 
PEDROS ABELLO, Alejandro: La financiaciôn de las autonomlas en Es- 
pafla, I.E.E., Madrid, 1979, donde se ofrece una recopilaciôn de an 
tecedentes histôrico—legislatives ; PEREZ ROYO, Fernando : "La finan 
ciaciôn de las CCAA y el FCI" en Nuestra Bandera, nfi 102, pâg. 32- 
39, 1980; SERRANO TRIANA, Adolfo, "Sobre la financiaciôn de las - 
CCAA" en REDA, nfi 29, pâg. 329; SOSA WAGNER, F. y BOCANEGRA, Raul: 
"La organizaciôn financiera en las CCAA" en REDA, nfi 30; un n'umero 
monogrâfico de la Revista Situaciôn del servieio de Estudios del - 
Banco de Bilbao dirigido por Alcaide Inchausti: la financiaciôn de 
las autonomlas; otro ndmero monogrâfico de Documentaciôn Adminis—  
trativa, nfi 1 8 1, enero-marzo 79, con trabajos entre otros autores 
de Ferreiro Lapatza, Pedros, Abellô, Simôn Acosta, Pérez Moreno y 
Jutglar; OATES, W.E. BRADFOR D.F. y BREAK G.F.: Financiaciôn de - 
las autonomlas. introducciôn y selecciôn de A. Gimenez, Ed. Blume, 
Madrid, 1979.
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(184).- Véase por ejemplo COCOZZA, Vincenzo; Autoncmla fi- 
nanziaria régionale e coordinamento, Dott Eugenio Joeme, Napoli, 
1979.
(185),- La cita corresponde a Javier LASARTE ALVARES: "La 
financiaciôn de las CCAA", ob. cit. pâg. 476, en este mismo ar- 
tlcnilo y en notas anteriores puede encontrarse numéros a biblio­
grafla sobre la cuestiôn.
(186).- Sobre esta relevancia de las CCAA como entes pla- 
nificadores no se ha insistido a mi juicio suficientemente en - 
Espafla, aunque el Informe Enterria alude a la necesidad de con-
figurar estas Corporaciones territoriales como entes intermedios, 
por tanto planificadores, que utilicen las Corporaciones Loca—  
les como Administraciôn indirecta. Esta relevancia es, por ejem 
plo, destacada por Javier LASARTE: "Planificaciôn regional, una 
necesidad inaplazable", en EL PAIS 20 de enero de 1983, pâg. 40, 
hago con esta cita una excepciôn a la tradiciôn académica de no 
citar artlculorde la prensa diaria, porque me parece una slntesis 
muy clarificadora. Convendrâ no inourrir en este punto en los - 
errores de la experiencia italiana producidos por: la ausencia/ 
de una fuerte planificaciôn nacional bâsica; la descordinaciôn/ 
entre las planificaciones régionales y unos gobiernos regiona—  
les con una contrataciôn sectorial descompensada e incluso some 
tida a frecuentes escândalos financières. Sobre planificaciôn - 
en Italia, coordinaciôn de la programaciôn e integraciôn de los 
planes véase Aldo BARDUSCO: Lo Stato Régionale Italiano, Giuffrê, 
Milano, 1980, Cap. V (pâg. 89-101), con algunas referencias a - 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional en esta materia.
(1 8 7).- Sobre este fenômeno de los"residues pasivos" véa­
se por ejemplo, Renato POLLINI (Consejero de finanzas de la Re­
giôn toscana): "Las finanzas de las regiones desde 1980 hasta - 
hoy y perspectivas para el future sistema de financiaciôn regio 
nal" en Documentaciôn Administrativa, nS 1 9 2, pâg. 159-190 tra- 
ducciôn de F.J. Garcia Roca.
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(188).- Véase C. LAVAGNA: ob. cit.
(1 8 9).- El concepto de Kelsen de descentralizaciôn y las 
referencias a los autores que discuten la relevancia de los- - 
criterios de distinciôn entre Estado regional y federal han si 
do detalladas en la Parte I de esta tesis.
(1 9 0).- Véase Diego ESPIN: Manual de Derecho Civil Espa- 
Hol, Vol. IIIj, obligaciones y contratos. Ed. RDP, Madrid, 1974, 
Tomo la cita de la definiciôn de Ruggiero de la pâg. 7 (conce£ 
to de obligaciôn).
(1 9 1).- Véase Diego ESPIN: ob. cit., pâg. 97-102, "obli­
gaciones solidarias".
(1 9 2).- Vid. Giuseppe BRANCA: Istituzioni di Diritto Pri- 
vatOf Bologna, Cesare Suffi, 1956, "obligaciones solidarias" - 
pâg. 305 ss. La referencia al fundamento o razôn de ser de la/ 
solidaridad: "no es admisible que los hechos de uno puedan in- 
fluir negativamente sobre los otros", puede verse en pâg. 309.
(1 9 3).- Ver Léon DIX3UIT: Traité de Droit Constitucionnel,
3 tomos. Ancienne Librairie Fontemoing & cs Editeurs, Paris - 
1927 (tomo I), 1930 (tomo III).
(1 9 4).- V. DUFUIT: ob. cit., tomo I, pâg. 82 a 100.
(1 9 5).- V. Léon DIK3UIT: ob. cit., tcano I pâg. 85, Para - 
la referencia al sentimiento de solidaridad pâg. 116.
(196).- Leôn DUGUIT: ob. cit. tomo III, pâg. 639 ss.
(197).- Léon DUGUIT: ob.cit., Tomo I, pâg. 116 ss.
(198).- V. Giorgio LOMBARDI : Contributo allo Studio dei do- 
veri costituzionali, Milano, Giuffrê, 1967, tambiên CARBONE : I_ - 
doveri pubblici individuali ne11a Costituzione, 1968.
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(199).- V. Giorgio LOMBARDI: ob. cit., "Il concetto constitu 
zionale di solidarieta" (pâg. 45-8 1 ).
(200).- Ver G. LOMBARDI: ob. cit., pâg. 48.
(201).- Ver G. LOMBARDI: ob. cit., pâg. 465-470.
(202).- Me refiero a Mâximo VILLONE: Sciopero e solidarietà 
nella Costituzione italiana. Casa Ed. E. Jovena, Napoli, 1980; - 
pâg. 41-57: el deber de solidaridad ex art. 2 ccmo situaciôn pasi 
va metaindividual...* pâg. 94-101 : la solidaridad ex art. 2 como 
solidaridad general...
(203).- Carlo LAVAGNA: "Su alcune direttrice costituzionali 
per la regolamentazione degli scioperi" en Giornale di diritto - 
del Lavoro e di Relazioni IndustriaJLi, ns 1 4 , 1982, separata; es­
te artlculo tiene algunas consideraciones de interés general muy 
importantes como son las contenidas en los eplgrafes 2,3 y 5, Tes  
pectivamente: "El principio de graduaciôn de los bienes e intere- 
ses tutelados por el ordenamiento constitucional"; "el principio 
de igueü-dad" y "el principio de solidaridad", este dltimo es al - 
que aqul me refiero (pâg. 186-1 8 8).
(2 0 4).- V.c. LAVAGNA: ob. cit. pâg. 186-188.
(2 0 5).- V.A. PIZZORUSSO: Lezioni di Diritto constituzionale, 
Il Foro, Roma, 1981, "Il principio di solidarietà", pâg. 202-208.
(206).- C. LAVAGNA: ob. cit. pâg. 186-1 8 8.
(2 0 7).- Gumersindo TRUJILLO: LOAPA y Constituciôn, ob. cit. 
pâg. 21-57;"la forma territorial del Estado"
(208).- Ver: S. MUROZ MACHADO: Derecho Pâblico de las CCAA. 
ob. cit., el principio de solidaridad pâg. 184-186; Luciano VAN- 
DELLI: El ordenamiento espahol de las CCAA, ob. cit., el princi­
pio de solidaridad interregional pâg. 197 ss.î Jesûs LEGUINA: - 
"Las Comunidades Autônomas" en la Constituciôn Espahola de 1978,
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WAA, ob. cit., pâg. 758; E. ALVAREZ CONDE: Las CCAA, ob. cit., 
el principio de solidaridad pâg. 23-25; Jorge DE ESTEBAN y otros: 
el régimen constitucional espahol, II, ob. cit., pâg. 346 ss.
(209).- Vid. Leôn DU3UIT: ob. cit., Tomo I, pâg. 116 ss.
(210).- Jesâs LEGUINA: "Las CCAA" en la Constituciôn Espaflo­
la de 1978, WAA, ob. cit., pâg. 758.
(211).- Ver los distintos trabajos de Alfonso Pérez Moreno - 
recogidos en la obra colectiva CCAA, solidaridad, Estatutos, orga­
nizaciôn y convenios, Sevilla, 1980, Ed. Inst. Garcia Oviedo: "El 
concepto de autoncmias- integradas una clave interpretativa de la 
C.E.", pâg. 15-45; "Técnicas jurldicas garantizadoras del princi­
pio de solidaridad regioneLL", pâg. 45-61 (publicado tambiên en Bs- 
tudios sobre el Proyecto de Constituciôn, WAA, CEC, Madrid, 1978); 
"Solidaridad y convenios entre CCAA", pâg. 61-81 (tambiên en Docu­
mentaciôn Administrativa, nfi l8i, 1979).
(212).- Ver F.Javier GARCIA ROCA y P. SANTOLAYA: "Considera­
ciones sobre las finalidades del Estado autonômico como institu--
ciôn", ob. cit., punto II: A) Una caracterlzaciôn de la autonomia. 
B) Idea de la integraciôn: 1. la falta de distinciôn entre el int£ 
rés general y el interés comunitario. Comentario a la S.T.C. de 14 
de julio de 1981. 2. Necesidad de la potenciaciôn de los mecanis—  
mos de colaboraciôn y participaciôn comunitaria, pâg. 147-156.
(213).- Vêase A. PEREZ MORENO: "El concepto de autonomia in­
tegr adas. .." ob. cit., pâg. 15-45.
(214).“ Vid. Giorgio LOMBARDI: ob. cit. pâg. 45-81.
(215).- Cfr. Hans Joachim FALLER: "El principio de lealtad - 
fede^’al en el ôrden federative de la RFA" en REP, CEC, nfi 16, 1980 
pâg. 197-203.
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(216).- Cfr. Gumersindo TRUJILLO: LOAPA y Constituciôn, ob. 
cit., punto II, La forma territorial del Estado, pâg. 21-37.
(217).- Un anâlisis de la jurisprudencia del BVG en este - 
punto en trabajos de lengua no alemana puede verse en: Bans Joa­
chim FALLER: "El principio de lealtad federal...", ob. cit.; - - 
Augusto BARBERA: Regioni e interesse nazionali, Giuffrê, Milano, 
1973, especialmente el capitule IV, pâg. 190 ss. "Il principio - 
de la Bundestrue"; tambiên BLAIR, Philip: Federalism and judicial 
review in vest Germauiy, clavendon Press, 1981 y GREWE-LEYMARIE,/ 
Constance: Le fédéralisme coopératif en République fédérale d'Alle­
magne , Economica 49 Rue Héricart, 75015 Paris, 1981 y en grâfico / 
diverses trabajos aparecidos en un nAmero monogrâfico de la revi£ 
ta Pouvoirs (nfi 22, 1982).
(218).- Para una crltica a la Bundestrue véase BARBERA: ob. 
cit. pâg. 190 ss; respecte de los limites al juego de este princi 
pio V. FALLER: ob. cit., pâg. 202.
(219).- A. BARBERA: ob. cit. introducciôn. Véase tambiên, - 
p. ej . entre otros muchos: Mauricio PEDETTA: "Sul rapporta tra - 
interesse nazionale e potestâ legislativa delle regioni" en Le re­
gioni, nfi 1-2, 1982, pâg. 78-99.
(220).- José de JUAN Y PERALOSA: "El principio de solidari­
dad interregional. El principio de solidaridad y la regionaliza,— - 
ciôn de los impuestos" en Documentaciôn Administrative, la Finan­
ciaciôn de las CCAA, nfi 181, monogrâfico, pâg. 193-225. Sobre ---
autonomia financiera y planificadora, conceptos que se ven condi- 
cionados por la solidaridad, ya he ofrecido referenciasbibliogrâ- 
ficaaen pâginas anteriores.
(221).- Ver E. LINDE PANIAGUA: La Coordinaciôn de las Admi­
nis traciones pdblicas en la Constituciôn espaflola de 1978, Publi- 
caciones Ministerio de Justicia, 1981, pâg. 18 y ss. Linde distin
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gue el principio de coordinaciôn de las Adminis traciones ptlbli- 
cas (pâg. 1 8 ) del principio de solidaridad (pâg. 19).
(222).- Ver S. MUftOZ MACHADO; Derecho Pdblico de las CCAA, 
ob. cit., pâg. 218-2 4 0.
(223).- Vêase E. ALVAREZ CONDE: El régimen politico espahol, 
Tecnos, Madrid, 1983, "El Estado autonômico" (pâg. 399-570) y es­
pecialmente "Hacia el Bstado autonômico cooperativo" (pâg.500-506)
(224).- Sobre la necesidad metôdica de permitir el concepto 
de renuncia, tipico del Derecho Civil y del Derecho Procesal Civil, 
en Derecho Pûblico y su aplicaciôn a los derechos subjetivos, la - 
mongorafia de RAGGI, Luigi: Contributo alla Dottrina delle Rinun- 
cie nel Diritto Publico, Arthenaeum, Roma, 1914. El autor estudia 
tambiên las distintas causas que pueden llevar a la irrenunciabili 
dad de los derechos; lôgica consecuencia de un status ; inherencia/ 
a un deber o a otro derecho de un tercero; imposibilidad flsica o 
juridica, moral u Orden pdblico...
(225).- Sobre esta cuestiôn véase el estudio monogrâfico de 
Manuel B.GARCIA ALVAREZ: "La voluntad regioneLL como origen de la - 
autonomia politica en la II Repdblica" en Sistema, 1976 na 4 , pâg. 
73-95. Y con carâcter general, entre otros, Jesâs Leguina: "Las Co 
munidades Autônomas" (especialmente pâg. 752 y ss.), en la Consti­
tuciôn Espaflola de 1978, ob. cit.; Jorge de ESTEBAN y colaborado—  
res: "La configuraciôn del Estado autonomista" en el Régimen Cons­
titucional Espcûlol, ob. cit., pâg. 336 y ss. dedicadas a los "ca—  
racteres del proceso autonômico"; S. MUROZ MACHADO: "El principio/ 
dispositive en materia de autonomies y los Pactes autonômicos de - 
31 de julio de 1981" en Derecho PAblico de las Comunidades Autôno- 
mas, ob. cit., pâg. 139 y ss.
(2 2 6).- Citado por M.B.GARCIA ALVAREZ, ob. cit., pâg. 74.
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(227).- Vêase, por ejemplo, las conclusiones del Seminario 
de Cagliari, mayo 1971 Autoncmla régionale. Esperanze e prospetti- 
ve Giuffrê, Milano, 1972.
(228).- Sr. HERRERO DE MlHON (en nombre del Grupo farlamen- 
tario de UCD): Diario de Sesiones del Congreso, CACLP, sesiôn pri 
mera, pâg. 2027, 5 de mayo de 1978.
(229).- Jesûs Leguina: "Las Comunidades Autônomas", obra ci 
tada, pâg. 752 y Manuel CLAVERO AREVALO: Igualdad, uniformidad ^ 
variedad en el tratamiento constitucional de las autonomlas, con/ 
referencia pronunciada el 23 de febrero de 1978, Publicaciones de 
IDR Universidad de Granada 1978.
(230).- Vid. CLAVERO AREVALO: ob, cit.
(231).-Esta descripciôn de la estructura normativa estatu- 
taria, a la que incidentalmente me refiero, la he desarrollado de 
forma mâs amplia en mi trabajo en colaboraciôn con P. SANTOLAYA: 
"La asignaciôn de competencies en el Estado vasco de autonomia". 
obra citada.
(232).- Vêase en el Capitule I de la Parte I,las référén---
cias que alll se hacen al sistema de transferencias por Comisio—  
nés Mixtais durante la II Repdblica.
(233).- Un estudio de estos limites jurldicos al principio/ 
de voluntariedad puede verse en Jesûs Leguina, ob. cit., pâg. 752 
y ss.
(234).— Vêase el muy interesante libro de Giuseppe Ugo RES­
CIGNO Le Convenzione Costituzionale, Padova, CEDAM, 1972. Estas - 
referencias (conclusiones) metodolôgicas se reeilizan en las pâgi­
nas 167 y 168.
(235).- Vid. G.U. RESCIGNO: ob. cit. pâg. 167 ss.
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(236),- Informe de la Comisiôn de Bxpertos sobre Autonomlas, 
CEC, mayo 1981, Madrid, pâg. 17 ("correcciones constitucionales - 
a las iniciativas autonômicas").
(237).- Jesûs LEGUINA: ob. cit., pâg. 754.
(238).- Sobre la opciôn territorial del Constituyente italia 
no y la fusiôn, separaciôn y creaciôn de nuevas regiones, vêase la 
monografla de Maurizio PEDRAZA GORLERO: Le variazioni territoriali 
délia Regioni, Padova, CEDAM, 1979. Pedraza insiste en que la div^ 
siôn es prevalentemente histôrica, pero realizada con criterios - 
sustanciaimente politicos ; para la defensa de las propias regiones 
el artlculo 132 hace posible una rectificaciôn, que en nuestro tex 
to constitucional lamentablemente no se prevee.
(239).-*Asl parece entenderlo S. MUROZ MACHADO, ob. cit.pâg. 
139 y ss. respecto del artlculo 150.2 y la polêmica respecte de la 
posibilidad (que a mi juicio debe negarse como afirma Machado) de 
la inclusiôn de leyes de transféréncia o delegaciôn en la propia - 
norma estatutaria.
(240).- A esta cuestiôn me he referido en un apêndice sobre/ 
la constitucionalidad del proyecto de LOAPA incluido en mi trabajo 
en colaboraciôn con p. SANTOLAYA: "La asignaciôn de competencias - 
en el Estatuto Vasco de autonomia", ob. cit.
(241).- Ver los très exhaustives trabajos de Javier GARCIA - 
FERNANDEZ: "Crônica de la descentralizaciôn: el panorama descentra 
lizador al acabar 1980" publicados en REP, ns 18, 18 y 19.
(242).- Arthur W.MACMAHON: Administering Federalism in a De- 
mocracu, Oxford University Press, 1972, pâg. 143 ("Informai Copying 
and the formai dratting of models"), dice textualmente: "A crude - 
but substantial progress toward uniformity comes through imitative­
ness of states in a federal system. There is in fact little origi­
nal state legislation" y cita algunos ejemplos de esta tendencia a 
la imitaciôn.
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(243).- Pese a que en los preâmbulos de estos Reales Decre- 
tos leyes se conteAlan fôrmulas del tipo; "el restablecimiento de 
la Generalidad a que se refiere el présente Real Deereto—ley no - 
prejuzga ni condiciona el contenido de la futura Constituciôn en 
materia de autonomlas" (pârrafo quinto del Real Deereto-ley - 
4 /1 9 7 7 de 29 de septiembre).
(2 4 4).- Entre la bibliografla que se ocupa de los reglmeoes 
preautonômicos ALVAREZ GENDIN, S; "Autonomlas régionales. La Jun­
ta General del Principado y la problemâtica asturiana" en El Con­
sulter 1 9 7 8, pâg. 56 y ss.; CLAVERO AREVALO, Manuel; "Autonomlas 
régionales" en Constituciôn, economla y regiones, ciclo de confe- 
rencieis pronunciada en el Club siglo XXI. Ibérico europea de edi- 
ciones, Madrid, 1978, pâg. 382-394; del mismo autor; Igualdad, - 
uniformidad y' variedad en el tratamiento constitucional de las - 
autonomlas, ob. cit.; FERRANDO pADIA, Juan: "Del Estado unitario/ 
al proceso autonômico; su proceso" en Revista del Departamento de 
Derecho Politico, UNED, na 5 , pâg. 7-21 ; del mismo autor: "Las - 
Comunidades preautonômicas" en Revista de Estudios Régionales, ex - 
traord. vol. II, 1980, pâg. 203-241 ; GOMEZ DE LAS ROCES, Hipôlito 
"Los reglmenes preautonômicos y la Constituciôn" en La Constitu—  
ciôn espaflola y las fuentes del Derecho, obra colectiva, ob. cit. 
vol. II, pâg. 949-9 6 6; Santiago MUfJOZ MACHADO: "La experiencia de 
los reglmenes provisionales de autonomia" en REDA, Civitas, 1.981
y luego en "El ensayo de la etapa de transiciôn: las preautono--
mlas" en Derecho Pdblico de las Comunidades Autônomas, ob. cit., 
pâg. 114-133; MARTINEZ DE LA PERA, HERNANDEZ PRADO y LU: "Sugeren 
cias para un régimen autonômico provisional del archipiélago caia 
rio" en Federalismo y Regionalismo, WAA, ob. cit., pâg. 641-655; 
Luis PARBJO ALFONSO: "El contencioso electoral canario, primero - 
de los problemas planteados por los reglmenes preautonômicos" (ro 
ticia de la Sentencia de la sala de lo contencioso administrative 
de la Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife de 9 de junio
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de 1978) en Revista del Departamento de Derecho Politico, UNED, 
nfi 5f pâg. 229-241; PRADA José L. y YANES Aureliano: "Los regl­
menes autonômicos provisioneules " en Federalismo y Regionalismo, 
WAA, ob, cit., pâg. 627-641; SOI,A.: "Le pre autonomie regiona­
li nella transizione istituzionale spagnola" en Rivista Trimes- 
taie di Diritto Pubblico, 1978, pâg.1079; VANDBLLI, Luciano; - 
"Las preautonomlas" en El ordenamiento espahol de las Cornunida- 
(tes Autônomas, ob. cit., pâg. 91-129. Una recolecciôn de las - 
disposiciones normativas que afectaron a estos reglmenes puede/ 
verse en J.A.ALONSO: "Indice de disposiciünes normativas sobre/ 
las autonomlas territoriales" en Revista de la Facultad de Dere- 
cho, Universidad Complutense, nfi 4, pâg. 204-219.
(245).- La explicaciôn polltica de los distintos "paque—  
tes" de Reales Deeretos leyes instauradores de reglmenes provi—  
sionales de preautonomlas y la mayorla de los datos de esta des­
cripciôn los tomo de una conferencia pronunciada en el Salôn de 
Grades de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense,- 
17 de febrero de 1981, por el Sr. Cosculluela, que era en el me­
mento de la promulgaciôn de estos Reales Décrétés leyes. Sécréta 
rio Técnico del Ministerio para las Regiones; el carâcter privi- 
legiado del testigo y la importancia de lo que se dice, peira de­
mos trar la desprogramaciôn del proceso autonômico creo justifi—  
Can el recurso atipico a estas notas sobre la intervenciôn oral.
(246).- Estas afirmaciones son recogidad incluso a nivel - 
normative, asl el pârrafo primero del preâmbulo del Real Deereto- 
ley 4 1 /1 9 7 7 de 29 de septiembre por el que se restablece provisio 
nalmente la Gerœalidad afirma: "La Generalidad de Cataluna es - 
una instituciôn secular, en la que el pueblo catalân ha visto el
sImbolo y el reconocimiento de su personalidad histôrica, dentro 
de la unidad de Espana" y mâs adelante: "La gran mayorla de las/
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fuerzas pollticas que concurrieron en CataluHa a las elecciones 
del 15 de junio coincidieron en la necesidad del restablecimien 
to de la Generalidad".
(2 4 7).- Entre los que se plantean la constituciônalidad - 
de estos Realas Deeretos leyes, ALVAREZ GENDIN: "Autonomia regio 
nales...", ob. cit. y FERRANDO BADIA: "Del Estado unitario al.." 
ob. cit.
(2 4 8).- Vêase la referencia à la importante conferencia - 
del Sr. Cosculluela en cita (227).
(2 4 9).- Asl lo consideran tambiên los Profesores Prada y 
Yanes de la Universidad de la Laguna, donde despuês de exponer/ 
los très antecedentes legislatives "mâs directes" del sistema - 
de Régimen Provisional de Autonomia (el de Sicilia, anterior a 
la Constituciôn italiana y recogido en un Estatuto; el Catalân/ 
de 1931 ; y el portugués que supone la concesiôn de un régimen - 
provisional de autonomia por la propia Constituciôn) llegan a - 
anâloga conclusiôn: "la adopciôn de determinadas técnicas de - 
concesiôn de autonomia provisional puede dar lugar a que la la­
bor de las Constituyéntes en materia de autonomia regional sea/ 
condicionada pollticamente por disposiciones de ôrganos cuya re 
presentatividad democrâtica es fâcilmente eue s ti onable". Ver - 
"Los reglmenes autonômicos provisionales", ob. cit., pâg. 639.
(2 5 0).- Ver S. MUfïOZ MACHADO: Derecho Pdblico de las Comu­
nidades Autônomas, ob. cit., pâg. 115.
(2 5 1).- Asl lo entendemos por lo menos P. SANTOLAYA y yo 
en nuestro trabajo sobre esta cuestiôn especlfica: "Considéra—  
ciones sobre las f inalidades del Estado autonômico ccsno institu 
ciôn", ob. cit.
(2 5 2).- S. MUNOZ MACHADO: "Derecho Pdblico de las Comuni­
dades Autônomas, ob. cit., pâg. 114.
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(253).- En realidad, la organizaciôn de estos entes pre auto 
n&nicos es al go mâs ccmpleja y divers a de una Canunidad a otra, - 
ver para el estudio de este punto L. VANDELLI; "El ordenamiento... 
ob. cit., pâg. 101-111 (el ôrgano colegiado fundamental, el ôrga- 
no colegiado restringido, miembros del ôrgano colegiado fundamen­
tal con competencias propias, Présidente, Vicepresidente, Sécréta 
rio...).
(254).- Sobre esta cuestiôn de las Comisiones de transferen 
cia Diputaciones Provinciaies-Comunidad Autônoma y el mimetismo - 
respecte del caso catalân, vêase S. MUÎIOZ MACHADO: Derecho Pdbli­
co de las Comunidades Autônomas, ob. cit, pâg. 117.
(255).- Vêase S. MUROZ MACHADO: "Tipologla y mapa de los en 
tes preautonômicos" en Derecho Pdblico de las Comunidades Autôno- 
mas, ob. cit., pâg. 118. Las referencias al ôrden del proceso de 
este Real Deereto-ley y a las razones de decidir, estan tomadas, 
como en los casos anteriores, de la conferencia del Sr. Coscullue 
la (ver cita 227).
(256).- Vêase J. GARCIA FERNANDEZ: "Notas sobre la iniciat^ 
va del proceso autonômico de la provincia de Madrid" en Revista - 
de Polltica Ccmtparada, ns 7 , pâg. 181-197.
(2 5 7).- Informe de la Comisiôn de Expertos sobre autonomlas. 
ob. cit., pâg. 8 y 9 (introducciôn).
(2 5 8).- Informe de la Comisiôn de Expertos sobre Autonomia, 
ob. cit., pâg. 10.
(2 5 9).- Informe de la Comisiôn de Expertos sobre Autonomia, 
ob. cit.,"articulaciôn de las propuestas ", pâg. 39 y ss.
(260).- F. Javier GARCIA ROCA y P. SANTOLAYA: "La asigna—  
ciôn de competencias en el Estatuto Vasco de Autonomia", ob. cit., 
apêndice titulado "Algunas consideraciones sobre la incidencia - 
del Proyecto de LOAPA en el sistema de competencias estatutaria- 
mente asumidas".
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(261).- Ver Acùerdos Autonômicos firmados por el Gobierno de 
la Naciôn y el Partido Socialista Obrero Espahol el 31 de julio de 
1981, CEC, Madrid 1981, colecciôn Informes, pâg. 15-37. "Acuerdos/ 
politico administrativos", un comentario del contenido de los mis- 
mos puede encontrarse en el trabajo de uno de los miembros de la - 
"Comisiôn Enterria", Santiago MUROZ MACHADO: "El principio disposi 
tivo en materia de autonomlas y los Pactos autonômicos de 31 de ju 
lio de 1981" en Derecho Pdblico de las Comunidades Autônomas. obra 
citada, pâg. 139 y ss.. En un sentido radicalmente distinto Gumer 
sindo TRUJILLO: LOAPA y Constituciôn, Publicaciones del Gobierno - 
Vasco, 1982 y los dos pequehos, pero enjundiosos articulos de Je—  
sûs LEGUINA: "Constituciôn, Comunidades Autônomas y LOAPA" (I y II) 
en El Pals, 5 y 7 de junio de 1982, pâg. 22 y 14 respectivamente.
(262).-'Acuerdos Autonômicos firmados por el Gobierno de la/ 
Naciôn y el Partido Sociedista Obrero Espahol el 31 de julio de - 
1981, ob. cit., pâg. 15 y ss.: "mapa autonômico".
(263).- Acuerdos Autonômicos firmados por el Gobierno de la 
Naciôn y el Partido Socialista Obrero Espahol el 31 de julio de - 
1981, ob. cit., pâg. 18 y 19: "elaboraciôn y tramitaciôn de los Es 
tatutos".
(264).- Acuerdos Autonômicos firmados por el Gobierno de la 
Naciôn y el Partido SocigüLista Obrero Espahol el 31 de julio de - 
1981, ob. cit., pâg. 19 y ss. : "competencias".
(265).- Acuerdos Autonômicos firmados por el Gobierno de la 
Naciôn y el Partido Socialista Obrero Espahol el 31 de julio de - 
1981, ob. cit., pâg. 21: "Asambleas de las Comunidades Autônomas".
(266).- Acuerdos Autonômicos firmados por el Gobierno de la 
Naciôn y el Partido Socialista Obrero Espahol el 31 de julio de - 
1981, ob. cit., pâg. 23: "Funcionamiento de las Asambleas'.' La - -
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prohibiciôn de disoluciôn de la Asamblea por el Consejo de Go­
bierno, viene recogida en la pâgina 25, con la ûnica excepciôn 
de la imposibilidad de la Asamblea electa de nombrar Présiden­
te de la Comunidad en el plazo de dos meses.
(267).“ Me refiero a E.GARCIA DE ENTERRIA: La ejecuciôn/ 
autonômica de la legislaciôn del Estado, Civitas, Madrid, 1983.
(268).- Aunque el autor no se pronuncia expresamente so­
bre esta lectura del modelo como federalismo de ejecuciôn - - 
(Vollzugfôderalismus), asl parece deducirse de su interés por 
la cuestiôn y de su consideraciôn del tema como "rasgo mâs re­
levante del federalismo europeo frente a otros" (E.GARCIA DE - 
ENTERRIA: La ejecuciôn autonômica de la legislaciôn del Estado, 
ob. cit., pâg% 18); por lo demâs el mismo autor afirma que ad- 
mite lo polêmico de sus opiniones (pâg. 1 8).
(269).- Vid. GARCIA DE ENTERRIA: La ejecuciôn autonômica 
de la legislaciôn del Estado, obra citada, pâg. 35: "El proble 
ma general de la disociaciôn organizativa entre formulaciôn de 
la norma y su ejecuciôn. La posibilidad técnica de la autono—  
mla ejecutiva.."
(270).- Veâse GARCIA DE ENTERRIA: La ejecuciôn autonômi­
ca de la legislaciôn del Estado, ob. cit. "El problema del po 
der de supervisiôn del Estado sobre la ejecuciôn autonômica de 
sus normas" (pâg. 83-108), su polêmica interpretativa del - - 
"respaldo de la conclusiôn en la Jurisprudencia Constitucional" 
(pâg. 117 y ss.), de la extensiôn de estos poderes (pâg. 131)
y de sus instrumentes (pâg. 149) y en especial lo que el autor 
llama la "desdramatizaciôn" de la intervenciôn federal o con—  
trol orgânico del artlculo 155 de la Constituciôn, que entien- 
do muy peligroso.
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( 2 7 1 ) Acuerdos Autonômicoa firmados por el Gobierno 
de la Nacidn y el Fartido Socialista Obrero Bspaflol el 31 de 
julio de 1981, ob. cit., pAg. 26 y ss.; "Cuestiones relati—  
vas a las Comunidades Autônomas y a las Dif>utaciones Provin­
ciales”. Vêase también el tltulo II del Proyecto de LOAPA: - 
Comunidades Autônomas y Diputaciones Provinciales.
(2 7 2).- Esta necesidad de flexionar la organizaciôn - 
provincial, segûn las necesidades de cada regiôn, pese a lo 
reglamentarista y uniformizador de la regulaciôn constitucio 
nal, es admitida incluso por uno de los miembros de la Comi- 
siôn Enterrla, vêase M. SANCHEZ MORON; "Las Comunidades Autô 
nomas y las provincias (comentario a la Sentencia del Tribu­
nal Constitucional sobre la ley de transferencias de las Di­
putaciones Catalanas a la Generalidad)” en REDA, ns 3 2, - - 
1982, pâg. 867-878.
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(273).- Acuerdos Autonémicos firmados por el Gobierno de 
la Naciôn. y el Partido Socialista Obrero Bspaflol el 31 de julio - 
de 1.981, ob. cit. pAg, 29 y ss. : "Comisiones de transferencia".
(274).- Las leyes orgânicas por las que se aprueban estos 
Estatutos de Autonomie cronolôgicamente ordenadas son respectiva- 
mente Pais Vasco, Ley Orgânica 3/l979 de i8 de diciembre; Catalu- 
fla, Ley Orgânica 4/l979 de i8 de diciembre; Galicia, Ley Orgânica 
1 /1 9 8 1 de 6 de abril; Andalucia,Ley Orgânica 6 /1 9 8 1 de 30 de diciem 
bee; Cantabria, Ley Orgânica 8/198i de 30 de diciembre; La Rioja , 
Ley Orgânica 3/l982 de 9 de junio; Murcia, Ley Orgânica 4/1982, de 
9 de junio; Comunidad Valenciana, Ley Orgânica 5/l982 de 1 de ju—  
lio; Aragdn, Ley Orgânica 8/ 1982 de iO de agosto; Castilla-La Man­
cha, Ley Orgânica 9/1982 de 1O de agosto; Canarias, Ley Orgânica
10 /1 9 8 2 de 1O de agostor Navarra, Ley Orgânica i3/l982 de lOde 
agosto; Extremadura, Ley Orgânica l/l983 de 25 de febrero; Baléares 
Ley Orgânica 2 /1 9 8 3 de 25 de febrero; Madrid, Ley Orgânica 3/l983 
de 25 de febrero; Castilla-Leôn, Ley Orgânica 4/l983 de 25 de febre 
ro, complementada por la Ley Orgânica 5/l983 de 1 de mayo por la 
que se aplica el art. 144 c a la provincia de Segovia.
(2 7 5).- Entre estas denominaciones de los ôrganos asamblea
rios: Junta General (artlculo 23 del Estatuto de Asturias) ; Asam­
ble Regional (artlculo 9 del Estatuto de Cantabria); Diputaciôn - 
General (artlculo i7 del Estatuto de la Rioja); Asamblea Regional 
(artlculo 21 del Estatuto de Murcia); Cortes Valencianas (articu­
le 1O del Estatuto de Valencia); Cortes de Aragôn (articule 12 del
Estatuto de Aragôn); Certes de Castilla-La Mancha (articule 9 del
Estatuto de Castilla-la Mancha); Parlamento (artlculo 8 del Esta—  
tuto de Canarias); Parlamento o Cartes de Navarra(artlculo 11 del 
Estatuto de Navarra); Asamb le a de Estremadura (articule 20 del Es­
tatuto de Extremadura); Parlamento (articule 19 del Estatuto de —
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Baléares); Asamblea de Madrid( artlculo 9 del Estatuto de Madrid).
(276),- Tomando como ejemplo el Estatuto asturiano para - 
demostrar las afirmaciones que se realizan en el cuerpo de la te- 
sis en materia de sistema parlamentario; un période de sesiones - 
reducido de cuatro me ses al aflo (artlculo 27); inexistencia de —  
disoluciôn de la Asamblea por el Ejecutivo salve en el supuesto - 
de imposibilidad de elecciôn de un Présidente del Principado (ar­
ticule 32, l); un consejo de gobiemo que "no excederâ de diez" - 
miembros ademâs del Présidente (artlculo 33,3); mociôn de censura 
constructive a propuesta de un quince por ciento de los miembros 
de la Asamblea (artlculo 35,2); inviolabilidad de los miembros de 
la Asamblea por las opiniones manifestadas en actes parlamentarios 
y por los votes, fuero especial ante el Tribunal Superior de Jus- 
ticia de la cômunidad por délites cometidos en el territorio de - 
Asturias, ausencia de inmunidad o suplicatorio ante las Câmaras - 
(artlculo 26,2), etc.
(277).- Sobre la incidencia de las Comisiones sectoriales 
en la labor de las Comisiones mixtas de transferencia, si bien no 
se plantea una total sustituciôn^como parece recomendar el Infor­
me Enterrla, sino unas propuestas de las Comisiones relacionadas - 
por sectores de materias que "deben ser ratificadas" por las Co—  
misiones mixtas bilatérales ; Disposiciôn Transitoria euarta 49 - 
(Estatuto de Asturias); Disposiciôn Transitoria séptima, pârrafo 
tercero (Estatuto de Cantabria); Disposiciôn Transitoria octava , 
pârrafo quinto (Estatuto de la Rioja); Disposiciôn Transitoria - 
quinta, pârrafo cuarto (Estatuto de Murcia); Disposiciôn Transite 
ria cuarta, pârrafo tercero (Estatuto de la Comunidad Valenciana); 
Disposiciôn Transitoria sexta, pârrafo tercero (Estatuto de Aragôn) 
Disposiciôn Transitoria quinta, pârrafo segundo (Estatuto de Cas—  
tilla-la Mancha); Disposiciôn Transitoria 49 i pârrafo segundo (Es^  
tatuto de Extremadura); Disposiciôn Transitoria cuarta,pârrafo —
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cuarto (Estatuto de Baléares); Disposiciôn Transitoria segunda, 
pârrafo quinto (Estatuto de Madrid); todos estos preceptos repro 
ducen clâusulas anâlogas incluso con redacciones muy similares.
Esta referenda al papel de las Comisiones sectoriales no apare- 
ce s in embargo en lajbey Orgânica de reintegracion y ame joramien- 
to del Fuero de Navarra.
(2 7 8).- E. GARCIA DE ENTERRIA : yLa primacla normativa - 
del tltulo VIII de la Constituciôn. Introducciôn al estudio del 
artlculo 149", ob. cit. pâg. 289; los subrayados del texto son - 
mlos.
(2 7 9).- Vid. E. GARCIA DE ENTERRIA : La ejecuciôn autonô- 
mica de la legislaciôn del Estado, ob, cit.
(2 8 0),- Anâlogas preguntas sobre la naturaleza jurldica - 
de estos acuerdos se plantea Luciano VANDELLI : El ordenamiento - 
espaflol de las Comunidades Autônomas. ob, cit. pâg. 406 y en gene 
ral 381 y ss ("hacia la armonizaciôn del sistema").
(2 8 1).- "Informe Enterrla ", ob. cit. pâg. 39 y ss.
(2 8 2).- Véase RESCIGNO, Giuseppe Ugo ; Le Convenzione Cons- 
tituzionali. Padova, CEDAM, 1972. No obstante, la cuestiôn no resuj^  
ta paclfica como puede entenderse de la lectura del cuerpo de la 
tesis, pues la doctrine discrepa sobre el carâcter o no de normas 
jurldicas de estas Convencicnes y sobre sus diferencias con las - 
costumbres Constitucionales y las normas de la correcciôn consti­
tucional. En cualquier casoycinéndonos a los ordenamiento continen 
taies y dejando aï margen los ordenamientos anglosajones,vêase - 
ademâs Pablo LUCAS VERDU: "N ormat iv id ad y sociedad en el Derecho - 
Constitucional consuetudinario" en Curso de Derecho Politico,Vol.II 
ob. cit. pâg. 495 y ss,Carlo LAVAO^A : "Altre fonti di diritto co^ 
tituzionale" en Istituziones di Diritto Pubblico, obra citada, pâg
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229 y ss.; Enrico ' SPA®A MUSSO : "Fonti del Diritto e Costituzio 
ne" en Diritto Costituzicnali. obra citada, pâg. 121; y la mono—  
grafla de G. TREVES; "Convenzioni Costituzionali" en Enciclopedia 
del Diritto, Milân, Giuffré vol. X, 1962, pâg. 524.
(2 8 3).- Un resumen de las caracteristicas que entiende - 
Rescigno delimitan globalmente a las Convenciones, como conclusiôn 
de su trabajo monogrâfico puede verse en G.U. RESCIGJITO : "Quadro 
riassuntivo delie caratteristiche delie Convenzioni" en Le Conven­
zioni costituzionali, obra citada, pâg. 166-171 .
(2 8 4).- Vid. Luciano VANDELLI : El ordenamiento espaflol - 
de las Comunidades Autônomas, ob. cit.,pâg. 410
(2 8 5).- Véase Disposiciôn Transitoria segunda del Estatuto 
vasco; Disposiciôn Transitoria 3,2 del Estatuto catalân; Disposi—  
ciôn Transitoria cuarta del Estatuto gallego; Dispôsiciôn Transi­
toria segunda del Estatuto andaluz. Con esta»Comunidades autônomas 
del artlculo i5l y la Disposiciôn Transitoria segunda de la Cons­
tituciôn Espaflola no hacla sino seguirse el ejemplo catalan de —  
transferencias de la II Repûblica, que el Informe Enterrla viene
a criti: car.
(2 8 6).- Véase F. Javier GARCIA ROCA y P. SANTOLAYA : "Al- 
gunas consideraciones sobre la incidencia del Proyecto de LOAPA - 
en el sistema de competencies estatutariamente asumido" apéndice 
al artCculo "La asignaciôn de competencies en el Estatuto Vasco - 
de Autonomie" en Cornentarios al Estatuto Vasco de Autonomie,obra 
citada.
(287).- Vid. F.J. GARCIA ROCA y P. SANTOLAYA : Ibidem. La 
idea bâsica proviene de los agudos articules de Jesûs LEGUI/JA : 
"Constituciôn, Comunidades autônomas, y LOfA",ob. cit.
(288).- Véase por ejemplo para el estudio del efecto uni- 
formador de la legislaciôn autonômica producido por la copia o la
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simple imitaciôn, Arthur W.MACI-IAHON; Administering federalism in 
a Democracy, ob. cit., especialmente pâg. 1434 y ss.: "Informai/ 
copying and the formed dratting of models", "Imitativeness: Its 
Role and Its Risks", "Institutional Aids to Uniformity in Cer—  
tain Fields".
(289).- Véase entre otros: Juan José SOLOZABAL ECHEVARRIA: 
El primer nacionalismo vasco, Haramburu Editor, San Sebastian - 
1979; Javier CORCUERA: Orlgenes, ideologla y organizaciôn del - 
nacionalismo vasco 1876-1904, siglo XXI, Madrid 1979: Jordi SOLE 
TURA: Catalanismo y Révolueiôn burguesa, Edicusa, Madrid 1970; - 
respecto del caso gallego,orlgenes y organizaciôn , la tesis - 
doctoral del profesor de la Universidad de Santiago, Ramôn Malz, 
de prôxima publicaciôn.
(290).- De nuevo me remito a los trabajos de Bartolomé CLA 
VERO aludidos en el capltulo anterior y publicados conjuntamen- 
te; El Côdigo y el Fuero. De la cuestiôn regional en la Bs^ema - 
contemporânea,siglo XXI, Madrid 1982. Esta relevancia de los ele 
mentos historicistas en la Constituciôn espaflola ha' sido desta- 
cada;,entre otros,por Antonio EMBIO IRUJO: "Algunas reflexiones/ 
sobre el hecho regional: la ideologla del sistema, los problemas 
de la COTipetencia y la polémica sobre la generalizaciôn de la po 
testad legislative regional" en Estudios sobre la Constituciôn - 
Espaflola, WAA, ob. cit., pâg. 307-321 .
(291).- Cfr. B. CLAVERO: ob. cit. ; Pablo LUCAS VERDU ("Pe- 
netraciôn de la historicidad en el Derecho Constitucional espa—  
flol. El art. 149.1.8 y la Disposiciôn Adicional primera de la - 
Constituciôn", ejemplar mecanografiado al que he tenido acceso)/ 
ha criticado algunas de las afirmaciones realizadas por CLAVERO, 
recordando: a) la importancia del concepto de Constituciôn hist6 
rica, que no se identifica necesarlamente con las ideas del pen-
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samiento reaccionario francês. b) la incidencia de la historié en 
las ideologlas y de éstas en toda norma constitucional, c) la in- 
suficiencia del concepto racionad normativo de Constituciôn, que 
necesita ser completado por el Derecho Constitucional consuetudi­
nario, d) el retorno del iusnaturalisme o de la axiologla inmanen 
te a todo positivisme flexible, que se produce en Bonn tras los - 
horrores de la guerra mundial y que nuestra norma suprema recoge. 
Estas matizaciones creo que tienen un gran interês y que incluse/ 
son CŒitplementarias de lo que en el cuerpo de la tesis se sostie- 
nen, pero entiende que no desvirtûan la afirmaciôn bâsica de es­
te trabajo; conviene distinguir elementos histôricos de têcnicas/ 
jurldicas forales y dentro de éstas, têcnicas de Derecho privado/ 
de têcnicas de Derecho püblico; son éstas ûltimas las que a mi - 
juicio pueden’producir peligrosas disfuncionalidades en un siste­
ma constitucional moderne, como creo que demuestran los dos ejem— 
plos que en el cuerpo de la tesis aduzco.
(292).- Véase Gregorio MONREAL: Eas instituciones pdblicas/ 
del seflorlo de Vizcaya hasta el siglo XVIII, Bilbao 1974 y espe^—  
cialmente Evoluciôn histôrica del poder politico vasco, WAA, se­
parata.
(293).- En este sentido la intervenciôn del Sr. Arzalluz - 
(Grupo parlamentario vasco, PNV), en el Debate General C.A.C.L.P. 
Congreso, 5 de mayo de 1978, pâg. 2063 y ss. Diario de Sesiones.- 
Sobre el carâcter forai de las competencias en materia de educa—  
ciôn y policla (ccsno hay que admitir es el tenor literal de los - 
artlculos 16 y 17 del Estatuto Vasco) insistiô Ignacio M» de LO—  
JENCIO en las I Jornadas de Estudio del Estatuto de Autoncanla del 
Pals Veisco (noviembre de 1982), aunque sin precisar las consecuen 
cias que se derivan de ese carâcter.
(294).- Véase Jesûs LBGÜINA: "Los Territorios histôricos - 
vascos: poderes normativos y conflictos de competencia" en REDC - 
ns 3 CEO, Madrid 1981, pâg. 63-93. Bâsicamente sostiene: que no -
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cabe un recurso directe ante esta Comisiôn de arbitraje contra 
leyes del Parlamento vasco; que se excluye también de la compe 
tencia de esta Comisiôn del artlculo 39 los conflictos entre ôr 
ganos de Administréeiôn de Justicia; que es en cambio viable un 
control previo por esta Ccmisiôn de los Proyectos legislativos/ 
que pudieran afectar a las competencies reservadas a los Terri­
tories Histôricos; que algunas de las competencies de los Terr^ 
torios Histôricos calificadas como exclusives en el artlculo - 
37.3 son en realidad compartidas; que en definitive estamos an­
te un ôrgano administrative, pero de naturaleza jurisdiccional; 
y que el control de los actes administratives de los ôrganos de 
la Comunidad autôncma por esta Comisiôn puede ser ex post inva- 
lidcinte si asl lo de se a la ley que venge a re gui aria. Conclùsio 
nés todas elles a mi juicio impecables desde la ôptica de la lô 
gica jurldica. Véase también el artlculo de R. MARTIN MATEO: -
"Administraciôn autonômica en Euskadi" en RAF, enero-abril 1980, 
na 91, pâg. 75-106.
(295).- Véase Jesûs LEGUINA: "Los territories histôricos/ 
vascos: poderes normativos y conflictos de competencia", ob. cit.
(296).- Sobre el juego de este "principle de conformidad/ 
funcioneil" como cri ter io interpre tador, ver J.GOMES CANOTILHO:
"Os principles da interpretaçâo da constituçâo; a medida da con 
formidade funcional" en Direito Constitucional, 2 ediçao. Livra 
ria Almedina, Coimbra 1980, pâg. 265.
(297).- Sobre la naturaleza y contenido de las normas es- 
tatutarias véase J. TORNOS MAS: "Los Estatutos de las Comunida­
des Autônomas en el Ordenamiento jurldico espaflol" en RAF, ene- 
ro-abril 1 9 8 0, nS 9 1, pâg. 125-169, aunque por la fecha (ante—  
rior a los Acuerdos de julio de 198l) no se plantea el caso de 
Navarra.
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(298).- Véase S. MUSOZ MACHADO: "Derecho Pûblico de las Co­
munidades Autônanas", ob. cit., pâg. 276 y ss. "La via llamada - 
de amejoramiento del Fuero", la cita del cuerpo de la tesis es - 
de pâg. 279.
(299).- Véase MUfJOZ MACHADO: ob. cit.
(300).- La frase "de acuerdo con lo expuesto a lo largo de 
esta tesis" es en esta ocasiôn algo mâs que una clâusula de esti 
lo. En efecto, lo que en esta Secciôn pretendo es poner en ccmân 
los distintos elementos explicados en el cuerpo de la tesis, pa­
ra afrontar la calificaciôn de la forma estatal espaflola. Creo - 
que ello me dispensa de hacer mayores referencias doctrinales o 
de apoyar con mayores argumentaciones, afirmaciones que han sido 
explicadas en.pâginas anteriores, todo ello en bénéficié de una/ 
lectura de slntesis ("formai").
(301).- Véase Gumersindo TRUJILLO: "Fédéralisme y régiona­
lisme en la Constituciôn espaflola de 1978: el Estado federo-re—  
gional" en Fédéralisme y regionalismo, WAA, obra citada, pâg. - 
13-51 ; también en "Un Estado federo-regional (consideraciones - 
sobre la forma territorial del Estado, segûn el proyecto de Cens 
tituciôn aprobado por la Câmara baja del Parlamento espaflol)" en 
Las Experiencigis del proceso politico constitucional en México y 
Espafla, UNAM México 1979; véase igualmente, del mismo autor, el 
ccanentario a este precepto (artlculo 151.2) en la obra colectiva 
Constituciôn espaflola ediciôn comentada, CEC, Madrid 1979, pâg. 
275-337 y antes en "La regionalizaciôn del Estado" Estudios so­
bre el Proyecto de Constituciôn, CEC, obra colectiva.
(302).- Esta référéncia al poder condicionante la tomo de 
Gumersindo TRUJILLO: "LOAPA y Constituciôn", ob. cit., pâg. 26.
(303).- He estudiado el tema de las caracteristicas del - 
sistema de distribuciôn de competencies, con mâs detalles y ma-
-yores referencias bibliogrâficas en mis artlculos en colabora- 
ciôn con P. SANTOLAYA: "Significado y alcance de la clâusula - 
residual" y "La asignaciôn de competencies en el Estatuto Vas­
co de Autonomie", ambos anteriormente citados.
(304).- Expongo estos argumentos que aqui no desarrolio 
en P.J. GARCIA ROCA y P. SANTOLAYA: "Significado y alcance de 
la clâusula residual ", ob. cit. Luis COSCULLUELA califica tam­
bién la clâusula residual del artlculo 149.3 como "cuasi fede- 
ralizante" ("La determinaciôn constitucional de las compe ten—  
cias de las Comunidades Autônomas" en RAP ns 89, 1979, pâg.7). 
Asl lo entienden también T.R.FERNANDEZ: "El sistema de distri­
buciôn de competencies entre el Estado y las Comunidades Autô­
nomas" en Revista de Estudios de la Vida Local, 200, 1979, pâg. 
14 y ss. y Luciano PAREJO: La preevalencia del Derecho estatal 
sobre las Comunidades Autônomas, obra citada, pâg. 76. No obs­
tante, GARCIA DE ENTERRIA ("La primacla normativa del tltulo - 
VIII de la Constituciôn", obra citada, pâg. 294, cita 53) mani 
fiesta algunas objeciones a esta conclusiôn, que no desarrolla 
hesta la apariciôn de su libro sobre el artlculo 149.
(305).- Leopoldo TOLIVAR ALAS: El control del Estado so­
bre" las Comunidades Autônomas, lEAL, Madrid, 1981, con une am- 
plia bibliogrâfla sobre la cuestiôn en pâg. 241-248.
(306).- Cfr. GARCIA DE ENTERRIA: La ejecuciôn autonômica 
de "a legislaciôn del Estado, ob. cit., pâg. 163 y ss. La in—  
fluencia germânica en esta elaboraciôn résulta évidente en la 
obra,por la bibliogrâfla empleada y el esquema seguido en la - 
redacciôn.
(307).- Entre los defensores ûltimamente de la inconpati 
bilidad entre las categorlas de Estado federal y regional, Ig­
nacio de OTTO y PAEDO: "La preevalencia del Derecho estatal so 
bre el regional, en Revista espaflola de Derecho Constitucional, 
CEC, ns 2, 1981, pâg. 57-93. Exactamente en la pâgina 58 afir­
ma: "las e structuras jurldicas del Estado federeil y del Estado
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regional son radicalmente distintas y la aplicaciôn a éste de - 
conceptos nacidos de aquél sôlo puede conducir a resuitados in­
correct os Mâs adelante "hay, una radical diferencia en el mo­
do de articulaciôn interna de los ordenamientos, porque en un - 
caso se opera con el concepto de autonomie y en el otro con el 
de soberanla" (pâg. 59). En definitive,sostiene que la segunda/ 
intenciôn del artlculo es evidenciar«u.ncompatibilidad.
(308).- Véanse las referencias bibliogrâficas de los nûme 
ros 301 y 302.
(309).- Véase GARCIA DE ENTERRIA: "La primacla normativa/ 
del tltulo VIII de la Constituciôn", ob. cit., pâg. 289.
(310).- La misma duda se plantea G. TRUJILLO: "LOAPA y - 
Constituciôn,' ob. cit., pâg. 27.
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NOTA p r e v i a  a l a s CŒICLUSIOHEo , Y JUGTIFICACIOii DE LA
AUSENCIA DE UN REPERTORIO DE BIBLIQGRAFIA
Dado el carâcter de slntesis formai de este estudio 
y el hecho de que,por su mismo objeto, haya tenido que plantearme 
numérosas "cuestiones previas" a la calificaciôn de la forma te—
rritorial del Estado espanol, me parece conveniente incluir, a -
modo de conclusiones, un resümen especifico del contenido de la -
tesis que facilite su lectura y sistematizaciôn,mâs que unas es—
trictas "conclusiones", necesarlamente innovadoras y originales^- 
en el sentido habituai en el que se emplea la expresiôn en la —  
tradiciôn académica.
Anâlogas razones, me llevan a no incluir un reperto 
rio de bibliografia sobre federalismo,regionalismo,historia del - 
constitucionalismo espanol en estas cuestiones y Comunidades Autô 
nomas; repertorio que por sus caracteristicas y falta de exhaust^ 
vidad, entiendo que carecerla de interés. Para consultar la bi-—  
bliografla que he manejado, me remito a las notas facilitadas al 
final de cada capitule.
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C O N C L U S  I G N E S
1 . Los orlgenes del estudio de las formas politicas, en cuan 
to formas de gobierno, se encuentran en los clâsicos del pensa—  
miento politico, entremezclândose consideraciones politicas, his- 
tôricas e incluso climâtolôgicas. Con la teoria del Estado alema- 
na del siglo XIX comienza a juridificarse su estudio, pero de la 
confusiôn de sus inicios se conserva la imposibilidad de alcanzar 
una clasificaciôn doctrinal cômun.
2. El concepto de forma politica arranca de la nociôn de for­
ma de la filosofia griega. Forma es "la unidad de sentido de un - 
ser manifestada como expresiôn", es decir, "lo que se ve", bien - 
merced a la visiôn ocular o intelectual. La nociôn cristiana de - 
forma, que parte de la griega, trata de compaginar las ideas de - 
unidad, orden y totalidad (unidad secundum quid), tendiendo a re- 
ducir a unidad lo plural. Pero ambas nociones coinciden en buscar 
un elemento configurador de la dinâmica politica que permita su 
visiôn.
3. Partiendo de las ideas de forma como unidad de sentido o - 
expresiôn y de forma politica como forma histôrica y dinâmica, so 
metida a permanente mutaciôn, cada una de las distintas comunida­
des politicas preestatales puede ordenarse en torno a un elemento 
configurador : verbi gratia el nomos en la polis, el ius en el 
Imperio Romano, el inescindible vinculo entre comunidad temporal 
y espiritual en la Civitas Chistiana, etc.
4. El elemento configurador de la comunidad estatal es el --
Derecho : el intento de sorneter la dinâmica politica a la razôn y 
por tanto al Derecho como instrumento pacificc de resoluciôn de - 
conflictos. El Estado en sus distintas formas (moderno,contemporâ
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neo, liberal, totalitario, socialista ...) indica el intento de 
couversiôn de la comunidad politica en forma juridica.
5. Este proceso culmina con la obra de Hans Kelsen que produ 
ce una relative desfiguraciôn del Estado (al reducirlo a su as—  
pecto de Ordenamiento juridico), lo que unido a la superaciôn —  
del concepto de forma politica por otros conceptos mâs modernes 
(forma histôrica, organizaciôn,estructura, configuraciôn estatal) 
lleva a ccnfundir los conceptos de forma politica y forma juridi^ 
ca. Una forma politica es una estructura estatal o preestatal, - 
en cambio, una forma juridica no es sino un elemento de esa es—  
tructura: el relative a la ordenaciôn del Estado como Ordenamien 
to juridico y a la regulaciôn del sistema de fuentes de produc—  
ciôn del Derecho,
6 . Este supuesto, dentro de los Estados democrâtico-plurali^ 
tas el criterio juridico mâs significative de distinciôn de la - 
estructuraciôn de los elementos constitutives del Estado es la - 
distribuciôn territorial del poder. Por eso conviene reservar la 
denominaciôn de forma de Estado en sentido estricto (dentro de - 
esta amplia forma politica o estructura estatal democrâtico-plu- 
ralista) para referirse a la descentralizaciôn politica. Pero 
para no inducir a error con otros criterios juridicos de forma - 
de Estado, conviene calificar el término como "territorial", —  
asi pues : forma territorial del Estado.
7. La opciôn terminolôgica de forma territorial del Estado - 
se justifica ademâs por las siguientes razones :
- supone incluir como objeto de estudio sôlo los elementos técni 
co-juridico5 tal y como es propio de la ôptica normativo institu- 
cional,
- no obstante, su validez global, se salva entendiéndola como un 
elemento de una estructura organizativa con aspectos ideolôgicos
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econômicos,sociolôgicos,etc. que escapan de las posibilidades —  
siyio de concxrimiento, si de estudio cientifico del iuspublicista.
- el concepto "organizaciôn*' implica en cambio un estudio socio- 
lôgico como résulta de la obra de Heller, y el de "ordenaciôn" - 
se reduce a un anâlisis normativo que olvida importantes vertien 
tes institucionales del Derecho, por ejemplo la autonomia insti- 
tucional. Ambos términos suponen objetos de estudio distintos —  
del que aqui se realiza.
8 . Con Lucas Verdû podemos clasificar c onvenc i on a1ment e las- 
formas politicas o estructuras estatales en :
- tipos de Estado.
- formas territoriales de Estado.
- formas de Gobierno.
- sistemas de Gobierno.
- Regimenes politicos.
Los "tipos de Estado" estudian las distintas concreciones 
empiricas de Estado acaecidos en la Historia (Estado absolute, l_i 
beral, etc.) o bien, de acuerdo con la metodologia marxista, —  
otros tantes "modes de produceiôn" (despôtico,feudal,capitaliste) 
c apaces de asimilar las transformaciones de la articulaciôn de - 
lo econômico y lo politico.
Las formas territoriales de Estado atienden a la distri­
buciôn territorial del poder y a la posible composiciôn de im —  
Ordenamiento juridico estatal por varies subordenamientos terri­
toriales meneres (Estado centralizado,Estado descentralizado ad- 
ministrativamente,Estado descentralizado politicamente en sus 
distintas subespecies).
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Las formas de Gobierno designan el nûmero de gobernantes 
situados en el vértice del Estado (Monarquia/Directorio) y su - 
mecanismo de designaciôn (monarquico y hereditario o replublica 
no y elective).
Los-sistemas de Gobierno atienden a las relaciones inter- 
orgânicas entre Gobierno y Parlamento como principales elaborado 
res de la funciôn de gobierno : sistema de contrôles,responsabi- 
lidad politica, etc. (sistemas presidencialistas; de pari imenta- 
rismo clâsico, tasado o racionalizado, hibrido...) Y por ûltimo :
Los regimenes politicos se refieren no a factores institu 
cionales y organizativos como los sistemas, sino que ponen el —  
énfasis en la ideologia que transporta el indirizzo politico ge­
neral del Estado (autoritario,liberal,democrâtico,pluraliste, so- 
cialismo real, etc.)
La ventaja del método analitico seguido en esta clasifica 
ciôn es que permite descomponer cada epigrafe en numerosos sub—  
grupos, para lograr una mejor comprensiôn de una misma realidad 
estatal,primando las finalidades hermanéuticas sobre las estric- 
tamente sistemâticas.
9. Una clasificaciôn empirica y actual de las formas territo­
riales del Estado c ont e mpor âne as debe circunscribirse al estudio 
de Estado unitario, Estado regional y Estado federal, con sus di£ 
tintas especies e interrelaciones. No obstante, como antecedentes 
histôricos existen diferentes tipos de Uniones de Estados o Esta- 
dos compuestos : Uniones personales, Uniones reales. Confédéré—  
ciones de Estados y Uniones de limites imprecisos como son la - 
Commomwealth britânica y la Uniôn francesa o Comunidad. Como an- 
tecedente directo de las formas territoriales de Estado contempo 
râneas la mâs importante es la Confederaciôn, pues numerosos Es- 
tados federales provienen de la lenta evoluciôn histôrica de an-
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tiguas Confederaciones.
10. Por Confederacion de Estados debe entenderse una uniôn —  
permanente de verdaderos Estados soberanos e independientes, con^ 
titudia mediante un pacto de Derecho Internacional y con algunos 
ôrganos comunes, fund amen t aImen t e para la defensa del territorio 
de la Confederaciôn frente a agresiones exteriores, pero sin po- 
testades directes sobre los ciudadanos de cada Estado.Como tal - 
Uniôn de Estados es una forma inestable y transitoria de integra 
ciôn estatal y no posee mayores virtualidades organizadoras que- 
las de una alianza defensive.
11. El hecho de que la mayorla de los Estados federales pro—  
vengan de antiguas Confederaciones puede haber dejado esculpidos
rasgos relevantes en esta catégorie que pueden tener el mero ---
carâcter de residues histôricos discordantes con la lôgica juri­
dica. En efecto, la teoria tradicional del Estado federal se ela 
borô fundamentalmente en base a los ejemplos estadounidense, —  
del Imperio alemân y suizo (como arquetipos) y sôlo en un segun­
do momento tratô de aplicarse a los Estados federales provinien- 
tes de antiguos Estados unitarios con procesos de descentraliza­
ciôn. Hay que plantearse por tanto la validez de un tipo ideal de 
Estado federal en ningûn sitio existante y que no $e corresponde 
con los tipos empiricos existantes en la realidad constitucional.
12. Conviene por tanto relativizar y flexibilizar el concepto 
tradicional de Estado federal (estatalidad y soberania de las —  
Comunidades miembros;poderes constituyentes originarios ...) pa­
ra adaptarlo a la realidad constitucional. Veâmoslo :
13. Un Estado federal se utiliza para organizar grandes espa- 
cios,integrar naciones culturales en una sôla naciôn-Estado y —  
distribuir territorialmente el poder en un sistema vertical de -
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pesos y contrapesos. Puede servir, también como técnica de part_i 
cipaciôn, de realizaciôn del valor pluralismo y laboratorio- 
politico-administrativo.
14. Como estructura organizativa todo Estado federal posee un 
doble carâcter, es en algunos aspectos un Estado uniteirio (prin- 
cipio de unidad) y ccnstituye en otros un orden federative de - 
entes territoriales menores. Entre los mâs importantes elementos 
unitarios encontramos : la supremacla juridica de la federaciôn 
manifestada en las têcnicas de la jerarquia y/o la prevalencia,- 
los poderes de intervenciôn, ejecuciôn y vigilancia o supervi—  
siôn federales, los limites impuestos a la autonomie constitucio 
nal de las comunidades, etc. ; la unidad del Estado federal para 
el Derecho Internacional ; la unidad del territorio federal como 
âmbito espacial de vigencia del Ordenamiento federal, con los —  
limites y matizaciones constitucionalmente previstos ; la exis—  
tencia de una organizaciôn unitaria de la Administréeiôn federal 
en sus distintas variantes. Pero junto a estos elementos unita—  
rios encontramos otros federativos : una Constituciôn federal - 
escrita y rigida que establece un sistema de distribuciôn de corn 
petencias entre la federaciôn y las Comunidades miembros con arre 
glo a têcnicas muy diverses (competencies exclusives,compartidas, 
concurrentes, clâusula residual ....) ; un sistema de jurisdic—  
ciôn constitucional concentrado o difuso que garantice e inter—  
prete la distribuciôn de competencies realizada a nivel censtitu 
cional; unos mecanismos de participaciôn directe o indirect a de 
las Colectividades miembros en la forméeiôn de la voluntad de la 
federaciôn : oenado federal, iniciativa y ratificaciôn de la re­
forma constituciona, participaciôn en la designaciôn de determi- 
nados ôrganos (lobierno,Tribunal constitucional ...) etc. ; una 
autonomla constitucional de las colectividades miembros, someti- 
da a los limites impuestos en la Constituciôn federal.
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15. En gran medida, el estudio de los elementos federativos - 
del Estado federal se ha reconducidc tradicionalmente (espaci^l- 
mente en la dogmâtica alemana) al estudio de la atribuciôn de la 
soberanla , conduciéndo la cuestiôn a un callejôn sin salida y - 
produciéndose ademâs un debate estéril para la resoluciôn de los 
problemas actuales. Como la crltica americana del feQeralising - 
process a la teoria del Estado alemâna, ha puesto de manifiesto 
es menester variar el enfoque. Ahora bien, a mi juicio la so lu—  
ciôn no estâ tampoco en diluir la categoria jurldica del Estado 
federal en una consideraciôn politolôgica de proceso,"Comunidad". 
etc. (que en gran parte incurre en los mismos errores anteriores 
de esterilidad), sino en reconstruir la categoria jurldica del - 
Estado federal, de acuerdo con las profundas mutaciones acaeci—  
das en la misma y aproximândola a las nuevas realidades de los - 
Estados Unitarios con descentralizaciôn politica: regional, auto 
nômico ...
16. De todas las teorias sobre la naturaleza juridica del Es­
tado federal la que mejor puede cumplir esta funciôn de basamen- 
to para la ccnstrucciôn de la categoria es la que concibe al Es­
tado federal como forma avanzada de descentralizaciôn y otorga -
la soberania a la Constituciôn federal, entendiéndo la distin---
ciôn entre formas territoriales de Estado como graduaciones de - 
un mismo fenômeno juridico : la descentralizaciôn. Entre los de­
fensor es de esta postura de génesis kelseniana : Preuss, Kunz, -
Einseman, Dur and, Moushkeli, Mazziotti, Lavagna, etc. Esto su---
puesto al Estado federal séria el grado mâximo de los supuestos 
de descentralizaciôn parcial (conforme al principio de competea- 
cia y a la delegaciôn de la ejecuciôn) e imperfecta ( en cuanto 
sometida a contrôles jurisdiccionales).
17. Si analizamos histôricamente la soberemia como dogma juri
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dico podemos comprobar que es un concepto contingente e histôrico 
en el que prevalece lo politico sobre lo juridico. Es ademâs un - 
concepto nacionalista .(debajo del Estado soberano subyace el Esta 
do naciôn que es Estado absoluto y prolonga su politica mediante
la guerra) autoritario (que trata de concentrer el poder,para ---
atribuirselo a un sujeto politico o arrebatârselo a otro y no de 
distribuir lo, controleirlo y limiter lo cual es la funciôn de un —  
orden constitucional) y relativo o compeirativo, y que. si bien pu- 
do responder a las necesidades histôricas del siglo XVI francés - 
o de la Révolueiôn burguesa de 1.789 no se corresponde con la - - 
concrete circunstancia histôrica de finales del siglo XX : inte—  
greciôn internacional y descentralizaciôn politica como procesos 
interrelacionados.
Desde otro punto de vista, la atribuciôn de la soberanla a 
uno y otro sujeto y su origen o fundamento no ccnstituye un probl£ 
ma juridico sino politico, El contenido juridico de la soberanla 
es muy imprecise, no existe unanimidad doctrinal sobre si se trata 
de un nuevo poder fâctico (decisionismo), un derecho subjetivo o 
una capacidad juridica de la personalidad estatal: algunos autores 
incluse niegan la posibilidad de su definiciôn. Estamos mâs ante 
una nociôn politica difusa que ante una verdadera categoria juri­
dica; de buscar un criterio juridico para su sustituciôn habria - 
que recurrir al concepto de competencia; competencia dentro del - 
orden internacional y del ordenamiento interne. Icberano séria aa 
los Estados federales el que decide sobre la competencia de 
competencias, es decir, aquel que puede modifiear legitimamente - 
la distribuciôn de competencias, decisiôn que sôlo corresponde al 
poder constituyente federal, cuya expresiôn formai es la Constitu 
ciôn.
18. Por tanto la estatalidad y soberania de los Estados miembros
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es un residue histôrico que no encuentra justifieaciôn en la Icg^ 
ca juridica, y que continûa empleândose ad pompam vel ostentatio- 
nem.Algunas sentencias aisladas y espôradicas del Tribunal Supre­
mo federal norteamericano donde se sostiene, el residum of sove—  
reignty, no constituyen sino obiter dicta , confunden soberania - 
con competencia, y no afladen argumentos a la cuestiôn,
19. Desde sus inicios, pero especialmente después de 1.929 y -  
del reforzamiento de los poderes centrales producidos por las dos 
guerras mundiales, asi como por las necesidades intervencionistas 
del Welfare State, la generalidad de los Estados federales sopor- 
tan una tendencia al robustecimiento de los poderes de la federa­
ciôn, en parte en detrimento de las Comunidades miembros, que los 
aproxima a los Estados unitarios con descentralizaciôn politica y 
muy especialmente a los Estados régionales en un continuum de muy 
dificil deslinde juridico,
El estudio de los casos norteamericano y de la R.F.A. co—  
rrobora este fenômeno y evidencia : la sustituciôn del federalis­
mo dual en compartimentes estancos por un nuevo federalismo coope 
rativo; la pérdida de relevancia de los enfoques de soberanla en 
bénéficié de otras cuestiones de mayor importancia cuales son la 
coordinaciôn de las Administraciones pûblicas, la planificaciôn - 
regional y la financiaciôn. No es descabellado afirmar que la rea 
lidad constitucional parece demostrar la existencia de importan—
tes mutaciones en la propia esencia del vinculo federal.En el ---
otro extremo, el riesgo que plantea este nuevo federalismo coope- 
rativo y debe eludirse (en ese equilibrio de fuerzas que le Esta­
do federal supone) es la -de un mero federalismo de ejecuciôn, con 
unas Comunidades convertidas en "pensionistas de la federaciôn" y 
dedicadas a ejecutar "autônomamente" la legislaciôn federal, bajo 
la supervisiôn (menos garantista que la idea de control) de los -
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ôrganos de la federaciôn. De proseguir esa tendencia cabria plan 
tearse la misma necesidad de la descentralizaciôn. La teoria ju­
rldica de ese Estado federal unitario y coopérative, pero no re­
ducido a la mera ejecuciôn, estâ en gran parte por hacer y sôlo- 
apuntada en las e laboraciones de los juristas alemânes de finales 
de los sesenta y setenta. Pero para lo que aqui se pretende bas- 
ta con constatar la aproximaciôn e intersecciôn conceptual entre 
las categorlas de Estado federal y Estado unitario descentraliza 
do, especialmente con el Estado regional.
20. La otra forma contempôranea de los Estados con descentrali^ 
zaciôn politica es el Estado regional .En 1.946 a la salida de la 
guerra el estudio del problema regional venla impuesto a los ccn^ 
tituyentes italianos por la preautonemla de Sicilia y los trata- 
dos de paz cori clâusulas sobre minorlas lingiiisticas. Un juriste, 
Gaspare Ambrosini, va a lograr imponer sus criterios politicos - 
en el debate constitucional, tratandc de continuer la experiencia 
del Estado integral espanol de 1.931. No obstante, en 1.983 la - 
categoria de Estado regional como categoria àbsolutamente autôno- 
ma de los Estados unitarios y federales no es admitida por la —  
mayoria de la doctrine.
21. Ambrosini concibe al Estado regional como un tipo de Esta­
do intermedio entre el unitario y el federal caracterizado por - 
la autonomia regional; las regiones como entes territoriales no 
llegan a alcanzar la "posiciôn y dignidad" de los Estados miembros 
pero poseen unos derechos propios a su existencia y a sus compe­
tencias garantizadas a nivel constitucional; para calificeur estas 
situaciones, no puede utilizer el concepto de "descentralizaciôn" 
que cree supone una mera delegaciôn de poderes, sine el de auto­
nomie que reconoce una capacidad de au t onor mac i on.
2 2 . Esta ccnstrucciôn jurldica, bâsicamente expuesta en un pe-
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queno artlculo sin notas de siete pâginas, se impone pollticamen 
te como compromiso y fôrmula intermedia entre los partidarios de 
una descentralizaciôn administrative y los minoritarios defenso- 
res del Estado federal, pero no ha llegado a convertirse en una- 
categorla juridica independiente (con sus propias têcnicas autô­
nomas) de la de Estado unitario y federal. Es mâs bien un compro 
miso politico que un sistema juridico.
23. La doctrine italiana mantiene diverses tesis sobre la natu 
raleza juridica del Estado regional en un debate que finaliza en 
los inicios de los setenta y se abandona por estêril. Algunos —  
sostenian que Estado federal- y Estado regional son una mismo for 
ma de Estado y la distinciôn entre una y otra e specie, de este - 
gênero comûn, es una distinciôn de mera forma de gobierno basada 
en la distinta importancia concedida a los mecanismos de partiel 
paciôn (Lucatello). Pronto, no obstante, la doctrina destacô la 
relevancia de las manifestaciones del principio de unidad en el- 
llamado Estado regional; no basta atribuir potestades legislati- 
vas a unos entes territoriales para contraponer Estado unitario 
y regional, pues es ûnico el Ordenamiento constitucional que con 
cede la autonomla y puede revocarla, estas potestades se ejercen 
dentro de los limites establecidos en la Constituciôn y en las - 
leyes-marco y estân sometidas a contrôles inc luso di merito (per 
golesi). Paralelamente, se observa la imposibilidad de distinguir 
entre las potestades legislatives de las regiones y de los Esta­
dos miembros, pues estamos ante,entes territoriales similares —  
que emanan actos juridicos iguales en la jerarquia de fuentes; - 
ello va a llevar a la recuperaciôn de la teoria Kelseniana de —  
•la descentralizaciôn y la consideraciôn de las formas territoria 
les del Estado como gradueaionas. de este mismo fenômeno juridi­
co (Mazziotti).
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24. Por tanto, entiendo : que el Estado regional no es sino un 
Estado unitario fuertemente descentralizado caracterizado por la 
existencia de unos entes territoriales dotados de un grado de au- 
tonomla politica constitucionalmente garantizada; que la autono-' 
mla regional es una variante del fenômeno de la descentralizaciôn 
que sôlo relativamente (jamâs con valor absoluto como categorlas 
independientes) puede distinguirse de la autonomie federal, pues 
ambas categorlas emplean frecuentemente têcnicas comunes; ccnse- 
cuentemente,tanto el Estado regional como el federal son formas 
de los Estados con descentralizaciôn politica.
25. A la misma conclusiôn me lleva el anâlisis de los posibles 
criterios de distinciôn entre Estado regional y federal : autono 
mla constitucional versus autonomie estatutaria; estatalidad o - 
soberanla versus autonomie; autonomie politica versus autonomie 
administrative; existencia o no de potestades legislatives exclu 
sivas; forméeiôn del Estado por tratado o por Constituciôn; sis­
tema de distribuciôn de competencias; clâusula residual; existen 
cia o no de un poder judicial autônomo; competencias en materia 
de defense y/o orden pûblico; tutela de las leyes régionales ver 
sus control jurisdiccional leyes federales; mecanismos de parti­
cipaciôn; 5enado federal, etc. Ninguno de estos criterios me pa­
rece absoluto, la mayorla de ellos soportan numerosas excepcio—  
nés en el Derecho positivo y se tratan mâs bien de tendencias o 
deslindes relatives. De todos ellos, el mâs relevante es sin du­
da la importancia concedida a los mecanismos de participaciôn e 
integraciôn y la existencia de una Câmara alta con elementos de 
representaciôn territorial,
26. 3i estudiamos también la evoluciôn histôrica del Estado - 
regional italiano (como hice con los casos de los Estados Unidos 
y la Repûblica Federal de Alemania), se aprecia que no se ha lie
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gado a alterar la esencia unitaria del Estado y que el desarrollo 
del Ordenamiento regional ha sido lento, espaciado, contradicto—  
rio y con frecuentes incumplimientos del diseno constitucional. -
La doctrina italiana es unânime en admitir la carencia de una --
verdadera planificaciôn regional, seflalar los graves problemas de 
financiaciôn ( los "residuos pasivos" entre ellos), la ausencia - 
de leyes-marco, la conversiôn del ente regional en una gran insti^ 
tuciôn burocrâtica que refleja un "pluralismo perverso o coorpora
tivo", la multiplicidad de entes estatales autônomos sin otra ---
justifie aciôn que el'clientelismo, etc, Tanto es asi que el actual 
debate politico sobre la reforma institucional tiene casi como un 
lugar comûn la necesidad de interveneiones urgentes en materia —  
regional. No parece por tanto que el modèle italiano sea un ejem­
plo recomendable para el caso espanol, como tal modelo, aunque si 
puedan aprovecharse numerosas experiencias y regulaciones de cue^ 
tiones concretas.
27. Como recapitulaciôn final de la Parte I dedicada al estudio 
de la clasificaciôn y calificaciôn de las formas territoriales del 
Estado contemporâneas hay que admitir que la teoria juridica del 
Estado federal debe acomodarse al impacto sufrido en la realidad 
consitucional por la evoluciôn de estos Estados hacia el unitari_s 
mo y la cooperaciôn. Conforme a la lôgica jurldica la estatalidad 
la soberanla y  los poderes constituyentes originarios de los "Es­
tados miembros" no son ya sino residuos histôricos como en gene—  
ral ocurre con la nociôn politica de soberanla que se va viendo - 
sustituida por el concepto juridico de competencia. Estos Estados 
federales cooperatives se aproximan a los Estados unitarios con - 
descentalizaciôn politica (Estado federal unitario), especialmen- 
te a los Estados régionales, en un continuum donde es muy diflczl 
deslindar categorlas independientes, pues frecuentemente se entre
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mezclan técnicas y elementos de uno y otro modèle. Parale lamente, 
en el otro extreme de la comparacién, el Estado regional parece- 
designar mâs bien una aproximaciôn al ubi consistans de una va—  
riante del Estado unitario fuertemente descentralizado, que una 
catégorie independiente. La introducciôn del ente regional no pa 
rece haber alterado la esencia unitciria del Estado. Ademâs es di^  
ficil distinguir dentro de un mismo fenômeno, la autonomla terr^ 
torial, la autonomla regional de la federal, pues nos enccntramos 
ante un mismo ôrgano constitucional (un parlemente autônomo), una 
anâloga persona juridica (entes territoriales subordinados al —  
Estado) y ante un mismo acte juridico (leyes formates) sujeto a 
unes contrôles y limites similares, si bien distintos en cada —  
Ordenamiento.
28. For tante, nada impide el empleo de técnicas juridicas pro 
cedentes de una y otra forma estatal en un mismo mode le, con el 
ûnico limite de le establecido en cada Ordenamiento juridico con 
creto, pero jamâs como un limite genérico. Partiendo de estas —  
conclusiones sobre el estado de la cuestiôn en las formas terri­
toriales del Estado modernas, que admiten ya un sector numeroso 
de la doctrina, afrontaré la calificacién del modelo espancl.
29. Toda Constituciôn es una Constituciôn histôrica en gran - 
medida heredera de los hitos anteriores de la vida constitucio—  
nal de un Estado. Por eso la comprensiôn del Estado autonômico - 
requiere una primera aproximaciôn histôrica que permita compren- 
der nuestro peculiar proceso de configuraciôn estatal (Staats —  
bildung) y entender las numerosas referencias histôricas y forâ­
tes que en la Constituciôn de 1.978 se realizan: Disposiciôn —  
Transitoria segunda; Disposiciôn Transitoria cuarta; Disposiciôn 
Adicional primera, etc.
30. La "Configuraciôn estatal" espanola révéla la existencia -
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en sus orlgenes de dos antiguas Coronas (Aragôn y Castilla), di^ 
tintas entre si y dispares en su organizaciôn interna y en la —  
forma de entender la articulaciôn estatal. Con la dinastia borbô 
nica esta pluralidad se rompre y se inicia un proceso de unifiea 
ciôn del Derecho, que el Estado liberal del siglo XIX continua - 
con la constitucionalizaciôn y la codificaciôn tratando de cons- 
truir un Estado centralizado al modo napoleônico. Las Constitu—  
ciones espanolas no conceden (como régla general) excesiva impor 
tancia a la organizaciôn territorial del Estado, limitândose a - 
senalar algunos principios generates que puedan ser desarrolla—  
dos por las leyes de ordenaciôn administrative de municipios y 
provincias. No obstante, las bases de este Estado centralizado - 
se sientan en la Constituciôn de Câdiz de i.8i2. Desde entonces 
la historié del constitucionalismo espaRol révéla una tendencia- 
lineal monocorde y sin oscilaciones a la centralizaciôn; tenden- 
cia linicamente rota en los ensayos de la primera y segunda Repû- 
blica. Excepciones que conviene analizar por separado.
31. El federalismo espaüol, como ideologia anticapitalista y 
anticentralista, es el modelo de Estado que durante gran parte - 
del siglo XIX (al menos hasta la Restauraciôn y la fundaciôn del 
Partido Socialiste) adopta el progresismo espaflol. Bien es cierto 
que en torno al mito federal se agruparon posiciones muy diverses: 
burguesias regionalistas y progresistas, proletariado incipiente, 
el embriôn del primer anarquismo, etc. Esta divisiôn del movimien 
to federalista se hizo patente con el advenimiento de la I Repd- 
blica y la discusiôn del Proyecto de Constituciôn federal de 
1.873. En efecto, la insurrecciôn cantonalista (sea cuales fueran 
sus dimensiones reales), contemporânea a la discusiôn del Proyec 
to federal, contribuyô a crear un mito muy extendido en torno al 
federalismo conforme al cual se ha venido interpretando como una 
ideologia de insurrecciôn violenta, antiestatalista y anticapita
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lista. Minusvalorândose sus virtualidades como ideologia integra 
dora de naciones culturales plurales y su eficacia como técnica- 
jurldica organizadora. En este sentido el mito federal (mito pues 
en nada se corresponde con la realidad del moderno federalismo)- 
constituyô un condicionamiento fâctico de la labor de las fuer—  
zas politicas en las constituyentes de 1.978; pues de una parte, 
se entendla que no se podia hablar expresamente de federalismo - 
sin romper el necesario consenso y de otra se adolecia de una —  
verdadera reflexiôn juridica sobre lo que el Estado federal supo 
nia, especulândose en el terreno de los mitos y los slmbolos.
32. Por tanto, la influencia del Proyecto federal de 1.873 en 
la Constituciôn espaHola de 1.978 debe encontrarse por esta via 
polltica del mito. Un anâlisis estrictamente juridico del proyec 
to y su posterior comparaciôn con el disefio actual del Estado —  
autonômico demuestra que no existen apenas puntos de coincidencia: 
estatalidad y soberanla de las Comunidades miembrcs, distinto —  
sistema de distribuciôn de ccmpetencias, etc. En slntesis, el —  
anâlisis del texto de 1.873 desde el punto de vista de la dogmâ- 
tica juridica de 1 .983 révéla notables insuficiencias para pcder 
poseer eficacia organizadora en nuestros dlas: carâcter borroso- 
de la organizaciôn del poder judicial; defectuosa regulaciôn de
las competencias del Tribunal Supremo federal en materia de ---
jurisdicciôn constitucional; ausencia de una competencia espeql- 
fica por razôn de la materia'del Senado en el prccedimiento de - 
e laboraciôn de las leyes; carencia de un sistema especlficc de - 
contrôles de las leyes de los llamadcs Estadcs régionales,etc.
Pero conviene no acentuar las tintas negras pues no résulta hi_s 
tôf. icamente objetivo analizar un texto de 1 .873 con la doctrina 
juridica de un siglo mâs tarde. En cualquier mode su relevancia 
como antecedente histôrico legislativo es nula, a excepciôn de
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la prchibiciôn de agr eg aciôn o feder aciôn de Estados que el artJL 
culo 105 establece, y que se recoge en el articule 13 de la Con_s 
tituciôn Espanola de 1.931 y en el articule 145 de la Constitu—  
ciôn Espanola de 1.978,
33. Uo ocurre, sin embargo, lo mismo con la Constituciôn repu 
blicana de 1.931 pues su incidencia, cuàlitativa y cuantitativa- 
mente, en la Carta Suprema de 1.978 es la mâs importante, por la 
doble via del propio Estado integral espaflol y del Estado regio­
nal italiano. Importancia que a mi juicio ha side minusvalorada- 
por un sector de la doctrina demasiado atento al Derecho Compara 
do Internacional olvidando el Derecho Comparado Histôrico.
34. El debate sobre la forma territorial del Estado de 1.931-
vino sensiblemente condicionado por la realidad de las autono---
mla fâctica autoproclamada en Cataluha. Esto prejuzgô en gran - 
medida la discusiôn sobre la generalizaciôn o no de la autonomla 
territorial y la homogeneizaciôn de los techos competenciales. No 
se quiso generalizar al resto de las regiones lo que para Catalu 
ha se venla obligado (por las especiales circunstancias politicas) 
a concéder y por ello se optô por una consideraciôn de la autono 
mla como excepciôn y por la inclusiôn de un principio de volunta- 
riedad en el acceso a la autonomla y en la cuestiôn competencial, 
que en la prâctica suponla la heterogeneidad. Aunque falta expe- 
riencia histôrica para demostrarlo, se pensé mâs en concéder ex- 
cepcionalmente autonomla a algunas regiones que en construir una 
estructura estatal basada en la autonomla generalizadà.Esta con­
sider aciôn de la autonomla como excepciôn y la negaciôn (a nivel 
real, no normativo) de la generalizaciôn, son las dos diferencias 
mâs importantes con el Estado autonômico actual donde la autono­
mla es un derecho constitucional y la generalizaciôn autonômica 
una realidad consagrada a nival estatutario.
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35. Respecte a la naturaleza juridica del Estado integral pue 
de decirse que "integral" es un calificativo ecléctico y gramat^ 
calmente defectuoso (probablemente con génesis en la tradiciôn - 
regionalista gallega) que Jiménez de Asûa utilizô para eludir la 
opciôn juridica entre Estado unitario y federal, ilo obstante, el 
Estado integral es una vciriante del Estado unitario que supone - 
la posibilidad (no el derecho) de la creaciôn de regiones como - 
entes territoriales, polltica y administrativamente autôncmos. - 
El rechazo del Estado federal se debe a que se considéra como —  
una forma en crisis(superada) y a que se entiende que federali^ 
mo supone generalizaciôn; modelo que no es vâlido en un sistema 
en que se trataba de resolver el problema catalan y en su caso
el de alguna otra regiôn, donde las circunstancias politicas ---
obligasen. Conviene recordar, que si la voluntad regional era - 
teôricamente la esencia polltica del sistema, la autonomla juri- 
dicamente tan sôlo era una posibilidad, pues dependla de un acto 
de voluntad de las Cortes Générales de ccirâcter constitutive; en 
definitive el Estado era el ûnico titular del derecho a la auto­
nomla y podla incluse negar su atribuciôn a una regiôn. lie courre 
asl .en la Constituciôn Espanola de 1 .978.
36. Para demostrar la influencia importantlsima de la Constitu 
ciôn de 1.931 en la Constituciôn Espanola de 1.978 en materia de 
autonomla territorial, puedo senalar el ejemplo de algunos prece£ 
tes que se reproducen cuasi-textualmente, lo mismo ocurre con nu 
merosas técnicas. Reproducciôn en la que en ccasicnes se enrnien- 
dan los errores cometidos, pero a menudo se perpetûan los defec- 
tos :
- distinto grade de articulaciôn nacional entre el artleu 
lo 1 de la Constituciôn Espanola de 1.931 y el articule 2 de la 
Constituciôn Espanola de 1 .978. "Espaha" en vez de "daciôn espa­
nola". Importantlsima introducciôn del compromise "nacicnalidades"
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- mayor relevancia concedida al pluralisme simbôlico en el 
articule 4 de la Constituciôn Espanola de 1.978 respecte del ar­
ticule 1 de la Constituciôn Espahola de i.93l.
- mayor relevancia del pluralisme lingüistico. El articu­
le 3,1 de la Constituciôn Espanola de 1.978 reproduce algunas —  
clâusulas del articule 4 de la Constituciôn Espanola de 1.931 —  
(con algunas correcciones lingüisticas acertadas), pero ademâs el 
articule 3.2 de la Constituciôn Espahola de 1.978 consagra la no ce 
oficialidad de las lenguas régionales y considéra en su articule 
3,3 el pluralisme como un valor.
- "congelaciôn" de la residencia de la capitalidad del Es­
tado en un mismo articule 5 en ambas Constituciones.
- autonomia como posibilidad (articules i,3 y 8 de la Cons 
tituciôn Espanola de i.931) versus autonomia como derecho consti 
tucional (articule 2 de la Constituciôn Espanola de 1.978). Desa 
pariciôn del carâcter Constitutive de la intervenciôn de las Cor 
tes Générales.
- igual consideraciôn del fenômeno autonômico como una —  
"cuestiôn histôrica" de resoluciôn pendiente. El articule 143.1 
de la Constituciôn Espanola de 1.978 reproduce una referencia a 
"una o varias provincias limitrofes con caracteristicas histôri 
cas ..." tomada del articule ii pârrafo primero de la Constitu­
ciôn Espanola de 1.931. Ge corrige ademâs une de los defectos - 
que la doctrina seflalô poseia el airticulo 11 : no especificar a 
qué ôrganos de las provincias correspondia adoptar el acuerdo - 
de iniciativa autonômica. El articule 143.2 de la Constituciôn- 
Espanola de 1.978 tiene su génesis en el articule 3 de la Cons­
tituciôn Espanola de 1.931 que es mejorado con superior estilo.
- profundizaciôn teôrica en el principio de voluntariedad
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a raiz de la experiencia republicana.
- carâcter bicéfalo de los Estatutos (norma institucicnal 
bâsica parte intégrante del ordenamiento estatal) en ambos crde- 
namientos : articule 147,1 de la Constituciôn Espanola de 1.978
y articule 11 pârrafo cuarto de la Constituciôn Espanola de 1.931
- procedimiento similar de elaboraciôn estatutaria: el —  
cirticulo 143.2 de la Constituciôn Espanola de 1.978 tiene su cri^ 
gen en el articule i2 de la Constituciôn Espanola de 1.931 con - 
algunas diferencias de requisites.
- tramitaciôn parlamentaria de los Estatutos de autonomia 
en Comisiôn en vez de el Pleno, para evitar los desôrdenes p û b M  
COS producidos en 1.931, por la instrumentalizaciôn de la oposi- 
ciôn del Plenp como Câmara de resonancia. Ver articule 151.2.2 - 
de la Constituciôn Espahola de 1 .978, y el articule 137 y 144 del 
nuevo Eeglamente del Congreso.
Sistema de distribuciôn de competencias: en 1.931 se esta 
blece un sistema de doble lista y una doble clâusula residual, - 
en 1.978 una doble lista y una clâusula residual. El articule 14 
de la Constituciôn Espanola de 1.931 enumera una lista de compe­
tencias exclusivas del Estado en un elenco de i8 apartados, al - 
igual que hace el articule 142 de la Constituciôn Espanola de -
1.978 de manera mejor y mâs exhaustiva. En el articule 15 se re- 
gulan las competencias compartidas de ejecuciôn. Este sistema de 
doble lista se complementa con una doble clâusula residual (art^ 
eu los 16 y 18) que en la Constituciôn Espanola de 1 .978 se trans_ 
forma en un ûnico precepto con idéntico tenor (articule 149,3).- 
En cierta medida el sistema de distribuciôn de competencias vi- 
genté perfecciona el modelo republicano, bien es cierto que no - 
todo lo des'eable.
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- la prohibiciôn de discrindnaciôn del articulo 139 de la 
Constituciôn Espanola de 1.978 y 138,2 parecen tener su origen - 
en el articulo 17 de la Constituciôn Espanola de 1.931.
- Anâloga prohibiciôn de federaciôn entre regiones (artl- 
culos13 Constituciôn Espanola de 1.931 y 145,1 Constituciôn Espa 
hola de 1 .978).
- La discutible clâusula de prevalencia del Derecho esta­
tal en el articulo 149,3 de la Constituciôn Espanola de 1.978 —  
encuentra su precedente directe en el articulo 2i de la Constitu 
ciôn Espanola de 1.931.
- leyes de armonizaciôn (articules 19 Constituciôn Espaho 
la de 1.931 y 150,3 de la Constituciôn Espanola de 1.978), desa- 
pareciendo les requisites garantistas que en 1.931 se establecian
- Anâloga disfuncionalidad del sistema de Comisiones mix- 
tas y desprogramaciôn en las transferencias de competencias. Di^ 
funcionalidad que résulta évidente en la experiencia catalana de 
la II Repûblica y en nuestros dias. En la actualidad después de 
los Acuerdos de julio de i.98i y de los Estatutos del articulo - 
143 comienza a ser corregida.
- Contenidos competenciales : la prâctica totalidad de —  
las competencias reguladas como exclusivas en el articulo 14 de 
la Constituciôn Espahola de 1.931 se reciben en el eurticulo 149 
de la Constituciôn Espanola de 1.978. A veces se corrigen aigu—  
nos defectos y en general se amplian las competencias. Lo mismo 
podriamos decir del articulo 148 de la Constituciôn Espanola de
1.978 respecte del articulo 15 de la Constituciôn Espanola de —  
1.931, y de numerosos preceptos atributivos de competencias de 
los Estatutos de Cataluha y Pais Vasco. En general, y como ejem­
plo tanto en el Estatuto vasco como en el catalân actuales, se -
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mantienen algunas competencias especlficamente reguladas, al ---
margen de listas, por su especial importancia polltica : orden - 
pûblico, justicia, edueaciôn ... todos estos supuestos contribu- 
yen a demostreir la decisiva influencia de la Constituciôn Espaho 
la de 1.931 en la de 1 .978.
37. La relevancia que nuestra Constituciôn otorga a los ele—  
mentos histôricos en numerosas disposiciones normativas, tanto a 
nivel constitucional (verbi gratia articulos: 143,i: 147,2: Dis 
posiciôn Adicional primera; Disposiciôn Transitoria segunda; Di£ 
posiciôn Transitoria cuarta, etc.) como a nivel de desarrollo e£ 
tatutario (cihéndonos al ejemplo del Estatuto vasco, articulos - 
2 ,2 ; 10,1 ; lO,3;iO,5; 10,34; 1 6; 17; 22,2; 26,i; 39; etc.) lleva 
a preguntarse por las razones de esta fuerte incidencia de la 
Historia en la norma suprema. Admitida la realidad de las nacio- 
nalidades (naciones culturales periféricas) como una clara cues­
tiôn histôrica derivada de la configuraciôn estatal, conviene - 
cehirse a los elementos foralistas, e indagar cuâles han sido en 
muestro pals las relaciones entre Constituciôn y Fuero y cômo se 
ha realizado nuestro peculiar proceso de unificaciôn del Ordena­
miento juridico.
38 . Como han demostrado entre otros los trabajos de Clavero - 
nuestras Constituciones histôricas ignoran el tema forai, igno—  
rancia que no supone error sino repudio. 3e entiende que Consti­
tuciôn y Fueros son dos técnicas que corresponden a dos tipos de 
Estados (Estado absolute - Estado liberal) distintos y a dos for 
mas diversas e incompatibles de concebir el Ordenamiento juridico 
La Constituciôn Espanola de 1.978 viene a tratar de invertir es­
ta relaciôn intentando sintetizar estas dos antinomias : asl en 
la importantlsima Disposiciôn Adicional primera (referencia a - 
los derechos histôricos ) c en el desarrollo estatutario por —
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ejemplo de los articulos 16 y 17 del Estatuto vasco (competencias 
reivindicadas en aplicaciôn de esa Disposiciôn Adicional primera) 
Es este uno de los mâs dificiles retos que la Constituciôn se —  
plantea, armonizar la normatividad constitucional con la historic 
dad forai, reto cuyo resultado es imprévisible y peligroso y ya 
ha evidenciado algunas dificultades técnicas por ejemplo en el - 
terreno de la ordenaciôn de los Territorios Histôricos de Euska- 
di (Competencias, Comisiôn de arbitraje, etc.). Por eso conviene
recordar : que la historia del siglo XIX espahol dio lugar a ---
très guerras carlistas que tuvierôn entre sus causas la cuestiôn 
forai; que las leyes que abolieron los fuerca después de estas - 
guerras tuvieron un talante repreaivo y no ofrecieron un sistema 
alternative de poder politico agravando la cuestiôn. Pero también: 
que estâ hi s tôr icamente demos tr ado que el régiiæn forai de presta 
ciôn del servicio militar y de pago de tributos produjo algunas 
desigualdades graves entre los deberes constitucionales de los - 
espaholes; que el resurgir de los Derechos Civiles Forales y es­
peciales mediante la técnica de la compilaciôn,durante el fran—  
quismo pudo ser una via escapista de satisfacciôn de légitimas - 
aspiraciones politicas, pero en un terreno que no era el suyo, es 
decir el del Derecho pûblico.
Por tanto, ante el riesgo de la confusiôn del autogobier- 
no con el mito forai y de la instrumentalizaciôn del Fuero por - 
el nacionalismo hay que afirmar : que si por Fuero se entiende - 
instituciôn de autogobierno politico (Monreal) esto debe cirticu- 
*larse técnicamente por la via de la autonomia territorial y con 
técnicas anâlogas a las del Derecho comparado europeo; que la 
técnica del pacto Forai con el Monarca (o con la Administraciôn 
revestida de Principe) supone un hurto injustificable a la scbe 
rania popular y es esencialmente anacrônica y antidemocrâtica;- 
que en ningûn caso la actualizaciôn del régimen forai "en el
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marco de la Constituciôn y de los Estatutos" puede hurtarse al - 
Parlamento (Disposiciôn Adicional primera); que nada impide (an­
tes bien ,aconseja) el juicio de constitucionalidad previo a la 
aplicaciôn de toda norma entre Constituciôn y Fuero por todo —  
aplicador del Derecho; que la apertura de jpuentes autonomes de - 
produceiôn del Derecho debe posibilitar la sustituciôn paulatina 
de las leyes forales viejas por leyes civiles o administratives 
especiales de cada Comunidad, nuevas, mejor adecuadas a los Esta 
tutos y a las nuevas realidades; que en cualquier caso, la deter 
minaciôn de las fuentes del Derecho compete al Estado "respetan- 
do" el Sistema de fuentes internas de los Derechos civiles fora- 
les y especiales, pero que "respeto" no supone dejaciôn de compe 
tencia; que conviene admitir que la mayorla de los contenidos de 
la reivindicaciôn forai (despojados de su carâcter mitico-simbô- 
lico) pueden encontrar mejor acomodo juridico en otras técnicas 
mâs propias de un Estado de Derecho y que en absolute suponen —  
menores niveles de autogobierno, pero en cambio ofrecen mayores 
virtualidades para una racicnal organizaciôn de las Comunidades- 
Autônomas.
39. Este Estado unitario, centralizado y liberal construido - 
por la burguesla revolucionaria y asentado por la burguesia con- 
servadora de la Restauraciôn borbônica, sienta sus bases en una 
Constituciôn y unos Côdigos (derogando en gran parte el régimen 
forai) y en una Administraciôn pûbliea organizada al modo fran- 
cés; Administraciôn central, Administraciôn periférica,Goberna- 
dores civiles nombrados por el Gobierno, Diputaciones Provincia­
les y un poder municipal con ôrganos dependientes jerârquicamen- 
te de la Administraciôn central y sometidos a ccnst^antes " tute—  
las" como si de un menor se tratase.
40. La ausencia de unas Admini s tr ac i one s Pûblicas verdaderamen
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te autônomas, unida a la falta de respuesta ofrecida a los nacio 
nalismos vasco y catalân en el terreno de la descentralizaciôn - 
polltica (abolido el viejo régimen forai no se supo ofrecer un - 
régimen autônomo alternativo), asl como la necesidad de una Adrrû 
nistraciôn territorial de âmbito superior al de la provincia, lie 
vô a lo largo del siglo XIX y hasta la segunda Eepûblica a inten 
tar distintos proyectos de regionalismo administrative que no lie 
garon a cuajar, a excepciôn de la Mancomunidad de Diputaciones - 
catalanes presididas por Prat de la Riba que realizô algunas in- 
teresantes experiencias y tuvo un importante efecto de arrastre 
del regionalismo en otras zonas espaholas, hasta la Dictadura de 
Primo de Rivera; El fracaso de estos intentes de regionalismo —  
administrative o autoadministraciôn condujo a que proclamada la 
II Repûblica,-algunas de las fuerzas politicas se plantearan la 
necesidad ineludible de una autonomla polltica y no . meraunente - 
administrativa. Cortado de nuevo el intente por la Dictadura del 
General Franco, la tentativa se reanuda en la Constituciôn de 
1 .978, partiendo en gran medida de la experiencia adquirida en - 
la II'Repûblica.
41. Nuestra Constituciôn no define expresamente la forma terr£ 
torial de Estado que régula. Esta indéfiniciôn constitucional no 
puede atribuirse al error ni a la pereza, sino a una premeditada 
voluntad del constituyente : la decisiôn polltica de no optar —  
entre la disyuntiva juridica Estado unitario/Estado federal para 
no crear una ruptura del compromise entre las fuerzas politicas 
que présentes en la constituyente sustentaban posturas ante esta 
cuestiôn radicalmente diverses (incluso incompatibles). La propia 
Ponencia e laboradora del Anteproyecto admite que cualquier calif^ 
caciôn séria polémica y premedi t ad amente se elude. Ccnsecuentemen 
te, ante la imposibilidad de un compromise ideolôgico mâs expli­
cite articulado en categories précisas, se opta por un consenso
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coyuntural de intersses y se aplaza la concreciôn de numerosos - 
extremes de la forma territorial del Estado a la posterior lectu 
ra integradora de los ôrganos del Estado, de acuerdo con la orien 
taciôn polltica e laborada por el sistema de partidos,el ritmo im- 
puesto por el Gobiemo, las leyes aprobadas por el Parlamento y - 
la interpretaciôn de la norma suprema realizada en las sentencias 
del Tribunal Constitucional.
42. Ahora bien, que nuestra Constituciôn no defina exprèsamen 
te la forma territorial de Estado no quiere decir que no la carac 
terice,regulando sus principales elementos configuradore s,En este 
sentido,no puede hablarse técnicamente de una desconstitucionali- 
zaciôn de la forma territorial de Estado que se traduce en "una - 
simple réserva de ley orgSnica" o en una especie de norma consti­
tucional en Jblanco» Pues existen unos principios constitucionales, 
unas garantlas institucionales y unos derechos subjetivos que el 
legislador ordinario no puede vulnerar en el desarrollo autonônd 
co sin incurrir en inconstitucionalidad.Por tanto, no toda lectu 
ra del tltulo VIII es vâlida, pues lo que la Constituciôn reali- 
za,coherentemente con la consagraciôn del pluralisme como valor 
es fijar unos limites infranqueables dentro de los cuales pueden 
plantearse legitimamente las distintas opciones politicas.En es­
te sentido cualquier desarrrollo autonômico debe quedar sometido 
âl ambiguo (pero no por ello menos constitucional) tltulo VIII.
43. Esto supuesto, la funciôn del constitucionalista ante es­
ta situaciôn debe ser,extraer del texto constitucional sus princi^ 
pales elementos configuradores (con la paciencia reconstructora - 
que debe presidir el trabajo del jurista)para procéder a su siste 
matizaciôn,de manera que no se trata de définir la forma terri-- 
torial del Estado (pues sôlo los ôrganos legitimados por la sobe-
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rania popular pueden rellenar esa indefiniciôn) sino de hacer una 
labor mâs modesta de caracterizaciôn de aqueIlos limites dentro 
de los cuales tengan cabida esas opciones légitimas.
44. Conviene recordar ademâs la innovaciôn que la Constituciôn 
supone en el terreno de las fuentes del Derecho, superando una - 
concepciôn estrictamente normative del Ordenamiento juridico. Asl 
los principios constitucionales no sôlo son directrices hermenéu- 
ticas, sino el fundamento del propio ordenamiento y fuente subsi- 
diaria del Derecho Constitucional,en*defeeto de leyes y costumbres 
constitucionales. Y resaltando la importancia de este carâcter de 
fuente subsidiaria podemos decir con Lavagna que estos principios 
abstractos quizâs aparentemente dicen muy poco, pero sôlo hasta 
que surge la necesidad concreta de acudir a elles. Como en Espaha 
ya ha sucedido en diverses sentencias del Tribunal Constitucional
45. Antes de explicar los elementos configuradores de la forma 
Estatal en materia autonômica, surgen dos cuestiones previas deri^  
vadas de la misma indefiniciôn constitucional. La denominaciôn de 
esa forma territorial y la confusiôn terminelôgica creada pOr el 
articulo 1,3 al calificar a la MonarquiOLparlamentaria como forma 
polltica del Estado, negando tal atribuciôn a la.organizaciôn —  
territorial del Estado.
46. 3i deliberadamente el constituyente espahol adopta una —  
indefiniciôn constitucional, hubiera sido una contradicciôn otor 
gar una denominaciôn a una forma territorial del Estado, ni def£ 
nida ni calificada. En efecto, no hay en toda la Constituciôn una 
sôla denominaciôn del Estado. Esta omisiôn terminolôgica ha pro- 
ducido una diversificaciôn de las expresicnes empleadas por la 
doctrina: Estado de las autonomias, Estado de las Comunidades —  
autônomas, Estado autonomiste, Estado regional, Estado unitaric- 
regionalizable, etc. De entre todas estas expresiones entiende -
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conveniente el empleo de Estado autonômico, de uso ya bastante - 
generalizado (Sânchez Agesta, Lucas Verdu, Fernando Badia 
pues adjetiva el término Estado sin necesidad de utilizer una lar 
ga expresiôn, résulta gramaticalmente correcto, posee una de las 
caracteristicas naturales a cualquier término cientlfico:- la con 
cisiôn; no prejuzga la dificil cuestiôn de la calificaciôn del - 
Estado, lo que facilita su unAnime aceptaciôn doctrinal; incluye 
tanto a nacicnalidades como a regiones como sujetos autcnômicos, 
etc. y no ofrece dudas sobre la autonomia como resultado. Esto - 
supuesto emplearé la expresiôn Estado autonômico, sin perjuicio 
de que mâs adelante (en un segundo momento) afronte el problemâ- 
de la calificaciôn de su naturaleza juridica en la linea de las 
interesantes afirmaciones de G. Trujillo y admitiendo las criti- 
cas realizadas al término por este profescr.
47. Otra segunda cuestiôn previa es el anâlisis de la innece- 
saria confusiôn creada por el articulo 1 ,3 que parece negar a la 
distribuciôn territorial del poder el carâcter de forma de Estado 
realizando una criticable sintesis doctrinal. Ante las multiples
incôgnitas que el precepto plantea pude decirse :
- que por "forma politica del Estado" debe entenderse for
ma de Estado en sentido amplio o forma politica, expresiôn amplia
y genérica que engloba las acepciones estrictas de forma de Esta
do y forma de Gobierno antes explicadas.
- que la calificaciôn de la Mcnarquia como forma de Estado
evidencia un cierto diletantismo de la norma suprema en la opciôn
entre principio monârquico/principio dem.ocrâtico que se resuelve 
juridicamente en favor del principio democrâtico articulo 1.2), 
pero asignando determinadas funcicnes politicas de integraciôn - 
simbôlica, arbitraje y moderaciôn al Monarca.
- que, por tanto, esta calificaciôn no tiene como consecuen
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cia la atribuciôn de verdaderas potestades juridicas al Monarca, 
ex articulo 6 2, debiéndose insistir en la doctrina de los actes 
debidos. De ter minadas intervenciones del Monarca como las ocurri^ 
das ante los hechos del 23 de febrero, deben justificarse por su 
carâcter de ôrgano constitucional y por su relevancia como elemen 
to de la Constituciôn material que alienta e integra la constitu 
ciôn formai, asi como por la teoria del estado de necesidad como 
fuente del Derecho; pero no atribuyéndole un inexistente poder - 
residual derivado del principio monârquico.
- que como entre los multiples criterios de identifieaciôn 
de la forma de Estado en ningûn caso (alli donde reina la sobera 
nia populeur) puede entenderse comprendido el principio monârqui­
co, el propio constituyente califica la Monarquia como de Parla­
mentaria, es decir, fase de las Honarquias constitucionales don­
de los poderes del monarca se encuentran muy reducidos y son fun 
damontalmente simbôlicos y de representaciôn. Un poder neutro que 
no debe incidir en el indirizzo politico, ni tiene potestades pa 
ra ello.
- finalmente, esta calificaciôn de la Monarquia como forma 
politica del Estado no posee consecuencias juridicas en el terre­
no de la verdadera forma juridica de Estado, la distribuciôn te­
rritorial del poder. En este sentido, no puede entenderse por —  
ejemplo el articulo 6 como clâusula atributiva de competencia del 
Monarca, en relaciôn con la Disposiciôn Adicional primera y en el 
terreno del ame j or amient o de los Fueros mediante la técnica del - 
Pacto forai. La referencia que en el articulo 6i se realiza al ju 
ramento del P.ey de respeto de los derechos de las Comunidades —  
Autônomas y de los ciudadanos, debe interpretarse como una clâu­
sula de estilo comprendida dentro de la funciôn mâs amplia de de 
fensa politica de toda la Constituciôn que en el mismo precepto
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se explicita.
48. Elementos configuradores de la forma territorial del Esta­
do: a mi juicio el basamento del diseho constitucional en materia 
autonômica es el principio de unidad. A lo largo de la norma su-—  
prema existe una preocupaciôn del constituyente por reafirmar —  
las causas y manifestaciones de este principio (verbi gratia ar­
ticules : 1,1; 1,3; 2 ; 1,2; 12 8; 131,1; 139,2; 138,2; 149,3; --
149,1,1,; etc.). Pero esta unidad del Ordenamiento no es una uni 
dad uniforme sino plural, acorde con la consagraciôn del plura—  
lismo autonômico y que como ya ha hecho nuestro Tribunal Consti­
tucional debe explicarse en relaciôn con el derecho a la autono­
mia (articulo 2 ), el principio de autonomia (articulo 137) y el 
principio de competencia (articulo 137 en relaciôn con articulos 
148 y 149). Cstamos pues ante un ûnico Estado que se organisa en 
municipios, provincias y Comunidades Autônomas y que reconoce una 
pluralidad de subordenamientos juridicos internos conforme al —  
principio de competencia constitucicnalmente establecido y a la 
atribuciôn a las Comunidades Autônomas de verdaderas potestades 
normativas con rango y fuerza de Ley. Mas este Estado no se orga 
niza autoritariamente ab initio por una decisiôn reglamentarista 
del pbder constituyente, sino que los extremos mâs importantes de 
la organizaciôn territorial se dejan a la voluntad de les suje­
tos autonômicos, de acuerdo con el principio de voluntariedad. - 
Finalmente este Estado unitario, pero plural, organizado conforme 
al principio de competencia y a la autonomla y voluntad de las - 
partes (alli donde no existen clâusulas de Derecho imperativo) - 
sienta como bases ideolôgicas del sistema el principio de soli—  
daridad, en cuanto fundamento de la ccoperaciôn e integraciôn 
estatal madiante la participéeiôn. Otros rasgcs relevantes de los 
elemtnos configuradores que conviene destacar son: la importancia
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de los elementos histôricos y foraies en la Constituciôn que de­
ben compaginarse con la normatividad constitucional; y (paradôj^ 
camente con la consagraciôn de la solidaridad como valor) la ma- 
nifiesta insuficiencia de los elementos de participaciôn e inte­
gr aciôn de las Comunidades Autônomas.
49. Principio de unidad ; la unidad es el prius lôgico de la - 
autonomia, su limite mâs rélevante y el fundamento ûltimo de los 
poderes del Estado-aparato en materia de control y supervisiôn,- 
Ahora bien, a mi juicio la unidad no se agota en su estricto con 
tenido juridico (principio de unidad del Ordenamiento) sino que- 
previamente es una nociôn histôrica, contingente y politica (uni­
dad politica del Estado) y tiene importantes manifestaciones en - 
la consideraciôn de la ffâciôn— Estado como mercado (principio de 
unidad del mereado nacional ex articulo 2 que ya ha explicado el 
Tribunal Constitucional). Conviene estudiar estos très momentos- 
por se par ado.
50. Unidad polltica : la unidad de un Estado, mediante proce- 
dimientos democrâticos, sôlo puede lograrse en torno a un proyec­
to politico que suscite la adhesiôn de una serie de fuerzas poli­
ticas, que constituyen la Constituciôn material que créa,impulsa 
alienta e integra la Constituciôn formai de ese Estado. Por "pro 
yecto politico" entiendo con. Crisafulli la decisiôn sobre los —  
fines supremos y decisivoe del Estado y los medios considerados 
idôneos para su consecuciôn. En torno a estos fines supremos del 
indirizzo politico estatal^democrâticamente elaboradcs*, se reali­
za la integraciôn de los ciudadanos y de los grupos intermedios 
en el Estado. La Constituciôn espahola incluye entre esos fines 
supremos la consideraciôn del pluralisme autonômico como un va—  
lor y la integraciôn de las nacicnalidades histôricas en torno a 
un proyecto comûn. Esta nociôn de unidad politica debe estar --
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entre los principios politicos fundantes del ordenamiento y se - 
manifiesta en la unidad del Estado, de la soberania y del poder 
constituyente.
51. La Constituciôn espanola reconoce dos niveles de articula 
ciôn nacional : a) una Naciôn espanola, titular del derecho a la 
autodeterminaciôn, y Uaciôn-Estado y b) una pluralidad de nacio- 
nalidades y regiones que la integran titulares del derecho a la 
autonomia. Este reconocimiento de la realidad plurinacional de - 
la Naciôn espanola se interpréta como un gesto histôrico de re—  
conciliéeiôn que debe sentar las imprescindibles bases para la - 
integraciôn. La articulaciôn de ese compromise politico se logra 
mediante la inclusiôn del término nacionalidades en el articulo- 
2. Ho obstante, el término posee un doble sentido en el texto —  
consti tue iona-1 : a) ex articulo il indica el Estatuto personal - 
de los espaholes es, por tanto, una relaciôn juridica que une a 
todos los espaholes. b) ex articulo 2 , supone el fundamento del 
derecho a la autonomia.En este ûltimo sentido por nacionalidades 
debe entenderse (con carâcter simplemente descriptive) ;"naciones 
culturales que luehan por un âmbito de poder politico o autogo—  
bierno y que renunciando a constituirse en Estado, se integran - 
en una N aciôn-Estado mâs amplia que reconoce su identidad". Este 
concepto no supone la aplicaciôn del principio clâsico de las - 
nacionalidades, sino del llamado principio de autoidentificaciôn 
de determinadas Comunidades. Corresponde a las Comunidades Autô­
nomas en sus respectives Estatutos identificarse como nacionali­
dades o regiones.
52. El concepto de Naciôn espanola que la Constituciôn adopta 
se caracteriza mediante las siguientes notas: dinamismo (no es - 
una unidad nacional estâtica sino dinâmica, en permanente inte—  
graciôn), pluralisme ( una " Iran H aciôn" compuesta de una plura-
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lidad de nacionalidades y regiones), democracia (en cuanto la —  
integraciôn se realiza respecte de un proyecto comûn basado en — 
el respeto de los derechos de los ciudadanos y los grupos). Es — 
por tanto una idea de Naciôn clasificable entre las teorlas vo—  
luntaristas o subjetivas, aunque se destaque también entre los - 
elementos objetivos del concepto^ la realidad del mercado nacional
52bis. Iftiidad del Ordenamiento juridico : consecuencia de la - 
unidad polltica de la comunidad estatal es la unidad del Ordena­
miento juridico, El trânsito del Estado centralizado del antiguo 
régimen al nuevo Estado autonômico,supone el paso de un sistema 
basado en un rlgido principio de jerarquia a otro fundadoenëiprin 
cipio de competencia, mueho mâs flexible, pero que requiere de - 
una mâs dificil labor de interpretaciôn por el jurista. En efec­
to, la unidad del Ordenamiento juridico no supone un ûnico cen—  
tro de produceiôn normative,sino un "Estado compuesto por una - 
pluralidad de organizaciones de carâcter territorial dotadas de 
autonomia". La articulaciôn entre todos estos poderes limitados 
dot ados de autonomla normativa se realiza bâsiccimente conforme - 
al principio de competencia, desechando toda tentâtiva de consi­
dérer normes estatales y autonômicas como normas de calidades di 
versas. La competencia de competencias o potestad para modifiear 
el sistema de distribuciôn de competencias no corresponde al Es- 
tado-aparato, sino al Est ado-or denamiento en cuanto poder consti^ 
tuyente o poder de reforma constitucional en su caso,
53. Ahora bien, que no quepa atribuir la soberanla al Estado- 
aparato no supone la desapariciôn del principio de jerarquia. La 
Constituciôn réserva un papel importante a este principio, tanto 
dentro del Ordenamiento estatal, como en los subordenamientos au 
tônomos y en la relaciôn entre ambos ôrdenes. La relaciôn Estatu 
tos-Constituciôn es siempre una relaciôn jerârquica que no se
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agota en. el moment o del desarrollo estatutario. Ademâs frecuente 
mente la divisiôn de competencias se articula conforme a técni—  
cas de jerarquia como son : a) "legislaciôn bâsica", "bases" o - 
"condiciones bâsicas del Estado" mâs desarrollo legislativo auto 
nômico; b) legislaciôn y reglamentaciôn externa estatal, mâs re- 
glamentaciôn interna autonômica; c) legislaciôn estatal, mâs eje 
eueiôn autônoma,
54. No obstante, no debe confundirse el principio de jerarquia 
con un sentido técnico bien preciso, con un principio de preeva- 
lencia que en el texto constitucional adopta per file s impiecisos. 
La jerarquia supone siempre un âmbito de intervenciôn autônoma - 
en el terreno de las competencias compartidas. En cambio, la —  
preevalencia del Derecho estatal es siempre una consecuencia lô­
gica de un terreno de competencias en el que la intervenciôn del 
Estado, se apodera de todo el campo y rompre todo intento de in­
tervenciôn autônoma. Asi en la Ley Fundamentas de Bonn el articu
lo 72,1 en relaciôn con el 33. A mi juicio, no existen ni en la
Constituciôn, ni en los desarrollos estatutarios competencias c£ 
lificadas expresamente como concurrentes, ni tan siquiera que —  
fâcilmente puedan interpretarse como taies, por tanto creo que - 
no hay un campo nltido de aplicaciôn de este principio, en contra 
de lo que el articulo 4 del Proyecto de LOAPA pretende.
54bis. Tcimpoco el articulo 137 puede entenderse como una clâu­
sula restrictive de las competencias de las Comunidades Autôno—  
mas, ni como un môdulo interprêtador del sistema de distribuciôn 
de competencias. Estâmes, como el propio Tribunal Constitucional 
admite, ante un criterio orientativo exclusivamente de la actiyi
dad del legislador y que sôlo puede entenderse de lege data. Sin
que en ningûn caso pueda justificarse el que mediante la inter—  
pretaciôn jurisprudencial se superponga a la distribuciôn de --
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competencias realizada por el legislador en la Constituciôn y en 
los respectivos desarrollos estatutarios,
55. Manifestaciones también de la unidad del Ordenamiento jur^ 
dico estatal son: el principio de supletoriedad<fel derecho del - 
Estado respecto del Derecho de las Comunidades Autônomas; toda - 
una serie de situaciones en que el Estado aparato se encuentra - 
en posiciôn de supremacla respecto de las Comunidades Autônomas: 
los supuestos de contrôles sobre los actos (articulo 143) y los 
ôrganos (articulo 155) de las Comunidades Autônomas y los pode—  
res de vigilancia y supervisiôn de la ejecuciôn autonômica; tam- 
bien nuestra original y atlpica clâusula residual (original por 
ese juego que posee en dos momentos) debe interpretarse como una 
norma de cierre de la distribuciôn de competencias en el ordena­
miento.
56. Lo mismo ocurre con el principio de igualdad que a mi jui 
cio no es especificamente un elemento configurador de la Forma - 
territorial del Estado, sino un valor constitucional y una "su—  
pemorma" con importantes manifestaciones en materia autonômica. 
En efecto, la Constituciôn realiza una articulaciôn de la igual­
dad sustancial en distintos preceptos (articulos i; 9,2; i4; 53;
91 ; 30; 31,1; 35,1; 39,2; 68,1; 69,2; 71,1,2 y 3 etc,). El Tribu 
nal Constitucional ha explicado que esta igualdad vincula a to—  
dos los poderes pûblicos (incluido el legislador estatal o auto­
nômico) y debe entenderse en el sentido de que sôlo las diferen- 
ciaciones de tratamiento normativo que carezcan de una justifica 
ciôn objetiva y razonable, y por tanto supongan una discrimina—  
ciôn o privilégie, son inconstitucionales. Los par&metros de me­
dida de la racionalidad de la diferenciaciôn pueden ser la fina- 
lidad de la disposiciôn, sus efectos, la proporcionalidad entre 
una y otra, las técnicas de la analogia y el exceso de poder,etc
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Pero no basta un distinto tratamiento normativo por los distintos 
legisladores autônomos para entender vulneradas las exigencias de 
este principio. No obstante la evaluaciôn de estos parâmetros es 
sumamente delieada y dificil y puede producir decisiones polémi- 
cas como ocurre por ejemplo con la realizada en la Sentencia del 
Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de i.9 8 1,nûmero 222,- 
(Bibliotecas Catalanas).
5 7. Las principales manifestaciones de la igualdad sustancial 
en materia autonômica son los articulos 138,2; 139,1; 149,1,1: - 
La filosofia constitucional bâsica en esta materia se encuentra 
recogida en el articulo 139,1 en donde se sostiene la primacia - 
del principio de igualdad sobre el de autonomia territorial, no 
sôlo como un limite externe de la actividad autonômica producto- 
ra de normas, sino también como un requisito esencial de la ley 
(limite interno). Ahora bien, conviene recordar que esta igual—  
dad territorial puede ser violada tanto por el legislador autonô 
mico como por el estatal y que las Comunidades Autônomas poseen 
un derecho reactivo. Esta primacia se articula y garantiza median 
te la técnica contenida en el importante articulo 149,1,1 que —  
asigna al Estado la regulaciôn de las condiciones bâsicas que - 
garanticen la igualdad de todos los espaholes en el ejercicio de 
los derechos, pero permitiendo un legitimo desarrollo legislativo 
autonômico. Esta clâusula de intervenciôn normativa del Estado - 
puede ser ejercitada tanto a priori como a posteriori.Menor rele 
Vancia pos.œel imprécise articulo 138,2 que a lo largo del traba 
jo parlamentario es primero pensado como una garantia frente a - 
los distintos grados de autonomla (referencia que desaparece del 
texto) y luego como una manifestaciôn negativa del principio de 
solidaridad,siendo en la realidad una especificaciôn ad exemplum 
de la igualdad territorial frente a discriminaciones consagradas
- 641 -
en los Estatutos, pero que nada ahade al resto de la ccnstrucciôn 
de la igualdad territorial.
58. Unidad Econômica : en la importante Sentencia del Tribunal 
Constitucional 1/1 ,9 8 2 de 28 de enero el Tribunal Constitucional 
construye en base al articulo 2 de la Constituciôn Espahola un - 
principio de unidad econômica nacional insistiendo en la "exigea 
cia de que el orden econômico nacional sea uno en todo el âmbito 
del Estado", exigencia mâs apremiante en aquellos Estados que 
como el nuestro tienen "una estructura unitaria no uniforme sino 
plural o compuesta desde el punto de vista de su organizaciôn —  
territorial", El tribunal entiende que la unicidad del orden eco 
nômico es un presupuesto necesario, para que el reparte de compe 
tencias no produzca peligrosas disfuncionalidades. Ante esta po£ 
tura conviene'matizar : que es cierto que la actividad autonômi­
ca en materia econômica estâ sometida a unos limites genéricos - 
que garantizan la unidad de la politica econômica (monetaria, 
fiscal) del Estado y derivados de la profunda interrelaciôn de - 
todas las competencias econômicas (entre estos limites genéricos: 
articulos 149,1,1: 1 4 9,1,1 0; 149,1,1; 131 y 149,1,13; 149,1,20,21, 
22 y 24; 149,1,7, etc, ) ; pero no es menos cierto que las necesi^ 
dades de la unicidad no pueden impedir el derecho de las Comuni­
dades Autônomas a sustentar una politica econômica propia, den—  
tro de los limites establecidos por la polltica econômica esta—  
tal; que la cuestiôn no es susceptible de criterios aprioristi—  
COS, sino de deslindes de potestades ante competencias concretas, 
pero deslinde que debe estar orientado por la necesidad de este 
equilibrio entre unidad y autonomia.
59. Manifestaciôn a la vez de la igualdad sustancial y del —  
principio de unidad econômica es la libertad de circulaciôn y - 
establecimiento de personas y bienes que la Constituciôn recono-
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ce en su articulo 139,2, En cuanto especificaciôn de la igualdad 
sustancial del articulo 14 este precepto goza de la especial pro 
tecciôn reconocida en el articulo 53,2. Una exegesis del articu­
lo lleva a concluir: que cualquier poder pûblico estatal o auto­
nômico es "autoridad" en el sentido de este precepto; que no ba£ 
ta, de nuevo, cualquier diferenciaciôn de tratamiento o inciden­
cia sobre la circulaciôn de personas y bienes pues " no toda in­
cidencia es necesariamente un obstâculo" (^-Sentencia del Tribunal 
Constitucional de i6 de novimebre de i.98i), sino que es menes—  
ter la finalidad subjetiva de obstaculizar esa circulaciôn o —  
euando objetivamente se produzca ese resultado por desproporciôn 
entre la medida y el fin.
60, Consecuentemente, no puede entenderse el limite territo^è 
rial de la autonomia como una creaciôn de compartimentes estan—  
cos", pues la unidad del territorio no impide a las Comunidades 
Autônomas realizar actos légitimés cuyas consecuencias surtan —  
efectos fuera de su territorio (Sentencia del Tribunal Constitu­
cional de i6 de noviembre de i,98i),
6 1, Derecho a la autonomia: Unidad y autonomla son dos conce£ 
tos unidos en una lôgica estructura e inseparables, Pero las "Co 
munidades Autônomas gozan de una autonomia cualitativamente supe 
rior a la administrative que corresponde a los entes locales" —  
(Sentencia del Tribunal Constitucional de 14 de junio de i.98i). 
En efecto la atribuciôn de potestades normativas es un elemento 
de diferenciaciôn sustancial entre Comunidades Autônomas y Corpo 
raciones locales pero ademâs, la autonomla de las Comunidades —  
Autônomas es un derecho (articulo 2) mientras la de municipios y 
provincias una mera expectativa constitucional, El Tribunal Con£ 
titucional ha admitido que la Constituciôn configura una verdade 
ra garantia institucional de las Corporaciones locales (Sentencia 
del Tribunal Constitucional de 28 de julio de i.98i), sin embar-
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go la técnica garantista que la Constituciôn adopta para las Co- 
munidades Autônomas es radicalmente distinta y cualitativamente 
superior pues no se régula un contenido esencial cuyo desarrollo 
se deja al legislador ordinario, sino que numéros extremos (com­
petencies, organizaciôn, etc.) se regulan a nivel constitucional. 
Concluyo pues que las Comunidades Autônomas son situaciones jur^ 
dicas activas frente al Estado, que poseen numerosos contenidos- 
constitutivos de un verdadero derecho pûblico subjetivo, consti- 
tucionalmente garantizado y tutelable.
62. Los titulares del derecho a la autonomie son las nacional^ 
dades^y regiones por mandat o del art leu lo 2. Pero por ser éstôP 
entes sociolôgicos carentes de personalidad jurldica, los suje—  
tos del derecho a la iniciativa autonômica son en un primer mo—  
mento las Dipütaciones Provinciales y Municipios (articules 143,1 
y 143,2). Finalizado el proceso de elaboraciôn estatutaria, na—  
cionalidades y regiones se constituyen en Comunidades Autônomas, 
que son los sujetos definitives de ese derecho.
63. En euante sujetos de derecho a la autonomia las Comunida­
des Autônomas son (siempre con afân descriptive) ; "entes publi­
ées territoriales de base corporativa, intermedios entre el Esta 
do y los entes locales dotados de potestades normativas con carâc 
ter de sujetos constitucionales y naturaleza politica".
64. Entre las principales garantias del derecho a la autonomia 
podemos senalar : a) en euante derecho pûblico subjetivo: el re­
cur so de inconstitucionalidad, el conflicto de competencias, el 
recurso previo de inconstitucionalidad y en su caso el recurso - 
de amparo consticucional. b) otra técnica garantizadora es la —  
rigidez constitucional, entendida en un doble nival: rigidez del 
articulo i67 para reformas puntuales del titulo VIII, pero rigi­
dez del procedimiento agravado prévisto en el articulo i68, euan
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do lo que se pretenda sea alterar la propia esencia del derecho 
a la autonomia (reconocido en el Titulo Preliminar) o las facul. 
tades que lo hacen recognoscible. c) indisponibilidad de los Es- 
tatutos por los ôrganos del Estado aparato unilateralmente. d) - 
Reserva de ley absoluta para la "regulaciôn del régimen de las - 
Comunidades Autônomas" ex articulo 8 6,1, es decir, prohibiciôn - 
del Decreto-ley, e) también debe entenderse como una garantia la 
escrupulosa judicializaciôn de los contrôles sobre los actos de 
las Comunidades Autônomas y la ausencia de contrôles politicos.- 
£) Consideraciôn del Tribunal Constitucional como ôrgano sobreor 
denado a las partes (Estado-aparato/Comunidades Autônomas), ga—  
rante e intérprete de la distribuciôn de competencias; no obstan 
te, para otorgar mayor legitimidad democrâtica al alto tribunal , 
entiendo que séria una buena medida de ingenieria constitucional 
crear una conveneiôn entre los partidos, conforme a lo cual los- 
magistrados elegidos por el Senado lo fueran teniendo en cuenta- 
el parecer de los Senadores de designaciôn autonômica.
65. Concepto de autonomia territorial : la palabra autonoMa 
es de empleo frecuente tanto en el lenguaje juridico como en el 
lenguaje comûn. En cada uno de estos côdigos posee un significa- 
do genêrico y multitud de acepciones especlficas radicalmente - 
distintas. Por tanto, no estamos ante un concepto univoco sino - 
que hay que precisar convencionalmente su contenido y a que suje 
tos se atribuye; ambas cuestiones constituyen una opciôn politi­
ca. Pcira lograr un concepto de autonomia territorial hay que re- 
construir esa categoria en torno a la idea de las Comunidades —  
Autônomas como situaciôn jurldica activa, Asi estamos ante una - 
autonomia pûblica, pues sus sujetos son entes pûblicos, de ba se 
territorial, con la sintesis de fines que el territorio supone,- 
y ante una autonomia normativa ( estatutaria ,legislativa y re—  
glaimentaria). Pero el concepto de autonomia no se agota en la —
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atribuciôn de potestades normativas, sino que es también una —  
autonomia institucional pues cada Comunidad créa su propio subor 
denamiento juridico; también es autonomia politica pues las Coim 
nidades gozan del derecho a unas instituciones propias de autogo 
biemo, a mantener una direcciôn politica autônoma y a "incidir" 
en la elaboraciôn de la voluntad estatal. Por lo demâs, pueden - 
atribuirse a estas situaciones juridicas activas todo un haz de 
facultades o funciones-contenido de la autonomia que otorgan a - 
las Comunidades relevantes potestades : autonomia administrativa, 
financiera. planifieadora, etc. Como conclusiôn la autonomia que 
el articulo 2 se reconoce es "una variante de la descentraliza—  
ciôn politica donde determinadas Corporaciones territoriales, in 
termédias entre el Estado y los entes locales, poseen personali­
dad jurldica propia para el cumplimiento de sus fines y tienen - 
como mâs importantes funciones contenidos de su derecho a la au­
tonomia : a) unas instituciones representatives de autogobierno 
que elaboran una direcciôn politica autônoma; b) potestades nor­
mativas (estatutarias, legislatives y règlementarias) dentro de 
un sistema estatal de distribuciôn de competencias; c) potesta—  
des administratives; d) capacidad de decisiôn sobre la estructu­
ra y el nivel de los servicios pûblicos cuya competencia hayan - 
asumido y e) potestades de coordinaciôn y planificaciôn de la —  
actividad econômica comunitaria en el meirco de la planificaciôn 
estatal".
66. La autonomia como fenômeno juridico no sôlo es atribuible 
a sujetos territoriales, sino a los mismos ciudadanos para la re 
gulaciôn de sus conductas privadas y a determinados sujetos so—  
ciales : los comerciantes, las üniversidades, los trabajadores.
De las demâs autonomies pûblicas la mâs relevante es la autono—  
mia colectiva.
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67. Sôlo el concepto de descentralizaciôn (tal y como es acufla 
do por Eelsen y he explieado en conclusiones anteriores)permite 
ofrecer una visiôn unitaria, desde la ôptica de la teoria del —  
ordenamiento, de los distintos casos de autonomia territorial - 
(municipal, Comunidades Autônomas, Estados miembros, etc.) como 
graduaciones de un mismo fenômeno juridico.
68. El tercer elemento del tripode sobre el que se asienta el 
diseîio constitucional en materia autonômica es el principio de - 
solidaridad (asi pues : unidad, autonomia y solidaridad). La lec 
tura del Diario de Sesiones no arroja luz sobre esta nociôn de - 
solidciridad que carece ademâs de tradiciôn en nuestro Derecho - 
constitucional. He intentado, por tanto reconstruir la nociôn —  
partiendo de sus acepciones en otros ordenamientos y en otras 
ramas del Derecho :
- en Derecho privado la solidaridad es una relaciôn obli- 
gatoria de ayuda entre personas colocadas en una misma situaciôn 
juridica (codeudores, coacreedores) y fundada en la imposibilidad 
de que los hechos de una des estas personas puedan perjudicar a 
las otras.
- en la construcciôn iuspublicista de Leôn Duguit, la so­
lidaridad o interdependencia es un sentimiento arraigado en cua^ 
quier grupo social y que encuentra sus bases fâcticas en la comu 
nidad de intereses y necesidades que satisfacer y en la divisiôn 
del trabajo (solidaridad mecânica y solidaridad orgânica). Pero 
ademâs es el fundamento del Derecho en general y de toda régla - 
de derecho especial, que en base a la solidciridad pueden imponer 
abstenciones o comportamientos activos, verdaderas limitaciones 
de la autonomia privada. Es inc luso una finalidad de la activi—  
dad de los gobernantes.
- pcira la Constituciôn portuguesa la solidaridad es un -
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vinculo o ligâmen politico entre todos los Portugueses.
- en la Constituciôn italiana la solidaridad politica,eco 
nômica y social es el fundamento de los deberes constitucionales 
y un instrumente de mediaciôn en torno a otros preceptos consti­
tucionales (accidentalidad de l*a nociôn), para lograr una orien- 
taciôn politica consensuada en el desarrollo de la norma consti­
tucional impidiendo "fracturas" en las finalidades del Ordenamien 
to. La nociôn de solidaridad econômica se ha empleado también en 
relaciôn con la autonomia colectiva y el derecho de huelga, afir 
mândose que estamos ante una relaciôn entre sujetos colectivos - 
en la que a una de las partes se imputan deberes y a otra benefi 
cios. Confirmando lo antes afirmado sobre la accidentalidad de - 
la nociôn de solidaridad la Corte Constitucional no ha empleado 
nunca este concepto sin referirlo a otro precepto constitucional.
69. Partiendo de estas nociones puedo decir :
- que la solidaridad autonômica es un hecho impuesto por - 
la realidad de la divisiôn de competencias entre el Estado y las 
Comunidades Autônomas (solidaridad mecânica).
- que esta divisiôn del trabajo, unida a la comunidad de 
intereses (un buen nivel de prestaciôn de los servicios pûblicos) 
impone la solidaridad orgânica .o cooperaciôn de todas las Admini^ 
traciones pûblicas.
- que la solidciridad es un valor del ' Ordenamiento, espe- 
cialmente en materia autonômica.
- que este valor se articula en una relaciôn especial en­
tre sujetos colectivos y territoriales (Estado y Comunidades Au­
tônomas o Comunidades Autônomas entre si) por lo cual la actua—  
ciôn de alguno de ellos puede venir condicionada por la del otro 
o por las necesidades générales del sistema.
70, Son numérosas las referencias a la solidaridad en nuestro
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bloque constitucional : artleulos 2; 138,i; 156; 158 de la Consti 
tueiôn espanola; pârrafo cuarto del preâmbulo del Estatuto cata—  
lén; articulo 45,1 del Estatuto Catalân; articulo 41,1 del Estatu 
to Vasco; articulo 1,2 del Estatuto Gallego, etc, El nûmero de - 
estas referencias hace que para poder estudiar qué tienen de co­
mûn todos estos preceptos, hay^ que descomponer la solidaridad - 
autonômica en sus très momentos : politico, juridico y econômico.
71. Solidaridad politica : de forma significativa el antepro- 
yecto de la Constituciôn decla en su articulo 2 : "La Constitu—  
ciôn se fundamenta en la unidad de EspaAa y la solidaridad entre 
sus pueblos La polémica introducciôn del término nacional^
dad, produjo un texto definitive confuso, que oscurece el senti- 
do del precepto que no es sino éste del Anteproyecto, La solida­
ridad es el fundamento (junto con la unidad) de la Naciôn-Bstado 
y de la propia Constituciôn, Estamos ante un concepto muy prôxi- 
mo al de Duguit. Pero ademâs es un modo de articular esa unidad: 
se trata de afirmar un momento de libertad de las nacionalidades 
y regiones, para en un segundo momento, con ese instrumente de - 
mediaciôn que es la solidaridad lograr su integraciôn en la Na—  
ciôn Estado, sin causar fracturas del Ordenamiento. Asi deben - 
entenderse los conceptos de "libre solidaridad" (preâmbulo del - 
Estatuto Catalân) y "autonomias integradas" (Pérez Moreno).
72. Solidaridad jurldica : el Tribunal Constitucional ha uti- 
lizado esta nociôn en sus sentencias : 64/1.982 de 4 de noviem—  
bre (espacios de interés natural afectados por actividades extrac 
tivas) y i8/l.982 de 4 de mayo ( Registre y Depôsitos de Conve—  
nios colectivos de trabajo). En la primera es reticente a su em­
pleo por la generalidad del concepto y parece dar a entender su 
accidentalidad respecte de otros preceptos. En la segunda ocasiôn 
se insiste en "un deber de celaboraciôn dimanante del general -
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deber de auxilio reclproco entre autoridades estatales y autônomas" 
deber que "se encuentra implicite en la propia esencia de la for­
ma de la organizaciôn territorial del Estado", A mi juicio, la —  
solidaridad es un principio accesorio que complementa o modéra - 
otros derechos o deberes principales, aunque estos deberes no t ^  
gan range constitucional, sino que deriven de leyes ordinarias. - 
Entiendo también que convendria que el Tribunal Constitucional pro 
fundizase esta linea tibiamente iniciada, concibiendo la solidari­
dad como clâusula moduladora del ejercicio de competencias,
73. En este sentido las relaciones entre Estado y Comunidades - 
Autônomas, y en su caso las posibles fricciones deberla modularse 
por esta solidaridad-lealtad autonômica, dado el carâcter reelpro 
CO y escrupulesamente democrâtico del principio, en vez de recon- 
ducirlas a la unidad. Se conseguirian asi resultados mueho mâs —  
equilibrados y menos centripetos.
74. El juego de este principio séria muy afin al que ofrece la 
lealtad federal en la Repûblica Federal de Alemania, como mecanis 
mo de resoluciôn de fricciones. El estudio de alguna de las sen—  
tencias del B.V.G. y el anâlisis de la otra clâusula alternative, 
la del interés nacional, me lleva también a defender esta inter­
pret aciôn de la solidaridad como lealtad autonômica.* En efecto - 
la clâusula del interés nacional o se interpréta de lege data y 
sôlo vincula al legislador ordinario (como el Tribunal Constitu—  
cional ha dicho) o es una peligroslsima clâusula politica que se 
sobrepone a la distribuciôn de competencias escritas, justifican- 
do contrôles politicos que nuestra norma suprema no desea.
75. Referencia a la solidaridad econômica : su anâlisis escapa 
de las posibilidades de esta tesis, pero por mantener el diseho 
previsto conviene decir ; que parte de la desigualdad de hecho —  
entre regiones rieas y pobres; que debe constituir una finalidad
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positiva de la planificaciôn econômica; que en euanto solidaridad 
fiscal supone la adopciôn del principio de capacidad de pago a - 
nivel regional ; que encuentra su mâs importante articulaciôn en 
el Fondo de Compensaciôn Interterritorial.
7 6. Entre los mayores defectos que la Constituciôn posee estâ 
no preveer un sistema de coordinaciôn y cooperaciôn de las Admi- 
nistraciones pûblicas. Es évidente la necesidad de una urgente - 
ingenieria constitucional en esta cuestiôn. Pero si bien la coor 
dinaciôn puede reconducirse (entre otros preceptos) al importan­
te articulo 1O3, no creo que pueda deducirse un principio de —  
cooperaciôn Estado-Comunidades Autônomas, pues lamentablemente - 
no existe mâs apoyatura para ello de Derecho positivo, que la - 
nociôn de solidaridad. En tomo a este concepto debe tratar de - 
explicarse toda la ingenieria constitucional que en este punto - 
se haga.
7 7. Principio de voluntariedad. La autonomia de las nacionali 
dades y regiones no sôlo es un derecho constitucionalmente g air an 
tizado, sino que ademâs, al menos en el diseho constitucional, - 
es un derecho voluntario. La autonomia no se impone en una gene- 
raliaaciôn autonômica ab initio, sino que de forma acorde con su 
consideraciôn como derecho, podnâ ser ejercitado en el momento - 
en que se desee y cabnâ incluso su renuncia por aquellas regio—  
nés que hubieran preferido su anterior modo de vinculaciôn con - 
los poderes centrales, por carecer de voluntad autonômica. No -
obstante, este diseKo teôrico se ha visto contradicho en la --
realidad constitucional por el juego de una serle de limites y 
condicionamientos ; preautonomlas, Acuerdos autonômicos de julio 
de 1.9 8 1, "mimetismo comunitario", etc. , que han convertido la 
pieza organizativa central del diseno constitucional en un prin­
cipio de eficacia muy limitada.
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78, La esencia de la idea de voluntauriedad era concéder autono 
mia territorial sôlo alli donde existieran verdaderos deseos de 
la poblaciôn. La voluntariedad es una de las categorias origina­
les que la Constituciôn espaflola de 1.931 aporta y que se tras—  
planta al texto de 1.978 incrementando sus contenidos. No obstan 
te, cabe preguntarse si ese trasplante era viable, pues no existe 
experiencia constitucional de la compatibilidad entre este princi 
pio y un sistema de autonomies generalizado. Le heterogeneidad - 
de situaciones y regulaciones que la voluntariedad supone ( en - 
ausencia de cualquier limite de Derecho imperativo) llevada a —  
sus mâximos extremos, hay que admitir que planteaba el riesgo de 
un sistema ingobernable. Ahora bien,una cosa es admitir la nece­
sidad de un mlnimo de derecho imperativo, para salvaguardar la - 
unidad del Ordenamiento y otra es entrar en la reglamentaciôn de 
tantas cuestiones y de tal forma, que se impida la existencia de 
una regulaciôn plural y autônoma. Ese es el mâximo riesgo ( en - 
el otro extremo de la comparaciôn) que los Acuerdos y el proyec- 
to de LOAPA plantean.
79. El âmbito de actuaciôn del principio de voluntariedad con­
forme al diseîio constitucional abarca cuanto menos : la manifes- 
taciôn de voluntad de acceso a la autonomia; la delimitaciôn del 
territorio comunitario y por tanto del mapa regional, respetando 
las demarcaciones provinciales; el momento de la decisiôn autonô 
mica o en su caso la renuncia al ejercicio de ese derecho; las - 
vias de iniciativa y elaboraciôn estatutaria (la opciôn va unida); 
el alcance de las competencias estatutariamente asumidas,dentrc 
de los limites fijados ; la organizaciôn interna de cada Comuni­
dad, también con respeto a los limites; las bases para la orde-
naciôn del traspaso y transferencia de los servicios correspon—  
dientes a estas Comunidades.
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80. Este extenso âmbito de actuaciôn conforme al diseno const^ 
tucional, se va a ver profundamente reducido por el juego de aigu 
nos limites constitucionales, pero fundamentalmente en el terreno 
de la realidad constitucional por las llamadas preautonomlas, los 
Acuerdos autonômicos y otras técnicas.
81. Limites constitucionales de derecho imperativo :
a) contenido obligatorio de las normas estatutarias; arti­
cules 147,2 y 147,3. Nada puede objetarse a estas exigencies.
b) limites frente a ejercicios abusives de la autonomia —  
articules I44a y 144c.
c) prohibiciôn de federaciôn de Comunidades Autônomas (ar­
ticule 145, l) y ausencia de un mécanisme previsto para la fusiôn 
o agregaciôn de Comunidades Autônomas. El articulo 145,1 debe es- 
timarse como un desafortunado precepto aunque recoja la tradiciôn 
del constitucionalismo espaflol en este punto, pues no cumple nin- 
guna de las finalidades que pretendla (delimitar negativamente la 
forma de Estado e impedir la hegemonia de algûn Reine histôrico). 
Ademâs es causa de una verdadera laguna constitucional al no pre­
veer se un procedimiento para la fusiôn o agregaciôn de Comunida­
des Autônomas ya existantes. El errer se ve en cierta medida amer 
tiguado con las previsiones contenidas en algunos Estatutes de —  
Autonomia (articulo 44 del Estatudo de Rioja y 58 del Estatuto de 
Cantabria), con el propio 145,2 en materia de convenios y acuerdos 
y con la Disposiciôn Transitoria cuarta para el caso de Navarra;- 
previsiones que no agotan todos los posibles supuestos de hecho.
d) a mi juicio las técnicas legislativas del articulo 150 - 
no son limites a la voluntariedad, sino al autogobierno. Tampoco 
es un limite juridico stricto sensu,el régimen de preautonomia.
82. El primero de los ccaidicionamientos en el terreno de la —
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realidad constitucional son los Reglmenes provisionales de la —  
autonomia,Partiendo de una concreta situaciôn histôrica (la legi^  
timidad histôrica de la Generalidad catalana y el prestigio del 
senor Tarradellas), se generalize luego esta técnica sin justifi 
caciôn alguna, mediante un procedimiento discutible,y lo que es 
mâs grave, sin plan alguno de los que se pretendla, lo que evi—  
dencia una lamentable depreciaciôn de la idea del Estado. Las - 
preautonomlas desvirtuaron el papel de la voluntariedad respecte 
del necesario proceso de reflexiôn de cada Comunidad sobre la de 
cisiôn autonômica; realizaron una opciôn clara (que no correspon 
dia legitimamente al Gobierno) en favor de la generalizaciôn; —  
sentaron las bases del mapa regional que los Acuerdos autonômi—  
COS acabaron de rellenar; dieron los primeros pasos de una ten—  
dencia a la hemogeneizaciôn; reprodujeron el equivocado esquema 
de las Comisiones mixtas de transferencia; y por ûltimo aiejaron 
al ciudadano del fenômeno autonômico en un proceso que ha sido - 
descrito como una platea de un cine llena de espectadores pero - 
sin pelicula.
83. Los Acuerdos Autonômicos suscritos el 31 de julio de l.98i 
entre el Gobierno de UCD y el PSOE van a acabar de rellenar los 
âmbitos de, actuaciôn que el diseflo constitucional dejaba a la - 
voluntad de las Comunidades Autônomas. Estos acuerdos son conse- 
cuencia. del Informe Enterria que entendiô que era menester poner 
correctives al "empleo exclusive e inmoderado del principio dis­
positive". El citado Informe se articulô fundamentalmente en —  
unos Acuerdos con espiritu de lectura ex novo del titulo VIII y 
en el muy discutible Anteproyecto de Ley Orgânica de Armonizaciôn 
del Proceso Autonômico, que tiene pendiente un pronunciamiento - 
del Tribunal Constitucional en via de recurso previo de inconstd. 
tucionalidad y sobre cuya critica en algunos aspectos no insisti 
ré aqui, por haberlo hecho en otro lugar, pero admito estar en -
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la linea cje la critica general realizada al proyecto por Jesûs - 
Leguina.
84. Entre los extremos que entraban en el âmbito de la volun­
tariedad y los Acuerdos vienen a rellenar ;
- una concreciôn del mapa autonômico en 17 regiones,admi- 
tierido el acceso a la autonomia en solitario de Cantabria y Rio­
ja; activar los plazos del proceso de generalizaciôn ( que en - 
términos générales han sido cumplidos) ; procéder en Navarra por 
la discutible via del amejoramiento del Fuero.
- necesidad de un bloque competencial comûn a todos los - 
Estatutos del articulo 143.
- generalizaciôn de las potestades legislativas a todas - 
las Comunidades Autônomas.
- una concepciôn preocupantemente restrictiva del sistema 
parlamentario autonômico/que pueda entenderse como una considéra 
ciôn de que la funciôn principal de las Comunidades Autônomas es 
ejecutar (federalismo ejecutivo).
- mantenimiento de las Dipütaciones Provinciales, sin reco 
mendaciones sobre la necesidad de adecuar la organizaciôn de ca­
da Comunidad a las necesidades autônomas de cada regiôm.
- sustituciôn de las Comisiones mixtas de transferencias 
por Comisiones sectoriales, basadas en los criterios de homoge—  
neidad y simultaneidad.
85. Si nos preguntamos por el grado de cumplimiento de los - 
Acuerdos en el desarrollo estatutario de las Comunidades del ar­
ticule 143, hay que afirmar que ha sido muy alto. Y que pueden - 
perfilar un modelo basado en las notas de: generalizaciôn y homo 
geneizaciôn final de todas las autonomias, modelo que nos apro—  
xima como afirma el propio Garcia de Enterria al esquema federal
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sin duda, pero probablemente, de no introducir nuevos correctivos 
a un federalismo de mera ejecuciôn, con Parlamentos autônomos -—  
sin iniciativas legislativas, sin leyes bases que permitan su —  
trabajo y gravemente reducidos en su actividad.
86. Los Acuerdos Autonômicos suponen una Conveneiôn constitu­
cional entre las principales fuerzas politicas, destinada a des- 
cirrollar el titulo VIII de la Constituciôn, integrando las prin­
cipales opciones politicas que esté titulo deja sin regular. —  
Stricto sensu, no estamos ante una transfermaciôn del texto nor­
mative verdadera mutaciôn, sino ante una integraciôn secundum - 
legem , Bien es cierto que entre las distintas opciones legiti—  
mas se opta por una de las menos autonomistas, pero creo que na­
da puede objetarse desde la estricta ôptica de su constituciona­
lidad. Sin embargo, no puede decirse lo mismo del proyecto de —  
LOAPA que probahrlemente posee extremos constitutivos de una ver­
dadera mutaciôn rayante con el quebrantamiento.Por tanto hay un 
intento en los Acuerdos en sentido amplio de transformer el tl—  
tulo Vlil, sin acometer al procedimiento de reforma, pero los - 
contenidos inconstitucionales de esa mutaciôn se articulan, a mi 
juicio en la LOAPA y no en los Acuerdos, sea cual fuere el jui—  
cio de valor que esa integraciôn merezca.
87. A todos estos mûltiples limites y condicionamientos hay - 
que ahadir otro mâs, paradôjicamente proveniente de la propia —  
iniciativa autonômica o mejor de sus carencias. La imitaciôn, in 
cluso la copia, es uno de los principales elementos de la armoni 
zaciôn espontânea en los Estados federaies; en nuestro pals ha - 
ocurrido lo mismo, tendiendo a transplantar clâusulas de unos Es­
tatutos a otros, sin excesivos escrûpulos de reflexiôn. Esta ten
dencia a la imitaciôn o mimetismo comunitario de ser trasladado 
también al ejercicio de las potestades legislativas autônomas, -
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puede ser mâs armonizador que una ley estatal, poniendo en tela 
de juicio la propia esencia de la decisiôn autonômica generali- 
zada,
88, Nuestra norma suprema concede una gran relevancia a la - 
Historia. Son numerosos los preceptos constitucionales que indu 
yen dentro de la estructura de la norma referencias histôricas - 
en algunos casos de dificil evaluaciôn. Lo mismo ocurre con los 
Estatutos. Estos preceptos son agrupables en très grandes bloques:
a) los derivados del concepto de nacionalidad con referencias a 
las lenguas, simbolos, culturas, denominaciones histôricas, pa—  
trimonios histôricos que la Constituciôn considéra como una rica 
manifestaciôn del pluralisme.
b) la "entidad regional histôrica" como fundamento y requisite de 
la autonomia. La evaluaciôn ( en cualquier caso muy dificil) que 
se ha hecho de este requisite ha sido sustancialmente politica,- 
como evidencia la divisiôn de alguna gran regiôn histôrica y al­
guna Comunidad autônoma uniprovincial de dificil encaje.
c) Régimen forai de los Territories Histôricos.
89. La sintesis que la Constituciôn pretende de la normativa 
constitucional y de la historicidad forai (Disposiciôn Adicional 
primera) puede resultar dificil. A mi entender, ésto es un estric 
to juicio de técnica jurldica, sin perjuicio de que los niveles 
de autogobierno supuestamente satisfechos por el Fuero, puedan - 
alcanzarse por la via de las técnicas de la descentralizaciôn po 
litica. Las dificultades de organizaciôn de los territorios His­
tôricos (rango de sus normas, regulaciôn de la-Comisiôn de Arbi- 
traje, articulaciôn de sus competencias exclusivas...) en la Co­
munidad autônoma vasea y lo atipico de la via de acceso a la —  
autonomia de Navarra mediante el ame joramiento del Fuero (técni­
ca que arroja dudas sobre su constitucionalidad), son dos ejem—
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plos claros de lo que se dieCi
90. De acuerdô cod lô expuesto â lo largo de esta tesis, es - 
posible afrotttar la calificiciôn de la forma territorial del Es­
tado que el Estado autonômico représenta conforme a très crite—  
rios i
a) los conceptos de Ëstàdô fédéral y territorial descritos
b) los elementos conflguradores de esta forma territorial 
ya analizados*
c) la distinta procédencia (regional ofederal) de las téc 
nieas organizativas empleadâS en el Éstado autonômico.
91. Supuestâ la imitaciôn del vinculo federal producida en loS 
Estados federaies cl&sicos, ai el sentido de convertirlos en Es­
tados federales unitarios ÿ là consideraciôn actual del Estado - 
regional como un Estado unitario fuertemente descentralizado con 
gener alizaciôn regional y tendencies a la homogeneiz aciôn, el «r- 
Estado autonômico no haria sino partir de ese punto de intersec- 
ciôn conceptual que recoge la profunda interrelaciôn de ambas —  
categorias : ël Estàdo federo-regional.
,
92. La relevancia de la unidad del Estado federal no es menor 
que en el Estàdo regional, si bien se articula a veces con arre- 
glo a técnicas diverses. Ëg cànbio, la consideraciôn de la auto­
nomia de las Comunidades AutônoAaS como ün derecho parece aproid 
mar al Estado autonémico â los Estados federales. Esta construc­
ciôn de là autonomià como derecho, amên de poseer una fuerte —  
eficacia garantistà, puede tener la virtualidad de traducir a - 
términos juridicos el debate politico sobre la soberania. una - 
posible creaciôn jurisprudencial de un principio juridico de —  
lealtad autonômica, a partir de la nociôn de solidaridad, como - 
técnica modeladora del ejercicio de competencias y de resoluciôn 
de conflictos entre Estado y Comunidades Autônomas, nos acercarii
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también al Estado federal (Bundestrue), alejândonos de la clâusu 
la del interés nacional que nuestro Tribunal Constitucional pare 
ce haber rechazado. El "capitidisminuido" principio de volunta—  
riedad sigue siendo una técnica afin al Estado regional, aunque 
su importancla se ve disminuida una vez finalizado el desarrollo 
estatutario. La relevancia que la Constituciôn ofrece a los ele­
mentos histôricos y foraies posee cierta afinidad con algunas no 
tas de los Estados federales clâsicos (soberania de los Estados 
miembros). Por tanto a la luz de este segundo criterio también - 
estamos ante una forma estatal hibrida federo-regional.
93. Si nos fijamos en las técnicas organizativas que en el —  
Estado autonômico se emplean, no résulta dificil apreciar que un 
importante grupo de ellas poseen su procedencia en el esquema —  
federal, mientras otras se acercan al modelo regional. En reali­
dad casi todas las técnicas que configuran el basamento del Esta 
do autonômico estân extraidas del Estado regional : los elementos 
derivados de la categoria "autonomia estatutaria" (articules 143 
y 151 ; 146; 8i, etc. )ÿ la técnica del Delegado del Gobierno (art^ 
culo 154); la existencia de una dualidad de Comunidades Autônomas 
(del articulo 151 y Disposiciôn Adicional segunda o del articulo 
I5l y Disposiciôn Adicional segunda o del articulo i43) aunque se 
pretenda transitoria; el mismo concepto de autonomia territorial, 
etc. Pero existen también elementos prôximos al Estado federal; - 
el procedimiento pactista de elaboraciôn estatutaria previsto en 
el articulo i51,2 y el poder condicionante del referendum auto­
nômico; la via de iniciativa autonômica mediante el amejoramien 
to del Fuero seguida en Navarra ( es este un elemento mâs fédéra 
tivo que federal) ; la clâusula residual del articulo 149,3: en 
cierto sentido el sistema de distribuciôn de competencias (inter 
pretnado el elenco del articulo 148 como una norma transitoria);
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el sistema de control sobre los actos del articulo 153 y el orgâ 
nico del articulo 155, etc. En definitive, creo que queda demos- 
trado con estos ejemplos que nuestra norma constitucional utilize 
tanto técnicas régionales como federales. A la misma conclusiôn - 
llegariamos siguiendo otros criterios, aqui no desarrollados,por 
ejemplo el de grado de intensidad de las competencias de las Co­
munidades Autônomas.
94. Por tanto, no puede seguir manteniéndose que Estado regio 
nal y federal son dos categorias que orgarizan sus ordeneimientos 
conforme a técnicas absolutamente diverses e incompatibles, ni -
que la articulaciôn del Estado federal en torno a la idea de --
soberania (afirmaciôn incierta) impide considerarlo comprendido 
en una misma categoria, la descentralizaciôn politica, junto a - 
los Estados regibnalei^  organized os conforme al concepto de autonomie . 
puesto que el concepto que juridicamente organize ambos ordena—  
mientos es el de competencia.
95. Concluyo pues que el Estado autonômico es una forma de Es­
tado hibrida que puede calificarse como hace Trujillo ( entre - 
otros autores) como federo-regional. Como afirma el profesor de 
la Lagune esta forma mixte es re lativ ament e original pues es pre 
bablemente la primera que recoge con rango constitucional esa in­
ter secciôn conceptuel. Pero su originalidad es mâs bien empirica 
que fruto de una verdadera teorizaciôn sobre el sistema que se - 
pretendia. Por tanto, creo que probable mente sea^ ademâs^ una fôr- 
mula transitoria que desemboque en un Estado federal unitario. - 
Habida cuenta ademâs de que la mayoria de los elementos régiona­
les del modelo eu1minan con el fin del proceso estatutario y del 
fracaso, en gran medida, de la experiencia regional italiana. La 
lectura integrativa que la Convenciôn constitucional efeetuada - 
por los Acuerdos autonômicos realizan no dejan dudas sobre la - 
gehèrali zaciôn e inicia los pasos de la homogeneizaciôn competen- 
cial,notas que también parecen acercarse al Estado federal.
